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Prólogo 


Las universidades públicas de nuestro país están moldeadas por la Reforma de 1918, una serie 
de cambios promovidos por un movimiento de protesta estudiantil que apuntaba a modernizar, 
democratizar y secularizar la enseñanza superior. Entre otras demandas, aquellos jóvenes de 1918 
planteaban la autonomía universitaria (darse reglas y gobierno propios sin injerencias del poder 
político), el cogobierno (la participación de profesores, estudiantes y graduados en la elección de 
autoridades y en la toma de decisiones), el acceso a las cátedras por concursos docentes públicos y 
de renovación periódica, la libertad para enseñar e investigar sin censura, la posibilidad de elegir 
entre cursos con diferentes orientaciones o programas de estudio, la flexibilización en las 
condiciones de cursada y la vinculación con la sociedad por medio de la extensión universitaria. 

Estas reivindicaciones se manifestaron con fuerza, otra vez, en la transición democrática de 
1983, tanto al momento de restablecer las instituciones del cogobierno como al revisar las políticas 
del régimen autoritario hacia la universidad como fueron, entre otras, la represión a la participación 
política, la cesantía de profesores, la reducción del presupuesto, el cierre de carreras, los exámenes 
y Cupos para el ingreso y el cobro de aranceles a los estudiantes. 

En la Universidad de Buenos Aires, el Ciclo Básico Común, “el CBC”, resultó una de las 
innovaciones de mayor envergadura que, inspiradas en esos principios reformistas, atendería esta 
compleja coyuntura de la transición. Un primer año común para toda la UBA, de ingreso libre, 
compuesto por dos asignaturas obligatorias para todos los estudiantes y otras cuatro materias 
variables según la facultad y la carrera escogida. Este ciclo serviría, al mismo tiempo, para facilitar 
la incorporación de los cursantes a la vida universitaria, mejorar sus métodos de estudio, 
familiarizarlos con el mundo científico, orientarlos en su desarrollo vocacional, alentarlos en el 
despliegue de un conjunto de capacidades y destrezas, despertar su espíritu crítico y contribuir a su 
formación ciudadana. 

A más de treinta años de la inauguración del CBC, e incluso tras varios y significativos cambios 
dentro y fuera de los claustros, “Introducción al Conocimiento de la Sociedad y Estado” continúa 
siendo una de las dos asignaturas generales del ciclo. Cada cuatrimestre la cursan miles de 
estudiantes. A ellos está especialmente destinada esta obra. 

El libro posee varias características para destacar. La primera es que presenta de manera 
accesible y sintética, y fundamentalmente atendiendo a los jóvenes, un acervo de “grandes temas y 
problemas” de las ciencias sociales. En el recorrido de sus páginas se suceden las definiciones, el 
origen, el desarrollo histórico y las distinciones analíticas de conceptos tales como los de Estado, 
sociedad, ciudadanía, orden, cooperación y conflictos sociopolíticos, representación y participación 
política, entre otros. El ejemplar encaja así en la categoría de “manual” universitario. 

La segunda propiedad del volumen que merece particular mención es que proporciona una 
visión profunda y renovada de estos temas, en sintonía con la actualización de los contenidos 
mínimos de la asignatura promovida recientemente por la Universidad de Buenos Aires. 

Tercero, el libro aborda los diferentes problemas desde distintas escuelas de pensamiento y 
paradigmas, prestando a la vez atención al tratamiento de los mismos desde la sociología, la 
historia, la ciencia política, el derecho, la economía y la antropología. Por este rasgo, hay un cuarto 
aporte a señalar, y es que el manual puede ser útil como texto de apoyo para una cierta cantidad de 
estudiantes universitarios del Ciclo Básico Común de la UBA o de cursos similares dictados en otras 
universidades, pero también para quienes poseen un interés o inclinación particular por cuestiones 
tales como las innovaciones científicas y tecnológicas, las transformaciones en la cultura, los 
cambios económicos y sus consecuencias sociopolíticas, o acerca del impacto de las tecnologías de 
la información y la comunicación, las variaciones demográficas y las modificaciones en el mundo del 
trabajo, la producción y el consumo, o bien sobre el Estado, los modelos de desarrollo 
socioeconómico y el papel de las políticas públicas. 

Quinto, el libro constituye un emprendimiento que en los sucesivos capítulos articula teorías, 
modelos y conceptos generales en historia, espacio y tiempo, en estrecha vinculación con la 
sociedad y política de nuestro país. 

Por último, este manual es una tarea colectiva. Sólo quienes hayan pasado por una experiencia 
semejante conocen el arduo trabajo que demanda un proyecto de estas características. La profesora 
María Paula A. Cicogna coordinó el equipo de autores con vocación y compromiso. El resultado final, 
ya solamente por el esfuerzo realizado, es impresionante. 

A la compiladora y a los responsables de los capítulos, congratulaciones. Al público con este 
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ejemplar entre sus manos, ¡a disfrutar de la lectura! 


Miguel De Luca 
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Introducción 


La formación del Estado surge de un pacto (contrato) realizado entre el soberano y el pueblo, y 
es partir de allí que surgen múltiples formas de gobierno, instituciones, acciones u omisiones 
(políticas públicas); la sociedad, por otra parte, toma un camino distinto y puede adquirir sus 
características de ese Estado, debido a su propia dinámica (migraciones, conflictos armados, 
violación sistemática de derechos humanos, etcétera), o por la combinación de ambas. Es por ello 
que al ser miembros, tanto del Estado como de la Sociedad, que se encuentran en constante 
movimiento, es imprescindible poder contar con las herramientas para comprender su dinámica y 
funcionamiento para ser parte de ellos y ejercer un rol activo y pleno. 

La materia Introducción al Conocimiento de la Sociedad y Estado (ICSE) busca dar respuesta a 
esos interrogantes, y es por eso que fue pensada en los años ochenta (en los primeros años de la 
transición democrático) como una de las dos materias obligatorias del Ciclo Básico Común (CBC), el 
cual permite el ingreso libre a la Universidad y obra de articulador de esta institución con la 
escuela. Es por eso que esta materia les ofrece a los y las estudiantes un panorama sobre el 
contexto en el que está inserta la Universidad, desde su creación hasta hoy, y les da acceso a 
conocimientos que les permitirán hacer un análisis del contexto socioeconómico, político y cultural 
en donde se hallan inmersos. 

Por lo antes expuesto se espera que los y las estudiantes adquieran conocimientos teórico- 
conceptuales y sociohistóricos, y que a la vez estimulen su pensamiento crítico y la formación ética, 
cívica y democrática ya que esta asignatura funciona como puerta de entrada a la vida universitaria 
de todos los y las estudiantes, lo que también implica transmitir ciertos usos y prácticas propias que 
deben incorporar para poder avanzar en su trayectoria académica. 

A pesar de haber pasado más de tres décadas de la creación de esta materia, ICSE representa el 
punto de partida de la formación universitaria; sigue teniendo como objetivo brindar las 
herramientas para que cada persona, desde el ámbito profesional que elija, pueda crear acciones 
que faciliten el acceso a derechos y logre analizar fenómenos y/o hechos con un enfoque sistemático 
y metodológico. 

En 2016 el Consejo Superior de la Universidad decidió modificar y actualizar los contenidos 
mínimos de la materia (Res. (CS) N 4424/16); los mismos suman como nuevo eje a las políticas 
públicas: 


1. La sociedad: conceptos básicos para su definición y análisis. Sociedad y estratificación social. Orden, 
cooperación y conflicto en las sociedades contemporáneas. Los actores sociopolíticos y sus 
organizaciones de representación e interés, como articuladores y canalizadores de demandas. 
Desigualdad, pobreza y exclusión social. La protesta social. Las innovaciones científicas y tecnológicas, 
las transformaciones en la cultura, los cambios económicos y sus consecuencias sociopolíticas. La 
evolución de las sociedades contemporáneas: el impact0 de las tecnologías de la información y la 
comunicación, las variaciones demográficas y las modificaciones en el mundo del trabajo, la producción 
y el consumo. 


2. El Estado: definiciones y tipos de Estado. Importancia, elementos constitutivos, origen y evolución 
histórica del Estado. Formación y consolidación del Estado en la Argentina. Estado, nación, 
representación, ciudadanía y participación política. Estado y régimen político: totalitarismo, 
autoritarismo y democracia. Las instituciones políticas de la democracia en la Argentina. El Estado en 
las relaciones internacionales: globalización y procesos de integración regional 


3. Estado y modelos de desarrollo: el papel de las políticas públicas. Políticas públicas en economía, 
infraestructura, salud, ciencia y tecnología, educación, con especial referencia a la Universidad. 


La Universidad de Buenos Aires es reconocida y valorada a nivel mundial ya que ha logrado 
combinar el ingreso irrestricto y la educación pública y gratuita sosteniendo la excelencia 
académica, y tanto el CBC como esta materia son muestras de ello. 

A lo largo de este manual se identificarán estos conceptos en las distintas etapas que transitó la 
República Argentina, enmarcadas en los distintos contextos (regional e internacional). 

El Capítulo 1, marco teórico de la materia, repasa las distintas definiciones que delinean los 
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conceptos de Estado, Sociedad y Políticas Públicas. El Capítulo 2 analiza el período 1870-1920, 
etapa de formación y consolidación del Estado argentino, a la luz de los conceptos de estatidad 
postulados por Oscar Oszlak; se identifican los actores sociales y políticos que transitaron dicha 
etapa (oligarquía terrateniente, Pueblos Originarios, Migrantes, movimiento obrero, clases medias y 
las corrientes ideológicas y partidos políticos que los representaron: anarquismo, socialismo, 
sindicalismo, radicalismo). Se repasan también los hitos que marcaron la “Campaña del desierto”, la 
incorporación de Argentina en un mercado mundial de libre comercio, la constitución de un ejército 
y la creación de la institucionalidad estatal (nacional, provincial, local), el desarrollo de políticas 
públicas (migratoria, educativa, económica, etcétera) en función de la conformación de un Estado 
Nación. En el Capítulo 3 (1920-1930) se desarrolla la etapa de los gobiernos radicales (sus 
continuidades y rupturas): la conformación de un partido político nacional, la ampliación de la 
ciudadanía política y la democracia a partir de la aprobación del voto masculino, secreto y 
obligatorio, la profundización del modelo económico agroexportador y la ampliación del Estado, la 
conformación de un nuevo actor social con demandas de participación política ampliada, la 
movilidad social y las políticas de control social. 

El Capítulo 4, que abarca los años 1930 a 1943, revisa el primer golpe de Estado del siglo XX y 
las políticas públicas de los gobiernos autoritarios que tomaron el poder durante la década del 
treinta, como así también el rol de las Fuerzas Armadas como un nuevo actor político y la 
conformación de una alianza de partidos políticos. Este período atraviesa las consecuencias de la 
crisis económica del sistema capitalista y el liberalismo, en el año 1929, y es por eso que se adentra 
en temas como el proteccionismo de los países centrales, las nuevas teorías económicas, el 
Keynesianismo como una salida a la crisis, la intervención del Estado en el Mercado, el desarrollo de 
políticas públicas para mantener las cuotas de exportación, el Pacto Roca-Runciman, la 
relocalización de la industria liviana, el aumento del empleo industrial, el deterioro de las 
condiciones laborales y la industrialización por sustitución de importaciones (ISI). Estas cuestiones 
traen como consecuencia fenómenos que ameritan su análisis, tales como el aumento de la 
migración interna, el desempleo en las zonas rurales y el incremento de la población urbana. 

En el Capítulos 5 (1943-1955) se da cuenta de la construcción histórico social de un nuevo 
movimiento político -el peronismo- y la consagración de los derechos políticos, sociales y laborales, 
como así también la participación electoral de las mujeres y la injerencia de nuevos actores sociales 
en las decisiones estatales. Se identifican los cambios en la organización sindical, el aumento de la 
participación de la clase trabajadora y la movilidad social ascendente como consecuencia de la 
aplicación del modelo Interventor/Benefactor. La ampliación del Estado, el surgimiento de nuevas 
instituciones y ciertas políticas públicas (Banco de Crédito Industrial, IAPI, nacionalización de 
servicios públicos) explican la ampliación de la sustitución de importaciones y la continuación de la 
exportación agraria con control estatal. 

En los Capítulos 6 y 7, que abarcan los años 1955-1976, se explica el fin de la etapa anterior 
identificando los sectores que participan del golpe de Estado que hace concluir la experiencia del 
peronismo en el poder y se señalan las causas de la inestabilidad política, económica y social que 
atraviesa todo el período, la alternancia de gobiernos semidemocráticos y dictatoriales, el empate 
hegemónico, la proscripción del Movimiento Peronista y el incremento de la violencia política. Se 
analiza también el rol de las Fuerzas Armadas, la resistencia de los trabajadores y sus 
organizaciones sindicales a las políticas antipopulares, las propuestas económicas del Desarrollismo 
y del reformismo populista, el surgimiento del Estado Burocrático Autoritario, y las dificultades de 
las clases dominantes para construir su hegemonía. 

El Capítulo 8, que da cuenta de período comprendido entre los años 1976 y 1983, explica la 
instauración de la dictadura cívico-militar y del Terrorismo de Estado que trajeron aparejados la 
violación sistemática de derechos humanos, el secuestro, tortura y desaparición de personas, la 
intervención de las organizaciones sindicales, los medios de comunicación masiva y de las 
universidades. Señala al modelo rentístico financiero y la desindustrialización como la estrategia 
adoptada para lograr el disciplinamiento de los trabajadores y el debilitamiento de sus estructuras 
sindicales. Muestra también un cambio de paradigma: Argentina como generador de solicitantes de 
asilo. 

En los Capítulos 9 y 10 se reconstruyen los años de regreso a la democracia (1983-2019): de qué 
forma se produjo la transición democrática, el bipartidismo UCR-PJ de los primeros años, la crisis 
económica, la deuda externa, el desempleo y la continuidad de la desindustrialización. Se consigna 
también el impacto que produjeron el Informe de la CONADEP, el juicio a las juntas militares y las 
Leyes de Punto Final y Obediencia Debida. El paso a la década del noventa que trajo un modelo 
económico neoliberal, privatizaciones y cambio de paradigma de la administración pública y la 
reforma constitucional de 1994. El nuevo siglo comienza con la crisis de 2001 y trae consigo el 
surgimiento de nuevos actores sociales: fábricas recuperadas, movimientos piqueteros y de 
desempleados. Eso produce un cambio hacia una nueva forma de gestionar las políticas públicas a 
partir de un enfoque de derechos (2003-2015). El año 2015 marca un cambio de paradigma y un 
regreso a las políticas públicas gestionadas en forma tradicional pero desde una plataforma de 
gobierno abierto. Nueva crisis económica, vulneración de derechos y aumento de la pobreza e 
indigencia. Nueva deuda externa y nueva política exterior. 

En los capítulos especiales se intenta profundizar en distintos aspectos pero con una mirada 
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transversal a todos los períodos para descubrir y comprender en forma global la ampliación de 
derechos, la movilidad humana, la construcción de la nación y el contrato social (Capítulo 11), el rol 
de la sociedad civil en el diseño, implementación, monitoreo y evaluación de políticas públicas 
(Capítulo 15) y la lucha de las mujeres por la ampliación de sus derechos (Capítulo 14). 

En el Capítulo 12 se muestra la transformación urbana de la Ciudad de Buenos Aires para 
explicar los cambios políticos, sociales y económicos que se dieron en el país y el modo en que se 
enmarcaron en el proceso de consolidación del Estado Nación en Argentina. 

El Capítulo 13 retoma lo expuesto en los Capítulos 2 al 10 pero a través del análisis de 
fotografías emblemáticas que se han convertido en documentos de la historia y que permiten hacer 
un repaso visual de los grandes hitos políticos, sociales, económicos y culturales del país del siglo 
XX y XXI. 

De este modo se recorrerán distintas dimensiones que acercarán a los y las estudiantes los 
conceptos de Estado, Sociedad y Políticas Públicas; estos son parte de su cotidianidad y formarán 
parte de su vida profesional, sea cual fuere la carrera que elijan. Sus decisiones formarán parte del 
entramado del Estado (como ejecutores, decisores o hacedores de políticas), al mismo tiempo que 
son parte de la Sociedad en la que eligen vivir. Es por eso que es importante que tengan presentes 
estos conceptos para poder desempeñarse con compromiso y responsabilidad por la sociedad de la 
que forman parte, como miembros del Estado que eligen a través del voto, o incluso como miembros 
activos de las distintas formas en las que se encarna la sociedad civil. 

De este modo, a través de distintas miradas epistemológicas, los materiales incluidos en este 
libro permitirán a los y las estudiantes comprender la importancia de los conceptos de Sociedad, 
Estado y Políticas Públicas que hacen a su vida cotidiana. Este recorrido constituye un acervo 
fundamental para su vida como ciudadanos y ciudadanas conscientes al momento de tomar 
decisiones, y como profesionales responsables y comprometidos con una sociedad democrática y 
plural. 
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Capítulo 1. 


Algunos lineamientos sobre los conceptos de Estado, sociedad 
y políticas públicas 


Mercedes Kerz y María Paula A. Cicogna 


1. Estado (1) 


El proceso de formación del Estado moderno fue posible tras el derrumbamiento del mundo 
medieval y el surgimiento de nuevas divisiones políticas y conflictos religiosos. Ya a mediados del 
siglo XVI, pero fundamentalmente durante el siglo XVII, las nuevas polémicas en torno a la 
naturaleza, el alcance y los límites de la autoridad política comenzaron a desarrollarse dentro de 
una perspectiva que exigía consolidar una estructura de dominio político-territorial legítima (Held, 
1997). La historia del nacimiento del Estado moderno es la historia de una tensión: del sistema 
policéntrico y complejo de los señoríos feudales se llega al Estado territorial centralizado y unitario. 

Para Giddens, por ejemplo, una de las notas cardinales para entender el proceso de estatidad, 
será la identificación del habitante con el territorio en el que habita (1986). El sistema político de 
poderes superpuestos y autoridad dividida que dominó a Europa entre los siglos ocho y catorce se 
distinguió en general por una red de obligaciones y vínculos ensamblados, con sistemas de gobierno 
fragmentados en varias partes pequeñas y autónomas (Poggi, 1978). Ningún gobernante o Estado 
era soberano en el sentido de detentar la supremacía sobre un territorio y una población 
determinada, es por eso que dentro de este sistema de poder las tensiones proliferaban y la guerra 
era un acontecimiento corriente. El orden internacional durante este periodo puede ser 
caracterizado como el orden de la “sociedad cristiana internacional”: la unidad del mundo estaba 
dada por Dios que estaba sobre la pluralidad del mundo y la razón divina legislaba para el universo 
y permea toda la aparente pluralidad (Held, 1997). 

Asimismo, fue el concepto de soberanía el que se constituyó en emergente de la organización 
del Estado moderno y el que posibilitó por su traslación la posterior ubicación y desarrollo de la 
democracia y los procesos que la consolidaron. El objetivo de esta sección es presentar, a grandes 
rasgos, algunas ideas sobre este proceso histórico de formación estatal. El Estado moderno se 
convirtió en el foco central del proceso de elaboración de decisiones públicas (Held, 1997). 


1.1. Leviatán: la “máquina más perfecta de construir obediencia” 


El centro de la idea del Estado moderno se encuentra en ser una forma historizada de 
organización espacio temporal del dominio político. (2) Sus notas típicas residen en su condición de 
territorialidad y en la edificación de un orden impersonal, legal o constitucional, que delimita una 
estructura de autoridad y que define la naturaleza, la forma del control y la administración de una 
comunidad determinada. En este sentido lo que distingue al Estado, sostendrá Giddens, no son 
fundamentalmente las relaciones entre gobernantes y gobernados, entre autoridad y todos aquellos 
que están sujetos a ella, sino que es de cardinal importancia la territorialidad (1986). 

Este orden fue anunciado por Bodino pero, especialmente, por Hobbes, cuando concibió al 
Estado como un aparato fabricado por los hombres para aplazar la muerte violenta. Este aparato 
está hecho sobre la idea y la realidad de la “soberanía” y sobre la artificialidad de las reglas de 
convivencia, ya que las mismas no se dan naturalmente si no que se imponen desde el Estado hacia 
los habitantes de manera coercitiva (por la fuerza). El Estado paso así a edificar una nueva forma de 
poder político separada tanto del gobernante (3) como del gobernado, la cual constituiría el punto 
de referencia político absoluto dentro de una comunidad y de un territorio específico. 

En un análisis histórico-político podemos sostener que el foco del poder político estatal se fue 
constituyendo a partir de un proceso de identificaciones. En primer lugar, a partir de la 
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identificación entre dominio doméstico del rey y dominio paternal del reino. El Estado se va 
edificando como una forma de organización patrimonial cuando el soberano comienza a organizar su 
poder político en forma análoga al poder familiar. Si hacia fines del siglo XV coexistían todavía en 
Europa imperios, ciudades Estados y Estados dinásticos, fue después de la Revolución Francesa que 
comienzan a constituirse como Estado nacional para definirse plenamente como tal a lo largo del 
siglo XIX y universalizarse durante el XX. 

Fue tarea de historiadores, juristas y funcionarios franceses, entre los que se encontraba 
Bodino, hacerse cargo de las funciones que requería afrontar la reconstrucción de un mundo en 
crisis. (4) Para ellos, la superación de la crisis iba a ser posible en la medida en que se encontrara 
una instancia inapelable capaz de instituir y mantener la concordia y la paz. A través de la 
construcción conceptual de la soberanía como poder perpetuo y permanente de una república, se va 
paulatinamente incorporando en las creencias de las personas-súbditos, tanto la necesidad de un 
ejercicio absoluto del poder político como la de recomponer las bases de la obligación política. 

Lo principal de esta nueva semántica política es su potencial para proporcionarnos, como ya se 
ha expuesto, una narración contra fáctica de la situación en que se encontraba el poder dinástico 
durante los siglos XVI y XVII. Los hechos históricos señalan que las monarquías patrimoniales de la 
época eran fuertemente inestables y, por ende, la soberanía, como poder absoluto e irrefutable del 
príncipe, era más una petición de principios que una realidad evidente en sí misma. En definitiva, la 
pretensión de articulación de un nuevo Estado con una nueva soberanía eran pretensiones 
performativas (5) más que realidades políticas en sí. 

Hobbes considera que existe un estado de naturaleza anterior a la formación de la sociedad 
política. En este estado, donde no existen relaciones entre las personas, si no que cada una de ellas 
es un átomo en sí mismo, el individuo carente de toda percepción de alteridad (Ricoeur, 2005) lucha 
en una guerra de todos contra todos por su propia conservación y por el logro del poder sin que 
medie una organización de obediencia. Para evitar seguir viviendo en este estado, donde el otro, 
podríamos sostener, solo es expresión de potencial pretensión de aniquilamiento, Hobbes plantea la 
necesidad de crear artificialmente un Leviatán, un Estado surgido del pacto que instituye un poder 
absoluto, ilimitado, indivisible e irrevocable. Esta creación es consecuencia de la razón de los 
hombres que los hace conscientes de que para asegurar su propia conservación hay que sustituir la 
anarquía y el miedo del estado de naturaleza. Será el Leviatán, como el dios mortal, (6) el encargado 
de dar seguridad a la convivencia social y al tráfico comercial. 

El planteo hobbesiano significa el paso del no-reconocimiento (7) al reconocimiento artificial 
que es construido por individuos que no se reconocen entre sí o se reconocen al no-reconocerse. Sea 
como fuese, es el desconocimiento originario, o sea, las naturales pasiones de competencia, 
desconfianza y gloria conjuntamente con el deseo y la necesidad de evitar la muerte violenta lo que 
lleva a los hombres a través del cálculo racional a pactar entre sí la construcción de un orden 
político y social correcto. En un mismo tiempo cada hombre conviene con otros hombres en otorgar 
a un soberano su derecho a gobernarse, siempre y cuando todos los miembros de la futura sociedad 
hagan lo mismo. La institución del Estado y la concreción de la soberanía indivisible hacen que los 
hombres puedan seguir en un contexto de seguridad y tranquilidad sus diversos fines y actividades. 

El problema del Estado para Hobbes se resuelve entonces en el consciente y necesario 
abandono de cada uno con respecto a cada quien a gobernarse, para conferir al soberano la 
capacidad de representación de una multitud. (8) A las palabras y actos que posee la persona 
natural (que viven en el estado de naturaleza) se le yuxtapone la persona ficticia que “representa” 
las palabras y los actos de otro. Es representante entonces el que confiere unanimidad al 
representado y no viceversa. 

En consecuencia, la teoría de la soberanía territorialmente ubicada y materializada en la unión 
del cuerpo político territorial con el cuerpo “místico” del rey (Kantarowicz, 1985), se fue 
construyendo a través de las reflexiones de los teóricos políticos como una teoría de las 
posibilidades y de las condiciones del ejercicio legítimo del poder político. En definitiva, tanto en 
Bodino como en Hobbes, las preocupaciones específicas de sus planteos se refieren tanto al lugar 
adecuado de residencia de la soberanía estatal como al alcance legítimo de su poder constituyente 
(porque la soberanía pasa a ser constituyente del Estado moderno y, a la vez, constituida por ese 
Estado). 

Sobre la base de estas reflexiones, el Estado comienza a articularse en términos de soberanía 
política y su función principal es pacificar hacia el interior, erradicando centros de poder territorial 
y autoridades rivales, y diferenciar hacia fuera. Se trata entonces tanto del problema del “cierre del 
espacio como principio de estructuración” (Maravall, 1972: 44) como del de las implicancias que 
ocasionó esta clausura territorial del espacio. La delimitación del espacio que asegura la soberanía 
del Estado es pues diferenciación con respecto a otros Estados y un proceso de unificación interna 
de los alcances y límites de su propio poder (estos temas están presentes en los Capítulos 2 y 11). 

En términos de Oszlak (1982), el proceso de diferenciación de los Estados entre sí, se plantea 
bajo la idea de uno de los principales atributos del Estado: la capacidad de externalizar su poder, es 
decir, el proceso ocurrido entre reconocer y ser reconocido. (9) Este autor identifica cuatro atributos 
que definen la “estatidad”, es decir, la condición de “ser Estado” (los cuales serán analizados en el 
Capítulo 2): la capacidad de “externalizar su poder” (ser reconocido como Estado soberano por 
otros Estados); de institucionalizar su autoridad (detentar el monopolio de los medios organizados 
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de coerción); de diferenciar su control (poder crear un conjunto de instituciones públicas con 
legitimidad para extraer recursos de la sociedad civil) y de internalizar una identidad colectiva 
(construir una identidad nacional reforzando los sentimientos de pertenencia y solidaridad. Este 
atributo hace referencia al control ideológico como eficiente mecanismo de dominación). 

En un sentido más amplio, el cierre soberano del espacio territorial consiste en la conjunción de 
un doble proceso: Con respecto al interior del espacio, favoreció procesos de inclusión mientras que, 
en lo que compete a su exterior produjo, a través de la fijación de fronteras procesos de exclusión. 
Este argumento presume también sostener que es concomitante al proceso de fijación de las 
fronteras que se introduce, en la figura del extranjero, el problema de exclusión del otro. 

Ahora bien, este doble movimiento también puede leerse sobre la base de la enunciación de la 
función que cumple la lógica comunicativa de la guerra (Ramos, 1995:42-44). Los Estados soberanos 
se hicieron comunicándose violentamente tanto hacia el exterior como hacia el interior. El sistema 
europeo de Estados reconocidos formalmente en la Paz de Westfalia (1648) (10) inaugura el tiempo 
de reconocimiento y consolidación del Estado moderno. En definitiva, la construcción de la 
soberanía, como el establecimiento de una frontera que separa lo interior de lo exterior, llevó una 
lógica comunicativa particular, la de la violencia que, mientras pacificaba en el interior (e iba 
produciendo el proceso de monopolio de la violencia física legítima), (11) guerreaba en el exterior. 
En síntesis, el resultado de este proceso entre pacificación y diferenciación fue, no solo la 
afirmación del Estado, si no el surgimiento de un sistema internacional que lo comenzaba a 
reconocer como principal actor. En consecuencia, el Estado aparece como estructurante de la vida 
social que impone un orden necesario para el desenvolvimiento del tráfico comercial entre sus 
habitantes que, en el siglo XIX, desde la creación de la Sociología por Comte (1957) asumirá la 
denominación de Sociedad. 

Para imponer ese orden necesario, el Estado se vale de un sistema de normas, del sistema 
jurídico. El derecho, es pertinente recalcar, no es políticamente neutro o inocente. Según sean los 
principios que organizan a un sistema jurídico será el tipo de orden político que se imponga. (12) 

Siguiendo a Weber (1964), la sociedad contemporánea se basaría en la legitimidad de carácter 
legal y, sobre ella, se construiría el moderno tipo de dominación: racional, legal y burocrático. (13) 
El Estado es, según Weber, una empresa de dominación que requiere una administración continua y, 
como tal, necesita de obediencia y de disposición de medios materiales, fundamentalmente para el 
ejercicio de la coacción física. Estos medios materiales los constituyen el personal administrativo y 
los materiales de administración: la burocracia. 

Desde la perspectiva que ofrece Held, la formación del Estado moderno comprende dos 
períodos: uno de orden transitorio, donde se configura políticamente como Estado absolutista (14) y 
otro iniciado simbólicamente, salvo para el caso inglés, a partir de la Revolución Francesa de 1789. 
Este último período, puede, a su vez, ser caracterizado a través de dos pilares fundamentales y 
abstractos: 1) por un lado, Estado liberal de derecho y 2) por el otro, como Estado-nación. La 
Declaración de los Derechos del Hombres y del Ciudadano, genuino acto de muerte del Antiguo 
régimen, y la ulterior constitución de 1791, son el punto de inflexión a partir del cual se generalizó 
el Estado como forma casi universal de organización política de la sociedad moderna. 


1.2. Nacionalización del Estado 


Sin negar estas consideraciones, los planteos de Habermas ponen el acento en la necesidad de 
diferenciar el tiempo de formación del Estado del de la nación, aunque se ocupa bien de indicar que 
no hay que considerarlos procesos paralelos sino convergentes. Es el Estado el que para este 
pensador se nacionaliza y no la nación la que se estatiza. Si por una parte, el Estado se construye 
como forma historizada del dominio político, con poder soberano, monopolizador de la violencia 
para mantener la paz interior y proteger las fronteras sobre un territorio específico, con una 
administración diferenciada y financiada por impuestos y dentro del cual se desarrolla el proceso de 
modernización que resulta de su separación con respecto a la sociedad y a la economía, por la otra, 
su proceso de nacionalización se verifica -con mayor o menor éxito- después de las revoluciones 
liberales del siglo XVIII. 

La nación pasa a ser entendida o bien como un plebiscito cotidiano de sus habitantes a través 
del cual manifiestan libremente su voluntad de pertenecer a ese dominio político, o como una 
comunidad de origen, integrada geográficamente por la vecindad y culturalmente por la lengua, con 
historia común e identidad colectiva. La construcción simbólica de un pueblo identificado con nación 
produce una unidad imaginaria que da a los habitantes de un mismo territorio estatal un sentido 
equipolentemente compartido de pertenencia a algo común. Esta proporciona al Estado una forma 
de identidad social sobre la cual se construye un nuevo modo de legitimación una vez que el poder 
se ha secularizado (Habermas, 2000). En síntesis, es la conciencia nacional la que hace posible 
conectar una forma abstracta de identidad social con estructuras políticas cambiantes. Provee un 
sustratum cultural a partir del cual se forma la ciudadanía. Siendo así, la pertenencia al Estado pasa 
a ser no solo una forma de subordinación, sino una forma de participación en el poder político, y 
aquí es donde se cuela el problema de la organización democrática del Estado moderno. 
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Después de considerar a grandes rasgos algunos de los elementos que explican la génesis del 
Estado moderno, podemos concluir que estos se formaron en Europa como ámbito y ejercicio de un 
dominio soberano sobre un territorio delimitado. Como Estado administrador y fiscal (Habermas 
2000), el Estado moderno fue institucionalizándose jurídicamente cada vez más y, progresivamente, 
se hizo cada vez más dependiente del desarrollo de la economía capitalista (15) y, en consecuencia, 
del tráfico comercial burgués. Es finalmente durante el siglo XIX que el Estado nacional abrió su 
espacio territorial interno para el establecimiento de formas democráticas de legitimación del 
ejercicio del poder político. Aunque también en este período extendió a través de su política 
imperial-colonial su dominación económica y política a otras regiones del planeta. (16) 

La cuestión del Estado presenta, pues, aspectos vinculados entre sí. Cómo admitir la 
intervención del Estado, el incremento de su poder en la sociedad y también cómo mantener una 
autoridad en el seno de la sociedad que fuera obedecida por su misma limitación son las cuestiones 
que nos introducen al problema de la democracia en el ámbito del Estado constituido. 


2. Sociedad 


Desde el comienzo de la humanidad las personas se han organizado en distintas formas para 
poder sobrevivir a las amenazas naturales, a los conflictos armados, para poder conseguir alimento 
y vestido, entre otras razones. De allí surgen asociaciones étnicas e históricas que van a dar paso a 
la nación, en un sentido histórico, o a un modelo de comunidad política (Quijano, 1997). En otros 
términos, la nación es un gran ámbito o espacio de interlocución delimitada por la circulación de 
referentes discursivos conocidos por todos, donde la lengua, religión y ley común no son suficientes 
para dar unidad a este grupo, sino que lo que le da cohesión es un temario de referencias 
compartidas (Anderson, 1983 en Segato, 2007). 

Entonces, el concepto de sociedad surge, retomando lo esbozado en el apartado anterior, a 
partir del creación del Estado moderno, aquel que comienza a codificar derechos y obligaciones, y 
cuyo seno alberga habitantes y ciudadanos, quienes se diferencian a partir de la membresía que 
otorga dicha institución: si se cumple con sus requisitos (explicitados en las constituciones 
nacionales, cartas magnas que ordenan sus instituciones y listan derechos, obligaciones y garantías) 
se es ciudadano, si no se puede permanecer en el territorio, acorde a lo dictado por la ley, pero no 
se gozará plenamente de los beneficios que conlleva pertenecer a dicha unidad política. (17) 

Entonces se desprende de ese enunciado que la ciudadanía, como la democracia, son fenómenos 
de la modernidad, y que surgen al mismo tiempo que el Estado moderno, el cual sistematiza en su 
Carta Magna (constitución) esos derechos y obligaciones y, al mismo tiempo, se convierte en 
garante de esos derechos. En el siglo XVIII surge la necesidad de una institución que garantizara lo 
que la sociedad exigía: la igualdad y la libertad. Y además este nuevo patrón de poder requería una 
nueva clasificación de la población, que iba a estar controlada por la institución Estado, e incluso 
una nueva teorización que pudiera dar sentido a la producción y al empleo del conocimiento. Este 
proceso surge en Europa, con la mirada puesta en América, y se impone en América, por lo que la 
característica central del mismo es la colonialidad, (18) y se combina con las relaciones de poder en 
torno al trabajo, según las necesidades del capital en cada contexto histórico, y a partir de ellas se 
impondrán restricciones a la libertad y acceso diferenciado a los derechos. Las tres instituciones 
centrales surgidas en el seno del capitalismo (empresa, Estado nación, familia burguesa) se 
ordenaron a partir de este patrón de poder. El concepto de ciudadanía se funda en estos conceptos 
centrales, capital, individualismo y racionalidad instrumental y, por otro, trabajo, igualdad social y 
racionalidad histórica, y a partir de esos conceptos es que es posible entenderla y analizarla 
(Quijano, 1997). 

Si se toma en cuenta este argumento, la identidad nacional, característica fundamental que 
funciona como elemento cohesionador del conjunto de población que vive en el territorio delimitado 
por el Estado, estará teñida por estos factores. Es por eso que la nación moderna solo existe como 
Estado nación. Entonces, la nacionalización de sociedades y Estados se ha producido, y aún se 
produce, como una democratización del control de recursos de producción, en lo privado, y en el 
diseño de mecanismos institucionales, en lo público (para mayor profundización ver Capítulo 2). 

En palabras de Oszlak “La formación del Estado es un aspecto constitutivo del proceso de 
construcción social. De un proceso en el cual se van definiendo los diferentes planos y componentes 
que estructuran la vida social organizada. En conjunto, estos planos conforman un cierto orden cuya 
especificidad depende de circunstancias históricas complejas. Elementos tan variados como el 
desarrollo relativo de las fuerzas productivas, los recursos naturales disponibles, el tipo de 
relaciones de producción establecidas, la estructura de clases resultante o la inserción de la 
sociedad en la trama de relaciones económicas internacionales, contribuyen en diverso grado a su 
conformación” (Oszlak, 1981: 1). 

Entonces se podría decir que ese conjunto de personas que comparte una lengua, rituales 
(tradiciones), lineamientos para su vida (religión), música y bailes, cocina, e incluso una historia 
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común, entre otros, conforma una nación. Si ese grupo se ve atravesado por una institución que 
regula su vida a través de normas ya se podría hablar de una sociedad, y si ese grupo vive dentro de 
un territorio que le brindan acceso a una pertenencia (membresía), se puede hablar de ciudadanía. 

Esa ciudadanía comparte esa pertenencia y esos derechos y debería compartir una identidad, 
pero en algunos casos en un mismo territorio pueden habitar distintas naciones con identidades 
distintas. Se puede mencionar como un ejemplo a los pueblos originarios, quienes pueden 
convertirse en minorías nacionales dentro de un territorio si alcanzan el autogobierno. (19) En el 
caso de Bolivia, coexisten treinta y seis naciones las cuales fueron reconocidas por la Constitución 
de ese país. (20) 

Aunque la construcción de la ciudadanía es un proceso histórico donde la ampliación de 
derechos se halla supeditada al rol protagónico de la sociedad civil, que cobra forma en 
organizaciones de la sociedad civil (OSC), la llamada identidad nacional, que aúna a la ciudadanía, 
cumple la función de suprimir algunas identidades, acorde al modelo de Estado impuesto. 
Argentina, al fundar el Estado nación, no incluyó a los pueblos originarios ni a las personas 
afrodescendientes, pero sí a las personas migrantes, aunque con ciertas restricciones (ver Capítulo 
2 y 11). 

Es que la nación es dinámica, y una sociedad puede ocupar un territorio pero su constitución 
como colectividad puede ser anterior al momento en que se fijaron dichos límites, así como su 
construcción como Nación puede darse luego de ese proceso. También, las naciones pueden 
expandirse o contraerse como consecuencia de conflictos armados o conflictos de frontera, entonces 
la nación tiene un territorio pero no se confunde con él (Segato, 2007). Y si una persona o grupo 
humano queda por fuera de esos límites y el Estado no lo reconoce puede convertirse en apátrida; 
es el caso de algunos pueblos nómadas que viven en la frontera chilena-boliviana, de las personas 
que vivían en una ciudad que pasa a ser de otro país por un conflicto armado, de quienes nacen en 
altamar, entre otros casos (ACNUR, 2014). 


3. Políticas Públicas 


El Estado se objetiviza en instituciones, las cuales toman distintas formas. Como lo señala 
Oszlak “en sociedades capitalistas, como las que habita prácticamente toda la humanidad, el Estado, 
como responsable de su reproducción, intenta en todas partes resolver el a veces contradictorio 
desafío de asegurar la gobernabilidad, el desarrollo y la distribución equitativa del excedente social” 
(2013: 2). 

Este autor señala que el Estado, el mercado y la sociedad civil se relacionan de distinto modo en 
cada gobierno para poder afrontar las cuestiones de la agenda social. De allí se desprenden los 
distintos modelos de administración pública: el modelo weberiano está claramente asociado a una 
concepción Estado-céntrica, del mismo modo en que la Nueva Gestión Pública se asocia a una visión 
mercado-céntrica y la filosofía del Open Government, que podríamos considerar socio-céntrica, 
tiende a destacar el protagónico rol de la ciudadanía y la sociedad civil. A esta última Oszlak la 
llama “Sociedades Abiertas” porque este paradigma ha ido tiñiendo otras áreas y ahora existen 
“Datos Abiertos, Justicia Abierta, Parlamento Abierto, Ciudades Abiertas, Universidades Abiertas” 
(21) (Oszlak, 2017). 

La formulación e implementación de políticas es la actividad esencial del Estado. Estas pueden 
convertirse en tareas permanentes de las burocracias o ser un programa de acción limitada. La 
formulación de una política implica definir el sentido que conllevará la acción, la que estará 
compuesta por elementos normativos y prescriptivos. La materialización de un proyecto político 
exige actuar en el seno de una estructura burocrática preexistente. Es uno de los motivos por lo que 
es posible que se generen resistencias y se susciten comportamientos que tenderán a desvirtuar o 
atenuar el sentido de las decisiones o acciones emprendidas. Estas instituciones orientan su 
actividad de acuerdo a los estrechos criterios funcionales o sectoriales que no pueden ver los 
intereses competentes a la sociedad civil. El Estado es una instancia de articulación y dominación de 
la sociedad que condensa y refleja sus contradicciones, desde la toma de posición de sus 
instituciones hasta la relación de fuerzas que existe entre estas. La arena de conflicto política, el 
ámbito institucional del Estado, es donde se dirimen las cuestiones socialmente problematizadas 
(Oszlak, 1984). 

Cada institución, como objetivación del Estado, desarrolla “acciones y omisiones que 
manifiestan una determinada modalidad de intervención del Estado en relación con una cuestión 
que concita la atención, interés o movilización de otros actores en la sociedad civil. (...) La política 
estatal constituye un conjunto de normas e iniciativas y respuestas, manifiestas o explícitas, que 
observadas en un momento histórico y en un contexto determinados permiten inferir la posición del 
Estado frente a una cuestión que atañe a sectores significativos de la sociedad” (Oszlak y O'Donnell, 
1982: 112). 

Sea a través de una jerarquía, de una relación funcional o de un vínculo presupuestario se 
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intenta asegurar el mínimo de coordinación necesaria para convertir políticas públicas en acciones 
burocráticas puntuales. Estas formas de interdependencia contienen las redes circulatorias de 
autoridad, de información y recursos que alimentan las relaciones intraburocráticas, causantes en 
gran parte del desempeño del aparato estatal (Oszlak; 1980). 

Por eso, para lograr una gestión eficaz la institución debe realizar una planificación. Esta puede 
ser descripta como el proceso mediante el cual adoptan decisiones sobre las direcciones en las que 
se debe tratar de ir (las políticas), los caminos deseables o convenientes para hacerlo (las 
estrategias), las especificaciones en cuanto a la forma y los recursos necesarios para hacerlo (los 
planes) y sobre la oportunidad y condiciones particulares en que se utilizarán los recursos 
disponibles (la programación de las actividades). La esencia de la planificación es establecer 
operativamente qué se trata hacer (qué se va a producir y cuál será la calidad) y cómo se lo debe 
hacer (con qué actividades y con cuáles y cuántos recursos). La asignación de metas y de los 
recursos requeridos para su ejecución es unos de los papeles esenciales que cumplen los sistemas 
presupuestarios (Orlansky, 2002). 

Estas acciones u omisiones dependerán de enfoque que aplicará el Gobierno: un enfoque 
tradicional o un enfoque de derechos. El primero alude a un tipo de gestión en el que priman los 
estándares tradicionales de una burocracia, señalados por Max Weber, mientras que en el segundo 
las políticas públicas se diseñan para que las personas puedan gozar del acceso a sus derechos, y 
para que esas acciones logren promover la justicia, la equidad y la participación, entre otros. 

En cuanto a la participación de la sociedad civil en el diseño y evaluación de políticas públicas, 
se pueden distinguir diferentes imbricaciones entre los actores estatales y sociales. Esto responde a 
una necesidad de los gobiernos para legitimar sus acciones y para que no se genere malestar en la 
ciudadanía debido a sus reiterados incumplimientos. De esa forma se reducen las tensiones 
generadas por la ausencia de vehiculización de las demandas en los canales institucionales 
adecuados, las cuales generan paros, huelgas, movilizaciones y todo tipo de muestras de 
insatisfacción por parte de la ciudadanía (Huntington, 1972; García Delgado y Nosetto, 2005). 

La imbricación activa, que nuclearía a los involucrados directamente en la política social en 
juego, como organismos no gubernamentales, iglesias, agencias estatales especializadas, entre 
otros, tendría un rol clave en el ciclo de las políticas públicas y como grupo de presión; en cambio, 
la imbricación pasiva tendría como aspecto clave la decisión de “vetar” o “dejar hacer” e 
involucraría a agencias estatales clave pero no responsables, así como a aquellos actores sociales 
con fuerte peso en la gestión global de las políticas públicas (Repetto, 1998). 

El concepto de derechos humanos en América Latina estuvo orientado hacia la imposición de 
límites y obligaciones (libertades negativas) para evitar las violaciones sistemáticas de las décadas 
de 1970 y 1980; gracias a que el Estado de Bienestar sentó las bases para la incorporación de los 
derechos humanos es que, a partir de los noventa, el desarrollo del derecho interamericano y 
universal tendió a reconocer todo aquello de lo que el Estado debe abstenerse de llevar de cabo, así 
como todo aquello que está obligado a hacer (libertades positivas) para posibilitar la plena 
realización de los derechos. Sumado a esto, la reconceptualización de los derechos humanos a la luz 
del reconocimiento normativo de nuevos sujetos ha posibilitado la identificación e incorporación de 
problemáticas sociales, aunque la brecha entre la norma y su aplicación aún no se ha cerrado 
(Giménez Mercado y Valente Adarme, 2010). Entonces, el enfoque de los derechos humanos puede 
ser entendido como una nueva perspectiva para concebir y diseñar políticas públicas tendientes al 
desarrollo humano en el marco de un proceso de concertación entre Estado y sociedad civil. El 
punto central es la incorporación de principios de interdependencia e integralidad de los derechos 
humanos. (22) 

Este enfoque surge por distintas causas: por un lado, la redemocratización de los países 
latinoamericanos generó un fortalecimiento de movimientos locales que reivindicaron el acceso a los 
servicios básicos, a las oportunidades del mercado y al diseño de políticas públicas sociales. Por otro 
lado, ha tomado parte el resurgimiento de corrientes neoliberales, sumado al nacimiento de 
preocupaciones neoinstitucionalistas relacionadas con el tema de la gobernabilidad, como así 
también la identificación de nuevos problemas de violencia que se encuentran vinculados con la 
falta de inserción de nuevos grupos vulnerables; las metas en común alcanzadas por 171 Estados en 
la Convención de Viena (1993) (23) sobre la promoción y protección de todos los derechos humanos 
y las libertades fundamentales fueron una base muy importante para asentar este enfoque. Hoy el 
derecho es regulativo y permite su utilización como medio para la consecución de fines, tales como 
la creación e implementación de políticas públicas, para promocionar fines, valores e intereses 
sociales (Jiménez Benítez, 2007). 

Estas acciones u omisiones de las instituciones del Estado buscan, en algunos casos, contar con 
la participación ciudadana para lograr efectividad en sus logros, la cual surge cuando se genera una 
relación entre Gobierno y ciudadanía para la solución de los problemas públicos. Entonces la 
participación ciudadana en el ciclo de las políticas públicas (diseño, implementación, monitoreo y 
evaluación) surge cuando se genera una relación entre Gobierno y ciudadanía para la solución de 
los problemas públicos e intenta lograr efectividad en las políticas públicas y accountability; esta es 
una de las mejores formas que la sociedad tiene para organizarse y así poder alcanzar sus fines o la 
solución de los problemas que le aquejan porque participar supone una fuerza de voluntad, de 
intervención, un sentimiento de permanencia a un grupo para superación de obstáculos, así como la 
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satisfacción de conseguir algo personal. Además, es el espacio donde se detectan los problemas, 
donde se buscan y se formulan las propuestas de solución a los mismos de manera conjunta; 
significa ejercer la ciudadanía dentro del ámbito de organizaciones establecida por el Estado, para 
que, de esa manera, se establezcan las garantías, los derechos y las obligaciones de los ciudadanos 
en el ámbito de la participación (24) (Canto, 2002). 

Asimismo, la participación es considerada como la cooperación y colaboración de los ciudadanos 
en el tratamiento de los asuntos públicos, como un elemento necesario en un Estado democrático y 
como la piedra angular para la construcción de un orden político y social efectivamente democrático 
(Ziccardi, 2004). Es por eso que el derecho de la ciudadanía a participar en la toma de decisiones es 
clave para transformar el espacio de lo estatal en un espacio público y contribuir a crear 
condiciones para consolidar una gobernabilidad democrática (Martínez Ruiz, 2010) ya que la 
ciudadanía cumple un rol fundamental en la democracia directa, la cual persigue incentivar la 
participación, promover una cultura de involucramiento de la ciudadanía en los asuntos de interés 
público, el control y la transparencia de la política y, en particular, la dinamización de los partidos 
políticos (Lissidini, 2011). 

Por otro lado, la administración pública nacional está bastante lejos de alcanzar ciertos 
estándares: Uno de los problemas comunes que enfrentan los gobiernos es la ausencia de un método 
eficaz para evaluar los resultados de su gestión y, en consecuencia, determinar el éxito o el fracaso 
de sus intervenciones; las causas corresponden a factores de diversa índole: desde la naturaleza de 
algunas actividades gubernamentales que dificultan el uso de indicadores directos, la falta de 
interés de políticos y funcionarios públicos en analizar su gestión, hasta la ausencia de equipos 
técnicos que permitan llevarla adelante. Su interés ha estado tradicionalmente centrado en 
controlar los insumos que recibe la administración pública y garantizar la observación de normas y 
procedimientos; medir los costos y el impacto resultante de la prestación de los servicios públicos 
no suele ser una preocupación de la gestión pública (Cohen, 2002). 

Pero en algunos casos las políticas públicas se ven intervenidas por la participación ciudadana 
debido a las demandas no canalizadas de la población beneficiaria de esas políticas, quien se 
involucra en la implementación de las mismas para recuperar y exigir sus derechos (Cardoso de 
Oliviera, 2004; Abramovich, 1997). Un ejemplo podría ser una política dedicada a la protección de 
niños, niñas y adolescentes. (25) 


4. Conclusiones 


Este breve y acotado repaso por algunos de los conceptos que definen el Estado y sus acciones u 
omisiones (políticas públicas) y la forma en que las personas que se agrupan dentro de su territorio 
se han organizado en estos últimos siglos (Sociedad) brinda algunas herramientas, las cuales serán 
profundizadas en clase, para poder analizar los capítulos subsiguientes. 

De estas ideas se desprenden algunas de las causas que generan las tensiones y los conflictos al 
interior de un Estado nación, como así también explican, en parte, la vulneración de derechos y la 
exclusión, como ya lo han desarrollado autores como Castel (1996), Wacquant (2001), Rosanvallon 
(1995), Bustelo y Minujín (1998), entre otros. 

Los Estados que se enfrentan ante estas situaciones pueden tomar medidas que perpetúan esta 
situación, como emparchar los programas existentes del Estado de bienestar, criminalizar a la 
pobreza, dejar que los pobres vivan en barrios aislados y/o reconstruir el Estado para que adapte su 
estructura y sus políticas a las condiciones económicas y sociales emergentes, entre otras medidas 
(Wacquant, 2001). Entonces la exclusión se presenta, casi indefectiblemente, como el proceso que 
envuelve a individuos que han atravesado trayectorias como rupturas sociales o familiares, 
desencajes profesionales; la exclusión representa una manera particular de reconocer y definir los 
problemas sociales, y no es un nuevo problema social, es otra forma de describir las dificultades 
para establecer solidaridades, sea de las personas entre sí o de los grupos sociales (Rosanvallon, 
1995). Según Castel (1997), el término exclusión se reserva para aquellas situaciones provocadas 
por la resolución de una instancia oficial, la cual se apoya en normativa e institucionalidad estatal. 

Como ya lo teorizó Segato (2004), el derecho moderno, el cual sienta las bases de las reglas de 
convivencia, no representa a todas aquellas personas que conforman el Estado nación, si no que se 
escribe (y reescribe) desde los valores dominantes de la élite dominante que lo estatuyó. Entonces, 
el Estado nación, aunque intenta albergar el amplio arco de diferencias que lo conforma (étnicas, 
religiosas, etarias, de género, sexuales, culturales, de nacionalidad, de nivel socioeconómico, 
etcétera) falla, en general, en ese intento (para profundizar ver Capítulo 14). Es por eso que el rol 
de las organizaciones de la sociedad civil es fundamental para poder reescribir ese contrato entre 
gobernantes y gobernados de modo tal que todos entren (en palabras de Minujín, 1998). 

En algunos casos, el Estado adopta distintas formas para favorecer a la mayoría. Actualmente 
ese modelo se plasma a partir del diseño de políticas desde el enfoque de derechos, y durante el 
siglo XX lo hizo a partir de la implementación del Estado de Bienestar (26) y del Estado Populista. 
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1. Agradecemos la colaboración de la Lic. Natalia Carreño y de la Prof. Liliana Garulli. 


2. Cfr. Kerz (2008), en particular el Capítulo 3 correspondiente a Maurich, Mario y Rossa, Soledad “El Estado: 
Algunas notas de investigación”. 


3. Es decir, estas reglas de convivencia son impuestas a través de los ordenamientos jurídicos, entre otros, y 
sancionan a quienes quieren vulnerarlas, por ejemplo, cuando alguien atenta contra la vida (matar), la libertad 
(secuestrar), la propiedad privada (robar, hurtar), etcétera. 


4. Francia es escenario en el siglo XVI de complejos fenómenos de íntima imbricación entre religión y política. 


5. Este concepto (lo performativo) alude a la eficacia social de esta articulación; significa ir más allá de la 
situación real de la crisis para conseguir nuevos adeptos y nuevas formas de obligación que fundamentaran 
esta articulación. En otras palabras, los Estados modernos se abocaron a conquistar, expandir y asegurar la 
lealtad de los ciudadanos para legitimar su existencia. 


6. Hobbes se refiere a los monstruos bíblicos que en los Libros de Job y de Isaías aparece como Leviatán. Es un 
monstruo marítimo representante del caos original del mundo. 


7. Con la expresión de no-reconocimiento queremos sostener la idea de que en el estado de naturaleza 
hobbesiano la condición originaria de igualdad entre individuos es la de no-igualdad o, en todo caso, una 
igualdad de todos contra todos. 


8. Aquí comienza a presentarse el moderno concepto de pueblo 
9. El análisis de estos atributos será retomado y profundizado en el Capítulo 2. 


10. Este conjunto de tratados puso fin a la Guerra de los Treinta Años (1618-1648) y estableció un hito 
histórico ya que a partir del mismo surgió la sociedad internacional de Estados y el Estado cobró fuerza como 
actor ante el poder de la Iglesia, es decir, nace el Estado moderno (nacional y soberano). 


11. Weber (1984). 


12. El gobierno, la administración pública, las fuerzas armadas: completan el conjunto de instrumentos que 
colaboran al establecimiento de un orden en la sociedad. 


13. Los tipos puros de dominación legítima pueden ser de tipo racional, tradicional y carismática: el primero 
responde a la legalidad de ordenaciones estatuidas y de los derechos de mando, la segunda se basa en la 
santidad de las tradiciones y la tercera reposa en los atributos extraordinarios del líder (ver Capítulo 2 para 
profundizar). 


14. “El absolutismo marcó la emergencia de una forma de Estado basada en la absorción de las unidades 
políticas más pequeña y débiles en estructuras políticas más grandes y fuertes; la capacidad para gobernar 
sobre un área territorial unificada; un sistema y un orden legales efectivos y vigentes a lo largo de todo el 
territorio; la formación de gobiernos más unitarios, continuos, calculables y efectivos ejercido por una cabeza 
soberana” (Held, 1997: 57-59). 


15. Es el problema abordado por Marx y sus seguidores. Marx estudia el problema de la formación del Estado 
en el marco de la génesis y estructura de los procesos económicos del capital. Los conceptos de sociedad y de 
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Estado, recíprocos, complementarios, aparecen en correspondencia con el desarrollo de la forma capitalista de 
organizar la producción y el intercambio, con la desaparición progresiva de la división de la sociedad en 
estamentos (con la emergencia de la sociedad dividida en clases sociales) y con la institución de la igualdad 
jurídica de los individuos. 


16. Más allá de las resistencias que esta política generaba en las regiones colonizadas, lo hizo con elevados 
grados de despotismo y utilización de la fuerza hasta alcanzar el nivel de la muerte violenta. 


17. Cada Estado establece los requisitos de ingreso, permanencia y obtención de la ciudadanía para aquellas 
personas que no hayan nacido en su territorio o sean hijos/hijas de sus ciudadanos. En el Capítulo 11 se analiza 
el caso argentino. 


18. Se introduce el concepto de “raza” y de allí surgen las distintas denominaciones para la población: europea, 
no europea, blanca, negra, indio, mestiza, etcétera. El término "raza" es reemplazado en la actualidad por el de 
grupo étnico, ya que remite a la identificación de una colectividad humana a partir de elementos comunes 
como antecedentes históricos, una lengua, prácticas y valores, entre otros. 


19. Will Kymlicka analiza Canadá y establece las siguientes categorías de análisis: a) Minorías nacionales: 
grupo que tiene autogobierno y se halla dentro de un Estado mayor. Tiene el deseo de distinguirse de la cultura 
mayoritaria y exige un autogobierno o una forma de autonomía para asegurar su supervivencia y b) Grupos 
étnicos: surgen de la migración individual y familiar. Desean ser reconocidos por su etnicidad e integrarse a la 
sociedad, pero no convertirse en una nación. 


20. Constitución Política del Estado (CPE) (7 de febrero de 2009): En el artículo 1) de esa Carta Magna se 
establece “Bolivia se constituye en un Estado Unitario Social de Derecho Plurinacional Comunitario, libre, 
independiente, soberano, democrático, intercultural, descentralizado y con autonomías. Bolivia se funda en la 
pluralidad y el pluralismo político, económico, jurídico, cultural y lingúístico, dentro del proceso integrador del 
país” y en su art.2) reconoce que “dada la existencia precolonial de las naciones y pueblos indígena originario 
campesinos y su dominio ancestral sobre sus territorios, se garantiza su libre determinación en el marco de la 
unidad del Estado, que consiste en su derecho a la autonomía, al autogobierno, a su cultura, al reconocimiento 
de sus instituciones y a la consolidación de sus entidades territoriales, conforme a esta Constitución y la ley”. 


21. Unidiversidad (25 de agosto de 2017). Oszlak: “Tenemos un Estado que actúa sin conocimiento”. 
Recuperado de: http://www.unidiversidad.com.ar/oszlak-tenemos-un-estado-que-actua-sin-conocimiento 


22. Los derechos son: a) de orden público, ya que el Estado y el resto de las organizaciones de la sociedad civil 
deben respetarlos y hacerlos cumplir en cualquier ámbito; b) irrenunciables, dado que las personas pueden no 
ejercerlos, pero jamás renunciar a ellos y les son reconocidos sin excepción bajo cualquier circunstancia; Cc) 
interdependientes, entre sí porque deben garantizarse el cumplimiento de cada uno de ellos ya que solo en su 
conjunto permiten un bienestar y desarrollo integral; d) indivisibles, dado que deben cumplirse de manera 
simultánea. 


23. Conferencia Mundial sobre Derechos Humanos, Viena, 14 al 25 de junio de 1993. 
24. Esta cuestión se profundizará en el Capítulo 15. 


25. Ese ejemplo fue extraído de Fernández Arroyo (2012) y se puede acceder al mismo desde 
https://www.cippec.org/wp-content/uploads/2017/03/1546.pdf 


26. En sus distintas versiones: bienestar productivo o bienestar con trabajo o el nuevo bienestar social 
(Productivist Welfare, Workfare o Welfare to Work, New Welfarism) (Taylor-Gooby, 1998 y 2001), en el 
bienestar social positivo (Positive Welfare) (Giddens, 1998) y en el bienestar social activo (Active Welfare) 
(Vandenbroucke, 2005) (Draibe y Riesco, 2006) 


27. Para revisar algunos de los autores que analizaron dicho concepto ver Riveros-F. (2018). 
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Capítulo II. 


1870-1916. Tiempo, espacio y actores socialesen la formación 
del Estado argentino 


Trinidad Haedo y Pablo Asurmendi 


Este capítulo se propone desarrollar el período de consolidación del Estado Nacional Argentino 
y sus características políticas, económicas y sociales. Para ello, la organización del mismo está dada 
por la definición del concepto de Estado Nación que propone Oscar Oszlak (1982). (1) Este permite 
comprender al Estado Nación como una forma de organización que se construye por diferentes 
actores sociales que toman decisiones y llevan adelante acciones en el marco de relaciones de 
fuerza, en determinado tiempo y espacio. 

Aquí ya se están presentando tres categorías claves para pensar en ciencias sociales; actores 
sociales, tiempo y espacio, que permiten comenzar a analizar este proceso histórico que tendrá 
como consecuencia hacia 1880, la formación de un Estado Nación que denominamos Oligárquico. 
(2) 

Si bien se pueden pensar los orígenes de la formación del Estado Nación Argentino allá por la 
Revolución de Mayo en 1810, este capítulo no se propone dar cuenta de ese proceso, sino de las 
características particulares que adquiere a partir de 1880, donde se consideran alcanzados los 
cuatro atributos de estatidad planteados por Oszlak. 

Entonces la consolidación del Estado Nación lleva más de setenta años (tiempo), conforma 
determinado territorio (espacio) y esto sucede por la intervención de diferentes grupos sociales con 
intereses políticos y económicos (actores sociales) que buscan esa constitución a través de 
determinadas acciones y decisiones. Se presentarán cuatro apartados definidos en función de cada 
atributo de estatidad, donde se desarrollarán estas tres categorías de las ciencias sociales, con la 
intención de realizar un análisis que permita comprender por qué el Estado Nación Argentino tiene 
esas características en su origen. 

La primera aclaración pertinente refiere a que para poder hablar de Estado Nación Moderno, 
según Oszlak, se tienen que dar los cuatro atributos de estatidad: Externalizar su poder, 
Institucionalizar su autoridad, Internalizar una identidad colectiva y Diferenciar su control. No tiene 
importancia cuál se logra primero y cuál después, ya que si no se encuentran los cuatro atributos no 
se constituye el Estado. Por lo tanto, lo que sigue a continuación no tiene que ver con un orden 
cronológico de su constitución. Cada uno de estos atributos, son capacidades con las que necesita 
contar un Estado Nación Moderno (3) para ser tal. Se construyen a lo largo del tiempo, y en esa 
construcción adquieren determinadas características. 


1. Capacidad de externalizar el poder 


Según Oscar Oszlak, una de las capacidades que se debe conseguir para constituir un Estado 
Nación se refiere directamente al espacio: la conformación de un territorio con fronteras claras en 
donde el Estado Nación cuente con soberanía. Es decir, que el resto de los Estados reconozcan y 
respeten que tiene poder sobre ese territorio. 

La conformación de un territorio con fronteras delimitadas lleva tiempo y se logra de diferentes 
maneras: mediante acuerdos y tratados a través del diálogo o a partir de conflictos bélicos. Se 
puede pensar en tres tipos de fronteras que se tornaron centrales en la construcción del territorio 
nacional: las fronteras interétnicas, las fronteras interestatales y las fronteras agrarias, las cuales 
no son incompatibles, e incluso se superpusieron por momentos (Benedetti y Salizi, 2014). 

Las fronteras interétnicas se pensaron como fronteras “internas”, se buscó la eliminación de los 
pueblos indígenas, no solo para hacerse de sus tierras que implicaban posibilidades para la 
ganadería y agricultura, sino porque se los consideraba inferiores, incivilizados, incultos para 
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formar parte del naciente Estado Nación. (4) Las fronteras interestatales tienen que ver con la 
defensa del territorio frente a la ocupación de otros estados o con el avance sobre territorios que 
corresponden a otros países. Las fronteras agropecuarias se relacionan con una producción 
extensiva que implica sumar espacio territorial para obtener mayor cantidad de materias primas 
para su exportación, es decir hacer productivos ciertos espacios y así acrecentar la participación en 
el libre mercado mundial. 

Se pueden mencionar a continuación algunos de los hechos históricos que fueron conformando 
lo que se conoce hoy como el territorio Argentino y que dan cuenta de la construcción de esa 
soberanía territorial. 

Una de las fronteras interestatales se estableció con el primer tratado de límites entre 
Argentina y Chile que se firma en 1881, donde se instaura la orientación pacífica de Chile y atlántica 
de Argentina y la Cordillera de los Andes como divisoria territorial (Benedetti, 2009). 

Otra frontera interestatal se constituyó a partir de la Guerra de la Triple Alianza o Guerra del 
Paraguay en donde se vieron implicados Brasil, Uruguay y Argentina versus Paraguay, y se sucedió 
entre 1865 y 1870. Si bien no significó un incremento del territorio para Argentina, si luego 
conformó fronteras a partir del Tratado de Límites entre Argentina y Paraguay que supone al Río 
Pilcomayo como límite internacional. 

Esta frontera internacional se superpone con lo que llamamos fronteras interétnicas o frontera 
interna, ya que la región chaqueña estaba habitada por pueblos indígenas. Si bien desde antes de 
1870 hubo diversas intenciones de acercarse y explorar el territorio, las características específicas 
del mismo, “impenetrable”, y cierta desorganización en objetivos y acuerdos en la elite gobernante 
implicó pocos avances. A partir de 1884 el general Benjamín Victorica, ministro de Guerra del 
presidente Julio A. Roca, (5) estableció una nueva modalidad de exploración que propone un avance 
sistemático para apropiarse de los territorios indígenas y establecer colonias “civilizadoras”. Los 
indígenas eran considerados “indomables” y al poner el énfasis en la apropiación territorial el 
discurso funcionaría como un argumento para legitimar el proceso de sometimiento indígena (Lois, 
1999). 

La conceptualización de “desierto” sobre los territorios habitados por pueblos originarios 
amerita cierto análisis. Tanto el Ejército como diferentes sujetos e instituciones relacionadas con el 
Estado utilizaron la idea del Chaco en términos de desierto. La ausencia de “civilización” era 
sinónimo de espacio vacío, deshabitado. Esta caracterización para un espacio con fuerte presencia 
indígena remite a la no aceptación o subestimación de la existencia de formas de organización 
política, económica y social diferentes con el modo de producción capitalista y occidental. Los 
pueblos originarios no se consideraban civilización, porque la única civilización posible para la elite 
política sería la capitalista occidental. Estas ideas legitimaron una conceptualización del espacio 
chaqueño como desierto y se fundamentaron en la necesidad de apropiación territorial del Estado 
(Lois, 1999). 

Las mismas ideas se utilizaron para la apropiación del territorio patagónico unos años antes. A 
partir de 1879 Julio A. Roca, Ministro de Guerra del Presidente Nicolás Avellaneda, llevó adelante la 
campaña militar conocida como “Conquista del desierto”. La Patagonia, es decir del Río Colorado 
hacía el sur y limitando con la Cordillera de los Andes al oeste y el Océano Atlántico al este, era una 
zona habitada por pueblos originarios. Algunos de ellos como los Tehuelches, Ranqueles y Mapuches 
se establecían con sus formas de organización en ese sector. Ya Juan Manuel de Rosas (6) había 
intentado en varias oportunidades avanzar sobre los territorios indígenas para establecer el Estado 
Nación sin éxito, sin embargo para 1879 Julio A. Roca desarrolló una campaña ofensiva que contó 
con el apoyo de las elites terratenientes que conformaban la oligarquía y del Gobierno inglés, (7) 
para ocupar violentamente dichos territorios. 

La denominada “conquista del desierto”, implicó el asesinato del miles de indígenas y la 
esclavización de los sobrevivientes, en general mujeres, niñas y niños, como sirvientes de las elites. 
De esta forma se ocupó el territorio de la Patagonia y se repartieron a precios irrisorios tierras entre 
las familias de la oligarquía, convirtiendo sus estancias en latifundios. (8) Es decir que el Estado 
llevó adelante militarmente una campaña de ocupación y el producto de la misma se repartió entre 
privados y no permaneció en el ámbito público. 

Si se repasa la idea de soberanía territorial como una construcción social en tiempo y espacio se 
puede pensar que la Argentina podría haber limitado su territorio sin avanzar sobre las tierras 
patagónicas. Sin embargo, hay un interés concreto en incorporar dicha zona al Estado Nación; la 
inserción al mercado mundial como exportador de materias primas. Aquí entonces además de la 
frontera interétnica se superpone la frontera agropecuaria. El paradigma liberal es predominante en 
Europa en el siglo XIX, e incluye la libre circulación de capitales, mercancías y mano de obra. En 
este marco la división internacional del trabajo propone que cada Estado Nación produzca en 
función de las condiciones que lo “favorecen” y luego intercambie en el mercado económico el resto 
de mercancía. De esta manera, los países que pasaron por la Revolución Industrial producen y 
exportan productos manufacturados e importan materias primas y los países agrarios y ganaderos 
hacen a la inversa, gracias al libre cambio. (9) 

En Argentina, antes de ocupar las tierras de la Patagonia, se producía ganadería (carne y lanas) 
y agricultura (cereales) de forma extensiva, es decir incorporando grandes extensiones de tierra a la 
producción, para aumentar la obtención de materias primas. Por ello, la incorporación de las tierras 
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patagónicas al aumentar la superficie productiva implicaba la posibilidad de un crecimiento en la 
cantidad de exportaciones y por lo tanto las ganancias de los terratenientes. La diferencia 
fundamental entre estas zonas correspondía a la geografía, tierras muy fértiles y especiales para la 
ganadería vacuna y los cereales en la zona central del país y tierras áridas en la Patagonia, donde la 
ganadería ovina podría desarrollarse. Por lo tanto, los intereses económicos de la elite terrateniente 
eran muy fuertes como para despreciar la posibilidad de incorporar ese territorio como parte del 
Estado Nación Argentino. 

El modelo productivo que se desarrolló en la Argentina fue el agroexportador (MAE). Esto 
responde a los sectores dominantes en lo económico y en lo político; la oligarquía terrateniente. Los 
grandes estancieros latifundistas, no más de cuatroscientas familias dueñas de la mayoría de las 
miles de hectáreas productivas del país, formaron la elite política que se sucedió en el gobierno 
hasta 1916, cuando la Unión Cívica Radical ganó las elecciones por primera vez. Se denominan 
oligarquía porque son una minoría que gobierna en su propio beneficio, a través del fraude y la 
imposibilidad de participación política de gran parte de la población. Siguiendo las ideas del 
liberalismo, fomentaron el libre mercado y la apertura económica especialmente con Inglaterra, con 
quien mantuvieron una relación muy importante bilateral comercial a través de la exportación del 
80% de su producción agropecuaria y ganadera y de la importación de manufacturas inglesas. Al 
mismo tiempo se fue desarrollando una matriz de endeudamiento, que ya se había iniciado con los 
empréstitos tomados con la Baring Brothers en la década del veinte, y que se fue incrementando en 
este periodo. El destino del capital solicitado cubría diferentes necesidades, en principio los créditos 
solventaron los gastos militares de la Guerra de la Triple Alianza, luego la colonización de los 
territorios anexados con la conquista del desierto. Lo que se puede ver con claridad en este 
endeudamiento es una matriz de desarrollo dependiente del imperialismo inglés. Este modelo va a 
generar crisis recurrentes y la importación de las crisis de los países centrales, ya que el desarrollo 
propio depende de la entrada del capital extranjero; por ejemplo, cuando la depresión europea de 
1873 corta el flujo de capitales se inicia una profunda crisis en el país. En este momento pronuncia 
Nicolás Avellaneda la famosa frase “honraremos nuestras deudas aunque sea sobre el hambre y la 
sed de los argentinos”. 

A través del desplazamiento y avance tanto en la frontera interestatal como interétnica se va 
delimitando el territorio entre los años 1850 y 1880, lo que implica la incorporación de extensas 
zonas que duplicaron el espacio con el que Argentina contaba hasta entonces. En 1884 se llamó 
Territorios Nacionales a Chaco y Formosa en el norte; Chubut, Neuquén, Pampa, Río Negro, Santa 
Cruz y Tierra del Fuego, en el sur y Misiones en el noroeste. Estas áreas en un principio tuvieron un 
gobierno y administración establecido por el poder ejecutivo nacional hasta la mitad del siglo XX 
que acceden a la condición de provincias (Benedetti, 2012). 

Se busca entonces constituir fronteras claras sobre el territorio estatal y también soberanía. Es 
decir, que el resto de los Estados reconozcan que el Estado argentino tiene poder sobres ese 
territorio. 

A partir de algunos ejemplos históricos se fue dando cuenta de la limitación de las fronteras del 
territorio nacional Argentino. De todas formas, como se trata de una construcción social este 
territorio puede seguir modificándose a lo largo del tiempo por la intervención de diferentes actores 
sociales. Se puede poner como ejemplo el conflicto del Beagle con Chile, que en la década de los 
ochenta del siglo XX, generó diferencias entre ambos países. 

Por lo tanto, la definición del territorio de un Estado no es natural, sino que se constituye en 
tiempo y espacio por la intervención de determinados actores sociales y eso implica la posibilidad de 
seguir transformándose. 


2. Capacidad de Institucionalizar su autoridad 


Aquí el atributo que se busca lograr es que el Estado Nación cuente con la capacidad de ejercer 
su autoridad de forma legítima dentro del territorio nacional. Si en el apartado anterior se hizo 
referencia al reconocimiento externo del Estado, aquí se habla del reconocimiento interno. El 
Estado Nación debe contar legítimamente con autoridad para la toma de decisiones y el desarrollo 
de las políticas públicas, y también para el mantenimiento de un orden social. Es decir, que el 
Estado debe poseer lo que se denomina: el monopolio legítimo de la fuerza. 

Resulta importante desarmar esta afirmación. El monopolio de la fuerza implica que el Estado 
tiene exclusividad en usar la violencia, nadie más que las instituciones estatales (10) tienen la 
posibilidad de hacer uso de la fuerza en caso que sea necesario (11). Si alguna otra persona, grupo, 
institución, empresa usara la fuerza sería sancionado de acuerdo a las leyes vigentes. El objetivo es 
mantener un orden social en una sociedad diversa en donde siempre hay conflictos, por lo cual las 
decisiones las toman las instituciones estatales que tienen esa potestad. Siempre y cuando eso sea 
legítimo. 

Max Weber (1922) desarrolla el concepto de legitimidad. Para estudiar la dominación considera 
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necesario partir de los individuos y analizar los motivos por los cuales estos realizan sus acciones 
(12), ya que al obedecer determinada dominación están otorgando legitimidad. Para que haya 
dominación debe haber dominados, es decir, que la legitimidad a determinado tipo de dominación 
está dada por la obediencia de los individuos. Weber supone que estos pueden actuar, en este caso 
obedecer, por diferentes motivos y es allí donde se puede analizar la legitimidad. Para ello, 
construye los tres tipos ideales (13) de dominación legítima, basados en los diferentes motivos que 
hacen que ciertos sujetos decidan obedecer determinados mandatos. La dominación 
burocrática/racional/legal, está basada en la racionalidad. Los sujetos actúan en función de conocer 
en profundidad el proceso de toma de decisiones de la dominación, por ello Weber incorpora la idea 
de burocracia. Existen una serie de pasos, protocolos por donde las decisiones deben pasar y son 
transparentes a todos en democracia. El tipo de dominación carismática implica para el individuo 
que la persona que domina, el líder, cuenta con algunas características que son únicas, eso es el 
carisma. En el tipo de dominación tradicional el motivo que prima es que la dominación siempre fue 
así, no se cuestiona. 

A partir de estas ideas, en el caso de los Estados nación modernos, la legitimidad está ligada 
directamente a lo racional/legal. Por lo tanto, la legitimidad del monopolio de la fuerza del Estado 
está enmarcada en las leyes. Las decisiones que toma el Estado son legítimas porque son legales. Lo 
legal lo hace legítimo porque hay un conocimiento racional atrás de la toma de decisiones. Las y los 
ciudadanos elijen sus representantes y estos toman decisiones siguiendo determinados protocolos, 
que fueron antes consensuados y votados. Los Estados Nación Modernos se basan en la democracia 
como forma de gobierno. Y esta implica la representación de los ciudadanos a través del voto. 

La constitución de este atributo lleva tiempo, se podría decir que la formación de un ejército 
nacional es parte importante de ello. Este se constituye con la Ley 947, citada más arriba, que 
permite organizarlo gracias al empréstito inglés. El ejército demostró su poderío en la “Conquista 
del desierto”, fue allí en 1879 cuando avanzaron sobre tierra indígena y que establecieron el uso de 
la fuerza física para la institucionalización de la autoridad. Los pueblos originarios no legitimaron 
este Estado Nación, ni sus reglas. Se manejan con otro tipo de organización social, que no fue 
respetada por la oligarquía terrateniente que gobernaba y quería hacerse de las tierras para 
aumentar las exportaciones. Los pueblos originarios de la Patagonia fueron arrasados, las personas 
que sobrevivieron fueron obligadas a ser parte del Estado. Perdieron, en gran parte, su organización 
social y familiar, sus viviendas y sus tierras y debieron aprender otra forma de relación social; 
capitalista y liberal. Se utilizó el monopolio de la fuerza para imponer un orden social particular. 

La seguridad también era un tema importante para la consolidación de la autoridad del Estado, 
y los pueblos originarios no solo no respondían al orden establecido por la oligarquía, sino que lo 
ponían constantemente en cuestión a través de los malones. Estos constituían un ataque a caballo 
sobre las estancias, con el objetivo de hacerse de ganado y otros bienes. 

Se puede decir que a partir de 1880, luego de la conquista del desierto este atributo se 
constituye logrando mantener el orden. Además, el gobierno de Julio A. Roca prohibió a las 
autoridades provinciales la formación de cuerpos militares y en 1901 creó el servicio militar 
obligatorio, la policía con jurisdicción nacional y también las policías provinciales logrando 
mantener el orden gracias al monopolio de la fuerza del Estado (Rapoport, 2012) 

Los pueblos originarios no fueron los únicos que cuestionaron esta forma de organización social, 
política y económica. Entre 1860 y 1930 más de seis millones de europeos llegaron al país como 
inmigrantes (Rapoport, 2012). Muchos de ellos huyendo de malas condiciones de vida y laborales en 
sus países de origen o expulsados de los mismos por sus ideologías políticas anarquistas y 
socialistas, contrarias al capitalismo liberal. 

Los socialistas desarrollaron la lucha parlamentaria conformando el Partido Socialista en 1896 y 
se presentaron en elecciones desde ese año. Si bien contaban con poca participación en las urnas, 
ya que la mayoría de la población era inmigrante por lo tanto no tenía acceso a la participación 
política, consiguieron en 1904 contar con el primer diputado socialista en Argentina, Alfredo 
Palacios. Los inmigrantes de ideología anarquista alentaron la destrucción del Estado, participando 
en organizaciones gremiales, aún ilegales, (14) y organizando huelgas generales (Matsushita, 1986). 

El 80% de los inmigrantes participó de los sindicatos de ideología anarquista, lo que demuestra 
que tenían un apoyo muy importante. Las huelgas generales, siempre violentas, cuestionaban el 
orden social, el poder del Estado y reclamaban mejores condiciones de vida y de trabajo para la 
población. Este tipo de protestas fueron combatidas desde la oligarquía en el gobierno con las 
instituciones represivas y el uso de la fuerza. Todas las movilizaciones anarquistas terminaban con 
muertos y heridos. 

El uso de la fuerza no va a ser la única herramienta que utilizó el Estado en contra de estos 
sectores, también se valió de instrumentos jurídicos para evitar cuestionamientos. La Ley de 
Residencia y la Ley de Defensa Social (15) a principios del siglo XX, se utilizaron para deportar 
extranjeros anarquistas legalmente. 

Para 1890 dentro de la oligarquía, hubo un sector que comenzó a cuestionar el mantenimiento 
del poder político sin la existencia de la participación política de todos los habitantes y con las 
prácticas de manipulación y fraude que se desarrollaban para entonces. Este grupo fue desplazado 
de la oligarquía que no atendía estas demandas, y por ese motivo, principalmente, comenzaron 
enfrentamientos armados. La Revolución del Parque fue la primera expresión de descontento de 
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estos sectores, quienes a través de una insurrección en conjunto con algunos sectores militares se 
enfrentaron al gobierno. Si bien, no lograron sus objetivos, esto tiene como consecuencia la 
renuncia del presidente Miguel Juárez Celman y el reemplazo por su vicepresidente Carlos 
Pellegrini. 

AMí nace la Unión Cívica Radical, partido político nacional que siguió desarrollando 
insurrecciones hasta comienzos del siglo XX cuando finalmente se sancionó en el Congreso de la 
Nación la Ley 8871 que establece el voto para todos los ciudadanos varones, argentinos mayores de 
edad, de forma secreta y obligatoria. 


3. Capacidad de internalizar una identidad colectiva 


La construcción de este atributo de estatidad permite describir y analizar los diferentes actores 
sociales que tienen protagonismo en el período de conformación del Estado Nación y en las décadas 
siguientes. La elite terrateniente resultó preponderante en esta etapa, nos referimos a las familias 
estancieras dedicadas a la producción y exportación de materias primas y con un importante poder 
económico. A estos grupos también se los denomina oligarquía ya que ocuparon los espacios del 
poder político, nucleados en el Partido Autonomista Nacional, que ganó todas las elecciones de 
forma restringida y fraudulenta hasta 1916. (16) 

La identidad colectiva es una construcción, es decir que adquiere ciertas características en 
tiempo y espacio, de acuerdo a los actores sociales que intervienen y sus relaciones de fuerza. La 
identidad implica conformar un “nosotros”, es decir una unión que aglutine y cohesione a los y las 
habitantes del país, que otorgue cierto sentido de pertenencia a la nación y que diferencie a los y las 
habitantes, de los y las pertenecientes a otras nacionalidades. 

La oligarquía desde su lugar dentro del gobierno nacional buscó construir una identidad en 
reflejo directo con Europa: capitalista, liberal, “civilizada”, “culta” y blanca. Las tierras ocupadas 
por los pueblos originarios ancestralmente implicaban para la elite terrateniente la posibilidad de 
aumentar la exportación de materias primas y por lo tanto, sus ganancias, sin embargo lo económico 
no era el único objetivo, también había un interés que podemos llamar social, que involucraba la 
“invisibilización” indígena (Bayer, 2012). Partiendo del nombre que le otorgan a la campaña militar 
que desarrollamos más arriba, se puede comprender que no consideraban a los pueblos originarios 
personas, ya que hablan de zona desértica. Diferenciaban razas, y en esa distinción construían 
desigualdad ya que los indígenas eran considerados una raza inferior. El uso del concepto de raza 
resulta una excusa para justificar la dominación, e involucra una construcción de un “otro” inferior, 
al que se puede maltratar, dejar sin sus tierras, sin sus familias e incluso asesinar en nombre de la 
Nación. Por lo tanto, la forma que adquiere esta diferenciación en Argentina implica la construcción 
de jerarquías. Es decir, ese “nosotros” fue pensado como superior a esos “otros”. 

En la Conquista del desierto son asesinadas alrededor de 15.000 personas y otro tanto, en 
general mujeres, niñas y niños, llevadas a trabajar como sirvientes para las familias de la elite. Se 
desarrolla una “invisibilización” indígena, desestimando su cultura, su organización política y social 
y excluyéndolos de la ciudadanía. La generación del '80 desarrolla un proyecto étnico definido 
(Bayer, 2012). 

Esta construcción de identidad colectiva no excluye solo a los pueblos originarios, lo mismo 
hace con los afrodescendientes y los anarquistas. 

Existen diferentes argumentos para explicar la desaparición de los afrodescendientes (17) en 
nuestro país. La participación de estos grupos en las guerras de la independencia y en las luchas 
civiles, el mestizaje, las bajas tasas de natalidad y altas tasas de mortalidad de esta población en 
acontecimientos como por ejemplo, la epidemia de fiebre amarilla a fines del siglo XIX, y también la 
declinación del comercio de personas esclavizadas a partir de la Ley de Libertad de vientres en 
1813. Sin embargo, estas no serían razones suficientes (INADI, 2017). El proyecto étnico definido 
con el que se pretendía crear una identidad nacional, estaba representado en lo blanco, europeo y 
homogéneo. Tanto los discursos oficiales como las narrativas sobre la construcción de la nación 
negaron e invisibilizaron esta población. La valoración de lo blanco y europeo por sobre lo negro, 
construyó y reprodujo estereotipos racistas y discriminatorios que continúan hasta la actualidad. 

Parte de los instrumentos jurídicos que usó el Estado para la construcción de la identidad 
colectiva nacional surgen en la Ley 1420 en el año 1884 y la Ley 817 en el año 1876. La primera, 
promulgó la educación común, laica, obligatoria y gratuita. Esta permitió, a través de los símbolos 
patrios y la currícula escolar, construir y homogenizar una identidad argentina. La Ley 817 de 
Inmigración y Colonización, más conocida como “Ley Avellaneda”, implicó políticas públicas 
destinadas a “poblar” la Argentina de europeos. A través de propaganda se los incentivó a que 
viajen miles de kilómetros donde los esperarían trabajo y vivienda. (18) Este incentivo a la 
inmigración europea está en relación directa con el tipo de identidad colectiva que se quiere 
construir: europea, blanca, capitalista y liberal. 

La gran inmigración ultramarina tiene consecuencias no deseadas por la elite, ya que la mayoría 
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de los inmigrantes no son anglosajones y nórdicos. A un país, donde el último censo poblacional 
(1869) indicaba un total 1.737.026 habitantes, llegan 2.973.900 italianos y 2.085.000 españoles 
(Rapoport, 2012). El 80% de la inmigración procede de estos dos países y muchos de ellos vienen 
con ideologías políticas contrarias al liberalismo (ver Capítulo 11). 

El socialismo y el anarquismo serán protagonistas en las organizaciones sindicales que se 
fueron formando a fines del siglo XIX con los trabajadores del campo y la ciudad en su mayoría 
inmigrantes. El anarquismo fue una de las corrientes ideológicas más influyentes en los inicios del 
movimiento obrero argentino. Este ponía el acento en la acción colectiva y directa, especialmente la 
huelga general como método de lucha y rechazaba la participación parlamentaria en partidos 
políticos. Se consideraban internacionalistas, es decir que no debía haber fronteras nacionales ni 
patrias (Matsushita, 1986). Estas ideas iban bastante en contra de la construcción identitaria que se 
proponía la oligarquía y además con las huelgas generales los anarquistas no hacían otra cosa que 
cuestionar la legitimidad de la elite terrateniente en el poder político. 

La represión a través de las Instituciones del Estado fue la forma en que la oligarquía intentó 
limitar el avance del anarquismo. Sin embargo, se valió también del aparato jurídico sancionando 
dos leyes con la intención de minimizar la fuerza de estos movimientos. La Ley de Residencia 4144 
en 1902 y la Ley de Defensa Social 7029 en 1910. La primera estableció la deportación de 
extranjeros cuya conducta perturbara el orden público, la ambigúedad en la redacción de la norma 
habilitó al gobierno a deportar a los anarquistas sin trabas. Ocho años después la Ley de Defensa 
Social prohibió la entrada a extranjeros condenados y anarquistas. En el artículo 7 además se 
prohibían las asociaciones y reuniones que tuvieran como fin propagar las ideas anarquistas, sus 
emblemas, estandartes y banderas. 

Se puede pensar entonces que para lograr este atributo necesario para la estatidad según 
Oszlak, y en nombre de la modernización y el progreso, la oligarquía terrateniente no solo se 
diferencia de otras culturas sino que las excluye de la identidad argentina. Se establece la idea que 
los pueblos originarios, los afrodescendientes y los anarquistas se constituyen en amenazas para el 
Estado. Esta construcción excluyente tiene consecuencias no solo a fines del siglo XIX, sino hasta el 
presente. 


4. Capacidad de diferenciar el control 


Este atributo de estatidad refiere a la diversidad de instituciones que el Estado debe desarrollar 
para tener el control a lo largo y ancho del territorio. Este control se distribuye de distintas maneras 
en organismos estatales que cuentan con diferentes jerarquías y, por lo tanto también, hay 
diferencias en su autonomía para la toma de decisiones y en el presupuesto con el que cuentan. 

La construcción de este atributo lleva tiempo y se va modificando en función de los actores 
sociales que entran en juego y sus relaciones de fuerza. Se pueden citar algunas cuestiones que 
resultan imprescindibles para pensar los Estados nación modernos. 

La teoría de la división de poderes de Montesquieu propone que existan tres poderes 
independientes entre sí y que esto permita un mayor control y transparencia en las decisiones: el 
poder Ejecutivo compuesto por presidente, vicepresidente y ministros. El poder Legislativo, en el 
caso de Argentina, bicameral, en donde senadores y diputados hacen las leyes y el poder Judicial 
toma decisiones en función de la ley. Se puede pensar que la sanción de la primera Constitución 
Nacional Argentina en 1853 establece este régimen democrático, en donde los ciudadanos eligen a 
sus representantes en elecciones libres. Sin embargo, hasta entrado el siglo XX, encontramos 
grandes diferencias entre la teoría y la práctica. Se hace referencia a la forma en que se desarrolla 
la democracia en Argentina. Si bien se realizaban elecciones periódicas, no existían leyes 
específicas sobre esto, por lo cual el voto no era secreto, ni obligatorio, hasta la sanción de la 
llamada “Ley Saenz Peña” en 1912. Se desarrolló una democracia restringida. Votaban los varones, 
argentinos, mayores de edad, pero al no ser secreto, el voto era manipulado. La no existencia de 
padrones electorales (19) también permitía que una misma persona pudiera emitir su voto en varias 
oportunidades dando lugar al fraude sistemático, lo que le daba continuidad en el poder político a la 
oligarquía. El Estado estaba administrado por una clase dirigente nacional resultado de una alianza 
entre Buenos Aires y el interior con hegemonía de los sectores terratenientes pampeanos (Rapoport, 
2012). 

Para profundizar en la diversificación del control se puede remitir al primer artículo de la 
Constitución Nacional “La Argentina adopta para su gobierno la forma representativa republicana y 
federal”. Esto implica que cada provincia puede tener su propia Constitución Provincial, siempre y 
cuando no contradiga la Constitución Nacional. Cada provincia está administrada por un 
Gobernador que se elige democráticamente y responde al Presidente de la Nación. Dentro de cada 
provincia además hay municipios que tienen una jerarquía menor que la de la gobernación. Estos 
límites provinciales, dentro del territorio nacional, también llevaron un proceso largo que se terminó 
de resolver a mediados del siglo XX. 
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La formación de un aparato administrativo expandió la burocracia central: entre 1876 y 1890 
aumentó un 160% la administración pública nacional. El gobierno desarrolló un sistema de 
obtención de recursos fiscales, controló la salud pública y también profundizó la secularización, es 
decir, la separación entre la Iglesia y el Estado. En 1881 comenzó a administrar los cementerios. En 
1884 se creó el registro civil y en 1888 se estableció la ley de matrimonio civil, todas cuestiones de 
las que antes de esto se encargaba la Iglesia Católica. También se puede citar la Ley 1420, en 1884 
que estableció la educación laica, gratuita y obligatoria (Rapoport, 2012). 

Otra ley que da cuenta de esta construcción de los organismos de control es en 1901 la Ley 
4301 del Servicio Militar Obligatorio, que debían cumplir los varones mayores de 18 años, y estuvo 
vigente hasta 1994. 

A partir de estos diferentes organismos de control y las políticas públicas (20) que se 
desarrollan desde estos, el Estado ordena una forma de organización que se modifica con el tiempo 
y los actores que se establecen en los organismos. 


5. A modo de conclusión 


A partir de los atributos de estatidad propuestos por Oszlak, se fue rastreando su construcción 
durante el siglo XIX en Argentina, para dar cuenta de su constitución para 1880. 

Los hechos históricos que se relatan forman parte de un proceso social complejo que modifica 
sus dinámicas de acuerdo a las relaciones de fuerza que se establecen entre los actores sociales que 
participan. Se construye el territorio nacional con soberanía en un proceso de setenta años que 
establece determinado espacio como parte de Argentina, pero que puede seguir modificándose a lo 
largo del tiempo por la intervención de diversos factores. Lo mismo sucede con el monopolio 
legítimo de la fuerza y la internalización de una identidad. Se intenta develar lo que aparece como 
natural, evidente, dando cuenta de su construcción social en tiempo y espacio, para poder visibilizar 
que no resulta ni tan natural ni tan evidente, que podría ser de otra forma, ya que se trata de algo 
artificial y por lo tanto modificable, transformable. 

Analizar la conformación del Estado Nacional Argentino permite evidenciar su construcción y su 
reproducción social a lo largo de los siguientes siglos. 

Se puede ver en la actualidad cómo las decisiones tomadas y las acciones llevadas adelante por 
diferentes actores sociales, políticos, económicos en el pasado tienen repercusiones concretas en la 
sociedad argentina actual y en las características del Estado Argentino hoy. 
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1. Este concepto se define y profundiza en el Capítulo 1 de este libro. 


2. Oligarquía refiere a una forma de ejercicio de la dominación, caracterizada por su concentración y su 
angosta base social. Puede ser ejercida por clases, fracciones o grupos sociales. Define, además, un tipo de 
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régimen o de Estado, en el cual, por ejemplo, el reclutamiento para las funciones de gobierno está basado en el 
linaje, en el apellido, en la tradición, en los lazos de familia. Otra característica determinante de este régimen 
fue la exclusión de los disidentes, los límites al sufragio, el clientelismo y un sesgo fuertemente autoritario. El 
fraude y la exclusión política de las masas se relaciona con una autopercepción positiva de los integrantes de 
esta elite: son los naturalmente elegidos para ejercer el gobierno (Mecle, 2013) 


3. Este formato de Estado aparece en Europa luego de la Revolución Industrial y la Revolución Francesa 
enmarcado en las ideas del Liberalismo. 


4. Profundizamos sobre estas ideas en el apartado 3. 


5. Los presidentes argentinos que se suceden durante este período son N. Avellaneda (1874-1880), J. A. Roca 
(1880-1886), M. Juárez Celman (1886-1890), C. Pellegrini (1890-1892), L. Sáenz Peña (1892-1895), J. E. 
Uriburu (1895-1898), J. A. Roca (1898-1904), M. Quintana (1904-1906), J. Figueroa Alcorta (1906-1910), R. 
Sáenz Peña (1910-1914), V. de la Plaza (1914-1916). 


6. Gobernador de la Provincia de Buenos Aires entre 1835 y 1852. 


7. En 1878 a través de la Ley N” 947 de “Empréstito para la Campaña del Desierto” se obtiene un empréstito, 
es decir un importante desembolso del gobierno de Inglaterra con el cual se conseguen armas e instrumentos 
de comunicación para el Ejército Argentino que realizará le campaña. Por lo tanto, implica una deuda que se 
contrae con el exterior, con la intención de sumar zonas de ganado bovino para la exportación. 


8. Se trata de haciendas agrícolas y ganaderas de grandes extensiones con un solo propietario, “mucha tierra 
en pocas manos”. 


9. Este sistema de comercio, basado en el paradigma liberal y enmarcado en la división internacional del 
trabajo y el libre cambio, implicó para Argentina una gran dependencia de los países desarrollados, tanto para 
colocar su producción como para la compra de productos manufacturados. 


10. Nos referimos a la Policía, la Gendarmería, la Prefectura, las Fuerzas Armadas y cualquier otra fuerza que 
pueda crearse con este fin. 


11. La necesidad del uso de la fuerza dependerá en cada caso del gobierno que administre ese Estado y el 
contexto en el que se desarrollen esas decisiones, que deberán estar basadas en el uso de la ley. 


12. Weber define acción como una conducta humana con sentido para el sujeto de la misma. 


13. Los tipos ideales son una construcción conceptual de los que se vale el investigador para construir 
regularidades, a partir de la observación y análisis de la sociedad, que es el campo de estudio de la sociología. 
Es una construcción abstracta. 


14. Los derechos de los trabajadores, como el derecho a la asociación sindical, se conquistan en Argentina 
luego de varias décadas de movilizaciones sociales, en la década del cuarenta del siglo XX. 


15. Se profundiza sobre estas leyes en el apartado 3 de este capítulo y en el Capítulo 11 de este libro. 


16. En 1912 se sanciona la Ley Sáenz Peña, llamada así por el presidente de la Nación del momento, que 
establece el voto secreto, obligatorio y “universal”. Solo pueden ejercer el voto los varones argentinos mayores 
de 18 años. A partir de esta ley la Unión Cívica Radical se presenta y gana tres períodos presidenciales 
consecutivos, hasta el primer golpe de Estado en 1930. 


17. “Se estima que durante el periodo virreinal fueron desembarcadas en el Río de la Plata unas sesenta mil 
personas esclavizadas, cifra que no incluye los efectos de contrabando ni los arribos vía terrestre desde el sur 
de Brasil.15 La mayor parte de ellas empezó a quedarse en Buenos Aires, Montevideo y zonas vecinas, 
creciendo considerablemente la población africana de Buenos Aires en los comienzos del siglo XIX, 
precisamente cuando esta población ya empezaba a disminuir en la zona del Tucumán. De acuerdo al primer 
relevamiento realizado en el año 1778 para todo el territorio del virreinato, la población clasificada como 
“negros, mulatos, pardos y zambos' libres y esclavizados representaba el 37 % de la población” (INADI, 2017: 
15). 


18. En muchos casos se les financiaba el viaje en barco y tenían la posibilidad a su llegada de quedarse unos 
días en el Hotel de Inmigrantes. 


19. Además de la Ley Sáenz Peña, la Ley 8130 sancionó la formación de los padrones electorales, evitando de 
esta forma el fraude sistemático. 


20. Para la definición de políticas públicas, ver Capítulo 1 de este libro. 
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Capítulo III. 


1916-1930. Los primeros gobiernos radicales 


Orlando Rubén Sconza 


1. El sistema electoral 


El largo proceso de construcción del Estado nacional en Argentina se aceleró desde la sanción 
de la Constitución, en 1853, consolidándose con la federalización de la ciudad de Buenos Aires, en 
1880. Desde entonces, las autoridades nacionales ejercieron su dominación sobre todo el territorio 
de un país, que se modernizaba rápidamente, integrándose a la economía mundial como proveedor 
de materias primas e importador de bienes y servicios. Durante esa etapa primario-exportadora, se 
desarrolló con capital británico la infraestructura ferroviaria y portuaria, se expandió la superficie 
cultivable, y se enriqueció la cultura nacional a través de la gran inmigración europea 
(mayoritariamente italiana), protagonista de una rápida urbanización, que dinamizó la búsqueda de 
movilidad social de los sectores populares. Pero aún le faltaba transparencia electoral. Si bien se 
renovaban periódicamente las autoridades (nacionales, provinciales y municipales), mediante 
comicios con sufragio universal masculino, estos eran distorsionados por el fraude, perpetuando en 
el poder a una élite ilustrada, encargada de proteger los intereses de la oligarquía ganadera. Hasta 
1912 el voto no fue obligatorio ni secreto, debiendo los ciudadanos empadronarse para poder 
ejercer el derecho a sufragar y la imposibilidad de identificar al votante, facilitaba las prácticas de 
los electores volantes golondrinas, que votaban varias veces. A su vez, en cada provincia, el 
gobernador cumplía funciones de gran elector presidencial y distribuidor de empleos públicos 
locales, reservándose para el fin de su mandato, una banca de senador nacional, con el propósito de 
organizar su retorno al poder ejecutivo provincial. (1) 

En las elecciones de diputados nacionales, se usaba el sistema plurinominal de lista completa 
por simple mayoría, por el cual, resultaban electos solo los candidatos de la agrupación más votada, 
sin reconocimiento de representación por minoría. Por lo expuesto, no era extraño que el Congreso 
se comportase como un apéndice del Poder Ejecutivo Nacional. Por ello, la Unión Cívica Radical, 
cuestionaba la legalidad de los comicios y proclamaba la abstención revolucionaria por falta de 
garantías electorales. (2) 

La UCR es el partido orgánico más antiguo del país. Su documento fundacional es la Carta 
Orgánica de 1891. Entre sus firmantes predominan destacados francmasones (como Leandro Alem), 
la mayoría miembros del Club Liberal de Buenos Aires y de la Sociedad Científica Argentina 
(instituciones que reunían a los intelectuales más progresistas de la época). Esta dirigencia, en 
buena medida, fue un desprendimiento de la élite gobernante, que se formó en el Partido 
Autonomista de Buenos Aires (alsinismo), sobre todo durante la presidencia de Sarmiento, y que en 
1880 se opuso a la elección presidencial de Roca. Desde un primer momento, la UCR contó con el 
apoyo del estudiantado universitario, productores primarios del litoral, (en particular los 
arrendatarios), las colonias agrícolas integradas por inmigrantes europeos (como La Esperanza en 
Santa Fe) y sectores asalariado urbanos, con predominio de los trabajadores de cuello blanco. Hubo 
tres revoluciones radicales (1893, 1895 y 1905), que intentaron desalojar del Poder Ejecutivo 
Nacional al Régimen (gobiernos conservadores fraudulentos), pero fracasaron. Mientras tanto, la 
UCR se abstuvo de participar en las elecciones hasta que se terminará con el fraude electoral. (3) 

El expresidente Carlos Pellegrini en la Cámara de Diputados de la Nación, en uno de sus últimos 
actos políticos defendió y votó a favor de la Ley de Amnistía para los revolucionarios de 1905, que 
reclamaban la pureza del sufragio. Ese alegato de Pellegrini, durante el que pidió disculpas por su 
pasado fraudulento, se convirtió en un verdadero testamento político a favor del líder radical, Dr. 
Hipólito Yrigoyen con quien se entrevistaron los sucesores de Quintana (doctores José Figueroa 
Alcorta y Roque Sáenz Peña), ofreciéndole infructuosamente que integrara el gabinete ministerial. 
El propósito de estos gobernantes era terminar con la abstención electoral de la UCR y de ese 
modo, también con sus intentos revolucionarios. (4) 

La reforma electoral impulsada por Sáenz Peña se compone de tres normas sancionadas entre 
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1910 y 1912, la tercera de las cuales, fue su homónima Ley 8871. En adelante, el fraude mermó 
considerablemente, debido a la depuración de padrones, la creación de la Justicia Electoral, y el 
establecimiento del voto secreto y obligatorio. Sin embargo, las mayores discusiones en el Congreso, 
al debatirse el proyecto de ley, se centraron en la representación de las minorías: la Ley Sáenz Peña 
puso en vigencia la lista incompleta, acordada por el presidente con Yrigoyen. (5) 

Yrigoyen, no solo había solventado los gastos de la estructura partidaria de la UCR con sus 
propios recursos, obtenidos principalmente como productor agrícola-ganadero en estancias 
bonaerenses (como Santa María, Santa Isabel, El Trigo), puntanas (La Seña, Fraga) e incluso 
cordobesas, sino que, además, una vez proclamado candidato a la primera magistratura de la 
República, decidió no percibir el sueldo correspondiente y dirigió una carta a la presidenta de la 
Sociedad de Beneficencia Nacional, Elena Napp de Green, manifestándole que: 


si llegase al ejercicio de tales funciones desde ahora renuncio los emolumentos correspondientes en 
todo el período gubernativo, en favor de las instituciones de misericordia que más lo requieran” 
(Yrigoyen, 1986: 117). 


En los comicios generales del 20 de abril de 1916 Yrigoyen obtuvo el 45% de los votos, ganando 
en seis de los quince distritos electorales del país con trescientos mil sufragios sobre setecientos mil 
votantes. Triunfó en el colegio electoral, pero el oficialismo se encontraba en minoría en el Congreso 
y era oposición en la mayoría de las provincias. Su gobierno estaba limitado por la necesidad de no 
enfrentarse con los sectores beneficiarios del modelo agroexportador, proteger a los consumidores 
urbanos y mantener la lealtad de los caudillos electorales radicales. Esto quedó reflejado en su 
primer gabinete ministerial. Cinco de los ocho ministros eran ganaderos de la provincia de Buenos 
Aires, destacándose entre ellos el dirigente mitrista Dr. Honorio Pueyrredón, quien mantuvo la 
neutralidad argentina durante la Gran Guerra, a pesar de que ambas cámaras del Congreso exigían 
la ruptura con Alemania. Los tres restantes miembros del gabinete manejaban la estructura 
electoral partidaria en sus provincias: 


e Córdoba: Dr. Elpidio González (ministro de Guerra). 
e Jujuy: Dr. José Salinas (ministro de Justicia e Instrucción Pública). 
e Santiago del Estero: Dr. Ramón Gómez (ministro del Interior). 


El principal objetivo de la UCR había consistido en iniciar la denominada Reparación nacional, a 
partir del ejercicio democrático del sistema electoral y la transparencia institucional. Según se 
desprende del mensaje presidencial de apertura de sesiones del Congreso de 1917, Yrigoyen 
consideraba cumplida esa misión tras imponerse en las primeras elecciones presidenciales 
realizadas bajo la vigencia de la Ley Sáenz Peña: 


la República ha reconquistado sus poderes para conjurar los males, extinguir las anormalidades, 
corregir los errores y destruir el régimen falaz y descreído de que haya mención en los anales de las 
naciones. (...) El problema no consiste en saber quiénes han de gobernar a la Nación, sino en la 
recuperación de sus facultades para instaurar la legitimidad de sus representaciones públicas, tal como 
lo ha impreso en sus estatutos, como lo ha grabado en su historia, y como lo reclaman, la civilización y 
la cultura. Ni la solución benéfica está en el triunfo de determinadas fuerzas, sino en que sea la que 
fuere, la obtenga justa y legalmente” (Yrigoyen, 1986: 181-182). (6) 


Recién en 1918 la UCR obtuvo la mayoría en la Cámara de Diputados de la Nación, mientras los 
conservadores dominaron el Senado durante todo el período. En consecuencia, Yrigoyen era tan solo 
el jefe de la administración nacional, y como tal, recurrió al uso del patronazgo del Estado, es decir, 
al reparto de cargos públicos con fines electorales, para afianzar su poder. Mantuvo en sus puestos 
a los empleados de la administración anterior, a los que agregó desde 1918, otros de origen radical, 
con el consecuente aumento del gasto público. No obstante, a diferencia del gobierno nacional, en 
las provincias y municipalidades gobernadas por el radicalismo eran frecuentes los desplazamientos 
de empleados opositores. Por ello, la mayoría de los nombramientos del gobierno fueron en el 
Consejo Nacional de Educación, correo, aduana y la Defensa Agrícola, por tratarse de reparticiones 
que distribuían personal en todo el país. Era para que colaboraran con los candidatos partidarios en 
la elecciones locales (Persello, 2000). (7) 


2. La primera presidencia de Yrigoyen (1916-1922) 


2.1. Contexto internacional y neutralidad argentina 
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Al asumir la presidencia Yrigoyen, el mundo estaba en guerra. El recelo de las demás potencias 
con respecto al rápido desarrollo industrial y militar de Alemania, desde su triunfo sobre Francia en 
la Guerra Franco-prusiana de 1870, condujo a un período de paz armada, que desembocó, en 1914, 
en el estallido de la Primera Guerra Mundial, que se extendió hasta 1918. Al finalizar la Gran Guerra 
se firmó el Tratado de Versalles, imponiéndosele condiciones durísimas a la naciente República 
Alemana constituida en Weimar, que tuvo pérdidas territoriales, como Alsacia y Lorena, y el pasillo 
de Danzing (el Corredor Polaco, que aisló a Prusia Oriental del resto de Alemania), entre otras. El 
tratado consideró al Imperio Alemán como único responsable de las hostilidades y obligó a la 
República de Weimar a desarmarse, a entregar su flota, material ferroviario, naval y carbón a sus 
vencedores europeos. Le prohibió fabricar material bélico y la condenó a afrontar una impagable 
deuda de reparaciones, que fue refinanciada en 1924 por el Plan Dawes. (8) 

Entre 1914 y 1917 el presidente de los Estados Unidos de América, Dr. Thomas Woodrow 
Wilson, alentó un pacto panamericano de paz, que nunca se consumó, idea respaldada por el 
embajador argentino en Washington, Dr. Rómulo Naón. Cuando el embajador americano en 
Argentina Dr. Frederic Jesup Stimson recibió la noticia de la decisión de Wilson de romper 
relaciones diplomáticas con Alemania, de inmediato solicitó audiencia a Yrigoyen y al ministro de 
Relaciones Exteriores interino, Honorio Pueyrredón (que era titular de la cartera de Agricultura) 
para transmitirles la invitación del US Secretary of State (secretario de Estado) Robert Lansing para 
que los neutrales imitaran el proceder de los Estados Unidos. Le respondió Yrigoyen a Stimson: (9) 


Para mí es terrible comprometer a mi pueblo en la Gran Guerra. No puedo hacerlo dejándome guiar 
nada más que por razones de afinidad. Es preciso que tengamos un agravio concreto, un casus belli. 
Alemania no ha quebrantado ninguna promesa contraída con nosotros (Peterson, 1985: 15). (10) 


Pronto llegó el casus belli e Yrigoyen supo esquivar el quebrantamiento de relaciones. 
Efectivamente, el 4 de abril de 1917, en el Atlántico Norte a los 49%227'N 62440, al SE de las islas 
inglesas Scilly, fue hundido por un submarino alemán el velero mercante argentino Monte Protegido. 
Tras la protesta formal del gobierno argentino, se aceptó las disculpas presentadas por el consejero 
imperial Zimmermann, en forma de excusa oficial, reparación de daños y saludo a la bandera 
nacional. Sin embargo, el 22 de junio, el vapor argentino Toro cargado de lana, grasas, cueros y 
tanino, rumbo a Gibraltar, a los 35232'N 720, también fue hundido por un submarino germánico. 
Igual que en el caso anterior, no hubo pérdidas de vidas. Pero las negociaciones diplomáticas 
referidas al hundimiento del Toro, fueron más complicadas, porque para las autoridades imperiales 
su cargamento constituía contrabando (conforme a los términos de la Convención de Londres), 
debido a que, el destino final era Génova, base de operaciones y aprovisionamiento de los enemigos 
de Alemania. Respondió el 23 de julio, la administración Yrigoyen a través del ministro argentino en 
Berlín, Julio B. Molina: 


La República Argentina soporta como Estado neutral, las consecuencias mediatas de la guerra; pero, 
no puede consentir como legítimo el daño directo, a base de convenciones que le son extrañas, o por 
imposiciones de una lucha en que no participa. (...) El Gobierno Argentino no puede reconocer que el 
intercambio de la producción neutral del país sea motivo de una clasificación bélica, restrictiva de su 
legítima libertad de acción y de evidente menoscabo a su soberanía” (Yrigoyen, 1986: 222). (11) 


Finalmente, el 28 de agosto, el Imperio Alemán acordó indemnizar al gobierno argentino, le 
reconoció la libertad de los mares y el derecho a un acto de desagravio de su pabellón que se realizó 
en Kiel a bordo del acorazado Hannover, en presencia del jefe de la Estación Naval, contraalmirante 
Barón von Gagern, el jefe de la Escuadra del Báltico, capitán de navío Schulz, el representante del 
gobierno alemán Dr. Von Simson y el ministro argentino acreditado ante S. M. Imperial, Dr. Lucio B. 
Molina. 

Yrigoyen había negociado un tratado secreto con Luxburg por el cual los buques argentinos no 
entrarían en la zona de guerra. Once días después de que se arregló el incidente del Toro, se 
descubrió que el 8 de septiembre el gobierno de EE.UU. puso en circulación tres cables de Luxburg 
interceptados por el Reino Unido. Dos incluían la recomendación del ministro germano de que a los 
barcos argentinos “se les hundiera sin que quede de ellos rastro alguno” (Peterson, 1985: 19-20). 

El 12 de septiembre de 1917 Pueyrredón puso en manos de Luxburg su salvoconducto. El mismo 
día, mientras se notificaba al gobierno alemán de su expulsión, Pueyrredón le agradeció a las 
autoridades imperiales “por la manera magnánima y digna” como se había arreglado el incidente 
del Toro. La negativa de Yrigoyen a tomar la conducta de Luxburg como causa de ruptura de 
relaciones no satisfizo a amplios sectores de la opinión pública argentina. De todos modos, en 
octubre el PEN resolvió admitir en sus puertos la presencia de barcos mercantes armados. 

Además, los buenos oficios de Stimson, facilitaron la firma con el Reino Unido y Francia del 
convenio triguero de 1918, que le permitió a la Argentina ubicar sus excedentes de producción, 
logrando exportar 2 millones y medio de toneladas de trigo, aunque los altos beneficios 
evidenciados en el transporte marítimo, mediante el abastecimiento a los ejércitos aliados, fueron 
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monopolizados por grupos minoritarios. Por ello, el gobierno decidió intervenir en sus exportaciones 
a través de convenios comerciales interestatales para garantizar, tanto el pago de precios mínimos, 
como la colocación de la producción. Pero el Congreso rechazó el proyecto reiteradamente 
presentado. Parecida suerte corrió la iniciativa de crear una flota, que afectaría el predominio de las 
bodegas extranjeras. De todos modos, las exportaciones argentinas a los Estados Unidos en 1918 
registraron U$S 228 millones, duplicando a las de 1916, que a su vez eran el doble a las de 1914. 
(12) 


2.2. Cooperación interclasista y cuestión social (13) 


Mientras en la Tercera República Francesa, desde la década de 1890, una creciente bancada 
socialista venía promoviendo el comienzo de la legislación laboral, en el Reino Unido las reformas 
sociales las iniciaron los gobiernos liberales a principios del siglo XX, destacándose, entre otras, las 
siguientes medidas: 


e Primer Ministro Rt Hon. Sir Henry Campbell-Bannerman (1905-1908): se crearon las 
primeras juntas de conciliación integradas por representantes de los sindicatos, la patronal y 
el gobierno. 

e Primer Ministro Rt Hon. Herbert Henry Asquith (1908-1916): se estableció la jornada laboral 
de 10hs, el Retiro de vejez para las personas mayores de 70 años, financiado por los 
impuestos a la renta, y se sancionó la National Insurance Hill Act 1911 (Ley de Seguros 
Nacionales) para cubrir las contingencias causadas a los asalariados industriales por 
enfermedad y desempleo, a través de los aportes de los beneficiarios, sus empleadores y el 
Estado. 

e Primer Ministro Rt Hon. David Lloyd George (1916-1922): se amplió a toda la clase obrera el 
seguro de desempleo y la negociación colectiva de trabajo. 


Como consecuencia de estas políticas, en el Reino Unido, los sindicatos aumentaron de 
4.100.000 afiliados en 1914 a 6.500.000 en 1918 y a más de 8 millones con el regreso de los 
sobrevivientes de la guerra. En adelante, los gremios de trabajadores, en lugar de ser grupos de 
presión en la lucha de clases, tendieron a convertirse en órganos reconocidos de la comunidad. En 
ese momento, en Argentina, en cambio: 


Si el radicalismo parecía, durante su etapa abstencionista inclinarse por las medidas revolucionarias, 
una vez en el poder se mostró más inclinado a oficiar de integrador entre intereses contrapuestos 
(Gorostegui de Torres, 1980: 201). 


El país atravesaba una etapa de contracción económica, que fue generada por la Primera 
Guerra Mundial, época en la que aumentaron los precios mundiales de los cereales y de los fletes 
marítimos. Por ello, las naciones europeas disminuyeron las importaciones de granos, se dificultó la 
importación de insumos industriales y se agudizó la inestabilidad laboral. En consecuencia, en 1917, 
había en Argentina unos cuatrocientos sesenta mil desocupados, que equivalían a casi el 20% de la 
población económicamente activa. Durante la gran huelga obrera de ese año en dos frigoríficos 
estadounidenses reprimió la marina de guerra. En febrero de 1918 los obreros retornaron al trabajo 
sin lograr la jornada de ocho horas reclamada, ni el pago de las horas extras y otras demandas. (14) 

Para atender al problema de la desocupación, Yrigoyen propuso varias medidas, que la 
oposición conservadora se negó a tratarlas en el Congreso. Ellas se referían, entre otras cosas, al 
desarrollo de un plan de obras públicas y la compra de barcos mercantes para abaratar fletes. El 
gobierno, a su vez, dispuso de créditos hipotecarios para los arrendatarios. (15) 

Con la guerra, el aumento en los ingresos del sector agroexportador y un cierto afianzamiento 
de la industria no alcanzaron a paliar el rápido deterioro de los salarios frente a la inflación 
creciente. Como resultado del incremento del costo de vida se sucedieron movimientos huelguistas, 
estimulados a principios de 1918 por las noticias sobre la triunfante Revolución Rusa y las continuas 
huelgas en Alemania, Italia, el Reino Unido y otros países europeos. 

El gobierno, ante la inestabilidad social, impuso el arbitraje obligatorio del Estado en las 
huelgas. Si bien, generalmente, fallaba a favor de los trabajadores, hubo algunos casos de 
descontrol reprimidos violentamente, como ocurrió durante la llamada Semana trágica de 1919, que 
tuvo origen en una huelga sectorial de obreros de los Talleres Metalúrgicos de Pedro Vasena, en 
Barracas. Los huelguistas exigían la reducción de la jornada de trabajo de once a ocho horas, 
aumentos escalonados de jornales, la vigencia del descanso dominical y la reposición de los 
delegados obreros cesanteados al iniciarse el conflicto, que se extendió entre el 7 y el 13 de enero 
del citado año. (16) 

El 7 de enero, los huelguistas arrojaron piedras a trabajadores que no habían adherido a la 
medida de fuerza y se dirigían hacia los depósitos custodiados por policías, que dispararon sus 
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fusiles matando a cuatro obreros y dejando una treintena de heridos. Inmediatamente declaró la 
huelga la Sociedad de Resistencia Metalúrgica y se sumaron entre otras entidades, la FORA del V 
Congreso y la FORA del IX Congreso, convocando a la huelga general, para el 9 de enero, día del 
sepelio de las víctimas. En esa fecha la actividad en la Capital Federal quedó paralizada por el paro 
de los obreros y tranviarios y del subterráneo, la destrucción de tranvías y del cableado eléctrico. A 
su vez, los obreros que acompañaban el cortejo fúnebre hasta el cementerio de la Chacarita, al 
pasar por Yatay y Corrientes ingresaron al convento del Sagrado Corazón de Jesús gritando 
consignas anticlericales, resultando ametrallados por la policía. Otros grupos asaltaron armerías. En 
Retiro y Palermo fueron baleados algunos trenes. (17) 

Yrigoyen designó al general Luis Dellepiane comandante de la Capital. Para terminar con el 
conflicto, el jefe de policía, Elpidio González, negoció sin éxito con la FORA IX Congreso, sobre la 
base de presionar a la empresa Vasena para que accediese al petitorio obrero y se liberasen los 
detenidos solicitados por los dirigentes gremiales. (18) 

Pero, el peso de la Federación Obrera Ferroviaria influyó en la decisión de la FORA IX Congreso 
a declarar la huelga general. Varios de sus sindicatos consideraban que era el momento de lograr 
reivindicaciones específicas. También continuó la huelga general la FORA V Congreso por razones 
revolucionarias. La Capital amaneció el 10 de enero totalmente paralizada. Dellepiane distribuyó 
treinta mil efectivos, la mayoría de ejército, aunque incluían a más de dos mil marinos y policías. 
Ese día murieron medio centenar de huelguistas y un bombero. Finalmente, la empresa Vasena 
concedió a sus trabajadores la jornada de ocho horas y aumentos salariales. Pero al día siguiente 
hubo tiroteos en varios barrios de la ciudad y un intento de toma del Depósito de Aguas Corrientes. 
La respuesta gubernamental fue una gran redada de dirigentes sindicales con casi cinco mil 
detenidos. 

Cuatro meses después de la Semana Trágica, Yrigoyen envió al Congreso el proyecto de ley 
sobre contrato colectivo de trabajo, al que definió como “una convención celebrada entre patrones y 
obreros sobre las condiciones de trabajo y del salario”. En julio el presidente puso a consideración 
del Congreso la extensión a los obreros de los territorios nacionales de la legislación obrera 
nacional. También impulsó la creación del juzgado de trabajo de la Capital Federal (Yrigoyen, 1986: 
267-271). 

Mientras tanto, el sector ganadero productor de animales de calidad intermedia e inferior, 
comenzó a sentir, desde 1920, la caída de la demanda externa, debido a que, el Reino Unido empezó 
a comercializar los excedentes de carne congelada acumulados durante la guerra y a importar para 
su consumo preferentemente carne enfriada. Ese año, el PEN vetó una ley promovida por senadores 
conservadores, que proponía crear una empresa ferroviaria mixta, denominada Ferrocarriles 
Nacionales, que incluiría a las líneas Central Norte Argentino, Formosa a Embarcación y Metán a 
Barranqueras, fusionadas con la red de los ferrocarriles Central Córdoba, Córdoba y Rosario, y 
Central Extensión a Buenos Aires. Según Yrigoyen: 


el Poder Ejecutivo juzga que la ley sancionada por V. H., entraña un verdadero despojo de uno de los 
primordiales factores de prosperidad del país, como son los ferrocarriles, e implica el retardo y acaso 
el malogramiento del propósito determinante del gobierno en el sentido de llevar lo más rápido posible, 
todos los beneficios de los ferrocarriles a los pueblos y zonas de la República donde sus riquezas 
permanecen estancadas sin perspectiva de que se las incorpore al desenvolvimiento general de la 
Nación (Yrigoyen, 1986: 177-179). 


Con respecto a la agricultura, a consecuencia de la presión de muchos productores, se aprobó la 
Ley Contractual Agraria de 1921, garantizando a los colonos que arrendaban menos de trescientas 
hectáreas el derecho de prolongar sus contratos hasta cuatro años, entre otros beneficios. Por 
entonces, en Santa Cruz, los estancieros no pudieron vender la lana debido a la crisis del mercado y 
para ahorrarse el pago de la mano de obra despidieron a los peones, enfrentándose con la Sociedad 
Obrera de Río Gallegos, con el consiguiente ataque a algunas estancias. Ante esa situación, para 
resolver el problema, Yrigoyen mandó allí al teniente coronel Héctor Benigno Varela, quien realizó 
fusilamientos colectivos, ejecutando a mil quinientos peones. Mientras ocurría esto en la Patagonia, 
en el proyecto de ley sobre jubilación de empleados y obreros de comercio, industria y periódicos, 
enviado por Yrigoyen al Congreso con fecha 4 de agosto de 1922, sostuvo el presidente que: “Las 
jubilaciones y pensiones han de ser inembargables, intransferibles y no serán cedidas ni gravadas 
en forma alguna” (Yrigoyen, 1986: 277-278). (19) 


2.3. Reforma educativa 


Desde la presidencia de Mitre, los colegios nacionales (bachilleratos) estaban reservados casi 
exclusivamente a la élite. Durante las primeras décadas del siglo XX, fueron incluyendo a nuevos 
sectores sociales con preparación y aspiraciones hacia el ejercicio de funciones políticas dentro de 
un sistema oligárquico. En un país que se modernizó de manera muy rápida, con una veloz 


Downloaded by Blastar 00 (defusitaWgmail.com) 


urbanización, sin desarrollo industrial, la creciente clase media, al no encontrar en las ocupaciones 
privadas la movilidad social deseada, se fue burocratizando y buscando progresar a través del 
Estado. La ampliación del gasto público, fue así, abriéndole el acceso a la educación superior y a la 
administración pública. En ese sentido, la crisis de 1890 había puesto de manifiesto que el sistema 
educativo formaba recursos humanos para trabajar en el aparato estatal, que la administración 
gubernamental no llegaba a absorber. La alternativa que un sector de la oligarquía encontró como 
solución fue la diversificación de los estudios hacia modalidades técnicas que apartaran del camino 
político a un sector importante de los que accedían a la escuela media, fraccionando el sistema en 
escuelas profesionales especializadas, para alejar de la élite directiva a otros núcleos sociales en 
ascenso. El producto inmediato fue la creación de las primeras escuelas comerciales en Buenos 
Aires y Rosario, y el Colegio Industrial. 

Cuando Yrigoyen asumió la presidencia, se estaba implementando en el país la reforma 
educativa propuesta por el ministro de Justicia e Instrucción Pública del gobierno anterior, Dr. 
Carlos Saavedra Lamas, que incluía una escuela intermedia de tres años, con el propósito de 
capacitar personal para trabajar en la industria, procurando contemporizar con la Unión Industrial 
Argentina, que se había opuesto a la creación de nuevos colegios industriales, proponiendo en su 
lugar, la instalación de escuelas de artes y oficios, debido a que, según la UIA: 


los alumnos de los colegios nacionales y de las escuelas normales e industriales, aun de los de la 
Escuela Intermedia recientemente creada, pertenecen en general a la clase media, y una vez que han 
cursado las materias que allí se enseñan difícilmente se someten a la vida de taller como simples 
obreros (Tedesco, 1980: 74). (20) 


El gobierno radical decretó el restablecimiento de los planes de estudio tradicionales en los 
colegios nacionales y la supresión de la Escuela Intermedia. Se retomó la concepción de una 
enseñanza media formadora de dirigentes. Para el gobierno radical la orientación de carreras 
técnicas debía existir en aquel sector social que no aspiraba ni tenía posibilidades de continuar 
estudios secundarios. Para ello, se crearon las escuelas de artes y oficios, destinadas a una 
preparación artesanal. Las mismas se ubicaban en áreas de escaso desarrollo urbano. La Tabla 1 
muestra como los gobiernos radicales priorizaron la fundación de colegios nacionales y escuelas de 
artes y oficios con respecto a las escuelas normales y comerciales. Sin embrago, la Tabla 2 evidencia 
un menor incremento de la matriculación en establecimientos de enseñanza media durante los 
mismos, en comparación con los períodos anteriores (Aguerrondo, 2006; Tedesco, 1982). (21) 


Tabla 1. Cantidad de establecimientos escolares secundarios creados entre 1863 y 
1944 


1881 1899 1917 1930 


Especialidad 1880 | 1898 | 1916 | 1930 | 1944 


Colegio Nacional 


Escuela Normal 


Escuela de Comercio 


Colegio Industrial/Escuela de Artes y Oficios 


Fuente: Fiorito (2012). 
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Tabla 2. Tasas de crecimiento acumulativo anual de las matrículas de enseñanza 
media en Argentina 1900-1970 


Período Porcentaje 
1900-1905 8,8 
1905-1910 12,0 
1910-1915 12,9 
1915-1920 7,9 
1920-1925 4,7 
1925-1930 7,0 
1930-1935 4,1 
1935-1940 8,0 
1940-1945 5,5 
1945-1950 10,0 
1950-1955 7,8 
1955-1960 3,6 
1960-1965 6,9 
1965-1970 4,3 


Fuente: Aguerrondo (2006). 


En su mensaje de apertura de sesiones del Congreso de la Nación de 1918, Yrigoyen sostuvo 
que: 

El régimen universitario necesita asimismo modificar su ambiente en cuanto a los métodos de 
gobierno, administrativo y enseñanza, rompiendo viejos moldes a efectos de evitar la contemplación 
en pocas manos y sin solución de continuidad del manejo de los respetables intereses encomendado 
a esas instituciones, dando intervención a la selección de autoridades directivas y cuerpos docentes 
a todos los elementos constitutivos que los componen (1986: 135). 

En cuanto a la Reforma Universitaria de 1918, surgió con las huelgas estudiantiles en la 
Universidad Nacional de Córdoba, debido al cierre del Hospital de Clínicas. A través del Manifiesto 
Liminar, los estudiantes reclamaron la modificación de los planes de estudio, el fin de la influencia 
clerical en la educación superior y el cogobierno estudiantil. Como consecuencia de la reforma, que 
comenzó con la intervención, concursos y elecciones en la UNC, se simplificaron los criterios de 
ingreso, se creó la Universidad Nacional del Litoral en Santa Fe y se nacionalizó la Universidad de 
Tucumán, sumándose a las tres universidades nacionales preexistentes: la de Córdoba, la de Buenos 
Aires y la de La Plata. El gobierno entendió que la Reforma facilitaría la movilidad social demandada 
por los sectores medios, sus potenciales votantes. El radicalismo se estaba transformando en una 
poderosa maquinaria electoral, entusiasmando a la dirigencia partidaria a pretender promover la 
reforma constitucional, procurando la reelección presidencial. Pero Yrigoyen se opuso abiertamente, 
tal como lo expresó en la nota que le envió al presidente de la Legislatura de Jujuy, Froilán Calvetti, 
con fecha 20 de septiembre de 1921: 


Cuando asumí el Poder Ejecutivo... entre las reglas de conducta que fijamos, fué una de ellas, que 
desde los estrados del poder pasaríamos directa y únicamente a nuestras casas y de allí a las filas de la 
opinión pública que ha de cimentar y custodiar los esplendores alcanzados por nuestra patria para 
hacerla cada vez más eminente y grandiosa (Yrigoyen, 1986: 150). (22) 
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3. La presidencia de Alvear (1922-1928) 


3.1. La economía argentina frente a los desafíos del periodo de entreguerras 


Durante el mandato presidencial de Alvear, la separación entre yrigoyenistas y antipersonalistas 
comenzó a insinuarse en las primeras sesiones del Senado en 1923, cuando varios senadores 
radicales suscribieron un proyecto de modificación del reglamento de la Cámara, por el cual le 
quitaban al vicepresidente Elpidio González la facultad de designar a los miembros de las 
comisiones. En rechazo, sus pares yrigoyenistas renunciaron a las mismas. Simultáneamente, en el 
PEN quedaron cesantes gran cantidad de empleados tildados de yrigoyenistas (Luna, 1985). (23) 

Dentro de la UCR los partidarios de Alvear formaron la Unión Cívica Radical Antipersonalista. 
Esta línea interna del partido rivalizaba en las elecciones legislativas con la Unión Cívica Radical 
Yrigoyenista, que siguió siendo el sector mayoritario. En consecuencia, no contando con el apoyo del 
Congreso, el presidente solía autorizar los gastos estatales fuera de presupuesto a través de 
acuerdos de gabinete. Mientras tanto, a lo largo de la década del veinte, los artículos eléctricos y 
automotores fueron desplazando en el liderazgo del mercado internacional a textiles y alimentos. A 
su vez, desde la segunda mitad del decenio, fue retrocediendo la participación británica en la 
economía mundial, aumentando la influencia de los Estados Unidos. Por lo expuesto, el ingeniero 
Alejandro Bunge, que era asesor de la UTA, a través de su informe, titulado la Demora del Desarrollo 
Argentino advertía sobre: 


e El estancamiento de la producción agropecuaria de tipo extensivo con poco aporte de capital 
y mano de obra. 

e La excesiva especialización de la economía argentina en la producción latifundista de la 
Pampa Húmeda. 

e El estancamiento del desarrollo de los transportes en el país. 

e La escasa diversificación industrial nacional. 

e La preferencia de los consumidores locales por los artículos importados, favoreciendo el 
predominio de los importadores y los estancieros por sobre los granjeros e industriales. 


Proponía Bunge un mayor intervencionismo estatal para impulsar una industrialización 
orientada a la elaboración de materias primas nacionales, en un contexto de diversificación 
económica, y mayor acercamiento a los Estados Unidos, con el propósito de obtener capitales y 
tecnología para el desarrollo en caminos, petróleo y automotores. Reclamaba la formación de una 
conciencia nacional de empresarios y consumidores, capaces de activar un programa de inversiones 
y valorizar la producción nacional. Desde este punto de vista, no es casual que durante la 
administración Alvear renaciera la preocupación educativa por las orientaciones técnicas y se 
comenzara a hablar de proletariado intelectual. 

Por otra parte, en 1922 ascendió a la conducción de la Sociedad Rural Argentina un grupo 
representativo de los ganaderos menos poderosos, que propuso la intermediación estatal. Por ello, 
en 1923 se sancionaron cinco leyes referidas a ganados y carnes: 


2) Ley 11.205 de creación del frigorífico nacional de la Capital Federal y de los depósitos 
distribuidores de carne: no se cumplió. 

'2) Ley 11. 210 Antitrusts: no se cumplió. 

19) Ley 11.226 de contralor del comercio de carnes: se suspendió porque los frigoríficos cuestionaron 
su constitucionalidad. 

2) Ley 11.227 de precios mínimos del ganado y máximos de la carne: tuvo corta vigencia con 
respecto al ganado, no se aplicó para la carne. 

12) Ley 11.228 de venta por peso vivo: fue la única de cumplimiento efectivo. 


De tal modo presionó la sobreproducción que las exportaciones de carne pasaron de unas 
416.000 toneladas en 1920 a 976.000 t en 1925. Al año siguiente empezaron a bajar los precios 
internacionales del trigo (Giberti, 1985). Mientras tanto, en 1927, la UCRA publicó un manifiesto 
condenando el personalismo de Yrigoyen. La UCRA se separó de la UCR y formó con los 
conservadores el Frente Único, que para las elecciones de 1928 impulsó la fórmula Leopoldo Melo y 
Vicente Gallo, derrotada por Yrigoyen en la elección presidencial. Por entonces ya habían empezado 
a bajar los precios internacionales del maíz, complicando el Balance Comercial argentino, que en la 
década del veinte se había vuelto negativo. (24) 


3.2. Política petrolera 
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Como apreciará el lector, este apartado se refiere a la política petrolera transversalmente a las 
tres presidencias radicales del período expuesto. Su ubicación, al desarrollarse el gobierno de 
Alvear, se debe a que, fue durante su mandato, que se organizó funcionalmente Yacimientos 
Petrolíferos Fiscales. Sin embargo, ya en su mensaje del 23 de septiembre de 1919, Yrigoyen había 
justificado la necesidad de intervención estatal en el sector, para asegurar su racional explotación, 
recordando que “La Ley N* 726 del 26 de agosto de 1875 estableció en su artículo 2* que el 
redactor del Código de Minería debía tomar como base para la confección de ese trabajo el principio 
de que las minas son bienes privados de la Nación o de las provincias, según el territorio en que se 
encuentren”, pero que fue omitido. Por eso, ponía a consideración del Congreso un nuevo proyecto 
de ley, “dando lugar a que la iniciativa privada pueda contribuir al desarrollo de las explotaciones de 
esta riqueza natural, dentro de los límites prudentes y bajo ciertas condiciones” (Yrigoyen, 1986: 
169-171). (25) 

El decidido intervencionismo estatal proclamado por Yrigoyen con respecto a minas y petróleo, 
provocó, finalizando su primer mandato, una serie de conflictos y renuncias, como la del ingeniero 
Enrique Hermitte (director de las perforaciones de Plaza Huincul), en oposición a la intromisión del 
poder político en cuestiones técnicas. En medio de esa situación, el presidente creó por decreto, el 3 
de junio de 1922, la Dirección General de Y P F. Pero continuaron los problemas, debido a su escasa 
autonomía funcional, que seguía causando controversias entre los profesionales y el gobierno. Se 
paralizó su actividad comercial y la DGYPF tuvo que suspender el suministro de petróleo a sus 
clientes (Risuleo, 2012). (26) 

Alvear fomentó la coexistencia de YPF con empresas privadas y enfrentó al grupo Standard Oil, 
mientras subestimaba la acción de los capitales británicos. Durante su presidencia YPF recibió un 
mayor estímulo a través de la acción del coronel Enrique Mosconi, quien la reorganizó y dotó de un 
reglamento orgánico, que aumentó su autonomía. Como se consecuencia de ello mejoró la formación 
de técnicos argentinos, ampliándose y perfeccionándose sobre todo la exploración, dado que, la 
explotación se limitada a las posibilidades de transporte, refinado y comercialización. La nueva 
destilería de La Plata, desde 1925, contribuyó a mejorar la posición competitiva de YPF en el 
mercado interno. Dos decretos del PEN dispusieron la exploración estatal de importantes regiones, 
suspendiendo en las mismas las solicitudes de cateo y reglamentando los pedidos mineros en la 
parte no reservada para el Estado como medio de frenar la intensa especulación. Pese a los 
insistentes pedidos, Alvear no obtuvo del Congreso ni fondos para YPF ni leyes orgánicas 
protectoras del petróleo. 

Al debatirse en 1927 los proyectos de ley sobre el petróleo, los yrigoyenistas obtuvieron en la 
Cámara de Diputados la media sanción de una ley que nacionalizaría los yacimientos, entregando al 
Estado nacional el monopolio de su exploración y explotación, impidiendo la participación de 
empresas mixtas. El Senado se opuso (Kaplan, 1980). (27) 

En sus informes al Congreso, Yrigoyen insistió en que la importancia de los Yacimientos 
Petrolíferos de Comodoro Rivadavia y de Plaza Huincul, y la presunción de otros depósitos de 
combustibles en el país, hacían necesaria la adopción de una ley orgánica, en reemplazo de la 
transitoria Ley N* 7059, especial para el yacimiento de Comodoro Rivadavia. Particularmente le 
interesaba al gobierno la autorización del Congreso al PEN para reservar tierras fiscales destinadas 
a la producción de combustibles (en coexistencia con el trabajo de las compañías privadas) y 
negociar con las autoridades provinciales las condiciones de exploración y explotación de los 
yacimientos. (28) 

El segundo gobierno de Yrigoyen se propuso transferir la propiedad de los recursos petroleros 
de la jurisdicción provincial a la nacional, otorgando a YPF el monopolio de la industria petrolera. Al 
enviar al Senado de la Nación el proyecto de Ley orgánica del petróleo, el 22 de octubre de 1929, 
Yrigoyen sostuvo lo siguiente: 


Las leyes mineras nacionales (...) fueron dictadas en una época en que no podía sospecharse el valor 
económico y la importancia social que adquirirían en lo futuro los aceites minerales o hidrocarburos 
industrializados y puestos en el comercio. De ahí que no introdujera una excepción dentro del régimen 
legal adoptado a las substancias naturales existentes en el subsuelo, distribuyendo su dominio entre la 
Nación y las provincias (...) lo que significa entregar la dirección de los enormes intereses de todo 
orden relacionados con el petróleo, al criterio administrativo múltiple, cambiante y frecuentemente 
contradictorio de catorce jurisdicciones, además de la jurisdicción federal. (...) A fin de... conservar los 
beneficios del petróleo para el pueblo de la República, es menester organizar un régimen legal que 
consulte las exigencias del interés de la Nación, poniendo en manos del Estado el dominio efectivo de 
los Yacimientos Petrolíferos y confiriéndoles el monopolio de su explotación y comercialización 
(Yrigoyen, 1986: 172-174). (29) 


4. La segunda presidencia de Yrigoyen (1928-1930) 
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4.1. Crisis económica y presión opositora 


La segunda presidencia de Yrigoyen coincidió con la interrupción de la corriente crediticia 
estadounidense y los inversores americanos pasaron de los títulos de la deuda pública a las acciones 
industriales. En el primer semestre de 1929, se evidenció en Europa la reversión del flujo de 
capitales de EE.UU., e incluso, sus economías dejaron de crecer. En el RU, Alemania e Italia 
padecían la depresión de sus economías. (30) 

En el sector primario, el problema se presentó como crisis de sobreproducción. Pues, durante la 
Primera Guerra Mundial, diversos países no beligerantes habían encontrado un estímulo para su 
desarrollo en la caída del ritmo de producción de las naciones implicadas en la contienda. La pronta 
recuperación de estas en la posguerra, sin una razonable ampliación del mercado, sería entonces la 
causa fundamental del descenso de los precios. En la industria, en cambio, el problema parece 
haber sido el subconsumo, dado que el aumento de producción no habría sido tan significativo, por 
lo menos hasta 1925. Finalmente, el jueves negro del 24 de octubre de 1929, el pánico provocó la 
masiva venta de acciones en Wall Street, cayendo los precios de las mismas. Otra oleada se produjo 
el martes negro siguiente. Bajó el índice de precios de la bolsa neoyorquina. Los bancos exigieron el 
pago de los préstamos, forzando aún más a los inversores a malvender sus acciones. Los 
estadounidenses que habían invertido en Europa dejaron de hacerlo y vendieron su activo allí para 
repatriar los fondos. La masiva venta de acciones había obligado a los bancos a proveerse de capital 
líquido ante una posible avalancha de retiros de depósitos. Para disponer de ese dinero fue 
necesario restringir el crédito y repatriar los capitales americanos. De ahí que la economía mundial 
(dependiente de los préstamos estadounidenses de corto plazo, muchas veces reinvertidos por el 
Reino Unido en el continente europeo a un plazo más largo) entró en crisis. En efecto, la falta de 
dinero en efectivo llevó al cese de pago de las deudas soberanas y a la paralización de las 
actividades productivas, con la consecuente elevación del índice de desempleo. 

En Argentina, el problema se planteó cuando la crisis de 1929 puso de manifiesto el 
agotamiento de la etapa primario-exportadora. El país para entonces había desplazado a Cuba como 
primer importador latinoamericano de productos de América del Norte y su déficit, desde 1921 
hasta 1929, fue de más de U$S 50 millones. Cayeron los precios de granos y carnes, disminuyeron 
las exportaciones y se encarecieron las importaciones, con la consecuente escasez de divisas. En 
tales circunstancias, el Documento Conjunto de las Corporaciones Económicas, que reclamaba la 
formación de una comisión de representantes de estas corporaciones y del gabinete ministerial, 
para proponer soluciones a la crisis, fue suscripto por la SRA, la UIA, la Bolsa de Cereales, la 
Confederación Argentina del Comercio, la Industria y la Producción. (31) 

En un contexto de incertidumbre por la situación económica y agitación política, la mañana del 
24 de diciembre de 1929 fue baleado el coche que transportaba a Yrigoyen hasta la casa de 
gobierno, acompañado por su médico, el Dr. Osvaldo Meabe, en la intersección de las calles Brasil y 
Bernardo de Irigoyen. Al bajar del vehículo el presidente comprobó que el agresor (a quien 
reconoció porque en días anteriores había estado en las inmediaciones de su domicilio, sin que le 
llamara la atención porque mucha gente habitualmente lo saludaba) estaba tendido en el piso, junto 
a un colaborador presidencial, Alfredo Pizzia, y al agente de investigaciones Carlos Sicilia. El primer 
magistrado resolvió el traslado de los heridos a la Comisaría, en donde se enteró de la muerte del 
atacante y dispuso la comunicación de lo sucedido al juez de Instrucción en lo Criminal de la Capital 
Federal, Dr. Manuel Rodríguez Ocampo, y remisión de los heridos al hospital (Yrigoyen, 1986: 148- 
149). (32) 

Paralelamente, se agravó la situación económica debido a la Ley de Aranceles Smoot-Hawley 
(Tariff Act of 1930) que eliminó los cueros de la lista de artículos exentos de impuestos en EE.UU. y 
aumentó los gravámenes que pesaban sobre la carne, las semillas de lino, el maíz y la lana. En ese 
contexto, la oposición concentró sus ataques al gobierno a través de las protestas legislativas, 
destacándose el Manifiesto de los 44 del 9 de agosto de 1930, firmado por un grupo de 
parlamentarios, que acordaron coordinar su accionar contra el gobierno. 


4.2. Atomización y pasividad de la UCR en 1930 


Los enfrentamientos entre la Liga Patriótica Argentina (asociación aristocrática paramilitar 
constituida en 1919 por la Comisión Pro Defensores del Orden) y el Klan Radical (grupo de choque 
yrigoyenista), eran cada vez más violentos. En las elecciones de marzo de 1930 por primera vez en 
catorce años la UCR perdió la Capital Federal. Al mismo tiempo, las grandes mayorías provinciales 
se convirtieron en minorías en Entre Ríos y Córdoba. Paralelamente, fueron dudosos los comicios de 
Mendoza y San Juan, distritos que el presidente había intervenido. Por lo expuesto, el oficialismo 
entró en un proceso de atomización a partir de la derrota legislativa. 

Yrigoyen no pudo seguir ampliando el gasto público y esto provocó una crisis interna en el 
radicalismo debido a la pérdida de los espacios ocupacionales; a pesar de ello, la UCR triunfó en las 
anuladas elecciones de la provincia de Buenos Aires, el 5 de abril de 1931, bajo el régimen de 


This document is available free of charge on Só studocu 


Downloaded by Blastar 00 (defusitaGWgmail.com) 


Uriburu, y eso demostró que el partido estaba intacto como fuerza electoral. La mencionada crisis 
fue uno de los motivos por los cuales el oficialismo no acompañó al general José Félix Uriburu en el 
golpe del 6 de septiembre de 1930, y solo lo hicieron los cadetes del Colegio Militar; dicho 
inmovilismo respondería a la atomización que sobrevino en el oficialismo luego de la derrota en la 
Capital. (33) 


4.3. Malestar militar y ruptura del orden constitucional 


En 1930, podían identificarse dentro del ejército argentino tres sectores bien definidos: 


1. Los liberales (justistas): liderados por el general Agustín Pedro Justo (ministro de Guerra del 
presidente Alvear), representaban a la mayoría de los oficiales de la fuerza. No estaban 
dispuestos a dar un golpe de Estado porque no querían aparecer ante la opinión pública 
como rupturistas del orden constitucional, pero tampoco defenderían al gobierno radical. 
Justo aspiraba a llegar a la presidencia por la vía electoral. 

2. Los nacionalistas (uriburistas): conducidos por el general José Félix Uriburu (antiguo oficial 
mitrista, miembro de una familia tradicional del norte del país), eran clericales, 
antimasónicos, antiliberales, antidemocráticos, partidarios de la instauración de un orden 
oligárquico corporativo dirigido por la élite ganadera. Integraban grupos minoritarios dentro 
de la institución militar, aunque durante la década del treinta fueron creciendo 
numéricamente. 

3. Los radicales: eran oficiales alineados con referentes políticos de la UCR por razones 
ideológicas o personales. Esperaban instrucciones que no llegaron de los dirigentes a 
quienes eran leales. 


Durante la gestión del ministro de Guerra Dellepiane se aprobó un aumento de los sueldos 
militares y se tomaron medidas para equiparar las pensiones del personal retirado con los salarios 
del que se encontraba en servicio activo, sin exigencia de contribuciones de los beneficiarios. Se 
autorizó el aumento de oficiales en todos los grados, desde subteniente hasta teniente coronel, por 
encima de los niveles previstos en el presupuesto. Por entonces, también eran comunes las 
reincorporaciones de personal y cadetes. Se redujo la edad requerida para poder gozar del retiro 
con sueldo íntegro. Se regularizó el status de los profesionales asimilados. Se estableció un 
procedimiento de ascenso para los suboficiales destacados. Las medidas, en general, se orientaron 
más hacia los beneficios de los individuos que a la operatividad de las fuerzas. Sin embargo, no se 
elevó al Senado listas de ascensos a los grados superiores (desde coronel o equivalente en adelante) 
durante 1929. Se interrumpió el programa de Alvear sobre mejora de las instalaciones militares y 
reequipamiento, deteniéndose la construcción de instalaciones castrenses, incluida la fábrica de 
aviones militares de Córdoba. También se redujo el programa de adquisición de armamento en el 
exterior y se postergó el pago de contratos por materiales entregados. A raíz de ello, en julio de 
1929, el personal naval enviado para recibir dos destructores de un astillero británico se vio 
obligado a esperar porque los constructores resolvieron no entregar las naves por falta de pago de 
varias facturas pendientes. Los periódicos de Buenos Aires publicaron extensos artículos acerca de 
la situación, describiendo a los marinos argentinos errando sin dinero por las calles inglesas. La 
tripulación tomó posesión de los barcos a principios de septiembre. (34) 

Lo expuesto contribuyó a desgastar las relaciones entre el gobierno y las FF.AA. No obstante, 
solo la facción uriburista conspiraba contra las autoridades constitucionales. Dellepiane propuso a 
Yrigoyen frustrar el golpe arrestando a los oficiales implicados, y reorganizar su gobierno mediante 
la expulsión de varios ministros y funcionarios. La negativa de Yrigoyen precipitó su renuncia el 2 
de septiembre de 1930, que allanó el camino para el cuartelazo del día 6. En ese momento, Yrigoyen 
se encontraba en uso de licencia por razones de salud. Fue el vicepresidente en ejercicio, Dr. 
Enrique Martinez, quien dimitió ante Uriburu en la Casa Rosada. Más tarde, Yrigoyen, que se había 
trasladado a La Plata, procurando obtener el apoyo de su guarnición, también renunció (Potash, 
1985). 

A modo de síntesis, es menester reconocer la cuota de responsabilidad de los primeros 
gobiernos radicales en la ampliación del gasto público, la profundización del déficit fiscal y el 
aumento del personal en la administración pública, con su consecuente presión tributaria, en un 
contexto de ampliación de la participación popular. Sin embargo, la endémica corrupción política, 
claramente observable antes de 1916, en los años 30, en décadas posteriores y en años recientes, 
contrastan con la austeridad de Yrigoyen, quien llegó a la función pública siendo estanciero y se fue 
de ella sin estancias. También de Alvear, el hombre más rico de Sudamérica, que tras su paso por el 
gobierno no era tan acaudalado. Pero especialmente de Elpidio González, quien no aceptó cobrar el 
sueldo de vicepresidente, considerando que no correspondía percibir ingresos por desempeñar un 
cargo electo con el que el pueblo lo había honrado. Luego, en los años treinta, endeudado, viviendo 
en la pensión de Av. de Mayo y Av. 9 de Julio, cuando vendía anilinas Colibrí a los zapateros, no solo 
obligaba en los tranvías a que le cobraran el boleto, sino que, además, rechazó el dinero que le hizo 
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llegar el presidente Justo y por carta al presidente Dr. Roberto Ortíz manifestó su “decisión 
irrevocable” de no acogerse a la ley por la que se concedió una asignación vitalicia a los 
expresidentes y vicepresidentes de la Nación. Ese fue el legado de la Reparación radical. 

En los años treinta, el retorno a las prácticas fraudulentas en los comicios, los negociados de los 
gobiernos conservadores y la represión policial harán un fuerte contraste con la notable 
participación popular que había caracterizado a los gobiernos radicales. 


Bibliografía 


Aguerrondo, Inés (coord.): Educación en la Argentina. Qué pasó en los '90, Buenos Aires, Papers 
Editores, 2006. 

Botana, Natalio R: El orden conservador. La política argentina entre 1880 y 1916, Buenos Aires, 
Sudamericana, 1977. 

Fiorito, Mariana: “La enseñanza media y la agenda de ocupación territorial del Estado argentino, 
1862-1945”, en Historia de la educación. Anuario, N* 1, Vol. XIII, Buenos Aires, Sociedad 
Argentina de Historia de la Educación, enero-junio 2012. 

Giberti, Horacio C. E: Historia de la ganadería argentina, Buenos Aires, Hyspamérica, 1985. 

Godio, Julio: La semana trágica de enero de 1919, Buenos Airess, Hyspamérica, 1985. 

Gorostegui de Torres, Haydée: “La clase media en el poder”, en AA.VV., Historia Integral Argentina, 
Vol. III, Buenos Aires, Centro Editor de América Latina, 1980. 

Kaplan, Marcos: “La política del petróleo (1907-1955)”, en AA.VV., Historia Integral Argentina, Vol. 
V, Buenos Aires, Centro Editor de América Latina, 1980. 

Keynes, John Maynard: Las consecuencias económicas de la paz, Buenos Aires, Editorial Albatros, 
1978. 

Luna, Félix: Yrigoyen, Buenos Aires, Hyspamérica, 1985. 

Persello, Ana Virginia: “Administración y política en los gobiernos radicales, 1916-1930”, en 
Sociohistórica, N* 8, 2000. 

Peterson, Harold F: La Argentina y los Estados Unidos, Vol. 1, Buenos Aires, Hyspamérica, 1985. 

Potash, Robert A: El ejército y la política en la Argentina, Vol. I, Buenos Aires, Hyspamérica, 1985. 

Yrigoyen, Hipólito: Ley 12.839 Documentos de Hipólito Yrigoyen. Apostolado cívico. Obra de 
Gobierno. Defensa a la Corte, Buenos Aires, Honorable Senado de la Nación, Secretaría 
Parlamentaria, 1986. 

Risuleo, Fernando: Historia del petróleo en Argentina, Buenos Aires, FODECO, 2012. 

Rock, David: El radicalismo argentino, 1890-1930, Bueno Aires, Amorrortu, 1977. 

Sconza, Orlando Rubén: El Rol del Estado en la sociedad capitalista. Concentración, distribución, 
armamentismo desde los orígenes de la economía política hasta la crisis del Estado de 
Bienestar, Buenos Aires, Proyecto Editorial, 2005. 

Smith, Peter H: Carne y política en la Argentina, Buenos Aires, Hyspamérica, 1986. 

Tedesco, Juan Carlos: “La educación argentina entre 1880 y 1930”, en AA.VV., Historia Integral 
Argentina, Vol. III, Buenos Aires, Centro Editor de América Latina, 1980. 

—Educación y Sociedad en la Argentina (1880-1909), Buenos Aires, Centro Editor de América 
Latina, 1982. 


1. La Constitución de la Nación Argentina hacía referencia al sistema electoral, quedando este a criterio de las 
leyes reglamentarias. Recién la Reforma de 1994 estableció en el art. 37% que el sufragio es universal, secreto 
y obligatorio, garantizando a través del art. 38% la representación de las minorías. Generalmente se realizaban 
las elecciones en los atrios de iglesia, las intendencias y los juzgados de paz. Era común que el número de 
votantes superara al de inscriptos en el padrón de cada mesa receptora de votos. Incluso, a comienzos del siglo 
XX ya era de estilo el comercio de libretas de inscripción y la compra de sufragios. Las juntas escrutadoras 
abrían las urnas y reemplazaban las boletas depositadas, alterando el resultado. 


2. En Europa, la ampliación de la participación electoral fue una respuesta de los gobiernos a las tensiones 
sociales, procurando regular el conflicto social, a través del reconocimiento de las minorías. En el viejo 
continente, a fines del siglo XIX, las reformas electorales habían permitido la difusión de la lista incompleta, 
que reconocía solo a la mayoría y a la primera minoría en una relación de 2x1. Menos conocidos eran los 
sistemas proporcional (que permite tantas minorías como listas alcancen el mínimo de sufragios necesarios 
para obtener un legislador) y uninominal por circunscripciones (un solo candidato por sección electoral). 


3. La UCR es un partido policlasista que se define por la defensa del estado de derecho, la independencia de 
poderes, la transparencia institucional (y obviamente electoral), y la libertad de expresión, fiel al radicalismo 
francés de 1789, razón por la cual su heterogeneidad y pluralismo son tanto social como ideológico, mientras 
se sustenten los principios mencionados. 


4. En 1901, los políticos más influyentes del país, el general Julio Argentino Roca (presidente de la Nación) y su 
ministro del Interior Pellegrini, rompieron su alianza por desinteligencias en torno a la negociación de la deuda 
soberana. Pellegrini pasó a la oposición y comenzó a reclamarle al gobierno el reconocimiento de las minorías. 
En respuesta, su sucesor en el Ministerio del Interior, Dr. Joaquín Víctor González promovió la sanción de su 


This document is available free of charge on Só studocu 


Downloaded by Blastar 00 (defusitaGWgmail.com) 


homónima Ley 4161 de 1902, que impuso para los comicios de diputados nacionales el voto uninominal por 
circunscripciones. Para su implementación, se dividió cada distrito electoral en tantas secciones como 
legisladores se debían elegir, accediendo a la banca uno solo por circunscripción. Así, el joven abogado Alfredo 
Palacios, ganando la sección 4* de la Capital Federal (La Boca) se convirtió en el primer diputado socialista de 
América. Con este proyecto fracasó el primer intento por establecer el voto secreto. Esta se se usó solo en las 


elecciones de 1904 y fue derogada durante la administración del Dr. Manuel Quintana, 


radicalismo c con el voto uninomina] por 
circunscripciones, promoviendo la representación socialista, Sáenz Peña pretendía lo opuesto: si la UCR 
obtenía la minoría legislativa, tratándose de un partido popular, el socialismo quedaría anulado políticamente. 
No estaba en sus planes la posibilidad de una derrota electoral de los candidatos de la élite, porque, después 
de todo, quienes tenían experiencia de gobierno eran los dirigentes conservadores y por lo tanto, podían captar 
al nuevo electorado. Pero no fue así. La creciente clase media asalariada (en buena medida población urbana 
integrada por argentinos nativos descendientes de inmigrantes europeos) inclinaría el resultado comicial a 
favor del radicalismo. 


7. La expresión patronazgo del Estado es usada por el historiador británico David Rock. 


8. Se enfrentaron inicialmente la Triple Alianza integrada por las potencias centrales (el Imperio Alemán, 

Austria-Hungría) e Italia (que luego revirtió su alianza), contra la Triple Entente formada por el Reino Unido, 
Francia y el Imperio Ruso). Fueron invadidos por Alemania países neutrales como Bélgica y Luxemburgo, en 
tanto que Rusia se retiró de la guerra después de la revolución socialista de 1917. Se sumaron a la conti. 


| de población masculina, siendo su trabajo, en Europa, reemplazado con 
mano de obra femenina, y los países beligerantes abandonaron el patrón oro para aumentar la emisión 
monetaria, provocando inflación. 


EN +Hgayen no había il ministro titular de Relaciones Exteriores. 


respuesta argentin rmal anuncio de Lansing fue una simple nota de reconocimiento, sin 
expresiones de pala y sin Las palabras confraternidad panamericana que Stimson había sugerido. En 
respuesta a la notificación de Alemania de que renovaba la guerra submarina, Pueyrredón escribió que “el 
Gobierno Argentino lamenta que Su Majestad Imperial haya creído conveniente adoptar medidas tan 
extremas”. Yrigoyen evitó todo pronunciamiento formal de neutralidad por entender que se trataba del estado 
normal de relaciones interestatales sin necesidad de proclamarla. Para Lansing la respuesta fue decepcionante. 
Para el ministro alemán, el conde Karl von Luxburg, constituía un lenguaje neutral. 


11. Para 1914 la comunidad alemana en la Argentina era numerosa, rica y poderosa. Hasta que Inglaterra 
cerró los mares a la marina mercante germana, Alemania había sido un buen mercado para los exportadores 
argentinos. Pero, un numeroso 


ns ¿ > 1 trada en la guerra, la armada 
ECETIA ense Temo a su cargo el patrullaje de las aguas del Atlántico Sur, hasta entonces a cargo de los 
británicos y el Departamento de Estado le encargó a Stimson la preparación del escenario para una recepción 
en Argentina del comandante en jefe de la Flota del Pacífico, el almirante William Caperton, que fue aprobada 
por el Senado en la sesión secreta del 30 de junio de 1917, presionando a Yrigoyen a extender una invitación 
formal. Finalmente, unas doscientas mil personas presenciaron en Buenos Aires el desfile de la tripulación 
americana, cuyo comandante depositó ofrendas florales al pie del monumento ecuestre del general José de San 
Martín de Louis-Joseph Daumas y de la escultura del general George Washington de Charles Keck. 
Paralelamente, Yrigoyen formuló invitaciones para una conferencia de naciones neutrales primero y para una 
asamblea de estados latinoamericanos después. Pero la oposición de Wilson a que se celebrara una conferencia 
regional que excluyera a los Estados Unidos significaba un factor de obstrucción a las intenciones de Yrigoyen. 


12. En diciembre de 1919 se inauguró el primer servicio de comunicación cablegráfica directa entre EE.UU. y 
Buenos Aires y al año siguiente, se fusionó la Cámara de Comercio de los Estados Unidos en la República 
Argentina con la Cámara de Comercio Argentina-norteamericana de Nueva York. Por entonces, Yrigoyen 
mandaba retirar la representación argentina de la Sociedad de las Naciones por no respetarse su posición 


de evitar la distinción entre beligerantes (en guerra) y neutrales (que no toma parte y mantiene su amistad con 
ambos partidos, y no favorece a uno en perjuicio del otro), asegurando la igualdad de los Estados miembros, 
con facultad cada uno de ellos de proveer a su seguridad y defensa. Era el mismo contexto, que en el RU, 
durante la administración del último primer ministro liberal, el galés David Lloyd George, motivó al profesor 
John Maynard Keynes a renunciar a los cargos de representante oficial del Tesoro británico ante la Conferencia 
de Paz de París y mandatario del Ministerio de Hacienda en el Consejo Supremo Económico de las Potencias 
Aliadas, oponiéndose a los términos en los que se acordaba el fin de la Primera Guerra Mundial. El Tratado, 
observaba Keynes, destruía los tres factores principales de los que había dependido el sistema económico 
alemán de preguerra: el comercio marítimo, la explotación de hierro y carbón, y el sistema aduanero. 
Consideraba Keynes que si Francia e Italia, merced a lo resuelto en Versalles, lograban satisfacer sus propias 
deficiencias carboníferas con la producción germana, el norte de Europa, Suiza y Austria (que antes obtenían 
carbón, en gran parte, de las exportaciones del país vencido), quedarían privadas de ese recurso. 
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13. El uso de esta expresión se difundió entre las clases dirigentes del siglo XIX para evidenciar los problemas 
causados por la modernización económica, la transformación social y las condiciones de vida del proletariado, 
con sus consecuentes reclamos, tendencia a la agremiación y medidas de fuerza. 


14. Las exportaciones de carne vacuna entre 1915 y 1920 absorbieron un 28% más que el mercado interno. En 
cuanto a la jornada laboral diaria, el 23 de abril de 1919, se aprobó en Francia la jornada de ocho horas. 


15. Finalizada la Primera Guerra Mundial, la Argentina se benefició con una etapa de auge económico, que se 
extendió entre 1918 y 1921, coincidiendo con los últimos cuatro años de la primera presidencia de Yrigoyen. 
Aumentaron las exportaciones agropecuarias, debido a la destrucción de los campos en Alemania y la 
paralización de las exportaciones de cereales provenientes de Rusia. 


16. Los Talleres Vasena empleaban alrededor de dos mil quinientos personas entre los depósitos de Pepirí y 
Santo Domingo (cerca del Riachuelo) y la planta industrial de Cochabamba y Rioja. 


17. Como consecuencia de las reformas electorales de fines del siglo XIX, en algunos países europeos se 
crearon partidos socialistas (socialdemócratas), que reemplazaron sus objetivos revolucionarios por la táctica 
parlamentaria, procurando contar con representación legislativa para proponer mejorar las condiciones de vida 
de la clase trabajadora. En Argentina, el Dr. Juan Bautista Justo, sobre la base de algunas sociedades 
socialdemócratas creadas por obreros alemanas, fundó en 1896 el Partido Socialista Obrero Argentino. Dentro 
del movimiento obrero, rivalizaba con los socialistas la Federación Obrera Regional Argentina, una central 
obrera de tendencia anarquista fundada en 1901, que en su V* Congreso (1905) aprobó una Declaración de 
Principios, recomendando a sus afiliados la educación de los trabajadores en la filosofía del anarco-comunismo: 
básicamente el reemplazo de los Estados nacionales por comunas y de la propiedad privada por sistemas de 
autogestión (cooperativas de trabajo). Los anarquistas rebautizaron a su central obrera con el nombre de 
FORA del V Congreso en 1915, a raíz de que el IX Congreso de la FORA, dominado por los sindicalistas 
revolucionarios anuló los principios aprobados en 1905. Los sindicalistas reivindicaban al sindicato como 
institución de referencia, en oposición al partidismo socialista e igual que los anarquistas, proponían la huelga 
general en lugar de la táctica legislativa. Pero, a diferencia de los anarquistas, los sindicalistas de la FORA del 
IX Congreso, aunque se consideraban revolucionarios, estaban dispuestos a negociar con los partidos políticos 
y el gobierno. La FORA del IX Congreso en 1922 se integró a la Unión Sindical Argentina, que a su vez, en 
1930 fundó la CGT junto con una central obrera socialista. 


18. Con excepción de Simón Radowitzky, que en 1909 había asesinado al jefe de policía de la Capital, coronel 
Ramón Falcón. 


19. El 27 de enero de 1923, en Fitz Roy 2461 de la Capital Federal, alrededor de las 8:00 el anarquista alemán 
Kurt Gustav Wilckens, solidarizándose de con las víctimas de la huelga patagónica, asesinó a Varela al salir de 
su domicilio. 


20. El Dr. Osvaldo Magnasco, desde el Ministerio de Instrucción Pública, firmó con fecha 31 de mayo de 1899, 
junto al presidente Roca, el Plan de Enseñanza General y Universitario, que se proponía reorientar el sistema 
educativo hacia modalidades técnicas. Un año después el Congreso trataba otro proyecto de ley en el cual se 
intentaba suprimir varios colegios nacionales y transformarlos en escuelas de tipo práctico provinciales. El 
proyecto de Magnasco fue rechazado. Luego se opusieron al proyecto de Saavedra Lamas la UCR y el PS, 
sosteniendo que el problema educativo básico era el analfabetismo. La escuela intermedia era percibida como 
un filtro entre el ciclo primario y el secundario en un contexto en el cual, el crecimiento de los sectores medios 
urbanos dependía más de las actividades administrativas que de las industriales. 


21. Según las Memorias del Ministerio de Instrucción Pública, entre los establecimientos post primarios 
creados entre 1900 y 1915, la mayoría fueron escuelas normales, constituyendo un 46%, seguidas por las 
escuelas profesionales de mujeres con un 16%, superando a los colegios nacionales con el 14%, quedando 
rezagadas las escuelas comerciales con el 6%. Menor significación tuvo la fundación de colegios industriales y 
escuelas de artes y oficios, cuya participación fue solamente del 3% cada una. De hecho durante el citado 
periodo se experimentó un descenso en la participación de los colegios nacionales en la composición de 
matrícula en la enseñanza media del 49% al 37%, mientras que el magisterio incrementó su presencia del 33% 
al 35%. La tendencia se revirtió tras la asunción del presidente Yrigoyen. En 1925 funcionaban veintinueve 
escuelas de artes y oficios de las cuarenta proyectadas por el gobierno radical. 


22. Yrigoyen impulsó la candidatura del Dr. Marcelo Torcuato de Alvear (un aristocrático correligionario, que 
se desempeñaba como ministro diplomático en Francia), secundado por Elpidio González en la vicepresidencia. 


23. En las elecciones del 2 de abril el candidato radical obtuvo cuatrocientos cincuenta mil sufragios sobre 
doscientos mil de la Concentración Nacional, setenta y tres mil del Partido Demócrata Progresista y otros 
tantos del PS. La UCR ganó en doce de los quince distritos electorales. Las excepciones fueron Corrientes, 
Salta y San Juan, en donde triunfó la Concentración Nacional. El presidente electo llegó a Buenos Aires a 
principios de septiembre. 


24. El precio de los novillos medio cayó un 45% en Liniers entre 1920 y 1924. Hubo años en los que pese a la 
incrementada exportación de carne vacuna, los ingresos en divisas fueron menores que cuando se embarcaba 
menor cantidad. 


25. A fines de 1913, la Royal Dutch Shell inició su actividad en Argentina, a través de su filial Anglo-Mexicana. 
El crecimiento del mercado local atrajo a pequeñas empresas refinadoras a los alrededores de Buenos Aires. 
Hasta 1914, los fondos obtenidos por DGEPCR ingresaban a rentas generales, dependiendo sus actividades del 
presupuesto asignado. Al estallar la guerra, fue autorizada a disponer de los recursos procedentes de la venta 
de petróleo. La Primera Guerra Mundial convirtió al petróleo en un elemento estratégico desde el punto de 
vista militar. El poco atractivo de Argentina para la inversión extranjera en el sector, favoreció el desarrollo de 
la DGEPCR, que durante el primer año de la Gran Guerra, logró producir más cantidad de combustible, que la 
producción acumulada en los siete años anteriores, obteniendo unos 43.740 m3 de petróleo (275.124 bp) y 
comenzaron los embarques regulares a Buenos Aires. Para 1916, Astra y la Compañía Argentina de Comodoro 
Rivadavia, empezaron a desarrollar la comercialización. 


26. Entre 1916 y 1922 la explotación fiscal del petróleo no había progresado de acuerdo a las necesidades del 
país. Carecía de legislación y presupuesto adecuado, maquinaria y especialistas. 


27. El proyecto yrigoyenista no disponía la expropiación de los yacimientos concedidos a las empresas 
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privadas, ni el monopolio estatal de la importación y venta. 


28. Yrigoyen volvió a la presidencia en 1928, triunfando en todos los distritos electorales, con excepción de San 
Juan. Obtuvo 838.583 votos contra 414.026 del Frente Unico, 64.985 del PS y 14.173 del PDP. 


29. YPF intervino el mercado el 12 de agosto de 1930 con el propósito de fijar el precio de los combustibles. El 
gobierno estaba negociando acuerdos comerciales intergubernamentales con el Reino Unido y la URSS. 


30. El sistema multilateral de comercios y pagos, que había permitido la integración de los países periféricos a 
la economía mundial, comenzó a desarticularse durante la guerra, debido al abandonó el patrón oro. Los 
bancos e inversores americanos habían comenzado a restringir la compra de obligaciones alemanas y de otros 
países, reorientando sus recursos hacia la Bolsa de Nueva York, que empezó a subir rápidamente. 


31. Los precios agrícolas habían caído casi un 50% en menos de un quinquenio. 


32. Dos días después, Yrigoyen explicó lo expuesto en una declaración escrita, en respuesta a lo requerido por 
un oficio del magistrado interviniente. 


33. Durante la Gran Guerra, los países beligerantes tuvieron necesidades monetarias que excedían las reservas 
de oro de las entidades que en cada una de estas naciones emitía dinero. El abandono del patrón oro no 
resolvió el problema, por lo cual, se retornó a ese sistema a mediados de la década de 1920. A esto debemos 
agregar la cuestión de las deudas de guerra. Por un lado, Alemania fue condenada a pagar una cifra de 
reparaciones elevadísima, que tuvo que ser refinanciada. Por otro lado, los aliados habían contraído deudas 
entre sí y EE.UU. era el principal acreedor. EE.UU. realizó una quita importante de la deuda de los países 
aliados a cambio de ubicar sus créditos en Europa. El país que más se benefició con estas negociaciones fue 
Francia, que recibía de Alemania más que lo que pagaba a sus acreedores. Francia requirió al Banco de 
Inglaterra (que sostenía el patrón oro) el cambio de sus divisas por oro, quebrando a la libra esterlina. El 
abandono del patrón oro y del sistema multilateral afectó particularmente a las economías primario- 
exportadoras, que perdieron un mercado que hasta ese momento había estado en expansión. A esto se sumó el 
deterioro de los términos del intercambio, pues, en adelante, los productos primarios ya no recuperaron el 
nivel (en demanda y precios) anterior a 1929. Algunos países agroexportadores entraron en cese de pagos en 
los servicios de la deuda. No fue el caso argentino, porque Yrigoyen cerró la Caja de Conversión para evitar la 
fuga de oro. 


34. Corría el rumor de que el cese de pagos era, en parte, porque Yrigoyen examinaba personalmente todas las 
facturas presentadas al gobierno debido a los rumores de irregularidades en los contratos militares. 
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Capítulo IV. 
1930-1943. Una etapa de cambios, entre el pasado y el futuro 


Carina Cervetto y Liliana Suárez 


La etapa que transcurrió entre 1930 y 1945 es reconocida por ser una de las más conflictivas y 
de cambios trascendentes en la historia del siglo XX. Se inició con una crisis económica 
internacional provocada por la caída de la Bolsa de Nueva York en 1929 que afectó al capitalismo 
durante gran parte de la década de 1930. La crisis se manifestó de forma trágica en Europa ante el 
surgimiento de opciones políticas antidemocráticas y totalitarias como lo fueron el nazismo en 
Alemania y el fascismo en Italia. Estos acontecimientos evidenciaron la crisis de los valores e 
instituciones del liberalismo, vinculados a la vigencia del sistema constitucional con gobiernos 
libremente elegidos, el conjunto aceptado de derechos y libertades de los ciudadanos, el debate 
público, la educación y al sistema económico liberal capitalista (Hobsbawm, 1995). 

A fines de la década del treinta las rivalidades entre las grandes potencias europeas llevaron a 
un nuevo enfrentamiento mundial a través de la conformación de dos bloques de países enfrentados; 
por un lado, una alianza de naciones que estaba integrada por Gran Bretaña, Francia, Unión 
Soviética y Estados Unidos entre otros países y, por otro lado, el “Eje” constituido principalmente 
por Alemania, Italia y Japón. La Segunda Guerra Mundial se desarrolló entre 1939 y 1945 y sus 
trágicas consecuencias iniciaron un nuevo período histórico. 


1. La economía en el mundo de entreguerras 


Hasta 1930 el movimiento internacional de capitales, la expansión del comercio, y los 
movimientos migratorios crearon una interdependencia creciente entre los distintos países y en la 
economía mundial en su conjunto (Ferrer, 2004). La convertibilidad de monedas y su vinculación con 
un patrón único de valor, el oro, facilitaba las transacciones y la cancelación de los pagos 
internacionales estimulando el comercio. Sin embargo, como sostiene Eric Hobsbawm (1994), la 
economía capitalista pareció derrumbarse en el período de entreguerras. La primera guerra 
mundial devastó algunas zonas económicas europeas y el problema del desempleo fue central. La 
única economía que funcionaba a pleno era la de los Estados Unidos, que había tenido una breve 
pero decisiva intervención en la guerra y luego había emergido como una de las economías más 
fuertes (Ferrer, 2004). No solo se consolidó como principal productor mundial, sino que se convirtió 
en el principal acreedor y desplazo del liderazgo económico a Gran Bretaña. 

Por lo tanto, cuando se produjo en Estados Unidos la caída de la bolsa se puso en evidencia la 
incapacidad de la economía mundial para generar una demanda suficiente que permitiera una 
expansión económica sostenida. Las causas que explican el crack de la Bolsa de Nueva York sigue 
siendo tema de debate entre los economistas. Pero la crisis implicó una disminución del comercio 
mundial, una retracción de la inversión de capital fuera de los países que tradicionalmente invertían 
más allá de sus fronteras, esto implicó una fuerte caída de la actividad económica a nivel mundial y 
como consecuencia se agudizó el problema de desempleo (Korol, 2001). La Gran Depresión se 
prolongó durante la década del treinta, fue la más larga en el tiempo, de mayor profundidad y la que 
afectó al mayor número de países en el siglo XX. 

En pocas palabras, la crisis cuestionó y replanteó el liberalismo económico durante medio siglo. 
Los países centrales propiciaron una serie de medidas proteccionistas: la formación de bloques, la 
formalización de acuerdos bilaterales y el alejamiento de los cauces multilaterales del comercio; la 
devaluación de las monedas y el abandono del patrón oro, la adopción de controles de cambio, el 
establecimiento de cuotas de importación y la adopción de tarifas aduaneras sustancialmente 
mayores que las imperantes antes de la crisis (Ferrer, 2004). De tal forma que entre 1931-1932 Gran 
Bretaña, Canadá, todos los países escandinavos y Estados Unidos abandonaron el patrón oro y en 
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1931 Gran Bretaña abandonó el libre comercio (Hobsbawm, 1994). Todas estas medidas buscaban 
desvincular y proteger el nivel de actividad económica interna de las fluctuaciones de mercado 
internacional. 

La crisis obligó a los gobiernos occidentales a dar prioridad a las consideraciones sociales sobre 
las económicas en la formulación de sus políticas, ya que el peligro que acechaba era la 
radicalización de posicionamientos políticos de izquierda y de derecha. En este sentido, se planteó 
la necesidad de garantizar el pleno empleo, más adelante la llamada doctrina keynesiana 
propugnará la eliminación permanente del desempleo tanto por razones de beneficios económicos 
como políticos. De esta forma, la demanda generada por los ingresos de los trabajadores ocupados 
tendrá un efecto estimulante sobre las economías deprimidas y evitará consecuencias socialmente 
explosivas (Hobsbawm, 1994). 


2. Argentina antes de la crisis 


La intensidad de la integración de la Argentina en la expansiva economía mundial desde 
mediados del siglo XIX revolucionó social, políticamente y económicamente el país. Integrada al 
mundo como productora de materias primas, el volumen y el precio de las exportaciones de la 
economía argentina estuvieron determinados por el nivel de la demanda externa y este, a su vez, 
por el de la actividad económica de los países industrializados que eran destinatarios de los 
productos agropecuarios comercializados en el mercado mundial. En toda la etapa de economía 
primario-exportadora se sucedieron fases de prosperidad y depresión en el nivel de actividad 
económica, ocupación e ingresos (Ferrer, 2004). 

Hay coincidencias en señalar que algunos elementos de la crisis estaban presentes en la 
economía argentina aún antes de que esta estallara. En este sentido durante los años 20, como se 
mencionó en el capítulo anterior, se evidenció el estancamiento del sector agrario, las nuevas 
inversiones ya no irían destinadas a ese sector, aunque la producción primaria siguió siendo la 
actividad clave gracias a los precios de exportación favorables. Por otro lado, luego de la Primera 
Guerra Mundial, las importaciones provenientes desde Estados Unidos comenzaron a desplazar a 
las de Inglaterra. En 1912, el Reino Unido contribuía con el 34% de las compras argentinas al 
exterior, contra el 17% de Estados Unidos, para 19209, las cifras eran 19% y 27% respectivamente 
(Gerchunoff y Llach, 2018). Y si bien desde allí llegaban inversiones dirigidas a la instalación de 
industrias, las autoridades argentinas priorizaron mantener su alianza estratégica con Gran 
Bretaña, ya que Estados Unidos no demandaba nuestra producción. 

Durante la crisis de 1929, la mayoría de los países encontraron dificultades para continuar con 
sus prácticas comerciales y financieras habituales y, como se mencionó, se sucedieron una serie de 
políticas defensivas. En Argentina el impacto de la crisis se sintió en la caída de los valores de 
exportaciones tradicionales de carnes y cereales y en la dificultad para la obtención de capitales. 
Ambas cuestiones entorpecían la adquisición de divisas necesarias para el pago de las 
importaciones. El valor de las exportaciones pasó de U$S 1000 millones en 1928 a U$S 335 millones 
en 1932, además se calcula que en 1933 la Argentina podía comprar en el exterior, con lo producido 
por sus exportaciones, solo dos tercios de lo que compraba en 1929 (Gerchunoff y Llach, 2018). Por 
su parte, frente a la reducción de sus ingresos provenientes de los gravámenes al comercio exterior, 
el Estado se enfrentó a serios problemas que tuvieron un impacto directo en el empleo, en la 
conflictividad social y por supuesto, en el ámbito político. 


3. El primer golpe de Estado 


La década del treinta en Argentina estuvo atravesada por una crisis económica y política que 
llevó a profundas transformaciones en la estructura socioeconómica junto a cambios en el rol del 
Estado, que asumirá funciones diferentes a las de etapas anteriores. Los avances hacia la 
legitimación del régimen político, iniciados con la Ley Sáenz Peña, se vieron interrumpidos por un 
golpe militar y el regreso de los sectores oligárquicos al poder que buscaron la “restauración 
conservadora” de los grupos dominantes desplazados en 1916. La etapa comprendida entre 1930 y 
1943 fue denominada “década infame” haciendo alusión a un momento donde los gobiernos 
implementaron sistemáticamente el fraude electoral, la corrupción generalizada y una significativa 
sumisión al gobierno inglés. 

En vísperas a la revolución de 1930, cuando la influencia del fascismo europeo avanzaba sobre 
Argentina, se comenzó a dar sentido a voces como las de Leopoldo Lugones, quien aseguraba que 
había llegado para Argentina “la hora de la espada”. Luego siguieron otros, que temieron que la 
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democracia popular diera lugar al comunismo, La Nueva República, que agrupó entre otros a 
Rodolfo y Julio Irazusta, Ernesto Palacios, César Pico y Juan Carulla, fue el núcleo inicial sobre el 
que ejercieron gran influencia Charles Maurras y Benito Mussolini. Su acción se difundió entre 
círculos minoritarios y, en cierta medida, aristocratizantes. Fueron llamados nacionalistas y tuvieron 
una gran influencia sobre Uriburu, resaltaron la necesidad de gobiernos de fuerza, que mantuvieran 
el orden social, las jerarquías y la disciplina, para evitar la amenaza del comunismo (Romero, 1987). 
Los nacionalistas entendían que era necesario modificar el sistema de representación centrado en el 
individuo y los partidos, para dar lugar a las organizaciones corporativas en las que la sociedad 
podría reconocerse como comunidad. Este modelo corporativo no se apoyaba en un movimiento de 
masas como los fascismos, sino en el Ejército (Cataruzza, 2009). 

Fue también en este momento cuando la iglesia católica adquirió protagonismo conformando 
una identidad entre patria, ejército y catolicismo. La doctrina católica fue vista como el muro de 
contención ante la expansión del comunismo y como reparadora ante la crisis del liberalismo. La 
creación de la Acción Católica Argentina en 1931 y la celebración del Congreso Eucarístico 
Internacional en 1934 pusieron de manifiesto el crecimiento del prestigio e influencia del 
catolicismo en distintos ámbitos de la sociedad. 

En ese contexto, el 6 de setiembre de 1930 se produjo el primer golpe de Estado en Argentina, 
llevando a cabo la interrupción del orden constitucional que terminó con el gobierno de Hipólito 
Yrigoyen. Este hecho constituyó el primer indicio de una importante reacción de los sectores 
sociales tradicionales y del ejército frente a las prácticas democráticas (de Privitellio, 2001). El 
movimiento militar, encabezado por José F. Uriburu, contó con el apoyo de un grupo reducido de 
fuerzas militares, también con sectores políticos vinculados al nacionalismo y a los partidos 
conservadores opositores al radicalismo. Ciertos medios de prensa como el diario Crítica 
convocaron a sectores civiles, algunos de los cuales integraron la columna revolucionaria y otros 
mostraron pasividad ante la situación (Cantón, Moreno y Ciria 1986). 

A pocos días de instalado el gobierno provisional de Uriburu, la Corte Suprema de Justicia 
emitió una acordada muy significativa porque reconocía al gobierno “de facto” de 1930 y sentaría 
jurisprudencia convalidando a los siguientes golpes de Estado que se produjeron en nuestro país. 
Algunos artículos de este documento refieren: 


2 - Que la susodicha comunicación pone en conocimiento oficial de esta Corte Suprema la constitución 
de un gobierno provisional emanado de la revolución triunfante del 6 de setiembre del corriente año. 

2 - Que ese gobierno se encuentra en posesión de las fuerzas militares y policiales necesarias para 
asegurar la paz y el orden de la Nación, y por consiguiente para proteger la libertad, la vida y la 
propiedad de las personas, y ha declarado, además, en actos públicos, que mantendrá la supremacía de 
la Constitución y de las leyes fundamentales del país, en el ejercicio del poder. Que tales antecedentes 
caracterizan, sin duda, un gobierno de hecho en cuanto a su constitución, y de cuya naturaleza 
participan los funcionarios que lo integran actualmente o que se designen en lo sucesivo con todas las 
consecuencias de la doctrina de los gobiernos “de facto” respecto de la posibilidad de realizar 
válidamente los actos necesarios para el cumplimiento de los fines perseguidos por él. (1) 


Uriburu dispuso la intervención de las provincias y la disolución del Congreso; decretó el estado 
de sitio; concretó la persecución y represión de los opositores del campo político y gremial, 
especialmente trabajadores anarquistas y comunistas, e intervino universidades. El gobierno de 
facto puso de manifiesto su desprecio al sistema liberal y a los partidos políticos e impulsó un 
proyecto corporativo con la idea de reformar la Constitución y de derogar la Ley Sáenz Peña. La 
declaración de una política corporativista, de inspiración en el fascismo italiano y militarista por 
parte de Uriburu, erosionó su escaso apoyo político, y ciertos sectores que habían respaldado el 
golpe comenzaron a presionar al gobierno para que llamara a elecciones. Paralelamente fue 
creciendo la figura de Agustín P. Justo, militar e ingeniero que apoyó el golpe de Estado y fue el 
referente de la tendencia liberal y pro británica que coincidía con el derrocamiento de Yrigoyen, sin 
embargo planteaba el mantenimiento del orden institucional. 

En un intento de recuperar la iniciativa política, y como forma de comprobar el desarrollo de su 
gestión, Uriburu convocó a elecciones en la provincia de Buenos Aires en abril de 1931. En los 
comicios el triunfo fue para el radicalismo, lo que demostró que el gobierno de facto no tenía los 
apoyos que creía. Uriburu anuló las votaciones de la provincia y, neutralizado su proyecto 
autoritario, convocó a elecciones generales para noviembre de 1931 (Rapoport, 2005). El 
radicalismo declaró la abstención electoral después de que fuera vetada la candidatura de Marcelo 
T. de Alvear. El acto electoral se realizó poniendo en marcha prácticas fraudulentas y sin la 
participación de la Unión Cívica Radical, lo que mostraba un problema de legitimidad del futuro 
gobierno. 


4. Las primeras medidas para enfrentar la crisis 
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Durante el gobierno de Uriburu, las medidas adoptadas fueron de carácter ortodoxo y buscaron 
equilibrar el presupuesto del Estado al mismo tiempo que garantizar el pago de la deuda pública. En 
1931 todavía no se tenía en claro que se estuviese ante algo distinto que una nueva turbulencia, 
como las tantas que se habían sufrido en décadas anteriores. Por lo tanto, en la búsqueda del 
equilibrio entre recursos y gastos, se redujeron los costos de la administración pública, lo que 
implicó la disminución de los salarios de los empleados estatales, la restricción de los gastos en 
obras públicas y el aumento de impuestos, en especial los aranceles a las importaciones (Korol, 
2001). 

Además, se sostuvo la inconvertibilidad del peso, medida que había sido tomada a fines de 1929. 
Por otro lado, en octubre de 1931, a fin de atenuar el desequilibrio del comercio exterior y la fuga 
de divisas, se implantó el control de cambios. El mecanismo elegido consistió en la creación de una 
Comisión de Control de Cambios que tenía por objetivo fijar periódicamente el valor de las divisas y 
asegurar el pago de las obligaciones financieras externas, distribuyéndolas en función de una lista 
de prioridades (Rapoport, 2005). 


5. La llegada de Agustín P. Justo a la presidencia 


La fórmula compuesta por Agustín P. Justo y Julio A. Roca (hijo) triunfó en las elecciones de 
1931 como candidatos de la Concordancia, coalición política integrada por radicales 
antipersonalistas, conservadores y socialistas independientes. La segunda fuerza política fue la 
Alianza Civil compuesta por el Partido Demócrata Progresista y el Partido Socialista cuya fórmula 
fue Lisandro de la Torre junto a Nicolás Repetto. 

Durante el gobierno de Justo se instalaron ciertas prácticas políticas que permitieron consolidar 
el poder conservador y controlar a los opositores, especialmente cuando el radicalismo volvió a 
participar en actos electorales después de ver fracasar el mecanismo de abstención, estrategia 
criticada incluso dentro del propio partido (De Privitellio, 2001). Si bien la Ley Sáenz Peña no fue 
derogada, en los hechos fue ignorada. El fraude se ejecutó a través de distintas formas tales como el 
secuestro de libretas de enrolamiento, intimidación a los electores, votación con sobres abiertos. Se 
llevaron a cabo intervenciones federales con el fin de controlar a la oposición y facilitar el acceso a 
cargos gubernamentales a políticos de la Concordancia (Cantón, Moreno y Ciria, 1986). En la 
provincia de Buenos Aires, la intervención provincial y la manipulación en las elecciones 
permitieron que en 1936 asumiera Manuel Fresco, gobernador que defendería el “fraude 
patriótico”. Hubo también violencia política, un claro ejemplo fue el asesinato del senador 
demoprogresista Enzo Bordabehere en 1935 en el recinto de la Cámara de Senadores, durante el 
debate que protagonizaba el también senador Lisandro de la Torre, denunciando hechos de 
corrupción relacionados con el negocio de las carnes vinculado al Pacto Roca-Runciman. 

Entre 1935 y 1937 el radicalismo tuvo una política moderada y contradictoria frente al gobierno 
de Justo (De Privitellio, 2001) y alentó el surgimiento de grupos cada vez más críticos a los 
dirigentes del partido. En ese contexto se conformó FORJA (Fuerza de Orientación Radical de la 
Joven Argentina) fundado por dirigentes e intelectuales que se declararon yrigoyenistas y 
antiimperialistas y denunciaron la dependencia económica y política del gobierno hacia Inglaterra, 
entre sus integrantes más reconocidos se destacan Raúl Scalabrini Ortiz y Arturo Jauretche. 

Hasta el levantamiento de la abstención electoral del radicalismo, la principal oposición 
parlamentaria al gobierno de Justo estuvo representada por el partido Socialista y por el partido 
Demócrata Progresista. Los militantes y referentes del partido Comunista fueron perseguidos 
durante toda la década. 

En vista de las elecciones de noviembre de 1937, fue elegido como candidato oficial a la 
presidencia por la Concordancia, Roberto Ortíz, radical antipersonalista y, como candidato a 
vicepresidente, el conservador Ramón Castillo. 


6. La construcción del Estado intervencionista 


El contexto internacional determinó el surgimiento de un Estado intervencionista en la 
economía y el abandono del Estado liberal (Rapoport, 2005). Las políticas que se implementaron 
indicaron una activa participación del Estado en la regulación y la orientación de la economía que 
intentó sostener un modelo económico que priorizaba el mercado externo frente a un mundo que se 
cerraba. 

En 1932 se firmó un acuerdo en Ottawa entre los representantes de la corona y los países 
miembros de la comunidad británica que afectaba los intereses de los exportadores argentinos de 
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carnes congeladas y envasadas. Por este acuerdo Inglaterra daba prioridad a la adquisición de 
alimentos en los países que eran parte de la comunidad británica. Ante esta situación, se envió una 
comisión especial a Gran Bretaña para llegar a un tratado comercial, en un mundo bilateral. Este 
fue conocido como el pacto Roca-Runciman, por el cual el Reino Unido se comprometía a mantener 
la importación de la misma cantidad de carne que en 1932 y se acordó que el cupo que podían 
manejar los frigoríficos nacionales fuera del 15%. A cambio de esto, se establecía un compromiso de 
reducir las tarifas de importación de un amplio número de productos británicos. Se aseguraba que 
se mantendría un trato benévolo hacia las compañías británicas -especialmente ferrocarril y 
transporte urbano que ahora debían competir con camiones y automóviles provenientes de Estados 
Unidos- y se garantizaba la prioridad en el acceso a las divisas que se requerían para remitir las 
ganancias a Gran Bretaña y el pago de las importaciones. El tratado era por tres años, y luego fue 
prorrogado por un nuevo acuerdo conocido como Eden-Malbrán (Korol, 2001). El pacto fue muy 
cuestionado, especialmente cuando en 1935 el senador Lisandro de la Torre denunció las prácticas 
monopólicas y la evasión impositiva por parte de los frigoríficos que, como se mencionó, la discusión 
parlamentaria terminó con el asesinato de un colaborador de la Torre en el senado, situación que 
debilitó profundamente al gobierno. 

En agosto de 1933, frente a una coyuntura crítica, el presidente Justo designó a Federico Pinedo 
como ministro de Hacienda. El nuevo equipo económico aplicó un enfoque más global y de largo 
plazo. De esta forma, como en la mayoría de las economías centrales, se protegieron las 
producciones agrícolas imponiendo aranceles frente a la competencia extranjera (Hobsbawm, 1994). 
En Argentina, se crearon una gran cantidad de organismos que buscaron evitar una mayor caída de 
la actividad productiva a través de subsidios, asesoramiento, establecimiento de precios mínimos o 
controles sobre la producción y créditos. Los más destacados fueron la Junta Reguladora de Granos, 
de Carnes, Algodón y Yerba Mate. Asimismo, se creó la Corporación Argentina de Productores de 
Carne (Ferrer, 2004). En total, entre 1930 y 1940 se crearon veintiún organismos autónomos y 
veinticinco sin autonomía, el objetivo era proteger a los distintos sectores productores de la caída de 
los precios internacionales (Rapoport, 2005). Por otro lado y como consecuencia de la crisis, por 
decreto ley de 1932 se estableció el impuesto a los réditos, medida resistida desde hacía muchos 
años, y que, finalmente, fue lograda a la luz de la abrupta caída del comercio internacional y las 
necesidades de subsistencia del Estado Nacional. 

La segunda etapa del control de cambios se inició durante la gestión de Pinedo, entre 1933 y 
1938. Se establecieron dos tipos de cambio: un tipo comprador y otro vendedor, el decreto también 
determinaba la existencia de un mercado libre, donde debían asistir aquellos que no tenían permiso 
para acceder al mercado oficial, que era más conveniente (Rapoport, 2005). Sin embargo, la 
creación en 1935 del Banco Central fue la medida económica más trascendente. Bajo la inspiración 
de Prebisch, el banco se ocupó de concentrar reservas para moderar las consecuencias de las 
fluctuaciones de las exportaciones e inversiones, regular el crédito, controlar los bancos, actuar 
como agente financiero y aconsejar al gobierno en emisión de empréstitos y en operaciones 
financieras (Gerchunoff y Llach, 2018). El Banco Central quedó constituido como una entidad de 
capital mixto, la mayoría de cuyo directorio se elegía por los bancos accionistas y con una alta 
prescindencia política en su conducción (Rapoport, 2005). 

Por otro lado, la política expansiva desarrollada a partir de mediados de 1935 permitió 
recuperar el nivel de precios internos. Durante el período se llevó adelante un vasto programa de 
rutas y caminos, se incrementaron el empleo estatal y el gasto público para estimular la economía. 
Los años treinta se presentaron como un período de modernización radical del país y de su 
territorio, liderada por el Estado nacional y los Estados provinciales. Por lo tanto, el Estado 
intervencionista se propuso promover la modernización del interior, impulsando la “urbanización del 
país” y “modernizar el campo” (Ballent y Gorelik, en Caratuzza, 2001). Sin embargo, muchos 
proyectos no fueron realizados por el conservadurismo político de sus impulsores y su fuerte apego 
a una política fiscal equilibrada. 

De esta forma, en el periodo se construyó la red caminera troncal del país, priorizando el 
transporte automotor y desplazando al ferrocarril, que estaba más vinculado al sistema económico 
agroexportador. En 1932, el país disponía solo de alrededor de 2000 km de caminos de tránsito 
carretero permanente; para 1944, la red nacional se había ampliado a casi 60.000 km. El plan 
integral proyectaba la unión de las capitales y los centros de producción y el acceso a los países 
limítrofes, puertos y estaciones ferroviarias (Ballent y Gorelik, en Caratuzza, 2001). La red de 
comunicación vial se fortaleció por sus vinculaciones con Yacimientos Petrolíferos Fiscales (YPF), 
una empresa estatal que se proponía la autonomía económica. Con este objetivo, en 1934 se 
limitaron las concesiones privadas y se convirtió todo el país en reserva fiscal. Entre las obras 
emprendidas se contó el barrio obrero para la destilería de La Plata y la gran campaña de 
construcción de estaciones de servicio lanzada en 1936, donde además se desarrollaban servicios 
con sedes sociales en las principales ciudades, campings, servicios recreativos y técnicos 
estimulando el turismo interno. YPF se convirtió en la síntesis de los cambios que vendrían, 
impulsando a nivel nacional el automovilismo con su modalidad de Turismo de Carretera, que 
funcionó durante las décadas del treinta y cuarenta como un factor de integración regional. A su 
vez, y conforme con los proyectos de YPF, en 1934 se creó Dirección General de Parques Nacionales, 
que administraba parques o reservas nacionales que se consideraban de sumo interés por su belleza 
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O por razones de interés científico y no tanto por la preservación del medio ambiente sino para la 
estimulación del turismo y la modernización del territorio (Ballent y Gorelik, en Caratuzza, 2001). 

Las ciudades también recibieron un impulso modernizador, la vivienda urbana se transformaba, 
se comenzaban a ver los edificios de altura. En particular, en la ciudad de Buenos Aires, este 
impulso modernizador se vio plasmado en 1935 en obras como el rascacielos Kavanagh, el más alto 
de Latinoamérica. Además de la vivienda, se ensancharon avenidas como Callao, se inició la 
construcción de la avenida 9 de Julio, se completó la red de subterráneos, se trazó la avenida 
General Paz, entre otras obras. Mientras tanto, en las zonas rurales, se incrementaron las obras o 
proyectos de arquitectura, hidráulica y elevadores de granos. Cementerios, mataderos, 
municipalidades y plazas fueron las tipologías que mejor representan el cambio de un Estado 
presente. Según la concepción de Fresco, gobernador de la provincia de Buenos Aires, era necesario 
que el municipio se convirtiera en el corazón urbano de cada pueblo, así como el matadero y el 
cementerio oficiaban de entrada y salida, en cada uno de los extremos. Respecto del estilo de las 
municipalidades, el arquitecto Salamone apuntó a transmitir el paternalismo estatal como nuevo 
paradigma de eficiencia administrativa. (2) 


7. La industria de Sustitución de Importaciones 


Hasta 1930 Argentina contaba con un sector industrial subsidiario de las actividades primarias 
tradicionales, luego de la crisis comenzó a crecer otro tipo de industria conocida como la de 
“sustitución fácil de importaciones”, compuesta por bienes de consumo, que reducían el peso del 
déficit comercial con el exterior. Las medidas económicas adoptadas para defender el mercado 
interno de la crisis internacional generaron las condiciones para el surgimiento de la industria de 
sustitución de importaciones (ISI). No es obvio que ese clima proindustrial fuese el resultado de 
políticas gubernamentales, ya que los gobiernos de la Concordancia no implementaron una política 
industrial coherente y ordenada, sino que fueron consecuencia del control de cambio y el aumento 
de los impuestos aduaneros a las importaciones (Gerchunoff y Llach, 2018). Si bien durante el 
periodo algunos sectores lograron que el Congreso los beneficiara con estímulos adicionales, como 
la liberación de derechos para la introducción de equipos para la industria textil e insumos 
químicos, faltó una política general (Belini y Korol, 2012). 

Entre estas actividades se destacaban la producción de textiles, que satisfacía la demanda del 
mercado interno, utilizaba la materia prima producida dentro del país, la lana y el algodón. Hacia 
finales de la década, se inició la producción de hilados sintéticos y anilinas para tinturas. Además, la 
extracción y refinamiento de petróleo y sus derivados y la producción de metales, fueron centrales 
en este proceso. Se desarrollaron también una serie de industrias vinculadas al sector automotor 
como: neumáticos, repuestos, aunque fundamentalmente se trataba del ensamblado de partes 
importadas. Tuvo un importante crecimiento la producción de artefactos eléctricos, como cables y 
lámparas; además de la elaboración de algunos alimentos como conservas de frutas, tomates y 
aceites comestibles (Rapoport, 2005). 

Los resultados del censo de 1935, revelaron el avance del sector industrial, indicando que 
existían 43.200 plantas que brindaban ocupación a 544.000 obreros y empleados. En 1935 la 
ocupación había crecido un 42% con respecto a 1914 y la producción un 79%. También el censo 
permitía conocer que se había avanzado considerablemente en la tecnificación (Belini y Korol, 
2012). 

Muchas empresas norteamericanas, a partir de que se impusiera la idea de “comprar a quien 
nos compra”, decidieron saltar las barreras aduaneras y cambiarias instalándose directamente en 
Argentina, como Philco, Goodyear y Firestone, entre otras (Gerchunoff y Llach, 2018). Aunque no 
todas las inversiones industriales se debieron al ingreso de capitales extranjeros, también diversos 
grupos nacionales contribuyeron a sustentar esta expansión. Hubo un segmento de pequeños y 
medianos emprendimientos surgidos de las clases bajas y medias de origen inmigrante ya radicados 
en el país, y de algunos que llegaban escapando de los grupos fascistas de Europa. También la 
reducción de la rentabilidad agraria impulsó a algunos terratenientes, a diversificar sus inversiones 
hacía el sector industrial (Rapoport, 2005). 

El modelo de desarrollo industrial tenía sus límites, en principio eran copias de modelos 
antiguos en relación con la tecnología internacional, faltaban maquinarias y las que había eran 
antiguas y los establecimientos se construyeron sobre la base de talleres sumamente primitivos. Sin 
embargo, el desarrollo industrial fue tan categórico que durante la Segunda Guerra Mundial 
algunos países de América Latina recurrieron a la Argentina para reemplazar a sus proveedores 
habituales involucrados en la guerra (Gerchunoff y Llach, 2018). 

El desarrollo de la industrialización también fue causa y consecuencia de un acentuado proceso 
de urbanización. Los años treinta fueron un período de importantes cambios en la estructura 
ocupacional, las condiciones de vida y trabajo y las formas de organización obrera. La crisis 
económica se tradujo en el incremento del número de desocupados, en migraciones hacia los 
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centros urbanos y el surgimiento de las primeras villas miserias (ver Capítulo 11). Los desocupados 
censados eran casi todos trabajadores del campo y peones sin oficio, algunos empleados del sector 
terciario y, en menor medida, de la industria. Pero la crisis también golpeó a los que conservaron 
sus empleos, ya que se les redujeron sus salarios y se incrementaron considerablemente los precios 
(Belini y Korol, 2012). 

La desocupación no duró muchos años, para 1934 la economía comenzó a mostrar signos de 
recuperación y el crecimiento de la industria absorbió mano de obra. Sin embargo, los salarios eran 
bajos, los informes elaborados por el Departamento Nacional del Trabajo en 1933, 1937 y 1943 
revelaron que los salarios medios no lograban cubrir los gastos en alimentación, alojamiento y 
vestimenta de una familia obrera. (Belini, Korol, 2012). La insuficiencia de los salarios llevaba al 
mercado laboral a mujeres y niños, quienes recibían salarios más bajos que los hombres, llegando a 
representar el 33% de la mano de obra total (Gerchunoff y Llach, 2018). 

Los empresarios eran quienes fijaban las condiciones de trabajo sin más límite que el de algunas 
leyes laborales. La estabilidad del empleo y los derechos de los patrones a despedir al personal sin 
indemnización ni mayor advertencia, continuó siendo la norma. Recién en 1937, los obreros 
industriales comenzaron a gozar de los derechos establecidos en los convenios colectivos firmados 
por los gremios y las cámaras empresariales (Belini y Korol, 2012). 

Tras la crisis de 1930 disminuyó fuertemente la inmigración europea, salvo aquellos que 
escapaban de Europa, como el caso de los judíos que se estima rondaban los 22.500 y los españoles, 
13.200, que llegaban huyendo de su país al finalizar la guerra civil. Durante el período, algunas 
normas tendieron a restringir la llegada de inmigrantes, y en cierta forma estas restricciones 
asociadas a la selección de inmigrantes, implicaban abandonar el régimen liberal de ingreso 
propuesto por la Ley Avellaneda (ver Capítulo 11). Aunque la disminución de inmigración parece ser 
resultado de la nueva situación económica internacional más que consecuencia de las nuevas 
normas. Ideológicamente, la crisis no cambio la asociación de inmigración europea con el progreso 
nacional (Novick, 2010). 

Sin embargo, una enorme masa de gente empezó a migrar desde las áreas rurales y las 
pequeñas ciudades del interior hacia las grandes urbes del litoral. La crisis del sector agropecuario 
expulsó a trabajadores rurales a las ciudades, de tal forma que en 1943 los migrantes internos 
representaban el 28% de la población del Gran Buenos Aires. Esto significó el cambio de vida rural a 
la urbana y el reemplazo de actividades artesanales a las industriales. Surgía de esta forma un 
nuevo proletariado industrial, que se emplearía en ocupaciones manuales no especializadas y en 
tareas más humildes (Rapoport, 2005). Las migraciones internas no solo significaron cambios de la 
vida rural a la urbana, sino también la aparición de la “Argentina criolla”, que predominaba en el 
interior, y que empezaba a instalarse en las grandes ciudades como Buenos Aires (Rapoport, 2005). 

Hacía finales de la década del treinta, Buenos Aires era la ciudad más grande de América 
Latina; como tal empleaba a miles de trabajadores en el transporte y en el sector de servicios, 
además era un creciente centro industrial, en 1914 el 36% de los trabajadores industriales de la 
república estaban instalados en Buenos Aires, para 1946 era el 44%. Por otro lado, las clases medias 
crecieron muchísimo en Buenos Aires, pasando de un 38% en 1914, a 46% en 1936. Esta creciente 
influencia de las capas medias se hizo especialmente visible en el estilo de vida de la ciudad como 
conjunto y sobre todo en el horizonte de expectativas, en los gustos y en la conducta como 
consumidores. 

A su vez, algunos aspectos culturales que se habían insinuado durante la década del veinte 
continuaban su desarrollo en la década del treinta. Se puede mencionar el crecimiento de la tasa de 
alfabetización y escolarización, considerando los niños entre 5 y 14 años; en estaba matriculado el 
58% y en 1940 había crecido al 64%. Entre 1930 y 1939, el número de escuelas primarias, públicas 
y privadas, pasó de 11.300 a 13.300 y las secundarias se extendieron de 421 a 762. El porcentaje de 
analfabetos en 1914 era del 35% y en 1947 se había reducido al 14%. Por supuesto, no existía una 
distribución equitativa en todo el territorio nacional. Hacía finales de la década, comenzaban a 
producirse libros baratos, diarios, revistas dedicados a los temas más variados; se extendía la 
comunicación, siendo la radio la que más se destacaba, así como el cine sonoro (Cataruzza). 

Fue notorio el crecimiento de la industria editorial siendo muy importante la contribución hecha 
por el grupo de exiliados españoles que fueron llegando a nuestro país como consecuencia de la 
Guerra Civil Española. Fue a instancias de ellos que se fundaron editoriales tales como 
Sudamericana, Emecé, Alsina, Poseidón y Losada que había iniciado su actividad en 1928 fundada 
por el republicano Gonzalo Losada (Cicogna, 2010). 


8. Movimiento obrero 1930-1943 


Hacia 1930 los frentes económico y político de la crisis produjeron consecuencias en los 
trabajadores y sus organizaciones sindicales. A pocos días de producido el golpe militar las 
confederaciones gremiales lograron concretar un proyecto de unidad a pesar de las diferencias 
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ideológicas existentes que generaban múltiples identidades políticas, así el 27 de septiembre de 
1930 fue creada la CGT. Esta central obrera estaba conformada por la USA (Unión Sindical 
Argentina) de tendencia Sindicalista y la COA (Confederación Obrera Argentina) de mayoría 
socialista (Lobato y Suriano, 2003). Recordemos que en décadas anteriores el movimiento obrero 
argentino fue organizado por distintas tendencias ideológicas como el anarquismo, el socialismo, el 
sindicalismo y el comunismo; estas corrientes políticas e ideológicas se diferenciaban en la forma de 
organización y de lucha de los trabajadores a quienes representaban (ver Capítulo 15). 

Uriburu consideró que durante las administraciones radicales se había alterado el orden y la 
disciplina laboral y se propuso modificarlo tomando medidas represivas. En esta etapa el gobierno 
militar persiguió a los sindicatos de tendencia anarquista y comunista pero también a otras a 
organizaciones más moderadas, dificultó las reuniones sindicales, impuso la ley marcial y luego el 
estado de sitio, desplegó una importante acción opresiva y llevó a cabo la deportación de 
trabajadores extranjeros considerados peligrosos, consolidando así la decadencia del anarquismo 
(Horowitz, 2001). 

Por otra parte, el gobierno de Justo mostró cierta mejoría respecto de las condiciones generales 
para la actividad sindical; del nuevo gobierno participaron radicales antipersonalistas que tenían 
cierta experiencia en las negociaciones con la corriente sindicalista. Igualmente, la ampliación no 
fue total, si bien la actividad gremial estaba menos amenazada que en el gobierno anterior, en toda 
la etapa hubo acciones represivas y también prácticas de negociación (Cataruzza, 2009). 

Entre 1930 y 1934 hubo una tendencia decreciente a las movilizaciones y protestas sociales 
debido a las medidas tomadas en relación a estas, pero también debido a la situación económica. 
Fue el momento en el que el impacto de la crisis se sintió especialmente porque la desocupación fue 
su resultado más notorio, afectando especialmente a las actividades tradicionales vinculadas a las 
exportaciones de bienes primarios. Hacia mediados de la década del treinta, al haber signos de 
recuperación económica, aumentaron los índices de ocupación y el sindicalismo fortaleció su 
capacidad de negociación (Lobato y Suriano, 2003). 

A nivel general se pude observar un incremento de la organización sindical en la etapa 1930- 
1943, el grado de crecimiento dependía de la actividad y del sector del país. Los gremios del 
transporte fueron los que evidenciaron mayor desarrollo y mantuvieron la importancia de la década 
anterior, se encontraban nucleados en la Unión Ferroviaria, la Fraternidad y tranviarios. Adheridos 
a la CGT también estaban los gremios de la construcción, los empleados de comercio, trabajadores 
de la alimentación, textiles y estatales, entre otros. Estas transformaciones pueden asociarse a la 
dinámica de organización de cada sindicato, los cambios en la estructura económica y la extensión 
de las funciones del Estado. La situación de los trabajadores difería según la localización geográfica, 
en las grandes ciudades del litoral había mayor afiliación sindical, aunque muchas veces las mejoras 
y los convenios conseguidos eran ignorados por las empresas. En el interior, sobre todo en 
economías que requerían mano de obra estacional (algodonales, yerbatales, ingenios), las 
condiciones de trabajo y viviendas eran muy duras y difícilmente se diera la vigencia de un régimen 
de trabajo asalariado, en gran parte se vivían situaciones de explotación (Cattaruzza, 2009). 

Durante el proceso de sustitución de importaciones, la clase obrera se había concentrado 
alrededor de los centros urbanos más importantes, creció en número y cambió su composición. 
Antes de la crisis mundial, los trabajadores inmigrantes habían aportado mayoritariamente la fuerza 
de trabajo necesaria para la expansión del modelo agroexportador. Durante la década del treinta 
fueron los migrantes internos, procedentes de áreas rurales, quienes se incorporaron como mano de 
obra en las actividades industriales provocando un cambio profundo en la composición de la clase 
Obrera. 

Esta situación llevó a distintas interpretaciones acerca de cómo se produjo la vinculación entre 
los trabajadores y el peronismo en sus orígenes. El sociólogo Gino Germani sostenía que había una 
diferenciación entre nuevos obreros recién llegados y con escasa experiencia gremial que se 
sumaron a los viejos obreros, en general de origen europeo y con experiencia en la organización del 
movimiento obrero desde fines del siglo XIX. En estas condiciones, Germani consideraba que los 
migrantes internos, provenientes de zonas atrasadas y sin experiencia política, fueron manipulados 
desde el Estado. Confrontando esta interpretación, otros autores como Miguel Murmis y Juan Carlos 
Portantiero explicaron que la participación de los trabajadores en los orígenes del peronismo debía 
ser explicada por la homogeneidad de la clase trabajadora como fuerza de trabajo explotada y que la 
adhesión de los obreros al peronismo surgía como una elección adecuada frente a las alternativas 
ofrecidas en los años treinta. 


9. Gobierno de Ortiz y de Castillo 


A pesar de que Ortiz llegó a la presidencia gracias a la manipulación en las elecciones, el 
presidente electo se propuso tomar distancia de estos mecanismos y pretendió llevar adelante 
medidas para orientar su gobierno en un sentido más democrático. Para lograr sus objetivos se 
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acercó al radicalismo y buscó conseguir el apoyo del ejército a partir de medidas que puso en 
vigencia junto a su ministro de Guerra, el general Carlos Márquez. Estas disposiciones se orientaron 
a mejorar y modernizar la infraestructura militar, aumentar el presupuesto, reorganizar la 
estructura de los mandos y la formación de los oficiales acentuando su profesionalismo e 
impulsando el nombramiento de conducciones del ejército de tendencia democrática. Ortiz logró 
estabilizar su situación respecto al ejército (Rouquié, 1986). 

Siguiendo con su propósito de sanear los mecanismos electorales, Ortiz dispuso en 1940 la 
intervención de la provincia de Catamarca, tras las irregularidades que se produjeron en la elección 
del gobernador que contaba con el apoyo del vicepresidente Ramón Castillo. Con el mismo criterio, 
el presidente llevó a cabo la intervención de la provincia de Buenos Aires, donde se centraba el 
poder de la Concordancia en la figura del gobernador Fresco y sus prácticas fraudulentas. La 
actitud de Ortiz implicaba romper la alianza que lo había llevado a la presidencia; sin embargo, las 
propuestas democráticas del presidente habrían de quedar sin efecto por los problemas de salud del 
mandatario que lo llevaron a delegar el mando en el vicepresidente Ramón Castillo en julio de 1940 
(De Privitellio, 2001). 

El estallido de la Segunda Guerra Mundial en septiembre de 1939 dividió a la sociedad 
argentina y al ejército oponiendo, por un lado, a los aliadófilos identificados con la lucha antifascista 
y, por otro, a quienes eran pro-germánicos, admiradores del ejército alemán, nacionalistas y 
antibritánicos. Si bien el gobierno argentino declaró la neutralidad, en los debates internos se 
imponen las discusiones de la política internacional en distintos ámbitos sociales y políticos. 

Ramón Castillo asumió la presidencia tras el pedido de licencia de Ortiz, quién terminará 
renunciando en 1942. El nuevo presidente contó con el apoyo de conservadores y nacionalistas, 
nombrará un gabinete ministerial, considerado “proaliado” influenciado por el expresidente Justo. 
Entre los ministros se encontraban Julio A. Roca en Relaciones Exteriores y Federico Pinedo en 
Hacienda, quien presentaba su Plan de Reactivación Económica. El plan explicitaba la necesidad de 
proteger y desarrollar, con ciertas limitaciones, la industrial nacional, centrado en un incremento de 
la demanda interna como base para reactivar el aparato productivo (Rapoport, 2005). Tanto Pinedo 
como Julio A. Roca daban cuenta de las vinculaciones con el capital inglés. Castillo mantuvo la 
política de neutralidad de Argentina aún cuando Estados Unidos presionaba para que rompiera 
relaciones con el Eje. 

Castillo volvió a restaurar la práctica del fraude: en 1941 la provincia de Buenos Aires fue 
escenario de la reedición de elecciones manipuladas. Ortiz publicó un manifiesto condenando 
duramente estas prácticas y fue creciendo una fuerza política opositora que se convocó alrededor de 
los ideales democráticos y antifascistas. A partir de este escenario Castillo sabía que tenía que 
ganarse el favor del ejército y en ese sentido, tomó medidas relativas al mejoramiento del sector 
militar, tales como aumento de presupuesto, reforma y modernización del Colegio Militar de la 
Nación, creación del Instituto Geográfico Militar, de la Flota Mercante del Estado y de la Dirección 
General de Fabricaciones Militares; esta última entidad traduce la voluntad industrializadora del 
Estado confiada al sector militar que se verá fortalecido por esta dimensión económica (Rouquié, 
1986). 

En el momento en que proyectaba la sucesión presidencial cambió el escenario político ante el 
fallecimiento de Alvear y Ortiz en marzo y julio de 1942, respectivamente; posteriormente muere 
Justo en 1943 quien parecía tener mayores posibilidades de acceder a un segundo mandato 
presidencial. En ese contexto, Ramón Castillo se inclinó por impulsar la candidatura presidencial de 
Robustiano Patrón Costas, político salteño y empresario azucarero, referente del Partido Demócrata 
Nacional y partidario de la abandonar la neutralidad, lo que fue interpretado como un posible 
cambio de rumbo de la política exterior. Frente a esta situación, los militares encabezaron un nuevo 
golpe de Estado en junio de 1943, destituyendo y terminando con el proyecto de los conservadores. 


10. Conclusión 


La década del treinta se inició con una crisis internacional de dimensiones que hasta ese 
momento no se habían conocido. Iniciada en Estados Unidos se expandió rápidamente por el mundo 
cambiando el paradigma sobre el que se asentaba la economía, la sociedad y la política. La crisis se 
manifestó en forma trágica en Argentina ante el surgimiento de opciones políticas antidemocráticas 
y la vuelta de viejas prácticas políticas fraudulentas y la disminución del comercio de exportación 
que generó una fuerte caída de la actividad económica nacional. Frente al panorama nacional e 
internacional el Estado comenzó a cambiar, se vislumbró el surgimiento de un Estado más activo en 
la regulación y la orientación de la economía que intentó sostener un modelo económico que 
priorizaba el mercado externo frente a un mundo que se cerraba. Con el correr de la década el 
sector industrial se fortaleció e impacto en la sociedad, generando un proceso de urbanización. Los 
años treinta fueron un período de importantes cambios en la estructura ocupacional, las condiciones 
de vida y trabajo y las formas de organización obrera. 
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Al terminar la década, en Argentina, se tendió a preservar la posición de los grupos dominantes 
de la época, así lo demostró el primer golpe de Estado y los gobiernos posteriores. Pero la crisis no 
solo había modificado la manera de pensar y ejecutar las políticas, sino también las estructuras más 
profundas sobre las que se asentaba la economía argentina, nuevos factores de poder, como la 
Iglesia y el Ejército, se convertirían en actores centrales en este nuevo escenario. Las demandas 
sociales requerían de una atención urgente y al finalizar el período casi todos reconocían la 
necesidad de una mayor incumbencia del Estado en los asuntos económicos. El mundo había 
cambiado y nuevos desafíos se presentaban para nuestro país. 
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Capítulo V. 


El peronismo. La experiencia del Estado de Bienestar en 
Argentina (1943-1955) 


Tatiana Borenholtz 


El capítulo anterior analizó el proceso de profundas transformaciones operadas durante la 
década del treinta en nuestro país. Partir de esa etapa resulta imprescindible para comprender el 
surgimiento del peronismo, como una nueva modalidad de articulación entre el Estado y la sociedad. 

En Argentina, la industrialización sustitutiva de importaciones que se intensificó a partir de 
mediados de la década del treinta como respuesta a la crisis mundial del sistema capitalista generó 
importantes cambios en la estructura social. El aumento de la producción industrial (sin distribución 
del ingreso) se combinó con el crecimiento y concentración de la clase obrera. La sobreexplotación 
a la que fueron sometidos los trabajadores se tradujo en el incremento de sus demandas por salario 
y condiciones laborales. Estas demandas fueron, en su mayoría, insatisfechas y chocaron con un 
Estado que volvió a adquirir visos represivos y a hacer de la violencia política un instrumento de 
dominación y permanencia en el poder. A pesar de un significativo crecimiento numérico, las 
organizaciones sindicales no lograron, durante estos años, garantizar los reclamos obreros. 

El peronismo fue la forma que adoptó el Estado de Bienestar en Argentina resolviendo 
particularmente las expresiones de una crisis integral (crisis económica, política, social, crisis de 
legitimidad) que se manifestaron durante la década del treinta. 


1. El surgimiento del peronismo (1943-1945) 


El peronismo, como fenómeno político, no nació con las presidencias de su líder, sino que se 
gestó en los años previos. 

La llamada década infame se cerró con el golpe de Estado del 4 de junio de 1943, ocurrido al 
final de la presidencia de Ramón Castillo. Este golpe, el segundo en la historia argentina del siglo 
XX, no tuvo participación civil y fue encabezado por el GOU (Grupo de Oficiales Unidos). Dentro de 
esta organización integrada por militares con rangos medios había puntos ideológicos en común 
(por ejemplo, su oposición a la candidatura de Robustiano Patrón Costas de inclinación pro-aliada en 
materia de política exterior, los temores frente al avance del comunismo) pero también grandes 
diferencias centradas, principalmente, en la posición que debía tomar la Argentina frente al 
conflicto bélico mundial. (1) 

Juan Domingo Perón formaba parte del GOU y, por lo tanto, participó del golpe de Estado del 4 
de junio de 1943. Proveniente de una familia humilde, pasó sus primeros años de la infancia en 
Lobos (provincia de Buenos Aires) y luego en la Provincia de Santa Cruz (cuando su padre aceptó el 
trabajo de administrar unos campos). A los once años, sus padres lo enviaron a vivir a la casa de su 
abuela paterna junto a su tía, en la Capital Federal, quienes se ocuparon de su educación (nunca 
había asistido a la escuela primaria por lo que casi no sabía ni leer ni escribir). Ellas procuraron que 
el joven Juan Perón ingresara en la academia militar. Hacia fines de 1910 ingresó al Colegio Militar, 
perteneciente al Ejército, fuerza con poca presencia de hombres de la oligarquía y que desde 1904 
había iniciado un proceso de germanización. (2) Este proceso se dio primero con el uso de 
armamento fabricado en Alemania, siguió con la copia de los uniformes y los métodos de instrucción 
para alcanzar, posteriormente, “la admiración por Alemania, por su pueblo, su historia, su tradición 
militar y clara inclinación hacia el campo alemán durante las crisis y guerras mundiales” (Rouquié, 
1981: 54). (3) 

Luego continuó sus estudios en la Escuela Superior de Guerra, de donde egresó con el grado de 
capitán. Gran parte de su actividad profesional durante esos primeros años estuvo relacionada con 
ser instructor militar, en un contexto político en el cual el entonces presidente Justo buscaba 
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profesionalizar y despolitizar el cuerpo militar. 

Tras la muerte de su primera esposa, (4) fue enviado en 1939 a Italia a una misión de estudios 
para perfeccionarse en las prácticas de montaña. Allí permaneció por dos años, durante los cuales 
pudo “adquirir un conocimiento de primera mano sobre el experimento corporativista de Mussolini” 
(Torre, 2002: 23). (5) 

A mediados de 1944, la derrota de Alemania en la Segunda Guerra Mundial era inminente, lo 
que sumado a incapacidades propias de los militares hacía tambalear la permanencia de estos en el 
poder. Durante la presidencia de Farrell, Perón se convirtió en uno de los principales líderes del 
GOU pues proponía un programa de gobierno con objetivos económicos y sociales claros. En la 
Argentina de los años cuarenta, el entonces Departamento Nacional de Trabajo era la institución del 
Estado encargada de atender los asuntos/problemas del mundo del trabajo (tarea que hoy 
desempeñan los Ministerios de Trabajo). Perón se hizo cargo de esa dependencia de Estado 
elevándola al rango de Secretaría de Trabajo y Previsión. 

Desde allí el coronel Perón forjó un vínculo -que demostró ser perdurable- con la clase obrera, 
puesto que implementó políticas de Estado (políticas públicas) que favorecieron el ascenso 
socioeconómico de los trabajadores al mejorarles no solo las condiciones laborales sino los salarios, 
y con ello la posibilidad de acceder a bienes y servicios con los que ni siquiera habían tenido el 
derecho de soñar. Para lograr esas mejoras, se valió de tres herramientas fundamentales: 


e la promoción de la sindicalización masiva de los trabajadores (es decir, por primera vez era el 
propio Estado el que fomentaba y auspiciaba que los trabajadores se afiliaran a los 
sindicatos, en lugar de reprimirlos por ello); 

e para evitar la atomización, solo sería reconocido un sindicato por rama de actividad (esto 
significaba que la agremiación no debía ser por oficio o empresa particular, sino por 
actividad económica). De acuerdo con la Ley de Asociaciones Profesionales, el Estado era (y 
aún lo es) quien registra los sindicatos, otorgándoles el carácter de oficial. Durante estos 
años se reconoció al sindicato mayoritario de cada sector. (6) A su vez, se creó una estructura 
sindical centralizada, puesto que todos los sindicatos debían formar parte de una única 
central de trabajadores: la CGT (Confederación General del Trabajo). 

e Se conformó, entonces, un poderoso sindicalismo de masas que, además, adquirió 
experiencia de participación en las decisiones políticas: el Estado institucionalizaba, por 
primera vez, el contenido político de las luchas sindicales. 

e los sindicatos oficiales tenían derecho a representar a los trabajadores y a negociar las 
mejoras con los empleadores de esa actividad en los denominados convenios colectivos de 
trabajo. Estos convenios debían renegociarse una vez por año con la participación del Estado 
en calidad de juez y árbitro. La presencia del Estado se daba a través de la participación de 
la Secretaría de Trabajo y Previsión en la negociación, es decir Perón en persona. En la 
práctica esto significaba que una vez por año se discutían los salarios y las condiciones de 
trabajo (por ejemplo, descansos en horario de trabajo, licencias, vacaciones, condiciones de 
seguridad e higiene, etcétera). Si las partes no llegaban a un acuerdo, el Estado intervenía y 
definía. 


“El Estado manteníase alejado de la población trabajadora. No regulaba las actividades sociales 
como era su deber, solo tomaba contacto en forma aislada, cuando el temor de ver perturbado 
el orden aparente de la calle le obligaba a descender de la torre de marfil, de su abstencionismo 
suicida. No se percataban los gobernantes de que la indiferencia adoptada ante las contiendas 
sociales facilitaba la propagación de la rebeldía, resultado del olvido de los deberes de los 
patrones que, libres de la tutela estatal, sometían a los trabajadores a la única ley de su 
conveniencia. Los trabajadores, por su parte, al lograr el predominio de sus agrupaciones 
sindicales, enfrentaban a la propia autoridad del Estado, pretendiendo disputar el poder 
político. (...) Con la creación de la Secretaría de Trabajo y Previsión se inicia la Era de la 
Justicia Social en la Argentina”. 


Fragmento del discurso de Perón en la asunción del cargo de Secretario de Trabajo y Previsión, 
2 de diciembre de 1943. 


Gracias a la aplicación de estas medidas y a la intervención del Estado en favor de la mejora en 
los ingresos de la clase obrera, se produjo en la Argentina un crecimiento del consumo interno dado 
el aumento de la capacidad adquisitiva (salario real) de los trabajadores. 

En estos años, además, se crearon los Tribunales Laborales o del Trabajo (esto es, dependencias 
del Poder Judicial donde se dirimían los conflictos del mundo del trabajo y un juez debía sentenciar) 
a fin de garantizar el cumplimiento (o castigar el incumplimiento) de las leyes que protegían a los 
trabajadores. 

Sumado a ello, un componente simbólico importantísimo fueron los discursos de Perón: en ellos 
no solo les hablaba a los trabajadores (algo inédito hasta entonces), sino que además resaltaba y 
valoraba el papel que la clase trabajadora tenía en la sociedad argentina como fuerza (o actor) 
social. En ese sentido, los derechos formales y el ejercicio de la ciudadanía política, ya no estaban 
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atados al acceso al poder de tal o cual partido político, sino a la unión y organización del movimiento 
obrero bajo los sindicatos. Por aquellos años, comenzaron a utilizarse términos despectivos tales 
como “descamisados” (designaba a los trabajadores fabriles quienes habitualmente se sacaban las 
camisas en sus lugares de trabajo por las temperaturas de las máquinas), “negros” o “cabecitas 
negras” (referido a los migrantes del interior cuyos orígenes étnicos estaban asociados con 
comunidades indígenas), “negra” (mujer de condición humilde), “negrada” (sinónimo de 
proletariado), “grasas” (personas que tenían las manos y/o el torso manchado de grasa que en la 
época se utilizaba para lubricar las máquinas), “murgas” (así como en el carnaval refiere a grupos 
de personas que se disfrazan y caminan por la calle cantando, bailando y tocando instrumentos, esos 
mismos comportamientos se creía que ocurrían en los barrios obreros). Utilizados por la oligarquía y 
las clases medias radicales, desde una perspectiva indudablemente racial, fueron resignificados por 
el peronismo como términos positivos, en tanto reflejaban una “glorificación de estilos de vida y 
hábitos populares” (James, 2005: 37). 

Los motivos por los cuales Perón favoreció a la clase obrera han sido estudiados por distintos 
autores, con distintas ideologías. Lo cierto es que hacia 1945 un conjunto de factores nacionales e 
internacionales favorecieron esta opción. 

Por un lado, efectivamente los trabajadores argentinos recibían muy bajos salarios por su 
trabajo: “entre 1937 y 1939, un obrero argentino ganaba la mitad que su par inglés y un tercio de lo 
que cobraba un trabajador norteamericano. (...) diferencia que se hacía notable, por ejemplo, en la 
cantidad de pan, papas y azúcar consumidos por los trabajadores en los tres países” (Milanesio, 
2014: 19). Esta situación de marcada desigualdad social comenzaba a preocupar, especialmente a 
los militares del GOU, temerosos de que el malestar social alentara una posible revolución 
comunista en nuestro país. 

Por otro lado, durante la Segunda Guerra Mundial, Argentina se había desarrollado 
industrialmente como productora de bienes de consumo final (especialmente en el rubro textil, 
alimenticio y pequeños electrodomésticos) y, gracias al conflicto bélico, las potencias económicas 
(EE.UU. fundamentalmente) habían interrumpido su flujo de exportaciones de este tipo de productos 
a nuestros países vecinos, por lo que se pudo aprovechar esa “falta de proveedores” y suplirlos al 
punto de duplicar la exportación de estos productos a dichos países. Esta expansión de la 
producción industrial había contribuido al crecimiento de los puestos de trabajo. Pero para 1945 el 
final de la guerra era un hecho y el temor (que luego se confirmaría) de que los países 
industrializados retomaran su producción desplazando a la Argentina hacía necesario pensar en un 
plan que se ajustara a la situación de posguerra, esto es: a qué mercado destinar la producción 
industrial y cómo garantizar el empleo. Por aquel entonces, los obreros argentinos ya eran un actor 
central, y pronto se convirtieron en la opción para poder expandir el mercado interno. Pero para 
ello, primero había que mejorarles sus salarios. 

Finalmente, el GOU tenía una visión nacionalista de la industria y anhelaba la autarquía 
económica. Ellos querían intensificar la ISI y expandir la producción de acero y petróleo. Creían, 
además, en un Estado regulador, activo y que fuera también un agente industrial (Milanesio, 2014). 

Estos argumentos explican, en gran medida, porqué Farrell nombró a Perón como Ministro de 
Guerra (institución estatal pensada para diseñar una estrategia de desarrollo para cuando 
culminara la Segunda Guerra Mundial) y luego vicepresidente de la Nación (en virtud del liderazgo 
que tenía dentro del gobierno y del apoyo de los sectores populares). 

Poco a poco, las profundas transformaciones en el mundo del trabajo y la relación cada vez más 
estrecha entre el Secretario de Trabajo y los asalariados fueron conformando un abanico de 
sectores opositores: 


e los empresarios industriales, quienes estaban menos preocupados por el avance de las ideas 
comunistas y más por los aumentos salariales que debían pagar y que afectaban sus 
ganancias; 

e la oligarquía, qué veía peligrar sus intereses económicos y sobre todo su rol preponderante 
en la sociedad. El desarrollo y avance de la industria argentina, ponía en peligro -en el 
mediano/largo plazo- el papel que “el campo” podría tener en el crecimiento económico del 
país: si la industria lograba exportar sus productos, sería capaz de obtener las divisas 
necesarias para el desarrollo de la Argentina. De este modo la oligarquía perdería su poderío 
económico y político. Al mismo tiempo, medidas impulsadas por Perón como el Estatuto del 
Peón de Campo Rural, también afectaban los intereses de los terratenientes. Dicho Estatuto, 
aprobado por un Decreto Presidencial, fijaba condiciones de trabajo dignas para los 
asalariados rurales no transitorios tales como salario mínimo, descanso dominical, 
vacaciones pagas, estabilidad, condiciones de higiene y alojamiento; (7) 

e los universitarios e intelectuales que cuestionaban que el gobierno era producto de un golpe 
de estado y que no habían accedido al poder por medios democráticos. Además, las políticas 
implementadas por Perón que favorecían a la clase trabajadora (por ejemplo los convenios 
colectivos anuales que generaban aumentos salariales) les parecían la demagogia (8) de un 
régimen autoritario, al cual, por otro lado, asociaban al fascismo en un escenario mundial en 
el cual esta ideología estaba en retirada; y 

e los comunistas, pues estas medidas a favor de la clase obrera mejoraban sus condiciones de 
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vida obstaculizando la toma de conciencia de clase que permitiera visualizar al sistema 
capitalista como explotador y, consecuentemente, alejando las posibilidades de hacer una 
revolución. 


En este contexto, el 19 de septiembre de 1945, unas doscientas cuarenta mil personas de las 
fuerzas opositoras al gobierno de Farrell (y especialmente a la figura de Perón), desfilaron en la 
Marcha de la Constitución y la Libertad con la consigna de entregar el poder a la Corte Suprema de 
Justicia. La reacción de Farrell fue obligar a Perón a que renunciara a todos sus cargos y tres días 
más tarde fue enviado a la Isla Martín García donde quedó detenido. 

En ese contexto, la CGT llamó a la huelga general y organizó una manifestación en apoyo a 
Perón prevista para el 18 de octubre de 1945. Sin embargo, el descontento en las fábricas y los 
barrios obreros desbordó la organización de la CGT y desde la mañana del 17 de octubre fueron 
confluyendo en la Plaza de Mayo columnas de manifestantes al grito “queremos a Perón”. Durante 
más de diez horas de manifestación, no cesaban de llegar trabajadores de los barrios y distritos 
obreros como la Boca, Barracas, Parque Patricios, Avellaneda, Lanús, Quilmes Berisso, etcétera. 

Esta manifestación de apoyo popular a un líder político fue emblemática no solo porque nunca 
había sucedido sino porque, además, por primera vez en la historia de la Argentina, la Plaza de 
Mayo fue copada por la clase obrera. Aquel era un espacio “público” propio de la elite, al que 
simbólicamente no tenían acceso los sectores populares. En los alrededores de la Plaza están los 
centros de poder político, económico y religioso del país, áreas en las que nada tenía que hacer un 
trabajador. Además, la arquitectura y diseño de la plaza había sido pensada para el disfrute de la 
elite. 

El 17 de octubre de 1945 fue el hito fundacional del peronismo en el cual, sin esperar los 
tiempos de la dirigencia sindical, los trabajadores ganaron las calles hacia el corazón político de la 
Nación, la Plaza de Mayo, exigiendo la liberación del coronel Perón. 

La foto que capta la “irreverencia” de los trabajadores al meter “las patas en la fuente” (9) es 
paradigmática de aquella jornada y es considerada un ícono de rebeldía plebeya. (10) Analizarla, sin 
embargo, permite advertir como aspecto sobresaliente la heterogeneidad de los asalariados y 
asalariadas que participaron de la jornada: no son desharrapados, ni son todos morenos, ni están 
“descamisados”. 

La heterogeneidad de la clase trabajadora en el 17 de octubre aparece en una pieza clásica de 
Raúl Scalabrini Ortiz: “Llegaban cantando y vociferando, unidos en una sola fe. Era la 
muchedumbre más heteróclita que la imaginación puede concebir. Los rastros de sus orígenes se 
traslucían en sus fisonomías. Descendiente de meridionales europeos iba junto al rubio de trazos 
nórdicos y al trigueño de pelo duro en que la sangre de un indio lejano sobrevivía aún (...). 
Hermanados en el mismo grito y en la misma fe, iban el peón de campo de Cañuelas y el tornero de 
precisión, el fundidor, mecánico de automóviles, la hilandera y el empleado de comercio. Era el 
subsuelo de la patria sublevado. Era el cimiento básico de la nación que asomaba” (Scalabrini Ortiz, 
2009: 28). 

Otras conceptualizaciones sobre el 17 de octubre -y sobre el propio peronismo- caracterizan de 
una manera diferente a ese “otro” que irrumpe con toda potencia: “Habíamos hablado mucho de 
nuestro pueblo (...) pero no lo conocíamos. Perón nos reveló no al pueblo, sino a una zona del pueblo 
que, efectivamente, nos parecía extraño y extranjero. El 17 de Octubre volcó a las calles céntricas 
de Buenos Aires un sedimento social que nadie había reconocido. Parecía una invasión de gentes de 
otro país, hablando otro idioma, vistiendo trajes exóticos y, sin embargo, eran nuestros hermanos 
harapientos, nuestros hermanos miserables (...) el lumpemproletariat. (...) salieron a pedir cuenta de 
su cautiverio, a exigir un lugar al sol y aparecieron con sus cuchillos de matarifes en la cintura (...). 
Sentimos escalofríos viéndolos desfilar en una verdadera horda silenciosa con carteles que 
amenazaban tomarse una revancha terrible” (Martínez Estrada, citado por Neiburg, 1995: 221-222). 

Finalmente, cerca de las 23:00, Perón -por pedido de Farrell- salió al balcón de la Casa Rosada 
desde donde pronunció un discurso que, si bien tenía como objetivo principal desmovilizar sin 
disturbios a la masa de trabajadores, marcó un hito en la historia: 


“(...) que nuestro pueblo no solamente posea la felicidad, sino también sepa defenderla dignamente.” 
“Y ahora, como siempre, de vuestro Secretario de Trabajo y Previsión, que fue y que seguirá luchando 
a vuestro lado por ver coronada la obra que es la ambición de mi vida, la expresión de mi anhelo de 
que todos los trabajadores sean un poquito más felices”. 

“Trabajadores: únanse; sean hoy más hermanos que nunca. Sobre la hermandad de los que trabajan ha 
de levantarse en esta hermosa tierra la unidad de todos los argentinos. Diariamente iremos 
incorporando a esta enorme masa en movimiento a todos los díscolos y descontentos para que, junto 
con nosotros se confundan en esta masa hermosa y patriota que constituyen ustedes”. 


Fragmentos del Discurso de Perón el 17 de octubre de 1945. 


Por primera vez, un dirigente político, que además formaba parte del Estado, les hablaba desde 
la Casa de Gobierno a los trabajadores. Su discurso empatizaba con este actor social: lo reconocía, 
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lo valoraba y le otorgaba un rol fundamental dentro de la sociedad. Además, las palabras de Perón 
hablaban de la felicidad y de la necesidad de unión entre ellos. ¿Qué gobierno o qué dirigente 
político (por fuera del movimiento obrero) se había preocupado por la felicidad de los trabajadores? 
¿Desde cuándo el Estado impulsaba la unión de los trabajadores dotándolos así de un mayor poder 
político? 

El 17 de octubre pasó a la historia como “el día de la lealtad peronista” puesto que el 
movimiento obrero logró que Perón fuera liberado y, al mismo tiempo, ese día quedó en evidencia 
que Perón se había convertido en el líder político de la clase trabajadora. Cinco días después, se 
casó con Eva Duarte. 

Si bien no retomó las funciones en el gobierno de Farrell, se acordó llamar a elecciones para 
febrero de 1946. El escenario electoral se polarizó. Perón se presentó como el candidato del Partido 
Laborista (un partido recientemente creado que estaba integrado por dirigentes sindicales) en 
alianza con un sector del radicalismo (UCR-Junta Renovadora). La oposición organizó la Unión 
Democrática. Ésta nucleaba a los partidos de todo el espectro político, de izquierda a derecha 
(Partido Comunista, Partido Socialista, UCR, conservadores), a las organizaciones patronales 
(Sociedad Rural Argentina, Unión Industrial Argentina), la prensa, la universidad y el embajador 
norteamericano Spruille Braden, bendiciendo así la conformación de un frente democrático que 
luchaba contra el “nazi-fascismo” que suponían encarnaba en la figura de Perón. 

Finalmente, y con el lema “Mejor que decir es hacer y mejor que prometer es realizar” Perón 
ganó las elecciones y esta victoria cerró la etapa abierta con el golpe del 4 de junio de 1943. 

Según Daniel James, la era peronista borró las anteriores lealtades políticas que existían en las 
filas obreras implantando nuevas, dejando como legado una fuerte cohesión política (James, 2005). 
Para Hugo del Campo, la adhesión de los trabajadores al peronismo no significó un “desvío 
ideológico” (como plantearon los “partidos obreros”), sino que expresó el grado de conciencia real, 
no ideal, de la clase obrera argentina en ese momento (Del Campo, 2012). Poco tiempo después de 
asumir la presidencia, el Partido Laborista fue disuelto y en enero de 1947 se reorganizó el nuevo 
partido que sería el sustento del poder: el Partido Peronista. 


2. La primera presidencia (1946-1952) 


El Estado peronista estuvo orientado por tres principios básicos: 


e justicia social; 
e independencia económica; 
e soberanía política. 


Como se irá analizando, estos tres ejes rectores de la política peronista se entrelazan y se 
refuerzan mutuamente. 


2.1. Planificación y modelo económico 


En diciembre de 1946 Perón anunció el primer Plan Quinquenal, cuyo principal objetivo era el 
desarrollo industrial de la Argentina, pero que al mismo tiempo acarrearía transformaciones 
económicas y sociales ya que incluía, además, la ampliación de los programas de salud pública, 
educación, bienestar social y fortalecimiento de la defensa nacional. 

En primer lugar, el plan repatrió las libras esterlinas inconvertibles en Gran Bretaña a través de 
la estatización y nacionalización de las empresas de servicios públicos. Durante el conflicto de la 
Segunda Guerra Mundial, nuestro país había exportado materia prima a Inglaterra quien pagó por 
sus compras con libras esterlinas que no podían ser convertidas a dólar y que además se 
encontraban bloqueadas (es decir, no podían sacarse de dicho país). Por lo tanto, solo se podían 
utilizar para comprar productos ingleses. Cabe destacar que por esos años, EE.UU. había 
largamente desplazado a Inglaterra como potencia industrial, por lo que el grueso de las compras de 
productos industriales se realizaban al país norteamericano y no al del viejo continente. 
Aprovechando las divisas inmovilizadas en Gran Bretaña, Perón recuperó los ferrocarriles y 
empresas de servicios de capitales británicos en nuestro país otorgando como compensación 
económica los fondos que no se podían repatriar. 

De este modo el Estado se convirtió en un Estado-empresario al administrar a partir de entonces 
la empresa de gas, aerolíneas comerciales, el teléfono, usinas eléctricas, los puertos con sus 
elevadores, las plantas de servicios sanitarios, los seguros, los silos de campaña, el transporte 
urbano y el ferrocarril. 

Nacieron así la Empresa Nacional de Energía, que en poco tiempo tuvo a su cargo la 
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construcción de treinta y siete plantas hidroeléctricas; la de Yacimientos Carboníferos Fiscales, que 
inició la explotación de las minas de Río Turbio; la de Gas del Estado que comenzó el tendido del 
gasoducto de 1.600 km. que unía a Comodoro Rivadavia-Buenos Aires; se exploró y descubrió 
petróleo en las provincias de Neuquén, Salta, Tierra del Fuego y Mendoza, entre otras. 

Además se expropiaron las empresas alemanas (11) que fueron la base del grupo DINIE 
(Dirección Nacional de Industrias del Estado) y se estatizó el transporte urbano de pasajeros de la 
Capital Federal (Gerchunoff y Antúnez, 2002). 

Por lo tanto, de la mano de estas estatizaciones, se llevó adelante una política de aumento del 
gasto público destinado, inicialmente, a la construcción de las obras públicas como las antes 
mencionadas (producción de energía y transporte), así como otras vinculadas al esparcimiento de 
las clases populares: anfiteatros, cines, hoteles en Mar del Plata (“La Feliz”) y en Embalse (12) para 
que pudieran vacacionar, colonias de vacaciones para niños, clubes de barrio, etcétera. Esta 
inversión estatal tuvo como correlato la generación de nuevas fuentes de trabajo no solo en las 
obras impulsadas por el Estado sino en todas las industrias afines a la construcción que se 
convertirían en proveedoras de éste. Así se logró alcanzar el pleno empleo, el cual a su vez traccionó 
los salarios al alza y esto impactó directamente en el aumento y expansión del consumo. De este 
modo, los trabajadores motorizaron el mercado interno consumiendo productos fabricados por 
empresas privadas argentinas, con el Estado empresario como telón de fondo que manejaba ahora la 
llave de las principales empresas energéticas, de transporte y los puertos. Se plasmó, así, la fórmula 
que fuera propuesta por Keynes: 


1 
ds 1 _— T mercado z en 
1 Gasto público = CONSUMÓ = iHtéerno = producción 
industrial 


(o aumento de la demanda agregada, 
fundamentalmente en la construcción) 


Esta política económica de aumento del gasto público se complementó con la continuación de la 
política social a través de la celebración de los convenios colectivos de trabajo en forma anual. Estos 
aumentos salariales, durante los años peronistas, sumados a otras medidas tales como el 
congelamiento de los alquileres, la fijación de salarios mínimos, el establecimiento de precios 
máximos a artículos de consumo popular significaron para la clase trabajadora el incremento del 
salario real de manera significativa (es decir, creció su poder adquisitivo). Asimismo, fueron 
convertidas en leyes el derecho a las vacaciones pagas, el sistema jubilatorio (inicialmente para 
asalariados industriales y del comercio), el aguinaldo y las indemnizaciones por despido y 
accidentes de trabajo. (13) 

Estas políticas son un claro ejemplo de redistribución de la riqueza o justicia social: “entre 1945 
y 1948 las ventas de cocinas aumentaron un 106%, las de heladeras un 218%, las de indumentaria 
para “señoras y niños” provistas por grandes tiendas minoristas un 125%, las de indumentaria para 
hombre un 100%, las de calzado un 133%, las de discos fonográficos algo más de 200% (...) el 
acceso masivo a los aparatos de radios. El medio de comunicación de última generación llegaba a 
todos los hogares. Durante los primeros tres años del gobierno peronista, su venta creció un 600%” 
(Gerchunoff y Antúnez, 2002: 146). 

Complementariamente, se llevaron adelante otras políticas redistributivas propias de un Estado 
de Bienestar: planes y créditos para la vivienda, mejoras en la oferta de salud pública, programas de 
turismo social, construcción de escuelas y colegios y la organización del sistema de seguridad social. 

Estas medidas (aumento del gasto público y aumento salarial) aseguraron un crecimiento 
sostenido de la industria que todavía por esos años era de tipo liviana. Además, el Estado garantizó 
el acceso a créditos baratos a los industriales con el objetivo de facilitarles el acceso a la compra de 
maquinaria e insumos industriales importados (necesarios para garantizar el crecimiento industrial). 

Por lo tanto, un sector importante del empresariado industrial pronto apoyó las políticas de 
Perón y ello facilitó la denominada “alianza policlasista”: a diferencia de la alianza de clases que 
posibilitó la industrialización durante los años treinta -una alianza “horizontal” entre clases 
propietarias-, (14) el peronismo inaugura una alianza “vertical”, que incluye distintas clases y 
fracciones de clase: trabajadores asalariados, pequeña y mediana burguesía que produce para el 
mercado interno, (15) las FF.AA., especialmente un sector nacionalista y, en un primer momento, la 
Iglesia. 

La nacionalización y estatización de las empresas extranjeras junto con la promoción de la 
industria liviana eran consideradas, además, elementos claves para alcanzar la independencia 
económica. La necesidad de garantizar el autoabastecimiento de bienes y servicios tenía varios 
fundamentos: por un lado, la experiencia de dos guerras mundiales había enseñado acerca de las 
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consecuencias que apareja los conflictos bélicos que atañen a los países industriales, puesto que 
generan una situación de desabastecimiento a nuestro país; por el otro, ese mismo 
desabastecimiento generaba inflación de difícil control; y, finalmente, se percibía que los dos 
grandes ganadores de la Segunda Guerra, EE.UU. y la Unión Soviética, empezaban una etapa de 
tensión y conflicto que podría desembocar en una nueva gran guerra (esto marcó el inicio de la 
Guerra Fría). La nacionalización del FF.CC. fue estratégica para poder garantizar esa independencia 
económica, además del control de los precios internos. 

Este modelo económico, sin embargo, requería de divisas para poder garantizar las compras al 
exterior. La principal fuente de divisas de la Argentina provenía de la exportación de materias 
primas. Por aquellos años, el comercio mundial se había reactivado tras la finalización de la 
Segunda Guerra. Ello significó el aumento de las exportaciones argentinas y de los precios de los 
alimentos en el mercado internacional. A esto se sumó la estatización del Banco Central, entidad a 
cargo de controlar y custodiar el ingreso y egreso de divisas, de emitir dinero y de definir la 
cantidad de dinero disponible para préstamos, con qué destino y a qué tasa de interés, (16) lo que 
facilitó que el Estado pudiera regular las reservas, e implementar una política proteccionista que 
permitiera privilegiar las compras necesarias para el desarrollo económico. Gracias al buen 
escenario internacional para las exportaciones argentinas, la estatización del Banco Central y la 
regulación de reservas fue posible que se cancelara el total de la deuda externa. 

Sin embargo, a medida que avanzaban estas políticas sumadas a otras que significaban la 
aplicación de impuestos directos e indirectos que recaían con mayor peso sobre los estratos de 
mayores ingresos, (17) el sector exportador (es decir, la llamada oligarquía) dejó de “liquidar 
divisas”. La liquidación de divisas consiste en traer al país las divisas obtenidas por las 
exportaciones y convertirlas a pesos. La conversión se hace con la intervención del Banco Central 
quien emite pesos para comprar los dólares. De este modo, el Estado obtiene los dólares que luego 
les venderá a los empresarios industriales para que puedan importar lo necesario (maquinaria, 
insumos) para expandir la industria. Frente al freno de la liquidación de divisas, Perón utilizará una 
herramienta: el IAPI (Instituto de Promoción del Intercambio). Los productores de lino, trigo y maíz 
ya no podrían exportar sus productos a través de los tradicionales monopolios exportadores: tenían 
la obligación de vendérselos al IPAI (institución estatal) quien les pagaba en pesos y a un precio 
menor del que hubieran obtenido si vendían en forma directa al mercado mundial. (18) Luego, este 
organismo exportaba dichos productos obteniendo las divisas en forma directa. 

Consecuentemente, de la mano del IAPI se produce un parcial monopolio estatal del comercio 
exterior. Es importante resaltar el concepto de “parcial” dado que otros productos de exportación 
(como por ejemplo la carne) quedaron excluidos de esta política. 

La creación del IAPI empeoró y tensionó aún más las relaciones entre Perón y la gran burguesía 
agraria, encabezada por la Sociedad Rural Argentina. Para este sector, el Estado dejaba de 
favorecerlos como antaño y ahora los perjudicaba. Sin embargo, Perón no trató de modificar la 
distribución de la propiedad del sector rural, sino que su política se basó en transferir ingresos de la 
actividad agraria a la producción industrial. 

En el plano internacional, desde 1947 se comenzó a implementar el Plan Marshall, el cual 
consistía en una política estadounidense de apoyo para la reconstrucción de Europa. Dicho plan 
consistía en proveer a los países, fundamentalmente exaliados, de alimentos y créditos. En cuanto a 
los alimentos, los mismos debían ser donados por los países que se sumaran al plan. Perón se negó a 
esto y quedó fuera del Plan. Las consecuencias fueron que los precios de los alimentos a nivel 
mundial bajaron, perjudicando la obtención de divisas que Argentina necesitaba para seguir 
expandiendo la industria y sostener el pleno empleo. 

A fines de 1948 se conformó una Convención Constituyente con el objetivo de modificar el texto 
de la Constitución Nacional, hecho que finalmente ocurrió en 1949. La nueva Carta Magna dio 
rango constitucional a los derechos del trabajador, la familia, la ancianidad y a la educación, el libre 
usufructo de la propiedad privada tenía como límite la “función social” (es decir, el capital debía 
estar al servicio del bienestar social lo cual establecía una nueva concepción de la propiedad 
privada); en el artículo 40 se determinó que las fuentes naturales de energía (minerales, caídas de 
agua, yacimientos petroleros, de carbón y gas, etcétera) eran propiedad “imprescriptible e 
inalienable” del Estado y que los servicios públicos “pertenecen originalmente al Estado y no 
pueden ser enajenados ni concedidos para su explotación”. Además, otorgaba el derecho a la 
reelección presidencial. 

La Constitución de 1949 es conocida como la Constitución Social, pues hace hincapié en los 
derechos sociales que priorizan la igualdad, a diferencia de la Constitución de 1853 que refuerza los 
derechos individuales vinculados a libertad, por lo que se la conoce con la Constitución Liberal. 

Ese mismo año se impulsó la denominada “Tercera Posición” en materia de política exterior. A 
través de ella se intentó practicar una política más autónoma respecto de los bloques que dividían al 
mundo en el contexto de la Guerra Fría. Así, frente a la defensa del capitalismo por parte de EE.UU. 
y la defensa del comunismo por parte de la URSS, Perón sostenía “La Tercera Posición”. 


La tercera posición doctrinaria 
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Para nosotros los justicialistas el mundo se divide hoy en capitalistas y comunistas en pugna: nosotros 
no somos ni lo uno, ni lo otro. Pretendemos ideológicamente estar fuera de ese conflicto de intereses 
mundiales. Ello no implica de manera alguna que seamos en el campo internacional, prescindentes del 
problema. 

Pensamos que tanto el capitalismo como el comunismo son sistemas ya superados por el tiempo. 
Consideramos al capitalismo como la explotación del hombre por el capital y al comunismo como la 
explotación del individuo por el Estado. Ambos “insectifican” a la persona mediante sistemas distintos. 
Creemos más; pensamos que los abusos del capitalismo son la causa y el comunismo el efecto. (...) 

En lo económico abandonamos los viejos moldes de la “economía política” y los reemplazamos por la 
“economía social” donde el capital está al servicio de la economía y ésta al del bienestar social. En lo 
social el justicialismo se basa en la justicia social a base de dar a cada individuo la posibilidad de 
afirmar su derecho en función social. Se capitaliza al Pueblo y se da a cada uno la posibilidad de 
realizar su destino, de acuerdo a sus calidades y cualidades, dentro de una comunidad que realiza a sí 
mismo por la acción de todos. En lo político buscamos congruentemente, el equilibrio entre el derecho 
del individuo y el de la comunidad. 


Fragmento de La Fuerza es el derecho de las bestias. 


Hasta que proclamamos nuestra doctrina, frente a nosotros se levantaba triunfante el individualismo 
capitalista y el colectivismo comunista alargando la sombra de sus alas imperiales por todos los 
caminos de la humanidad. Ninguno de ellos había realizado ni podía realizar la felicidad del hombre. 
Por un lado, el individualismo capitalista sometía a los hombres, a los pueblos y a las naciones a la 
voluntad omnipotente, fría y egoísta del dinero. Por el otro lado el colectivismo, detrás de una cortina 
de silencio, sometía a los hombres, a los pueblos y a las naciones al poder aplastante y totalitario del 
Estado (...). 

El dilema que se nos presentaba era terminante y al parecer definitivo: o seguíamos bajo la sombra del 
individualismo occidental o avanzábamos por el nuevo camino colectivista. Pero ninguna de las dos 
soluciones había de llevarnos a la conquista de la felicidad que nuestro pueblo merecía. Por eso 
decidimos crear las nuevas bases de una tercera posición que nos permitiese ofrecer a nuestro pueblo 
otro camino que no lo condujese a la explotación y a la miseria. (...) Así nació el Justicialismo bajo la 
suprema aspiración de un alto ideal. El Justicialismo creado por nosotros y para nuestros hijos, como 
una tercera posición ideológica tendiente a liberarnos del capitalismo sin caer en las garras opresoras 
del colectivismo. 


Discurso de Juan Domingo Perón a la Asamblea Legislativa el 1? de mayo de 1952 donde expone la 
tesis de la “Tercera Posición” 


Por su parte, la Iglesia, disfrutaba la restitución de su vieja injerencia en la educación pública: 
en el gobierno de Ramírez se había reinstitucionalizado la enseñanza de la fe católica en las 
escuelas públicas, política que mantuvieron Farrell y luego Perón. 


2.2. Evita (19) 


Los años peronistas o la experiencia del Estado de Bienestar en la Argentina, es indisoluble de 
la figura de Eva Duarte, Evita. Durante la primera presidencia de su esposo, Eva creó la Fundación 
Eva Perón, una institución privada que tuvo un rol central en la redistribución de la riqueza y la que 
se ocupaba de los sectores más excluidos, es decir del subproletariado urbano y los sectores 
populares de las provincias menos desarrolladas, para los cuales el impacto de las reformas 
laborales tenía una significación muy limitada (Torre, 2004). La Fundación “construyó hogares de 
tránsito para los indigentes y los ancianos, distribuyó subsidios monetarios, edificó veintiún 
hospitales policlínicos y diecinueve hogares-escuela en regiones abandonadas, repartió ropa, 
muebles, cocinas, máquinas de coser, proporcionó equipos a quienes querían instalar talleres 
independientes y útiles escolares a los chicos más necesitados” (Gerchunoff y Antúnez, 2002: 157). 
Todos estos gastos de la Fundación se financiaban con aportes del Estado, donaciones de los 
trabajadores (a través de la CGT) y con aportes que eran prácticamente obligatorios impuestos a las 
empresas. 

Asimismo, Eva promovió la aprobación de una ley que le otorgaba el derecho a la herencia a los 
hijos considerados “ilegítimos” y construyó muchos hogares para niños en los cuales no había 
uniforme, sus ropas y juguetes eran de excelente calidad (motivo por el cual, fue fuertemente 
criticada durante el período posperonista) y debían asistir a las escuelas del barrio con guardapolvo 
blanco como cualquier otro niño en la Argentina. Promovió la celebración anual de Campeonatos 
Infantiles y Juveniles que no solo fomentaba el deporte y la competición a nivel nacional para todos 
los niños y niñas de todos los sectores, sino que incluía la revisación médica de todos los 
participantes permitiendo hacer detección temprana de enfermedades. Todos los gastos eran 
cubiertos por La Fundación. 
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Por otro lado, Eva tuvo un rol fundamental en ampliar los derechos de las mujeres. No solo 
trabajó para que se aprobara la Ley 13.010 del voto femenino en 1947, (20) sino que además 
promovió que las mujeres se pudieran postular como candidatas a diputadas y senadoras. Por otra 
parte, alentó la constitución de la rama femenina dentro del Partido Peronista, favoreciendo así la 
esfera de participación política de las mujeres. (21) La Fundación, a su vez, construyó hogares de 
tránsito para mujeres desocupadas, el Hogar de Empleadas (pensado como una residencia para las 
mujeres trabajadoras) y fundó la Escuela de Enfermeras, para citar las políticas más significativas 
entre muchas otras. 

Por último, no puede dejar de mencionarse que Eva se convirtió en la intermediaria entre la 
CGT y Perón durante la primera presidencia, por lo que, de ese contacto con el movimiento obrero 
de primera mano, surgió la promoción de la figura de Eva como la candidata a vicepresidente para 
las elecciones de 1951. 

La Iglesia y los militares se opusieron, por motivos similares. Los argumentos se fundaban en 
los valores de una sociedad que todavía no se había transformado. Su condición de mujer, de origen 
pobre, producto de una relación extramatrimonial y muchas veces acusada de “prostituta” 
(fundamentalmente por sus pasos en el mundo de la actuación cuando era muy joven), hacían que la 
figura de Eva como vicepresidenta resultara inaceptable para este sector y así se lo hicieron saber a 
Perón. 

Finalmente, Eva renunció a su candidatura por pedido de Perón y porque se encontraba 
enferma de cáncer. La abanderada de los humildes murió unos pocos meses después del inicio del 
segundo mandato de su esposo. 


3. La segunda presidencia de Perón (1952-1955) 


Perón logró obtener la victoria en las elecciones de 1951. Esta elección fue la primera a nivel 
nacional en que participaron las mujeres, siendo en gran medida las “responsables” del triunfo de 
Perón ya que “el voto peronista femenino superó en todos los distritos al voto peronista masculino” 
(Torre, 2002: 54). El nuevo mandato se inició el 4 de junio de 1952, pero sin su vicepresidente, 
Hortensio Quijano, ya que había fallecido un mes antes del acto de asunción. 

El inicio del nuevo mandato se encontró fuertemente marcado por una crisis económica que 
tuvo su origen en las sequías que afectaron la producción agropecuaria en los años 1951 y 1952. Por 
este motivo, durante dos años el IAPI no logró obtener las divisas necesarias para continuar 
expandiendo la sustitución liviana de importaciones. Esta situación trajo como consecuencia 
inflación puesto que la industria no lograba producir lo necesario para satisfacer la demanda 
existente en materia -fundamentalmente- de energía y bienes. A su vez, los distintos países que 
habían participado de la Segunda Guerra, ya habían logrado recuperarse económicamente (en gran 
medida gracias al Plan Marshall del que la Argentina había sido excluida), por lo que desde 1948- 
1949 esos campos también comenzaron a producir materia prima traccionando el precio de las 
mismas a la baja (por la mayor oferta en el mercado mundial de granos) y, por lo tanto, los términos 
de intercambio empeoraron. (22) Esto generó un estancamiento del crecimiento económico, un 
síntoma del denominado “stop €: go” que se repetirá a lo largo de los años de industrialización 
argentina posteriores al peronismo. 

En ese marco, se lanza el Segundo Plan Quinquenal, cuyo principal objetivo será poder dar una 
solución definitiva a la falta de divisas (estrangulamiento o restricción externos). Para ello se 
impulsaron una serie de medidas tendientes a: 


e aumentar las exportaciones de productos agropecuarios: para superar el déficit comercial y 
el déficit de la balanza de pagos, era necesario aumentar las ventas al exterior para obtener 
las divisas. El desarrollo industrial argentino no había alcanzado el nivel necesario para 
insertarse en el comercio mundial con productos de exportación, puesto que había tal 
diversificación que no lograba tener la escala necesaria y al mismo tiempo los costos de 
producción resultaban altos justamente por esa diversificación. Por ello, el Estado, a través 
del IAPI comienza a brindar fuertes incentivos al agro para que, una vez pasada la sequía, 
aumentara la producción de los campos y así la exportación. El IAPI comenzó a pagar precios 
más altos por los productos que compraba que los que se hubieran obtenido en el mercado 
internacional si se comerciaba en forma directa. A su vez, se otorgaron créditos a tasas 
subsidiadas y se priorizó la importación de maquinaria para incrementar la producción 
agrícola vía tecnificación de los campos para que aumentaran su rendimiento y, por lo tanto, 
volumen de producción. 

e achicar el consumo: según Perón, había llegado “la hora de la austeridad”. Era necesario que 
la clase trabajadora consumiera menos (disminución de la demanda), pues de ese modo no 
generaría el aumento de los precios (inflación) por falta de bienes suficientes para ser 
consumidos. Por lo tanto, desde el año 1952 en adelante, los convenios colectivos pasarían a 
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celebrarse cada dos años, retrasando así los aumentos salariales. Cabe aclarar, que por igual 
período quedaron congelados los precios de todos los productos y las tarifas públicas. 


“Para que cada argentino sepa lo que debe hacer” 
Perón anuncia el Plan Económico en 1952 y los Precios De La Cosecha 
Economía familiar 


“Consumir menos: 

La regla debe ser ahorrar; no derrochar. 

Economizar en las compras, adquirir lo necesario, consumir lo imprescindible. 

No derrochar alimentos que llenan los cajones de basura. 

No abusar en la compra de vestuario. 

Efectuar las compras donde los precios son menores, como cooperativas, mutuales y 
proveedurías gremiales o sociales (...). 

Evitar gastos superfluos, aún cuando fueran a plazos. 

Limitar la concurrencia al hipódromo, los cabarets y salas de juego a lo que permitan los 
medios, después de haber satisfecho las necesidades esenciales” 


Juan Domingo Perón 


Perón anuncia el Plan Económico de 1952 y los precios de la cosecha, Subsecretaría de 
Informaciones de la Presidencia de la Nación, Buenos Aires, 18 de febrero de 1952: 26-27. 

e reducir importaciones: disminuido el consumo, se achicaría la presión sobre las industrias 
para que aumentaran su producción vía importación de maquinaria e insumos. 

e aumentar la productividad: esto significaba, fundamentalmente, producir más en el mismo 
tiempo y en las mismas condiciones (o en todo caso, si es necesario cambiar estas). Este tipo 
de políticas generó retrocesos para la clase trabajadora en materia salarial (aumenta la 
plusvalía) y de derechos laborales adquiridos provocando cierta tensión entre Perón y la CGT. 

e desarrollo de la industria pesada (ISI pesada): comenzaría una nueva fase de la sustitución 
de importaciones que consistiría en producir maquinarias e insumos industriales (sobre todo 
combustibles, material de transporte, bienes de capital y siderurgia) en la Argentina. Para 
ello era fundamental la inversión en ciencia y tecnología, así como también se requerían 
grandes inversiones en áreas estratégicas. 

e disminución del gasto público e incentivo a la inversión privada y de capital extranjero: ya 
desde 1949 el gasto público venía descendiendo como consecuencia del decrecimiento 
económico (recesión) provocado por los factores externos adversos (Plan Marshall y 
reactivación de la producción de otros países con productos que competían con los 
argentinos). Consecuentemente, el Estado no contaba con los fondos suficientes para 
impulsar el desarrollo de la industria pesada. Por lo tanto, el gobierno intentó que el ahorro 
de los trabajadores (el dinero que antes se destinaba al consumo), ahora sea ahorrado y 
guardado (depositado) en los bancos (23) para que éstos puedan otorgar créditos. Así, El 
Estado dejaba de ser el principal “fondeador” de dinero para créditos ya que el ahorro de la 
clase trabajadora (depósitos) se transformaría en inversión privada (los empresarios 
tomarían créditos bancarios para invertir en el desarrollo) y, en paralelo, se atraerían 
inversionistas extranjeros para fomentar el desarrollo de la industria pesada. 


Los primeros cuatro puntos antes señalados, pudieron implementarse rápidamente y tuvieron 
un éxito importante en materia de reducción de la inflación, crecimiento económico y aumento de 
las divisas manteniendo los niveles de empleo. Sin embargo, el desarrollo de la industria pesada era 
un proyecto a mediano/largo plazo que requería de nuevas alianzas, fundamentalmente con el 
capital extranjero. 

En ese sentido, Perón quiso celebrar un contrato con la empresa estadounidense Standard Oil 
para explorar y explotar yacimientos de petróleo en el sur del país. El argumento era que la 
demanda de combustible había llegado a tal punto que la empresa estatal YPF no contaba con el 
capital suficiente para hacer las inversiones necesarias. Este contrato fue enviado al Congreso para 
su ratificación (a través de la sanción de una ley) puesto que chocaba con el texto de la nueva 
Constitución en cuanto a la propiedad estatal de los recursos naturales. El contrato no prosperó 
dado que el Congreso Argentino postergó su tratamiento indefinidamente, en atención a la 
oposición encabezada por Arturo Frondizi del radicalismo y del propio bloque oficialista que no 
estaba entusiasmado con el acuerdo. 

En el plano político, se agudizaron las viejas tensiones entre Perón y sus opositores (radicalismo, 
clase media, partido socialista, partido comunista, los conservadores) e incluso hubo persecución a 
opositores, censura, control de los medios de comunicación de la época. La oposición se fue 
ampliando con la incorporación de otros actores estratégicos: primero la Iglesia y luego las FF.AA. 

La Iglesia, como institución, fue separándose del gobierno hasta adquirir directamente un rol de 
confrontación. La figura de Eva (aún tras su muerte) tuvo mucho que ver en eso. Durante el segundo 
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mandato se produjo lo que algunos autores llaman la “peronización de la educación”, puesto que en 
las escuelas comenzó a utilizarse como material obligatorio de lectura el libro autobiográfico La 
razón de mi vida, de Evita. A su vez, en los sectores humildes comenzaron a registrarse lo que 
algunos calificaban como prácticas cuasi-religiosas en torno a las imágenes de Eva: estampitas con 
su cara a la cual le rendían homenaje, a modo de liturgia religiosa, como si fuera una “santa” o la 
mismísima Virgen María. Por otro lado, continuaba profundizándose el desplazamiento de la Iglesia 
de los ámbitos tradicionales de su actividad pastoral entre niños, jóvenes y mujeres (tarea que había 
iniciado Eva), argumentando que había que rescatar el mensaje de Cristo del olvido al que lo 
confinara el clero (Torre, 2004). Se fue gestando así un “cristianismo peronista” independizado de la 
Iglesia. 

A comienzos de 1953, es denunciado por corrupción Juan Duarte (hermano de Eva y secretario 
privado de Perón). Después que el gobierno ordenara una investigación, Duarte fue encontrado 
muerto. La CGT organiza una manifestación que tuvo lugar el 15 de abril para apoyar a Perón, quién 
era acusado de estar involucrado en los dos hechos por algunos sectores. En ese acto público, 
estallan dos bombas que dejan siete muertos y más de un centenar de heridos. La reacción de los 
manifestantes fue, esa misma noche, incendiar y destruir las sedes del Partido Socialista, Partido 
Demócrata, la UCR y el Jockey Club (lugar de congregación de la oligarquía). El gobierno, por su 
parte, detiene dirigentes opositores a quienes mantendrá presos hasta fin de ese año. 

Sectores católicos laicos junto con algunos sacerdotes, decidieron avanzar en la fundación del 
Partido Demócrata Cristiano, tratando de canalizar así a una oposición que no lograba articularse 
sobre la estructura de los viejos partidos. Ante esta iniciativa, Perón eliminó la enseñanza religiosa 
de las escuelas, eliminó subsidios a la enseñanza privada católica, se aprobó la ley del divorcio, se 
prohibieron las procesiones religiosas y se autorizó la reapertura de los prostíbulos. Frente a ello, 
las iglesias se convirtieron en espacios de debate y organización del frente opositor. 

El 8 de junio de 1955, desafiando la prohibición, se llevó adelante la procesión del Corpus 
Christi que encubrió, tras el manto de una ceremonia religiosa, una marcha opositora en la cual 
confluyeron católicos, radicales, socialistas y comunistas al grito de “¡Viva Cristo Rey!”. 

El 16 de junio del mismo año, la aviación naval bombardeó la Casa Rosada y la Plaza de Mayo 
con el objetivo de asesinar a Perón. La disputa entre Perón y la Iglesia había calado al interior de las 
FEAA. 

Los aviones atacantes llevaban en sus colas una “V” y una cruz en el medio con la frase “Cristo 
Vence”. Las más de treinta bombas lanzadas dejaron más de trescientos cincuenta muertos y más de 
seiscientos heridos. (24) Perón salió ileso del ataque. Frente a estos acontecimientos, sectores 
peronistas -esa misma noche- saquearon y quemaron iglesias. La CGT, por su parte, distribuyó 
armas entre los obreros. 

En ese escenario, Perón llama a la pacificación: por un lado, convoca los sectores opositores al 
diálogo, por el otro les da un mensaje a sus seguidores: 


“Para lograr nuestros tres grandes objetivos, la independencia económica, la reforma constitucional y 
la reforma cultural hemos debido recurrir en muchas circunstancias a ciertas restricciones que 
nosotros no negamos. 

(...) limitamos las libertades en cuanto fue indispensable limitarlas para la realización de nuestros 
objetivos. 

(...) Por eso, terminado ese periodo en que hemos afirmados nuestros objetivos fundamentales en la 
acción social, (...) La revolución peronista ha finalizado, comienza ahora una nueva etapa que es de 
carácter constitucional, sin revoluciones, porque el estado permanente de un país no puede ser la 
revolución. Yo dejo de ser el jefe de una revolución para ser el presidente de todos los argentinos, 
amigos o adversarios” 


Palabras de Perón frente a legisladores peronistas de ambas cámaras, 15 de junio de 1955. 


La propuesta de pacificación no fue exitosa. La oposición entendió que era una muestra de 
debilidad por lo que redobló sus esfuerzos. El 31 de agosto de 1955, en una carta a la CGT y el 
Partido Peronista, Perón comunicó su decisión de abandonar el gobierno para garantizar la 
pacificación. La CGT organizó un nuevo y gran acto de apoyo, en el cual Perón comunicó a los 
presentes que retiraba la renuncia y pronunció el discurso más violento de su vida política ante una 
multitud exaltada que reclamaba venganza por las víctimas de los bombardeos a Plaza de Mayo: “A 
la violencia le hemos de responder con una violencia mayor; cuando uno de los nuestros caiga, 
caerán cinco de ellos. Hoy comienza para toda una vigilia en armas”. 

Esta frase impactó más entre los militares -indecisos en apoyar el golpe en marcha- que entre 
los peronistas: el 16 de septiembre de 1955 se produjo el golpe de Estado. El General Lonardi tomó 
el poder y se convirtió en el nuevo presidente de facto. Perón comenzó así un exilio que duró 
diecisiete años. 
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4. Conclusión 


Los años que van desde 1944 a principios de 1946, significaron una ampliación de la ciudadanía 
que alcanzó -por primera vez- a la clase obrera argentina. 

En la esfera de la redistribución de la riqueza, durante el gobierno de Farrell y gracias al 
liderazgo que tenía Perón dentro del GOU, se produjo un ascenso e inclusión económica y social de 
los trabajadores: mejores salarios, mejores condiciones laborales, acceso a bienes y servicios que 
mejoraron la calidad y condiciones de vida y valorización del trabajador como actor social clave de 
la sociedad argentina: “se otorgó una dignidad hasta entonces desconocida a los valores y prácticas 
del mundo del trabajo” (Torre, 2004: 49). Estas políticas implicaron la intervención del Estado en la 
esfera económica, característica propia de un Estado que además de Keynesiano, democratizó el 
Bienestar imponiendo la justicia social. 

Hacia 1950, de la riqueza total que generó el país en esos años (es decir, el PBD),, la 
remuneración del trabajo fue el 46,6% y la remuneración al capital 53,4%, llegando, según Mónica 
Peralta Ramos (1978), en 1954 al momento de menor tasa de explotación de los trabajadores. 

El peronismo, con Eva Duarte jugando un papel central, logró que el ejercicio de los derechos 
ciudadanos alcanzara a todos los sectores sociales: hombres y mujeres; oligarquía, burguesía y clase 
trabajadora. 

A su vez, las elecciones de 1946 marcaron el inicio de la inclusión política: por primera vez el 
movimiento obrero tenía un líder al que querían apoyar: el voto podía transformarles la vida. 

La primera presidencia de Perón fue sin duda la etapa de la expansión de la industria liviana: 
“(...) el número de plantas fabriles pasó de 86.440 en 1946 a 181.000 en 1954” (Milanesio, 2014: 
26). Se constituyó así una “burguesía industrial peronista” que incluía a fabricantes de heladeras, 
cocinas, autopartes y prendas de vestir. Estos industriales se nuclearon en la Confederación General 
Económica (CGE) que aglutinaba mayormente a los industriales “del interior” o “bolicheros” como 
peyorativamente los llamaban las elites industriales y comerciales de Buenos Aires (Milanesio, 
2014). 

Según Aldo Ferrer, hacia fines de la década del cuarenta, la totalidad de la sustitución de 
importaciones de bienes de consumo y de productos intermedios y bienes de capital sencillos ya 
había sucedido. Sin embargo, dado que la política económica privilegió la importación de insumos 
sobre la de bienes de capital, la modernización de las plantas industriales se convirtió en un 
problema. 

El peronismo fue una alternativa para el capitalismo argentino, promoviendo el desarrollo 
económico basado en la integración social y política de la clase trabajadora (James, 2005), sobre la 
base de un avance de la industrialización y de la tecnificación y sofisticación del aparato productivo 
(rural e industrial). 

El movimiento fundado por Perón ha sido uno de los más cuestionados -o reivindicados- en 
nuestra historia. Para Alejandro Grimson (2019), fueron tres las matrices intelectuales que han 
realizado juicios negativos sobre el peronismo: 


1. La perspectiva clasista o racista, que organizó -organiza- sus argumentos desde el desprecio 
por los sectores populares. 

2. La matriz liberal, cuyas críticas parten de los “déficits democráticos o republicanos” del 
peronismo (censura, limitación a la libertad de expresión, falta de transparencia, división de 
poderes, estilo autoritario). En este punto, el autor se pregunta si a mediados del siglo XX 
estaban generalizadas esas exigencias democráticas que se expandieron décadas después, ya 
que teniendo en cuenta que el peronismo estuvo proscripto durante dieciocho años, o bien 
nadie pudo encarnar los valores liberales, o bien eran inaplicables en la Argentina de aquel 
momento. Por lo tanto, en todo caso, dichos “déficits democráticos” pondrían en evidencia un 
déficit de la sociedad argentina (y de la mayoría de las sociedades de la misma época). 

3. Las críticas de la “izquierda” se relacionan con la ausencia de transformaciones estructurales 
promovidas por el primer peronismo, con la falta de autonomía de la clase obrera y con la 
negativa a impulsar la movilización popular para frenar el golpe de Estado de 1955. El 
problema, para este autor, surge de comparar la sociedad realmente existente con una 
“ideal” que las izquierdas lograrían edificar, de llegar al poder. Sin embargo, ese “paraíso” no 
logró coronar en ninguna parte del planeta. ¿Había chances, de erigir una sociedad socialista 
a mediados del siglo XX? Claramente el socialismo no fue el modelo social que se impuso 
luego del golpe de 1955 (Grimson, 2019). 


El empeoramiento en las condiciones de vida y trabajo de las clases trabajadoras da cuenta de 
ello. 
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1. Estas diferencias quedan visibilizadas cuando se analiza la permanencia en el poder de los militares a cargo 
del Poder Ejecutivo Nacional: Arturo Rawson, solo estuvo en el poder dos días; Pedro Ramírez, ejerció la 
presidencia por nueve meses y Edelmiro Farrell estuvo a cargo del Poder Ejecutivo por casi dos años. 


2. La Armada argentina, por el contrario, se verá fuertemente inspirada en la Armada Británica (país que 
además carecía de un Ejército importante) con la cuál mantendrá vínculos fraternos e ideológicos. 


3. “El Ejército adoptó un modelo cultural singular en un país cuyos dirigentes civiles mantenían relaciones 
privilegiadas con Gran Bretaña en el terreno económico y social, y profesaban accesoriamente culto más 
desinteresado por Francia en artes y letras (...). Esto llevaría a la crisis entre el ejército germanófilo y la 
oligarquía anglófila. (...) el Ejército argentino se aisló del grupo dirigente” (Rouquié, 1981: 50). 


4. Aurelia Gabriela Tizón había fallecido de cáncer en 1938. 


5. El corporativismo es una doctrina económico-social que rechaza el modelo representativo de base 
individualista (liberalismo) y propone que la representación y participación de la sociedad debe darse a través 
de los grupos sociales. Dichos grupos deben conformarse de acuerdo a las profesiones u oficios que ejercen (es 
decir, las funciones económicas que cumplen dentro de la sociedad). El objetivo es que ningún grupo pueda 
dominar o ejercer su poderío económico y se pueda conciliar o mitigar con la representación misma. Esta 
concepción filosófica o ideológica no reconoce a la libertad como un valor fundamental, pero sí a la igualdad 
como problemática social central cuya atención disminuirá la aparición de conflictos sociales. 


6. Al otorgar el monopolio de la representación al sindicato mayoritario -bloqueando las aspiraciones de 
sindicatos rivales-, el Estado manifestaba su intención de lograr un movimiento sindical unido, fuerte, que 
evitara la atomización de los intereses obreros. El sindicalismo peronista vio parcialmente limitada su 
autonomía política. La tendencia hacia la burocratización y el pragmatismo fueron características importantes 
del sindicalismo peronista, pero no nacieron con él. En este sentido, la etapa que se abre a partir de 1943-1945 
debe ser vista más como continuidad que como ruptura de la etapa previa. Como déficit, se consolidó una 
concepción “paternalista” de la vida sindical que naturalizó las conquistas obreras haciendo que los 
trabajadores y sus dirigentes se “acostumbraran” a que el Estado accediera y garantizara sus demandas. 


7. Decía la Sociedad Rural Argentina respecto del Estatuto del Peón de Campo: “Este Estatuto no hará más que 
sembrar el germen del desorden social, al inculcar en la gente de limitada cultura aspiraciones irrealizables, y 
las que en muchos casos pretenden colocar al jornalero sobre el mismo patrón, en comodidades y 
remuneraciones... La vida rural ha sido y debe ser como la de un manantial tranquilo y sereno, equilibrado y de 
prosperidad inagotable”. 


8. La demagogia es un vocablo que caracteriza negativamente a líderes políticos. Se refiere a las acciones 
políticas que lleva una persona o un gobierno que buscan agradar a las mayorías y ganarse así el favor popular 
que permite conquistar (o permanecer en) el poder. 


9. El concepto “patas en la fuente” fue la expresión peyorativa que utilizó la oligarquía para referirse a esta 
escena, equiparando a los trabajadores con los animales: no tienen pies sino “patas”. 


10. Ver apartado 5.3. del Capítulo 13 de este libro. 


11. Argentina le había declarado la guerra a Alemania pocos meses antes de la finalización del conflicto de la 
Segunda Guerra Mundial. Ello le permitió al Estado confiscar los bienes de capitalistas alemanes en nuestro 
país. El organismo fue creado en 1947 y se mantuvo hasta el gobierno de Frondizi, quien concretó la 
privatización de las empresas. 
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12. Mar del Plata es una ciudad balnearia de la Provincia de Buenos Aires que dista a unos 400 km. 
aproximadamente de la Capital Federal de Argentina. Embalse, por su parte, es una ciudad de la Provincia de 
Córdoba, la cual constituye la tercera con más habitantes de este país. 


13. Durante el gobierno de Farrell, estas políticas se habían plasmado en decretos (por recomendación de 
Perón tras los hechos ocurridos el 17 de octubre de 1945). Ahora, estos derechos elevan su estatus jurídico 
convirtiéndose en leyes. 


14. Como fuera señalado en el Capítulo 4 de este libro, durante la década del treinta Argentina vivió un 
impulso del proceso de industrialización por sustitución de importaciones, controlado por los sectores 
conservadores que habían derrocado a Hipólito Yrigoyen. 


15. “En ese ambiente nacieron cientos de empresas nuevas y se consolidaron otras: Agostino Rocca fundó 
Techint en 1947; en ese mismo año Leicer Mades echó a andar FATE; Franco y Antonio Macri comenzaron a 
participar en el “Plan Eva Perón de Viviendas' a mediados de 1948; Torcuato Di Tella, cuyas primeras 
inversiones datan de principios de siglo, las multiplicó en los inicios del peronismo” (Gerchunoff y Antúnez, 
2002: 158). 


16. Durante el peronismo la consigna era “crédito abundante y barato”, con lo cual las tasas de interés no 
superaban el índice de inflación. 


17. A este tipo de impuestos donde los sectores más pudientes pagan más que los más pobres se los llama 
progresivos; por el contrario, cuando los impuestos son pagados por todas las personas por igual 
independientemente de su situación económica (por ejemplo, el IVA) se los denominan regresivos. 


18. Cabe recordar que por aquellos años el precio de los productos agropecuarios había subido enormemente 
en el mercado mundial, por lo que de ningún modo la oligarquía perdió dinero o dejó de obtener ganancias. 
Simplemente, no se pudo apropiar -por la intervención del Estado a través del IAPI- de mucha más ganancia, 
dado el escenario internacional tan favorable a sus productos. 


19. Por razones de redacción se mencionará a Eva Duarte como “Evita” puesto que es el nombre político con el 
cual se la identifica/identificaba y porque dicha mención hace la lectura más amena (nota de la autora). 


20. Eva Perón no fue ni la primera ni la única que luchó por la participación política de las mujeres en la vida 
ciudadana. La ley del voto femenino tuvo como antecedente más de cuarenta años de lucha que involucró a 
muchísimas mujeres, Julieta Lantieri, Alicia Moreau de Justo, Salvadora Medina Onrubia, entre otras que 
pertenecieron al movimiento de “las sufragistas”. 


21. El 26 de julio de 1949 Eva inauguró la primera Asamblea Nacional del Movimiento Peronista Femenino en 
el Teatro Cervantes. Allí explicó que el objetivo del movimiento femenino era extender y popularizar la doctrina 
justicialista cubriendo el país de centros de educación y cultura, naciendo así las Unidades Básicas. 


22. Los términos de intercambio se refieren al valor (o precio) de la materia prima en el mercado mundial en 
relación al valor (o precio) de los productos industrializados que se compraban al exterior para desarrollar la 
industria (insumos industriales y maquinaras). Cuando los términos de intercambio empeoran, quiere decir que 
se requiere exportar mayores volúmenes de materia prima para poder seguir importando la misma cantidad de 
bienes industriales. En el caso argentino, la situación era más dramática ya que se necesitaba aumentar las 
importaciones para garantizar la expansión de la industria. 


23. “Durante 1954, la Caja [Nacional de Ahorro Postal] anotó una cifra sin precedentes en sus libros: los 
depósitos alcanzaron al 22% de los depósitos totales del sistema financiero, cuando al comenzar el gobierno de 
Perón, en 1946, no llegaban al 10%” (Gerchunoff y Antúnez, 2002: 178). 


24. Ver apartado 5.4. del Capítulo 13. 
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Capítulo VI. 


1955-1966. Estado, actores sociales y sistema político 


Liliana Garulli 


Porque en el 55 empezó la debacle argentina... En realidad, no nos perdonaron que tuvimos un país en 
serio, que teníamos laburo, que ganábamos bien, que nos poníamos zapatos, que íbamos al cine del 
centro... [suspira] no nos perdonaron eso, era odio al pueblo [...] Alfredo Ferraresi, dirigente del gremio de 
Farmacia (Garulli et al., 2000: 202). 


Con el golpe de Estado que derroca a Juan Perón en septiembre de 1955 se inició para la 
sociedad argentina un período de profunda inestabilidad y violencia política en el que las FF.AA. 
desempeñaron el rol de “custodios” supraconstitucionales. Hasta el retorno del peronismo al 
gobierno, en 1973, la proscripción del movimiento fundado por Perón fue la constante que rigió el 
funcionamiento del sistema político argentino para eludir lo que se consideraba una “ley de hierro”: 
la victoria inexorable del peronismo en elecciones libres. En esta etapa se sucedieron, pendular y 
alternadamente, gobiernos civiles considerados “débiles”, con gobiernos militares “fuertes”, que 
venían a imponer el orden que los civiles eran “incapaces” de asegurar. Tanto en 1962 como en 
1966, las FF.AA., expresando intereses de las fracciones dominantes de la burguesía, interrumpieron 
las experiencias semidemocráticas de las dos variantes del radicalismo, la Unión Cívica Radical 
Intransigente y la Unión Cívica Radical del Pueblo, hasta que en 1966, con la llamada “Revolución 
Argentina”, los sectores liberales decidieron asumir directamente, sin mediaciones, el control del 
Estado. En todos estos años, entre el derrocamiento del peronismo en 1955 hasta su retorno al 
poder, las clases populares -especialmente las referenciadas en la CGT y las fracciones superiores 
de la burguesía nacional y transnacional se disputaron la orientación económica del país. La 
compleja dinámica del juego político estuvo caracterizada por la “ingobernabilidad” de las masas 
que, aliadas con las fracciones débiles de la burguesía local en la defensa del mercado interno, 
cuestionaron o impidieron el ejercicio de la dominación burguesa llevando, al decir de algunos 
analistas de la etapa, a una especie de “empate hegemónico”. 

Respecto de la matriz económica se mantuvo, ya sea en su forma concentradora o 
distribucionista, el modelo sustitutivo de importaciones hasta la consolidación de la orientación 
neoliberal impuesta por la dictadura cívico militar en 1976, con su consecuencia directa: la 
desindustrialización. En estas notas pondremos el foco en los actores sociales y políticos, sus 
organizaciones, sus objetivos y estrategias respecto de los factores de poder. 


1. Unas breves líneas para contextualizar esta etapa 


Terminada la Segunda Guerra Mundial el sistema capitalista ingresó en la que algunos autores 
denominan la “edad de oro”, caracterizada por una extraordinaria expansión y crecimiento 
económico. Aspectos sobresalientes de estas dos décadas de acumulación “fordista” fueron la 
expansión del empleo, del trabajo asalariado, del consumo masivo y el establecimiento de una forma 
de regulación política y social caracterizada por el alto grado de dirección económica. El 
reconocimiento de los sindicatos y la institucionalización política de la conciliación de clases se 
correspondieron con la expansión paulatina del Estado de Bienestar que implicó un importante 
mecanismo de integración de los asalariados en el marco de la confrontación con el “comunismo”. 

Las dos superpotencias vencedoras de la Segunda Guerra Mundial (los Estados Unidos y la 
Unión Soviética) se repartieron áreas de poder e influencia en el mundo. Formaron dos alianzas 
militares: la Organización del Tratado del Atlántico Norte, que nucleaba a las potencias occidentales 
piloteada por los EE.UU. y el Pacto de Varsovia, unión militar de los países socialistas regenteada 
por la URSS. A pocos años de finalizada la guerra, los dos bloques comenzaron a enfrentarse de 
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manera indirecta en diversos conflictos militares, como las guerras de Vietnam y Corea, en las que 
cada uno apoyaba a diferentes bandos sin entrar en una guerra directa. Este período de 
inestabilidad postbélica es lo que se dio en llamar “guerra fría” en el cual Estados Unidos y la Unión 
de Repúblicas Socialistas Soviéticas se temían recíprocamente. (Hobsbawm, 1996). En este marco, 
ocurrieron sucesos de gran significación, como la construcción del Muro de Berlín (1961-1989) la 
descolonización de Asia y África (destacándose en particular la Revolución Argelina en 1962); la 
guerra de Vietnam (1964-1975), la Revolución Cultural China con Mao Tse Tung (1966). 

En América Latina el hecho más importante fue, sin lugar a dudas, la Revolución Cubana (1959). 
Desde la Sierra Maestra, durante 1957 y 1958, un pequeño grupo de guerrilleros encabezados por 
Fidel Castro libraron decisivos combates contra el ejército del dictador Fulgencio Batista. Durante 
esos dos años fueron recibiendo apoyos de distintos sectores, especialmente campesinos y 
estudiantes universitarios. El 12 de enero de 1959, completamente aisladas las fuerzas 
gubernamentales, Batista huyó a los Estados Unidos. Este proceso revolucionario tuvo en sus inicios 
un carácter democrático liberal. En 1961 Fidel proclamó el carácter socialista de la revolución. Un 
mérito importante de la Revolución Cubana fue enseñar, precisamente, que la revolución era 
posible, “que los pueblos pueden hacerla, que en el mundo contemporáneo no hay fuerzas capaces 
de impedir el movimiento de liberación de los pueblos”, decía Fidel Castro en la Segunda 
Declaración de la Habana. Ese fue el mensaje interpretado por los hombres y mujeres preocupados 
por el destino miserable de sus pueblos y dispuestos a transformarlo. Se inició entonces, en América 
Latina, un período de organización de una oposición armada al sistema capitalista y a la hegemonía 
de Estados Unidos. “Cada país y cada partido dentro de su país, debe buscar las fórmulas de lucha 
que la experiencia histórica le aconseje, lo que sucede es que la Revolución Cubana es un hecho, y 
es un hecho de una magnitud continental”, expresaba el Ernesto “Che” en el discurso pronunciado 
el 18 de mayo de 1962 (Guevara, 1996: 73). 

Ernesto “Che” Guevara emergió como una de las figuras sobresalientes de este proceso, 
llegando a ser, luego de su trágica y temprana muerte, ejemplo de vida y símbolo de una ética 
revolucionaria. El Che consideraba que el “foco” guerrillero debía ser inicialmente pequeño, pero 
enfatizaba que la lucha guerrillera debía ser una lucha de masas y extenderse a toda Latinoamérica. 
Su idea de exportar la revolución lo condujo a pelear en el Cono Sur, renunciando a los puestos 
ministeriales que Fidel Castro le había asignado en Cuba. El 9 de octubre de 1967, un día después 
de ser capturado por el ejército boliviano, el Che Guevara fue asesinado en la localidad de La 
Higuera. 

En este contexto de guerra fría y de conflicto Este-Oeste fue gestándose la Doctrina de 
Seguridad Nacional (DSN) que llegará a ser el soporte ideológico de los sucesivos regímenes 
militares de América Latina encargados de hostigar, disciplinar y asesinar a miles de ciudadanos. La 
DSN supuso la subordinación de las fuerzas armadas latinoamericanas a la lógica y a las hipótesis 
de conflicto de las fuerzas armadas norteamericanas. La filosofía y los principios de esta doctrina 
serán analizados en el capítulo correspondiente a la dictadura cívico-militar en Argentina. 


2. 1955-1958: Revolución libertadora (1) 


El golpe que en septiembre de 1955 derrocó a Perón tuvo un antecedente inmediato: a mediados 
de junio de 1955 la aviación naval arrojó sobre la Plaza de Mayo 9,5 toneladas de bombas y 
metralla. Ese intento golpista fracasó. Sin embargo, el curso del golpe no se detuvo, coronando su 
éxito en las jornadas de septiembre. En 1955, como en 1945, volvió a hacerse evidente una marcada 
polarización social y política. Por un lado, la mayoría de los trabajadores y sus estructuras sindicales 
mantuvieron su adhesión a Perón, a pesar de la disconformidad de algunos sectores obreros a las 
políticas del segundo gobierno. Por el otro, se conformó nuevamente un abanico opositor en el que 
se alinearon la gran burguesía -industrial y agropecuaria- que si bien mantenía su fuente de poder, 
había visto recortada su rentabilidad por la política económica del peronismo; un sector de la 
pequeña y mediana burguesía industrial que, aunque beneficiado por el modelo industrialista 
necesitaba, a esas alturas, del concurso del capital extranjero que el Estado no le garantizaba; los 
monopolios exportadores, afectados por el IAPI; los partidos políticos que encarnaban la oposición 
(radicales, socialistas y comunistas); la prensa (amordazada por la censura); la universidad; la 
Iglesia y un sector de la clase media católica y las fuerzas armadas. Estas últimas (las FF.AA.), como 
institución, continuaron expresando en 1955 los intereses básicos del bloque dominante -como lo 
habían hecho en el 1930- y acordaron con él en la necesidad de reemplazar al gobierno peronista 
por otro que fuera funcional a la nueva fase de desarrollo capitalista. 

Los EE.UU. celebraron el recambio superestructural en la Argentina. Porque si bien el 
anticapitalismo del peronismo no pasó de ser “verbal” (Godio, 1985), la política exterior de nuestro 
país se encuadraba en la “Tercera Posición” y le impedía al país del norte conformar un sólido 
bloque anticomunista en América. Además, el veto de los propios diputados peronistas al contrato 
con la California Standard Oil revelaba que el peronismo no era confiable para facilitar la nueva 
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etapa del capitalismo conducida por las empresas transnacionales. También Inglaterra acordó con el 
desplazamiento de Perón, perjudicada por la nacionalización de los transportes y la banca y por el 
proceso de industrialización por sustitución de importaciones. 

Encabezados por el general Eduardo Lonardi, los sectores civiles y militares que el 16 de 
septiembre de 1955 derrocaron el segundo gobierno constitucional de Juan Perón (electo por más 
del 60% de los votos) impusieron una férrea dictadura autoproclamándose como la Revolución 
Libertadora. “Libertadora” porque “liberaba” a la sociedad argentina del “tirano”, y a la vez porque 
aludía al fin del proteccionismo estatal, imponía la “libertad de mercado” y recuperaba algunas 
libertades individuales que habían sido limitadas por el peronismo. 


Dije en Montevideo, y ahora repito, que el régimen de Perón era abominable, que la revolución que lo 
derribó fue un acto de justicia y que el gobierno de esa revolución merece la amistad y la gratitud de 
todos los argentinos. (...) Creo que el dictador encarnó el mal y que es un prejuicio romántico suponer 
que su causa no fue perversa, por la sola razón de que hoy es una causa perdida. (...) Creí en la 
revolución cuando esta no era otra cosa que una esperanza; sigo prestándole mi fe, ahora que es una 
realidad victoriosa (Borges, 1956). 


Logrado su objetivo -el desplazamiento de Perón-, la unidad del bloque antiperonista demostró 
ser transitoria. Comenzaron a perfilarse tendencias y agrupamientos con diagnósticos y propuestas 
diferentes respecto del modelo económico, del peronismo y de las masas. 

El general Lonardi (nacionalista católico) consideraba que, eliminada la figura de Perón del 
escenario político, los peronistas podían ser incorporados al nuevo proyecto de país pues, para él, 
parafraseando a Urquiza, no había “vencedores ni vencidos”. 

El 13 de noviembre de 1955, el presidente de facto fue reemplazado por el ala dura de la 
“Revolución Libertadora”, comandada por el general Pedro Eugenio Aramburu y el almirante Isaac 
Rojas. Lonardi acababa de prometer elecciones en todos los gremios. Esta decisión selló su suerte: 
la “revolución” no se había hecho para permitir elecciones que significarían la inexorable victoria de 
los partidarios del régimen depuesto. En palabras del contraalmirante Arturo Rial, la “revolución” se 
había hecho “para que el hijo del barrendero muera barrendero” (Garulli et al., 2000: 203). 

Porque el golpe de 1955 no solo produjo el derrocamiento de Perón, sino que se propuso 
desmantelar el modelo político prevaleciente durante los diez años anteriores (Cavarozzi, 1983). El 
modo de dominación peronista, basado en la relación directa entre líder y masas, había hecho de 
Perón el único depositario de la representación del pueblo; la Reforma Constitucional de 1949 había 
puesto el acento en los derechos sociales del trabajador; y la censura política a los partidos 
opositores junto con el debilitamiento de los canales parlamentarios y partidarios en la escena 
política hicieron que el régimen fuera concebido como una “dictadura totalitaria”. En adelante, la 
oposición levantó los estandartes de la “democracia” y la “libertad”, proponiéndose como objetivo 
manifiesto el restablecimiento del régimen parlamentario y el sistema de partidos. 

Sin embargo, el proclamado restablecimiento de los partidos -que excluía al justicialismo- fue 
un objetivo que se frustró recurrentemente: entre 1955 y 1958 el gobierno fue ocupado por dos 
administraciones militares; en 1962, los militares, con el apoyo de varios partidos y la aquiescencia 
del radicalismo del pueblo, derrocaron al presidente Frondizi, elegido constitucionalmente cuatro 
años antes; entre 1962-1963 se estableció un gobierno civil (el de José María Guido) que gobernó 
cumpliendo las órdenes e intereses de las FF.AA. Finalmente, dejando de lado el golpe de 1976 que 
excede los límites temporales de estas notas, en 1966 las fuerzas armadas volvieron a intervenir 
para derrocar al gobierno del presidente Arturo Illia. El golpismo era un componente del sistema 
político argentino que jaqueaba la estabilidad institucional. 

Con Perón en el exilio, en el escenario argentino se configuraron nuevos modos de hacer 
política, modos que ciertamente implicaron una profunda redefinición de los patrones de 
procesamientos de los conflictos y relaciones socioeconómicas. Entre los elementos más importantes 
de estos modos de hacer política, Marcelo Cavarozzi destaca el surgimiento de desfasajes entre el 
nivel de los intereses socioeconómicos y el de los bloques políticos; la formación de un movimiento 
obrero sindical peronista que se constituyó en un actor político autónomo y articuló 
progresivamente una estrategia defensiva y de oposición y el ingreso de los militares a la arena 
política, asumiendo un pretendido rol tutelar de los gobiernos: simularon convertirse en 
“guardianes” de los gobiernos constitucionales. Esto se agravaría, a partir de 1966, con una política 
estrictamente autoritaria. 

Según este autor, “el corolario de la exclusión del peronismo, tanto del plano electoral como del 
correspondiente a la acción política legal, fue particularmente complejo. En primer lugar, introdujo 
una profunda disyunción entre la sociedad y el funcionamiento de la política en Argentina, que 
resultó en la emergencia paulatina de un sistema político dual. En el mismo, los mecanismos 
parlamentarios coexistieron, de manera conflictiva y a veces antagónica, con modalidades extra- 
institucionales de hacer política” (Cavarozzi, 1983: 16). 

Como señalamos en la introducción, la dinámica del juego político que comenzó con el 
derrocamiento en 1955 estuvo regida por una “ley de hierro” (Acuña, 1993). Para sortear esa “ley” - 
que implicaba la victoria inexorable del peronismo en elecciones libres y sin proscripciones- el 
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peronismo fue proscripto durante dieciocho años. La respuesta del pueblo peronista fue la 
“resistencia”, primero espontánea y clandestina, luego organizada por los sindicatos. Los 
trabajadores resistieron -de múltiples formas- una política que pretendía eliminar los rasgos 
constitutivos de su identidad y restaurar las condiciones de la etapa preperonista. 

A través del decreto 4161/56, el ala dura de la “revolución libertadora” no solo proscribió 
políticamente al peronismo sino que detalló un conjunto de prohibiciones que apuntaban a eliminar 
los símbolos de pertenencia e identificación política característicos de la liturgia peronista (la 
prohibición de nombrar a Perón o a Eva Perón, la prohibición de cantar la Marcha peronista o de 
exhibir fotos del “tirano depuesto y su esposa”, entre otras estipulaciones). 

El objetivo fue “extirpar”, utilizando un sentido que sería característico del discurso autoritario 
de la última dictadura, las manifestaciones culturales de las masas excluidas. Para ello, la mera 
proscripción política se demostraba insuficiente. Un ejemplo: una de las estrategias de los 
trabajadores para sortear la proscripción y cuestionarla fue el voto en blanco, comenzando en las 
elecciones para la Asamblea Constituyente en 1957. Los proscriptos utilizaron los propios 
mecanismos del sistema electoral y, sin ser nombrados, pudieron reconocerse en los guarismos que 
los daban como ganadores invisibles de la contienda y los devolvían a la superficie desde las tapas 
de los principales matutinos. 


Compañero: la orden de Perón es votar en blanco. Se vota en blanco pegando el sobre en el cuarto 
oscuro, sin nada adentro o con un papel absolutamente limpio, sin una palabra ni una raya. Si usted se 
saca el gusto escribiéndoles a los tiranos: “asesinos”, “canallas”, hijos de p...' o cualquier otra de las 
cosas que se merecen, usted anula el voto. Y necesitamos votos en blanco, que sumen, no votos 
anulados, que desaparecen. Vote a Evita votando en blanco. Vote a Valle y compañeros héroes 
asesinados votando en blanco. Castigue a los tiranos entreguistas, Aramburu y Rojas votando en 
blanco. Es esta la única consigna (...) Está en sus manos aniquilar con su voto en blanco a la tiranía 
oligárquica entreguista (Comando sindical Peronista, 1957, en Baschetti, 1997: 103). 


Fue la inexistencia del peronismo lo que pretendió consagrar el decreto 4161/56. Y lo que no existe no 
puede ser representado simbólicamente, ni exhibido, ni nombrado. No tiene correspondencia en las 
imágenes ni en las palabras, abandona la oralidad. Es obligado a dejar la superficie donde se desarrolla 
la vida cotidiana. Todos los elementos que conforman el imaginario peronista, entonces, se sumergen 
en la clandestinidad. Su protagonismo expansivo y multitudinario se repliega en códigos secretos 
(Garulli, 2002). 


“Caños” (trozos de caños rellenos con explosivos) y “miguelitos” (clavos de tres puntas que se 
fabricaban a granel en las fábricas metalúrgicas y se arrojaban para reventar neumáticos y 
garantizar las huelgas) fueron dos “instrumentos” paradigmáticos de la “Resistencia”. Se 
generalizaron en estos primeros tiempos y acompañaron la estrategia huelguística y el sabotaje 
como forma de repudio a la exclusión, por un lado, y a las intenciones de modificar los convenios 
laborales, por otro. El ruido de las explosiones nocturnas fue el reto hacia un silencio impuesto 
desde el poder. 


A través de las grandes peleas, de los caños, de hacer saltar algún tranvía, nosotros buscábamos la 
manera de hacernos notar, que la gente supiera que existíamos, que nos resistíamos a retroceder. ¿Por 
qué? Fue porque tuvimos mucho y no queríamos volver para atrás. Ideológicamente, no queríamos 
dejar de ser sujetos para pasar a ser objetos. (...) Fue por la dignidad que nos enseñaron a tener y que 
nos hacía verdaderamente hombres (testimonio de Luis Donikian, en Garulli et al., 2000: 173). 


La cultura peronista se había mostrado fuertemente dicotómica: obreros y patrones, pueblo y 
oligarquía, peronismo-antiperonismo. Contenido dentro de esta concepción, el “obrerismo” era una 
característica que definía el “ser peronista” (2) y suponía una ética de la clase obrera contrapuesta 
a la de las diversas fracciones del antiperonismo. 

Durante la etapa de la Resistencia, si bien el “obrerismo” fue central en las representaciones de 
los trabajadores argentinos, el antagonismo de clases pareció subsumirse en la disyunción entre 
peronistas y antiperonistas, dualidad que explicaba una concepción de la sociedad, según la orilla 
desde la cual se la abordara. 

Pero el peronismo, al dar curso a los principios de justicia social, aunque no había suprimido 
absolutamente la explotación inherente al sistema capitalista o cuestionado abiertamente la 
sociedad de clases, había dejado al descubierto las contradicciones económicas que enfrentaban a 
los sectores propietarios y no propietarios de la Argentina. Estas contradicciones se proyectaron y 
expresaron, además, en una instancia de negación del “otro”, como una verdadera contienda 
cultural. 

El objetivo de desperonizar la sociedad, la proscripción, el revanchismo clasista del sector 
liberal, las persecuciones, llevaron a los trabajadores a buscar caminos alternativos para expresar 
su repudio, considerando a estas vías tan legítimas como las institucionales. 

Este proceso significó “el cierre del orden institucional” (Muro de Nadal, 1997). Los militares 
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habían accedido al gobierno con la consigna de lograr una salida democrático-institucional en el 
corto plazo, pero sin que ello implicara entregar el gobierno nuevamente a los desplazados. 
Asumieron con la consigna de la “libertad” pero ejercieron el gobierno, desde el inicio, imponiendo 
prohibiciones. La creencia de que era posible acabar con el peronismo se tradujo en medidas tales 
como la disolución del partido, la intervención de la CGT y los sindicatos, cuyos dirigentes fueron 
encarcelados y perseguidos. También se suspendieron las convenciones colectivas de trabajo y fue 
derogada, por decreto, la Constitución de 1949 que contenía los derechos adquiridos por los 
trabajadores. 

Marcelo Cavarozzi (1983) define a este proceso como una “semidemocracia” ya que si bien se 
mantuvo el funcionamiento de las instituciones republicanas y el sistema de partidos, sin embargo 
se proscribió al peronismo, dejando sin representación política a casi la mitad del electorado 
argentino. Un debate interesante para entablar con los y las estudiantes es reflexionar acerca de la 
contradicción que supone hablar de “semidemocracia” para referirnos a una etapa iniciada por un 
golpe de Estado a un gobierno constitucional. 

Algunas de las principales medidas políticas tomadas por los “libertadores” pueden servir de 
ejes para ese debate: intervención de la CGT y de todas las asociaciones gremiales sometidas a su 
jurisdicción; encarcelamiento de dirigentes obreros y sindicales; disolución del Partido Peronista; 
disolución de la Confederación General Económica, que había sido la contraparte patronal de la 
CGT; prohibición de las insignias y lemas peronistas; anulación de la Constitución de 1949 y 
restablecimiento de la de 1853; anulación de la Ley de Asociaciones Profesionales de 1945; prórroga 
sin fecha de las convenciones colectivas de trabajo, como las más significativas. Las denuncias de 
torturas en las cárceles y los fusilamientos de civiles y militares en 1956 tampoco estarían 
caracterizando un régimen que pueda merecer el calificativo de democrático. 


El gobierno de Aramburu encarceló a millares de trabajadores, reprimió cada huelga, arrasó la 
organización sindical. La tortura se masificó y se extendió a todo el país. El decreto que prohíbe 
nombrar a Perón o la operación clandestina que arrebata el cadáver de su esposa, lo mutila y lo saca 
del país, son expresiones de un odio al que no escapan ni los objetos inanimados, sábanas y cubiertos 
de la Fundación [Eva Perón] incinerados y fundidos porque llevan estampado ese nombre que se 
concibe como demoníaco. Toda una obra social se destruye, se llega a cegar piscinas populares que 
evocan el 'hecho maldito”, el humanismo liberal retrocede a fondos medievales: pocas veces se ha visto 
aquí ese odio, pocas veces se han enfrentado con tanta claridad dos clases sociales (Walsh, 1972: 197). 


La durísima persecución hacia los trabajadores a partir del gobierno de Aramburu y Rojas 
(despidos, cárcel, tortura, fusilamientos), en vez de lograr “desperonizarlos” provocó que vastos 
sectores de obreros, que se habían sentido decepcionados con la segunda presidencia de Perón, 
revalorizaran al peronismo. 


—Cuando cae Perón en septiembre de 1955, el país... el país [recalca] vivió días de mucha tristeza, me 
acuerdo. Claro... otros lo festejaban, y el pueblo peronista, amargado, veía todo eso... Amargado 
porque había tenido la libertad y ahora era la esclavitud... 

—¿Por qué la resistencia se mantuvo vigente durante tanto tiempo? 

—Por sentimientos. Porque no podía haber otro gobierno que hiciera lo que hizo Perón y lo que podía 
hacer Perón, de eso estábamos completamente seguros los peronistas y por eso la lucha nuestra. Los 
principales promotores de la rebelión estábamos tratando de luchar para que vuelva... [pausa] éramos 
ciegos, ciegos peronistas. (...) Las ideas nuestras eran que no había ninguno mejor que Perón 
(entrevista de la autora a Osvaldo Arpigiani, Buenos Aires, 2006). 


Pasada la confusión de los primeros meses, los trabajadores comenzaron a organizarse. De las 
filas del movimiento obrero surgieron nuevos dirigentes, ya no formados bajo la cómoda tutela del 
Estado sino en las duras luchas de esos años. La consigna “Perón vuelve” orientó el accionar de los 
hombres y mujeres que trabajaban en secreto en la resistencia peronista. Fue aquel un proceso de 
radicalización de las bases que se organizaron tanto a través de los “sindicatos paralelos” como de 
los “comandos de la resistencia”, apelando a todos los métodos posibles para expresar su 
descontento: sabotajes, boicots, huelgas, e incluso la colocación, como dijimos más arriba, de 
explosivos de fabricación casera. 


La resistencia partió de los gremios. Eso hay que entenderlo. Si el movimiento obrero se hubiera 

entregado en esos dieciocho años, no pasaba nada. Eso es una realidad. ¿Quién ponía todos los caños? 
Los delegados de fábrica planificaban eso. Había muchos compañeros que se jugaban la vida haciendo 
los caños. Los políticos estaban bajo las sábanas (entrevista a José Notaro, en Garulli et al., 2000: 209). 


Los primeros embriones de lucha o 'comandos' respondieron al estado anímico y vivencial de los 
participantes, con un alto grado de improvisación y espontaneidad que fue siendo superado 
progresivamente en correspondencia con el proceso de recuperación de los sindicatos a partir de 
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1957. 


En 1955 fue la caída. Entonces, el cielo entero se nos vino encima. El mundo que conocíamos, el mundo 
cotidiano, cambió por completo. La gente, los hechos, el trabajo, las calles, los diarios, el aire, el sol, la 
vida se dio vuelta. De repente entramos en un mundo de pesadilla en el que el peronismo no existía. 
Todo fue anormal. Como fue anormal, absurda, alucinada, la odisea de la Resistencia peronista. Eramos 
pigmeos que debíamos luchar contra gigantes. Y una vez más, el mosquito debió luchar contra 
elefantes. Unos cuantos locos sueltos comenzamos a escribir en las paredes y a llenar los mingitorios 
de grafitos. (...). La dictadura de la “libertadora” se había propuesto barrernos totalmente de la 
historia y la geografía. Nosotros enfatizamos la propaganda callejera mural y escrita (...). 
Incansablemente, sin tregua, sin pausa, nos aplicamos a emborronar paredes. Después (...) pasamos a 
los volantes, a los panfletos, los pequeños pasquines, los informativos. (...) Además, (...) la “libertadora” 
se había empeñado en “desterrar el mal gusto impuesto por peronistas” y sustituirlo por la cultura de 
las señoras gordas. Pero la tiza y el carbón vencieron una vez más. Y esta obra fue realizada por el 
pueblo anónimo que, como Martín Fierro, figura en todas las listas, pero en las de pago no (...) 
(testimonio de César Marcos, en Garulli, Caraballo, Charlier, 1999: 139-140). 


3. La “columna vertebral” 


Dentro del movimiento sindical se produjo una primera gran división: por un lado, un 
sindicalismo “oficialista”, no peronista, denominado los “32 Gremios Democráticos”, y por el otro, 
los sindicatos peronistas conocidos como las “62 Organizaciones”, agrupación liderada por Augusto 
“Lobo” Vandor, dirigente del gremio metalúrgico. Dada la proscripción política del peronismo y la 
ausencia de su líder, “las 62” se convirtieron en la columna vertebral del peronismo, 
representándolo a partir de aquel entonces no solo en el aspecto gremial sino también en el político. 

Con Perón en el exilio los sindicatos se convirtieron en el rostro visible del peronismo e 
iniciaron, a partir del golpe de 1955 y hasta 1973, una oposición sistemática a todos los gobiernos 
que asumieron vía elecciones o por golpes de Estado. 

Los sectores confrontacionistas del sindicalismo tuvieron un rol muy activo durante la 
“revolución libertadora”. Algunos de sus dirigentes, incluso, participaron del frustrado alzamiento 
en junio de 1956 de los generales peronistas Juan José Valle y Raúl Tanco, que terminó con una 
represión ejemplar: el fusilamiento de los cabecillas y participantes civiles. (3) 

A partir del gobierno de Arturo Frondizi, la normalización de la CGT permitió la recuperación de 
su control por las “62 Organizaciones peronistas” lideradas por Augusto Timoteo Vandor. La CGT 
utilizó, entonces, variadas estrategias: combinó la acción directa, la huelga general, la toma de 
fábricas con la negociación con el Estado. 

En este período fueron conformándose, en el seno del sindicalismo, tres tendencias: una 
tendencia “combativa”, que privilegiaba la confrontación con el Estado; una tendencia 
“participacionista” que se inclinaba por la negociación; y una corriente mayoritaria que alternaba la 
confrontación con la negociación. Esta última, fiel al estilo de conducción de Augusto Vandor, se 
manifestaría claramente después de 1966. 

En definitiva, los obreros peronistas se constituyeron en un actor social insoslayable para la 
disputa del poder político y desde 1955 aprendieron a presionar con movilizaciones y a negociar 
para defenderse y resistir. Su fuerza residió en tres aspectos: su carácter de sindicato único; la 
adhesión de los obreros al peronismo y su organización burocrática (que permitía que las decisiones 
de los líderes sindicales estuvieran respaldadas por cientos de miles de votos). 

En 1957, en el Programa de La Falda (Córdoba) del plenario de delegados regionales de la CGT 
y de las 62 Organizaciones el sindicalismo peronista resumió un conjunto de propuestas que 
trascendían el reclamo salarial y expresaban el rechazo de la clase trabajadora a la asunción de un 
rol pasivo en la definición de un modelo de país. Allí plantearon un conjunto de objetivos, 
organizados según los tres principios rectores del peronismo: la independencia económica, la 
justicia social y la soberanía política. Entre ellos, la necesidad del control estatal sobre el comercio 
exterior; la liquidación de los monopolios extranjeros de importación y exportación; el control 
obrero de la producción y distribución de la riqueza nacional y la participación en la dirección de las 
empresas privadas y públicas; una política de consumo interno; el control popular de precios; un 
salario mínimo, vital y móvil y la previsión social integral; una política económica que consolidara la 
industria pesada; la nacionalización de las fuentes naturales de energía; la nacionalización de los 
frigoríficos extranjeros; el control del crédito. 

Y en el plano estrictamente político, señalaron la necesidad del “fortalecimiento del Estado 
nacional popular, tendiente a lograr la destrucción de los sectores oligárquicos antinacionales y sus 
aliados extranjeros, y teniendo presente que la clase trabajadora es la única fuerza argentina que 
representa en sus intereses los anhelos del país mismo”. Exigían la “libertad de elegir y ser elegido, 
sin inhabilitaciones y el fortalecimiento de la voluntad popular” en clara alusión a la proscripción del 
peronismo; y postulaban la “solidaridad de la clase trabajadora con las luchas de liberación nacional 


Downloaded by Blastar 00 (defusitaWgmail.com) 


de los pueblos oprimidos” (Baschetti, 1997: 123-125). 


4. Una breve referencia a las variables económicas 


A mediados de la década del cincuenta pareció agotarse el ciclo iniciado en los años treinta y 
profundizado bajo los gobiernos peronistas. Si bien el sector industrial se mantuvo hasta 1976 como 
la matriz de acumulación del capital, las industrias tradicionales comenzaron a ser desplazadas por 
las metalmecánicas y las químicas. Si el Primer Plan Quinquenal del peronismo había fortalecido la 
industria liviana, el Segundo Plan Quinquenal apuntaba a la industria pesada, imprescindible para 
sostener la industrialización. En consonancia con este objetivo, se habían diseñado políticas para 
atraer capitales extranjeros. Sin embargo, los compromisos del Estado peronista con los sectores 
populares desalentaron la llegada de inversiones. Fue luego del derrocamiento de Perón cuando los 
intereses extranjeros ocuparon una posición importante en el desarrollo industrial argentino. 

Las elites que recuperaron el poder, en alianza con las FF.AA., participaron de este desarrollo no 
tanto como industriales sino como agentes locales de las multinacionales. 

En estos primeros años se buscó imponer un nuevo modelo económico que desmantelara el 
anterior, asociado a la distribución del ingreso y al Estado de Bienestar. En tal sentido, la política se 
subordinó a la economía, y se necesitó de un aparato político represor para que la reorientación 
económica fuera aceptada por la ciudadanía. (4) 

Las siguientes son algunas medidas económicas que dan cuenta de esta orientación: se 
desmanteló el IAPI; se privatizaron los depósitos bancarios; se aflojaron los controles de precios; se 
congelaron los salarios; se modificó el congelamiento de arrendamientos rurales y alquileres 
urbanos (en perjuicio de los inquilinos); se privilegió el ingreso de capitales extranjeros. 

Raúl Prebisch, economista de la CEPAL, elaboró en octubre de 1955 un informe sobre la 
situación económica del país, en el cual proponía elevar los precios de la producción agropecuaria 
ya que pensaba que no habría desarrollo sólido de la industria sin la base de una agricultura 
próspera. Se impulsó la producción agropecuaria y se acordó con los dirigentes de la Sociedad Rural 
Argentina la devaluación y la supresión de controles estatales en las exportaciones y en la política 
cambiaria. 

El Plan Prebisch (5) ponía el acento, también, en el desarrollo de la industria siderúrgica, el 
petróleo y la petroquímica. Para el economista, este desarrollo solamente era posible con la ayuda 
de inversiones extranjeras y de una política de Estado que dirigiera la economía. 

Argentina ingresó al Fondo Monetario Internacional y al Banco Mundial, rompiéndose el 
“aislamiento” de la década del cuarenta. Con la ayuda para solucionar los problemas económicos 
más inmediatos llegaron también las “recetas” y recomendaciones del FMI. 


El Plan Prebisch significará la transferencia de una parte sustancial de nuestra riqueza y de nuestra 
renta hacia las tierras de ultramar. Los argentinos reduciremos el consumo, en virtud de la elevación 
del costo de vida y del auge de la desocupación. De esta manera, no solamente aumentarán nuestros 
saldos exportables, sino que serán más baratos, lo que será aprovechado por el consumidor inglés que 
ensanchará su cinturón, a medida de que nosotros lo vayamos achicando. La mayor parte de la 
industria, que se sustentaba en el fuerte poder de compra de las masas populares, no tardará en entrar 
en liquidación. Los argentinos apenas si tendremos para pagarnos la comida de todos los días. Y 
cuando las industrias se liquiden y comience la desocupación, entonces habrá muchos que no tendrán 
ni para pagarse esa comida. Será el momento de la crisis deliberada. (...) Mientras tanto nos iremos 
hipotecando con el fin de permitir que falsos inversores de capital puedan remitir sus beneficios al 
exterior. Y como nuestra balanza de pagos será deficitaria, en razón de la caída de nuestros precios y 
de la carga de las remesas al exterior, no habrá entonces más remedio que contraer nuevas deudas e 
hipotecar definitivamente nuestro porvenir. Llegará el momento de afrontar las dificultades mediante 
la enajenación de nuestros propios bienes, como los ferrocarriles, la flota o las usinas. Poco a poco se 
irá reconstruyendo el estatuto del coloniaje, reduciendo a nuestro pueblo a la miseria, frustrando los 
grandes ideales nacionales y humillándonos en las condiciones de país satélite. (...) Solo aspiro a que el 
lector, superando toda bandería y todo sectarismo, se aboque a la verificación de las cifras y de los 
hechos consignados. (...) La historia es despiadada y no excusa a los hombres de buena fe y la 
ignorancia que les hizo pasibles del engaño (Jauretche, citado en Garulli, Caraballo, Charlier, 1999: 37- 
38). 


Estas “recetas” de “ajuste” tuvieron un fuerte impacto en el trabajo. El empresariado saludó 
estas medidas que les devolvían el control de sus empresas al ilegalizarse la representación sindical 
y los cuerpos de delegados. Sin embargo, los trabajadores resistieron los embates liberales y 
prontamente el sindicalismo comenzó a ensayar lo que sería una constante hasta 1973: su poder de 
veto a las políticas de estabilización económica. Porque las crisis que se produjeron 
recurrentemente cada cuatro o cinco años dando inicio a las fases descendentes de la economía 
pretendieron ser resueltas con programas de “estabilización” económica. Estos programas limitaron 
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la expansión del empleo, redujeron el poder adquisitivo de los trabajadores y, por ende, impactaron 
negativamente en el consumo popular favoreciendo los saldos exportables de los bienes primarios y 
recomponiendo el nivel de divisas para dar comienzo a un nuevo ciclo ascendente. Los sectores 
populares asalariados, aliados con las fracciones débiles de la burguesía en la defensa del mercado 
interno, frenaron sistemáticamente la continuidad de las medidas de ajuste (O'Donnell, 1976). 

Un complejo juego de alianzas y realineamientos puede advertirse tanto dentro del campo de las 
clases populares como dentro del de las clases dominantes. Producido el golpe contra Perón, 
comenzaron a evidenciarse, dentro del campo del antiperonismo, tres claras tendencias respecto de 
la orientación de la economía y respecto del peronismo y las masas (Cavarozzi, 1983). 

¿Qué hacer con el capitalismo argentino? ¿Qué hacer con el peronismo y sus bases? Ambos 
dilemas dividieron y enfrentaron a aquellos que habían acordado en el golpe de Estado contra 
Perón. 

Una de esas tendencias, el Populismo reformista, encarnó en la Unión Cívica Radical del Pueblo. 
Los radicales del Pueblo defendieron políticas económicas nacionalistas, no muy lejanas al modelo 
socioeconómico del peronismo. Cuando gobernaron -con Arturo Illia entre 1963 y 1966- 
desplegaron un modelo industrial distribucionista basado en la expansión de la industria liviana de 
consumo masivo. Los radicales del pueblo, sin embargo, coincidieron con los liberales en un 
antiperonismo visceral, asumiendo posiciones cercanas al “gorilismo”. (6) 

Los desarrollistas se expresaron políticamente en la Unión Cívica Radical Intransigente (la 
UCRI, cuyo líder era Arturo Frondizi). Sostuvieron que el estancamiento económico se debía a un 
retraso en el crecimiento de las industrias de base. Tal debilidad solo podía superarse mediante un 
proceso de modernización y profundización industrial que abarcara la expansión de los bienes de 
capital e intermedios y de la infraestructura económica. Para lograrlo, entre otras medidas, había 
que reducir el salario de los trabajadores en pos de aumentar la renta de los industriales y en 
consecuencia, promover la inversión. Cuando gobernaron (entre 1958 y 1962) implementaron un 
modelo industrialista concentrador que reservó un rol estratégico al capital extranjero. Respecto del 
peronismo, se propusieron “integrar” a las masas hasta que la ideología peronista se diluyera 
definitivamente. 

El sector liberal tenía como objetivo erradicar al peronismo y a las organizaciones sindicales 
que eran su expresión, reducir el intervencionismo estatal y permitir que el mercado eliminara los 
sectores industriales ineficientes. Esta coherencia programática, sin embargo, no se trasladó a la 
esfera política. Al no contar con un partido que expresara los intereses de los sectores concentrados 
de la economía, los liberales debieron optar por alguna de las versiones en las que se había dividido 
el radicalismo. No solo cuestionaron el modelo peronista de conciliación de clases, sino también la 
premisa que sostenía que el desarrollo industrial debía constituir el núcleo dinámico de la economía. 
La imagen del mercado pasó a constituir la piedra fundamental de la posición liberal, la cual 
suponía una drástica reducción de la intervención del Estado. 

En 1957 el régimen decidió encarar el traspaso del gobierno a los civiles manteniendo la 
proscripción del peronismo. Para ello fue necesario llamar a una Convención Constituyente con las 
distintas fuerzas políticas. La UCR, como señalamos más arriba, se había fragmentado en dos: la 
Unión Cívica Radical del Pueblo (UCRP) que aglutinaba a los “reformistas” y estaba liderada por 
Ricardo Balbín y la Unión Cívica Radical Intransigente (UCRI), liderada por Frondizi. En la más 
secreta clandestinidad se firmó el “pacto” entre Perón y Frondizi para garantizarle a este el voto de 
los seguidores de Perón a cambio de otorgar una amplia amnistía a todos los dirigentes y activistas 
peronistas detenidos y a desarrollar un programa de signo nacional-popular. 

Un sector del peronismo alentó la firma del pacto con Frondizi. Lo hizo convencido de la 
necesidad de terminar con la continuidad represiva del régimen de Aramburu y Rojas. Perón 
“recomendó” a sus partidarios -de manera clandestina- votar a Frondizi. A pesar de que muchos 
peronistas mantuvieron su opción de voto en blanco, Frondizi ganó las elecciones y asumió la 
presidencia en mayo de 1958. (7) 

“La revolución está históricamente justificada, porque la dictadura no dio otra posibilidad”, 
había declarado Frondizi al diario La Nación el 1 de noviembre de 1955. El apoyo manifiesto de 
Frondizi al golpe de 1955 estaba muy presente en la memoria de los trabajadores. 

Si los peronistas debieron abandonar la oralidad por la imposición del decreto que los 
proscribía, la palabra de Perón, además, perdió su carácter “público”. Su circulación se restringió. 
Cuestionada su autenticidad en el origen -el exilio-, se desplegó en un abanico de múltiples 
interpretaciones en el punto de llegada, según las tendencias de los receptores, que acomodaron las 
máximas de Perón a la lógica de su propio accionar como mecanismo legitimante. Según Silvia Sigal 
y Eliseo Verón: “la producción de la palabra y su recepción no coinciden más en un momento dado 
del tiempo. Los destinatarios del mensaje no son más testigos del acto de enunciación” (1988: 101). 


(...) aunque Perón en persona venga a mandarnos a votar a Frondizi no lo votaremos (...) aunque Perón 
en persona baje del avión negro en Plaza de Mayo, tome el micrófono y nos mande a votar a nuestros 
enemigos desobedeceremos. No estamos dispuestos por dignidad, por honor, por vergúenza 
(testimonio en Rebeldía, N* 28, del 29 de enero de 1958, citado en Schneider, 2003: 112). 
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Para John W. Cooke “el acuerdo electoral no eliminaba la proscripción, pero le quitaba parte de 
su contenido porque rompía el exclusivismo “democrático' y reintroducía el factor que se había 
resuelto eliminar -la masa trabajadora- aunque más no fuese en la negativa de una opción forzosa. 
Se quería, se quiere, que intervenga, pero diluida en los partidos tradicionales, y no como 
Peronismo” (1974: 14). 


5. Los desarrollistas en el gobierno. Arturo Frondizi (1958-1962). Integración 
(política) y desarrollo (económico) 


La propuesta política de Frondizi contemplaba la integración política de las masas y la 
“reconciliación” de todos los argentinos. Según John William Cooke, el integracionismo planteaba 
que los trabajadores pudieran “agregarse” a una conducción de la burguesía. 

Las primeras medidas de corte político apuntaron a “cumplir” lo acordado en el pacto con el 
peronismo. El Congreso votó una ley de amnistía en relación a los presos políticos y sancionó la Ley 
de Asociaciones Profesionales, que restablecía un sindicato único por actividad. (8) También 
aumentó los salarios, congeló los precios, aumentó las pensiones y redujo las tarifas de los 
transportes. 

Sin embargo, pronto comenzaron a hacerse sentir las presiones de las corporaciones 
tradicionalmente más poderosas: los representantes de los grandes grupos económicos nacionales y 
extranjeros, la Iglesia y los militares. 

La Iglesia, uno de los factores de poder en la sociedad argentina, logró un objetivo largamente 
anhelado: la eliminación del monopolio del Estado sobre la enseñanza. Respecto de las 
universidades, el decreto de la época de Aramburu que permitía a la iniciativa privada crear 
universidades “libres” y extender diplomas y títulos habilitantes no se había reglamentado. Durante 
la campaña electoral Arturo Frondizi había manifestado: “para corregir el estado actual de la 
educación y la cultura de modo eficaz y que sirva a la defensa y desarrollo de la Nación, es 
necesario, a mi juicio, reconocer a los distintos sectores nacionales el derecho a enseñar y 
aprender”. Con la nueva Ley de Educación Superior se permitía la existencia de universidades 
privadas. (9) Proliferaron también las escuelas secundarias privadas, confesionales y laicas. La 
votación de la ley produjo el alejamiento de los sectores progresistas de la cultura que habían dado 
apoyo al frondicismo. 

Las discusiones y enfrentamientos en torno al “carácter” de la educación, sintetizado en la 
consigna “laica o libre” movilizaron a miles de personas. 

La FUBA declaraba: “Levantaremos tribunas en todos los rincones del país para demostrar al 
pueblo que quienes se escudan tras la máscara de la libertad de enseñanza' (los mismos que 
declaman la libertad de empresa y de trabajo) están buscando dividir a las familias argentinas. Si se 
autoriza a consorcios capitalistas y confesionales a expedir títulos habilitantes, en lugar de 
egresados conscientes de los problemas del país y dispuestos a servirlo, tendremos graduados con 
mentalidad oscurantista y antinacional, profesionales comerciantes y abogados defensores de la 
explotación popular y la entrega”. (10) 

La mayoría de las nuevas universidades privadas pertenecieron a la Iglesia. Además de la 
universalización de la escuela primaria (una sociedad industrial no podía funcionar con altas tasas 
de el analfabetismo y deserción escolar), se privilegió la enseñanza técnica y la investigación 
científica. Estas áreas fueron preferenciales, sobre todo los rubros que tendrían más efectos 
reproductivos, como el CONET y el CONICET. 

Las Fuerzas Armadas mantuvieron su rol tutelar respecto de las instituciones políticas. 
Jaquearon constantemente a Frondizi con “planteamientos” a los que este fue cediendo. Aceptó 
desde la implantación del Plan Conintes (Conmoción Interna del Estado) hasta la imposición del 
ministro Alsogaray que puso en marcha un plan de estabilización con devaluación, congelamiento 
salarial y contención del gasto público. Cuando a mediados de 1959 Perón denunció la firma del 
“pacto” con Frondizi, las fuerzas armadas, expresando los intereses de las fracciones superiores de 
la burguesía, profundizaron las presiones sobre el gobierno. 

Los EE.UU. estaban interesados en mantener a América Latina bajo su influencia y neutralizar 
el ejemplo cubano. El presidente John Kennedy lanzó, entonces, la Alianza para el Progreso, un 
programa de ayuda económica, política y social para América latina que operó entre 1961 y 1970. El 
gobierno de Frondizi, sin embargo, decidió no alinearse automáticamente con la política de EE.UU. 
en todo aquello que tuviera que ver con Cuba. De hecho, se entrevistó con el Che Guevara y en la 
reunión de cancilleres de la OEA, realizada en Punta del Este en 1962 para excluir a Cuba del 
sistema interamericano, la delegación argentina se abstuvo de votar. Pero este acto de 
independencia del gobierno habría de durar poco ya que los militares hicieron un nuevo planteo y el 
gobierno argentino acabó rompiendo relaciones con la isla. 
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6. El “desarrollo” y el modo de intervención del Estado 


El proyecto desarrollista de Frondizi fue elaborado por hombres de negocios, jóvenes 
empresarios y técnicos. Frondizi y Frigerio consideraban que la Argentina era un país 
subdesarrollado por su incapacidad para un crecimiento sostenido de sus fuerzas productivas. El eje 
era el desarrollo de la industria intermedia, con el aporte de capitales y tecnología extranjeros. 
Frigerio resumía el plan en estos términos: “cerrar la puerta al artículo foráneo, para abrir de par 
en par la puerta a la fábrica que lo produciría aquí”. 

Si hasta 1955 el crecimiento industrial se había apoyado en la ampliación del mercado interno, 
el nuevo proceso que se iniciaba en 1958 tenía como eje dinámico a las grandes firmas 
multinacionales. La nueva etapa de industrialización estuvo a cargo del capital extranjero. 

El modelo sustitutivo de importaciones -concentrador- está basado en la expansión de la 
producción de bienes suntuarios a los que tiene acceso un sector reducido de la población que 
concentra altos ingresos. 

Este modelo, a grandes rasgos, se proponía los siguientes objetivos: crear una infraestructura 
adecuada (transportes, siderurgia, autoabastecimiento de combustible y energía); desarrollar las 
industrias nacionales en todos los sectores y reemplazar las importaciones por artículos elaborados 
en el país; poner el agro al servicio de la industria; aumentar las exportaciones, especialmente las 
no tradicionales. 

En la primera etapa, para favorecer el desarrollo, se sancionaron leyes de radicación de 
capitales y de promoción industrial. El objetivo: asegurar a los inversores extranjeros la libertad 
para remitir ganancias y repatriar el capital. Además, se estableció un régimen especial a las 
inversiones en sectores claves para la nueva etapa de desarrollo: la siderúrgica, la petroquímica, la 
celulosa, la automotriz, la energía y naturalmente el petróleo, al que todos los diagnósticos 
señalaban como el mayor cuello de botella del crecimiento industrial. 

Especialista en el tema, en su libro Petróleo y Política (1954) Frondizi había insistido en la 
nacionalización de los yacimientos petrolíferos reservando al Estado su rol monopolizador en la 
explotación y comercialización de los recursos energéticos naturales. Ya en el gobierno, su política 
de aliento a una industrialización más compleja -química, siderurgia, petroquímica- dependía del 
petróleo importado. Aproximadamente el 65% de los combustibles líquidos que consumía el país 
provenía del exterior. Este importante drenaje de divisas y la deficiente estructura de YPF que le 
impedía incrementar la producción, llevaron al presidente a encarar la “batalla del petróleo”. 

En 1958 anunció la firma de varios contratos con empresas norteamericanas que operarían por 
cuenta de YPE, con el propósito de lograr el autoabastecimiento de los hidrocarburos. YPF, por su 
parte, se comprometía a comprar el petróleo que extrajeran las empresas, pagándolo con divisas. 
No se pensaba en exportar petróleo sino solo en el consumo interno. 

Si bien el gobierno no admitió que el petróleo extraído era más caro que el importado, los 
contratos posteriores fueron mejorando las condiciones de los primeros. En menos de un quinquenio 
la producción petrolera se triplicó, lográndose el autoabastecimiento. La oposición, sin embargo, 
utilizó en contra de Frondizi sus propios argumentos antiimperialistas. (11) 

A partir de 1959, los desarrollistas tuvieron que afrontar graves dificultades en la balanza de 
pagos y una fuerte inflación. 

El nuevo ministro de Hacienda, Álvaro Alsogaray (que había sido impuesto al presidente por los 
militares), anunció el plan de “estabilización”, anteponiendo este factor, la estabilidad, por encima 
del desarrollo. La política de expansión económica debía estar subordinada ahora al saneamiento 
financiero y a la política de estabilización monetaria. Según Alsogaray, era necesario reducir el 
gasto público y racionalizar los salarios, que no podían ser mayores a los incrementos en la 
productividad. 

Las principales medidas implementadas no se alejaron del recetario liberal: privatización de 
algunos servicios públicos; achicamiento del Estado a través del despido del personal; disminución 
de las barreras aduaneras; retroceso de la obra pública en infraestructura. 

Los argumentos para la imposición de este plan (también) depositaron la responsabilidad en el 
estado de situación heredado. Decía Álvaro Alsogaray: 


Lamentablemente nuestro punto de partida es muy bajo. Muchos años de desatino y errores nos han 
conducido a una situación muy crítica. (...). Estamos viviendo de los préstamos extranjeros. Ninguna 
solución fácil puede prometerse. 

Sin embargo, hay un programa de rehabilitación en marcha (...). Todavía seguiremos por algún tiempo 
la pendiente descendiente que recorremos desde hace ya más de diez años. 

Se ha cometido un error en definir a este programa como un programa de austeridad, dejando que 
cada uno de los habitantes del país viva como pueda y como quiera (...). 

Las medidas en curso permiten (...) que podamos hoy lanzar una nueva fórmula: “hay que pasar el 
invierno”. (12) 


Con estas medidas se fue anticipando e imponiendo la filosofía económica del neoliberalismo. 
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Sin embargo, a raíz del poco éxito y gran descrédito de la derecha conservadora, estas medidas no 
lograron imponerse fácilmente. Dos décadas más tarde, la dictadura cívico-militar “resolvería” el 
problema de la indisciplina de los trabajadores a través de la represión física -con el terrorismo de 
Estado- y de la estrategia económica -la desindustrialización-. 

Un ejemplo paradigmático de las tensiones entre el gobierno y los trabajadores y que marca un 
punto de inflexión en esa relación fue la huelga en el frigorífico Lisandro de la Torre. En enero de 
1959, en medio de la política de racionalización y privatizaciones de empresas estatales que 
propiciaba el gobierno, estalló un conflicto que se teñiría de ribetes insurreccionales. Los 
trabajadores del Frigorífico Nacional Lisandro de la Torre rechazaron el intento de privatización de 
su fuente de trabajo. Los nueve mil trabajadores paralizaron las actividades y a partir de una 
multitudinaria asamblea, decidieron tomar el establecimiento para evitar su venta a la CAP 
(Corporación Argentina de Productores). Los trabajadores de fábricas y comercios de la zona se 
solidarizaron y todo el barrio de Mataderos acompañó la medida del “Lisandro”. El gobierno decretó 
el Estado de sitio, intervino el frigorífico y recurrió al ejército para sofocar la huelga. Las tanquetas 
de las fuerzas del “orden” tiraron abajo el portón del frigorífico y lograron penetrar. Terminaron con 
la huelga, con las pretensiones y con la insurrección de los trabajadores y del barrio todo. Cuando el 
frigorífico abrió nuevamente sus puertas cinco mil trabajadores habían sido despedidos. 

El hecho desbordó los límites del Lisandro y despertó la solidaridad de numerosos gremios que 
llamaron a sumarse a las medidas de fuerza. 1959 fue un año de altísima conflictividad social y el 
año en el que comienza también el reflujo de la etapa insurreccional y del accionar de los comandos 
de la resistencia. La derrota de las huelgas de 1959 y 1960, con una conducción sindical proclive a 
la “legalidad” encarnada en la figura del “Lobo” Vandor, explican el retroceso de las tendencias que 
hacían de la violencia una de las formas para provocar el regreso de Perón. 

Y también en 1959, mientras en el Caribe la isla de Cuba se acomodaba a los sucesos de su 
revolución, aparecía la primera guerrilla peronista en Argentina: el Ejército de Liberación Nacional 
Uturuncos, que respondía al liderazgo de John William Cooke, vocero de Perón hasta 1958. Eran 
tiempos difíciles para el presidente Frondizi. (13) 

El plan de estabilización económica provocó el descontento social generalizado. Los peronistas, 
a través de los sindicatos, respondieron con más resistencia, huelgas y sabotajes. El gobierno 
contraatacó con el Plan Conintes, que ponía en manos militares la represión de todo tipo de 
manifestación obrera o motín interno, siendo este un claro antecedente del posterior terrorismo de 
Estado. Durante su aplicación las protestas disminuyeron (los dos millones de jornadas laborales 
perdidos por huelga en 1959 se redujeron a una décima parte), y las cúpulas gremiales se vieron 
acorraladas entre las presiones de los sectores combativos y el riesgo de perder su legalidad que les 
permitía ejercer el cargo. 

En 1961, Álvaro Alsogaray presentó la renuncia, comenzando una nueva etapa desarrollista, 
pero ya sin sustento político. 

Sin el apoyo de los trabajadores, con las fuerzas armadas abiertamente en contra, con una 
burguesía que si bien beneficiada por el plan económico se mostraba recelosa de un presidente que 
había osado pactar con Perón, Frondizi intentó salir de su aislamiento político permitiendo la 
participación de candidatos peronistas -el peronismo seguía proscripto- en las elecciones para 
diputados y senadores de 1962. 

Confiado en el desgaste del movimiento por la ausencia de su líder, el presidente juzgó 
improbable la victoria de la “Unión Popular”. (14) Sin embargo, los resultados de las elecciones 
dieron el triunfo a los candidatos de Perón en catorce jurisdicciones, incluida la provincia de Buenos 
Aires. (15) 


Y así fue la campaña del 1962. No nos entregaron [el gobierno de la provincia] pero quedó demostrado 
algo que nosotros queríamos. Porque tanto Perón como yo sabíamos que no nos iban a entregar... pero 
sabíamos que íbamos a ganar. Quedó demostrado que a trece mil kilómetros de distancia, Perón seguía 
manejando el país. Era un triunfo más de Perón (entrevista de la autora de este capítulo a Andrés 
Framini, 1999). 


Pronto se sintió el disgusto de los militares por la posición de Frondizi de permitir las 
elecciones. Obligaron al presidente a anular los comicios —a lo que no se negó— e intervenir las 
provincias donde los peronistas habían ganado y, pese a la aceptación de estos condicionamientos 
por parte de Frondizi, los militares igualmente decidieron derrocarlo el 28 de marzo de 1962. El 
cargo de presidente fue cedido a un civil: José María Guido. Así se resguardaban supuestamente las 
“formas legales y democráticas”, aunque en la práctica eran las fuerzas armadas las que ejercían 
efectivamente el gobierno. Un golpe de Estado enmascarado en un gobierno civil. 


7. José María Guido (1962-1963) 
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El comandante en jefe del Ejército, el General Poggi, se ofreció a asumir como presidente de 
facto, pero los civiles se le adelantaron y las FF.AA. accedieron. José María Guido, presidente 
provisional del Senado, juró como Presidente de la Nación ante la Corte Suprema de Justicia. Entre 
sus medidas políticas: anuló los comicios de marzo; dictó normas proscriptivas hacia el comunismo y 
el peronismo; modificó la Ley de Acefalía, cambiando el plazo dentro del cual deberían celebrarse 
los comicios; modificó el sistema electoral, para que los partidos tuvieran representación 
proporcional; revisó la Ley de Asociaciones Profesionales a fin de impedir la instrumentación 
política de los sindicatos. 

La política económica del breve periodo del gobierno de Guido puede reconstruirse a partir del 
perfil de algunos de sus ministros de clara orientación conservadora. A modo de ejemplo: Federico 
Pinedo abrió el mercado de cambios, devaluó fuertemente la moneda y aprobó la suba de precios en 
los servicios públicos; Álvaro Alsogaray redujo el gasto público y eliminó la protección aduanera; 
José Alfredo Martínez de Hoz aplicó planes de estabilización monetaria con efectos regresivos en la 
producción. 

Un hecho significativo durante el interregno de Guido fue el enfrentamiento, dentro de las 
fuerzas armadas, entre “azules” y “colorados”. La posición que tomaba cada uno de los bandos 
respecto del peronismo fue la raíz de la diferenciación. Los Azules pensaban que, si bien Perón 
había sido demagógico, había logrado evitar que los obreros se volcaran al comunismo. Por eso 
podían aceptar un peronismo sin Perón. Además, adoptaron una línea “profesionalista”, declarando 
que no era de su competencia las deliberaciones políticas. Por su parte, el antiperonismo de los 
Colorados iba más allá y los hacía equiparar al peronismo con el comunismo. En el siguiente 
fragmento se sintetizan algunas de las razones de la escisión: 


En el centro de todo, está la actitud ante el peronismo: azules y colorados son antiperonistas, pero en 
distinta forma. Para los colorados, el peronismo es un movimiento de clase sectario y violento que da 
lugar al comunismo. Los azules consideran, por el contrario, que a pesar de sus excesos, de sus abusos 
de poder, de su demagogia insoportable, el peronismo es una fuerza nacional y cristiana que permitió 
salvar a la clase obrera del comunismo y que constituye por ende un bastión contra la subversión. 
Comparten esa opinión con los industriales y la gran patronal que aprecian el sentido del compromiso y 
de la autoridad de los dirigentes sindicales peronistas. (...) 

El antiperonismo de los azules (ya sean o no nacionalistas antiliberales) es sobre todo profesional. Los 
azules se opusieron a Perón porque pretendía “politizar' al ejército y ponerlo a su servicio. (...) Son 
antiperonistas decididos de la primera hora (...) Los colorados, que en su mayoría permanecieron en el 
ejército hasta 1955, participaron directamente en la Revolución Libertadora. Su evolución ante el 
régimen peronista fue paralela a la de las clases medias. Para estos oficiales, así como para numerosos 
argentinos de los “estratos intermedios”, el obrerismo escandaloso de Perón era de naturaleza 
subversiva. En su antiperonismo visceral había una especie de rechazo socio-étnico, lo que explica las 
relaciones privilegiadas mantenidas entre los colorados y los radicales del pueblo (...). 

Si bien los colorados aspiran a una dictadura militar capaz de eliminar hasta el último vestigio de 
peronismo y “desperonizar” al país, algunos de ellos son auténticos demócratas convencidos de que el 
fenómeno peronista es patológico. Por el contrario, no todos los azules son nacionalistas y antiliberales 
ni legalistas y adversos a una dictadura militar. Los dos bandos se definen más bien por contraposición 
(...) (Rouquié, 1981: 213). 


Durante 1962-1963 ambos bandos se enfrentaron en dos oportunidades. En septiembre de 1963, 
el grupo azul derrotó definitivamente al colorado. Su líder, el general Onganía, fue nombrado 
comandante en jefe del Ejército. 

En el Comunicado 150, redactado por Mariano Grondona y el coronel Aguirre, se definió la 
posición del movimiento legalista. Las fuerzas rebeldes de Campo de Mayo exigían la realización de 
elecciones mediante un régimen que asegurara a todos los sectores la participación en la vida 
nacional; que impidiera la monopolización artificial de la vida política y sobre todo que asegurara “la 
imposibilidad del retorno a épocas ya superadas”. Por lo tanto, la proscripción del peronismo debía 
mantenerse. 

Otro hecho importante para la militancia peronista y para la sociedad en general por sus 
proyecciones futuras, fue la desaparición, en agosto de 1962, del joven obrero metalúrgico Felipe 
Vallese, delegado de la fábrica TEA SRL y miembro de la Juventud Peronista. “Un grito que 
estremece. Vallese no aparece” fue una nueva consigna de lucha y resistencia. 

El gobierno de Guido llamó a elecciones. En esa transición política se formó UDELPA (Unión del 
Pueblo Argentino), que llevaba a Pedro E. Aramburu como candidato a presidente. El 
convencimiento de que el radicalismo no tenía chances para esa elección, dado que todo apuntaba a 
la victoria de UDELPA, hizo que Ricardo Balbín, presidente de la UCRB designara como cabeza de 
fórmula a Arturo Umberto Illia, un médico de la localidad cordobesa de Cruz del Eje. La 
proscripción del peronismo siguió en pie. Desde el exilio, Perón recomendó nuevamente a sus 
seguidores la estrategia del voto en blanco. El Dr. Arturo Illia fue electo presidente con el 25% de 
los votos emitidos. 
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8. Los radicales del pueblo en el gobierno. Arturo Illia 1963-1966 


En las elecciones de 1963 la fórmula de la Unión Cívica Radical del Pueblo obtuvo la primera 
minoría con aproximadamente 25% de los votos, seguida por el voto en blanco del peronismo (20%). 
Estos guarismos denotaron la debilidad del nuevo gobierno. 

El “populismo reformista” puso fuerte énfasis en el desarrollo del mercado interno y en la 
protección del capital nacional apostando al modelo industrializador de corte distribucionista, 
combinado con algunos elementos keynesianos: un Estado activo en el control y la planificación 
económica. El Congreso votó la Ley de Salario Mínimo, Vital y Móvil. 

Dos políticas de Estado terminaron por retacearle al presidente el apoyo del capital extranjero, 
de los grupos transnacionales y de los organismos internacionales: la anulación de los contratos 
petroleros y el impulso a una ley de medicamentos. 

En noviembre de 1963 Illia firmó los decretos que derogaron los contratos petroleros, 
declarados “nulos, de nulidad absoluta, por vicios de ilegitimidad y ser dañosos a los derechos e 
intereses de la Nación”. 

El presidente resistió la presión amenazante del gobierno norteamericano y ratificó la anulación 
cumpliendo una de las promesas de campaña. “La actitud del gobierno argentino es irreversible. (...) 
Los contratos que fueron suscritos a espaldas de la ley y de los intereses económicos del país serán 
anulados. Yacimientos Petrolíferos Fiscales será -de acuerdo con la mejor tradición argentina- la 
entidad rectora de nuestro desarrollo energético”. (16) 

El otro motivo de tensión con el capital extranjero fue la Ley de Medicamentos. El ministro de 
Salud Pública inspiró el proyecto, convencido de que el Estado debía regular el precio y la 
comercialización de los medicamentos, por considerarlos “bienes sociales”. Se dispuso el 
congelamiento de los precios de los medicamentos y productos medicinales mientras una comisión 
especial investigadora se ocupaba de la calidad y los costos de los mismos. Los laboratorios 
reaccionaron inmediatamente, acusando al gobierno de “dirigista” y ocultando la información a las 
comisiones investigadoras. A pesar de ello se logró probar grandes irregularidades. 

La relación entre la UCRP y la CGT fue otro de los frentes de conflicto. La CGT no se avino a 
considerar legítimo un gobierno que había logrado ganar las elecciones con el peronismo proscripto. 

Si bien el gobierno sancionó un Código de Trabajo y Seguridad Social que aseguraba la 
participación de los trabajadores en la elaboración de las disposiciones que los afectaran, el 
acercamiento con los sindicatos no se produjo. 

Las razones del enfrentamiento entre la CGT y el gobierno radical no se adscribieron 
exclusivamente al terreno económico. En una coyuntura de cierta recuperación de la economía por 
excelentes cosechas, el Plan de lucha de la CGT, que incluyó la toma de fábricas, fue la combinación 
de demandas económicas y políticas - derogación de la legislación represiva, amnistía, libertad a los 
detenidos-. 

A esto se sumaron los oficios del gobierno para hacer fracasar el “operativo retorno” de Perón a 
la Argentina en 1964. El avión en que viajaba Perón fue detenido en Brasil y obligado a regresar a 
España. (17) 

La modalidad de lucha adoptada fue la “toma de Fábricas” -ocupación pacífica de los 
establecimientos fabriles- que seguía una planificación rigurosa. Esta modalidad cuestionaba 
concretamente la propiedad privada capitalista y la organización laboral derivada de ella. 


La fábrica se tomaba y era paralizada. En algunos casos hubo violentas represiones. Recuerdo en 
Capital, los casos de Volcán y Phillips, donde la policía volteó los portones, entró con tanquetas, lanzó 
gases lacrimógenos, etcétera. A la represión policial se sumó la actitud del gobierno radical de 
procesar penalmente a todos los delegados y dirigentes gremiales. (...) La toma de fábricas fue la 
medida más extrema que pudimos tomar. Después de eso ya no nos quedaba nada por hacer, porque de 
seguir adelante lo único que nos faltaba, prácticamente, era cuestionar el poder (testimonio de Avelino 
Fernández, metalúrgico, en Caraballo, Charlier y Garulli, 1998: 88-89). 


El Plan de Lucha atravesó por varias etapas. La Quinta fue severamente reprimida por el 
gobierno. En la provincia de Buenos Aires la policía mató a los obreros Retamar, Mussi y Méndez. 
Sin embargo, el plan de lucha se diluyó por el repliegue de la propia conducción cegetista. 

Ocupado en disputar el liderazgo de Perón, para Augusto T. Vandor el Plan de lucha de la CGT 
tenía varios objetivos. Por un lado, debilitar al gobierno y demostrar a los empresarios y militares 
cuál era su verdadera fuerza para negociar. Por otro, aparecer como el único líder capaz de manejar 
a las mayorías obreras, ya fuera frenándolas o movilizándolas. Esta actitud lo enfrentó con el sector 
“combativo” del sindicalismo peronista que no acordaba en reemplazar a Perón en la conducción del 
movimiento. 

La estrategia vandorista era, en ausencia de Perón, invocar su nombre, usar el poder de presión 
que le daba la capacidad de movilizar sindicatos obreros y el control de los votos peronistas para 
liberarse de la tutela del líder. Un “peronismo sin Perón”, quizás con un sesgo “laborista”, permitiría 
su admisión en el juego electoral sobre todo después del fracaso del “Operativo Retorno” en 1964. 
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La división de las 62 Organizaciones peronistas en dos tendencias: “Leales” -vandorista- que 
pretendían independizarse de la conducción del movimiento desde Puerta de Hierro, y “De pie junto 
a Perón”, organizada alrededor del líder sindical del gremio del vestido José Alonso, expresó esta 
fractura al interior del sindicalismo respecto del liderazgo de Perón. 

En marzo de 1965, el peronismo participó de las elecciones parlamentarias obteniendo el 36% 
de los votos con el nombre de Unión Popular, que obedecía a Vandor. Cuando el objetivo del líder 
metalúrgico parecía a punto de lograrse, Perón envió al país a su esposa María Estela Martínez 
(“Isabel”) como su representante personal. Isabel reunió a todos los opositores de Vandor. Ambos 
bandos se midieron en las elecciones provinciales de Mendoza. El candidato de Vandor fue 
derrotado y el centro de las decisiones del movimiento volvió a estar en la residencia de Perón en 
Madrid. 


9. Los medios y el clima de un nuevo golpe 


En la década del sesenta el Ejército comenzó a utilizar el predicamento de intelectuales y 
medios de comunicación para generar en la sociedad una nueva imagen del arma. Primera Plana y 
Confirmado funcionaron como usinas del pensamiento del ejército. Desde ellas se fue amasando y 
construyendo un verdadero clima golpista a partir, entre otras cosas, de la ridiculización del 
presidente Illia y su gestión, considerada ineficiente para resolver los problemas del país. Algunas 
de sus voces no dudaron en considerar a las fuerzas armadas como las depositarias de las 
instituciones de la república. “El tirano es un monstruo, el dictador es un funcionario para tiempos 
difíciles”, sintetizaba Mariano Grondona. 


Todos los regímenes políticos contienen fuerzas de reserva que aparecen solamente en las horas de 
crisis. En las naciones estables, estas fuerzas son apenas conocidas. En las naciones inestables, ocupan 
el centro del escenario. (...) Entre 1958 y 1962, un hombre, el teniente general Aramburu, reforzó esa 
reserva institucional con su prestigio personal. A partir de 1962 comienza una profunda revisión en la 
estructura de nuestras fuerzas de reserva. (...) El teniente general Onganía crece y se afirma hasta 
desplazar al teniente general Aramburu. (...) El hombre de reserva debe ser “representativo”: no tiene 
que estar identificado con ningún partido y, por consiguiente, todos los sectores deben ver en él a un 
aliado potencial. El hombre de reserva debe estar, también “disponible”, es decir, abierto a “cualquier” 
eventualidad política o institucional. (...) El hombre de reserva, entonces, debe evitar con infinito 
cuidado los combates menores para tener sus fuerzas intactas en la batalla central. Finalmente, esta 
estrategia reclama una suprema virtud política: la virtud de la espera (Grondona, 1965). 


El golpe de junio de 1966 venía siendo, por lo tanto, discutido y propiciado. Anunciado incluso 
desde la campaña electoral de 1963. 

Según Guillermo O'Donnell (1982) el golpe contó con la aceptación de gran parte de la 
población, exceptuando al Dr. Illia, sus colaboradores y el partido Radical expulsado del gobierno. 

La edición extra del diario Clarín del 28 de junio de 1966 daba cuenta del dramatismo de esas 
horas: 


A las 7.25 de hoy, acompañado de un capitán del Ejército, un oficial de la Policía Federal y dieciséis 
agentes con pistolas lanzagases, el expresidente de la Nación, Arturo Illia, dejó su despacho en la Casa 
de Gobierno, desalojado del poder por la Junta de Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas (...). 
Ante la negativa del presidente Illia de abandonar la Casa de Gobierno, el jefe del Cuerpo de Ejército I, 
general Julio Alsogaray, entró a las cinco de la mañana al despacho presidencial. 

—En representación de las Fuerzas Armadas, vengo a pedirle que abandone este despacho. La escolta 
de granaderos lo acompañará —dijo Alsogaray a Illia. 

—Usted no representa a las Fuerzas Armadas. Solo representa a un grupo de insurrectos —contestó 
Tllia— Usted y quienes lo acompañan, actúan como salteadores nocturnos que, como los bandidos, 
aparecen de madrugada (...). 

Cuando Alsogaray reiteró su pedido al entonces presidente, Illia le contestó 

—Como Comandante en jefe le ordeno que se retire. 

—¡Recibo órdenes de las Fuerzas Armadas! —exclamó Alsogaray. 

—¡El único jefe supremo de las Fuerzas Armadas soy yo! ¡Ustedes son insurrectos! ¡Retírense! 

(...) Casi dos horas más tarde, el coronel Perlinger volvió a ingresar al despacho presidencial para pedir 
el retiro de Illia en nombre de las Fuerzas Armadas. El presidente volvió a responder: 

—Ustedes no representan a las Fuerzas Armadas. 

—Me rectifico, entonces —dijo Perlinger—, en nombre de las fuerzas que poseo. 

—¡Traiga esas fuerzas! —dijo Illia. 

—i¡No lleguemos a eso! —aventuró Perlinger. 

—¡Son ustedes los que usan la fuerza, no yo! 

Minutos más tarde, Illia era desalojado de su despacho por la Guardia de Infantería de la Policía 
Federal. 


Downloaded by Blastar 00 (defusita(Wgmail.com) 


Con el derrocamiento de Illia se cerró la etapa en la cual los sectores liberales optaron por 
“aceptar” como mal menor alguna de las versiones del radicalismo y asumieron directamente la 
conducción del Estado. 

Fueron las fuerzas armadas, como institución en la que parecía encarnar la república, las que 
designaron al General Onganía como presidente de facto. Los militares venían para quedarse, 
porque no había “plazos sino objetivos”. 

La dictadura de Juan Carlos Onganía adoptó un sesgo distintivo. Combinó un feroz autoritarismo 
político con un programa económico liberal “aperturista” que afectó duramente a los asalariados y 
al segmento menos concentrado de la burguesía local beneficiando a las fracciones superiores de la 
burguesía “nacional” y transnacional. 

Esta combinación provocó la reacción de la sociedad dando cauce a un proceso de fuerte 
movilización popular expresado tanto desde los sindicatos -peronistas y clasistas-, los partidos 
políticos -todos proscriptos-, las organizaciones revolucionarias, hasta un sector de la Iglesia y el 
empresariado nacional. 

El desarrollo de este proceso que se abre en 1966 es el tema del próximo capítulo. 


10. A modo de breve conclusión 


El golpe de Estado que puso fin al segundo gobierno constitucional de Juan Domingo Perón 
inauguró una etapa de profunda inestabilidad. La característica sobresaliente del sistema político en 
los años del posperonismo fue la dualidad a partir de la proscripción del movimiento fundado por 
Perón y la exclusión de las masas trabajadoras. En esta etapa la represión organizada desde el 
Estado hacia los sectores populares en general y asalariados en particular se combinó con 
programas económicos de corte regresivo que incrementaron la dependencia de nuestro país y 
fueron resistidos por los trabajadores y sus representaciones sindicales. La violencia política fue 
otro de los componentes de la etapa, que pareció estar justificada si se aplicaba contra el 
peronismo: bombardeos, cárcel, represión, hasta torturas y fusilamientos. El comportamiento 
golpista de las fuerzas armadas, la conculcación de los derechos laborales y sociales, el revanchismo 
de clase, conformaron un sedimento complejo que puede explicar la reacción por parte de los 
trabajadores, quienes adoptaron estrategias de diverso tipo y tenor para alcanzar su principal 
objetivo: la vuelta de Perón y del Estado de Bienestar. 
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1. Los sectores que se apropian del Estado en septiembre de 1955 se autodenominan “Revolución 
Libertadora”. En estas páginas mantenemos esta denominación. Esto no significa que acordemos con ella, 
siendo que no la consideramos una revolución sino un golpe de Estado contra un gobierno constitucional, ni 
consideramos tampoco que haya tenido un carácter liberador para con el pueblo argentino. 


2. Daniel James (2005) retoma el concepto de “estructuras de sentimiento” desarrollado por Raymond Williams 
en Marxismo y literatura para referirse a aquellos aspectos que no pueden ser encuadrados dentro de la 
ideología “formal” pero “conciernen a significados y valores tal como se los vive y se los siente activamente”. 


3. En un contexto político de movilización y resistencia -sabotajes a la producción, huelgas violentas-, se 
produjo, en junio de 1956, un levantamiento armado encabezado por militares peronistas, los generales Valle y 
Tanco. La intentona fue sofocada. La revolución “libertadora” respondió con todo rigor, ordenando la ejecución, 
no solo de los cabecillas, sino también de aquellos militares y civiles sospechados de participación en el 
alzamiento. Los fusilamientos de civiles en los basurales de José León Suárez fueron reconstruidos por la prosa 
magistral de Rodolfo Walsh en Operación Masacre. 


4. No sería esta la última vez que el aparato represivo es utilizado para disciplinar a la sociedad e imponer 
modelos económicos de altísimos costos sociales. 


5. Plan Prebisch fue la forma de denominar en los medios al informe preliminar que Raúl Prebisch le entrega al 
general Lonardi en octubre de 1955. El informe es completado posteriormente. 


6. El término “gorila” comenzó a utilizarse para expresar las posturas más claramente antiperonistas. Sigue 
vigente y utilizado hasta hoy para dar cuenta de ese clivaje fundamental: “peronismo-antiperonismo”. 


7. Un dato significativo para analizar el grado de autonomía de muchos dirigentes sindicales respecto de la 
“orden” de Perón: Miguel Gazzera, del sindicato de fideeros e integrante de las 62 Organizaciones peronistas, 
refiere el caso de sindicalistas que recorrieron el país llevando la palabra de Perón respecto de votar a 
Frondizi, pero ellos optaron por votar en blanco (entrevista de la autora a Miguel Gazzera, 1999). 


8. La ley de Asociaciones profesionales promulgada en 1958, “brindará a los sindicatos el manejo de una 
cuantiosa cantidad de recursos económicos que redundará, más allá de las críticas que subsisten aún hoy día, 
en la ampliación de servicios para los trabajadores sindicalizados” (Fortunato Mallimaci, 2007: 109) 


9. Algunas de las universidades privadas habilitadas para otorgar títulos: Universidad Católica de Santa Fe; 
Universidad Argentina de la Empresa; la Pontificia Universidad Católica Argentina Santa María de los Buenos 
Aires (UCA); la Universidad Católica de Córdoba; la Universidad del Salvador que, fundada en 1956, obtiene el 
reconocimiento en 1958. Además de las ya formalmente reconocidas, hacia 1961 había otras siete 
universidades esperando el reconocimiento y la personería jurídica. 


10. En diario Clarín, 17 de septiembre de 1958. 


11. El preacuerdo de Perón con la California Standard Oil había sido durísimamente cuestionado por Frondizi 
porque entendía que lesionaba la soberanía nacional. La “bandera” del petróleo había sido un argumento 
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importante a favor del derrocamiento del peronismo. 
12. Diario La Nación, 29 de junio de 1959. 


13. “(...) ellos [los Uturuncos] fueron contemporáneos a la revolución cubana y a la revolución argelina, 
contemporáneos también de las guerrillas que darían origen a las Fuerzas Armadas Revolucionarias de 
Colombia (FARC) y anteriores en el tiempo a estas. Su historia fue posible por la existencia de una fuerte 
identidad colectiva popular indignada por la exclusión social y política a la que era sometida. (...) La guerrilla 
de Uturuncos fue una de las posibles consecuencias de la resistencia peronista” (Salas, 2003: 19). 


14. Framini-Anglada fue la fórmula para la provincia de Buenos Aires. Andrés Framini fue secretario general 
de la Asociación Obrera Textil y uno de los referentes más activos del sindicalismo peronista, especialmente 
dentro de la corriente combativa, después del derrocamiento del peronismo en 1955. 


15. “Los resultados electorales de 1962 cumplen una predicción, que ya venía siendo expresada como cuasi 
amenaza en las pintadas callejeras desde los primeros tiempos de la resistencia. La victoria vuelve a ser 
entonces escamoteada, pero no deja de ser victoria. El frustrado ejercicio electoral sirve para demostrar, por 
un lado, la inconsistencia de la política integracionista y, por otro, la continuidad de un poder, el de Perón, 
ejercido a la distancia” (Garulli, 2007). 


16. Mensaje inaugural de Arturo Illia, 12 de octubre de 1963. Disponible en 
http://www.cecies.org/imagenes/edicion 164.pdf 


17. El operativo “retorno” terminó en un rotundo fracaso. La imposibilidad del retorno de Perón al país era en 
todo funcional a las aspiraciones de Augusto Vandor y su propuesta de un “peronismo sin Perón”. 
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Capítulo VII. 


1966-1973. Del golpe de Estado a la transición a la 
democracia: experiencias fallidas 


Nicolás Simone 


1. Contexto internacional: globalización, tecnología y represión 


A fines de los sesenta y principios de los setenta, la economía mundial sufrió una fuerte 
retracción: las tasas de rentabilidad de las empresas ubicadas en los países más desarrollados, como 
Estados Unidos Alemania o Japón, estaban cayendo fuertemente. Los veinte años posteriores al final 
de segunda guerra mundial (1945 a 1965) habían sido de crecimiento económico sostenido. Esto 
produjo aumento de la población, mejora en las condiciones de trabajo y en la calidad de vida, pero 
el ciclo positivo empezó a mostrar signos de agotamiento debido a la combinación entre ese 
descenso en la rentabilidad de las empresas y los altos costos laborales. El efecto que produjo esta 
combinación fue un fenómeno monetario desconocido hasta el momento: la estanflación; 
combinación de inflación (aumento de precios) y el estancamiento (caída del crecimiento del PBI - 
ver glosario-). (1) 

Este fenómeno era nuevo porque, hasta ese momento, las crisis económicas habían producido 
un descenso de precios por la caída de la demanda, pero en esta época el problema se combinó 
negativamente: caída de la economía y alza de precios. Como consecuencia de este fenómeno, los 
Estados y las empresas se orientaron al desarrollo de nuevas tecnologías derivadas de la lucha 
armamentista. Aunque la guerra había terminado hacía casi veinte años, los conflictos armados se 
diseminaron por el resto del mundo, con casos emblemáticos como la guerra de Argelia, de Corea o 
Vietnam. La salida de la guerra había dejado al mundo dividido en dos: occidente capitalista y 
oriente socialista. En los márgenes, crecía un enorme tercer mundo compuesto por América Latina, 
África y el Sudeste asiático. 

La violencia y las guerras civiles se diseminaron por todas estas regiones, cada una con su 
particularidad, generando una brecha entre países desarrollados y subdesarrollados que aún 
pervive. La respuesta a la crisis económica de los países centrales fue una fuerte profundización del 
modo de producción capitalista que produjo concentración de capitales, ampliación de los mercados 
mundiales y desterritorialización de la producción a países donde la mano de obra fuera más barata. 
La brecha entre países pobres y ricos se fue ampliando además como consecuencia de los avances 
científico-tecnológicos que los países centrales fueron desarrollando en aquellos años: se pusieron 
los primeros satélites en órbita, el hombre llegó a la luna, se mejoró la tecnología de los motores a 
explosión y se extendió el uso de computadoras científicas tanto para la investigación como para uso 
personal. (2) 

La salida a la crisis abierta a mediados de los sesenta fue el comienzo de lo que hoy se conoce 
como globalización que, mediante el uso de las nuevas tecnologías, permitió a las grandes empresas 
y alos países desarrollados dominar nuevamente el mundo bajo un nuevo paradigma productivo: el 
toyotismo, que implicaba abandonar la idea de una producción en serie a bajo costo (el viejo modelo 
fordista) para pasar a un modelo a demanda con una oferta más compleja y destinada a cada 
consumidor. 

Para inicios de los setenta, la demanda de energía a nivel mundial había crecido 
exponencialmente y extraer petróleo era cada vez caro. Esto produjo un aumento del valor 
impulsado por los países exportadores de crudo (OPEP -ver glosario-). Durante la década de 1970, 
el valor pasó de 1,21 dólares por barril de petróleo en 1970, a 35,5 dólares para 1980. Este cambio 
enriqueció a los países que lo producían y agrandó la brecha en los que lo consumían porque solo 
los más desarrollados pudieron hacer frente a este aumento, mientras que los países periféricos 
siguieron empobreciéndose. 

Esta situación internacional pegó de lleno en la región de América latina. La revolución cubana 
de 1959 y las luchas por las independencias nacionales en África habían inspirado a grupos civiles 
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armados a buscar el camino al socialismo. El mundo bipolar había desplazado los conflictos a la 
periferia o tercer mundo y la respuesta occidental fue iniciar una política de represión 
indiscriminada e ilegal. Fue el comienzo del terrorismo de Estado en Argentina que tuvo su primer 
episodio en la masacre de Trelew de 1972 y que se llegó a su punto máximo entre 1976 y 1983, 
como veremos en el capítulo siguiente. 

La Escuela de las Américas fue el respaldo formativo para esta política represiva. Funcionaba en 
Panamá desde hacía algunas décadas y se dedicaba a entrenar militares elite de toda la región para 
enfrentar y aniquilar al nuevo enemigo que habitaba puertas adentro. Los militares ya no solo 
custodiaban las fronteras territoriales, sino que se incorporaba la frontera ideológica: la lucha 
contra el comunismo. (3) 

En Argentina, la aplicación de esta doctrina se reflejó en el golpe de Estado de 1966 que, como 
veremos en los siguientes apartados, ya no se trató de un golpe restaurador de la democracia 
extraviada, sino que buscó implantar un régimen militar de larga duración que corrigiera, por fin, 
los desajustes económicos y políticos arrastrados por décadas. La dictadura llegaba para quedarse. 
La reacción de los sectores populares a esta propuesta represiva desatada por el régimen militar fue 
creciendo exponencialmente. Para fines de la década de 1960, se produjeron levantamientos 
populares en Córdoba y Rosario que, de alguna manera, replicaban lo que sucedía en el mundo: una 
fuerte reacción de una nueva generación nacida luego de la guerra mundial que iba a ser 
protagonista de infinidad de cambios en la vida cotidiana. (4) 

En los diez años que van desde 1966 a 1976, se pueden distinguir 3 periodos: el del gobierno de 
Onganía que buscó construir un régimen burocrático-autoritario de larga duración pero que duró 
cuatro años (1966-1970); el del inicio de una transición a la democracia que se extendió hasta 1973 
y el del último gobierno peronista que terminó el 24 de marzo de 1976, cuando los militares 
irrumpieron en el poder por última vez poniendo punto final al largo periodo del empate que se 
extendió entre 1955 y 1976 aplicando una represión feroz y criminal. 


2. 1966-1970: Onganía y la revolución argentina 


En el capítulo anterior, se analizaron los golpes de Estado a los gobiernos semidemocráticos de 
Arturo Frondizi (1958-1962) y de Arturo U. Illia (1963-1966), para quienes no fue posible resolver su 
debilidad de origen. Cuando Illia fue derrocado, el peronismo seguía proscripto, los militares al 
acecho, los laboratorios y las petroleras habían perdido contratos millonarios y el sindicalismo 
adoptaba la táctica de golpear y negociar (James, 2010). 

Este escenario mostraba esa sociedad dividida que seguía inmersa en un laberinto que 
O'Donnell (1976) llamó empate hegemónico y que, a grandes rasgos, describe al periodo 
comprendido entre 1955 y 1976 como un ciclo largo en el que ningún grupo político -ni civil ni 
militar- pudo imponer hegemonía. Como carta de presentación, al mes de asumir, la dictadura de 
Juan Carlos Onganía intervino las universidades públicas de todo el país. En la UBA, esta se dio 
violentamente cuando la policía ingresó a los edificios de Exactas y Naturales y Filosofía y Letras. 
Los militares detuvieron a cientos de estudiantes y profesores. Aquella jornada se conoció como “La 
Noche de los Bastones Largos” y puso fin a la época dorada de la Universidad Argentina, una de las 
áreas en las que había habido adelantos en los gobiernos entre 1958 y 1966 (ver Capítulo 11). (5) 

El golpe de 1966 fue distinto a los anteriores: esta vez no sería de corta duración buscando una 
salida semidemocrática rápida; por el contrario, esta vez no tenía fecha de vencimiento, iba a durar 
lo que fuera necesario hasta poder poner en orden el país. Todo bajo la estricta proscripción ya no 
solo del peronismo, sino también de todos los demás partidos políticos (Romero, 2013). (6) 

Primero, sería el tiempo económico, de la mano de un fuerte control autoritario, el gobierno iba 
a hacer la corrección económica que los débiles gobiernos semidemocráticos de 1958-1962 y 1963- 
1966 no habían logrado. Se reprimieron los conflictos sociales para permitir la inversión de sectores 
concentrados de la economía. Se abandonaba, de esta manera, el modelo de industrialización por 
sustitución de importaciones (ISI) focalizado en el desarrollo de las industrias con capitales 
nacionales, para pasar a un tipo de industrialización desarrollada asociada con el capital 
transnacional. 

Como se dijera, para fines de los sesenta y principios de los setenta, los adelantos científico- 
tecnológicos obligaban a actualizar una industria argentina que había quedado rezagada. El plan 
militar estimaba que, una vez alcanzado cierto grado de desarrollo, llegaba una segunda etapa de 
distensión posterior al ajuste: seria la época de la cuestión social gracias a que, durante la etapa 
anterior, el Estado y las empresas se habrían fortalecido (O'Donnell, 1976). 

El objetivo central de este proyecto era desarrollar, al calor de una fuerte represión, un Estado 
fuerte que se iba a ocupar de redistribuir la riqueza concentrada en las empresas. Sería un Estado 
modernizado acorde a las nuevas tendencias mundiales, el gobierno militar buscó construir lo que 
O'Donnell (1982) definió como “Estado burocrático-autoritario” (ver glosario). En la tercera etapa se 
iba a devolver los derechos políticos a una población que, a fuerza de represión primero y un poco 
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de distribución después, iba a haber aprendido a aceptar los programas de gobierno. Para estas tres 
etapas, no habría plazos. El gobierno iba a tomarse el tiempo que hiciera falta. 

Los acontecimientos fueron muy distintos a los planes del gobierno militar. Las primeras 
medidas económicas tuvieron la audacia de pretender resolver todos los problemas de forma 
simultánea: se devaluó el peso un 40% (aumentó el dólar), se fijaron retenciones a las exportaciones 
que oscilaron entre 16% y 25% (los exportadores se benefician siempre cuando el dólar sube, pero 
en este caso, lo que ganaban por la devaluación del 40%, lo pagaban de impuestos) y se redujeron 
los aranceles aduaneros (se podía importar pagando menos impuestos) (Rapoport, 2003). 

En los hechos, se trataba de desdoblar el tipo de cambio dejándolo más bajo para los que 
exportaban y más alto para los que importaban. Es decir que los sectores productivos se vieron 
perjudicados, los que ganaban con estas medidas eran dos: el Estado Nacional que recaudaba más 
impuestos y las empresas de capitales extranjeros que acumulaban riquezas. Estos dos actores eran, 
para el gobierno militar, los que debían empujar el tren del desarrollo postergado por las 
experiencias anteriores. Además, se dispuso de un fuerte aumento de tarifas y de impuestos 
acompañados por el congelamiento de los salarios amparados en una fuerte represión dispuesta por 
los militares. Se trató de un experimento audaz que solo podía pensarse en el marco de un gobierno 
autoritario que lo habría de imponer con mano dura. 

El plan de gobierno de Onganía no cumplió todos sus objetivos, pero sí tuvo logros parciales. 
Durante los primeros meses de gobierno, el PBI (ver glosario) creció levemente y durante los 
siguientes años, el gobierno logró hacerlo subir más y a la vez bajar la inflación. Como muestra el 
Cuadro 1, entre 1966 y 1969, la inflación bajo del 31,9% a 7,6%; mientras que, en el mismo periodo, 
el PBI creció de un magro 0,6% en 1966 hasta el 8,5% de 1969. 


Cuadro 1: Crecimiento del PBI e inflación en Argentina (1966-1972) 


Año Inflación PBI 
1966 31,9% 0.6% 
1967 29,2% 
1968 16,2% 
1969 7,6% 
1970 13,6% 
1971 34,7% 
1972 58,5% 3,1% 


Fuente: Rapoport (2003). 


A principios de 1967, el gobierno alcanzó un acuerdo con el FMI (ver glosario) que tenía estos 
objetivos: bajar la inflación, aumentar el PBI y, además, fomentar la inversión. Fue una época de 
transformaciones políticas, sociales y económicas. Los años sesenta fueron años de utopía 
inspirados en las luchas por los derechos civiles en EE.UU., en el movimiento hippie en todo el 
mundo, en las guerras por las independencias de los países de África y Asia y en los procesos 
revolucionarios como los de Cuba, China o Vietnam. También los cambios en la Iglesia Católica, al 
calor del Concilio Vaticano II, contribuyeron a la idea de un cambio profundo de tipo revolucionario. 

Este movimiento mundial influyó en Argentina, sobre todo en el sector universitario y en el 
movimiento obrero organizado. Ciudades medianas, como Córdoba y Rosario, en las que “la fábrica” 
y “la universidad” tienen visibilidad política e influencia social, fueron el escenario de los 
levantamientos populares de 1969 inéditos en el país: el Cordobazo y el Rosariazo (Romero, 2013). 

Los jóvenes, por un lado, nacidos al calor del baby boom (ver glosario) de los años cuarenta y 
cincuenta que se habían criado en el estado de bienestar del peronismo, pero que nunca habían 
conocido a Juan Domingo Perón, saltaban a la adultez con un enorme compromiso político. Fue en 
esa efervescencia de fines de los sesenta que nacieron, como se analiza en el siguiente apartado, 
nuevos grupos de pertenencia política que iban desde los grupos civiles armados, sobre todo 
Montoneros y ERP (ver glosario), los curas enrolados en el movimiento de Tercer Mundo, hasta 
partidos más reformistas como los socialistas, comunistas y los jóvenes radicales. (7) 

Por el otro, el movimiento obrero organizado experimentó, en 1968, una fractura entre los 
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sectores más dialoguistas y los más combativos. Estos últimos estuvieron liderados por Raimundo 
Ongaro que quedó al frente de la CGT de los Argentinos (ver glosario), mientras que los dialoguistas 
quedaron nucleados en la CGT Azopardo y seguían dispuestos a golpear y negociar, táctica que 
habían consolidado desde la caída de Juan Domingo Perón en 1955 (James, 2010). 

El plan de Onganía estaba agotado para principios de 1970. Este renunció al cargo de 
presidente por falta de apoyo interno de las FF.AA., por el incremento de la protesta de una 
sociedad que lejos estaba de quedarse a ver de brazos cruzados cómo se imponía un régimen 
autoritario. 

En 1969, recrudecieron los levantamientos populares y hubo varios asesinatos políticos como los 
de Augusto T. Vandor (líder metalúrgico) y Pedro E. Aramburu (expresidente militar en 1955-1958), 
que precipitaron ese final y la apertura de un largo proceso de liberalización política que culminó 
con el llamado a elecciones de 1973. Aquel que consagró primero a Héctor J. Cámpora y, finalmente, 
a la formula Juan Domingo Perón-María Estela Martínez de Perón. 


3. 1970-1973: Levingston-Lanusse, liberalización, violencia y pactos truncos 


Como se dijo en el apartado anterior, el periodo iniciado en 1970 fue, por un lado, el de un largo 
recorrido de liberalización política que culminó con las elecciones de septiembre de 1973. Por el 
otro, fue el inicio de una espiral de violencia política que, además desde 1976, adquirió su faceta 
más feroz cuando las FF.AA. organizaron un plan sistemático y genocida de desaparición forzada de 
personas. La apropiación de bebés y el carácter secreto de la represión oscurecieron aún más este 
accionar criminal. Argentina no sería la misma luego del azote de la dictadura que se instauró en 
1976 y se mantuvo siete años en el poder. 

La fase 1970-1973 se asemejó a la 1982-1983 porque en esos periodos se produjo lo que los 
académicos llamaron “liberalización” (O'Donnell, 1988): (8) etapa que transcurre entre el 
aflojamiento de ciertas restricciones políticas que permiten negociar el llamado a elecciones, hasta 
que esas elecciones se concretan y asume un gobierno elegido democráticamente. La liberalización 
es la transición en sentido estricto. 

En sentido amplio, la transición continúa una vez que asume el nuevo gobierno y aparecen los 
riesgos de que ese proceso democrático fracase. Son los problemas de la consolidación a la 
democracia entendida como parte de la transición en sentido amplio. 


Cuadro 2: Distinción entre dictadura y transición a la democracia (9) 


Dictadura Transición a la democracia (sentido amplio) 


Liberalización o 
Transición a la 


Restricciones democracia Consolidación a la democracia: 
políticas y (sentido estricto): instalado el régimen democrático, surgen nuevos desafíos, 
represión apertura política y aparece incertidumbre sobre el éxito o fracaso de la democracia. 
negociación hasta las 
elecciones. 


Elaboración propia en base a O'Donnell (1988). 


Las dictaduras de 1966-73 y 1976-83 (ver capítulo 8) se extendieron más en el tiempo que las 
anteriores, fueron más represivas -sobre todo la última- y derivaron en dos transiciones que se 
agregaron para forjar el actual régimen democrático. Fueron las transiciones de 1973 y 1983 (ver 
Capítulo 9). 

El largo recorrido hasta las elecciones de 1973 comenzó con la asunción de Roberto M. 
Levingston a principios de 1970 quien, durante sus primeros meses de gobierno, mantuvo un tibio 
intento por sostener el modelo económico liberal de Adalbert Krieguer Vasena, ministro de Onganía. 
El año 1970 fue muy vertiginoso. En mayo, hizo su aparición pública Montoneros, organización 
juvenil armada peronista, que para darse a conocer secuestró y asesinó al General Aramburu, la 
cabeza del golpe militar que había derrocado a Juan Domingo Perón en 1955 (Lanusse, 2005). 

Bajo el paraguas de la Revolución Cubana, los jóvenes de los setenta se sentían capaces de 
cambiar el mundo por medio de un proceso revolucionario y la exitosa experiencia cubana 
confirmaba esta idea. Montoneros recuperaba parte de la resistencia peronista de los cincuenta 
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(Fuerzas Armadas Peronistas -ver glosario-), pero se nutría también de otras tendencias 
revolucionarias (Fuerzas Armadas Revolucionarias -ver glosario-) (Eggers Lan, 2014). También se 
crearon otras organizaciones armadas de tipo marxista-trotskista que buscaban la revolución, pero 
que no creían que el peronismo fuera un verdadero actor revolucionario. Su organización más 
importante fue el PRIERP -ver glosario- (Carnovale, 2011). 

La reacción a la expansión de estas organizaciones fue la creación de otras paramilitares, como 
la Triple A (ver glosario), que se dedicaron a sembrar el terror y a perseguir a las organizaciones de 
izquierda como PRT-ERP (Partido Revolucionario de los Trabajadores) y peronistas como 
Montoneros. En este contexto de nivel creciente de demandas y con claros indicios de que la 
violencia política crecía exponencialmente, se produjo un giro drástico en la política económica 
hacia fines de 1970. Levingston designó a Aldo Ferrer, funcionario en el gobierno de Frondizi, 
nacionalista y orientado al mercado interno; este economista de origen radical proponía cerrar el 
ciclo de la IST alcanzando un ideal de “vivir con lo nuestro” (Ferrer, 2009). 

La idea de vivir con lo nuestro reforzaba el paradigma industrialista compartido, a esta altura, 
por todos los actores políticos incluyendo a los militares que ya se movían casi como un partido 
político más. Si bien este paradigma tenía adhesión mayoritaria, esto no fue suficiente para 
domesticar al capital transnacionalizado que se había instalado luego del golpe de Estado a Juan 
Domingo Perón en 1955. Además, todos los gobiernos, civiles o militares, no tenían legitimidad 
política para imponer reglas de juego estables. 

El plan de Levingston fracasó rápido cuando las variables macroeconómicas empezaron a fallar. 
Como muestra el Cuadro 1, desde 1970, el crecimiento del PBI cayó drásticamente y la inflación se 
disparó. Las opciones de las juntas militares se agotaban, el país se les iba de las manos con una 
situación económica, política y social explosiva (Rapoport, 2003). 

Este contexto terminó de convencer a los militares del cambio de rumbo, estos no estaban 
dispuestos a regalar la oportunidad de seguir en el poder y apostaron de nuevo a ser los artífices del 
cambio que la sociedad demandaba. Todavía se sentían capaces de contener la situación y de 
reemplazar la figura de Juan Domingo Perón que, ante cada crisis, emergía como la figura política 
ausente que podría contener la situación. (10) La experiencia nacionalista de Levingston duró nueve 
meses, cuando un nuevo alzamiento en Córdoba “El Viborazo”, en marzo de 1971, marcó su final. 

Así fue como la junta militar tomó el camino que había querido evitar desde 1955, comenzó una 
negociación con Juan Domingo Perón exiliado. Como sucesor de Levingston, el ejército designó al 
General Alejandro A. Lanusse como el encargado de pactar una transición a la democracia. Los 
militares buscaban controlar el proceso y abrieron negociaciones con todos los partidos políticos 
incluyendo al peronismo. (11) 

Simultáneamente, recrudecía la violencia política y empezaba a notarse que esta venía desde el 
propio Estado. En agosto de 1972, un grupo de presos políticos de izquierda y peronista organizó 
una fuga del penal de Rawson, algunos lograron escapar, pero otros fueron detenidos y fusilados. 
Fue el primer episodio de lo que luego se conoció como “terrorismo de Estado”. 

En este contexto, la apertura democrática ninguneada hasta hacía pocos años era la solución 
que le quedaba a los militares. La propuesta consistía en llamar a elecciones con la libre 
participación de todos los partidos políticos, incluso el peronismo, pero en las que Juan Domingo 
Perón no podía participar como candidato. Los partidos rechazaron formalmente el convite a 
acordar, pero se amoldaron a las nuevas normas. En consecuencia, el peronismo se reorganizó luego 
de casi 20 años de proscripción, se fundaron partidos como el Socialista Popular (PSP), el 
Intransigente (PI) o líneas internas como el Movimiento de Renovación y Cambio (MRyC), espacio 
del radicalismo (UCR) liderado por Raúl Alfonsín, que sería electo presidente en 1983 (Persello, 
2007). 

El proceso continuó con avances parciales que se fueron concretando hacia 1972 cuando el 
ejecutivo sancionó una ley que fijó nuevas reglas para las elecciones: se abolió el colegio electoral y 
estas pasaron a ser directas con un sistema de segunda vuelta con umbral del 50%; los senadores 
pasaron a ser tres -dos por mayoría y uno por minoría- y se fijó un mínimo de tres diputados por 
provincia. También se aprobó el actual Código Electoral Nacional que consagró al sistema 
proporcional vigente que se usaba desde 1960 de manera precaria. El gobierno militar cumplía con 
su parte del acuerdo al fijar las reglas para las elecciones, aunque mantenía el veto a la candidatura 
de Juan Domingo Perón (Abal Medina y Suárez Cao, 2003). 

Se abrió un juego de negociaciones encabezado, de un lado, por un General Lanusse dispuesto a 
no regalarle protagonismo a Juan Domingo Perón llegando incluso a fantasear con reemplazarlo o 
más bien superarlo. Por el otro, Juan Domingo Perón que demostraría que sus dotes de político 
estaban intactas. Así fue como en su primer regreso al país, a fines de 1972, cerró acuerdos con las 
dos facciones del radicalismo -intransigentes y populares- (12) y con todos los sectores del 
peronismo en el FreJuLi (Frente Justicialista de Liberación Nacional) comenzó un periodo de 
negociación hacia la salida democrática resumido en la idea del “duelo de generales” que, en algún 
sentido, libraron Perón y Lanusse (Dalmazzo, 2005). 

Los intransigentes (PI) se sumaron a las listas del peronismo en el FreJuLi (ver glosario) y los 
populares (UCR) sellaron una especie de acuerdo de convivencia con Juan Domingo Perón 
simbolizado en el abrazo que se dieron Juan D. Perón y Ricardo Balbín el 19 de noviembre de 1972. 
Ese día dejaron atrás viejos enfrentamientos y se reconocieron mutuamente como un otro que 
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expresaba un sector de la sociedad. Comenzaba a tejerse la red sobre la que la democracia iba a 
poder asentarse una década después y luego de la tragedia más grande la historia argentina: la 
dictadura de 1976-1983. 

Entre 1973 y 1976, se vivió un extraño proceso de transición a la democracia que terminó 
siendo fallida. Si bien se logró transitar desde un gobierno autoritario hacia uno democrático 
(transición en sentido estricto), no se logró consolidar el régimen democrático y este cayó. Sin 
embargo, este proceso sentó las bases del acuerdo entre los partidos políticos que, luego de la 
sangrienta dictadura de 1973 a 1976, terminaron de acordar la necesidad de construir un régimen 
político democrático como único vehículo para acceder al poder. En este contexto explosivo y a 
contramano de la tendencia regional en la que prevalecían los gobiernos militares, (13) Argentina se 
lanzó a la fallida transición a la democracia de 1973, que se analiza en el siguiente apartado. 


4. 1973-1976: Cámpora y Perón-Perón, la transición fallida 


Las elecciones de marzo de 1973 consagraron a Héctor Cámpora, el candidato de Juan Domingo 
Perón quien fue el verdadero ganador de esta parte del proceso; en el duelo que le había planteado 
Lanusse, Juan Domingo Perón se impuso holgadamente (Dalmazzo, 2005). 

En su primer regreso, en 1972, Juan Domingo Perón había revalidado sus dotes de gran político. 
Triunfó en base a tres puntos. El primero, porque consiguió tejer una alianza amplia (FreJuLi) con 
apoyos novedosos no solo de todo el peronismo, al que logró unificar detrás de la candidatura de 
Cámpora, sino también de conservadores, socialistas, radicales desarrollistas e Yrigoyenistas, 
nacionalistas católicos y demócrata cristianos. Es decir, una amplia y diversa variedad de opciones 
que iban desde la izquierda a la derecha. Por el momento, Juan Domingo Perón lograba encolumnar 
una propuesta potente desde lo electoral que se encuadraba en las normas promulgadas por los 
militares salientes, pero sin que le haya sido necesario pactar con estos (Abal Medina y Suárez Cao, 
2003). 

El segundo fue el acuerdo con el radicalismo encabezado por Ricardo Balbín y un joven Raúl 
Alfonsín. Perón le ofreció a Balbín, en primer término, ser su compañero de fórmula, aunque el 
radical rechazó la propuesta, sellaron un acuerdo de mutuo reconocimiento dejando atrás viejos 
enfrentamientos. 

En las elecciones de marzo de 1973, el FreJuLi logró casi el 50% de los votos y la UCR el 21%. 
Fue una diferencia abrumadora y Juan Domingo Perón mostraba el tercer elemento que le permitió 
imponerse a Lanusse: su poder electoral estaba sólido, el apoyo de los ciudadanos fue contundente. 
El ciclo de la liberalización terminaba con la asunción de Cámpora y comenzaban los problemas de 
la consolidación del régimen democrático que, como se analiza más adelante, no logró sus objetivos 
y volvió a ser derrocado por otro gobierno militar (Romero, 2013). 

Cámpora a poco de asumir advirtió que su poder era nulo ante la inminencia del regreso 
definitivo de Juan Domingo Perón y como efecto del contundente triunfo del general en todos los 
escenarios. A los pocos meses de asumir, Juan Domingo Perón decidió volver de manera definitiva al 
país y, a pesar de que este había solicitado que no hubiera movilización, cientos de miles de 
personas se movilizaron hacia el Aeropuerto Internacional de Ezeiza para recibir al general. Se 
montó un escenario que evidenció las disputas entre los sectores del peronismo: por un lado, la 
izquierda peronista dominada por Montoneros que mostraba ya un crecimiento exponencial desde 
1970 (Lanusse, 2005) y, por el otro, la vieja estructura del sindicalismo burocrático (James, 2010). 
La movilización terminó en masacre, hubo enfrentamientos armados, corridas, gases lacrimógenos y 
una cantidad indeterminada de muertos. La fiesta esperada fue el preludio de la pesadilla que se 
avecinaba. 

Como consecuencia de estos episodios, el poder de Cámpora estaba agotado. Los sectores de 
izquierda no estaban dispuestos a ceder en el uso de la violencia política y los de derecha no 
estaban conformes con la orientación de Cámpora. Este renunció y llamó a nuevas elecciones en las 
que sí participó Perón. El círculo se cerraba y el triunfo del peronismo fue total, este fue electo 
presidente en septiembre de 1973 con el 62% de los votos. 

Perón asumió el 12 de octubre de 1973 con una sensación de que la suma de poder público 
podía permitirle contener una situación social explosiva. Cuando estaba exiliado, había alentado el 
desarrollo de organizaciones armadas pensando que, si lograba mantenerlas dentro del peronismo, 
las iba poder controlar después. Para él, había llegado el momento de ejercer ese control, pero no 
pudo. Montoneros, por un lado, mantenía sus continuos reclamos al presidente y ERP, por el otro, 
sostenía e incrementaba la lucha armada. Cada vez le era más difícil al presidente electo con el 62% 
de los votos lograr el control de la situación. A Perón le quedaban los partidos políticos 
democráticos como sostén, todos acompañaron el segundo proceso electoral y acataron las reglas 
impuestas por el gobierno de Lanusse (Abal Medina y Suárez Cao, 2003). 

A su vez, la situación política y económica empeoraba: escalaba la violencia política de derecha 
y de izquierda y la economía explotaba en el marco de la crisis mundial del petróleo. En enero de 
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1974, el otro grupo armado más importante (ERP) tomó por asalto un cuartel en la ciudad de Azul y 
provocó una nueva crisis política en el peronismo: fue destituido el gobernador de la provincia de 
Buenos Aires ligado a la izquierda peronista. El 1% de mayo, con motivo de la celebración del Día de 
Trabajador, se produjo un nuevo quiebre, esta vez definitivo, entre Perón y Montoneros. Ante las 
incesantes recriminaciones al general por parte de su juventud, este decidió expulsarlos de la Plaza. 
Unos meses después pasaron a operar en la clandestinidad y volvieron a la lucha armada (Lanusse, 
2005). 

Simultáneamente, se extendían grupos paramilitares que se enfrentaban a estas organizaciones, 
mayormente peronistas y trotskistas. El nivel de violencia seguía aumentando. Además, Perón 
envejecía rápido y se diluía la opción del salvador que pudiera contener los conflictos. Finalmente, 
murió el 12 de julio de 1974 y, lógicamente, los conflictos se profundizaron. 

Muerto el líder se desató una furiosa lucha por el poder dentro de un gobierno débil que había 
quedado a cargo de su viuda, María Estela Martínez de Perón (apodada Isabelita), quien se respaldó 
en su secretario José López Rega. Mientras la izquierda peronista y trotskista se replegaba a la 
clandestinidad y sufría la represión desatada por los grupos paramilitares, los sindicalistas 
pretendían aumentar su poder dentro de un gobierno que no tenía destino, pero al que estaban 
dispuestos a acompañar y a la vez sacarle el mayor rédito posible. Para fines de 1974, se decretó el 
estado de sitio y la represión se desató definitivamente (Rapoport, 2003). 

En 1975, hubo más de trescientos asesinatos políticos y el gobierno civil no tenía reacción. Con 
los nuevos planes económicos, además, se fue alejando de sus otros apoyos: sindicatos y grupos 
económicos locales. Solamente los partidos políticos seguían sosteniendo el proceso democrático. A 
mediados de año, los sindicalistas resistieron una serie de medidas del gobierno de Marínez de 
Perón y terminaron enfrentados a un gobierno más aislado. La presidenta tomó licencia y asumió el 
presidente del Senado, Ítalo Lúder, reforzando los aspectos más conservadores y represivos dentro 
del gobierno. En este marco, el presidente provisional firmó los decretos 261/75 (14), 2770, 2771 y 
2772/75 (15) (estos últimos tres fueron secretos) mediante los cuales el gobierno constitucional 
facultaba a las FF.AA. para aniquilar a los grupos armados. El primer decreto se limitaba a la 
provincia de Tucumán y los restantes ampliaron la represión a todo el territorio. 

Durante 1975, el ejército había combatido a grupos armados en el monte tucumano. El ERP (ver 
glosario) se había desplazado allí buscando copiar a los revolucionarios cubanos que habían 
preparado la insurrección en la Sierra Maestra del país caribeño hasta lograr asaltar el poder el 12 
de enero de 1959, El repliegue de los grupos armados era evidente, pero estos lejos estaban de 
rendirse. A fines de 1975, el ERP hizo un intento audaz por tomar un cuartel en el partido de Lanús, 
en la localidad de Monte Chingolo. La acción fue descubierta, los militares los estaban esperando y 
los resultados fueron trágicos para este grupo armado, fueron muertos y fusilados más de cien 
militantes (Carnovale, 2011). 

Para fines de ese año, los militares que habían tomado intervención en el conflicto con las 
organizaciones armadas, ya las habían eliminado, amparados en los decretos secretos firmados por 
el presidente provisional y en una sociedad que cada vez veía con mejores ojos el regreso de los 
militares a la casa de gobierno. 

El gobierno peronista que había comenzado con fuerte apoyo electoral en 1973 se deshacía 
como un castillo de arena ante la sucesión de acontecimientos. La economía era un volcán por los 
efectos recesivos del plan económico que intentó el gobierno ese año (el Rodrigazo) que consistió en 
una fuerte devaluación, aumento de tarifas y naftas, de transporte, baja de salarios y ajuste fiscal. 
Todo en un contexto internacional en el que las variables económicas cambiaban rápidamente, como 
se analiza al principio del capítulo (Rapoport, 2003). 

Los márgenes de acuerdo del gobierno se agotaban. La crisis del petróleo a nivel mundial hacía 
estallar el acuerdo que había alcanzado Perón en 1973: ya no contaba con el apoyo de los jóvenes 
armados que habían pasado a la clandestinidad, tampoco de los sindicalistas que se habían 
enfrentado el gobierno por las medidas de 1975 y que se veían obligados a pedir cada vez más 
aumento de salario, ni de los empresarios que habían abandonado el interés por el bien común y 
trasladaban a los precios los incrementos derivados del aumento del precio del petróleo. Solo los 
partidos políticos quedaron defendiendo al gobierno, pero estos no gozaban por entonces de peso 
político para imponer condiciones. Los militares asumieron nuevamente el poder por medio de la 
fuerza iniciando una cruel y siniestra dictadura. 


5. A modo de cierre 


El presente capítulo comprende el periodo 1966-1976 en el que la Argentina transitó por tres 
periodos. El primero se extendió hasta 1970 y fue el marcado por el intento de imponer un régimen 
autoritario para aplicar una política liberal. Aquel gobierno planteó aplicar un plan de tres etapas 
sin importar cuánto tiempo le demandara la tarea. El segundo es el periodo que abarca hasta las 
elecciones de 1973 en las que gobierno militar diseña mecanismos institucionales para la transición 
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a la democracia y el tercero el que cubre los gobiernos democráticos de Cámpora y Juan Domingo 
Perón-María Estela Martínez de Perón. 

En el mundo, los avances científico-tecnológicos fueron delineando los primeros indicios de lo 
que hoy llamamos globalización. El modelo industrial fordista que había funcionado desde la década 
de 1920, dejaba paso a uno más complejo y acorde a los tiempos modernos: el toyotismo. Los países 
desarrollados se lanzaron a la lucha por la conquista del espacio y lograron significativos avances en 
medicina, comunicaciones, transporte, desarrollo informático, programación, y cientos de 
disciplinas que se modernizaron gracias al uso de las computadoras y todos sus derivados. 

En América Latina, estos avances sucedían lejos y consolidaban el papel secundario de 
economías pequeñas como la local. Los cambios estructurales acontecidos en las décadas del 
sesenta y setenta desfavorecieron la región latinoamericana debido a que, en el mercado mundial, 
aumentaron fuertemente los precios del petróleo y descendieron los de los productos agrícolas, que 
era lo que se exportaba desde la región. 

Este contexto de retracción económica se combinó con el incremento de las acciones 
revolucionarias de parte de organizaciones nutridas por jóvenes influidos por las luchas por las 
independencias en Asia y África, la revolución china y la cubana. También la resistencia a la Guerra 
de Vietnam y la lucha por los derechos civiles en EE.UU. influyeron en un clima de época en el que 
se vivieron grandes cambios y se soñaron muchos más. 

La primera etapa comprende la dictadura de Onganía que aplicó un plan de estabilización 
económica basado en las recetas del FMI. Principalmente se orientó a bajar el déficit fiscal (ver 
glosario) y la inflación aplicado bajo un fuerte Estado represivo que, al cabo de unos años, logró 
contener ambas variables. En el año 1969, el plan dio su mejor resultado: la inflación bajo al 8% y el 
país creció un 8,5% (Cuadro 1). Fueron números muy buenos que no volverían a verse en Argentina 
hasta el siglo XXI. 

Sin embargo, la situación política fue la que hizo naufragar al proyecto de instaurar un Estado 
burocrático-autoritario (O'Donnell, 1982). Los sectores populares reaccionaron fuertemente contra 
el gobierno militar y se produjeron levantamientos: el Cordobazo de 1969 fue el más importante y 
marcó el final del gobierno de Onganía. 

Con la asunción de Levingston comenzó el segundo periodo, el del largo camino hacia la fallida 
transición a la democracia de 1973 y, a la vez, el largo declive económico que tendría su pico en 
1975 con el “rodrigazo” y que se extendió hasta finales de la década del ochenta (Halperín Dongui, 
2012). Finalmente fue Lanusse, quien intentó una salida negociada y le planteó a Juan Domingo 
Perón un escenario de negociación en el que este último se impuso al final del proceso. 

El camino hasta las elecciones de 1973 estuvo lleno de dudas y cambios de estrategias. Por un 
lado, el gobierno militar saliente fijaba las reglas de juego que los partidos acataron (decretos Ley 
19.862 y 19.945 de 1972); por el otro y paralelamente, los partidos tejían una serie de acuerdos 
incompletos que empezaron a devolverle a clase política el protagonismo que los sucesivos 
gobiernos militares les habían vedado y que se vería plasmado para 1983, cuando la democracia sí 
pudo empezar a consolidarse. El sector sindicalista-empresario acompañó la ilusión que se abría con 
el regreso de Juan Domingo Perón y el fin de las restricciones políticas que se habían sucedido las 
últimas décadas. Pero este escenario ideal duró poco, en el tercer periodo se desvanecieron rápido 
las ilusiones y la realidad comenzó a golpear duro, sobre todo desde 1976. 

Perón empezó fuerte con el 62% que sacó en las elecciones de septiembre de 1973, pero fue 
perdiendo el control rápidamente de la situación: sindicatos, empresarios, organizaciones juveniles - 
armadas o no- y todos los sectores que habían luchado por el regreso del general en el exilio, no 
acataron sus órdenes. Perón no estaba en condiciones de controlar aquello que había instigado para 
forzar su regreso. Luego de su muerte, creció la violencia, la economía se deterioró más y los 
partidos quedaron al margen. La democracia y los derechos humanos empezaban a vivir su era más 
oscura. Asomaba un nuevo golpe militar, el más siniestro y oscuro de la Historia argentina. 
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Decretos 2770, 2771 y 2772/75. Disponibles en http://www.jus.gob.ar/media/1129178/41-anm- 
ocumentos del estado terrorista.pdf (Consultado el 15 de septiembre de 2019). 


1. Sobre la cuestión macroeconómica del periodo 1966-1976, ver Rapoport (2003). 


2. Sobre el proceso de larga duración de la economía global entre los cincuenta y los setenta, ver Barbero et al. 
(2001). 


3. Sobre la cuestión de la doctrina de seguridad nacional, las relaciones con EE. UU. y Europa, Brasil y la 
guerra fría, ver Rapoport (2003,). Sobre el ejército argentino en el periodo, ver Kvaternik (1987) y más actual 
Mazzei (2012). 


4. Por ejemplo, fue la época del principio de la liberación femenina y de los movimientos feministas: fueron por 
entonces que las mujeres empezaron a usar minifalda y bikini. La pastilla anticonceptiva les permitió empezar 
a controlar su propio cuerpo y tener poder de decisión sobre la maternidad. Las mujeres, además, salieron al 
mercado laboral dejando el lugar exclusivo de amas de casa. En el mundo se produjo un cambio cultural que, 
por supuesto, no alcanzó a toda la población, pero que fue abriendo camino para que las nuevas demandas 
fueran reconocidas. 


5. En 1961, en el Pabellón 1 de la Facultad de Ciencias Exactas de la UBA había empezado a funcionar la 
primera computadora de América Latina. Su nombre de fantasía era Clementina y cuando llego la intervención, 
se desmanteló el instituto en el que estaba funcionando. A los cinco años, Clementina había quedado fuera de 
servicio. http://www.uba.ar/50nbl/contenidos.php?id=1 


6. Antes del golpe del 28 de junio de 1966, los militares habían dado otros cuatro en 1930, 1943, 1955 y 1962. 
De los últimos dos, además, habían surgido gobiernos semidemocráticos debido a que el peronismo siguió 
proscripto hasta 1973. La democracia no estaba para nada al tope de las preocupaciones de la sociedad. 


7. Sobre organizaciones armadas, ver Pozzi (1996 y 2001); Pozzi y Schneider (2000), Sigal y Verón (1986), 
Gillespie (1982), Lanusse (2005), Carnovale (2011) y Hilb (2007) y Eggers Lan (2014). 


8. Sobre el concepto transición, ver Lesgart (2003) y sobre nuevas miradas de la transición ver, Mira y Pedrosa 
(2016). 


9. Durante el siglo XX, hubo seis golpes de Estado en Argentina: 1930, 1943, 1955, 1962, 1966 y 1976. Los 
cuatro primeros fueron cortos y ninguno duró más de tres años. Los militares ensayaron en estos cuatro casos 
rápidas restauraciones a algún orden democrático que, en todos los casos, fue restringido o tutelado. Los 
regímenes surgidos en 1932, 1946, 1958 y 1963 no lograron instalar uno estable: ninguno superó los diez años 
y todos fueron desplazados por nuevos golpes militares (Romero, 2013). 


10. Juan Domingo Perón había sido derrocado en 1955 por el golpe militar y desde entonces tenía prohibido 
volver al país, vivió en la España de Franco entre 1960 y 1973 cuando regresó al país definitivamente. 


11. Uno de los aspectos que incluyó la negociación con Juan Domingo Perón fue la devolución del cadáver de 
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Evita que había muerto en 1952 a los 33 años. Cuando Juan Domingo Perón fue derrocado, su cadáver fue 
profanado y sus restos escondidos por casi 20 años en Italia. Como parte de la negociación, los militares 
devolvieron a Juan Domingo Perón los restos de Evita que quedaron en la residencia de Olivos hasta 1976, 
cuando fueron enviados el cementerio de la Recoleta de la Ciudad de Buenos Aires (Dalmazzo, 2005). 


12. Entre 1955 y 1973, el radicalismo se habría fracturado entre intransigentes (UCRI) y populares (UCRP). 
Los primeros gobernaron entre 1958-1962 y los segundos entre 1963-1966. Los intransigentes, a su vez, se 
dividieron en 1972 en dos partidos: el MID dirigido por el expresidente Arturo Frondizi y el Pl, por el viejo 
dirigente Oscar Alende. Los radicales populares estaban al mando de Ricardo Balbín y un relativamente joven 
Raúl Raúl Alfonsín. 


13. En 1973 había gobiernos militares en casi toda la región: Paraguay (1954-1989), Brasil (1964-1985), Perú 
(1968-1980), Bolivia (1971-1982), Ecuador (1972-1978). Chile y Uruguay se agregaron ese 1973 (Alcántara y 
otros, 2006). 


14. http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/210000-214999/210287/norma.htm (Consultado el 15 
de septiembre de 2019). 


15. Sobre estos decretos no hay versión oficial disponible, otras versiones en: 


http://www.jus.gob.ar/media/1129178/41-anm-documentos del estado terrorista.pdf (Consultado el 15 de 
septiembre de 2019). 
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Capítulo VIII. 
1976-1983. El Estado terrorista 


Analía Goldentul y Analía Dorado 


1. Introducción 


El 24 de marzo de 1976, una junta militar integrada por los tres comandantes de las Fuerzas 
Armadas (1) derrocó al gobierno constitucional de María Estela Martínez de Perón. Se había 
perpetrado el sexto golpe militar. Las FF.AA. entendieron y denominaron esta nueva etapa que se 
abría como un “Proceso de Reorganización Nacional (1976-1983)”. (2) Solo en este punto no 
faltaron a la verdad: el nombre no tenía nada de azaroso y efectivamente vaticinaba los propósitos 
de transformar la sociedad argentina en sus niveles político, económico y social. 

Ante un contexto regional signado por el despliegue de gobiernos institucionales de las FF.AA. 
(Ansaldi, y Giordano, 2012), (3) ¿qué forma adoptó el Estado? En 1984, tras un año del retorno a la 
democracia, Eduardo Luis Duhalde publicó El Estado terrorista argentino, una sagaz lectura sobre 
el engranaje estatal y represivo que tuvo lugar entre 1976 y 1983. De acuerdo al autor, se trató de 
un Estado que había apelado al uso sistemático del terror y que, como reza el título de su libro, 
podía ser adjetivado de “terrorista”. Si bien ya desde 1972, con la Masacre de Trelew, (4) se 
produjeron desapariciones y asesinatos de prisioneros políticos, a la vez que ciertos sectores del 
peronismo de derecha configuraron un terrorismo paraestatal, es recién con el “Proceso de 
Reorganización Nacional” que la participación estatal en la aplicación de tecnologías de terror 
alcanzó un carácter sistemático y extensivo -con sus variaciones- a todo el territorio nacional. Del 
terrorismo estatal se pasó al Estado terrorista, con plena institucionalización de la muerte y el 
terror. El elemento que le otorgó especificidad a esta forma de Estado fue, retomando a Duhalde, el 
desdoblamiento de los aparatos del Estado en dos caras: una pública, sometida a las leyes -aun 
cuando estas tuvieran elevados niveles de excepcionalidad- y otra clandestina, al margen de toda 
legalidad formal. 

En este capítulo se sostiene que es en el entrelazamiento entre represión estatal, economía y 
sociedad donde se hallan los fundamentos del Estado terrorista. La última dictadura argentina 
coincidió con el inicio de un nuevo modelo de acumulación del capital, dejándose atrás casi 
cincuenta años de políticas públicas orientadas a reforzar el modelo de Industrialización por 
Sustitución de Importaciones (ISI). En este esquema, la dictadura doblegó y erradicó tradiciones, 
modos de vida, formas de sentir, de habitar y de manifestarse el espacio público que comenzaban a 
perfilarse como incompatibles con la especulación financiera. Uno de los principales obstáculos 
residió en la ampliación de derechos sociales y laborales (Mallimaci, 2007) y en la arraigada cultura 
de resistencia que informaba la acción de diversos sectores sociales (James, 2008) -peronismo, 
sindicalismo y estudiantes-, dos marcas culturales que habían hecho del movimiento obrero 
argentino el más importante de América Latina. Fue así que mediante una serie de dispositivos de 
carácter clandestino aquellos cambios sociales y estructurales que demorarían años -incluso 
décadas- en desplegarse, pudieron concretarse en un lapso de tiempo relativamente corto. En el 
período de tiempo que abarca este capítulo, no fue tan solo la muerte sino “la abrumadora 
monotonía de vivir con miedo” (Halperín Dongui, 1999), lo que marcó a fuego la subjetividad de 
miles de argentinos. 


2. La Doctrina de Seguridad Nacional: bases y prácticas 


Los autores contractualistas -Thomas Hobbes, John Locke y Jean-Jacques Rousseau- comparten 
la idea del Estado como producto de un contrato social: los hombres deciden abandonar el estado de 
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naturaleza e ingresar a una sociedad reglamentada, delegando la capacidad de hacer justicia por 
mano propia en el Estado y esperando de este último el respeto y la garantía de los derechos 
inalienables (Abal Medina y Barroetaveña, 1997). Dado que el Estado es el principal guardián del 
contrato social, ¿bajo qué mecanismos puede legitimar el uso del terror?, “¿cómo justifica la 
“Tecesidad' de provocar la muerte una infraestructura cuya base es la administración y garantía de 
la vida?, ¿cómo instala el Estado la capacidad para quitar la vida cuando, precisamente, es esta la 
que se compromete por definición a garantizar?” (Feierstein, 2007: 118). 

Una premisa básica es que el hecho de que matar -por parte de las Fuerzas Armadas (FF.AA.) y 
de Seguridad- o de aceptar la muerte del otro como un hecho consumado -por parte de amplios 
sectores de la sociedad civil-, requiere de preparación ideológica, de fundamentos teóricos, políticos 
y de sentido común que sitúen la muerte del otro en el orden de lo normal, lo deseable y lo 
esperable. Esa condición de aceptabilidad de matar (por parte de las FF.AA.) y de dejar morir a 
ciudadanos (por parte de amplios sectores de la sociedad) provino en los años sesenta y setenta de 
la Doctrina de Seguridad Nacional (DSN). 

La revolución cubana en 1959 y el despliegue de movimientos guerrilleros en Perú, Colombia, 
Argentina, Chile y Uruguay, permitieron a EE.UU. darse cuenta que en su obsesión por la amenaza 
soviética había ignorado la posibilidad real de que América Latina pudiera convertirse en un frente 
independiente de agitación y cambio, mucho más amplio que el avance de la Unión de Repúblicas 
Socialistas Soviéticas (URSS) sobre Europa Central. Pero las secuelas políticas y económicas que 
había dejado en EE.UU. la guerra con Vietnam, y sobre todo, el rechazo contundente del pueblo 
norteamericano a la idea de un nuevo enfrentamiento bélico, coadyuvaron a que cada Estado 
latinoamericano asumiera la responsabilidad de defender la moderna civilización occidental desde 
su propia inscripción territorial. Fue así que surgió la DSN. La misma fue planificada en EE.UU. 
durante la administración de Kennedy (1961-1963) y luego, en las décadas del sesenta y del setenta, 
reformulada y adaptada a la cultura política y necesidades de cada país. 

Entre sus elementos principales se destaca, en primer lugar, la proposición de una nueva 
hipótesis de conflicto para las FF.AA. Esta doctrina identificó, por un lado, al comunismo como el 
fenómeno que acabaría con las libertades y los derechos individuales de los individuos y postuló, por 
el otro, a los militares como la garantía más sólida contra aquel peligro. Si históricamente los 
militares se habían formado bajo la consigna de proteger las fronteras nacionales y combatir contra 
ejércitos extranjeros, ahora la DSN introducía un cambio de notable envergadura: el enemigo ya no 
era necesariamente extranjero sino que podía provenir del interior de la comunidad nacional. Se 
producía entonces un desplazamiento del enemigo externo hacia enemigo interno, que permitía a 
las FF.AA. justificar la eliminación de ciudadanos de la propia comunidad nacional (a los que por 
reglamento debían proteger) sospechados o acusados de subversión. 


2.1. El enemigo interno 


En el contexto internacional de Guerra Fría, el “subversivo” era todo aquel que atentara contra 
los valores de la civilización occidental-cristiana en pos del expansionismo soviético, marxista y ateo. 
El enemigo era interno pero tenía a su vez un carácter global y transnacional. Bajo la convicción de 
que los límites geográficos entre países no podían ser un obstáculo en la defensa del sistema 
democrático occidental, las estrategias de cada país ingresaron en una nueva clase de cooperación. 
Así surgió el Plan Cóndor, un programa coordinado de contrainsurgencia que centralizó las 
operaciones represivas en Argentina, Uruguay, Paraguay, Bolivia, Chile y Brasil. América Latina 
comenzó a ser pensada como un “campo de batalla” en su totalidad, donde las únicas fronteras 
realmente significativas eran las ideológicas. Esta coordinación represiva permitió que los 
argentinos exiliados en países limítrofes -nayormente en Brasil y Uruguay- fueran deportados o 
incluso asesinados en el país al que habían intentado huir, y viceversa. Cabe destacar, por ejemplo, 
que la mayoría de las desapariciones de ciudadanos uruguayos fueron producto del accionar de las 
FF.AA. y de Seguridad argentinas. 

Como en otras latitudes latinoamericanas, los militares argentinos se expresaron mediante un 
lenguaje biologicista, propio de las ciencias médicas, y postularon que había un “cáncer” (el 
“enemigo subversivo”) que amenazaba con extenderse en el cuerpo (la sociedad). Y que, en virtud 
de ello, debía ser extirpado (exterminado). Las FF.AA. recurrieron a metáforas ancladas en una 
“sociedad enferma” que, al mismo tiempo que infantilizaban a la sociedad, buscaban adhesión social 
hacia los métodos empleados. La relación que se estableció entre el poder militar y la sociedad, 
reflexiona Delich (1983), puede ser analógicamente entendida como “una relación médico-paciente 
[donde] el médico sabe y el paciente no sabe. Es una asimetría absoluta y perfecta [en la que] el 
médico prescribe y el paciente cumple. La terapia incluye generalmente alguna clase de dolor de 
intensidad variable; pero (...) la finalidad y la perspectiva de buena salud hacen que el paciente 
acepte ese dolor necesario” (1983: 4). Así, del mismo modo que luchar contra el cáncer habilita a 
veces el empleo de técnicas y medicamentos de una brutalidad que no se esconde, el combate con el 
“cáncer subversivo” requería del uso de tecnologías y dispositivos especiales, cuya ilegalidad estaba 
justificada por el tenor de la “enfermedad” (Sonntag, 2012). 
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En el marco de la DSN, ¿quiénes representaban un “cáncer subversivo” que amenazaba con 
“infectar” el cuerpo entero? El enemigo interno era considerado como tal por su textura ideológica y 
política (marxista, comunista, socialista) y por lo tanto, no tenía ningún rasgo físico o de apariencia 
que facilitara su identificación. (5) La definición fue amplia, ambigua e impredecible, y no se 
restringió a los miembros de las organizaciones armadas. Muchos eran potencialmente subversivos 
y nada de lo que una persona hacía -por acción u omisión- le garantizaba quedar al margen del 
aparato represivo. Según Levy (2004), se trató de una democratización de la otredad negativa tan 
eficiente como terrorífica, donde el enemigo no se ajustaba a límites nacionales ni patrones raciales: 
podía ser interno o externo, hombre o mujer, estudiante u obrero, pertenecer al mismo barrio o 
incluso a la misma familia. El propio Comandante en Jefe de las FF.AA. y presidente de facto, Jorge 
R. Videla, sostuvo en alusión a la identidad del “enemigo” que “un terrorista no [era] solamente 
alguien con un revólver o una bomba sino cualquiera que difunda ideas contrarias a la civilización 
occidental y cristina” (Documento de Secretaría General de la Presidencia “Bases Políticas para la 
Reorganización Nacional”, 21 de junio de 1979). 

La visión extendida de que desaparecían a “cualquiera” conlleva, sin embargo, el riesgo de 
quitarle racionalidad al engranaje represivo (Lvovich y Bisquert, 2008). Más allá de algunas 
excepcionalidades, las FF.AA. y de Seguridad actuaron siguiendo criterios de identificación, 
selección y persecución precisos. Esto quiere decir que, si bien la definición de enemigo subversivo 
era ambigua y nadie quedaba del todo excluido de ella, tampoco se trató de una represión 
indiscriminada sobre el conjunto de la población. El objetivo físico fueron aquellos que, en la mirada 
de los perpetradores, estaban involucrados de distintas formas en prácticas contestatarias. En 
general, se trató de amenazas, secuestros y muerte de personas que no eran ni altos dirigentes 
guerrilleros ni meros trabajadores, sino “articuladores sociales” (Feierstein, 2007), es decir, sujetos 
que hacían de nexo entre las dos instancias: militantes, sacerdotes, sindicalistas, abogados, 
intelectuales, activistas de organizaciones de derechos humanos. La sociedad, en este esquema, 
debía colaborar en la identificación del enemigo subversivo y comportarse según parámetros 
culturales y políticos que prescribían el modo correcto de ser argentino (Risler, 2018), también 
como forma de evitar que recayera en ellos cualquier sospecha. Estas pautas generaban miedo en 
amplios sectores sociales e instaban a nuevas formas de relacionarnos con los otros a partir de la 
delación y la desconfianza recíproca. 

Algunos medios de comunicación asumieron como propio el discurso autoritario y advirtieron 
sobre la necesidad de estar en “alerta” y de vigilar a las personas cercanas a uno, no solo en el 
barrio o en el trabajo sino también en la escuela. La “Carta abierta a los padres argentinos”, 
publicada en 1977 por la revista Gente (6) bajo la forma de una esquela anónima, permite ilustrar 
bien este punto: 


Después del 24 de marzo de 1976, usted sintió un alivio. Sintió que retornaba el orden. Que todo el 
cuerpo social enfermo recibía una transfusión de sangre salvadora. Bien. Pero ese optimismo -por lo 
menos, en exceso- también es peligroso. Porque un cuerpo gravemente enfermo necesita mucho 
tiempo para recuperarse, y mientras los bacilos siguen su trabajo de destrucción la guerrilla puede 
perder una o cien batallas, pero habrá ganado la guerra si consigue infiltrar su ideología en la escuela 
primaria, en la secundaria, en la universidad, en el club, en la iglesia. Ese es su objetivo principal. Y 
eso es lo que todavía puede conseguir. Sobre todo si usted, que tiene hijos, no está alerta. (...) Usted 
tiene una gran responsabilidad en esto. Porque usted no sabe no puede saber qué cara tiene el 
enemigo. 

Entienda algo y de una vez por todas. Esta guerra no es de los demás. También es suya (...). No basta 
con almidonar el guardapolvo, comprar los libros y los cuadernos, y pagar la cooperadora. Hay otras 
responsabilidades más profundas. Esté atento. No se deje sorprender. Cuando le digan que un colegio 
es “serio”, no traslade toda la responsabilidad a los otros. Interésese. Averigúe y controle. Esta carta 
no pretende alarmarlos, señora, señor. No le pide tampoco que desconfíe hasta de su sombra. 
Simplemente le pide prudencia, que se interese con más esfuerzo, si es posible por el mundo que rodea 
a su hijo. (...) La señorita Rodríguez puede ser una monada. Pero no deje librado todo a otros. Porque si 
usted se desinteresa, no tendrá derecho a culpar al destino o a la fatalidad cuando la llamen de la 
morgue (Carta abierta a los padres argentinos, revista Gente, 16 de diciembre de 1976. El énfasis es 
nuestro). 


Esta cita invita a pensar la dictadura no solo en su dimensión destructiva sino también en su faz 
productiva, generando nuevas relaciones sociales basadas en el miedo y la sospecha. Como señaló 
Marín (1985: 27), “hoy sabemos que [las tecnologías represivas] eran muchos más los procesos que 
construían que los que destruían”. La intervención de la revista Gente es elocuente además por 
tratarse de un formato dirigido a un público lector femenino, en apariencia sin connotación política 
y de consumo más frívolo, vinculado al espectáculo y al género del chisme. En efecto, los nuevos 
patrones de relacionamiento no se impusieron meramente de arriba hacia debajo de manera 
coercitiva, sino que implicaron una pedagogía desde soportes gráficos que permeaban la cultura y la 
vida cotidiana. Con un mensaje similar, el diario La Gaceta de Tucumán publicó durante 1975 el 
siguiente folleto: 


Downloaded by Blastar 00 (defusitaWgmail.com) 


Atención Tucumano: Preste atención y colabore si comprueba: 

-Que en su barrio, pueblo o paraje se radican personas jóvenes sin hijos o con hijos de corta edad; 
-Que esas parejas no mantienen relación con el vecindario; 

-Qué no se les conoce familiares; 

-Que no se sabe a qué se dedican ni en qué trabajan; 

Porque esas personas pueden estar atentando contra su seguridad, la de su familia y la del país, su 
información será valiosa. 

Ejército Argentino 

(diario La Gaceta, 1975) 


A diferencia de la carta de la revista Gente, en este folleto la tónica denunciatoria era más 
explícita y la ligazón institucional con el Estado aparecía de forma inmediata, dada la firma del 
Ejército argentino. Fechado en 1975, el comunicado introduce a su vez una cuestión fundamental: la 
delimitación temporal del Estado terrorista. 

En la actualidad hay consenso en el campo de la historia reciente en torno a que el terrorismo 
de Estado, como señala Confino (2019), “comenzó previamente a la dictadura y no se ajustó a su 
cronología institucional”. Esto quiere decir que la presencia de un gobierno democrático no implica 
la ausencia de terrorismo de Estado o, dicho en otros términos, que el terrorismo de Estado no 
siempre se despliega en contextos dictatoriales. Una lectura original sobre cómo la distinción 
institucional entre gobiernos democráticos y dictatoriales opacó ciertas continuidades que se dieron 
en materia represiva la ofrece Franco (2012). La autora demostró que la creación simbólica de un 
“enemigo interno” formó parte de un proceso discursivo y legal que ya era advertible en 1973 y que 
se intensificó en los años venideros. Otras investigaciones (Jemio, 2012; Pontoriero, 2016) indagan 
el progresivo involucramiento de las FF.AA. y de Seguridad en acciones violentas legales y 
clandestinas, siendo un antecedente clave los decretos de aniquilamiento N* 2770/75, 2771/75 y 
2772/75 firmados por Isabel Martínez de Perón, que otorgaron importantes prerrogativas al Ejército 
para «neutralizar y/o aniquilar» a «elementos subversivos». Esta habilitación tuvo como corolario el 
Operativo Independencia, entre febrero y septiembre en 1975: una acción militar sostenida por el 
Ejército en Tucumán que tuvo por fin acabar con el Ejército Revolucionario del Pueblo (ERP). 
Durante los nueve meses que duró el operativo, las FF.AA. realizaron acciones de hostigamiento y 
control e instalaron centros clandestinos de detención (CCD) que, lejos de limitarse a los cuadros 
armados ERP tuvieron como víctimas predilectas a cientos de tucumanos, estudiantes y 
trabajadoras de ingenios azucareros acusados de colaborar con la militancia armada (Jemio, 2012). 


2.2. Las tecnologías de terror 


Luego del 24 de marzo de 1976, el accionar ilegal y clandestino del Ejército en Tucumán se 
extrapoló a todo el territorio nacional, e involucró al conjunto de las FF.AA. y de Seguridad. (7) Los 
años de mayor despliegue del Estado terrorista fueron entre 1975 y 1977, cuando sucedieron el 
grueso de las masacres y desapariciones. (8) Mientras la población judío-europea había sido 
perseguida en la Alemania nazi a partir de criterios raciales, étnicos y religiosos -se los condenaba 
por lo que eran- a los estudiantes, militantes, obreros, sindicalistas, intelectuales y guerrilleros 
argentinos se los persiguió por lo que hacían y pensaban. La necesidad de utilizar métodos de 
inteligencia no convencionales sobrevino justamente frente a la imposibilidad de detectarlos por su 
apariencia física o por su apellido. Además, la inteligencia contrainsurgente partía de considerar al 
subversivo, no por su inferioridad racial sino por su peligrosidad política. Esta peligrosidad (en 
adición con el carácter viscoso) justificaba la utilización de dispositivos y tecnologías que no se 
adecuaban a las leyes y a los códigos militares tradicionales. Y, más aún, impelía a modificar y 
reinventar la normativa preexistente en función de la naturaleza irregular del enemigo (Pontoriero, 
2014). 

En 1984, con la vuelta a la democracia, la investigación de la Comisión Nacional sobre 
Desaparición de Personas (CONADEP) proveyó un mapa sistemático del terror y de los métodos 
empleados. A partir de los testimonios de cientos de víctimas, el informe reconstruyó el accionar de 
las FF.AA. y de Seguridad, identificando cuatro instancias principales: el secuestro, la tortura, la 
detención y la ejecución. Pese a que la Junta Militar estableció la pena de muerte, esta fue 
escasamente aplicada. La mayoría de las ejecuciones tuvieron un carácter oculto y clandestino. Los 
cuerpos se enterraron en cementerios como “personas no identificadas” (NN), fueron quemados en 
fosas colectivas que a veces eran cavadas por las propias víctimas antes de ser fusiladas, o arrojados 
al mar con bloques de cemento luego de ser adormecidos con una inyección. 

La incerteza sobre el paradero de las víctimas introdujo una nueva figura que hoy forma parte 
de nuestro vocablo e historia nacional: la figura del desaparecido. La desaparición de personas 
como método represivo fue introducida en la Argentina por la escuela militar francesa, procurando 
trasmitir las tácticas que habían utilizado estos oficiales durante la batalla de Argelia. A partir de 
1960, el método de la desaparición se generalizó a través de la Escuela de las Américas. Entender el 
significado que es inherente a la noción de “desaparecido” supone considerar que en un primer 
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momento la desaparición no fue sinónimo de muerte o asesinato. Sobre todo durante los primeros 
dos años de la dictadura, el destino de los desaparecidos era incierto y las sospechas de muerte que 
tenían los familiares movilizados, si bien ascendían con el transcurrir de los meses, no se 
materializaban en una realidad fehaciente. Justamente, el procedimiento de hacer desaparecer a los 
opositores fue un método represivo que se basó en la producción de un desconocimiento, en la 
sustracción de un saber (Salvi, 2016). Una de las consignas que refleja esta preocupación y que era 
cantada en las marchas de protesta clamaba: “¡¡Los desaparecidos, que digan donde están!!”. 

Con el propósito de obtener información fidedigna sobre el paradero de sus hijos, en 1977 
surgió la asociación Madres de Plaza de Mayo. La idea comenzó a gestarse cuando una madre, 
Azucena Villaflor, se dio cuenta de que individualmente no iban a conseguir mucho: “¿Por qué no 
vamos todas a la Plaza de Mayo? Cuando vea que somos muchas, Videla tendrá que recibirnos”, 
sostuvo Villaflor, mientras esperaba ser atendida por un vicario castrense junto a otras madres. 
Como ilustra este testimonio, en un principio las madres pugnaron por conseguir una audiencia con 
el presidente de facto Jorge R. Videla, para lo cual establecieron como punto de encuentro y de 
protesta la icónica Plaza de Mayo. Fue así que catorce madres iniciaron una ronda en movimiento 
(las “rondas de las madres”), que fue creciendo en la medida en que se acercaron otras madres 
afectadas. Esta modalidad de protesta obedecía a las prohibiciones que consignaba el estado de 
sitio. En la palabra de Ginzberg: “La policía empezó a hostigarlas en la Plaza. Un día un oficial 
intentó dispersarlas al grito de “¡Circulen!'. Decía que, como había estado de sitio, estaban 
prohibidas las reuniones de tres o más personas. Las mujeres empezaron a caminar de a dos. 
Primero alrededor de los canteros y los bancos, después alrededor del monumento a Belgrano. 
Luego dieron la vuelta a la pirámide. Así nació la ronda de las Madres” (2003: s/d). 

Ese mismo año, la asunción del presidente norteamericano, James Carter, trajo consigo un 
cambio cualitativo en las relaciones bilaterales entre Argentina y EE.UU. Si la DSN tenía su origen 
en EE.UU., ahora era ese mismo país bajo la administración demócrata el que consignaba nuevos 
límites. Buscando oponer una distancia moral con el régimen soviético, el gobierno Carter se 
dispuso a aplicar con el mayor rigor posible su nueva política de derechos humanos sobre la 
Argentina, mediante los instrumentos que le había otorgado el Congreso: la reducción de la 
asistencia militar y económica (Avenburg, 2009). En 1979, ante el aumento de denuncias a nivel 
local e internacional y en el marco de la presión norteamericana, la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos (CIDH) visitó la Argentina para elaborar un informe sobre la situación. (9) Del 6 
al 20 de septiembre de 1979, la CIDH abrió tres oficinas en el país y recibió 5580 denuncias de 
secuestros y desapariciones, aparte de las casi tres mil que habían presentado previamente algunos 
organismos en el ámbito internacional. En este contexto, el ex presidente de facto Jorge Rafael 
Videla brindó una conferencia de prensa que fue televisada, en la que pronunció una frase que hoy 
es tristemente célebre: 


Le diré que frente al desaparecido en tanto esté como tal, es una incógnita, mientras sea desaparecido 
no puede tener tratamiento especial, porque no tiene entidad. No está muerto ni vivo. Está 
desaparecido (Romero, 1994: 287). 


La figura del desaparecido tenía una serie de implicancias. El desconocimiento y la falta de 
información fidedigna sobre el destino de los desaparecidos infundía terror en amplios sectores y 
grupos sociales. A su vez, la desaparición del cuerpo dificultaba la prueba del delito y generaba una 
situación de agravamiento de las heridas de los familiares, debido a las dificultades de dar por 
muerto a sus seres queridos y eventualmente finalizar la búsqueda de sus restos. En torno a las 
desapariciones, Graciela Daleo, ex desaparecida detenida en la ESMA, reflexiona: “una cosa es que 
aparezca el cuerpo fusilado en el Obelisco: eso es la muerte, la muerte seca. Otra cosa es que haya 
desaparecidos. El sonido de desaparecer, ese ruido, ese sonido del agua que te traga” (Graciela 
Daleo, Testimonio ESMA). Mientras la muerte siempre queda registrada en la memoria, la 
desaparición como método buscó anular todo registro y reconstrucción histórica posible. Por eso, 
saber que pasó, y exigir “verdad” se convirtió en un eje vector de los reclamos de los organismos de 
derechos humanos. 


3. Los pliegues de la sociedad en dictadura 


¿Cómo reaccionó la sociedad ante el régimen militar? ¿Fue cómplice, presentó resistencia o 
simplemente permaneció indiferente hacia los crímenes de Estado? Con la vuelta a la democracia en 
1983 estas preguntas conformaron un eje de interrogación ineludible. Un conjunto heterogéneo de 
libros, informes, películas y documentales condensaron representaciones diversas sobre lo que 
parecía ser un enigma difícil de cifrar. En el prólogo al Nunca Más, escrito en 1984 por el escritor y 
presidente de la CONADEP Ernesto Sabato, se consignó que dos “demonios” se habían enfrentado, 
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las fuerzas estatales y las organizaciones armadas -las primeras de una “naturaleza infinitivamente 
peor”- y que la sociedad, ubicada en el medio y ajena a la violencia, había sido “víctima” de ambos. 
Un año más tarde, en 1985, la industria cinematográfica estrenaba la primera película sobre la 
dictadura, La Historia oficial. Norma Aleandro y Héctor Alterio protagonizaban un matrimonio 
estable de clase media acomodada, que vivía junto a su pequeña hija Gaby, a quien habían adoptado 
cuando era bebé. A medida que transcurren las escenas, la protagonista, profesora de historia en un 
colegio secundario, comienza a tener dudas sobre la identidad de los padres biológicos de su hija, y 
emprende una búsqueda de información que la llevará a descubrir las atrocidades cometidas en 
dictadura, además de una trama de complicidades que incluyen a su marido. La película, como 
sostiene Lvovich y Bisquert (2008), grafica la existencia de una “sociedad inocente e ignorante de lo 
que pasaba a su alrededor o que elegía no saber por miedo”, donde “ni siquiera la esposa de un 
empresario vinculado a los militares sabía lo que sucedía, y cuando finalmente lo descubre se 
horroriza tanto como cualquier argentino de buena conciencia” (2008: 40). 

La memoria, sin embargo, no es una operación estática que restituye sin alteraciones los 
recuerdos y experiencias del pasado (Jelin, 2017). Nuestras rememoraciones “remiten al pasado 
pero se conjugan en tiempo presente” (Balé et.al., 2017), en línea con las dinámicas del acontecer 
político diario. En ese sentido, y a diferencia de las representaciones circulantes en la década del 
80, hace poco más de diez años que desde los campos político, intelectual y académico comenzó a 
hacerse énfasis en el apoyo de diversos sectores de la sociedad civil al golpe de Estado. Si bien 
desde mediados de la década del noventa, activistas sociales y familiares de desaparecidos 
comprometidos con los procesos de memoria, verdad y justicia señalaban en discursos y escraches 
públicos el componente civil de la última dictadura, estas marcaciones se aceleraron a partir del 
conflicto desatado en 2008 entre el gobierno de Cristina Fernández (2007-2011) y las principales 
entidades agropecuarias por una suba en la alícuota de las exportaciones. Las disputas abiertas en 
adelante conformaron un marco político con particular incidencia en los modos de representar el 
pasado, y sobre todo, en la forma de nominarlo (Franco, 2016). Con el objetivo de poner en relieve 
una malla de responsabilidades criminales que no se agotaba en el componente militar, el concepto 
de dictadura militar fue progresivamente reemplazado por el de dictadura cívico-militar, ya no solo 
desde el discurso político sino también desde la prensa y la academia de forma generalizada e 
incuestionada (Montero, 2016). (10) Ante el despliegue de rivalidades y confrontaciones del 
gobierno con distintas corporaciones, el eje estuvo puesto sobre todo en la responsabilidad de los 
grupos económicos (Basualdo, 2006, 2013). 

La apelación al sintagma dictadura cívico-militar reforzó la ampliación de la categoría social del 
represor, que pasó de circunscribirse a los agentes de las FF.AA. y de Seguridad que cometieron 
crímenes de lesa humanidad, a incluir bajo sus contornos a aquellos civiles -jueces, médicos y 
sacerdotes- que participaron de diversos modos en el engranaje represivo (Goldentul, 2017). Como 
corolario de estas ampliaciones simbólicas se iniciaron nuevas investigaciones judiciales que 
derivaron en juicios y condenas, demostrando que los procesos de memoria y de justicia se hallan 
íntimamente ligadas al conocimiento experto y académico. En 2012 fue condenado el primer civil, 
Jaime Lamont Smart, juez y ministro de gobierno de la provincia de Buenos Aires entre 1976 y 1979, 
mientras que en 2016 fue juzgado el dueño de la empresa de microbuses La Veloz del Norte, por 
haber dispuesto dentro de su empresa de un espacio para propinar torturas a los empleados que 
eran sospechados de subversión. 

Más allá de la complicidad y de la responsabilidad criminal de algunos grupos civiles, lo cierto 
es que ningún gobierno, ni siquiera aquel que viola la constitución y los derechos humanos, puede 
acceder al poder y gobernar sobre la base de un mero usufructo de la violencia. Incluso hasta la 
última dictadura necesitó instrumentar mecanismos de publicidad y políticas públicas para generar 
adhesión en la sociedad civil y extender su perdurabilidad en el poder. Justamente, para Suriano 
(2005) el apoyo más paradigmático provino de la gente común. La sensación de caos y de debilidad 
del gobierno de Isabel Martínez de Perón sedimentó en una pérdida de legitimidad del orden 
constitucional, que predispuso a diversos sectores de la sociedad -incluidos los partidos políticos y 
sus dirigentes- a aceptar soluciones de fuerza. Algunos trabajos (Franco, 2002; Postolsky y Marino, 
2006; Risler, 2018) muestran la incidencia que tuvieron ciertos actores que poseían los medios de 
producción simbólica de la realidad -también incluidos en la sociedad civil- en la construcción de un 
consenso golpista. Este consenso prendió con fuerza en un sector de la población, convencido de 
que cualquier cosa que sustituyera al gobierno civil sería mejor. En ocasión de una entrevista que le 
hicieron en 2013, el propio Videla justificó el golpe de Estado a partir de las expectativas sociales y 
políticas que existían en torno a la intervención de las FF.AA.: 


Padecíamos vacío de poder, parálisis institucional y riesgo de una anarquía, y frente a este estado de 
cosas el clamor ciudadano, con sus dirigentes a la cabeza, pedían la intervención de las Fuerzas 
Armadas (...). El máximo líder del radicalismo, Ricardo Balbín, que era un hombre de bien, cuarenta y 
dos días antes del pronunciamiento militar del 24 de marzo se me acercó a mí para preguntarme si 
estábamos dispuestos a dar el golpe, ya que consideraba que la situación no daba para más y que el 
momento era de un deterioro total en todos los ámbitos de la vida. “¿Van a dar el golpe o no?”, me 
preguntaba Balbín” (entrevista de Ricardo Angoso a Jorge Rafael Videla, Página 12, 17 de mayo de 
2013). 
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La celebración del Campeonato Mundial de Fútbol, en 1978, (11) constituyó una de las 
instancias de mayor legitimidad del gobierno militar, a partir de la amplificación de un nosotros 
común futbolero, callejero y festivo (Risler, 2018). Cuando la Argentina resultó victoriosa, los medios 
de comunicación y de propaganda locales buscaron difuminar los límites entre régimen y sociedad, 
mostrando a los miembros de la Junta Militar como fanáticos mezclados con la gente común en la 
tribuna: 


2 


Imagen 1. Massera, Videla y Agosti en el Estadio Monumental (Autor: Higinio González, 1978). 


Muy probablemente, el intento más contundente de generar adhesión social tuvo lugar en abril 
de 1982 con la Guerra de las Malvinas. Los magros resultados económicos (Novaro y Palermo, 
2003), el ascendente desprestigio del gobierno ante las denuncias del exterior (Franco, 2002), las 
protestas sociales y el lento despertar de algunos sectores que comenzaban a organizarse 
políticamente (Pozzi, 2017), permiten comprender la decisión del gobierno militar de recuperar las 
Islas Malvinas: un reclamo histórico, socialmente compartido, que era efectivo para actualizar 
sentimientos de unión y pertenencia nacional. El desembarco argentino en las islas, el 2 de abril de 
1982, conmovió al país y cohesionó temporalmente a grupos y sectores otrora enconados entre sí. El 
anuncio avivó expresiones de fervor patriótico y masivas concentraciones de ciudadanos en Plaza de 
Mayo. “Argentinazo: ¡las Malvinas recuperadas!” (Clarín, 3 de abril de 1982), “Estamos ganando” y 
“Vimos rendirse a los ingleses” (Gente, 8 de abril de 1982) fueron algunos de los titulares más 
resonantes de la prensa gráfica durante la vigencia del conflicto bélico. 

Una mirada distinta la ofrece Romero, para quien el gobierno militar “nunca logró despertar 
entusiasmo ni adhesión explícita en el conjunto de la sociedad” (1994: 78), ni siquiera en el marco 
de esos dos acontecimientos. Pero, aunque la dictadura solo obtuvo “pasividad” por parte de una 
amplia mayoría social, esa actitud fue suficiente para encarar un conjunto de trasformaciones 
estructurales y socavar los niveles de alta conflictividad social. 

Feierstein (2007), por su parte, sostiene que las tecnologías de terror tuvieron efectos que 
traspasaron los centros clandestinos de detención. Todos fueron afectados por el miedo, aunque esa 
afectación no fue homogénea. Esto conduce a pensar no solamente en cómo reaccionó la sociedad 
ante el golpe militar sino, fundamentalmente, de qué manera ella fue transformada a partir del 
miedo y la represión. De acuerdo al autor, las tecnologías de terror no apuntaron solamente a 
destruir cuerpos; también buscaron erosionar las relaciones de solidaridad y resistencia que esas 
identidades encarnaban, reemplazándolas por lazos menos cohesivos basados en la desconfianza 
(“por algo habrá sido”, “algo habrán hecho”), el egoísmo, el miedo (“no te metás”) y la delación 
(denunciar a vecinos, estudiantes y compañeros de trabajo sospechados de cometer actos 
subversivos). 

En esa dirección, Carassai (2013) estudió el variopinto arco de recuerdos de las clases medias 
sobre la vida en dictadura y en varios de los testimonios recogidos aparecieron reflejados distintos 
niveles de conocimiento sobre lo que sucedía, intercalados de manera compleja y contradictoria con 
sentimientos de indiferencia, apatía, miedo y temor. Así se refería Diego Puerta, por entonces un 
joven estudiante de secundario en Tucumán, al accionar de las FF.AA. y la policía: 


No te jodían mucho. O sea, a mí jamás me molestaron. A mi familia jamás. Ni a mis parientes ni a 
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nadie. Pero, si sabían de personas que estaban metidas, sí las jodían. En el medio de la noche te hacían 
boleta. Entraban a tu casa, te rompían la puerta y chau. Encapuchado y listo. La tenían muy clara 
quiénes eran. Era un sistema de inteligencia muy bueno. Ellos sabían (citado en Carassai, 2013: 192). 


La creencia de que el Estado sabía quiénes eran los subversivos y, en consecuencia, perseguía y 
secuestraba solo a los que estaban metidos, es seguida en el mismo relato por una serie de 
afirmaciones que van en la dirección contraria: 


—¿Vos vivías con temor también? 

—Si, el temor era constante 

—¿Qué temías? 

—El atropello. Eran torpes. Varios [fueron chupados] sin ser guerrilleros, ni extremistas, ni nada por el 
estilo. Se vivía con mucho temor. Vos vivías tranquilamente, podías hacer lo que vos querías, toda la 
historieta, pero cometías un error y... 

(citado en Carassai, 2013: 193). 


A pesar de la convicción de que “no estar metido” le aseguraba a uno que los militares “no lo 
jodieran”, en este fragmento se observa que, así todo, Diego vivía con temor. Frente al no te metás 
que emula su relato, comprensible en un marco de miedo que él mismo experimentaba 
subrepticiamente, existieron actitudes de solidaridad social por parte de la sociedad civil. Cuando 
Graciela Daleo fue secuestrada en 1977 por una patota de la ESMA, en la Estación Acoyte de la 
línea “A” del subte, cuatro hombres la rodearon y la redujeron al piso. Desde allí alcanzó a gritar a 
viva voz: “¡Me llamo Graciela Daleo, me secuestran, me van a matar, avisen a mi papá al 59-2780!”. 
Según recuerda, una de las tantas personas que presenció el secuestro en la estación de subte 
memorizó el teléfono y le avisó a sus padres del secuestro. Ello invita a pensar que, aún en períodos 
de fuerte represión y violencia, existieron “pequeñas resistencias” dentro la sociedad civil frente al 
régimen. Así como son conocidos los casos de capellanes y miembros de la cúpula eclesiástica que 
formaron parte de la trama represiva, también se destacaron monjas y curas contestatarios que hoy 
están desaparecidos (Catoggio, 2016). Dentro del amplio movimiento obrero, existieron antes y 
después del 24 de marzo de 1976 con grupos de choque del peronismo de derecha que 
amedrentaban a los trabajadores con el objetivo de depurar a los infiltrados marxistas (Besoky, 
2015), así como con múltiples acciones de lucha de la clase trabajadora que no necesariamente 
equivalieron a violencia armada. Lorenz (2015) estudia las memorias de los obreros navales y en 
uno de sus últimos trabajos recuerda el caso de Héctor González, un obrero del astillero Astarsa que 
resistió de manera silenciosa el amedrentamiento cotidiano que vivía en la fábrica hasta que “no 
pudo más”: 


Yo tuve la suerte de conocer al Bocha, Héctor González, que se murió de cáncer en los pulmones, tal 
vez como consecuencia tardía de las condiciones de trabajo con las que lucharon. Era lo que en política 
se llamaba un “simpatizante”, apenas un “periférico”, pero eso no quiere decir que no se jugara la vida 
como todos. Al margen de que a Héctor le reventaron la casa para llevarse a sus cuñados. El 24 de 
marzo de 1976 el Ejército entró en los astilleros con listas de los “agitadores y activistas”. En el 
astillero pisaban fuerte los que les habían hecho la contra hasta 1976, los delatores y unos cuantos 
acomodaticios. El Bocha fue a trabajar ese día y todos los días hasta 1978, cuando ya no pudo más: le 
dolía la cabeza cada vez que entraba porque el mundo en el que había vivido estaba patas para arriba y 
sus mejores amigos rajados o muertos” (Lorenz, 2015, Revista Anfibia. El énfasis es nuestro). 


Pozzi (2017) en cambio, analiza un tipo de resistencia sindical más organizada y sugiere que, a 
pesar de la fuerte represión y el disciplinamiento laboral, hacia 1980 los niveles de protesta eran 
cada vez más elevados y efectivos. Las tomas, huelgas y paros, así como las distintas acciones de 
coordinación, fueron configurándose en escollos y obstáculos para la implementación de las 
políticas económicas, aunque estas modalidades de acción nunca llegaron a coaligarse con las 
protestas de otros sectores, como los organismos de DD.HH. y familiares de desaparecidos. De este 
modo, es reinscribiendo a la sociedad en sus diversos pliegues, en su inagotable multiplicidad, que 
podemos esbozar una respuesta posible a los interrogantes inicialmente planteados. 


4. Modelo de valorización financiera. Complicidad empresarial y disciplinamiento 
laboral 


Estos hechos, que sacuden la conciencia del mundo civilizado, no son sin embargo los que mayores 
sufrimientos han traído al pueblo argentino ni las peores violaciones de los derechos humanos en que 
ustedes incurren. En la política económica de ese gobierno debe buscarse no solo la explicación de sus 
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crímenes sino una atrocidad mayor que castiga a millones de seres humanos con la miseria planificada. 
(Carta abierta de Rodolfo Walsh a la Junta Militar, 24 de marzo de 1977). 


Así describía Rodolfo Walsh la política económica del gobierno militar en su carta abierta a la 
Junta Militar el 24 de marzo de 1977. Solo un año de gobierno había transcurrido del golpe y la 
política económica ya mostraba magros resultados: caída del 40% del salario real, aumento de la 
pobreza e indigencia, incremento de la deuda externa, cierre de establecimientos fabriles y caída 
del PBI. Entre 1955 y 1976 la Argentina atravesó un vaivén permanente de disputas entre distintas 
fracciones del capital y el trabajo, en el que ningún grupo social pudo imponer a los demás su 
proyecto de forma duradera. Esta situación, definida según Juan Carlos Portantiero como una suerte 
de empate hegemónico (Portantiero, 1973), comenzó a resolverse a partir del último golpe de 
Estado. Si hasta ese entonces la sociedad argentina había sido, en los términos de Villarreal (1985), 
heterogénea hacia arriba (existían fracciones de capital con intereses contradictorios entre sí, 
imposibilitadas de “desempatar” esa correlación de fuerzas) y homogénea hacia abajo (clases 
subalternas y medias que, más allá de su diversidad, se encontraban relativamente unificadas), la 
dictadura invirtió ese mapa. 

Así todo, es importante evitar una lectura “economicista” que dominó el mainstream académico, 
especialmente durante la década del noventa, según la cual el régimen militar fue “el brazo armado 
de la imposición del neoliberalismo en Argentina” (Confino, 2016). Esta mirada, en la óptica de 
Canelo (2016), tiene limitaciones claras al suponer una visión y un acuerdo monolítico dentro de las 
FF.AA. en torno al modelo económico (posición que sobreestima la cohesión interna así como la 
coherencia de los objetivos planteados). Sobre la base de este recaudo, que hacemos propio, resulta 
insoslayable que la institucionalidad militar generó las condiciones de posibilidad para el 
surgimiento de un modelo de acumulación de valorización financiera (actividades de inversión, 
créditos y servicios), en detrimento del modelo de valorización productiva que había sido dominante 
desde la década del 30 (actividades relativas a la industria y a aquellos sectores dinámicos de la 
economía que requerían fuerza de trabajo) (Basualdo, 2001). En un contexto global signado por la 
crisis del Estado de Bienestar y la expansión del capital financiero, la producción de bienes de 
capital dejó de ser en Argentina el principal vector de las políticas públicas en materia de economía. 


4.1. La doctrina del shock 


Victoria Basualdo (2006) plantea que la política de desindustrialización no fue consecuencia de 
una crisis endógena del sector industrial sino, más bien, la respuesta a una “revancha clasista” a 
favor del capital y en contra de la clase obrera. La instauración de la valorización financiera como 
eje central de la economía argentina permitió a los principales grupos económicos desvincular su 
suerte de la de los trabajadores, que pasaron a ser considerados un “costo” necesario de ser 
reducido a su mínima expresión para maximizar su margen de ganancia (Basualdo, 2006: 21). 

Pero, ¿cómo se logró desmantelar la industria argentina? ¿Cómo se logró pasar de ser un país 
en donde la industria era el centro neurálgico y el pleno empleo era moneda corriente a un país de 
industrias vaciadas y altas tasas de desocupación y pobreza? Las respuestas a estas preguntas las 
debemos rastrear en la política económica de la dictadura, la cual no hubiese sido posible sin el 
apoyo de los organismos internacionales de crédito (a los pocos días del golpe, el FMI aprobó un 
crédito de 127 millones de dólares) y la complicidad patronal de las principales industrias del país. 

“Achicar el Estado es agrandar la Nación”, sostuvo el ministro de economía José A. Martínez de 
Hoz, (12) el 2 de abril de 1976, en su primer discurso. La progresiva implantación del modelo de 
valorización financiera fue concomitante con una redefinición del rol del Estado en materia de 
intervención económica. Sin embargo, más allá de la retórica antiestatista del ministro de economía, 
el Estado intervino activamente en favor de la consolidación del capital especulativo y del 
empresariado, transfiriendo recursos desde el sector público hacia el capital concentrado interno. 

En una primera etapa (1976-1978) se implementó una política de ajuste ortodoxo con 
devaluación, liberación de precios, congelamiento de salarios, apertura del comercio, cese de 
promoción de las exportaciones industriales y desregulación financiera. Estas medidas se resumen a 
los siguientes puntos: 


e Política de apertura económica. La liberalización mercantil se llevó a cabo mediante una 
rebaja de aranceles proteccionistas. Esta medida apuntaba a que la competencia de 
productos extranjeros depurara a la industria sustitutiva sencilla. 

e Política de disminución del salario real. Para hacer frente al proceso inflacionario, el 
gobierno militar transfirió ingresos del polo trabajador al sector empresarial, mediante el 
congelamiento de los salarios. Como lo expresaba Rodolfo Walsh en su carta, los salarios 
reales decayeron más del 40% durante los primeros meses de gobierno. 

e Política de afluencia de capitales extranjeros. En un contexto mundial signado por la 
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acumulación de capitales financieros en las economías centrales, la banca internacional 
necesitaba prestar dinero para reproducir el ciclo del capital bancario, evitando que el 
sistema financiero colapsara a causa del exceso de depósitos sin colocación ulterior. Los 
préstamos se consolidaron como deuda pública en la mayoría de los países latinoamericanos. 
El efecto de esta política fue el creciente peso de la deuda externa sobre la economía de cada 
país. 

e La Reforma Financiera de 1977. La misma ubicó al sector de las finanzas en una posición 
hegemónica en términos de absorción y asignación de recursos. El nuevo Régimen de 
Entidades Financieras consistió en liberalizar las tasas de interés, disminuir las exigencias 
estatales a las entidades financieras (desregulación financiera), y darle mayor permisividad 
al ingreso y egreso de capitales al país. La cantidad de bancos se duplicó para 1979 y se 
autorizó la apertura de más de mil sucursales financieras, mientras que el PBI quedó 
estancado. 

e Política de tasas de interés positivas y garantía estatal de los depósitos bancarios. Esta 
medida generó la atracción del capital especulativo en detrimento de la inversión en el 
sistema productivo. Era más rentable invertir en el sistema financiero, ya que las tasas de 
interés eran muy superiores a los niveles de inflación. A partir de la crisis de 1980, para 
evitar la corrida bancaria, el Estado garantizó la devolución de los depósitos. 

e Política de privatización periférica. Dada la falta de acuerdo dentro de las FF.AA. en torno a 
la privatización del patrimonio nacional, tal como consignaban las premisas neoliberales a 
nivel mundial y regional, se aplicó una “privatización periférica”: un mecanismo de 
infiltración selectiva del capital privado en las empresas estatales, a través de concesiones y 
terciarización de actividades selectas. Esta política consistió en la transferencia, 
subcontratación y/o terciarización de actividades y tareas que antes realizaba el Estado a 
través de sus empresas públicas hacia un conjunto relativamente acotado de firmas privadas. 
Un ejemplo de ello fueron los casos de las petroleras privadas locales (como Bridas, Pérez 
Companc y Astra) y extranjeras (como Shell y Esso) que participaron en treinta y siete 
licitaciones, aumentando su participación en la exploración y explotación con elevadas tasas 
de ganancias en el período. 


Ante el fracaso de las medidas tomadas para frenar la inflación, se inició una segunda etapa 
entre 1978 y 1981, que giró alrededor de la “tablita cambiaria”. Se trató de un programa 
antiinflacionario basado en el atraso cambiario, (13) que pautaba devaluaciones inferiores al nivel 
de la inflación. Pero la sobrevaluación del peso (en conjunción con la apertura comercial) generó 
una fuga de divisas y el cierre de numerosas industrias nacionales, imposibilitadas de competir con 
los productos importados. Otra derivación del atraso cambiario fue el fenómeno conocido como 
“Plata Dulce”, una breve pero intensa “fiesta de consumo” de artículos importados y turismo 
internacional al cual accedió un sector de la clase media en el verano de 1981. (14) Esta política, 
lejos de generar estabilidad económica, condujo a la consolidación de la llamada “bicicleta 
financiera”: el empresariado volcado a la especulación contraía un crédito en el mercado exterior, lo 
convertía en pesos y lo depositaba en bancos locales que ofrecían tasas de interés superiores a la 
inflación local y al interés del crédito contraído. 

Hacia 1980, ante el cambio de rumbo en el sistema financiero mundial y la disminución en la 
concesión de créditos baratos y accesibles, la situación de la economía argentina se volvió 
insostenible y se desencadenó una fuerte crisis económica. El detonante fue el cierre del Banco de 
Intercambio Regional (BIR), la mayor banca local privada, afectando a más de 350.000 ahorristas. El 
hecho produjo una fuga de depósitos convertidos en dólares ante el riesgo de una devaluación. Para 
tranquilizar la situación, el gobierno reinstauró la garantía plena de los depósitos, generando un 
aumento pronunciado del endeudamiento público. 

Una tercera etapa se abrió en medio de la crisis económica. En marzo de 1981 se produjo el 
traspaso de la conducción de la dictadura de Videla a Roberto Viola, quién nombró como ministro de 
economía a Lorenzo Sigaut. Tras anunciar que “el que apuesta al dólar pierde”, Sigaut eliminó la 
“tablita” cambiaria y devaluó la moneda de forma ininterrumpida. Estas medidas generaron un 
aumento del 30% del dólar y un ascenso del nivel de inflación cercano el 100% anual. 

En este marco, tuvo lugar una de las políticas más emblemáticas del gobierno militar: la 
estatización de la deuda externa privada. En mora con acreedores externos, el sector privado se vio 
auxiliado por el gobierno militar mediante el establecimiento de un sistema de seguros de cambio 
que apuntó a cubrir y solventar las deudas contraídas en el exterior. Este sistema se implementó sin 
contraprestación alguna por parte de las empresas beneficiadas (Rapoport, 2000: 437). En una 
circular firmada por el presidente del Banco Central de la República Argentina (BCRA) Domingo 
Cavallo, en noviembre de 1982, se estableció que los particulares y las empresas privadas que 
tenían deudas con seguro de cambio debían pagar el monto de lo que adeudaban en pesos al BCRA. 
El BCRA, por su parte, se comprometía a hacerse cargo de los pagos en dólares a los acreedores 
externos, siempre y cuando estuviera en condiciones de hacerlo. Bajo este mecanismo, la deuda 
privada fue transformada en deuda pública. Ello tuvo efectos nocivos en la economía en el corto y 
mediano plazo. De acuerdo a los números y estadísticas que arroja Rapoport (2000), la deuda 
externa aumentó de 9 mil millones de dólares en 1976 a 45 mil millones en 1983; la tasa de inflación 
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ascendió a tres dígitos (333%), mientras que “el PBI que cayó de tal manera en 1981 (-5,4%) y 1982 
(-3,2%) (...) que hizo que la economía del país se mantuviese prácticamente estancada durante todo 
el período dictatorial” (2000: 437). 


4.2. Trabajadores, disciplinamiento y represión 


Si bien la política represiva tuvo efectos psicológicos, culturales y políticos extensivos al 
conjunto poblacional, uno de sus puntos más álgidos se concentró en el sector obrero y sindical. La 
clase trabajadora argentina, conformándose durante el primer cuarto del siglo XX en el fragor de las 
luchas anarquistas y socialistas; nacionalizada y sindicalizada de forma masiva durante el peronismo 
en el gobierno; llegaba a la década del setenta constituida en un actor social y político de fuerte 
gravitación en la escena nacional. A tal punto se había acrecentado la participación política de los 
trabajadores, que a los reclamos clásicos de la clase trabajadora se fueron agregando un conjunto 
creciente de objetivos de tono más radical, como el control obrero de la producción y la 
participación política de los sindicatos. Ejemplo de estas expresiones fue la conformación de la 
Coordinadora de Zona Norte del Gran Buenos Aires, donde un número importante de trabajadores 
nucleados en partidos políticos de la izquierda tradicional y peronista realizó acciones de protesta 
contra las políticas represivas y económicas del gobierno de Isabel Martínez por medio de comités 
fabriles y barriales. 

A nivel sectorial, el hostigamiento se concentró en las actividades industriales (metalúrgicos y 
mecánicos) y en los servicios públicos esenciales (transportes, ferroviarios, Luz y Fuerza) que se 
habían conformado en pilares de la organización sindical en las últimas décadas (Basualdo et al., 
2013). En el plano individual, los métodos de persecución y desaparición tuvieron como blanco 
principal a los delegados y miembros de las comisiones internas (como se mencionó más arriba, 
actores con capacidad de articular relaciones y organizar las protestas). Estas políticas represivas 
fueron acompañados de cambios en la legislación laboral conducentes a intervenir el ámbito sindical 
y a disciplinar las relaciones de trabajo. Entre las leyes sancionadas se destaca la Ley 21.261, que 
suspendió el derecho de huelga; la Ley 21.356, que prohibió la actividad gremial -asambleas, 
reuniones, congresos y elecciones- facultando al Ministerio de Trabajo de intervenir y reemplazar 
dirigentes dentro de los establecimientos fabriles; la Ley 21.259, que reimplantó la Ley de 
Residencia en virtud de la cual todo extranjero sospechoso de atentar contra la “seguridad nacional” 
podía ser deportado; y la Ley 21.400 de “Seguridad industrial”, que prohibió cualquier medida 
concertada de acción directa (Basualdo, 2013: 5). 

Respecto de la política salarial y de empleo, el Ministerio de Economía suspendió los convenios 
colectivos y planteó la fijación unilateral de los salarios. Retomando el discurso que pronunció 
Martínez de Hoz en 1976, allí se consignó que: 


El verdadero incentivo para el aumento de los salarios deberá provenir de la mayor productividad 
global de la economía y, en particular, de la mano de obra. La producción aumenta no solo con el 
esfuerzo de inversión del sector empresario, sino también por la eliminación de prácticas laborales que 
afectan la productividad (Martínez de Hoz, 2 de abril 1976). 


De este modo, la reeducación del obrero y la eliminación de ciertas “prácticas laborales” debían 
contribuir a incrementar la productividad. Solo a partir de la mejora de este indicador podría 
eventualmente tener lugar un aumento de salario. Tras la regulación oficial, los salarios decayeron 
un 40% respecto a los vigentes en 1974, en un contexto de aumento del desempleo, eliminación de 
horas extras y recortes en las prestaciones sociales. Hacía 1982, la participación de los sectores 
asalariados en el ingreso nacional descendió del 43% en 1975 al 22%. 

Otro resultado de esta batería de medidas políticas y legislativas fue la fragmentación y 
diferenciación de la clase trabajadora (Villarreal, 1985). La erosión de la relativa homogeneidad del 
movimiento obrero produjo una fractura en uno de los núcleos sobre los que se asentaba la 
solidaridad entre trabajadores: la lucha unificada por el salario, que había sido durante décadas la 
base del poder de negociación de los sindicatos centralizados. La fragmentación de la clase obrera 
en este período se vio también reforzada por la política de promoción industrial, que fomentó la 
relocalización de plantas en zonas alejadas de los principales centros industriales, conformando una 
“nueva clase obrera” sin tradición sindical en áreas que hasta ese entonces habían sido periféricas 
(Basualdo et al., 2013: 7). 


4.3. Nuevo poder económico y complicidad patronal 


El principal beneficiario de las políticas económicas implementadas durante el último gobierno 
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militar fue un grupo reducido de empresarios nacionales. De acuerdo a Gaggero e Iramain (2016), 
existieron dentro de este sector dos vertientes diferenciadas. En primer lugar, las “familias 
tradicionales” de la Argentina, consolidadas hacia fines del siglo XIX al calor de la “Conquista del 
desierto” y el modelo agroexportador. Dentro de este sector también pueden incluirse los grandes 
propietarios de tierras o empresarios del sector comercial que diversificaron sus actividades hacia 
la industria (Bunge y Born, Garovaglio y Zorroaquín, Braun-Menéndez y Fortabat, entre otros). En 
segundo lugar, los llamados “nuevos ricos” que comenzaron con pequeñas y medianas empresas en 
la segunda mitad del siglo XX durante el ISI, y se transformaron en importantes oligopolios a partir 
de la última dictadura (Arcor, Macri y Pérez Companc, entre otros). Entre 1973 y 1983, estos grupos 
multiplicaron la cantidad de empresas bajo su dominio, aumentando con ello su participación e 
incidencia en la economía nacional (Castellani, 2009). Observemos al respecto el siguiente cuadro 
sobre la concentración de los principales grupos económicos del país: 


Cuadro 1. Evolución de la cantidad de empresas pertenecientes a los principales 
grupos económicos locales entre 1973 y 1983. 


Grupos locales seleccionados 1973 1983 Variación 1973-1983 
BUNGE €: BORN 60 63 3 
PEREZ COMPANC 10 54 44 
MACRI (EX FIAT) 7 47 40 
BRIDAS 4 43 39 


GAROVAGLIO Y ZORRAQUIN 12 41 29 


SOLDATI 15 35 20 


CORCEMAR 23 30 7 
21 3 


ASTRA 18 


ARCOR 20 15 


LOMA NEGRA 16 16 


LEDESMA 


BAGLEY 


BGH 


14 15 1 
6 14 8 
6 14 8 


SAN MARTIN DEL TABACAL 14 


GABÓ 14 12 


MAGNETO-CLARIN-NOBLE 1 12 11 
11 7 


CANALE 4 
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MASSUH 1 10 9 


ACEROS BRAGADO 


INDUPA 


ASTILLEROS ALIANZA 


ATANOR 


SCHCOLNIK 


NOEL Y CIA 


Fuente: Castellani (2009: 26) 


Retomando a Gaggero e Iramain, para estos autores la clave que permite cifrar la álgida 
concentración de la economía residió en “la capacidad que mostraron estas organizaciones 
[corporativas] para actuar en contextos de alta inestabilidad económica, a través de dos pilares 
centrales: los vínculos con el aparato estatal y la asociación y posterior retirada del capital 
extranjero” (Gaggero e Iramain, 2016: 31). Como efecto de las estrategias de expansión de estos 
grupos económicos, se modificó la organización estructural interna de las empresas, 
incrementándose el poder político y económico de sus propietarios. En la transición democrática 
estos empresarios fueron conocidos como “los capitanes de la industria”: (15) no solo se 
transformaron en los interlocutores predilectos de los gobiernos de turno sino también en los 
principales resortes de apoyo de las reformas estructurales de la década del noventa (Gaggero e 
Iramain, 2016: 33). 

Algunos grupos nacionales y trasnacionales tuvieron, por último, una participación activa y 
directa en el engranaje represivo. La investigación sobre el papel que tuvieron varias empresas en 
las tramas de terror aportó nuevas aristas de conocimiento sobre el plan sistemático de terror. Tras 
analizar los casos de Acindar, Astarsa, Dalmine Siderca, Ford, Ledesma y Mercedes Benz, Basualdo 
(2006) concluye que existió un patrón común de funcionamiento en los grandes establecimientos 
fabriles: “los directivos de las grandes empresas no solo aceptaron la represión a sus trabajadores 
sino que la demandaron y guiaron, proporcionando listados de trabajadores a ser secuestrados y 
aportando recursos para el funcionamiento de la maquinaria de la represión” (Basualdo, 2006: 18). 
La articulación de los directivos de las empresas con los miembros de las FF.AA. y de Seguridad no 
fue caótica ni desorganizada sino que tuvo un grado considerable de planificación. La sistematicidad 
de estas prácticas se deduce, en efecto, del carácter similar que tuvo esta coordinación en distintos 
puntos del país. (16) 


5. El ocaso del terror 


Dictada por el Fondo Monetario internacional (...) la política económica de esa Junta solo reconoce 
como beneficiarios a la vieja oligarquía ganadera, la nueva oligarquía especuladora y un grupo selecto 
de monopolios internacionales (...). Frente al conjunto de esos hechos cabe preguntarse quiénes son 
los apátridas de los comunicados oficiales, dónde están los mercenarios al servicio de intereses 
foráneos, cuál es la ideología que amenaza al ser nacional. (...) Estas son las reflexiones que en el 
primer aniversario de su infausto gobierno he querido hacer llegar a los miembros de esa Junta, sin 
esperanza de ser escuchado, con la certeza de ser perseguido, pero fiel al compromiso que asumí hace 
mucho tiempo de dar testimonio en momentos difíciles. 


(Carta abierta de Rodolfo Walsh a la Junta Militar, 24 de marzo de 1977) 


Durante mucho tiempo prevaleció una lectura de la carta de Rodolfo Walsh que hizo foco en la 
agudeza del escritor y periodista para describir los aspectos más represivos de la última dictadura. 
Sin hacer desmedro del valor de esta dimensión, su carta también contenía una imagen lúcida de las 
medidas económicas que acompañaron el engranaje represivo y que, probablemente por el carácter 
extremo de la represión, no recibieron en su momento la atención suficiente. Tomando inspiración 
en el esfuerzo de Walsh para evaluar el primer año del gobierno militar desde una perspectiva 
integral, en este capítulo se abordó el entrelazamiento entre represión, sociedad y economía, con el 
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propósito de iluminar no solo el cariz destructivo del terror sino también las tramas económicas, 
culturales y sociales que fueron tejiéndose en simultáneo. Esta opción demandó un análisis menos 
moral y más analítico de las tecnologías de poder y de terror, a fin de robustecer la comprensión 
sobre un período clave en la historia argentina. 

La noticia de rendición de la Argentina ante Gran Bretaña, el 14 de junio de 1982, marcó el 
inicio del ocaso del Estado terrorista. La disolución de la Junta Militar al año siguiente, el 5 de 
diciembre de 1983, representó el punto más álgido de crisis institucional: la unidad de las FF.AA. se 
quebró y el Ejército designó de manera unilateral a Reynaldo Bignone como presidente de facto. 
Fue entonces la derrota bélica -y menor medida el rechazo y la condena a las violaciones de los 
DD.HH.- lo que precipitó la negociación con los principales referentes del sistema político. De parte 
de estos últimos, como sostiene Franco (2015), no había -salvo parcialmente en Alfonsín- una 
condena sistemática sobre el accionar criminal de la dictadura. Las objeciones apuntaban, más bien, 
a la situación de extrema vulnerabilidad económica y a las vejaciones y abusos cometidos por 
agentes militares durante la Guerra de Malvinas. Las voces de los familiares de desaparecidos - 
prosigue Franco- aún no permeaban “el debate público e incluso los organismos no eran en 1982 
figuras de alta legitimidad política, sino “partes interesadas' y, a veces, fuertemente sospechadas por 
sus vínculos con los terroristas” (Franco, 2015: 5). Tampoco existía una convicción generalizada 
sobre la necesidad de juzgar a los responsables del terror ni mucho menos una cultura afincada en 
los derechos humanos. Sería a partir del nuevo ciclo político que se inicia en diciembre de 1983 
cuando estos aspectos comenzaron a ser progresivamente valuados como ejes fundamentales de la 
democracia naciente. 
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1. Tras el golpe de Estado, la junta designó como presidente al jefe del Ejército, Jorge Rafael Videla, 
describiéndolo en un comunicado de prensa oficial como “un profesional moderado, lejano de los extremos 
ideológicos y militante católico”. Los otros integrantes de la junta militar fueron el almirante Eduardo E. 
Massera, por la Armada, y el brigadier Orlando R. Agosti, por la Fuerza Aérea. Esta Junta Militar gobernó 
desde el 29/03/1976 al 29/03/1981. La segunda junta militar (29/03/1981 al 21/12/1981) estuvo compuesta por 
Roberto E. Viola (Ejército), Armando Lambruschini (Armada) y Omar D. Rubens Graffigna (Fuerza Aérea). La 
tercera junta militar (22/12/1981 al 30/06/1982) fue integrada por Leopoldo F. Galtieri (Ejército), Jorge I. Anaya 
(Armada) y Basilio A. Lami Dozo (Fuerza Aérea). La cuarta y última Junta Militar (01/07/1982 al 10/12/1983) 
fue conformada por Cristino Nicolaides (Ejército), Rubén O. Franco (Armada) y Augusto J. Hughes (Fuerza 
Aérea), y designó como presidente de facto a Reynaldo B. Bignone. Las sucesiones entre las diversas juntas 
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militares, a excepción de la primera que cumplió el mandato establecido, se debieron a enfrentamientos al 
interior de las Fuerzas Armadas acerca de cómo se debía llevar a cabo el gobierno militar. 


2. Es importante utilizar las comillas para oponer distancia respecto de los términos nativos empleados por las 
FF.AA., como “Proceso de Reorganización Nacional” o “subversivos”, entre otros términos. El encomillado evita 
naturalizar y reproducir de manera acrítica tales categorías. 


3. Una de las primeras lecciones que aprendemos en Sociedad y Estado es que lo que acontece en Argentina, 
aunque con sus especificidades, nunca sucede de manera aislada. Las “dictaduras institucionales” de las 
FF.AA. (Ansaldi, y Giordano, 2012) fueron un fenómeno generalizado en el Cono Sur latinoamericano, que 
comenzó en la década del sesenta. La primera de ellas tuvo lugar en Brasil, la cual se prolongó veintiún años 
(1964-1985). A ella le siguieron las dictaduras en Bolivia (1971-1978), Chile (1973-1990), Uruguay (1973- 
1984), Argentina (1976-1983) y otra vez, en Bolivia (1980-1982). Estos procesos tuvieron, a su vez, sus 
especificidades. La dictadura más represiva se desarrolló en la Argentina, donde el populismo se expresó con 
más fuerza. Aquí la forma predilecta de eliminar al enemigo político fue la desaparición sistemática de 
personas. En Brasil, las torturas y las ejecuciones extrajudiciales se erigieron como los métodos para reprimir a 
los movimientos sociales y asesinar alrededor de quinientas personas. En Uruguay la persecución política fue 
más individualizada, los asesinatos se contaron en centenares y el modus operandi no fue tanto la desaparición 
sino la prisión prolongada. La dictadura chilena merece una mención especial por su extensión en el tiempo y 
porque, similarmente al régimen de Stroessner en Paraguay, la figura dominante de Augusto Pinochet le otorgó 
un sesgo marcadamente personalista. La “revolución capitalista” chilena -así la definieron varios autores en 
función de la honda reconfiguración neoliberal de la economía- dejó dos mil desaparecidos. 


4. Para mayor información sobre este acontecimiento histórico revisar el Capítulo 7 de este libro. 


5. Si bien, como señala Feierstein (2007), “en muchos casos se intentó facilitar la cuestión a través de la 
asignación de rasgos estéticos al pensamiento político (pelo largo, barba, descuido de la indumentaria)”, esta 
facilitación operó más en el control policial de la vida cotidiana que en la selección de las víctimas. 


6. Es importante destacar el rol activo que tuvo la editorial Atlántida en la construcción de un consenso y 
legitimidad sobre las acciones políticas, sociales y económicas llevadas a cabo por la dictadura. Desde las 
revistas Gente, Para Ti, Somos, Billiken (las cuales garantizaban la llegada a distintos tipos de público), la 
editorial desarrolló una acción de encubrimiento de las políticas represivas y fortalecimiento del 
disciplinamiento social mediante el discurso del terror y la subversión. En el 2010 Alejandrina Barry se 
presentó como querellante contra la editorial Atlántida por encubrimiento y participación en los delitos de 
privación ilegal de la libertad y homicidio de sus padres. 


7. Fueron permanentes las luchas intestinas de poder que atravesaron a las FF.AA. entre 1976 y 1983. No 
había una visión monolítica sobre el modelo económico que debía implementarse, y los jefes de las tres fuerzas 
tenían objetivos políticos disímiles. Sin embargo, siguiendo a Canelo (2016), fue el “consenso antisubversivo”, 
el común acuerdo sobre la necesidad de eliminar al “enemigo interno”, lo que mantuvo cohesionada a las 
FF.AA. 


8. Entre las masacres más recordadas, se destaca la de Ledesma (provincia de Jujuy), entre el 20 y el 27 de 
julio de 1976. Durante una semana, agentes militares provocaron cortes de luz en distintas localidades del 
partido de Ledesma para facilitar el secuestro de cuatrocientas personas. También es recordada la masacre de 
Fátima (provincia de Buenos Aires) por el carácter sanguinario que tuvo la represión ilegal. En la madrugada 
del 20 de agosto de 1976 aparecieron los restos despedazados de treinta cuerpos que habían sido dinamitados 
horas antes. Por último, la masacre de Margarita Belén (provincia del Chaco), tuvo lugar en la noche del 12 de 
diciembre de 1976, cuando fueron torturados y ejecutados diecisiete detenidos, en su mayoría militantes de la 
Juventud Peronista, en un operativo realizado de manera conjunta por el Ejército y la policía local. 


9. La Comisión se fue del país el 20 de septiembre, prometiendo presentar un informe que, luego de un año, se 
conoció en forma de libro. La dictadura prohibió su difusión y su venta. En ese informe, la Comisión llegó a la 
conclusión de que, “por acción de las autoridades públicas y sus agentes, en la República Argentina se 
cometieron durante el período a que se contrae este informe -1975 a 1979- numerosas y graves violaciones a 
los derechos humanos”. Según Bruschtein, “fue como si una bomba estallara en el corazón de la dictadura 
militar: el telón que ocultaba el horror comenzaba a descorrerse” (1999: s/d). 


10. En la actualidad, el concepto de “dictadura cívico-militar” es cuestionado por numerosos investigadores del 
campo de estudios del pasado reciente, por considerar que su inclusión nominal conlleva los riesgos de 
equiparar la actuación de las FF.AA. con la de aquellos sectores civiles que colaboraron con el régimen militar. 
Es elocuente y problemático, en ese sentido, el hecho de que en esta nomenclatura el componente civil figure 
por delante del componente militar (Franco, 2016; Feierstein, 2018). Además, como sostienen algunas voces 
críticas (Basualdo, 2006; Ansaldi, 2015), en Argentina todos los gobiernos militares del siglo XX incluyeron la 
participación de civiles, pero no por ello se los conceptualizó como dictaduras cívico-militares. 


11. El Mundial de 1978 permitió silenciar por varios meses lo que ocurría en el país con la Junta Militar y sus 
crímenes atroces. En un sentido metafórico, se puede pensar que los gritos de gol en el estadio Monumental y 
los festejos ante cada triunfo que acercaba a la Selección a la final del Mundial, solapaban los gritos 
desgarradores de quienes, a menos de mil metros, sufrían en la Escuela de Mecánica de la Armada (ESMA) 
terribles torturas. 


12. José Alfredo Martínez de Hoz nació en 1925 en la ciudad de Buenos Aires, en el seno de una familia de 
estancieros, con historial de participación en política y en asociaciones empresariales. Luego de graduarse en 
1949 con el mejor promedio en la carrera de Derecho (UBA), ejerció cargos de alto rango en instituciones y 
asociaciones públicas y privadas, destacándose su rol como director de ACINDAR entre 1968 y 1976. En 
vísperas del golpe de Estado, era titular del Consejo Empresario Argentino, donde convergía los sectores más 
concentrados de la burguesía rural e industrial y las empresas extranjeras radicadas en el país. 


13. Este programa antiinflacionario abandonaba la pauta del “ancla salarial” por una estrategia basada en la 
desinflación, mediante el atraso cambiario o el dólar barato. La aplicación de la “tablita” anticipaba la 
cotización del peso con respecto al dólar en los siguientes ocho meses, tal como el gobierno se comprometía a 
cambiarlos en el mercado oficial. 


14. En 1981 se estrenó en el cine la comedia dramática, Plata Dulce, dirigida por Fernando Ayala. El film 
iluminaba aspectos de la vida cotidiana de muchas familias de clase media, obsesionadas por aumentar y 
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ostentar sus niveles de consumo de artículos importados. También escenificaba algunos delitos económicos 
frecuentes durante aquellos años, como el vaciamiento de empresas. El film concluía con los principales 
responsables (los especuladores en gran escala que integraban la llamada “patria financiera”) libres y sin ser 
juzgados. 


15. “Capitanes de la industria” fue el nombre con que se conoció a un conjunto de empresarios nacionales que 
concentraban el 25% de la producción industrial del país durante la década de 1980 y 1990. Entre los 
principales grupos económicos y empresas se encontraban: Acindar, Astra, Bagley, Bagó, BGH, Astarsa, Bunge 
y Born, Ledesma, Loma Negra, Grupo Macri (Sevel, Fiat), Pérez Companc, Alpargatas y Techint, entre otras. 


16. Es menester destacar que la investigación de Basualdo y de su equipo aportó evidencias que fueron 
incorporadas al corpus probatorio de algunas sentencias en el marco de los juicios de lesa humanidad. 
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Capítulo IX. 


1983-2001. Reconstrucción de la democracia y el nunca más a 
la dictadura 


Patricia Romer Hernández y Mónica Rodríguez Dolinka 


El capítulo analiza la transición de un gobierno autoritario (dictadura cívico-militar 1976-1983) 
a uno democrático elegido por el voto de la ciudadanía. Como todo proceso transicional estuvo 
cargado de incertidumbre, no obstante dio por resultado el inicio de una etapa de consolidación de 
la democracia que llega hasta nuestros días. Los militares fueron perdiendo protagonismo en la 
escena política y los golpes de Estado cesaron a pesar de los intentos desestabilizadores realizados 
contra las instituciones democráticas hasta 1989. 

En su recorrido Argentina no se encontraba sola, Bolivia (1982), Uruguay (1985), Brasil (1985), 
Paraguay (1989) y Chile (1990) también transitaron procesos de democratización. Si bien en cada 
uno de ellos la recuperación de las instituciones democráticas presentó características particulares, 
en todos los casos ha estado marcada por la crisis de la deuda externa. En 1982 México declaró la 
cesación de pagos, siendo el primero en reconocer la imposibilidad para hacerse cargo de los 
exorbitantes préstamos otorgados en la década de los setenta. Este hecho marcó el inicio de la crisis 
y el punto de partida para las renegociaciones por el pago, con la consecuente generalización de 
planes de ajuste en toda la región, por lo cual denominamos a los años 1980 como la década 
pérdida. En este sentido, los resultados de las políticas aplicadas por los gobiernos democráticos 
fueron escasos atendiendo al agravamiento de los conflictos distributivos, las crisis fiscales y las 
altas tasas de inflación. Una etapa en la cual los Estados perdieron autonomía de acción en manos 
de los organismos financieros internacionales, y a la vez, se comenzó a debatir acerca de su rol a 
partir de los efectos de la globalización. 

Los años noventa presentaron un nuevo escenario mundial como consecuencia del fin de la 
guerra fría. El colapso del comunismo en la Unión Soviética dejó al capitalismo sin rival y entronizó 
a Estados Unidos como la potencia hegemónica de un orden unipolar. El neoliberalismo pareció 
convertirse en la única alternativa viable, a la vez que se anunció el “fin de la historia” y el triunfo 
de la democracia liberal de mercado. Los países latinoamericanos implementaron las políticas 
neoliberales contenidas en el Consenso de Washington, las cuales llevaron a verdaderas reformas 
estructurales de los Estados y a la apertura y desregulación de sus economías nacionales. Los 
resultados generalizados fueron el incremento de las ya abultadas deudas externas, de la pobreza y 
de las desigualdades sociales. El fenómeno de la regionalización -asociación de dos o más países- 
resurgió con fuerza en el continente como respuesta de los Estados a la globalización. En este 
marco se observa la creación del Mercado Común del Sur (Mercosur) por el Tratado de Asunción en 
1991 o el relanzamiento de la Comunidad Andina de Naciones en 1996. 

A continuación se revisarán los principales acontecimientos de los sucesivos gobiernos de Raúl 
Alfonsín, Carlos Menem y Fernando de la Rúa para obtener elementos que permitan reflexionar 
sobre la Sociedad y el Estado en la Argentina contemporánea. 


1. La presidencia de Raúl Alfonsín (1983-1989) 


1.1. Transición a la democracia: la recuperación de las instituciones 


Luego de la derrota de la guerra de Malvinas y en un contexto de crisis económica, la dictadura 
se desmoronó y comenzó lo que se conoce como transición a la democracia (ver Capítulo 8). Los 
politólogos Guillermo O'Donnell y Philippe Schmitter la definen como “el intervalo que se extiende 
entre un régimen político y otro”, a lo largo del cual, “los actores luchan no solo por satisfacer sus 
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intereses inmediatos y/o los de aquellos que dicen representar, sino también por definir las reglas y 
procedimientos cuya configuración determinará probablemente quiénes serán en el futuro los 
perdedores y los ganadores” (2010: 27-28). El inicio del proceso está dado por el cambio de reglas 
en el gobierno autoritario, permitiendo cierta liberalización y democratización, y la posibilidad de 
establecer un “pacto”: un compromiso negociado para renunciar a perjudicarse mutuamente o 
afectar sus intereses vitales. 

La apertura política estuvo a cargo del general Reynaldo Bignone (1982-1983) quien impulsó un 
acercamiento con la dirigencia política reunida en la Multipartidaria. Las FF.AA. realizaron intentos 
por negociar con los partidos políticos un acuerdo que evitara cualquier tipo de revisión sobre el 
pasado. Las oportunidades para tender algún manto de olvido y acordar el traspaso de poder se 
vieron clausuradas al momento de emitir la Junta el “Documento Final”, en abril de 1983. En el 
mismo, los militares brindaron la respuesta exigida por la dirigencia partidaria sobre la cuestión de 
los desaparecidos. 

Sin embargo, confirmaron que: no había desaparecidos con vida sino muertos en 
enfrentamientos; la historia sería la única que los podría juzgar; y, “la información y explicaciones 
proporcionadas en este documento es todo cuanto las Fuerzas Armadas disponen para dar a conocer 
a la Nación”. De este modo, el discurso justificaba su accionar en torno a la existencia de una 
“guerra” en la cual derrotaron a la “subversión” y ese triunfo permitiría el restablecimiento de la 
democracia, y a la vez, sellaría un acuerdo de silencio entre los uniformados que permanecería 
inamovible en el tiempo. El contenido del documento impactó negativamente en los organismos de 
derechos humanos, la mayoría de los actores políticos e importantes sectores de la opinión pública y 
restringió “definitivamente las posibilidades de negociar y cerrar el tema como era la expectativa de 
no pocos sectores de poder” (Franco, 2018: 264). 

Tan solo cinco meses después, los militares emitieron la Ley de Pacificación Nacional conocida 
como Ley de Autoamnistía, (1) clausurando el camino para una transición “pactada” e 
incrementando el grado de incertidumbre en el proceso transicional. En este contexto, podemos 
comprender la centralidad que adquiere en la campaña electoral el tema vinculado al accionar del 
futuro gobierno en relación a las violaciones de los derechos humanos cometidas por la dictadura. 

Con respecto al escenario político, la competencia por el poder encontró a los dos partidos 
tradicionales mayoritarios: el peronismo (PJ) y el radicalismo (UCR), pero con un recambio en sus 
liderazgos por las respectivas muertes de Perón y de Balbín (mencionados en Capítulo 7). En el 
primer caso, la candidatura recayó en Ítalo Luder y en el segundo en Raúl Alfonsín. Este último, 
lideraba la corriente interna Movimiento de Renovación y Cambio, con una tendencia próxima al 
progresismo y enfrentada a la conservadora Línea Nacional. 

Alfonsín, a lo largo de la campaña electoral, basó su discurso en los valores de la democracia, la 
recuperación del Estado de Derecho y la promesa de aplicar justicia por los crímenes cometidos por 
la dictadura. El resultado de las elecciones introdujo como novedad el triunfo del candidato radical 
en elecciones libres con la participación del PJ. En lo referido a la conformación del Congreso, el 
oficialismo contó con mayoría relativa en la Cámara de Diputados y el justicialismo en el Senado. La 
tercera fuerza, a considerable distancia de las anteriores, fue el Partido Intransigente liderado por 
Oscar Alende, con una posición de centro izquierda. 

Alfonsín se propuso que su presidencia cerrara el largo período de alternancia de gobiernos 
constitucionales y de facto, y a considerarla como una etapa refundacional para las instituciones 
democráticas. La agenda del nuevo gobierno era muy amplia, pero los principales objetivos se 
centraban en la recuperación política del espacio público, la modernización del Estado, la 
subordinación de las Fuerzas Armadas y la reactivación de la economía. Alcanzar una concertación 
política con los partidos o una social entre empresarios y sindicatos para el tratamiento de estas 
cuestiones no fue posible. La principal fuerza de la oposición, el peronismo, tardó en rehabilitarse 
tras la derrota electoral de 1983 y en los primeros años del gobierno radical se abocó a una 
reestructuración para superar la fragmentación interna. La Corriente Renovadora, representada por 
Antonio Cafiero, la cual privilegió el ámbito parlamentario y la proyección de nuevos líderes para 
diferenciarse de la ortodoxia peronista, recién logró afianzarse a partir de 1986 e imponerse en las 
elecciones legislativas del siguiente año. 

El gobierno de Alfonsín fue pluralista y trabajó para allanar el camino a una democracia más 
participativa. Entre las acciones orientadas hacia ese fin se encuentran la convocatoria al Congreso 
Pedagógico Nacional (1984), a efectos de impulsar el debate para sancionar una nueva ley 
educativa; la realización de un plebiscito para alcanzar una solución pacífica del conflicto con Chile 
sobre el Canal de Beagle (1984); y, el establecimiento del Consejo para la Consolidación de la 
Democracia (1985). Este último, un espacio pluralista de debate donde se diseñó un proyecto de 
reforma constitucional que, si bien no logró la aprobación en el Congreso, sirvió como antecedente 
para la realizada en 1994. 

Los mayores empeños del gobierno estuvieron asociados a la reorganización de las instituciones 
políticas y a recuperar el espacio público, en un contexto en el cual los uniformados no estaban 
dispuestos a subordinarse a un poder político que pretendía juzgarlos y una economía que distaba 
de encauzarse, como se verá a continuación. 
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1.2. La cuestión militar y los derechos humanos (2) 


A partir de la emisión del “Acta Final” y la “Ley de Pacificación”, la cuestión de los 
desaparecidos y el castigo a los culpables adquirieron centralidad en la campaña electoral. Sin 
embargo, mientras el candidato peronista Ítalo Luder cuestionó jurídicamente las posibilidades 
reales de invalidar los efectos de la ley sancionada por la dictadura, Alfonsín ratificó sus intenciones 
de derogar la autoamnistía. 

En realidad, desde 1983 hasta el momento, se observan distintas reconstrucciones históricas 
con variadas respuestas acerca del accionar de la dictadura (ver Capítulo 8). En cada una de ellas, 
se ha otorgado un significado diferente a la represión estatal, a las causas que la habían 
desencadenado y a quien había afectado. En este sentido, el psicólogo Hugo Vezzetti (3) define el 
espacio de la memoria social como “una lucha en la que entran en conflicto narraciones que 
compiten por los sentidos del pasado, pero que siempre dicen mucho más sobre las posiciones y las 
apuestas en el presente” (2002: 193). 

En el período bajo análisis, los actores en la pugna narrativa eran el Poder Ejecutivo, las 
Fuerzas Armadas, los Organismos de Derechos Humanos y el Poder Legislativo (Canelo, 2006). El 
“presente” lo constituía el primer gobierno posdictadura, inmerso en un debate en torno a la 
conveniencia de la revisión del pasado en las democracias en transición. Así, el relato del gobierno 
calificó de terrorismo de Estado a la metodología de la dictadura. Sin embargo dicha narrativa 
indicó que los militares respondieron al accionar de los grupos armados, equiparando la violencia 
ejercida por las dos fuerzas enfrentadas, es decir, las guerrillas y los uniformados actuando en 
nombre del Estado. Esta explicación dio lugar a la denominada “teoría de los dos demonios”, 
predominante en los discursos oficial, mediático y académico (Mattarolo, 2009). Por último, del 
abanico de posiciones en torno al juzgamiento retroactivo que va de la culpabilidad de todos a 
nadie, Alfonsín optó por una intermedia: algunos responsables, solo se les aplicaría un castigo 
ejemplar a las cúpulas de “los dos demonios”. 

En lo referido al relato de los otros actores, es significativo el de los organismos de derechos 
humanos. Los principales objetivos de estas organizaciones no gubernamentales consisten en 
averiguar qué pasó con los desaparecidos, encontrar a los hijos que nacieron en cautiverio o a los 
apropiados durante los secuestros de sus padres y juzgar a los responsables. Entre los más 
destacados encontramos a las Madres de Plaza de Mayo (MPM), las Abuelas de Plaza de Mayo, el 
Servicio Paz y Justicia (SERJAP), Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS) y la Asamblea 
Permanente por los Derechos Humanos (APDH). 

Alfonsín formaba parte del directorio del último, por lo tanto, se trató de una de las 
organizaciones que más colaboró con las políticas oficiales hasta la sanción de las denominadas 
leyes del olvido, momento en el cual el presidente es expulsado del mismo. Para las MPM, la 
reconstrucción del pasado fue sin dudas mucho más dolorosa y compleja que para el gobierno, en 
tanto el presente confirmaba un futuro en el que las ausencias serían permanentes y cuestionaba un 
relato oficialista que justificaba las desapariciones de sus hijos. “En cuanto se discutía la militancia, 
dejaba de ser un grupo social para transformarse en una fuerza política y, entonces, se la 
cuestionaba a partir de la teoría de los dos demonios: los desparecidos, en ese marco, no eran 
solamente víctimas, sino fundamentalmente “subversivos” y hasta se los responsabilizaba del golpe 
militar y de haber “provocado' el genocidio” (Gorini, 2011: 48). Desde las primeras medidas 
adoptadas sobre las violaciones a los derechos humanos hasta las leyes del olvido la distancia entre 
ambos se incrementó; desde el reclamo de “Aparición con vida”, pasando por “Juicio y castigo. No 
hubo errores, son todos asesinos”, hasta “Dicen los radicales que ya es bastante, pero juzgaron solo 
a los comandantes. Son todos asesinos los del Proceso, por eso no hubo errores, no hubo excesos. 
Cárcel a todos los genocidas”. (4) 

Alfonsín, cumpliendo con su promesa de campaña, anunció en el discurso de asunción que luego 
de la anulación de la Ley de Amnistía dictada por la dictadura, “se pondrá en manos de la justicia la 
importante tarea de evitar la impunidad de los culpables. (...) Esto no exime de tremendas 
responsabilidades al terrorismo subversivo, que debió haber sido combatido con los medios que la 
civilización actual pone en manos del Estado”. (5) 

Los puntos centrales de la propuesta alfonsinista sobre los responsables de las violaciones a los 
derechos humanos -investigación, enjuiciamiento, categorías de responsabilidad y prevención- 
permanecieron sin modificaciones desde la campaña hasta su implementación en el gobierno, 
sufriendo variaciones tan solo los mecanismos para aplicarlos ante los obstáculos encontrados. Los 
principios que integraron el programa al ser electo se resumen en: 1) serían castigados tanto el 
terrorismo de Estado como el subversivo; 2) habría límites para los responsables porque sería 
imposible juzgar a todos los que cometieron delitos; 3) existirían límites en el tiempo para los 
juicios; 4) establecería mecanismos jurídicos para prevenir la violación futura de derechos humanos 
(Nino, 2006). En síntesis, la propuesta oficial se trató de una justicia acotada en el tiempo y su 
alcance, en tanto pretendía integrar a las fuerzas armadas a la nueva democracia, y a la vez, evitar 
tensiones que desestabilizaran al sistema. La limitación temporal fue lo que ocasionó los mayores 
inconvenientes al implicar cierta interferencia sobre la independencia del Poder Judicial. De todos 
modos, la Argentina fue el primer país latinoamericano en iniciar un proceso de justicia transicional. 
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(6) 


1.2.1. La Comisión Nacional sobre la Desaparición de Personas (CONADEP) 


Con respecto a la investigación sobre la metodología empleada por el Estado terrorista, Alfonsín 
creo la CONADEP. (7) Frente a la opción de conformar una comisión bicameral, impulsada por los 
organismos de derechos humanos que contaban con el apoyo en el Congreso y que podría llegar a 
un jury de enjuiciamiento, (8) se optó por una dependiente del ejecutivo la cual no ponía en peligro 
el alcance de los juicios y servía como freno a opciones más audaces (Verbitsky, 2003). Esta 
“comisión de la verdad” fue creada bajo la órbita del Ministerio del Interior y estuvo integrada por 
diez personalidades designadas por el presidente, cuyas diversas profesiones y puntos de vista 
intentaban representar todo el espectro de la sociedad civil. A la vez se invitó a Senadores y 
Diputados para que nombren tres representantes de cada Cámara. (9) Para sus defensores, la 
legislatura generaba desconfianza sobre los resultados a alcanzar debido a los conflictos que se 
podrían entablar entre las distintas fuerzas políticas y un tratamiento más lento, contradictorio con 
el objetivo presidencial de encaminarse por una vía judicial despolitizada con logros rápidos y 
moderados (Nino, 2006). 

Esta comisión tenía un plazo para investigar sobre las desapariciones al final del cual emitiría 
un informe. Las primeras actividades indicaron que actuaba a partir de requerimientos y carecía de 
una estrategia de investigación, hasta que orientó la pesquisa hacia el sistema de desaparición 
empleado por la dictadura junto a la identificación de los responsables (Crenzel, 2008). 

Esto generó mayor confianza en los denunciantes y organismos defensores, incrementando el 
material testimonial que fue clasificado a partir de cada centro clandestino. Las pruebas para cada 
centro de detención consistían en testimonios de familiares y sobrevivientes, habeas corpus 
presentados, respuestas oficiales, lista de víctimas y de personal involucrado y figuras del derecho 
penal de las denuncias, “De este modo, los “paquetes' [información de cada centro] expresaban una 
verdadera pericia prejudicial” (Crenzel, 2008: 79). 

En setiembre de 1984 se entregó al presidente el informe, publicado con posterioridad por la 
editorial Eudeba bajo el título Nunca más. (10) Una multitud acompañó a los miembros de la 
Comisión para entregar la documentación reunida que permitía inferir “que los derechos humanos 
fueron violados en forma orgánica y estatal por la represión de las Fuerzas Armadas. Y no violados 
de manera esporádica sino sistemática, de manera siempre la misma, con similares secuestros e 
idénticos tormentos en toda la extensión del territorio. (...) De nuestra información surge que esta 
tecnología del infierno fue llevada a cabo por sádicos pero regimentados ejecutores” (CONADEP, 
2006: 12). 

Una vez disuelta la comisión se creó la Subsecretaría de Derechos Humanos a la cual se 
trasladó toda la información reunida. Lo cierto es que la CONADEP fue un modelo para otras 
“comisiones de la verdad” que se constituyeron en países de la región. 


1.2.2. El Juicio a las Juntas Militares 


La ingeniería legal para los juicios consistió en el envío al Congreso (11) del proyecto para la 
anulación de la denominada ley de autoamnistía y la emisión de los decretos presidenciales para 
enjuiciar a los dirigentes de ERP y montoneros (N* 157) y el referido al procesamiento de las tres 
primeras Juntas Militares (N* 158). Los decretos reflejaban la equiparación entre la violencia 
engendrada por los grupos armados y la represión estatal. En ambos casos las responsabilidades 
recaerían sobre las cúpulas de los grupos enfrentados. 

La orden presidencial de someter a juicio a los integrantes de las juntas ante el Consejo 
Supremo de las Fuerzas Armadas (CSFA) estuvo orientada a la autodepuración de los militares. Sin 
embargo, los miembros del CSFA no se mostraron dispuestos a investigar ni mucho menos condenar 
a sus camaradas. La comunicación oficial expresó que las órdenes dadas por las juntas habían sido 
inobjetables y legítimas, por lo cual no podían juzgar a los excomandantes. Así, la causa pasó al 
fuero civil, a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional de la Capital Federal. 
(12) Entre abril y setiembre de 1985 se llevaron adelante las audiencias en un clima en el que las 
dificultades gremiales y económicas “estaban haciendo de la revisión judicial de las violaciones a los 
derechos humanos una conquista cada vez más central para su gobierno” (Novaro, 2009: 155). La 
sentencia definitiva se dictó el 9 de diciembre. El Tribunal se pronunció sobre setecientos casos 
emblemáticos presentados por los fiscales con pruebas que los respaldaban. El fallo atribuyó 
responsabilidades diferentes entre las Fuerzas y las Juntas. Si bien la principal responsabilidad fue 
adjudicada a los altos mandos, previamente se habían tenido que probar asesinatos, torturas y 
secuestros involucrando a subalternos. El punto 30 de la sentencia dispuso “el enjuiciamiento de los 
oficiales superiores, que ocuparon los comandos de zona y subzona de defensa, (...) y de todos 
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aquellos que tuvieron responsabilidad operativa en las acciones”, (13) abriendo la posibilidad de 
nuevos juicios y condenas a centenares de oficiales de las tres armas. Según Luis Duhalde (1999), el 
Poder Judicial necesitaba producir una transformación en su imagen pública pues estaba 
comprometida con la dictadura y por eso fue más allá de los límites deseados por el Ejecutivo. 


1.2.3. Ley de Punto Final y Ley de Obediencia Debida 


Al momento de dictarse la sentencia de las Juntas Militares, ya aparece en los sectores más 
conservadores del gobierno la idea de poner un punto final a las numerosas causas que se inician en 
los distintos juzgados del país. Alfonsín promete en el discurso de apertura de las sesiones del 
Congreso que no habría una ley en ese sentido. Proyecto que finalmente es remitido a la Legislatura 
en diciembre de 1986 y sancionado con pocos votos en contra, la ausencia de los diputados 
peronistas y en medio de fuertes protestas de los organismos defensores de derechos humanos. La 
Ley de Punto Final (14) estableció un plazo de sesenta días para iniciar nuevas causas contra 
militares involucrados en la represión. Sin embargo, la ley provocó el efecto contrario al buscado, 
siendo procesados más de trescientos oficiales y suboficiales. 

De todas maneras, el malestar militar no cesó. Esto dio lugar a la aparición del “movimiento 
carapintada”, uniformados que en abril de 1987 (sucesos de Semana Santa) se sublevaron al mando 
del coronel Aldo Rico exigiendo: freno a los juicios y a la campaña de desprestigio contra los 
uniformados y la promesa de que no serían sancionados los rebeldes. Una vez más, el presidente 
intervino para mantener su estrategia original mediante un proyecto de ley que delimitaba los 
alcances del deber de obediencia debida fijando límites al sistema de enjuiciamiento. La 
denominada Ley de Obediencia Debida, (15) sancionada en junio de 1987, interrumpió el proceso de 
enjuiciamiento a los militares. La norma excluía de todo juzgamiento a “quienes a la fecha de 
comisión del hecho revistaban como oficiales jefes, oficiales subalternos, suboficiales y personal de 
tropa de las Fuerzas Armadas, de seguridad, policial y penitenciaria, no son punibles por los 
delitos”. La legislación interrumpió el proceso abierto con el juicio a las Juntas, sin embargo no 
frenó los levantamientos carapintadas los cuales se sucedieron en Monte Caseros (enero 1988) y 
Villa Martelli (diciembre 1988). 


1.2.4. Banco Nacional de Datos Genéticos (BNDG) 


En 1984, cuando comenzaron a realizarse exhumaciones de cuerpos enterrados sin 
identificación (como NN), ante la sospecha de que se tratara de desaparecidos se creó el Equipo 
Argentino de Antropología Forense (EAAF), un organismo no gubernamental, que continúa actuando 
en el presente. El mismo está integrado por antropólogos, arqueólogos y médicos para la 
identificación de los restos de víctimas de la desaparición forzada. 

En 1987 el Congreso sancionó la ley de creación del BNDG a partir de un proyecto remitido por 
el presidente. (16) Este organismo se encarga de la obtención y almacenamiento de muestras de 
material genético de familiares de personas secuestradas y desaparecidas durante la dictadura. A 
partir de ese momento, el organismo ha tenido a su cargo los estudios genéticos de personas que 
tienen dudas sobre su identidad, hijos de desaparecidos secuestrados junto a sus padres o nacidos 
durante el cautiverio, para identificar vínculos biológicos. Con tal fin, se compara el ADN con 
muestras guardadas en el banco de familiares. 


1.3. La economía en tiempos de Alfonsín 


A lo largo de la campaña electoral, Alfonsín solía expresar “con la democracia se come, se 
educa, se sana”, expresión que “concebía el despegue económico como efecto más o menos 
automático”, luego del reemplazo del gobierno ilegítimo y de las malas políticas económicas 
(Novaro, 2009). Es posible distinguir dos momentos en el análisis de las políticas económicas 
implementadas. Una primera etapa correspondiente al equipo económico a cargo de Bernardo 
Grinspun (de diciembre 1983 a marzo 1985), en la cual se elaboró un diagnóstico erróneo en tanto 
se desestimaron las transformaciones económicas y sociales acaecidas durante la dictadura. Esto 
llevó a suponer la vigencia del modelo de industrialización sustitutiva e identificar como problemas 
el desempleo y los bajos salarios en un contexto agravado por el peso de la deuda externa. Así, las 
medidas implementadas se centraban en expandir la producción, aumentar los salarios reales, 
controlar la inflación y acordar con los acreedores externos. En lo referido a la deuda externa, la 
propuesta inicial consistió en no girar pagos al exterior hasta mediados de 1984 y en la asociación 
con otros países latinoamericanos (Consenso de Cartagena) para lograr una negociación conjunta 
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directa con los acreedores que fortaleciera la posición de los deudores. El FMI rechazó la idea y solo 
aceptó negociar en forma bilateral con los países, lo cual llevó a iniciar las negociaciones y la firma 
de un acuerdo stand by a fines de 1984. 

Las dificultades de la estrategia seguida se presentaron rápidamente, ante un proceso 
inflacionario que no cedía, las presiones tanto de los nuevos grupos económicos como de los 
sindicatos, el déficit fiscal y los obstáculos en la negociación de la deuda externa. Según Ana 
Castellani (2006) el nuevo poder económico, a quien identifica con los ganadores de la “década 
perdida”, se trata de aquellas mismas grandes firmas beneficiadas durante la dictadura por los 
contratos con el Estado (ver en Capítulo 8). Su análisis concluye que las empresas que lograron 
expandirse y consolidar su posición a lo largo del gobierno de Alfonsín, son las beneficiadas por las 
transferencias de recursos públicos, en especial, a partir de la promoción industrial y de los precios 
diferenciales con las reparticiones del Estado. De este modo, mientras los reclamos de los 
trabajadores continuaban vinculados al modelo económico de la industrialización sustitutiva, los de 
los empresarios estaban relacionados con el rentístico financiero, imposibilitando la generación de 
un acuerdo. 

En cuanto al segundo momento, desde la renuncia de Grinspun (en marzo de 1985) hasta el 
estallido de la hiperinflación estuvo caracterizado por políticas que más que revertir el modelo de 
valorización financiera y el nuevo bloque de poder económico, contribuyeron a afianzarlos. Frente a 
los fracasos en la gestión económica aplicada inicialmente, el gobierno cambió de estrategia y lanzó 
el Plan Austral. Se trató de un programa de ajuste “heterodoxo”, que a manera de shock mediante el 
cambio del signo monetario, el Austral, (17) aspiraba detener la inflación. Las principales medidas 
correspondían al congelamiento de los precios, las tarifas, los salarios y el tipo de cambio, previo 
ajuste y devaluación de la moneda respectivamente. En un primer momento se obtuvieron efectos 
positivos por la disminución de la inflación y el déficit fiscal. Sin embargo, “escondía las 
insuficiencias estructurales ya que, si bien se había logrado cierta estabilidad de precios, el 
programa no incluía realmente objetivos de reactivación o crecimiento” (Rapoport, 2000: 912). El 
plan sufrió correcciones que marcaron el paso de una política de congelamiento a otra de 
flexibilización, para terminar en una propuesta de mayor apertura económica y la reforma del 
Estado con la incorporación de privatizaciones de empresas públicas, el control de los contratos 
estatales con privados y los regímenes de promoción industrial. 

A mediados de 1988 cuando la inflación, la recesión, la caída de los salarios y el desempleo 
reflejaban la situación crítica de la economía, el gobierno lanzó el Plan Primavera como último 
intento para evitar una hiperinflación. El nombre del programa se correspondió con el período 
temporal por el que se extendieron sus resultados exitosos. Así, el gobierno ingresó en una etapa 
errática, señalando su debilidad para fijar políticas en el marco de una inflación descontrolada, de 
las futuras elecciones y de las crecientes expectativas de recambio en el partido gobernante. 


1.4. La hiperinflación, la crisis de gobernabilidad y el traspaso de mando 


El año 1989 comenzó con un hecho que sacudió a la sociedad, el asalto al Regimiento de 
Infantería de la Tablada por el Movimiento Todos por la Patria (grupo de izquierda). Este episodio 
finalizó con una represión, numerosos muertos y la posterior detención de los autores intelectuales 
del copamiento. En febrero se produjo una corrida contra el austral, impulsada por el 
comportamiento especulativo de sectores financieros y empresariales. La cotización del dólar se 
disparó y los precios acompañaron su evolución, ingresando en un proceso hiperinflacionario. 

Frente al colapso económico se decidió adelantar al mes de mayo las elecciones presidenciales, 
dando por resultado el triunfo del candidato peronista Carlos Menem y su compañero de fórmula 
Eduardo Duhalde. Ante la crisis social y económica Alfonsín inició negociaciones con el presidente 
electo para realizar una entrega anticipada del mando, la cual fue efectivizada en el mes de julio. 

Alfonsín a lo largo de su gobierno había logrado recuperar las instituciones democráticas, sin 
embargo, había quedado inconclusa la subordinación de las Fuerzas Armadas y se estaba muy lejos 
de alcanzar un modelo de crecimiento económico. En este sentido, se considera a la primera 
presidencia tras la dictadura como una democracia en transición. 


2. La presidencia de Carlos Menem (1989-1999) 


En la campaña electoral, Carlos Menem había prometido que durante su mandato tendría lugar 
una “revolución productiva” y un “salariazo” en sintonía con el discurso peronista. Sin embargo, la 
designación de algunos funcionarios que lo acompañarían -el ministro de economía Miguel Angel 
Roig, directivo de la empresa multinacional Bunge Born o el asesor presidencial Alvaro Alsogaray, 
un reconocido líder liberal- presagió un cambio de rumbo en la política a seguir. En efecto, Ricardo 
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Sidícaro (2006) señala una ruptura con la tradición y una transformación de la identidad peronista. 
La gestión neoliberal menemista desarticuló el intervencionismo estatal y, por otro lado, su 
propuesta incorporó al histórico adversario social, al “otro social”, identificado con los grupos 
económicos más concentrados. 

En 1989 el Ejecutivo contaba con una mayoría relativa en el Congreso y el compromiso de la 
UCR de prestar quórum y no obstaculizar los proyectos del Ejecutivo ante la entrega anticipada del 
poder. Sin embargo, la realidad confirmaba a un partido oficialista surcado por corrientes internas 
que no siempre estaban dispuestas a abandonar algunos principios dogmáticos del justicialismo. En 
los dos primeros años de gobierno, Menem se abocó a la construcción política del peronismo 
neoliberal (Pucciarelli, 2011). 

Las elecciones presidenciales de 1995, luego de la reforma constitucional de 1994 que habilitó 
la reelección, mostraron a un partido oficialista consolidado en el parlamento y un liderazgo 
presidencial indiscutido en la estructura partidaria. El sector de legisladores que había mostrado 
mayores disidencias en las políticas adoptadas -el denominado Grupo de los Ocho- se escindió 
dando origen a un nuevo partido, el Frente Grande, que en las elecciones presidenciales de 1995 
formó una coalición con otras fuerzas (Frente País Solidario -Frepaso-) incrementando 
notoriamente sus bancas. 

Durante el gobierno de Menem se registró una creciente concentración de poder en el Ejecutivo 
facilitada por el propio Congreso, quien le delegó facultades excepcionales que eran de su exclusiva 
injerencia. A través de la sanción de las leyes de Emergencia Administrativa y de Emergencia 
Económica, (18) el presidente contó con el marco jurídico adecuado para la reforma del Estado y las 
privatizaciones. Los decretos de necesidad y urgencia (DNU) no eran nuevos, pero la inusual 
frecuencia en la emisión de los mismos dio lugar al término “decretazo”. En cinco años, se dictaron 
trescientos treinta y seis de estos decretos a través de los cuales se establecieron impuestos, se 
derogaron leyes y modificaron normas que allanaban el camino para que el Ejecutivo avanzara en 
las privatizaciones de las empresas públicas. Asimismo, le permitió incrementar el número de 
miembros de la Corte Suprema de Justicia, de cinco a nueve, alcanzando lo que se denominó “la 
Corte del sí automático” para asegurar el respaldo del Poder Judicial a sus políticas. 

Guillermo O"Donnell (2009) denominó a este tipo de democracias con una alta concentración del 
poder en el Ejecutivo como “democracia delegativa”. En ella no funcionan correctamente los 
controles institucionales sobre los actos de gobierno, pues el presidente los considera un obstáculo 
e intenta subordinarlos, debilitarlos o suprimirlos. La concepción de poder para este líder es 
democrática en tanto se origina en elecciones. En general, este mandatario llega al gobierno en 
contextos de graves crisis socioeconómicas lo cual le permite asumir que los ciudadanos le delegan 
autoridad por el lapso de su mandato, para que lleve adelante las políticas que considere adecuadas 
(O"Donnell, 2009). 


2.1. La cuestión militar y los derechos humanos 


Con respecto a la cuestión militar y las violaciones a los derechos humanos, en el discurso 
pronunciado ante el Congreso el día que asumió, el presidente expresó: 


Ha llegado la hora de un gesto de pacificación (...). Tras seis años de vida democrática no hemos 
conseguido superar los enfrentamientos que nos dividieron hace más de una década. A esto yo le digo 
basta (...). Entre todos los argentinos vamos a encontrar una solución definitiva (...) jamás se 
alimentará un enfrentamiento entre civiles y militares, sencillamente porque ambos conforman y 
nutren la esencia del pueblo argentino. (19) 


” «u 


Las expresiones “gesto de pacificación”, “solución definitiva” y “civiles y militares conforman la 
esencia del pueblo argentino” anunciaban la estrategia presidencial para la formulación y ejecución 
de la política referida al tema. El proyecto consistía en indultar a condenados y procesados por la 
represión, a civiles implicados y a los uniformados que habían participado de las rebeliones 
carapintadas. De este modo, emitió una primera tanda de decretos en octubre 1989 indultando a 
más de doscientos civiles y militares con procesos abiertos y/o ya condenados, y una segunda a fines 
de 1990 que involucraron a Videla, Massera, Agosti, Viola, Camps, Ricchieri, Lambruschini y Suárez 
Mason, y a los civiles, Mario Firmenich, Norma Kennedy, Duilio Brunillo y Alfredo Martínez de Hoz. 

En la estrategia presidencial de Menem, la lectura del pasado reciente omitió la caracterización 
operatoria del Estado terrorista. Por el contrario, se optó por la referencia a heridas resultantes de 
viejos enfrentamientos y a la necesidad de una reconciliación nacional para reforzar la idea del 
ingreso a una nueva era. El presidente vinculó la política en derechos humanos con la resolución de 
la cuestión militar. De esta manera, el indulto a los militares que habían cometido crímenes de lesa 
humanidad en la dictadura cerró momentáneamente el camino de la justicia, del mismo modo, la 
verdad y la memoria quedaron sepultadas en pos de la subordinación del poder militar al civil. 

No obstante, en este gobierno se dio inicio a la reparación económica para las víctimas de 
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violaciones durante la dictadura, en estrecha relación con el cumplimiento a las Convenciones y 
Tratados Internacionales a los que había adherido la Argentina. Por otro lado, se dio tratamiento a 
la figura del “ausente por desaparición forzada”, “cuando se hubiere privado a alguien de su 
libertad personal y el hecho fuese seguido por la desaparición de la víctima, o si esta hubiera sido 
alojada en lugares clandestinos de detención”. (20) De este modo, el desaparecido se constituyó en 


sujeto de derecho. 


2.2. Las políticas neoliberales 


Con la llegada al poder de Carlos Menen, el país adhirió rápidamente al llamado “pensamiento 
único” (21) determinado por los Estados Unidos y por los organismos multilaterales de crédito. 
Pensamiento que, en sintonía con la lógica del neoliberalismo, sostenía el dominio absoluto de la 
economía y del mercado por sobre la política, la sociedad y la cultura e instaba a los países 
fuertemente endeudados a diseñar nuevas políticas públicas para salir de la crisis en la que se 
hallaban inmersos. 

Con la finalidad de cumplir con los lineamientos impuestos desde el exterior, el nuevo gobierno 
adhirió al Consenso de Washington mediante la adopción de un menú de políticas que debían 
instrumentarse en el país a efectos de superar el clásico modelo estatista y avanzar en el supuesto 
camino del crecimiento. 


2.2.1. El Consenso de Washington 


Hacia fines de los años ochenta y principios de los noventa, el Banco Mundial (BM) y el Fondo 
Monetario Internacional (FMI) establecieron un conjunto de propuestas de política económica de 
corte neoliberal que fueron sistematizadas bajo la denominación de “Consenso de Washington” 
(CW), destinadas a solucionar los problemas de inestabilidad que sufrían las economías 
latinoamericanas, pero con el propósito fundamental de pagar sus deudas. El diagnóstico formulado 
por sus teóricos adjudicaba los desequilibrios macroeconómicos de los países de la región a las 
políticas adoptadas luego de la segunda Guerra Mundial que estaban especialmente dirigidas a 
emprender un proceso de industrialización mediante la sustitución de importaciones (ISI). 
Asociaban a dicho proceso una ineficiente asignación de los recursos a la vez que vinculaban el 
origen de todos los desequilibrios a la intervención del Estado en la economía. Las recomendaciones 
del CW estaban contenidas en una suerte de decálogo instrumental que debería ser puesto en 
práctica por los países en desarrollo a fin de superar el modelo estatista y así alcanzar el 
crecimiento. Esos instrumentos se centraban básicamente en: 


1. La reducción del déficit fiscal: presentado como el origen de los desequilibrios 
macroeconómicos y que estaría vinculado con la incapacidad de equilibrar los gastos e 
ingresos públicos. 

2. La disminución del gasto público: deberían eliminarse los subsidios de la actividad 
económica y la gestión social del Estado debería orientarse solo a la inversión en 
infraestructura pública. 

3. La reforma impositiva: se recomendaba acrecentar la recaudación impositiva ampliando la 
base imponible. 

4. El establecimiento de tasas de interés que deberían estar determinadas por el mercado con 
la finalidad de atraer capitales. 

5. La fijación de un tipo de cambio estable y alto (Plan de Convertibilidad): con el fin de 
asegurar un nivel competitivo que favoreciera las exportaciones y al mismo tiempo 
estimulara la confianza del sector privado para la inversión. 

6. La eliminación de barreras arancelarias: como eje de una política comercial tendiente a 
favorecer la apertura irrestricta al mercado, cuyo efecto directo sería un proceso creciente 
de desprotección de la producción nacional. 

7. La inversión externa directa: los países debían implementar una legislación que favoreciera 
la inversión extranjera para atraer capitales y tecnología. 

8. ¡La privatización de las empresas públicas: para un manejo más eficiente por parte del sector 
privado. 

9. La desregulación de la economía: particularmente del mercado de trabajo a fin de eliminar 
las distorsiones provocadas por las demandas de los trabajadores y sus organizaciones 
sindicales. 

10. El impulso de reformas institucionales: que garanticen los derechos de propiedad durante el 
proceso de reforma estructural. 


Como podemos observar el argumento central del mismo se organizaba a partir del ajuste fiscal 
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que actuaría como ordenador y estabilizador de las cuentas macroeconómicas. A su vez, inducía a 
un desarrollo asentado en el capital privado en desmedro del público y otorgaba una nueva 
funcionalidad al Estado para favorecer la rentabilidad del capital trasnacional. En Argentina se 
cumplió al pie de la letra con estos postulados. 

A partir de la llegada de Domingo Cavallo al Ministerio de Economía en marzo de 1991, se 
profundizaron las medidas para alcanzar la estabilización monetaria y las transformaciones 
estructurales. Según Mario Rapoport (2000), el programa denominado “Plan de Convertibilidad” 
estaba diseñado en torno a tres ejes principales de acción. El primero de ellos, la Ley de 
Convertibilidad, estableció una paridad cambiaria fija -1 peso por dólar- y la exigencia de que todo 
el circulante esté respaldado por reservas. El objetivo era quitar al Estado la capacidad de emitir 
dinero para solventar el déficit público. El segundo consistió en la apertura comercial destinada a 
frenar la suba de los precios internos por la competencia de los productos importados. Y por último, 
el tercero de los mencionados ejes, se direccionó hacia una reforma del Estado con la finalidad de 
reducir la presencia del mismo en la producción de bienes y servicios y restarle capacidad de 
intervención y regulación. Con este fin se procedió a un vasto plan de privatizaciones de las 
empresas de servicios (energía eléctrica, gas, agua, transportes, etcétera). Este programa se 
efectivizó a un ritmo vertiginoso y careció de un marco regulatorio, así como de la implementación 
de entes de control que dejaron a los ciudadanos sin protección alguna y con tarifas sujetas a los 
precios internacionales. Además, se aplicó un proceso de descentralización administrativa tanto en 
hospitales como en escuelas públicas, por el cual el Estado nacional se desentendía de sus 
obligaciones transfiriéndolas a la jurisdicción territorial a la que pertenecían (provincias y 
municipios). De este modo, este modelo de Estado mínimo sustituyó al del Estado de Bienestar (ver 
Capítulo 1). 


2.2.2. Las políticas sociales y laborales 


La expansión económica fue considerada la principal política social. El Estado no debía 
intervenir para modificar la situación de los individuos, desatendiendo por lo tanto los efectos de las 
políticas aplicadas. Se tenía la certeza de que el mismo sistema generaría igualdad de 
oportunidades mediante el “efecto derrame”. El crecimiento acelerado de la economía terminaría 
por derramar sus beneficios a toda la sociedad, pero como en un primer momento solo beneficiaba 
al segmento más concentrado del capital, se necesitaba proteger a los sectores más vulnerables 
durante el duro proceso de ajuste. Así, se implementaron políticas sociales focalizadas en oposición 
a las universales del Estado de Bienestar. Sin embargo, el denominado efecto derrame no llegó, y en 
su lugar, hubo un crecimiento inusitado de la pobreza. El neoliberalismo implementó políticas 
sociales a través de numerosos programas que solo atendían a la población en situación de extrema 
pobreza. Los planes partían del gobierno nacional, las provincias y los municipios, superponiéndose 
y resultando poco efectivos en muchas ocasiones. 

El incremento del desempleo constituyó un factor fundamental para la precarización del 
mercado de trabajo, a través de ella se buscaba eliminar las conquistas históricas laborales que 
protegían a los trabajadores. Según el principio de la economía liberal clásica, la desocupación se 
debía a la rigidez de los salarios, por lo tanto la idea era reducir el costo laboral. A fines de 1991, la 
sanción de la Ley Nacional de Empleo permitió la polivalencia del puesto de tareas y sus funciones; 
habilitó el límite máximo de la jornada laboral; y dio origen a los denominados “contratos basura” 
que afectaban la estabilidad de los trabajadores en el empleo y limitaban los derechos laborales - 
período de prueba, contrato de tiempo parcial, pasantías, disminución o eliminación de la 
indemnización por despido- (Recalde, 2011). 


2.2.3. Política exterior: las relaciones “carnales” 


Como hemos dicho, durante la administración Menem el país se ajustó a las reglas de juego 
establecidas por el nuevo orden global, que marcaron la política exterior de países como la 
Argentina, los que para su desarrollo debían “comprender” su estado de subordinación jerárquica a 
las naciones líderes en ese mundo globalizado. Dicho ejercicio de política exterior suponía, 
entonces, un voluntario “alineamiento automático” -en particular con los Estados Unidos- que fue 
cumplido sin dubitaciones por el gobierno argentino. 

De este modo, la gestión de la Cancillería argentina estuvo en perfecta sintonía con las políticas 
económicas aplicadas durante el período y para asegurarse una reinserción internacional exitosa 
necesitó desarrollar un nuevo tipo de relaciones exteriores, despejando cualquier desconfianza de 
tiempos pasados. En este sentido, se privilegió la relación con Estados Unidos. Prácticamente, todas 
las acciones diplomáticas del período constituyeron demostraciones contundentes de esa decisión. 
Por ejemplo, la participación simbólica de la Argentina en la Guerra del Golfo (1990-1991) como 
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parte de la coalición anti Hussein, marcó una ruptura con la tradicional postura neutral del Estado 
Argentino. Sin embargo, esa decisión tuvo una cruenta respuesta por parte del terrorismo 
internacional a través de los atentados perpetrados en Buenos Aires contra la Embajada de Israel en 
1992 y la AMIA en 1994. Otras manifestaciones de adhesión al país del norte fueron el retiro de la 
Argentina del movimiento de No Alineados y la participación en las misiones de paz de los Cascos 
Azules de Naciones Unidas en Medio Oriente y en el conflicto de la ex Yugoslavia. Del mismo modo, 
las votaciones en los foros internacionales en consonancia con los Estados Unidos demostraron el 
abandono de aquella política de no intervención que tradicionalmente caracterizó a la Argentina. 

Por otro lado, la restauración de las relaciones bilaterales con Gran Bretaña se logró mediante 
el abandono de los reclamos por la soberanía sobre las Islas Malvinas en los foros internacionales. 
Ciertamente, ello no significó la renuncia a los legítimos derechos de la Argentina por el territorio 
ocupado, sino que se implementó una estrategia de acercamiento hacia los habitantes de las Islas 
que la Cancillería argentina denominó “política de seducción”. Nuevamente, las negociaciones con 
Inglaterra se enfocaban, básicamente, en aspectos relacionados con la economía y en las 
posibilidades de intercambio tecnológico. 

En cuanto a las relaciones con América Latina, se destacó el proceso integrador concretado a 
través de la suscripción del Tratado de Asunción en 1991, que sentó las bases del Mercado Común 
del Sur (MERCOSUR). (22) Los Estados fundadores del bloque fueron Argentina, Brasil, Uruguay y 
Paraguay. 


2.2. La Reforma Constitucional de 1994 


La reforma de 1994 fue consecuencia de un acuerdo político denominado Pacto de Olivos entre 
el presidente en ejercicio Carlos Menem y el expresidente Raúl Alfonsín, jefe de la UCR, principal 
partido de la oposición. El justicialismo buscaba la reelección presidencial, expresamente prohibida 
en la Constitución Nacional vigente, mientras que el radicalismo pretendía la atenuación del sistema 
presidencialista mediante la figura de un Jefe de Gabinete. Además, preocupaba a la oposición el 
excesivo número de decretos de necesidad y urgencia (DNU) firmados por el presidente hasta ese 
momento. Mientras la UCR se oponía a la reelección de Menem por un nuevo período, el 
justicialismo amenazaba con sancionar la declaración de necesidad de una reforma constitucional 
con solo dos tercios de los presentes de cada Cámara del Congreso o forzar a una consulta popular 
para presionar la voluntad de los diputados radicales. Alfonsín, entonces, decidió llegar a un 
acuerdo para incorporar las modificaciones impulsadas por su partido. En ese pacto convenido entre 
ambas dirigencias partidarias mayoritarias en un sistema bipartidista, se acordaron para encauzar 
la reforma cláusulas que no serían negociables: para el primero la reelección, para el segundo el 
balotaje o doble vuelta. De este modo, el Congreso sancionó la ley declarativa de necesidad de 
reforma (23) que incorporó como novedad el llamado “núcleo de coincidencias básicas”, un conjunto 
de trece temas o puntos que debían ser votados en bloque (todo por sí o por no) y por esa razón se 
la denominó “cláusula cerrojo”. La finalidad de dicha limitación era evitar que, por tener mayoría 
absoluta en la Convención Constituyente, alguno de los dos partidos no cumpliera con lo acordado y 
reformara la Constitución siguiendo sus exclusivos intereses políticos. 

La Reforma constitucional de 1994 tuvo tres ejes fundamentales: 1) La incorporación de nuevos 
derechos y garantías; 2) El pretendido reequilibrio de los poderes del Estado; 3) El fortalecimiento 
del federalismo. Entre las modificaciones subrayamos la incorporación de los tratados 
internacionales sobre Derechos Humanos firmados por la Argentina otorgándole a los mismos, 
jerarquía constitucional. Se estableció que los ciudadanos tienen derecho de iniciativa para 
presentar proyectos de ley ante la Cámara de Diputados. En cuanto a las novedades en materia 
política se destacan: la elección directa del presidente y vice en doble vuelta o balotaje; la reducción 
del período de mandato presidencial de seis a cuatro años; la introducción de la figura del Jefe de 
Gabinete; la incorporación de un tercer senador provincial por la minoría; la creación de organismos 
de control como la Auditoría General de la Nación, el Consejo de la Magistratura, órgano encargado 
del nombramiento y contralor de los jueces y el Defensor del Pueblo que sería elegido por el 
Congreso 

Por último, se estableció que la Ciudad de Buenos Aires sería una unidad política autónoma 
(Ciudad Autónoma de Buenos Aires). La misma mantendría su condición de Capital del Estado 
Argentino, pero se le concedía el derecho a dictarse una Constitución propia y a la elección directa 
de su Jefe de Gobierno. 


2.3. Balance de una década de políticas neoliberales 


A lo largo de las presidencias de Carlos Menem se consolidó la democracia con la subordinación 
de las Fuerzas Armadas al poder político, así como también, se terminó por definir un Estado y una 
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economía neoliberal. 

La implementación de las políticas descriptas dio por resultado la consolidación de un modelo 
económico neoliberal en un escenario de creciente exclusión social debido a la concentración 
económica. Los altos índices de desempleo motivados por la ola de despidos a causa de las 
privatizaciones y la contracción del sector industrial dieron origen al movimiento piquetero. La 
modalidad de los desocupados consistió en el corte de rutas, puentes y calles, como medio de 
visibilización de la protesta que se extendió en todo el territorio nacional. Los movimientos se 
multiplicaron y comenzaron a adquirir características organizativas propias 

Por otro lado, el Estado redujo sus funciones y capacidades, perdió protagonismo e iniciativa, 
llegando a su fin el Estado Benefactor y la cultura asistencial y estatista que lo habían 
caracterizado. El proclamado efecto derrame no se produjo y el modelo profundizó las 
desigualdades sociales e incrementó en forma desmesurada la pobreza. 


3. La presidencia de Fernando de la Rúa (1999-2001) 


En las elecciones de 1999 se impuso la fórmula de la Alianza, Fernando de la Rúa y Carlos 
“Chacho” Álvarez, una coalición entre la UCR y el Frente País Solidario (Frepaso). (24) En una sola 
palabra podríamos sintetizar el accionar del nuevo gobierno: continuidad. En efecto, no se 
observaron cambios en las políticas públicas en tanto se preservaron las reglas de juego 
económicas, la convertibilidad, y solo se buscó corregir aspectos parciales del modelo. El presidente 
representaba a la corriente más conservadora del radicalismo y su figura era más afín con el 
electorado neoliberal. Por su parte el vicepresidente pertenecía al Frepaso, con un discurso 
centrado en la transparencia y la lucha contra la corrupción del anterior gobierno menemista. Esto 
nos permite señalar tensiones dentro de la coalición gobernante que rápidamente afloraron. 

Entre los temas que reflejaron divergencias internas mencionamos el sostenimiento de los 
jueces de la Corte Suprema que representaban la “mayoría automática”; la política de investigación 
y juicios por violaciones a los derechos humanos que llevó a un enfrentamiento del presidente con el 
Frepaso a quien se sumó el alfonsinismo, y por último, la denuncia sobre sobornos en el Senado que 
finalizó con la renuncia de Álvarez a la vicepresidencia, marcando así, la ruptura de la Alianza. (25) 


3.1. El derrumbe: la crisis del 2001 


El fin del modelo de acumulación neoliberal fue catastrófico, pues la Argentina había ingresado 
en una grave crisis económica, social y política. El descontento social dejaba al descubierto a un 
gobierno debilitado, con escasa capacidad para revertir la situación y con falta de apoyo de un 
electorado irritado, que en las elecciones legislativas del 2001 le restó legitimidad a través del 
denominado “voto bronca”. (26) Aproximadamente un 40% de la sociedad se abstuvo de votar, anuló 
o impugnó su voto. 

El nombramiento de Domingo Cavallo a cargo del Ministerio de Economía anunció el derrumbe 
del gobierno y del régimen de convertibilidad que el mismo implementó en la gestión anterior. En 
diciembre de 2001 ante una espectacular corrida bancaria, como consecuencia de la retirada masiva 
de las inversiones financieras, se emitió el decreto que congeló los depósitos, el llamado “corralito”, 
limitando a $ 250.- las extracciones semanales. La medida encolerizó a la clase media a la que 
rápidamente se le unieron las organizaciones sindicales y piqueteras debido a un contexto en el cual 
los índices de pobreza habían alcanzado el 38% de la población urbana. (27) La protesta social se 
manifestó entonces, a través de cacerolazos y de saqueos a comercios, así como de movilizaciones 
del conjunto de la sociedad a lo largo de todo el país los días 19 y 20 de diciembre. La respuesta del 
presidente fue el establecimiento del estado de sitio y las fuerzas policiales iniciaron una dura 
represión contra los manifestantes con un saldo de treinta y nueve muertos (ver cita 14 Capítulo 
XIID. 

Esta situación finalizó con la renuncia de De la Rúa, sin embargo, la ciudadanía redobló la 
apuesta exigiendo la salida de toda la dirigencia política, al reclamo de “Que se vayan todos”. La 
crisis no solo fue socioeconómica sino de representación política. Los piqueteros, los asambleístas 
barriales, los ahorristas, los cartoneros y los trabajadores de fábricas recuperadas cuestionaron a 
los partidos y a la clase política en su conjunto como una vía para alcanzar soluciones a sus 
problemas. 
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Capítulo X. 


2001-2019. La Argentina del siglo XXI y sus derroteros 
democráticos 


Patricia Romer Hernández y Mónica Rodríguez Dolinka 


El capítulo refiere a la historia más reciente de la Argentina tras el colapso de la presidencia de 
Fernando de la Rúa. La crisis socioeconómica y política de 2001 marcó el fin del ciclo neoliberal y 
abrió un escenario con múltiples desafíos para la reconstrucción de la sociedad, la economía, las 
instituciones democráticas, los partidos políticos y el Estado. 

El rechazo del país a las políticas del Consenso de Washington no fue efectuado en soledad. A 
comienzos del siglo XXI surgió una oleada de mandatarios progresistas representada por los 
gobiernos de Hugo Chávez (1999-2013) en Venezuela, Ricardo Lagos (2000-2006) y Michelle 
Bachelet (2006-2010 y 2014-2018) en Chile, Lula da Silva (2003-2010) y Dilma Rousseff (2011-2016) 
en Brasil, Evo Morales en Bolivia (2006-2019), Tabaré Vázquez (2005-2010 y 2015-2020) y José 
Mujica (2010-2015) en Uruguay, Rafael Correa (2007-2017) en Ecuador, Fernando Lugo (2008-2012) 
en Paraguay, Néstor Kirchner (2003-2007) y Cristina Fernández (2007-2015) en Argentina. Si bien 
estos gobiernos exhibieron distintos matices a nivel político ideológico, todos compartieron políticas 
públicas con enfoque en derechos a fin de distanciarse y diferenciarse del neoliberalismo. El Estado 
cobró un rol importante para hacer frente al escenario devastado tras las políticas aplicadas durante 
la década anterior. La integración latinoamericana se fortaleció para ampliar los márgenes de 
autonomía en su relación con los Estados Unidos. Así, tomó forma la Comunidad de Estados 
Latinoamericanos y Caribeños (CELAC) y la Unión de Naciones Suramericanas (UNASUR). 

Al promediar la segunda década del presente siglo se observó un giro conservador en América 
del Sur. En Paraguay asumió Horacio Cartes, en Argentina Mauricio Macri, en Brasil Michel Temer y 
luego Jair Bolsonaro, en Ecuador Lenín Moreno y en Chile Sebastián Piñera. Estos gobiernos 
abrieron un interrogante sobre los avances alcanzados en el ciclo progresista en materia de 
desarrollo económico y derechos sociales. No obstante, los intentos por consolidar un proyecto 
neoliberal han estado limitados por la creciente resistencia de buena parte de las sociedades. Por 
otro lado, en este cambio de rumbo se abandonó la mirada hacia Latinoamérica. La integración 
perdió importancia y se registró una vuelta a los socios tradicionales: los Estados Unidos y la Unión 
Europea. 

A continuación se repasarán las principales políticas públicas de los sucesivos gobiernos de 
Eduardo Duhalde, Néstor Kirchner y Cristina Fernández de Kirchner. Por último, se realizará una 
aproximación a la presidencia de Mauricio Macri. 


1. La presidencia de Eduardo Duhalde (2002-2003) 


Tras la renuncia presidencial, se aplicó la Ley de Acefalía y el Congreso cumplió un rol 
fundamental para asegurar, en un contexto de completo derrumbe social, la continuidad 
institucional. (1) La Asamblea Legislativa designó al gobernador de la provincia de San Luis, Adolfo 
Rodríguez Saa, cuyo mandato se prolongó tan solo por una semana (23 al 30 de diciembre de 2001), 
en la cual declaró el cese del pago de la deuda externa. Una nueva Asamblea (el 2 de enero de 2002) 
designó para finalizar el mandato inconcluso a Eduardo Duhalde, a quien le correspondió la 
transición hacia la normalidad de las instituciones, comprometiéndose a no presentarse como 
candidato en las futuras elecciones. 

El nuevo presidente ratificó el default, finalizó con el régimen de convertibilidad vigente desde 
1991 y procedió a la devaluación del peso. La Ley de Emergencia Económica permitió la pesificación 
de los ahorros bancarios y los fondos previsionales incumpliendo con su promesa sobre la 
devolución de los depósitos en dólares. 
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Por otro lado, inició la implementación de políticas sociales para mitigar la crisis. El lanzamiento 
del Plan Jefes y Jefas de Hogar hacia el final de su mandato cubría un universo de un millón 
setecientos mil beneficiarios, junto a este se pusieron en marcha dos programas de igual 
importancia: uno de emergencia alimentaria y otro de distribución gratuita de medicamentos. Sin 
embargo, más de la mitad de la población argentina había caído por debajo del límite de la pobreza 
y las organizaciones sociales continuaban expresando su descontento en las calles. En junio de 
2002, en una protesta del movimiento piquetero sobre el Puente Pueyrredón, que une la ciudad de 
Buenos Aires con el municipio de Avellaneda, la represión de la policía bonaerense dejó como saldo 
la muerte de dos jóvenes manifestantes, Maximiliano Kosteki y Darío Santillán. Ante la gravedad de 
este episodio, Duhalde decidió anticipar las elecciones para abril de 2003 para evitar el riesgo de 
mayores desbordes sociales. 


2. La presidencia de Néstor Kirchner (2003-2007) y Cristina Fernández de Kirchner 
(2007-2011 y 2011-2015) 


Este apartado se refiere al tiempo del kirchnerismo, entendiendo por tal a los tres períodos de 
gobierno que integraron un mismo proyecto político. 

El 25 de mayo de 2003 Néstor Kirchner asumió la presidencia con un 22% de los votos, 
arrastrando un gran interrogante sobre su capacidad de mando para gobernar un país en crisis y 
con sus instituciones puestas en cuestión por la ciudadanía. La renuncia de Carlos Menem al 
balotaje forzó al presidente electo a la construcción de una estructura política propia de apoyo a su 
gestión. La estrategia desplegada se focalizó en el cuestionamiento al neoliberalismo y a sus 
políticas. 

En el inicio de su mandato el expresidente Duhalde, quien había sido su mentor, se constituyó 
en su principal sostén, legándole incluso al ministro de economía Roberto Lavagna. Las medidas 
adoptadas tendieron a responder a demandas concretas de la sociedad de bienestar económico e 
inclusión social. De este modo, en dos años logró afianzar y legitimar su liderazgo a nivel nacional, 
en el Congreso y en la estructura partidaria, así como también, consolidar al kirchnerismo como un 
proyecto político. 

Para las elecciones de 2007, su esposa Cristina Fernández lanzó la candidatura presidencial y 
tras resultar electa en primera vuelta inició su gobierno bajo el slogan “la continuidad en el 
cambio”. Es decir, la permanencia de políticas que permitieran seguir recorriendo el camino de la 
reconstrucción social. Con la convocatoria a Julio Cobos (UCR) como candidato a vicepresidente, dio 
muestras de continuar con el proyecto de construcción de un espacio transversal con la 
incorporación de sectores del radicalismo, socialistas y comunistas. En 2011, luego de la muerte de 
Kirchner, fue reelecta para un segundo mandato obteniendo el 54,11% de los votos. 

Esta etapa ha sido incluida dentro de la oleada progresista presente en Sudamérica desde 
comienzos del siglo XXI. No obstante, varios académicos han introducido para el análisis de estos 
gobiernos la categoría de populismo, un fenómeno político sumamente complejo y controversial 
según la perspectiva teórica desde la que se lo aborde. 

El trabajo de Ernesto Laclau (2005), La razón populista, ha propuesto una nueva lectura de esta 
noción librándola de todo sentido peyorativo. En ella, el populismo refiere a la capacidad de un 
discurso para articular las demandas de distintos actores sociales en lo que denomina “cadena 
equivalencial”, la cual adquiere significado y representación en la figura del líder. Este discurso 
político provoca una ruptura del campo social en dos bloques opuestos: los que forman parte de la 
cadena y aquellos que están en contra, es decir, se constituye una identidad, un “nosotros” separado 
de los “otros”. 

Conforme a este abordaje, el kirchnerismo articuló exitosamente las demandas postergadas por 
el neoliberalismo en una cadena integrada por distintos movimientos sociales, los organismos 
defensores de los derechos humanos, las pequeñas y medianas empresas, sindicatos y sectores de la 
clase media. La sociedad se dividió en dos: kirchnerismo versus neoliberalismo. Las demandas 
fueron canalizadas en favor de una economía mercado internista, la ampliación del gasto social y los 
salarios, la regulación de las tarifas de los servicios y la adopción de una política de Estado en 
materia de derechos humanos. 

Cristina Fernández en su primer año de mandato enfrentó un importante conflicto con el campo 
que dividió en dos momentos a la administración kirchnerista. La disputa con los productores 
rurales se originó por la implementación de un esquema de retenciones móviles a las exportaciones 
de cereales y oleaginosas. (2) El agro organizó una rápida respuesta desde la Mesa de Enlace que 
reunía a grandes, pequeños y medianos productores a través de sus organizaciones patronales como 
la Sociedad Rural Argentina y la Federación Agraria, entre otras. En su reclamo, el campo 
argumentaba ser el principal generador de riquezas del país, restableciendo el mito de la Argentina 
“granero del mundo” (ver Capítulo 2). La acción colectiva se expresó a lo largo del conflicto, el cual 
se prolongó por más de ciento veinte días mediante el corte de rutas y movilizaciones en las grandes 
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ciudades que contaron con el apoyo de sectores de la clase media. Finalmente, el gobierno envió el 
proyecto al Congreso y la votación en el Senado arrojó un resultado adverso a la propuesta del 
gobierno. Una vez superada la crisis, los “otros” empezaron a ser identificados con el campo y el 
multimedio Clarín, en una polarización del espacio político exacerbada hasta finales de su gobierno. 


2.1. El nuevo rol del Estado 


El Estado cumplió un rol de suma importancia en el proyecto kirchnerista para alcanzar el 
desarrollo con inclusión social. El politólogo Sergio De Piero (2012) resumió en dos premisas el 
planteo del gobierno: la no adopción de recetarios rígidos en torno al modelo y la necesidad de 
otorgarle al Estado un lugar central para asegurar el desarrollo. “De allí que en lo que hace a la 
gestión del Estado, más que encararse un proceso de modernización y reformas en pos de 
acrecentar la capacidad gerencial y regulatoria, las políticas públicas fortalecieron la centralidad 
del Estado nacional” (De Piero, 2012: 174). De este modo, el Estado incrementó su capacidad para 
la toma de decisiones económicas y políticas recuperando márgenes de autonomía en su accionar. 

Ese reposicionamiento se tradujo por un lado, en una política de reestatización que permitió 
recuperar el control de empresas estratégicas para garantizar el acceso a ciertos servicios públicos. 
Así, Kirchner nacionalizó la empresa Aguas Argentinas de la región metropolitana (2006) y 
Fernández, las Administradoras privadas de los Fondos de Jubilaciones y Pensiones (AFJP), 
Aerolíneas Argentinas (2008); y la empresa Yacimientos Petrolíferos Fiscales (2012). 

Por otro lado, la política de desendeudamiento llevó a la negociación y reestructuración de la 
deuda que se encontraba en default desde el 2001, mediante un canje en 2005 que abarcó 
aproximadamente el 76% del monto adeudado. En forma conjunta Kirchner decidió la cancelación 
anticipada de la deuda con el FMI. La medida generó mayores grados de independencia y 
autonomía en tanto significó el fin del monitoreo de este organismo financiero sobre la economía 
nacional. En 2010 se lanzó un segundo canje de deuda para quienes no habían ingresado al anterior. 
Solo un 7% de los bonistas quedaron afuera de los distintos canjes. Estos denominados “fondos 
buitre” encabezaron una serie de demandas que fueron avaladas por distintas instancias de la 
justicia estadounidense. De todas maneras, la renegociación en ambos canjes “puede ser 
considerada como un proceso exitoso teniendo en cuenta que más del 92% de los acreedores 
aceptaron pérdidas a cambio de recomponer los pagos” (Wainer, 2017: 33). 

Tras la deserción del Estado operada por el neoliberalismo, los gobiernos kirchneristas le dieron 
un nuevo impulso a la acción estatal. El Estado cobró una presencia decisiva en el campo económico 
con la adopción de políticas de protección al mercado interno, impulso a la industria, tipo de cambio 
administrado, congelamiento de tarifas y retenciones a las exportaciones, entre otras. 


2.2. Los derechos humanos 


A lo largo de las tres presidencias la defensa y promoción de los derechos humanos fue asumida 
como una política de Estado en tanto constituyó una agenda transversal a los diferentes poderes y 
articuló una variedad de programas y medidas. 

Para el análisis se distinguen las políticas vinculadas con los delitos de lesa humanidad 
cometidos durante la última dictadura, de aquellas relacionadas con los considerados nuevos 
derechos. La percepción de un Estado que no garantizaba derechos, sino más bien amenazaba las 
libertades fundamentales, dio lugar a una serie de demandas sociales diversas que cristalizaron 
durante la crisis de 2001 y generaron la necesidad de transformación de las prácticas políticas y las 
instituciones estatales. A partir del año 2003 el nuevo presidente haciéndose eco de esas demandas, 
priorizó la inclusión social e impulsó una serie de políticas fundadas en la restauración de los 
derechos de aquellos grupos en situación de vulnerabilidad (niños, niñas y adolescentes, mujeres, 
adultos mayores, pueblos originarios, migrantes y comunidad LGTBIQ+, entre otras). Fortunato 
Mallimaci señaló: “Con el tiempo, la lucha por los derechos humanos se fue extendiendo hacia otras 
formas reivindicativas de grupos discriminados” (2007: 117). (3) 


2.2.1. Reinicio de los juicios y política de la memoria 


La anulación de las Leyes de Punto Final y de Obediencia Debida (2004), y la posterior 
declaración de inconstitucionalidad por la Corte Suprema, permitieron la reapertura o el inicio de 
los procesos judiciales a uniformados. (4) A la par, numerosos jueces comenzaron a cuestionar la 
constitucionalidad de los indultos pronunciados por Menem hasta que finalmente la Corte los 
declaró inválidos. De este modo, numerosos militares volvieron a ser juzgados o se abrieron causas 
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nuevas. En 2007 se creó la Unidad Fiscal de Coordinación y Seguimiento con el objetivo de impulsar 
los juicios desde el Ministerio Público Fiscal. Con este fin el organismo se abocó a la elaboración de 
un registro completo y actualizado de todo el país, la sistematización de la información sobre el 
avance del proceso de juzgamiento y la coordinación interinstitucional para facilitar el avance de los 
procesos. En 2013 fue transformada en la Procuraduría de Crímenes contra la Humanidad 
conservando las mismas tareas. Al cumplirse los cuarenta años del golpe, la Procuraduría emitió un 
informe estadístico sobre el panorama nacional de procesos judiciales e imputados por delitos de 
lesa humanidad: 526 causas activas (en 156 se dictó sentencia) en las cuales fueron investigados 
2354 imputados (669 condenados). (5) 

Por otro lado, en el año 2007 se estableció la obligatoriedad de que todas las fuerzas del sistema 
de seguridad interior -fuerzas armadas, policiales, prefectura, gendarmería, policía aeroportuaria- 
incluyan en sus currículas capacitación continua en materia de derechos humanos. 

A la vez, cobró impulso una política de la memoria con distintas acciones entre las cuales 
mencionamos: 


e La creación del Espacio para la Memoria en el predio de la Escuela de Mecánica de la 
Armada (ESMA), uno de los centros clandestinos más emblemáticos. En 2011 se declaró por 
ley Sitios de Memoria del Terrorismo de Estado a los lugares que funcionaron como centros 
clandestinos de detención, garantizando su preservación y difusión, “a los fines de facilitar 
las investigaciones judiciales, como asimismo, para la preservación de la memoria de lo 
acontecido durante el terrorismo de Estado”. 

e La inclusión en la currícula educativa del abordaje del terrorismo de Estado en la última 
dictadura. 

e La incorporación al calendario del feriado nacional del 24 de marzo como Día Nacional de la 
Memoria, la Verdad y la Justicia. 


2.2.2. Los nuevos derechos 


A partir de la anulación de las leyes del olvido, la reapertura de los procesos judiciales contra 
los involucrados en la represión ilegal y la imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y lesa 
humanidad, muchas iniciativas legislativas y ejecutivas posteriores pusieron de manifiesto la 
intención del kirchnerismo de dar reconocimiento a nuevos derechos humanos que ahora serían 
garantizados por el Estado. 

En el año 2005 se sancionó la ley que protege de manera integral los derechos de las niñas, 
niños y adolescentes, (6) dando cumplimiento a la Convención Internacional sobre los Derechos del 
Niño con carácter constitucional. Además se creó el Registro Nacional de Personas Menores 
Extraviadas y se aprobó el Plan Nacional contra la Discriminación a través del Decreto N” 1086. 
También, en el año 2013, a instancias de la presidenta Cristina Fernández, se habilitó el voto joven - 
optativo-, por el cual los adolescentes a partir de los 16 años gozan de los derechos políticos 
consagrados en la Constitución. 

En materia de Salud pública, en el año 2006 se aprobó el Programa Nacional de Educación 
Sexual Integral (ESTI) (7) y durante el año 2010 se sancionó la Ley de Salud Mental (8) que garantiza 
la autonomía de las personas con padecimientos mentales y su capacidad para decidir sobre el 
tratamiento que deben recibir, un gran avance en la protección de los derechos de un grupo 
históricamente invisibilizado. 

Por otro lado, durante el gobierno de Néstor Kirchner “el tema migratorio se posicionó en la 
agenda gubernamental” (Cicogna, 2015: 254). La Ley de Migración (9) sustituyó a la llamada “Ley 
Videla”. Esta norma, fue dictaminada en el año 1981 en el contexto de una dictadura represiva que 
quería imponer una sociedad disciplinada a instancias de la Doctrina de la Seguridad Nacional 
(DSN) y por ello restringía a la mínima expresión los derechos fundamentales de los inmigrantes 
consagrados en la Constitución Nacional. La nueva legislación garantizaba el derecho de los 
inmigrantes a la salud y a la educación aún, cuando todavía no hubiesen regularizado sus 
documentos. (10) En el marco de esta ley también, se creó el Programa “Patria Grande” que 
apuntaba a facilitar los trámites de radicación a los ciudadanos provenientes de países del 
Mercosur. Además, en el año 2006 y dando cumplimiento a los compromisos asumidos con el 
Derecho Internacional, se aprobó la Ley de Reconocimiento y Protección al Refugiado, basada en 
una serie de principios que conceden a los refugiados derechos ciudadanos con excepción de los 
políticos. (11) Con estas disposiciones, “en materia migratoria se pasó de una política expulsiva a 
una receptiva” (Cicogna, 2015: 254). 

El tráfico de personas con fines ilegales constituye una grave violación de los derechos 
humanos. En el año 2008, durante el primer gobierno de Cristina Fernández se aprobó la Ley de 
Prevención y Sanción de la Trata de Personas y Asistencia a sus Víctimas. (12) Los delitos que 
contempla esta norma son la trata de personas con fines de explotación sexual, la explotación 
laboral, las prácticas esclavistas, la privación de la libertad y la extracción ilegal de órganos. 
Además, establece mecanismos de protección y asistencia a las víctimas, tales como: alojamiento y 
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alimentación, asistencia psicológica y jurídica por parte de Estado y protección de la identidad. Esta 
norma reformada en el año 2012 amplió el derecho a una reinserción laboral y educativa de las 
víctimas y estableció que el consentimiento dado por ellas no exime de responsabilidad a los autores 
del delito. 

El reconocimiento a la diversidad sexual y a la igualdad de género constituyó un gran avance en 
materia de ampliación de derechos como política de Estado. En esta área se sancionaron diversas 
leyes: 


e Ley de Matrimonio Igualitario, (13) habilita el casamiento entre personas del mismo sexo 
ampliando la condición de ciudadanía, pues minimizó la discriminación y significó el 
reconocimiento de los derechos de las parejas del mismo sexo, equiparándolos a los de las 
parejas heterosexuales —obra social del cónyuge, pensión por viudez, reconocimiento de la 
herencia, entre otros—. 

e Ley de Identidad de Género (14) permite la adecuación del nombre en el documento nacional 
de identidad y en todos los datos registrales a la identidad de género autopercibida, sin que 
medie autorización judicial. 

e Ley de Protección Integral para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las 
Mujeres (15) para dar cumplimiento a los derechos reconocidos en los tratados 
internacionales suscriptos por la Argentina. (16) Además, en la lucha contra la violencia de 
género se modificó el artículo 80 del Código Penal que incorpora la figura del femicidio y 
agrava las penas por homicidio cometidos por odio de género o a la orientación sexual. (17) 


Por último, en agosto de 2015, el Congreso aprobó a libro cerrado y sin debate el Nuevo Código 
Civil y Comercial de la Nación, reemplazando así al Código de Vélez Sarsfield sancionado en 1869. 
La unificación de los anteriores Códigos Civil y Comercial en un mismo cuerpo legal, respondió a la 
necesidad de actualizar la legislación a la realidad social argentina por medio de la incorporación de 
los nuevos derechos adquiridos en materias centrales para la vida de las personas tales como: 
matrimonio, divorcio, unión convivencial, adopción, fertilización asistida, nuevas sociedades 
comerciales y contratos, entre otros. 


2.3. Políticas sociales y laborales 


El rol activo del Estado permitió la implementación de políticas para hacer frente a los altos 
índices de pobreza y desempleo existentes. Una publicación del Ministerio de Desarrollo Social 
(2015) vinculó la cuestión social al crecimiento económico junto con una mejor redistribución de los 
ingresos, “Desde la concepción de un proyecto político nacional, popular y democrático, concebimos 
el aspecto social como parte indisociable de la política económica para lograr la inclusión con 
equidad”. (18) 

Atendiendo a la concepción del gobierno sobre la política social, la recomposición del mercado 
de trabajo se constituyó en uno de los principales ejes para alcanzar una mayor inclusión. La 
estrategia consistió en la generación de empleo, el aumento del salario y la restauración de 
derechos. El crecimiento de los puestos de trabajo estuvo marcado por el proceso de 
reindustrialización y las medidas tendientes al fortalecimiento del mercado interno. Con respecto al 
aumento de los salarios, a lo largo de toda la etapa se incrementó progresivamente el salario 
mínimo vital y móvil mediante actualizaciones anuales. En lo referido a los derechos laborales, 
sucesivas leyes eliminaron o limitaron aquellas normas que habían dado lugar a la precarización 
laboral. En este sentido obró el restablecimiento de la indemnización por despido en un sueldo por 
año de antigúedad; la limitación del período de prueba a un lapso improrrogable de tres meses; la 
reforma del sistema de Pasantías Educativas para que no se tratara de una contratación encubierta; 
y, la modificación del contrato de trabajo a tiempo parcial. 

El citado documento destacó la ejecución de las siguientes políticas inclusivas: 


e Asignación Universal por Hijo (AUH): modificación al régimen de asignaciones familiares 
para incluir a niños/as y adolescentes de grupos familiares desocupados o en la economía 
informal que registrasen ingresos menores al salario mínimo, vital y móvil. El familiar 
responsable tiene como obligaciones cumplir ciertos requisitos referidos a la salud -controles 
y calendario de vacunación- y a la escolaridad de los menores. 

e Asignación Universal por Embarazo: alcanzó a las mujeres a partir de las doce semanas de 
gestación hasta el nacimiento o interrupción del embarazo, incluyendo la atención en salud. 

e Plan de Inclusión Previsional: la moratoria previsional brindó la posibilidad a los adultos 
mayores, que por distintas circunstancias no habían efectuado los aportes legales, 
accedieran a una jubilación o pensión al llegar a los 60 o 65 años de edad, respectivamente. 
Por otro lado, la estatización de las AFJP permitió que el Estado a través de la Administración 
Nacional de la Seguridad Social (ANSES) financiara otros programas sociales como el 
Programa Conectar Igualdad, por el cual se suministró una notebook a estudiantes y 
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docentes de las escuelas públicas de gestión estatal. 


2.4. Política Exterior 


El nuevo gobierno procuró definir una política de reinserción internacional que significara un 
punto de inflexión con las anteriores administraciones. Kirchner comenzó a apartarse de la 
diplomacia de los años noventa -orientada hacia el neoliberalismo y a las relaciones carnales con los 
Estados Unidos- para implementar una nueva que contemplara una postura multilateral, 
direccionada preferentemente hacia Latinoamérica y vinculada a las necesidades del desarrollo 
nacional y la búsqueda de autonomía. En otras palabras, el presidente comenzó a manejar la política 
exterior en función de la política interna, conducta que mantuvo a lo largo de su gestión y que 
continuó durante los siguientes mandatos su esposa Cristina Fernández. 

Mientras que en las relaciones con los Estados Unidos se produjo un enfriamiento, tomando 
distancia de ciertas propuestas del país del Norte -como la de conformar un Área de Libre Comercio 
para las Américas (ALCA)-, (19) las vinculaciones con los países de la región se profundizaron. La 
búsqueda del fortalecimiento de la democracia en conjunción con la justicia social en Latinoamérica 
quedó afirmada en el mensaje de asunción cuando Kirchner los proclamó como pilares de su política 
exterior, “nuestra prioridad en política exterior será la construcción de una América Latina 
políticamente estable, próspera y unida con base en los ideales de Democracia y Justicia Social”. 
(20) En esta dirección, Argentina comenzó una acción diplomática destinada a jerarquizar los lazos 
con la región. En primer lugar, Kirchner en forma conjunta con el presidente brasileño Lula da Silva 
propiciaron un relanzamiento del Mercosur que se encontraba estancado. Este proceso de 
integración abandonó los objetivos meramente económicos con los cuales había sido creado y 
adquirió un contenido social. En este espacio se desarrolló un conflicto con el Uruguay por la 
construcción de dos fábricas de pulpa de celulosa, resuelto en el año 2010 por la Corte 
Internacional de Justicia de La Haya, quien permitió las obras y ordenó un seguimiento conjunto del 
impacto ambiental. 

En un segundo momento luego del rechazo al ALCA, en el año 2008 se creó la Unión de 
Naciones Suramericanas (UNASUR). Este organismo aspiraba a la construcción de un espacio de 
integración política, cultural, económica y social, así como a la cooperación para fortalecer la 
democracia y reducir las asimetrías entre los países de América del Sur. Esta propuesta tuvo a la 
Argentina como uno de sus principales actores y Néstor Kirchner fue su primer secretario. 

Un caso notorio fue el estrechamiento de los vínculos con China, en particular en la dimensión 
económica. El gigante asiático rápidamente se transformó en uno de los principales socios 
comerciales e inversor de Argentina. El crecimiento de las exportaciones permitía alcanzar los 
objetivos del modelo argentino de crecimiento con inclusión social al utilizar la renta de las 
exportaciones para políticas sociales. Por otro lado, las vinculaciones con China progresaron a la par 
que se registraba el alejamiento con los Estados Unidos, pues ambas naciones compartían la noción 
sobre las posibilidades de construcción de un mundo multipolar. De este modo, la profundización de 
los lazos chino-argentinos estaba orientada a la ampliación de los mercados y como alternativa a la 
relación de dependencia frente a los Estados Unidos. 

En lo referido a la soberanía de las Islas Malvinas, el tema se encontró presente en ambas 
administraciones. En la agenda internacional del kirchnerismo apareció siempre como una demanda 
inclaudicable para el país, como lo demuestra la posición esgrimida por la Argentina ante los foros 
internacionales (Comité de Descolonización de las Naciones Unidas, OEA y Mercosur). 


2.5. El Estado kirchnerista 


Como se ha observado, el Estado en el proyecto kirchnerista cumplió un rol central para 
alcanzar el desarrollo con inclusión social. Se trató de un Estado que amplió sus márgenes de acción 
en la toma de decisiones políticas y recuperó su rol regulador en el campo económico con el fin de 
alcanzar el desarrollo y, por lo tanto, permite interpretarlo como un modelo neodesarrollista. El 
kirchnerismo fue caracterizado como una política de cuño nacional y popular, por el abandono de los 
planes del FMI y la adopción de una política de desendeudamiento, así como por la inclusión social, 
el empoderamiento de los trabajadores y la defensa de los derechos humanos. 


3. La presidencia de Mauricio Macri (2015-2019) 


Mauricio Macri llegó a la presidencia en diciembre de 2015, tras derrotar al candidato del 
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kirchnerismo Daniel Scioli en el balotaje. Este hecho marcó el fin del bipartidismo que se venía 
dando en el país desde 1983, así como también, del ciclo progresista. La coalición Cambiemos que 
lo llevó al gobierno estaba integrada por Propuesta Republicana (PRO), la UCR y la Coalición Cívica 
para la Afirmación de una República Igualitaria (CC-ARI). (21) Para las elecciones presidenciales de 
2019, la alianza oficialista se amplió al sumar a sectores del Peronismo Federal y pasó a 
denominarse Juntos por el Cambio. 

El partido PRO había sido fundado por el propio Macri, un empresario devenido en político 
luego de la crisis del 2001. El objetivo era ingresar a la vida política para incorporar valores del 
mundo privado y empresarial y así “contribuir a moralizar y eficientizar a una política que estaba en 
crisis” (Vommaro, 2017). En su origen, la fuerza reunió militantes y dirigentes de tres universos 
sociales: 1) políticos provenientes de la UCR y del PJ] -expulsados luego del derrumbe delarruista y 
por el desplazamiento interno del menemismo hacia el kirchnerismo respectivamente-; 2) 
integrantes de la sociedad civil como ONG, fundaciones, organizaciones de voluntariado, redes 
sociales; y 3) un núcleo de dirigentes del mundo empresario vinculados por lazos de familia, de 
amistad o por haber compartido los años de estudio en el colegio Cardenal Newman (Vommaro, 
2015). 

Macri, luego de adquirir popularidad desde la presidencia del club de futbol Boca Juniors, 
resultó electo Jefe de Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires por dos períodos consecutivos -en 
2007 y 2011- y finalmente en 2015 como presidente. El mandatario definió a la política como “el 
trabajo entre dirigentes modernos que trabajan en equipo para servir los demás”, lo que junto a la 
noción de incorporar valores empresariales a la política, resultó en la conformación del “mejor 
equipo de los últimos cincuenta años” (22) por altos ejecutivos de grandes empresas privadas 
(CEO). El mayor riesgo de este tipo de funcionarios consistió en que al momento de tomar 
decisiones beneficiaran o privilegiaran los intereses particulares de aquellas empresas en las cuales 
habían desarrollado su carrera, perjudicando los intereses del conjunto de la sociedad, asimismo, 
que confundieran lo privado con lo público. La presencia de los CEO en el gabinete nacional 
presentó como novedoso que, “hayan desbordado las “áreas económicas ”* del gabinete, donde 
tradicionalmente se agrupaban, para ocupar posiciones vinculadas con la toma de decisiones 
políticas, especialmente en la Jefatura de Gabinete y también en las secretarías de la Presidencia y 
en el Ministerio del Interior” (Canelo, 2018: 97). 


3.1. Un esbozo del gobierno de Cambiemos 


Dada la contemporaneidad de la presidencia de Macri con la escritura de estas páginas, tan solo 
se plantearán algunas líneas de acción a partir del discurso pronunciado ante la Asamblea 
Legislativa al momento de la asunción. En dicha oportunidad el mandatario expresó, “La mayoría de 
los argentinos que votó por nuestra propuesta fue basada en tres ideas centrales, ellas son pobreza 
cero, derrotar el narcotráfico y unir a los argentinos”. (23) A través de ellas es posible delinear las 
principales políticas de gobierno sobre el modelo económico, los derechos ciudadanos y la relación 
con la oposición. 

En lo referido a la lucha contra la pobreza, la expansión económica fue identificada con el 
incremento de las exportaciones y el arribo de inversiones pero en ningún caso unida al 
fortalecimiento del mercado interno. La implementación de políticas ya experimentadas en el 
pasado de apertura externa de la economía, desregulación del mercado y liberalización financiera, 
arrojaron iguales resultados: desindustrialización, desempleo y crecimiento de la pobreza. 

El incremento de las importaciones no contribuyó a generar capacidad productiva sino más bien 
substituyó la producción local. En este esquema el sector industrial retrocedió y exclusivamente se 
basó en aquellas empresas con inserción exportadora, mientras que el salario volvió a transformarse 
en un costo al que había que reducir en tanto el mercado interno perdió relevancia. Con respecto al 
comercio internacional, el objetivo era transformar el país en el “supermercado del mundo”, (24) 
para ello la política exterior tenía por objetivo fundamental insertar a la Argentina en el mercado 
mundial como exportadora de commodities, retomando lazos con los socios tradicionales, es decir, 
los Estados Unidos y la Unión Europea. Un caso particular han sido las relaciones con China. Luego 
de las vacilaciones iniciales por cuestiones ideológicas que pesaban sobre el socio asiático y sus 
vínculos con la gestión anterior, terminaron por profundizarse a través de numerosos acuerdos 
comerciales y de inversión. 

En cuanto a las inversiones, el gobierno llevó adelante una política de atracción bajo el supuesto 
que generaría crecimiento, empleo y abundancia de divisas. Sin embargo, “El ciclo confianza- 
inversión-crecimiento al que se apostaba de entrada no se inició nunca y el alarmante déficit en el 
sector externo derivó en un reflujo de los capitales especulativos” (Canelo, 2018: 96). La tan 
anunciada y nunca efectivizada “lluvia de inversiones” contribuyó al endeudamiento y a la fuga de 
capitales que alcanzaron niveles récords. En 2018 se produjo una corrida cambiaria que consumió 
15.000 millones de dólares de reservas y una devaluación del peso cercana al 50%. Frente a la 
ausencia de recursos el gobierno solicitó auxilio al FMI acordando un préstamo por 50.000 millones 
de dólares con el consecuente endeudamiento externo. Lo cierto es que la economía argentina se 
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contrajo, retrocedió la industrialización y crecieron el desempleo y la pobreza. 

Con respecto a la segunda idea, la lucha contra el narcotráfico, la cual es colocada en el mismo 
nivel de importancia que la reducción de la desigualdad económica, es de utilidad no solo para 
reflexionar acerca del rol de las Fuerzas Armadas sino acerca de la situación de los derechos 
humanos. Un informe del CELS (2018) identificó al narcotráfico como una cuestión central en la 
agenda política de numerosos países de la región. Dicho documento señaló que se estaría ante la 
presencia de una doctrina que identifica a los principales peligros para la estabilidad de los Estados 
provenientes de la criminalidad organizada transnacional. La doctrina de las “nuevas amenazas” 
involucra las actividades ligadas al tráfico de drogas y a fenómenos como la pobreza o las 
migraciones dando lugar a la militarización de la seguridad interior y a la securitización de las 
agendas sociales. 

En cuanto a la militarización, el gobierno macrista declaró la emergencia en seguridad para 
intervenir sobre las “nuevas amenazas”. Asimismo, introdujo modificaciones en la Ley de Defensa 
Nacional ampliando la intervención de los uniformados bajo la modalidad de apoyo logístico y la 
habilitación para custodiar objetivos estratégicos como las centrales nucleares o los recursos 
naturales. 

En lo referido a la securitización de la cuestión social, un ejemplo claro puede hallarse en la 
situación de la inmigración, la que ha sido concebida como un problema de seguridad nacional y de 
orden público. A comienzos de 2017 el presidente emitió un DNU para endurecer las condiciones de 
la migración. (25) Esa norma acortó los tiempos para expulsar extranjeros, endureció las 
condiciones para su ingreso, así como también, para obtener la ciudadanía argentina. El 
mencionado decreto se “justificaba” por el incremento de extranjeros en las cárceles por la 
participación en delitos vinculados al narcotráfico. Lo cierto es que se verificó un retroceso en 
materia de derechos con respecto a la Ley de Migración sancionada en la etapa kirchnerista. De 
este modo, la imagen del extranjero volvió a estar asociada con aquellos que quitaban puestos de 
trabajo a los nativos, desbordaban los hospitales públicos y cometían delitos. 

En tercer lugar, en lo referido a unir a los argentinos, en el citado discurso ante el Congreso el 
presidente expresó: “Se viene un tiempo nuevo, el tiempo del diálogo, (...) a lo largo de la historia 
hemos vivido muchas divisiones, la confrontación nos ha llevado por caminos errados, (...). Tenemos 
que sacar al enfrentamiento del centro de la escena y poner en ese lugar al encuentro”. La 
politóloga María Casullo (2018) realizó un sugerente análisis del discurso de Cambiemos, por el cual 
confirmó la necesidad de quitar, en principio, del juego político al kirchnerismo para instalar la 
propuesta de un futuro político de consenso y armonía. En consecuencia, el discurso oficialista 
otorgó al gobierno anterior una serie de atributos negativos vinculados al pasado como 
autoritarismo, confrontación, demagogia, corrupción, aislamiento del mundo, personalismo y 
desorden. A ellos se contraponían las cualidades positivas que acompañarían al macrismo 
relacionados con un futuro de diálogo, instituciones republicanas, responsabilidad, vuelta al mundo, 
vocación de servicio, trabajo en equipos y orden. En la realidad de los hechos, Cambiemos 
profundizó la polarización para sostener los apoyos que lo habían llevado a la presidencia en 2015 
abandonando las premisas de diálogo y de encuentro entre los argentinos. 
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1. En dos semanas un país devastado fue gobernado por los siguientes presidentes: Ramón Puerta, Adolfo 
Rodríguez Saá y Eduardo Caamaño. 


2. Las retenciones variaban conforme al precio internacional y eran superiores para la soja que había 
experimentado un aumento significativo. Resolución 125/2008, Ministerio de Economía y Producción, Derechos 
de exportación. Fórmula de determinación aplicable a determinadas posiciones arancelarias correspondientes 
a cereales y oleaginosas, 10 de marzo de 2008. 


3. Para profundizar ver Capítulo 11. 


4. Entre los primeros procesos judiciales que se activan se encuentran la causa de la Esma y la del Primer 
Cuerpo del Ejército. 


5. Procuraduría de Crímenes contra la Humanidad, El estado de las causas por delitos de lesa humanidad en 
Argentina. A 40 años del golpe, 10 años de justicia, Ministerio Público Fiscal, Procuración General de la 
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9. Ley N* 25.871, Migraciones, sancionada el 17 de diciembre de 2003. 


10. La ley señala textualmente que “en ningún caso la irregularidad migratoria de un extranjero impedirá su 
admisión como alumno en un establecimiento educativo”. 


11. La Ley N* 26.165, General de Reconocimiento y Protección al Refugiado, sancionada el 8 de noviembre de 
2006 dice: “Artículo 2- La protección de los refugiados en la República Argentina se realizará con arreglo a los 
principios de no devolución, incluyendo la prohibición de rechazo en frontera, no discriminación, no sanción 
por ingreso ilegal, unidad de la familia, confidencialidad, trato más favorable y de interpretación más favorable 
a la persona humana o principio pro homine. Conforme al carácter declarativo que tiene el reconocimiento de 
la condición de refugiado, tales principios se aplicarán tanto al refugiado reconocido como al solicitante de 
dicho reconocimiento”. 


12. Ley N” 26.634, Prevención y Sanción de la Trata de Personas y Asistencia a sus Víctimas, sancionada el 9 
de abril de 2008. 


13. Ley N” 26.618, Matrimonio Civil, sancionada el 15 de julio de 2010. 
14. Ley N” 26.743, Identidad de Género, sancionada el 9 de mayo de 2012. 
15. Ley N” 26.485, Protección Integral a las Mujeres, sancionada el 11 de marzo de 2009. 


16. Entre otros mencionamos la Convención para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra 
la Mujer y la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la mujer. 


17. Ley 26.791 dice en su Artículo 80: “Se impondrá reclusión perpetua o prisión perpetua, pudiendo aplicarse 
lo dispuesto en el artículo 52, al que matare: 1”. A su ascendiente, descendiente, cónyuge, ex cónyuge, o a la 
persona con quien mantiene o ha mantenido una relación de pareja, mediare o no convivencia. 4”. Por placer, 
codicia, odio racial, religioso, de género o a la orientación sexual, identidad de género o su expresión”. 


18. Ministerio de Desarrollo Social, Políticas Públicas con Impacto Social, Presidencia de la Nación, Buenos 
Aires, 2015. 


19. La IV Cumbre de las Américas reunida en la ciudad de Mar del Plata (2005), es conocida como la cumbre 
del “No al ALCA”. Los presidentes de los países que integraban el Mercosur y Venezuela expresaron su 
negativa a concretar la propuesta estadounidense de conformar un área de libre comercio, el hecho constituyó 
un hito histórico en la región. 


20. Discurso inaugural del presidente Kirchner del 25 de mayo de 2003. 


21. El partido Afirmación para una República Igualitaria (ARI) fue creado en 2002 y corresponde a una escisión 
de la UCR cuya principal referente ha sido Elisa Carrió. En 2009 cambió su nombre a Coalición Cívica para la 
Afirmación de una República Igualitaria (CC-ARD) y en 2015 fue una de las fuerzas fundadoras del frente 
Cambiemos. 


22. En ocasión de presentar al gabinete que lo acompañaría al asumir, La Nación, 2 de diciembre de 2015. 
23. Palabras del presidente de la Nación, Mauricio Macri, ante la Asamblea Legislativa en el Congreso de la 
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Nación, Casa Rosada, Presidencia de la Nación, 10 de diciembre de 2015. 
24. Expresión vertida en su gira por China, en El Cronista 17 de mayo de 2017. 
25. Decreto del Poder Ejecutivo Nacional 70/2017, 27 de enero 2017. 
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Capítulo XI. 


Los derechos humanos a la luz de la movilidad humana a lo 
largo de la historia argentina 


María Paula A. Cicogna 


1. Introducción 


¿Cómo se conforma el pacto entre ciudadanos y gobernantes? En el Capítulo 1 se analizaron los 
distintos contratos realizados entre gobernados y gobernantes y se suma a ellos uno que incita a la 
reflexión y toma otros elementos para poder explicar el surgimiento de la nación (Segato, 2007). 
Coincide con Oszlak (1982) en que uno de los atributos de estatidad es el territorio, pero se explaya 
en el concepto para sostener que si una sociedad lo ocupa hay que tomar en cuenta si su 
“constitución como colectividad fue anterior en el tiempo a su contorno territorial”, así como la 
construcción de la Nación (Segato, 2007: 75). Segato retoma a Anderson (1983) para decir que 
entonces una nación no es solo una lengua común, una religión común o una ley común, sino que la 
circulación de referencias de conocimiento común es lo que le da cohesión, unidad, a la nación. Y es 
también poder acceder a los derechos que otorga ese contrato (civiles y políticos; económicos, 
sociales y culturales; de solidaridad). 

Argentina se constituyó como una antagonista de minorías ya que basó su discurso fundacional 
en el conflicto con grupo étnicos o nacionales, incluso lo convirtió en una de las misiones de sus 
instituciones, lo cual conllevó a una homogeneización artificial de sus habitantes y una condición 
para el acceso a la ciudadanía porque se buscaba homogeneizar la pluralidad étnica (Segato, 2007). 
Pero, al mismo tiempo, el relato del surgimiento de la nación argentina se sitúa en la nación nacida 
de las oleadas migratorias de fines del siglo XIX. Un gran número de personas bajando de navíos 
anclados en el Puerto de Buenos Aires cargadas con valijas donde traían sus objetos más preciados 
para (re)comenzar una mejor vida en el “nuevo” continente. Se podría coincidir en que esta es una 
de versiones más escuchadas cuando alguien trata de explicar cómo nace Argentina, y también una 
de las que nos contaron en la escuela para despertar nuestra identidad nacional, esa patria 
construida artesanalmente por Juan Bautista Alberdi (1) y la generación del '80. Se creía que el 
“problema” residía en que estas naciones modernas necesitaban una identidad nacional en la que se 
contuviera y se (re)definiera al gen criollo para afianzar una cultura que convocara ambas 
pertenencias. Joaquín V. González fue el introductor del criollismo en la Argentina y de su 
reconstrucción estilizada y letrada del gaucho emergió Ricardo Rojas, Rector de la UBA (Gutiérrez, 
2017). 


2. ¿Quiénes eran parte de la nación argentina en 1853? 


La movilidad de personas ha sido una constante en toda la historia de la humanidad, aunque sí 
se puede afirmar que comenzaron a ser más frecuentes e involucraron una mayor cantidad de 
personas a partir del siglo XIX gracias a los avances tecnológicos. Entonces, ¿cómo estaba 
conformada la nación argentina en 1880?. Vivían en ella pueblos originarios, afrodescendientes, 
migrantes y criollos, principalmente (aunque se debe destacar que los criollos eran descendientes 
de migrantes o migrantes, aunque eso sonara contradictorio ya que eran la clase gobernante). 

Se puede decir que en el siglo XIX, en la actual Argentina, vivían treinta y dos pueblos indígenas 
preexistentes a la Nación, que hablaban trece lenguas originarias, y que actualmente se hallan 
organizadas en más de mil seicientas comunidades, la mayoría rurales, y en organizaciones 
territoriales y sectoriales (INAL, 2014, en Trinchero, 2010). El pueblo mapuche es el más numeroso, 
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seguido por el pueblo kolla, el toba, el wichí y el diaguita/diaguita calchaquí. La suma de estas cinco 
etnias representa casi el 54,2% de la población indígena de nuestro país al 2005, fecha en que se 
realizó un censo (Trinchero, 2010, 2014). (2) 

Es difícil saber qué cantidad de personas conformaban esa población prehispánica (sobre todo si 
se toma en cuenta que los cazadores requieren de territorios bastante extensos). J. Steward (1949) 
estimó que dichos grupos superarían los trescientos mil miembros, aunque apreciaciones más 
recientes (que consideran la alta capacidad productiva de los pueblos agricultores del noroeste - 
cuya población ascendería a 200.000 habitantes (Madrazo, 1991)-podrían aumentar esta cifra hasta 
quinientos mil habitantes (Bartolomé, 2004). Como ya fuera explicado en el Capítulo 2, el objetivo 
de esta apropiación de grandes extensiones de tierra tenía como fin la expansión de la clase 
terrateniente y la consolidación del modelo agroexportador (Radovich y Balazote, 1995). 

En cuanto a la población afrodescendiente, Gomes (s/f) sostiene que unas doce millones de 
personas desembarcaron en Latinoamérica provenientes de distintas zonas del continente africano 
(lo que actualmente se conoce como Angola, Congo y Mozambique) a partir del siglo XVI; Buenos 
Aires y Montevideo se constituyeron en los puertos más importantes del Atlántico Sur donde se 
recibían a estas personas en estado de esclavitud para luego hacerlas desplazar hacia todo el 
interior de Sudamérica mediante puertos de transferencia en Valparaíso y Río de Janeiro. Una de 
cada cinco personas moría en el viaje debido a diversas causas (inanición, diarreas, deshidratación, 
suicidios o castigos diversos), y a partir de esa cifra se puede decir que el tráfico de esclavos le 
provocó a África una pérdida de sesenta millones de personas y de esa forma Europa pudo 
expandirse industrial y económicamente. Las personas que habían llegado al continente y habían 
sido esclavizadas realizaban tareas rurales, en la ganadería, labores artesanales o trabajo 
doméstico. Las familias que poseían esclavos los forzaban a realizar actividades fuera de la casa 
(talabartería, platería, pastelería, lavandería, realizar tareas como peones o dictar clase como 
maestros de música) para solventar los gastos de aquellas. Durante la primera gobernación de Juan 
Manuel de Rosas (1829-1932) la comunidad negra de Buenos Aires conformaba cerca del 30% de la 
población, mientras que en otras regiones, como NOA y Centro, la población negra alcanzaba un 
promedio de 50% (Santiago del Estero, Catamarca, Salta, Córdoba y Tucumán) de la población total 
(Gomes, s/f). 

Hacia 1810 Buenos Aires tenía alrededor de 40 mil habitantes y se calcula que un tercio eran de 
origen africano ya que entre 1777 y 1812 entraron al puerto de Buenos Aires y Montevideo más de 
setecientos barcos con setenta y dos mil esclavos africanos (Pineau, 2017). Para el momento de la 
Revolución de Mayo la ciudad no tenía una mayoría de población blanca; muchas de estas personas 
fueron enviadas como soldados a las Guerras por la Independencia y a la Guerra de la Triple Alianza 
y perecieron en dichas tareas, sumado a las muertes producidas a causa de la epidemia de fiebre 
amarilla y por las malas condiciones de vida que aumentaban las tasas de mortalidad y natalidad; 
todos esos factores favorecieron a la merma de la población, la cual además fue invisibilizada por las 
razones antes expuestas (Kleidermacher, 2011). Recién en el Censo Nacional del 2010 realizado en 
Argentina se incorporó en algunas localidades una pregunta que rastreaba a los descendientes de 
esta población (“¿Tenés ascendentes africanos?”). (3) Los datos arrojados dieron cuenta de que en 
Argentina más de quince mil argentinos se autoidentifican como descendientes o registran raíces 
afrodescendientes (Pineau, 2017). 

En cuanto al registro de aquellas personas que viajaron por ultramar para arribar a estas costas 
y se convirtieron en migrantes, a partir de la creación del Virreinato del Río de la Plata (1776) se 
pudo identificar la llegada de migrantes desde Galicia y País Vasco, portugueses y genoveses (De 
Cristoforis, 2006 en Devoto, 2007). Los factores que generaron esa movilidad fueron la expansión 
económica y del aparato burocrático y los avances tecnológicos que permitieron que las personas 
pudiesen emprender viajes hacia destinos lejanos. 

A esa primera oleada la sucedió otra, entre 1830 y 1870, que trajo a la región irlandeses, 
genoveses, franceses y españoles y contribuyó a acrecentar una población mermada debido a las 
guerras de la independencia. Estas personas se insertaron, principalmente, en la producción lanar 
(irlandeses), la navegación fluvial y el tráfico frutihortícola (genoveses) y el artesanado urbano 
(franceses). En esta época el comercio se veía limitado debido a que las vías de comunicación para 
transportar los productos se veían interrumpidas debido a las guerras civiles y a los conflictos que 
desataban la ocupación de los territorios ancestrales indígenas. Hacia 1869, fecha del primer 
registro censal, la población migrante alcanzaba el 41% en los centros urbanos (Devoto, 2010). 

Durante ese período, y luego de varios intentos, se sancionó en 1853 la carta magna aprobada 
por casi todas las unidades políticas, la cual se consolidó en 1860 luego de que Buenos Aires se 
sumara tras aceptar las reformas incorporadas (Dalla Vía, 2015). Desde sus primeras líneas, en su 
Preámbulo, se postuló que este ordenamiento está dirigido a “todos los hombres del mundo que 
quieran habitar el suelo argentino”, (4) y a partir de esa frase se esbozó un modelo de nación que 
incluyó a las personas extranjeras y se posicionó al Estado en su rol de promotor para la 
incorporación de extranjeros a quienes otorgó (casi) (5) los mismos derechos que a sus ciudadanos, 
tal como lo lo citan sus artículos 17 y 31. Este contrato otorgaba un lugar central a la libertad y a la 
propiedad privada y al diseño del territorio nacional como un solo mercado, eliminando las fronteras 
interiores y los derechos de paso (Dalla Vía, 2015). Ese territorio nacional como mercado llega 
cuando el Estado argentino se consolida luego de décadas de guerras (ver Capítulo 2). 
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Tanto ciudadanos como habitantes podían acceder a derechos civiles (los que protegen la vida, 
la seguridad, la propiedad privada, entre otros), (6) aquellos codificados por las Revoluciones 
Norteamericana (1786), Francesa (1789) y Haitiana (1791) que, en parte, inspiraron la carta magna 
y que conformaron una primera generación de derechos, (7) junto con los políticos. 

Este proceso de consolidación se cerró hacia 1880 cuando convergieron varios procesos nodales 
para la formación del Estado: el proceso de formación de un sistema de dominación política, de un 
mercado y de una nación, sumado a la consolidación de la burguesía terrateniente de Buenos Aires 
como la clase fundamental en la sociedad argentina (Garulli, 2006) (ver Capítulo 2). 


3. La migración como forjadora de la nación (primera Ley de migraciones) 


En pos de consolidar el proyecto antes mencionado, Argentina sancionó su primera ley de 
migraciones en 1876, durante el gobierno de Nicolás Avellaneda (1874-1880), y de esa manera dio 
la bienvenida a la tercera oleada migratoria (1883-1890). La “Ley de Inmigración y Colonización” (8) 
definió por primera vez la figura del migrante en el ordenamiento jurídico del país y estableció la 
posición que iban a ocupar en ese contrato, entre gobernantes y gobernados, las personas 
extranjeras en Argentina: el migrante fue tipificado como “el tipo de persona que arriba al país en 
barco a vapor o vela, en segunda o tercera clase y que es menor de 60 años” y para convertirse en 
residente tenía que estar “libre de defectos físicos o enfermedades, útil para el trabajo”, además de 
declarar oficio (“ser jornalero, artesano, industrial, agricultor o profesor” (Novick 2008: 3 en Kerz y 
Cicogna, 2013). 

El Estado se estaba conformando sobre territorios delimitados a partir de poblaciones 
“pacificadas” en su interior, creaba instituciones para el empleo de la fuerza violenta, ejercía la 
difusión de símbolos indicadores de pertenencia territorial y traspasaba la propiedad pública a 
privada. Esta Ley de Inmigración y colonización fue consonante con este proceso: el Gobierno creó 
el Departamento General de Inmigración (dependiente del Ministerio del Interior) y abrió oficinas 
en el extranjero para la captación de migrantes, con agentes gubernamentales que tenían como 
misión coordinar dicha tarea con los gobiernos extranjeros y las compañías navieras. La captación 
de migrantes fue una política pública diseñada para conseguir mano de obra, como así también lo 
fueron los altos salarios (en comparación con los de los países de origen) que fomentaban el interés 
de aquellos que viajaban al país para trabajar en las cosechas y para convertirse en arrendatarios 
rurales (Kerz y Cicogna, 2013). 

Esa tercera oleada, que comenzó en 1883 y duró siete años, estuvo enmarcada en el 
mencionado ordenamiento migratorio y conformada por pasajeros que contaban con subsidios para 
transportarse. Estos protagonizaron una crisis económica y política que provocó el fin de esa 
movilidad, la cual generó mayor emigración que migración (saldo negativo). Este período presenció 
la expansión de las fronteras luego de la matanza de circa 20.000 (9) personas pertenecientes a 
pueblos originarios (Bartolomé, 2004), entre 1878 y 1885, debido a que, entre varias razones, esta 
población no contaba con líderes dispuestos a firmar alianzas en esa nueva estructura institucional 
en la cual se había cimentado el flamante Estado: 


En las últimas décadas del siglo XIX, el recién estructurado Estado centralista decidió asumir el desafío 
de conquistar y consolidar sus “fronteras interiores”. Estas fronteras internas, eufemísticamente 
llamadas “El Desierto”, estaban constituidas por las extensas áreas que desde la época colonial 
permanecían bajo el control de los grupos indígenas. Durante casi tres siglos los cazadores ecuestres 
de la Patagonia y del Gran Chaco habían conservado su independencia, a costa de un casi continuo 
estado de tensión bélica, ocasionalmente alterada por algún poco duradero tratado de paz. Durante 
esta época se puso de manifiesto la dificultad de someter y subordinar a sociedades sin clases y de 
jefaturas más bien laxas, puesto que no poseían grupos de poder susceptibles de ser destruidos o 
comprados, ni líderes máximos con quienes pactar alianzas perdurables. Los decenios que duraba la 
“guerra del malón”, tal como se llamaba a las incursiones bélicas indígenas contra los establecimientos 
criollos de las fronteras, habían exacerbado el antagonismo étnico, justificando ideológicamente la 
guerra de exterminio que la historia argentina designa con el sugestivo nombre de “La Conquista del 
Desierto” (Bartolomé, 2004: 4). (10) 


Paralelamente a este fenómeno migratorio Argentina recibió personas que huían de conflictos 
armados, las cuales aún no estaban amparadas bajo la normativa internacional como solicitantes de 
asilo ni eran nombradas como refugiadas, tal vez sí como exiliadas, como fue el caso de aquellas 
personas que huían de la guerra civil en Uruguay que llegaron entre 1900 y 1913 (Veronelli, 2001 
en Cicogna, 2009). 

En el período 1891-1913 se produjo la cuarta oleada migratoria, la cual encontró limitaciones 
debido a la frontera agropecuaria y la expansión industrial. Durante estos años llegaron los 
llamados “trabajadores golondrina” (que viajaban para hacer trabajos por temporada: siembra, 
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cosecha, etcétera) gracias a la creación de la caja de conversión, se sumaron migrantes desde 
Rusia, alemanes del Volga, sirios y libaneses. Este proceso se frenó debido al comienzo de la 
Primera Guerra Mundial (1914-1918); al darse por finalizada dicha guerra se retomó la movilidad de 
personas y en 1919 se dio comienzo a la quinta oleada en un contexto de recuperación económica y 
de cierre de fronteras en Estados Unidos debido a leyes de cuotas. La Argentina también comienzó a 
poner ciertas limitaciones al ingreso de personas de otras nacionalidades. En este período arribaron 
europeos del este y del sur de Europa, entre ellos personas de nacionalidad polaca (Devoto, 2010). 

La Primera Guerra Mundial generó también el debilitamiento del Imperio Ruso y una serie de 
revoluciones que dieron inicio a una guerra civil. Por ese motivo Argentina recibió, entre 1919 y 
1922, personas que huyeron de ese conflicto. A pesar de que Argentina suspendió relaciones 
diplomáticas con Rusia debido a ello, como tampoco reconoció la legitimidad del Gobierno soviético, 
ambos países continuaron desarrollando los lazos económicos y comerciales, culturales y científicos 
(Korchagin, 2005 en Cicogna, 2009). 


4. La migración como amenaza (Ley de Residencia y Ley de Defensa Social) 


Como ya se dijo en el Capítulo 2, en este período el Estado comenzó a percibir a la migración 
como una amenaza y se ordenó por ley la restricción a la entrada y/o la permanencia de aquellas 
personas que hubieren cometido delitos o representaren una amenaza la seguridad nacional o el 
orden público, (11) lo cual era una forma de garantizar el statu quo y evitar que las personas que 
esgrimieran ideas políticas distintas a las del Gobierno -afines a las socialistas, anarquistas o 
anarcosindicalistas, entre otras (Gómez Miller, 2018)-. Por esos motivos se produjeron muchas 
expulsiones (quinientos en la semana que siguió a la aprobación de la ley) para garantizar “el 
orden” (Novick, 2010). 

Acorde a Novick (2010) se puede identificar dos períodos que coexisten: la figura del migrante 
como civilizador y del migrante como subversivo. Las leyes antes mencionadas se configuraron 
como un cambio que modifican por completo el espíritu de la norma: la Ley de Residencia (1902) 
puede ser considerada como la primera ley que legitimó un accionar discrecional por parte de las 
autoridades y la Ley de Defensa Social (1910) (12) tuvo un claro carácter represivo hacia la 
población migrante en general (Novick, 2010). 

En este período se sancionó la Ley N* 8871, llamada Ley Sáenz Peña porque fue Roque Sáenz 
Peña quien la impulsó para dar comienzo a una etapa de apertura democrática (13), tal como se lo 
analiza en el Capítulo 2. Esta ley terminó con el voto cantado y le dio la posibilidad a todo aquel 
ciudadano varón (nativo o por opción), mayor de 18 años, a elegir autoridades. Esta norma otorgó 
derechos políticos a todo aquel que hubiera nacido en el país o que hubiera elegido adoptar la 
nacionalidad argentina. Aunque era un derecho con limitaciones permitió que el voto fuera secreto e 
individual, hecho que favoreció la merma de las situaciones violentas en las que los empleadores 
obligaban a los trabajadores a votar a tal o cual candidato. Se excluyó “a las mujeres, a los varones 
extranjeros no nacionalizados, y a los argentinos nativos o naturalizados que habitaban en los 
Territorios Nacionales (ver glosario). También dejó afuera a los religiosos, los soldados, los 
detenidos por juez competente, los llamados “incapaces de ejercer sus derechos” (dementes, 
sordomudos incapaces de escribir) y otros. Pese a sus restricciones, la ley Sáenz Peña colocó a 
Argentina dentro del reducido grupo de países que, en el mundo de entonces, permitían el ejercicio 
libre del derecho de ciudadanía” (Ansaldi, 2016: 2). 


5. Las personas migrantes y las personas refugiadas como amenaza (Decreto 
8972/38) 


En la década de 1930 confluyeron graves conflictos a nivel internacional y nacional: la crisis 
económica mundial (1929), la interrupción de los gobiernos elegidos a través del sufragio producida 
por el golpe de Estado de 1930, y la instauración de los sucesivos gobiernos estatuidos por la fuerza. 
Ese contexto dejó en suspenso el contrato original entre gobernantes y gobernados y la política 
migratoria ya no era el motor que impulsaba el crecimiento y el modelo de nación (ver Capítulo 4). 

En 1932 se aprobó un decreto que fue la primera norma que puso en duda el modelo que había 
forjado la nación (Novick, 2010). La llegada de personas provenientes de Alemania que huían del 
nazismo (1933-1945), españoles que escapaban de la Guerra Civil (1936-1939) y personas de 
distintas nacionalidades (llegadas desde Alemania, Austria, Checoslovaquia y Polonia, entre otros) 
que dejaron sus países ante la llegada de la Segunda Guerra Mundial (1939-1945), principalmente, 
harían que los gobiernos modificaran la normativa para impedir la llegada de extranjeros (Cicogna, 
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2009) (ver Capítulo 4). 

Por primera vez, pero casi de manera irreversible, la crisis económica transformaría a los 
migrantes en potenciales competidores de la mano de obra local, por lo que se trató de obstaculizar 
su ingreso para proteger el nivel de empleo interno y combatir la desocupación (Novick, 2010). De 
todos modos el factor económico no fue el único que justificó esa decisión, sino que también se tomó 
en cuenta un criterio de selección para elegir a los más “asimilables” desde el punto de vista étnico, 
político y religioso: aquellos de origen latino y que no profesaran ideologías o sentimientos nocivos o 
perturbadores contrarios al sentimiento nacional. A partir de 1933 no se permitió que las personas 
migren espontáneamente, sino que debían tener una justificación para ingresar al país, tal como un 
llamado familiar o un contrato de trabajo. Más adelante, en 1938, las restricciones serían mayores 
debido al requerimiento de la documentación habilitante para que los cónsules pudieran visar su 
pasaporte (Senkman, 1985), así comenzaría un cierre casi total de fronteras para evitar el ingreso 
de personas refugiadas por pasos no autorizados desde Uruguay y Brasil (Domenech, 2011). 

Luego de finalizada la Segunda Guerra Mundial se produjo la sexta oleada migratoria, 
paralelamente al fenómeno de la migración interna, desde el ámbito rural hacia las ciudades, entre 
1945 y 1960, (Devoto, 2010 y Germani, 1964), la cual había comenzado en los años treinta (ver 
Capítulo 4). El proceso de sustitución de importaciones (1937-1976), generó el aumento de la 
concentración industrial en las grandes ciudades de la región pampeana. La migración internacional 
decreció y aumentaron las migraciones internas y limítrofes, las cuales contribuyeron al proceso de 
concentración de población y actividades económicas en la región pampeana. Entre 1947 y 1970 fue 
el mayor flujo de migración interna hacia ciudades del AMBA (Lattes, 1975 en Velázquez y Gómez 
Lende, 2005), el cual ya en 1943 representaba un gran porcentaje de la población urbana (ver 
Capítulo 4). 

Aunque ya no era un destino atractivo debido al contexto económico, quienes llegaban 
escapaban de países que estaban en plena reconstrucción luego de la Guerra Civil Española y la 
Segunda Guerra Mundial. Por ejemplo, si se toman las cifras de las personas que arribaron desde 
Italia se halla que entre 1946 y 1950 el 24% de las personas que emigraron llegaron a Argentina, 
entre 1951 y 1955 el 12% y entre 1956 y 1960 el 3% (Devoto, 2010). 


6. Constitución social (1949) y migración interna 


En ese período se produjo una reforma constitucional en 1949, durante el gobierno presidido 
por Juan D. Perón (ver Capítulo 5), para ampliar derechos, con énfasis en los laborales, inspirada en 
el constitucionalismo social. Esta reforma constitucional incorporó la visión intervencionista del 
Estado y, aunque fue dejada sin efecto por el gobierno militar de 1955 (denominado “Revolución 
Libertadora”), sobrevivió en parte con la incorporación del art. 14 bis en la Reforma de 1957 
sancionada por la Convención Constituyente, la cual incluyó el reconocimiento a los derechos 
laborales, perteneciente a la segunda generación de derechos, junto con los sociales y los culturales. 
(14) 


7. Argentina sí reconoce a las personas refugiadas (1961) 


En 1951 se aprobó una normativa internacional para proteger a todas aquellas personas que 
vieran vulnerados sus derechos de forma sistemática, lección aprendida luego de las atrocidades 
que se habían cometido durante la Alemania nazi. Esta norma protegió a las personas que 
posean “fundado temor a ser perseguidas por motivos de raza, religión, nacionalidad, pertenencia a 
determinado grupo social u opiniones políticas”. (15) A pesar de haber nuevos motivos que puedan 
generar que una persona necesite protección, esta normativa aún no fue modificada. Argentina, una 
vez restaurada la democracia, por una breve lapso de tiempo, adoptó en 1961 esa norma y, años 
después, su protocolo adicional (que extendía la protección a personas de todo el mundo, no solo del 
continente europeo), (16) (17) es decir, está de acuerdo con ella y en recibir y proteger a las 
personas que no cuentan con acceso a derechos en sus países de origen. 

Por esos años llegaron personas refugiadas de origen croata, serbio y esloveno que escaparon 
de sus lugares de origen por miedo a una revolución (desde 1947 en adelante), como así también 
desde Hungría, a partir de 1956, luego del levantamiento contra la URSS durante ese mismo año y 
debido a la represión desatada luego de la caída del Gobierno de Imre Nagy (Cicogna, 2009, Molek, 
2017). 
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8. “Nuevas” migraciones internacionales 


La alternancia en el poder de gobiernos elegidos por el pueblo y de facto en el período 1930- 
1983, sumado a coyunturas económicas poco favorables, produjo la merma de los flujos de ultramar 
luego de la Segunda Guerra Mundial. 

Estos motivos, entre otros, dieron por finalizada la sexta oleada migratoria, lo que condujo a un 
cambio en la composición de la población migrante que pasó de ser mayoritariamente proveniente 
de países de ultramar a países limítrofes. A partir de la década de 1960 esa migración, que se 
registraba especialmente en zonas fronterizas, comenzó a poblar los centros urbanos, en particular 
el AMBA (ver Cuadro 1). (18) 

Si se observa la evolución de la migración de ultramar, el fin del siglo XIX trajo un gran número 
de personas a estas latitudes, tanto como para decir que en el Censo de 1885 se registró un 88,5% 
de migrantes internacionales, en el de 1914 un 91,4%, y a partir de allí decreció su porcentaje 
durante el siglo XX hasta alcanzar un 49,8 en 1991 (Cuadro 1). 


Cuadro 1. Argentina 1869-2001. Evolución de los porcentajes de extranjeros y 
extranjeros de países limítrofes en la población total. 


Año % extranjeros % de limítrofes % limítrofes sobre total de extranjeros 
1869 12,1 2,4 19,7 
1895 25,4 2,9 11,5 
1914 29,9 2,6 8,6 


Fuente: INDEC, Censos Nacionales de Población 1869 a 2001 en Cerruti (2009) (19) 


Entonces desde mediados de los años cincuenta comenzó a ganar visibilidad la migración de los 
flujos provenientes desde Paraguay, Chile y Bolivia, quienes ocupaban puestos de trabajo en zonas 
rurales, aquellos que dejaban los migrantes internos que se mudaban a los centros urbanos atraídos 
por la producción industrial generada en el modelo de sustitución de importaciones. En una segunda 
etapa estas personas migrantes limítrofes también se desplazaron hacia las grandes ciudades, 
especialmente Capital Federal (como se llamaba a la Ciudad de Buenos Aires en ese entonces) y 
área metropolitana (Maurizio, 2006). 

Si bien la migración limítrofe se ha mantenido estable a lo largo del tiempo (un promedio de 
2,4% de la población argentina), dentro del colectivo migrante ha ido ganando lugar y, mientras que 
en 1914 conformaban un 8,6 de la población migrante (ver Cuadro 1) hacia 2010, ocupaba el 68,9% 
(Censo, 2010). (20) 


9. Las personas migrantes son vistas como amenaza (1981) y las personas 
refugiadas son bienvenidas (1979) 
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En 1976 se produjo un golpe de Estado que instauró un gobierno dictatorial (ver Capítulo 8) que 
provocó un gran flujo de emigrados, multiplicando el número de anteriores períodos donde otros 
gobiernos autoritarios provocaron dicha expulsión (ver Cuadro 2). 


Cuadro 2: Población argentina censada en otros países por grandes regiones de 
residencia (1960-2000) 


1960 1970 1980 1990 2000 
Total 93,594 183,195 307.700 400,111 603,721 
América Latina 57,337 92,473 153.913 175.346 212.539 
América del Norte 14,397 47,539 75.713 89.096 137.235 


11.138 21.630 39.470 87.430 193.668 


Resto del mundo 10,722 21,553 38,604 48.239 60.279 


Fuente: Calvelo, 2007 (21) 


En un período donde la violación de derechos fue sistemática para todo aquel que viviera en el 
país, las personas migrantes no eran la excepción. Es por eso que se convirtió en ley en 1981 el 
paradigma securitista y se aprueba una legislación con un espíritu contrario a la primera (1876). 
Aunque ya había habido decretos que anunciaban esta modificación (22) no se había producido 
hasta el momento un cambio de este tenor, con el agravante de que se creaba una ley en un 
contexto donde no era posible debatir su contenido. (23) Una ley creada en el marco de la doctrina 
de la Seguridad Nacional que, por un lado, quería poblar el país incentivando la migración 
calificada, y por otro, le otorgaba al migrante la posibilidad de ser expulsado si se lo consideraba 
una amenaza al orden en caso de no “cumplir o violar las disposiciones de la presente y de las 
respectivas reglamentaciones” o si entraba por pasos no habilitados o si no contaba con su 
documentación migratoria. En ese caso se consideraba a esa persona “ilegal”, por ese motivo se lo 
podía detener y expulsar, no podía acceder a derechos como la salud o la educación sin una 
documentación que dejara constancia de su permanencia en el país y muchas otras consecuencias 
que afectaban su cotidianeidad (Cicogna y Kerz, 2013). 

Por el contrario, el gobierno dictatorial firmó un acuerdo con el Convenio con el Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) para recibir personas refugiadas 
provenientes del Sudeste Asiático (1979-1981). (24) Ante las reiteradas denuncias de las personas 
que reclamaban la aparición con vida de sus familiares en los distintos organismos internacionales, 
el gobierno utilizó varias estrategias para ganar legitimidad (los mundiales de fútbol de 1978 y 1982 
y la Guerra de Malvinas en este último año), entre ellas firmar este convenio con ACNUR a partir 
del cual llegaron familias desde Laos, Camboya y Vietnam que habían solicitado asilo debido a 
vulneración de derechos surgido a partir de los conflictos superpuestos existentes en esa península 
a raíz de la intervención armada de los Estados Unidos y el retiro de Francia, que se hallaba a cargo 
de esos tres países, entre otros factores (DNP 2012). 


10. Nueva Constitución, tercera ley de migraciones (2004) y Ley de Refugio (2006) 


El período de alternancia entre gobiernos democráticos y autoritarios finalizó en 1983, pero se 
tardó muchos años en lograr restaurar el tejido social, la reparación de los derechos vulnerados, la 
legitimidad en las instituciones, por nombrar solo algunas de las consecuencias de la presencia de la 
dictadura cívico-militar durante esos siete años. En 1994 se reformó la carta magna mediante una 
asamblea constituyente que decidió cuáles eran los nuevos derechos y garantías que debían ser 
incorporados: se elevó a rango constitucional los tratados internacionales más relevantes en materia 
de derechos humanos (art. 75, inc. 22), se reconoció el derecho a un ambiente sano (art. 41), de los 
consumidores (art. 42), se incorporaron nuevos mecanismos de participación (art. 39 y 40) y nueva 
institucionalidad (defensor del pueblo) para exigir (reclamar) los derechos vulnerados (art. 86). La 
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Reforma de 1994, la más participativa y democrática de todas las reformas, reafirmó el 
intervencionismo estatal y asumió la vertiente internacionalista en materia de derechos humanos 
(Alak, 2015). Estos nuevos derechos pertenecen a una tercera generación y son llamados “de 
solidaridad” ya que son derechos que tienen una dimensión individual y una colectiva. (25) 

En el caso de los derechos de las personas migrantes y refugiadas, llevó dos décadas reunir la 
voluntad política necesaria para modificar la ley de migraciones y sancionar una norma que 
sistematice todos los derechos de las personas que solicitan asilo o son refugiadas: esto se produjo 
recién en 2004 (26) y 2006, (27) en el marco de gobiernos que tomaron el enfoque de derechos 
como guía para el diseño de las políticas públicas (ver Capítulo 1). Esto fue posible gracias a un 
contexto favorable y gracias a la presión ejercida por las organizaciones de la sociedad civil 
(Cicogna, 2009b) (ver Capítulo 15). 

Esta nueva ley elevó a la migración al rango de derecho humano (art. 4) y, por ese motivo, se 
estableció que ninguna persona que no posea documentación pueda ser violentada en sus derechos; 
de esa manera se contribuyó a reducir las detenciones en la vía pública, se facilitó el acceso a la 
salud y a la educación y se favoreció la integración socioeconómica, cultural y política (aunque en 
forma restringida) de esas personas. Esta ley también garantizó el acceso a la justicia en todo 
trámite de expulsión o detención (CELS, 2013). También esta norma dejó en claro que proveer dicha 
documentación es obligación del Estado, entonces en 2005 el gobierno lanzó el Programa Patria 
Grande (28) que facilitó la regularización documental del 30% de las personas migrantes que 
necesitaban documentación. 


Gráfico 1. Residencias otorgadas: permanentes (2004-2010) y temporarias (2009- 
2010) según nacionalidades principales 


Residencias permanentes (2004-2010) 
y temporarias (2009-2010) 


Uruguay 
2% 


Fuente: Castillo, J. Y Gurrieri, J, en base a datos DNM, 2012 (29) 


Dos años más tarde se aprobó la Ley de Refugio, la cual permitió darle un marco normativo a los 
derechos que las personas que solicitan asilo y que obtienen la protección del Estado a través del 
estatuto de refugiados, de acuerdo a los derechos que otorga la Constitución de 1994 y la 
Convención de 1951, ya mencionadas. También mejoró la institucionalidad y convierte al Comité de 
Elegibilidad para los Refugiados (Cepare, creado en 1985) (30) en una comisión interministerial con 
el objetivo de mejorar su acceso a derechos (Conare, 2009). (31) 
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Cuadro 3: Refugiados. Principales nacionalidades. Años 2013-2017 


Nacionalidad 2013 2014 2015 2016 2017 Total en % Tendencia 


pl 


Otros Creciente 


Colombiana Decreciente 


Ucraniana Decreciente 


Ghanesa Estable 


Haitiana Estable 


Nigeriana 2 5 2 3 1 13 2 Estable 

Armenia 0 0 0 0 0 0 0 Estable 

Venezolana 0 0 0 0 1 1 0 Estable 
Total 287 88 115 166 87 743 100 Decreciente 


Fuente: Conare, 2018 (este cuadro debió ser modificado por cuestiones de formato y no presenta 
información sobre la evolución anual). 


11. Crisis mundial de refugiados (2016): la posición de Argentina 


A pesar de que las leyes antes mencionadas debían contener algunas modificaciones para poder 
alcanzar mejores estándares, se puede decir que Argentina tiene una ley que considera a la 
migración un derecho humano, cuando en muchos países ingresar y/o permanecer sin 
documentación es un delito y el acceso a la salud, entre otros derechos, muchas veces está limitado, 
y una ley de refugio que permite que la persona que solicita asilo ingrese al país y pueda trabajar, 
estudiar o ir a un hospital hasta que se determine si se le otorga la protección como refugiado o no, 
mientras que en otros países debe esperar en un centro de detención. Es decir, Argentina ostenta 
buenas prácticas en materia migratoria y de refugio. 


12. Menos derechos para las personas migrantes (DNU 70/17), (32) más políticas 
públicas para las personas refugiadas 


En enero de 2017 eso cambió ya que se modificó la ley migratoria por decreto, sin debate previo 
en el Congreso ni en diálogo con la sociedad civil. Y gracias a ello volvieron las expulsiones 
reiteradas, las detenciones en la vía pública y la limitación en el acceso a la defensa pública. (33) 


Cuadro 4. Comparación Ley 25.871 y DNU 70/17 


Ley 25.871 Modificación 


. Para todos los 
Para migrantes 


Downloaded by Blastar 00 (defusitaWgmail.com) 


Denegación de residencia y expulsión 


que no 
pudieran 
regularizarse y 
que cometieron 
delitos graves 
como tráfico de 
estupefacientes 
o cuando la 
pena sea 
privativa de la 
libertad mayor 
a 3 años. 


migrantes, 
tengan o no 
residencia, 
condenados o 
con 
procesamiento 
firme por 
delitos con 
pena privativa 
de la libertad 
(aún de 
cumplimiento 
condicional). 


Cancelación de residencia 


Trámite de expulsión 


Asesoría legal 


Para quienes 
cometieron 
delitos cuya 
pena fue 
superior a 
cinco años y 
tras cumplirla 
cometieron un 
nuevo delito 
dentro de los 
dos años 
siguientes 


A partir de la 
notificación el 
migrante tiene 
30 días para 
presentar un 
recurso y que 
se revise la 
medida. Se 
detiene el 
proceso de 
expulsión hasta 
decisión final. 


Si el migrante 
solicita defensa 
legal ante una 
posible 
expulsión o 
denegación de 
residencia la 
DNM tiene la 
obligación de 
avisar al 
Ministerio 
Público de la 
Defensa. 


Para aquellos 
migrantes 
condenados 
(aún no firme) 
por cualquier 
delito 
castigado con 
pena privativa 
de la libertad. 


A partir de la 
notificación el 
migrante tiene 
tres días para 
presentar el 
recurso y el 
Poder Judicial 
tiene tres días 
para resolver. 
De todos 
modos la 
expulsión 
puede 
ejecutarse sin 
una decisión 
judicial. 


Se debilita el 
derecho a la 
defensa y se 
establece un 
trámite de 
expulsión 
exprés 


Detención 


Ley de ciudadanía 


Se puede 
detener de 
manera 
excepcional a 
los migrantes 
que tengan 
orden de 
expulsión firme 
y consentida 


Se accede a la 
ciudadanía con 
dos años de 
residencia de 
hecho. 
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Todo migrante 
sujeto a un 
trámite de 
expulsión 
puede ser 
detenido en 
cualquier 
momento del 
procedimiento 
aunque la 
expulsión no 
esté firme. 


Se accede con 
dos años de 
residencia 
legal, es decir, 
la fecha no 
empieza a 
correr a partir 
del ingreso al 
país si noa 
partir del 
otorgamiento 
del DNI 


IIA) 


Fuente: CELS, 2017 (la redacción se ha modificado ligeramente para adaptarla al estilo de la publicación). 


Pero, por otra parte, el mismo gobierno que modificó la ley migratoria amplió el programa que 
facilitó el ingreso a personas que huían del conflicto armado en República Arabe Siria (desde el 
2014 hasta la actualidad) (34) y de la situación de crisis generalizada en la República Bolivariana de 
Venezuela (desde el 2015 hasta la actualidad). Ambos programas reciben financiamiento de 
organismos internacionales y privado (UE, British Council, entre otros) gracias al involucramiento 
del sector privado y de la mejora en la coordinación de la cooperación internacional a partir de las 
negociaciones para la firma del Pacto Mundial sobre Migración y el Pacto Mundial para Refugiados 
(2018). 


13. Conclusiones 


Al recorrer la historia argentina se observa que las interrupciones democráticas perjudicaron el 
acceso a derechos de la población y, en especial, el de aquellas personas que forman parte del 
contrato entre gobernantes y gobernados en forma sesgada, acorde a la interpretación y/o reforma 
normativa del gobierno que esté a cargo de ese período. 

Si bien las nuevas leyes que regulan la política migratoria y el estatuto de refugio no provocaron 
un aumento del ingreso de personas en esa condición migratoria, han permitido mejorar el acceso a 
derechos de las personas migrantes, no tanto de la población refugiada, la cual se sigue hallando 
invisibilizada. 

En este recorrido se ha visto que la composición de los flujos migratorios y de desplazados 
forzados (solicitantes de asilo) ha variado acorde a los conflictos que atraviesan distintas regiones 
del mundo. Desde fines del siglo XIX y hasta mediados del XX Argentina recibió, mayoritariamente, 
migrantes llegados desde países europeos y, desde los años sesenta en adelante, predominaron los 
flujos provenientes del mismo continente. Si se mira la llegada de las personas que solicitan asilo se 
pueden ver que hasta la institucionalización de la protección, en 1985, no se han reconocido a 
aquellas personas que huyeron de conflictos como refugiadas ya que no hubo, hasta 1985, una 
oficina que centralizara esas solicitudes. 

En el caso de los solicitantes de asilo, desde 1985 en adelante, se puede hallar en los años 
ochenta personas de nacionalidad chilena que escaparon de la dictadura de Pinochet; en los años 
noventa quienes huían de Perú debido al conflicto armado interno, desde Cuba debido al régimen 
castrista, desde Europa del Este debido a la catástrofe de Chernóbil; los atentados acaecidos en 
Estados Unidos en 2001 cambiaron los flujos migratorios y de desplazados debido al cierre de las 
fronteras en ese país. En Europa comenzaron a llegar solicitantes desde países costa occidental 
africana afectadas por los conflictos armados y/o de la falta de institucionalidad (que acarrea una 
violación sistemática de derechos): Senegal, Sierra Leona, Camerún, principalmente. Estos 
solicitantes se sumaron a aquellos provenientes desde Colombia, quienes huían del conflicto 
armado; en la década de 2010 se suman a estos solicitantes los ya mencionados (sirios, palestinos y 
venezolanos). 

Si se hace un recorrido de la historia de la política migratoria argentina se podría decir que 
habría que reformular la frase “Argentina, país de inmigrantes” ya que, si bien entre los años 1895 y 
1914 su población estuvo conformada por un promedio de 27% de personas migrantes, desde 1970 
hasta 2010 (último censo) la población migrante conformó un promedio de 6% de la población. 
Incluso hay que remarcar que el país ha generado muchos emigrados, quienes debieron huir porque 
fueron perseguidos, temían por su vida o porque no estaban de acuerdo con el gobierno de turno; se 
pueden identificar algunos períodos, especialmente durante los gobiernos presididos por Juan 
Domingo Perón, 1946-1951, 1951-1955); Juan Carlos Onganía, 1966-1970; durante el 
autodenominado “Proceso de Reorganización Nacional”, 1976-1983; y durante la crisis de 2001 
(Calvelo, 2007). 

En cambio, la política de refugio, a pesar de no contar con políticas de integración local (legal, 
económica y social-cultural, en los términos de ACNUR) para todas que aquellas personas 
refugiadas que viven en Argentina (sí para aquellas personas provenientes del conflicto sirio y 
venezolano), se puede considerar, en el contexto regional, como ejemplo de buenas prácticas. 

En un contexto mundial en el que la migración y el refugio se consideran una amenaza a la 
seguridad nacional, a pesar de los esfuerzos de la ONU por evitarlo, Argentina contempla en su 
normativa que tanto las personas migrantes como refugiadas posean el mismo acceso a derechos 
(civiles, sociales, económicos, culturales y de solidaridad) que los y las ciudadanas. En cuanto a los 
derechos políticos, aunque fueron ampliados su acceso aún se halla restringido, lo cual impide que 
su participación sea plena, pero eso nos da la pauta del tipo de contrato que han creado los 
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sucesivos gobiernos con sus gobernados. 
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Capítulo XII. 


De gran aldea a ciudad moderna. Estado, nación y 
transformaciones urbanas a fines del siglo XIX 


Roxana Contino 


El crecimiento inicial de la ciudad de Buenos Aires estuvo ligado a la actividad comercial a 
través de su puerto, fundamentalmente luego de la creación del Virreinato del Río de la Plata en 
1776. A partir de allí, y en función a la consolidación de la actividad agroexportadora, la ciudad se 
fue convirtiendo en el eje de la actividad política y económica del país 

La fisonomía de lo que hoy es la Ciudad Autónoma de Buenos Aires comenzó a cambiar a partir 
de mediados del siglo XIX, más precisamente después de la Batalla de Caseros, en 1852, que puso 
fin al gobierno de Rosas. (1) Los cambios se hicieron más vertiginosos y notorios a partir de la 
década de 1880. La consolidación del Estado Nación y el comienzo de los años dorados del modelo 
agroexportador, en el contexto de la nueva división internacional del trabajo de fines del siglo XIX, 
fueron artífices fundamentales de esos cambios. Las modificaciones que se hicieron en la ciudad 
estuvieron influenciadas por la ideología de la elite que dirigió los destinos del país durante esos 
años, su idea de organización del Estado Nación -que se analizó en el Capítulo 2- también se verá 
reflejada en el aspecto formal de la ciudad que pasó a ser la capital del país. 

En este capítulo se analizan las transformaciones de Buenos Aires en la segunda mitad del siglo 
XIX, sobre todo a partir de las tres últimas décadas, hasta el Centenario de la Revolución de Mayo 
en 1910. Se prestará especial atención al crecimiento y cambio de fisonomía de la ciudad y al estilo 
de vida de los sectores sociales que formaron parte del proceso. 


1. Ansias de transformación y progreso 


En 1870 Buenos Aires, en las palabras de Lucio V. López, todavía podía considerarse una “Gran 
Aldea”: (2) “No era entonces Buenos Aires lo que es ahora. La fisonomía de la calle del Perú y la de 
la Victoria [hoy Hipólito Yrigoyen], han cambiado mucho en los veinte y dos años transcurridos (...). 
Las tiendas europeas, de hoy, híbridas y raquíticas, sin carácter local, han desterrado la tienda 
porteña de aquella época, de mostrador corrido y gato blanco formal sentado sobre él a guisa de 
esfinge (...)” (López, 2012: 36-37). La denominación de Gran Aldea ayuda a imaginar el contraste 
entre la Buenos Aires previa a 1870 y el vertiginoso cambio que tuvo la arquitectura de la ciudad 
que, en poco más de una década, podía compararse con las principales ciudades europeas. 

Como todas las ciudades coloniales, Buenos Aires, fundada frente al río, fue diagramada sobre 
la base de una cuadrícula perfecta. La ciudad fue creciendo con ese esquema que se mantiene, casi 
sin modificaciones, (3) hasta la actualidad. 


Downloaded by Blastar 00 (defusitaWgmail.com) 


Figura 1 - Plano de la fundación de Buenos Aires, en la época de Juan de Garay (1580). Extraída 
de:https://www.geografiainfinita.com/2018/06/la-evolucion-de-buenos-aires-a-traves-de-los-mapas/ 


La ciudad se mantuvo sin grandes cambios de envergadura hasta la segunda mitad del siglo 
XIX. Hasta ese momento, Buenos Aires era una ciudad modesta, donde lo único que sobresalía eran 
las cúpulas de las iglesias y el Cabildo. La ciudad se edificó alrededor del lugar fundacional, (4) en lo 
que hoy es la Plaza de Mayo, que era la sede de las actividades cívicas y la vida comercial. Las 
principales familias de la ciudad se ubicaron en las calles contiguas a la plaza. 

Luego de la caída de Rosas, de la sanción de la Constitución Nacional en 1853, el inicio de un 
nuevo proceso político en el país y la consolidación del modelo económico agroexportador, 
comenzaron a realizarse algunas construcciones de envergadura. El primer edificio importante fue 
la Aduana Nueva, conocida como la Aduana de Taylor, por el nombre de su diseñador, Edward 
Taylor. Su construcción, para la cual se demolieron partes del antiguo fuerte, se inició en 1855 y 
finalizó en 1857. 

Fue símbolo de la nueva etapa política que comenzaba a edificarse y de la actividad económica 
que comenzaba a florecer. Era un magnífico edificio que tenía cinco pisos llenos de galerías con 
arcos que lo hacían parecer al Coliseo Romano. Sin embargo, funcionó solo treinta y siete años ya 
que fue demolido en 1894, casi en su totalidad, cuando se comenzó a construir Puerto Madero. En 
las partes del edificio que sobrevivieron funciona hoy el Museo del Bicentenario. Quienes dirigían el 
país en ese momento pensaron que la ciudad merecía un puerto más grande acorde a la ciudad que 
imaginaban (Schálvelzon, 2016). 


Figura 2 - La Aduana de Taylor vista desde diferentes ángulos. 
Extraída de: http://www.iaa.fadu.uba.ar/cau/?p=2205 
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Figura 3 - Vista aérea de la Casa Rosada y alrededores, una vez demolida la Aduana de Taylor y realizada 
las aperturas de calles posteriores. Fotografía de las primeras décadas del siglo XX. 
Extraída de: http://www.cienciahoy.org.ar/ch/In/hoy117/casarosada.pdf 


También hacia mediados del siglo XIX, comenzó a darse un importante crecimiento de la 
población del país, debido a la cantidad de inmigrantes que llegó en función a la gran demanda de 
mano de obra, tal como se analizó en el capítulo anterior. Esto se hizo muy notorio en la ciudad de 
Buenos Aires: de acuerdo a los censos nacionales, en 1869 la población de la ciudad de Buenos Aires 
era de 180 mil habitantes; en 1895, 600 mil y para 1914, 1,5 millones (5) (ver Capítulo 11). El 
crecimiento poblacional y las ansias de progreso de quienes comandaban los hilos políticos del país, 
influyeron para que la ciudad dejara su pasado colonial y sentara las bases de su vida moderna. 

Se continuó con la construcción de edificios públicos -recordemos que desde 1862 hasta la 
federalización de Buenos Aires en 1880 la ciudad fue, simultáneamente, sede del gobierno 
provincial y el nacional- (6) y se dio impulso a los privados, vinculados a las finanzas y a actividades 
comerciales. En las décadas previas a 1880, las casas particulares de la zona sur remodelaron sus 
frentes con un estilo italianizante, la modificación más importante fue la colocación de la puerta 
cancel buscando privacidad. (Viñales, 1984) 

Otro tema de preocupación fue la pavimentación de las calles, en principio basada en el 
empedrado, ya que la problemática del mal estado de las calles de la ciudad había sido una 
constante desde la colonia. También se prestó atención a hacer visible y sistematizar la numeración 
y nomenclatura. (Giunta, 2006) 

Durante la presidencia de Sarmiento (1868-1874), en 1869, comenzaron los primeros servicios 
de abastecimiento de agua potable y desagúes en la ciudad. También fue Sarmiento quien promovió 
la construcción de la Casa de Correo, el proyecto fue del sueco Carlos Kihlberg y su construcción 
terminó concretándose en la presidencia de Avellaneda (1874-1880). La envergadura y el lugar de 
emplazamiento del edificio demuestran la importancia que la comunicación comenzó a tener en esos 
años en el país, siguiendo la tendencia internacional. En 1884, parte del edificio fue demolido y 
acondicionado para comenzar a formar parte de la Casa de Gobierno, se volverá más adelante sobre 
este tema. 


Figura 4 - Ex Edificio de Correo, hoy es el lateral de la Casa de Gobierno que da sobre Hipólito Yrigoyen. 
Extraía de: http://www.danielschavelzon.com.ar/?p=995 


A medida que nos acercamos a la década de 1880 la ciudad fue ganando altura con 
construcciones de dos o tres piso y se fueron conformando los primeros barrios, aunque los 
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principales cambios se dieron en el área central. Las familias acomodadas comenzaron su éxodo 
hacia el Norte de la Plaza de Mayo y es a partir de este momento en el que se comenzó a construir 
con la influencia del academicismo francés (Derdoy, 2016). El proceso de mudanza de estas familias 
hacia el norte se aceleró después de la fiebre amarilla de 1871. Esta epidemia fue una de las que 
mayor cantidad de muertes produjo en la ciudad, pero no fue la única, un antecedente significativo 
fue la epidemia de cólera que se produjo en el año 1867. El sistema de higiene de la ciudad no era 
bueno, no había agua potable, tampoco un sistema de recolección de residuos, ni servicios cloacales, 
tampoco estaba reglamentada cómo debía realizarse el enterramiento de los muertos. Como 
consecuencia de estas y otras epidemias se fueron organizando acciones particulares y del Estado 
con el fin de introducir reformas que evitaran que estos hechos se repitieran, en un proceso que se 
fue haciendo más efectivo a medida que se fuero consolidando las instituciones del Estado 
(Fiquepron, 2017) -ver Capítulo 2-. 

En 1880, Julio A. Roca (1880-1886) asumió la presidencia bajo el lema “Paz y Administración”. 
El lema muestra la importante influencia que las ideas positivistas tuvieron en Roca y en todos los 
intelectuales que lo rodearon en su gestión, conocidos como la “Generación del 80”. Esta 
generación, empapada con un marcado espíritu liberal, tomó en sus manos el proyecto de consolidar 
el Estado y la Nación en un escenario prometedor. El marco era el éxito de la actividad comercial 
vinculada al mercado agroexportador que estaba en un período de esplendor. Estos hombres se 
consideraban un grupo selecto de iluminados: “Había que transformar el país, desde arriba, sin 
tolerar que el alud inmigratorio arrancara de las manos patricias el poder; y esta actitud suscitó una 
contradicción íntima entre los ideales liberales y los ideales democráticos” (Romero, 1975: 186). 

La ciudad diversificó su población, tanto con la masiva llegada de aquellos que se ocuparon 
como mano de obra, como -en menor cantidad- de aquellos que venían de los países que invirtieron 
dinero en el proceso -ver Capítulo 11-. Esto significó un cambio de costumbres cotidianas y la 
intención de las familias más acomodadas de imitar el estilo de vida de las ciudades europeas 
(Romero, 1975). 

En este marco progresista europeizante, el modelo a seguir para la remodelación de la ciudad 
fue el implementado por Haussmann (7) en París. El encargado de poner en marcha el proceso fue 
Torcuato de Alvear (1883-1887), el primer intendente de la ciudad luego de la federalización de 
Buenos Aires. Fue él quien concretó la idea de modificar la fisonomía de la vieja ciudad colonial y 
convertirla en una gran metrópoli. Había que tirar abajo lo viejo y construir lo nuevo. 

Una de las primeras intervenciones de Alvear fue en la Plaza de Mayo. Como ya se dijo, la Plaza 
fue el eje alrededor del cual se desarrolló el resto de la ciudad. Funcionó desde la época de la 
colonia como mercado, centro de actividades cívicas y religiosas, incluso se llegaron a realizar 
corridas de toros. Con el tiempo se fue consolidando, también, como un referente simbólico de la 
ciudad que perdura hasta la actualidad. (8) La remodelación de la plaza tuvo, como uno de los 
hechos más significativos, la decisión de Alvear de demoler de la Recova -una construcción 
realizada a principios del 1800-, que dividía la Plaza en dos y albergaba comercios de poca 
categoría. La demolición se concretó en dos semanas bajo la supervisión exhaustiva del mismo 
Alvear. Esto dio como resultado que la plaza quedara unificada y cobrara una magnitud diferente. 
Uno de los detalles más distintivos fueron las palmeras que Alvear envió a plantar, que originaron 
algunas críticas. El toque final lo dio años después, en la década de 1890, Carlos Thays, paisajista y 
urbanista francés, que diseñó una nueva circulación y la parquización para la Plaza. 
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Figura 5 - La recova en el momento de su demolición. Extraída de: https://elarcondelahistoria.com/wp- 
content/uploads/2015/12/jf.jpg 


El otro hecho significativo de la intendencia de Alvear fue la apertura de la Av. de Mayo. La 
remodelación llevó diez años y fue inaugurada el 9 de julio de 1894. La apertura no estuvo exenta de 
conflictos, hubo que realizar expropiaciones a los dueños de las propiedades afectadas por el 
ensanchamiento y, además, implicó la demolición de tres arcos del ala norte del edificio del Cabildo. 
El edificio del Cabildo tuvo varias modificaciones a lo largo del tiempo, la primera fue 18709, se le 
agregó una torre, se pusieron azulejos en la cúpula y se hicieron reformas en sus columnas, para 
quitarle su impronta colonial. Posteriormente, como se dijo, se demolieron los tres arcos para la 
apertura de la Avenida de Mayo y, en la década de 1930, otros tres, del otro lado, para la apertura 
de la Diagonal Julio A. Roca. Finalmente, en la década de 1940, el Arg. Mario Buschiazzo lo 
remodeló en base a la idea del diseño original -que fue de Andrés Blanqui-, dándole la imagen que 
tiene en la actualidad. (9) 

La Avenida de Mayo, que consolidó el crecimiento de la ciudad hacia el norte, se convirtió en 
una de las principales arterias de la ciudad rodeada de edificios de oficinas, hoteles, actividad 
comercial y gastronómica y eje de actividades cívicas (Braun y Cacciatore, 1996). 
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Figura 6 - Vista de la Plaza de mayo y la apertura de la Av. de Mayo. 
Extraída de: http://www.arcondebuenosaires.com.ar/plaza _ mayo.htm 


Además, se hicieron otras intervenciones como la pavimentación y el ensanchamiento de calles 
como Entre Ríos-Callao y la Av. Alvear. A partir de esta gestión también se plantaron árboles y 
plantas en calles y plazas y se mejoró el sistema de cloacas y agua corriente. 

El nuevo Estado necesitaba una residencia del gobierno nacional acorde a la nueva dimensión 
que estaba teniendo la ciudad. El antecedente de la casa de gobierno fue la residencia de los 
Virreyes de la época colonial situada en el fuerte, ubicado en lo que ahora es la esquina de 
Rivadavia y Balcarce. Su estructura fue mejorada durante las presidencias de Mitre (1862-1868) y 
Sarmiento. Sin embargo, luego de la creación del edifico de correo, al que ya se hizo referencia, su 
aspecto quedó deslucido. Julio A. Roca (1880-1886) fue quien decidió darle mayor envergadura, 
primero se ensanchó y reacondicionó el edificio para que se pareciera al del correo, lo que significó 
la demolición definitiva del viejo Fuerte. Finalmente, en 1886 ambos edificios se unieron mediante 
un arco central proyectado por el Arq. Francisco Tamburini, que es la actual entrada al edificio. 


Figura 7. Vista de la Casa de Gobierno antes y después de la construcción del arco central. Extraída de: 
http://www.todo-argentina.net/historia-argentina/generarion 80/primera-roca/auge-financiero.php? 
idpagina=1053 


El cambio de fisonomía de la ciudad no culminó con la intervención de Alvear. El mismo año en 
el que finaliza su mandato como intendente se sanciona la Ley 2089 de “ensanche del municipio de 
la capital”, en base a la traza que realizaron los Ingenieros Pablo Blot y Luis Sylveira. De acuerdo a 
esta Ley, los límites de la ciudad iban desde el Río de la Plata, al este, hasta el Riachuelo, hacia el 
Sur, e incluía los partidos de Flores, hacia el oeste y Belgrano, al norte (Gruschetsky, 2017). A partir 
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de estos años, la zona norte de la ciudad desplazó al sur en cuanto a crecimiento, los sectores más 
acomodados mudados a esa zona construyeron grandes palacios con materiales y proyectos traídos 
de Europa, como muestra de su opulencia. También la zona norte se convirtió en el eje bancario y 
financiero. La calle Florida fue el centro de los comercios de mayor jerarquía. 

El festejo del Centenario de la Revolución de Mayo en 1910, al que asistieron personalidades 
representantes de los países más importantes del mundo, podría considerarse como el hecho que 
coronó las realizaciones de esta generación. No porque no se continuaran realizando cambios en la 
ciudad, sino porque el evento fue hecho para que el mundo corroborara que, efectivamente, Buenos 
Aires se había convertido en la París de América. Este calificativo, que comenzó a tomar forma en la 
prensa durante los festejos del Centenario, fue la demostración más clara de la apariencia que tenía 
la ciudad luego de las transformaciones que se habían realizado durante treinta años, en manos de 
una elite que había orientado su mirada hacia Europa. 


2. Abriendo caminos 


La consolidación del vínculo comercial entre Argentina y el mundo a fines del siglo XIX, con una 
economía basada en la venta al exterior de productos agropecuarios, repercutió en cuestiones de 
infraestructura. La actividad agroexportadora estaba orientada a Europa y nuestro principal 
comprador era Gran Bretaña, de donde también provenía la mayor afluencia de inversiones de 
capital. También comenzaron a llegar inversiones -de menor envergadura- de Francia y Alemania, 
sobre todo vinculados al negocio de los ferrocarriles (Regalski, 1986). La clase dominante también 
se preocupó por acondicionar la ciudad para facilitar la actividad comercial. En este sentido, 
apuntaron fundamentalmente a la construcción de un puerto y a la ampliación del sistema 
ferroviario, sobre todo a partir de 1870. 

Buenos Aires era el lugar por donde se realizaba la mayor cantidad de transacciones 
comerciales con el exterior, aunque las condiciones de su geografía no eran las más óptimas. (10) El 
modelo de puerto que debía construirse para que fuera acorde a las necesidades crecientes de la 
ciudad generó importantes controversias. De todos los proyectos que se barajaron, dos fueron los 
más significativos y alrededor de ellos surgieron las disputas más efervescentes. Uno de los 
proyectos, el del Ing. Luis. A. Huergo, (11) propiciaba mejorar lo existente en la zona sur, sobre el 
Riachuelo, que era el segundo puerto en importancia de la ciudad. La idea era ensanchar y 
profundizar el canal, ampliar las dársenas y mejorar el sistema ferroviario de la zona, con la 
posibilidad de seguir extendiéndolo hacia el norte, a medida que la actividad comercial lo requiriera. 
La propuesta podía realizarse con capital y técnicos nacionales. El otro proyecto, de Eduardo 
Madero, (12) era construir dársenas paralelas en las costas bajas, frente a la Plaza de Mayo, en el 
centro de la Ciudad, lo que consolidaba la importancia del circuito económico y la red ferroviaria ya 
instalada. Este proyecto tuvo influencia de intereses comerciales y financieros británicos y obligaba 
a invertir fuertes sumas de dinero, lo que implicaba la necesidad de préstamos de capitales 
extranjeros, más allá que, según Adrián Gorelik y Adriana Silvestri, esta no fuera el interés de 
Madero (Gorelik y Silvestri, 1991). Eran proyectos disímiles, ambos transformadores de la ciudad, 
pero de manera diferente: la primera corría el eje de la principal actividad comercial hacia el sur, el 
segundo, lo mantenía en la zona del centro de la ciudad. Es por eso que los proyectos también 
enfrentaron a las autoridades provinciales, que apoyaban la propuesta de Huergo, por su 
implicancia en la zona sur, contra el gobierno nacional, que apoyaba la de Madero, que respondía a 
intereses comerciales tradicionales. En las discusiones historiográficas, (13) entre las que se 
encuentra la de James Scobie, hay quienes observan una postura más nacionalista en la de Huergo, 
frente a una internacionalista y europeizante en la de Madero. Para Gorelik y Silvestri, esta 
dicotomía no se justifica, sobre todo porque en la época en que se produjo la elección del proyecto 
ya se había consolidado, como hemos dicho, la actividad agroexportadora; también se había resuelto 
el conflicto por la federalización de Buenos Aires y, además, Huergo había previsto en su proyecto, 
como se indicó más arriba, la posible expansión del puerto hacia el norte. Para ellos, la diferencia 
sustancial entre ambos proyectos radicaba en aspectos técnicos relacionados a la dirección en que 
debían ser construidos los diques y, sobre todo, en la magnitud de algunos aspectos tecnológicos 
propuestos por Madero, que para Huergo no tenían sentido (Gorelik, Silvestri, 1991). Al principio, la 
propuesta de Huergo parecía tener mayores posibilidades, incluso se iniciaron algunas obras de 
dragado en la zona del Riachuelo. Sin embargo, luego de discusiones, posturas antagónicas, críticas 
de Diputados nacionales y la prensa, la Cámara de Senadores aprobó la propuesta de Madero. 
Influyeron a su favor las presiones ejercidas por los intereses británicos y los convincentes 
argumentos de Carlos Pellegrini ante esa Cámara de Senadores. Al día siguiente de la aprobación 
por parte del Senado, la Cámara de Diputados hizo lo propio, casi sin discusión, por lo que el 
ejecutivo quedó autorizado a negociar con Madero un contrato para la construcción del puerto 
(Scobie, 1977). 

El puerto Madero fue inaugurado definitivamente en 1897, la construcción se hizo en etapas, se 
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demoró mucho más de lo previsto y con un costo muy superior a lo planificado. Finalmente, los 
presagios y las críticas que habían acompañado el proyecto de Puerto Madero terminaron 
concretándose. La construcción resultó insuficiente para el movimiento comercial del país y los 
métodos de carga eran obsoletos. Las críticas se hicieron cada vez más visibles. A menos de diez 
años de haber sido inaugurado se volvió a proyectar invertir otra considerable suma de dinero para 
reacondicionarlo. Esto no se concretó y, finalmente, se decidió realizar una nueva construcción al 
norte de Puerto Madero, el llamado “Puerto Nuevo”, sobre la idea original de Huergo. Las obras se 
iniciaron en 1911 y fue inaugurado entre 1925 y 1926. Puerto Madero cayó en desuso y la zona fue 
abandonada hasta que, en la década de 1990, se inició un importante emprendimiento inmobiliario y 
comercial que le dio a la zona su actual fisonomía (Scobie, 1977). 
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Figura 8 Proyecto de Eduardo Madero. Extraída de: 
https://www.histarmar.com.ar/Puertos/BsAs/Madero/MO06-1x10.jpg 
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Figura 9. Proyecto de Luis Huergo. Extraído de: 
https: //www.histarmar.com.ar/Puertos/BsAs/Madero/Proyectos/Huergo1881x8.jpg 
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La otra cuestión importante de infraestructura vinculada a la actividad económica y a la 
concepción de modernización de la ciudad fueron los ferrocarriles. Si bien no protagonizaron los 
enfrentamientos del puerto, fueron planificados casi exclusivamente para afianzar el (ver Capítulo 2) 
agroexportador y la primacía de la zona central de la ciudad, alrededor de la Plaza de Mayo, tal 
como evidencia el plano de la figura 9. Las primeras líneas consolidaron las rutas tradicionales del 
país que se recorrían en carreta o a lomo de burro; y las terminales de los trenes se construyeron 
cerca de los dos principales mercados de la ciudad, Plaza Constitución y Plaza Once. El primer 
ferrocarril comenzó a funcionar en 1857 y unía, hacia el oeste, la actual Plaza Lavalle -Plaza del 
Parque en ese momento- con la estación La Floresta, unos 10 km de trayecto. El Ferrocarril del 
Norte unía el centro de la ciudad con los pueblos del norte; en la década de 1860 partía de la 
Estación Central -ubicada en Av. Leandro Alem entre Perón y Rivadavia- y llegaba hasta Tigre, 
alrededor de 29 km. En el año 1897, con el incendio de la estación central, la terminal se trasladó a 
Retiro. Durante los primeros años, se priorizó el acceso a los muelles de carga y fue hacia allí donde 
se orientaron las construcciones ferroviarias, fortaleciendo la importancia de Puerto Madero. Para 
1870 estaba constituida la red ferroviaria de la ciudad, pero no había una red nacional. 


1914 
33.510 Km. 


Figura 11. Comparación de la extensión de las líneas férreas entre 1880 y 1914. Fuente: Emilio Llorens y 
Rafael García Mata. Argentina Económica 1939, Buenos Aires. Compañía Impresora Argentina. 1939 
Extraída de: 


Downloaded by Blastar 00 (defusitaGWgmail.com) 


http://recursosdehistoriaeconomica.blogspot.com/2015/09/la-red-ferroviaria.html 


La expansión de las líneas férreas cobró impulso en la década de 1880 con el aporte de capitales 
extranjeros, mayoritariamente de Inglaterra y en las tres décadas siguientes se extendieron por todo 
el país con el objetivo de unir esos territorios con Buenos Aires. Para la primera década del siglo XX, 
la red ferroviaria se había extendido al interior del país, pero consolidando la centralidad en Buenos 
Aires. También se afianzó la influencia de Inglaterra en cuanto a la construcción y control de las de 
líneas y el costo de las tarifas. 

La principal función de los ferrocarriles era comercial, los primeros usuarios particulares fueron 
las clases más acomodadas, ya que el costo del pasaje no lo hacía favorable para el uso popular. A 
partir de la década de 1880, el uso se hizo más frecuente, sobre todo en barrios como Saavedra y 
Villa del Parque y Devoto, es más, barrios como Coghlan, Villa Urquiza y Núñez deben su desarrollo 
al ferrocarril. Tanto en la ciudad como en el interior del país, los alrededores de las estaciones 
comenzaron a ser foco de crecimiento. 

No todo fue beneficio alrededor de los ferrocarriles, ya que además de generar congestión en la 
zona céntrica sus cruces eran peligrosos para los peatones. Recién a fines de la década de 1880 se 
logró que pusieran barreras en los cruces con calles o plazas. Al gobierno no le resultaba fácil poner 
freno o imponer exigencias a las empresas inglesas que, muchas veces, hacían caso omiso a las 
normativas (Scobie, 1977). 

El fortalecimiento del sistema ferroviario y del Puerto Madero, elementos fundamentales para la 
actividad económica agroexportadora, y el asentamiento de las autoridades nacionales afianzaron a 
Buenos Aires en su posición central dentro del país. 


3. Una ciudad de contrastes 


Como sostiene José Luis Romero (Romero, 2001), los cambios económicos de fines del siglo XIX 
en algunas ciudades de América Latina como Buenos Aires, también produjeron cambios sociales. 
Los nuevos grupos que llegaban del otro lado del mar y los que habían logrado una mejora en su 
situación económica, en función a las actividades que le permitía el buen funcionamiento del modelo 
agroexportador, alteraron -no sin tensión- la rígida estructura social de los años previos. Esto se vio 
reflejado en las ciudades donde cada grupo comenzó a presionar por acomodarse en alguno de sus 
espacios. 

Como se vio, desde la fundación de Buenos Aires, la zona de lo que hoy se conoce como Plaza de 
Mayo y sus alrededores fueron el eje de la ciudad. Al principio, las casas de las principales familias, 
su vida social y las actividades políticas, financieras y comerciales estaban en las calles vecinas a la 
Plaza; el norte y el oeste eran zonas de quintas, y en el sur ubicaron los mataderos, las curtiembres 
y los saladeros. Originalmente, las familias adineradas se ubicaron hacia el sur de la Plaza, allí se 
construyeron durante el siglo XIX las mejores casas de la ciudad, aunque ninguna superaba las dos 
plantas. Los inmigrantes también preferían alojarse en el centro de la ciudad, porque estaban cerca 
de los lugares de trabajo y el costo del traslado era caro. Es por eso que, a medida que la actividad 
económica incentivaba la llegada estos inmigrantes, la zona sur también se fue convirtiendo en su 
zona de residencia. Paralelamente a este proceso y, relacionado con eso, las familias acomodadas, 
tal como se especificó más adelante, comenzaron su desplazamiento hacia la zona norte de la 
ciudad. El traslado se intensificó después del brote de fiebre amarilla, a principios de la década de 
1870. También en esos años, sobre todo por las posibilidades de algunos sectores medios de acceder 
a Comprar tierras por loteo, comenzaron a poblarse algunos barrios más alejados del centro la 
ciudad. 

En su éxodo hacia el norte, las casas abandonadas por las familias adineradas se convirtieron en 
casas de inquilinatos para los inmigrantes, los llamados conventillos. Estos edificios eran plantas 
rectangulares, de no más de dos pisos. Tenían una sola puerta de entrada, un gran patio al que 
daban las habitaciones, en general de la misma medida, 4 x 4 m, una al lado de la otra y sin 
ventanas. Las letrinas y las piletas para lavar estaban al fondo; rara vez tenían cocina, en general se 
cocinaba con braseros a la entrada de las habitaciones, o incluso dentro de ellas. La ropa lavada se 
colgaba, para que se secara, en el patio, en sogas que iban de cuarto a cuarto. Tenían muy poco 
mobiliario y una habitación servía de albergue para toda una familia. Muchas veces las habitaciones 
eran alquiladas por varios hombres que ocupaban las camas en turnos rotativos para abaratar los 
costos de alquiler. La regla general era el hacinamiento. Ninguno de estos conventillos cumplía con 
normas de higiene y seguridad. Lejos de mejorar sus condiciones o abaratar sus costos, la 
estadística indica que, a pesar del aumento poblacional, la cantidad de conventillos era estable. Con 
el correr de los años albergaban a mayor cantidad de gente y los alquileres eran cada vez más 
elevados. Recién se notaron mejoras en las condiciones de los conventillos a principios del siglo XX, 
aunque nunca se llegaban a cumplir, fehacientemente, todas las ordenanzas municipales (Scobie, 
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1977). 


Figura 12 - El patio del Conventillo 
https://observatorylatinamerica.org/pdf/1910CatalogoPDF/07.pdf 


Convivían en los conventillos varias nacionalidades, por lo que se entrecruzaban todo tipo de 
idiomas y costumbres. La vida en el conventillo se iniciaba muy temprano a la hora en que los 
hombres partían al trabajo; más tarde comenzaba la jornada de las mujeres, con las compras en el 
mercado y los quehaceres del hogar; los niños más pequeños iban al colegio y los mayores salían en 
busca de algún trabajo ocasional. Al mediodía los hombres regresaban para almorzar. La tarde era 
la hora del bullicio por los juegos y peleas de los niños en los patios. La jornada laboral terminaba 
alrededor de las 18:30; la hora de descanso se iniciaba cerca de las 22:00. Los días festivos, 
patrióticos o religiosos, marcaban la diferencia, eran las únicas jornadas de esparcimiento donde se 
rememoraban los lugares de origen con comida, cánticos y bailes (Scobie, 1977). 

La vida en los conventillos no transcurrió sin conflictos, sobre todo en relación a la presión que 
significaba el costo de los alquileres. Si bien la problemática llevaba larga data, los reclamos se 
hicieron visibles a principios del siglo XX, en ellos tuvieron una fuerte influencia grupos socialistas y 
anarquistas. A instancia de ellos, se eligieron en el año 1906 delegados en los conventillos para 
organizar los reclamos. El momento más significativo de la lucha fue la Huelga de Inquilinos de 
1907, que duró alrededor de cuatro meses. La huelga se inició debido a un aumento muy elevado de 
los alquileres que se produjo porque los propietarios trasladaron a los inquilinos el incremento que 
habían tenido los impuestos municipales. Los inquilinos se negaron a pagar los alquileres. El 
conflicto comenzó en los conventillos de la zona sur de la ciudad, pero se trasladó a otros barrios y 
se hizo extensivo a otras ciudades como Córdoba, Bahía Blanca y Rosario. La huelga se sostuvo por 
la masiva participación de inquilinos, pero, fundamentalmente, por el protagonismo de las mujeres, 
que eran las que, como se dijo, eran las que permanecían en las casas mientras los hombres estaban 
en el trabajo. También participaron niños que se hicieron visibles en los reclamos callejeros. El 
Estado respondió con represión y con cédulas de desalojos emitidas por el Poder Judicial. El 
resultado de la huelga fue dispar, en algunas zonas se llegaron a acuerdos que modificaron los 
valores del alquiler, pero, en la mayoría, la situación se sostuvo y no hubo demasiados cambios en la 
situación de los inquilinos de los conventillos. De hecho, hubo deportación de algunos de los 
inmigrantes que participaron en el conflicto (Suriano, 1984). 
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Figura 13 - La vida en el Conventillo. Extraída de: 
https://www.taringa.net/+imagenes/el-buenos-aires-que-se-fue-v-los-conventillos-de-bs-aires_14inlu 


Hacia fines de siglo, mientras los sectores de la elite avanzaban hacia el Norte, el Sur se 
convirtió en territorio de los trabajadores de los mataderos, frigoríficos y curtiembres, prostitutas 
(trabajadoras sexuales), lumpen (personas indigentes), e inmigrantes. San Telmo se fue convirtiendo 
en un barrio de arrabal, (14) el comportamiento de quienes lo concurrían eran calificado como de 
“poco decoroso” por las familias consideradas “decentes”. En sus pulperías y bares se encontraban 
prostitutas y se fue popularizando el tango que, inicialmente, fue un baile masculino. 

En su avance hacia el Norte, la clase alta se ubicó en la zona de Retiro y Recoleta; alrededor de 
la Plaza San Martín y sobre la calle Alvear se hicieron fastuosas construcciones de las familias ricas. 
Esta zona hasta Belgrano fue residencia de clase alta o media alta. Los proyectos de los grandes 
palacios de la zona norte eran, generalmente, de arquitectos extranjeros, que en la mayor parte de 
los casos nunca vinieron al país. Tenían frentes suntuosos con balcones señoriales, escaleras de 
mármol y jardines copiados de palacios franceses. En los interiores había cuadros, tapices, 
luminarias, platería, y lujosos muebles traídos de Europa. Estas ostentosas viviendas y el estilo de 
vida de sus propietarios estaban orientados a mostrar el estatus social de estas familias. 
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Figura 14. Palacio San Martín, actual sede de la cancillería, construído por la familia Anchorena entre 1905 
y 1909. Extraída de: 
https://observatorylatinamerica.org/pdf/1910CatalogoPDF/07.pdf 


La élite centraba su actividad social en los alrededores de la Plaza de Mayo, los restaurantes y 
las tiendas a las que concurrían estaban mayoritariamente sobre la calle Florida, había también 
tiendas lujosas sobre la calle Perú (Scobie, 1977). El estilo de los negocios imitaban a los de las 
ciudades europeas. 

El lugar preferido de encuentro eran los clubes sociales, ámbitos cerrados en donde todos se 
conocían; el objetivo era mantenerlos lo más cerrados posible, para garantizar que los que 
participaban fueran, realmente, los exclusivos. Por allí pasaba la información política y económica y 
se establecían contactos (Romero, 2010). Los más destacados de la época fueron el Club del 
Progreso, la Sociedad Rural Argentina, el Jockey Club, entre los más distinguidos y elitistas. 

En este proceso, el norte de la ciudad se fue consolidando como la zona bancaria y financiera. 
La calle Corrientes comenzaba a afianzarse como la calle de los espectáculos y entretenimiento. 

Hacia el oeste, la ciudad creció a lo largo de la Avenida Rivadavia; Congreso, Once Almagro 
Caballito y Flores, se convirtieron en típicos barrios de clase media, con algunos focos de clase alta. 

Los nuevos barrios crecieron sobre la base los sectores medios, en ellos la base de las 
construcciones fue el estilo de la casa “chorizo”. Estas casas disponían las habitaciones una al lado 
de la otra, construidas a un lado del patio, que tenía una galería. Los servicios y la cocina se 
disponían al fondo. Como los terrenos eran grandes, muchas veces se construía alguna casa para los 
hijos o más habitaciones para alquiler. A medida que prosperaba la actividad económica se fueron 
mejorando los frentes y las comodidades de estas casas. 
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Figura 15. Anuncio de venta particular de lotes en Villa Devoto. Extraída de: 
https://observatorylatinamerica.org/pdf/1910CatalogoPDF/07.pdf 


Estos barrios comenzaron a poblarse de nuevos comercios y se gestó una importante vida social 
entre los vecinos. Los almacenes, panaderías, carnicerías, se ubicaban, generalmente, en las 
esquinas y se convirtieron en la sede de este intercambio social. El vínculo entre los comercios y los 
vecinos era muy estrecho, muchas veces se vendía a crédito, las compras se anotaban en una libreta 
y las deudas se saldaban semanal o quincenalmente. Creció en los barrios el sentido de solidaridad y 
pertenencia, sobre todo dentro de una misma cuadra (Scobie, 1977). Este proceso fue consolidando 
el tejido social y la identidad de los barrios. 

Haciendo referencia a la vida cotidiana de esos años en la ciudad, Dora Barrancos sostiene que 
la calle, sin importar el rango social, era el lugar de los hombres. Las mujeres salían a las calles 
generalmente acompañadas. Las únicas mujeres que frecuentaban mayoritariamente la calle eran 
las que trabajaban con su cuerpo. 

Quienes tenían un poco más de desarrollo individual y movimiento independiente eran las 
mujeres de la élite, ya sea por actividades benéficas, por su posibilidad de moverse en ambientes 
más liberales en el exterior; algunas, incluso, llegaron a tener una vida amorosa secreta similar a la 
de los hombres. Las mujeres trabajadoras de escasos recursos no podían darse esas libertades, ni 
siquiera las mujeres de clase media, a las que la presión social les imponía la vida doméstica y la 
maternidad. Tampoco estaba generalizada la posibilidad formarse profesionalmente. 

Las vacaciones eran casi exclusivas de las familias adineradas, que emprendían largos viajes a 
Europa, incentivando a los jóvenes a estudiar en el exterior, más por contactos y prestigio que por la 
formación académica. También tenían costumbre de veranear en quintas o la playa durante los 
meses de verano. Las primeras quintas o casas de veraneo o descanso se ubicaron en las zonas de 
Flores y Belgrano y se fueron extendiendo hacia el norte a medidas que avanzamos a principios del 
siglo XX. La costumbre de veranear en la costa también fue otra de las costumbres heredadas de 
Europa y el lugar por excelencia por esos años fue Mar del Plata. Paro los sectores medios y 
trabajadores el esparcimiento más generalizado eran las salidas dominicales a lugares cercanos 
(Barrancos, 2000). 

En la Buenos aires de fines de siglo también se estaban dando cambios en las formas de habitar 
y en ella se confundían diferentes estilos de vida y construcciones. 


4. Conclusiones 


Buenos Aires fue, en su origen, una típica ciudad colonial. Para el imperio español era una 
ciudad marginal, recién comenzó a tener una importancia más notoria con la creación del Virreinato 
del Río de la Plata en 1776, como parte de las reformas Borbónicas de fines del siglo XVIII. Desde el 
principio la actividad fundamental de la ciudad estuvo ligada a la producción de la tierra y, sobre 
todo, al puerto. Es más, recordemos que el nombre que Juan de Garay le dio, en 1580, fue Ciudad de 
la Trinidad y puerto de Santa María de los Buenos Aires, con el tiempo el puerto le impuso su 
nombre a la ciudad. 

Tal como se ha visto, lejos de modificarse, estas condiciones se afianzaron. Una vez consolidados 
el Estado Nación y el modelo agroexportador, a fines del siglo XIX, esa porción de territorio que 
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sirvió de fundación se aseguró su lugar como centro de la ciudad. El crecimiento posterior de la 
ciudad se hizo a partir de allí, consolidando la centralidad. 

En cuanto a su aspecto, la Buenos Aires colonial no descolló, es más, hacia 1870 era, todavía, el 
de una gran aldea. Sin embargo, a partir de 1880 todo cambió. En el objetivo de la elite que 
gobernaba el país, Buenos Aires, la capital del “granero del mundo”, tenía que estar a la altura de 
las ciudades europeas y en eso pusieron todo su empeño. Lo lograron. Quienes llegaron en 1910 
como invitados de honor para el festejo del fueron testigos de ello. 


Figura 16: Desfile en conmemoración del centenario, el 25 de Mayo de 1910. Extraída de: 
https://observatorylatinamerica.org/pdf/1910CatalogoPDF/10.pdf 


Hacia 1910, Buenos Aires era una ciudad cosmopolita despegándose, en parte, de sus pares de 
América Latina, se convirtió en la “París de Sudamérica”. Sin embargo, en ella convivían magníficas 
mansiones con conventillos hacinados y barrios que iniciaban el camino de la urbanización. Se 
entremezclaban el estilo de vida de una elite, que se movía en lugares exclusivos, con la variedad 
cultural del patio del conventillo y el intercambio de habladurías en el almacén de una esquina de 
barrio. La Avenida de Mayo y Florida coexistían con las anchas calles barriales que estaban 
comenzando a consolidarse y con los arrabales del sur. Buenos Aires a fines de siglo XX era una 
ciudad de contrastes. 
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1. Juan Manuel de Rosas fue gobernador de la Provincia de Buenos Aires en dos períodos: 1829 a 1832 y 1835 
a 1852. Su segundo gobierno finalizó con su derrota en la Batalla de Caseros el 3 de febrero de 1852. 


2. Título de una novela de Julio V. López escrita en 1882 y publicada en parte como folletín. La gran aldea salió 
a luz en 1884 en el diario Sud América, algunas fuentes señalan que fue publicada en El Nacional. 


3. La apertura de algunas diagonales y algunos oasis de la ciudad con calles circulares o pasajes son las 
excepciones que confirman la cuadrícula colonial. 


4, El primero en asentarse en Buenos Aires fue el adelantado Pedro de Mendoza en 1536, pero el intento de 
fundar una ciudad en ese momento no fue exitoso. La fundación definitiva de la Ciudad la concretó Juan de 
Garay quien, proveniente de Asunción, la fundó el 11 de junio de 1580. 


5. Fuente: Censos Nacionales. Extraído de: http://deie.mendoza.gov.ar/+*!/censos-nacionales-de-poblacion 


6. Esta convivencia no estuvo exenta de tensiones, la cesión de una porción de territorio para que se convierta 
en capital del país fue resistida por la Provincia de Buenos Aires. Finalmente, en setiembre de 1880 el 
Congreso Nacional sancionó la Ley de Federalización de Buenos Aires. 


7. Georges-Eugéne Haussman funcionario de Napoleón III de Francia entre los años 1853 y 1870, fue el 
promotor de la modernización espacial de la comuna de París. 


8. Desde el 25 de mayo de 1810 hasta hoy, los hechos más importantes han tenido como escenario de 
convocatoria la Plaza de Mayo. Podemos nombrar como ejemplos alguno de ellos: el triunfo de Yrigoyen en 
1916; el 17 de octubre de 1945; las rondas de la Madres de Plaza de Mayo durante la dictadura de 1976; la 
recuperación de la democracia en 1983; festejos deportivos, como el del campeonato mundial de futbol de 
1986; manifestaciones populares en contra de algunos gobiernos, como el del 2001 que tuvo como 
consecuencia represión a los manifestantes y la renuncia del presidente De la Rua. 


9. Fuente: https://turismo.buenosaires.gob.ar/es/otros-establecimientos/el-cabildo 


10. La desventaja de Buenos Aires era que no poseía una bahía reparada y elevada y que los sedimentos que se 
depositaban en sus costas, a lo largo de los años, habían dado como consecuencia la formación de bancos de 
tierra y arena que impedían que los barcos de gran calado llegaran hasta la costa. 


11. Huergo formó parte de la primera promoción de graduados en Ingeniería la Universidad de Buenos Aires 
(UBA), en 1870. Fue también Senador y Diputado de la Legislatura bonaerense; Decano de la Facultad de 
Ciencias exactas, Físicas y Naturales de la UBA (hoy de Ingeniería) y cofundador del Centro Argentino de 
Ingenieros y de la Sociedad Científica Argentina. 


12. Madero fue Diputado Nacional y de la legislatura bonaerense; comerciante y empresario dedicado a 
actividades de exportación e importación y presidente de la Bolsa de Comercio. 


13. De acuerdo a la Real Academia Española, la historiografía es el estudio bibliográfico y crítico de los escritos 
sobre historia y sus fuentes y de los autores que han tratado de estas materias. 


14. La palabra arrabal se refiere a una zona alejada y periférica del sector habitado de la ciudad; según la Real 
Academia Española significa: barrio fuera del recinto de la población a la pertenece. 
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Capítulo XIII. 


Historia política en imágenes 


Florencia Eva González y Diana Beatriz Pogliaga 


“La cámara es el ojo de la historia” 
Mathew B. Brady, 
fotógrafo y estereoscopista estadounidense 


1. Introducción 


El objetivo de este escrito es que los y las estudiantes comprendan y analicen, a partir de imágenes fotográficas, acontecimientos históricos que 
se fueron sucediendo a partir de 1880, con la posibilidad de desarrollar una mirada que les permita construir y aprender a tener una posición crítica 
sobre la historia argentina. En función de los contenidos de la materia Introducción al Conocimiento de la Sociedad y Estado, proponemos leer 
imágenes de acuerdo a distintas etapas de la historia argentina. 

Este trabajo puede ser utilizado en clase en forma parcial para cada período histórico, o bien para abordar una historia política y social en 
imágenes al final de la cursada, accediendo a un análisis sobre los distintos acontecimientos históricos. 

Primero se presenta el marco teórico en el cual se desarrolla la teoría que será la base para poder abordar la “Historia política en Imágenes”. En 
segunda instancia se estudia cómo se puede leer una imagen, permitiendo distintos niveles de análisis. 

Hemos hecho, también, alusión a los inicios de la fotografía en la Argentina para luego abocarnos en profundidad en el análisis de las imágenes. 
Se han elegido para ello diez acontecimientos de la historia argentina que nos han parecido fundamentales y paradigmáticos en la construcción de la 
subjetividad política. 

Se realizó un trabajo minucioso en la selección de imágenes buscando, no solo la calidad compositiva de ellas, sino fundamentalmente aquellas 
que pudieran dar cuenta, del acontecimiento a analizar. Elegimos imágenes en las que aparezcan “personas comunes” en acciones importantes y 
decisivas de la política nacional, como un modo de valorar su compromiso social y político en los acontecimientos nacionales. 


2. Marco Teórico 


El análisis que brinda la imagen posibilita una mirada heterogénea y habilita un doble juego de interpretaciones: del acontecimiento histórico en 
sí y del que se actualiza en el momento en que son observadas y analizadas. Definimos el acontecimiento como aquello que “se produce en la estructura 
de la situación, pero a partir del vacío no simbolizado “en” la situación. El acontecimiento implica la subversión del orden simbólico establecido, para 
dar lugar a la verdad, a aquello que no ha sido simbolizado de la situación y que el síntoma denuncia” (Laso, 2007: 5). 

Esto nos lleva a pensar que en un acontecimiento “hay una verdad y solo una verdad” que al ser dicha o mostrada permite ser simbolizada, pero 
que a la vez denuncia la falsedad del campo simbólico que viene a subvertir. Para Alain Badiou (1999) la verdad nunca es subjetiva, pero depende de la 
situación concreta. Es una verdad contingente que tomamos como la “verdad” de “esa” situación o acontecimiento. Su simbolización es un saber sobre 
la situación que se pretende totalizadora, pero que nunca puede abarcar todo lo “real”. Como lo simbolizado solo puede ser dicho o mostrado, lo que no 
es simbolizado no es sabido y por lo tanto “es nada” desde el punto de vista del saber formal y consolidado. Simbolizar, cuando se aborda una imagen a 
partir de la palabra, es saber también que lo haremos incluyendo sus opacidades, sus velos, sus contradicciones y sus imposibilidades de tomarla en su 
totalidad. 

Incorporar estos límites permite construir una mirada disponible a la experiencia del encuentro entre la obra, su realizador y el espectador o 
analista, sin intenciones secundarias, sino solo haciendo honor a ese encuentro único e irrepetible. Esta perspectiva posee una doble entrada de 
lectura: del realizador a la obra y de la obra al espectador o analista. 

A su vez esta perspectiva también nos permite abordar una clave de lectura atravesada por el “espíritu de época”, o sea las características de la 
época y su relación con las ideologías hegemónicas del momento, las diversas estéticas, costumbres y actores sociales, prejuicios, creencias, y 
parámetros de lo que se considera aceptable o no socialmente (Burke, 2001). Este abordaje nos habilita a pensar la historia argentina desde un enfoque 
simbólico, valorando la comprensión de la subjetividad puesta en juego en el período que se está estudiando. 

A partir de 1970, la imagen colocada a la categoría de “nuevo objeto” es definitivamente incorporada al quehacer histórico dentro de los 
dominios de la “Nueva Historia” (Le Goff, 2005). (1) Uno de los responsables de esa incorporación fue Marc Ferro y el lugar que las imágenes y el cine 
ocupan en la obra del historiador. Para Ferro, las imágenes poseen una tensión que le es propia, trayendo elementos que viabilizan un análisis de la 
sociedad diversa, tanto respecto al poder como a las voces subalternas. En ese sentido, resulta tan importante lo que se ve como lo que no se ve en 
función de las decisiones que se tomaron para su producción de acuerdo a las condiciones de su época (Ferro, 1995). Las imágenes descubren secretos, 
máscaras, la trama inversa de la sociedad, algo de lo “no dicho” y que la imagen logra de alguna manera mostrar. 

El corpus seleccionado en este recorrido corresponde a fotografías cuya producción está fijada en cada período histórico señalado, de manera de 
poder extraer a través de su lectura, marcas de su época y la posibilidad de extender distintos niveles de análisis dando cuenta de las subjetividades y 
opacidades que la ponen en juego. La producción de sentido a partir de imágenes, lejos de “reflejar la realidad” o “representarla”, la construyen de 
determinada manera en distintos cruces entre lo ideológico y el poder. Siguiendo a Burke (2001), trabajar con las imágenes que se producen y circulan, 
permite recuperar el mundo que las hicieron posible y los condicionamientos que estas decisiones conllevan. En este punto hay que convenir que las 
imágenes no solo hablan de la sociedad que las produce, sino que manifiestan también maneras de ver esa sociedad y cómo quiere que sea vista. Por lo 
tanto, la cámara revela algo del funcionamiento de las estructuras de poder de cada momento de la sociedad e incluso dice más que lo que ella misma 
está dispuesta a mostrar. 

Esta óptica abre nuevos caminos de diálogo con el espectador o analista e incluso extrae sentidos más allá de la voluntad del creador. Estas 
lecturas pueden ocurrir en varios niveles, lo que permite encontrar concordancias y discordancias con la ideología dominante ayudando a develar lo 
latente por detrás de lo aparente, lo no visible a través de lo visible. 

Sin embargo, no es posible creer que la relación entre imagen e historia pueda ser dilucidada en términos dicotómicos. Tampoco es posible 
recuperar lo “no visible” a través de lo “visible”, lo latente en lo aparente o la “contrahistoria” en la lectura a simple “contrapelo de la Historia”. La 
“contrahistoria” es pasar el cepillo de la historia, dice Benjamin, “a contrapelo”. Es decir, en sentido contrario a las versiones oficiales para hacer 
aflorar los pasados vencidos. Se trata de mostrar cómo los conflictos históricos tienen distintas formas de contarlos donde se impone una, que no es la 
única posible ni la mejor. Es la versión de los vencedores, por lo que el “contrapelo de la historia” recuerda que otros pasados son posibles. 
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Para Walter Benjamin los pasados vencidos no son aniquilados, sino que fueron vencidos, pero se mantienen latentes y en cualquier momento 
pueden aflorar. En esa latencia, la imagen ocupa un lugar fundamental como un fuego que atraviesa, se lo proponga o no, las paredes de la historia 
como espacio de visibilidad que la convierte en un agente dinamizador de la conciencia histórica y del pasado (Benjamín, 2008). Desde esa aseveración, 
tomamos el uso de la imagen de manera que ella “hace la historia”, no la refleja, no la ilustra ni la representa, no contiene determinismos de última 
instancia ni es resultado de una solitaria imaginación. 

Cuando los historiadores utilizan imágenes suelen tratarlas como ilustraciones, referencia o complemento menor de interpretación. Sin embargo, 
la imagen posee un campo de sensibilidad propio que se entronca socialmente y que la convierte, no en mero reflejo, sino en objeto de conocimiento 
histórico y político que permite distintas aprehensiones de la dinámica social. Colocar a las imágenes como “objeto de conocimiento histórico” aporta, a 
partir de su lenguaje específico, una perspectiva suplementaria al material conceptual escrito. Una interpretación que puede realizarse no solo en 
función de las grandes estructuras sino también de poder dilucidar discontinuidades, detalles, gestos, aquellos que la imagen logra amplificar, detener 
e ir al rescate si estaban marginados o permanecían invisibles. 

Este texto utiliza la expresión “historia visual” o “historia en imágenes” sin la intención de tornarla en forma inequívoca y lineal. No podría serlo. 
Incluir imágenes en el significado de la historia implica reconocer su fuerza polisémica y admitir su multiplicidad de análisis y de lecturas deviniendo 
legible en relación con un sentido que no está en el objeto mismo sino que está por fuera, es decir, en criterios que deben desarrollarse a través de la 
palabra. 

Jacques Ranciére, en su libro El reparto de lo Sensible (2014), define que un régimen representativo de las artes es un régimen de pactos en 
diferentes niveles. Pacto entre un sujeto y los modos de representación de ese sujeto, pacto entre el modo de tratar a un determinado sujeto y los datos 
generales de la sensibilidad organizados a partir de un gusto determinado del público. Así, el régimen mimético es un régimen que se funda 
esencialmente sobre la idea que existen modos de expresión correspondientes a pensamientos y sentimientos que se expresan de una manera que 
resulta directamente inteligible. Puesto que lo real no puede ser concebido como una continuidad elemental de lo percibido, es preciso suponer que la 
“realidad” es necesariamente un recorte y una convención. La presencia de una imagen siempre supone complejidad, pero no porque sea 
necesariamente complicado su sentido sino por la variedad de ideas y ocultamientos que porta en su visibilidad. 

Agregamos también que la imagen es “política”, y aquí volvemos a tomar el punto de vista de Jacques Ranciére, La política es parte fundamental 
de lo sensible, definida esta como lo común de una comunidad, introduciendo sujetos y objetos nuevos o novedosos tornándolos visibles y audibles, que 
hasta ese momento no lo eran (Ranciére, 2014). Ese espacio de visibilidad que ocupa la imagen es resultado de una lucha por el sentido, una conquista 
por el “espacio sensible de visibilidad” que propone un compromiso con la perspectiva, con la puesta en escena y con la conformación de un punto de 
vista. El trabajo de la política, que inventa sujetos e introduce objetos nuevos, como así también, otra percepción de los datos comunes, es también un 
trabajo ficcional, siendo la relación entre la imagen y la política una relación entre dos maneras de producción ficcional. 

En síntesis, si solo lo simbolizado es lo que puede ser dicho, este espacio de visibilidad, en tanto lo decible, implica una lucha por el sentido. Esa 
disputa tendrá por objeto la búsqueda de alcanzar un grado de mayor libertad. 

La acción política y ética, nos habilita a decir que el nuevo modo de subjetivación social que emerge, permite la creación de figuras nuevas, 
explora sus tensiones y soporta la imposibilidad de captar la imagen en su totalidad, hasta que un nuevo acontecimiento subvierta este campo ficcional 
y permita una nueva simbolización, que siempre será contingente al igual que la verdad que lo sostiene. 


3. ¿Cómo leer una imagen? 


La imagen es un recorte, un enfoque que habla de quien la produjo, así como su interpretación habla de quien la lee. La imagen captura una 
verdad, tan efímera y contingente como fruto de toda construcción social que es producto del lenguaje que da cuenta de ella. 

Existen dos instancias de análisis: el primero es el análisis formal de la foto y la segunda, la intención y propósitos que le atribuimos al fotógrafo 
de acuerdo a estudio de sujetos y espacios contextualizados, según la época del registro y a la luz de lo que una interpretación actual puede permitir. 
Estas dos instancias que atañen al contenido de la imagen, el fotógrafo Cartier-Bresson, las analiza a partir del equilibrio de dos mundos, “el que está 
en nuestro interior y el que está afuera. Como el resultado de un proceso dialéctico constante, estos dos mundos llegan a conformar uno solo. Y este es 
el mundo que debemos comunicar” (Cartier-Bresson, 2003: s.n.). 

“Ese mundo a comunicar” del que habla Cartier-Bresson, oscila entre un campo objetivo de análisis y otro subjetivo, que si bien puede llegar a 
precisarse, abre el camino a la interpretación propia de acuerdo a un bagaje que puede ser tanto formal o informal generando la tensión que porta toda 
imagen según Ferro o al “reparto de lo sensible” que explica Ranciére. Por su parte, la tarea del fotógrafo también pendula entre un saber técnico y 
otro subjetivo, personal y político. En palabras de Cartier-Bresson: “Nosotros, mientras fotografiamos, inevitablemente emitimos juicio sobre lo que 
vemos, y esto implica una gran responsabilidad” (2003: s.n.). 

El análisis formal o técnico se centra en la relación entre la obra y el realizador y tiene tres niveles de análisis: compositivo (encuadre, 
perspectiva, proporción), técnico de la cámara (enfoque, apertura de diafragma, velocidad de obturación, profundidad de campo y balance de blancos) 
y narrativo: ¿Qué cuenta la fotografía? ¿Cuáles son los elementos narrativos más importantes? ¿Cuál era el propósito de la fotografía? ¿Es una 
fotografía espontánea o planificada? ¿En qué condiciones se tomó? ¿Qué transmite? ¿Qué historia cuenta? Dentro de este mismo campo formal puede 
incluirse: el nombre del autor, el título, la fecha de realización, ubicación, género fotográfico, técnica empleada, dimensiones. 

Estos rasgos permiten abrir una “segunda instancia” de análisis de la obra por parte del espectador o analista. Este análisis subjetivo se produce 
de acuerdo a una clave marcada por la relación entre la época en que es producida y en la que es leída. Allí se abre la brecha de la interpretación y el 
sentido no se cierra, se acumula, muta o se sintetiza de acuerdo a las capas de sentido que se suman y pueden derivar en la identificación de actores 
sociales, prácticas, legitimidades de acuerdo a qué mostrar, cómo y qué no, invisibilidades, estructuras de poder que la hicieron posible o la resistencia 
a ellas. 


4. Los primeros registros en Argentina 


La fotografía tiene su bautismo político en la historia argentina en la Guerra del Paraguay, que data por lo menos de 1865, inaugurando en la 
Argentina el carácter político de la imagen. “Ningún evento anterior tuvo semejante dimensión gráfica atendiendo a la necesidad de decir de otro modo 
cuando la letra parece insuficiente si no se acompaña por un dibujo, por un grabado o una fotografía” (Varela, 2017: 33). La necesidad de ver la guerra, 
las caras, los huesos y los cadáveres apilados, los generales con sus birretes, se tornó un asunto de Estado constituyendo a la Guerra del Paraguay 
como un hecho contado en imágenes las cuales demuestran el carácter histórico de la fotografía, sumada a su dimensión artística y política que 
también poseen. 

Estas imágenes como “Historia” configuran un ejemplo del potente y pregnante “espíritu de época” que portan y que puede interpretarse en el 
caso de las pioneras fotografías de esa guerra, la intención de instaurar una “memoria patriótica”. 

La impronta política de “contar guerras” con imágenes no fue nueva. Ya se había realizado en la Guerra de Crimea y la Guerra de Secesión y 
resultó un antecedente para que la casa montevideana Bate € Cía. al cumplirse el primer año de la Guerra de la Triple Alianza, decida enviar un equipo 
de fotógrafos al frente de batalla dirigidos por el operador uruguayo Esteban García. (2) Al regreso de estos, edita una carpeta con copias originales 
con el sugestivo título de La Guerra Ilustrada. (3) 

El conflicto militar fue denominado “Triple Alianza” por tratarse de una coalición formada por el Imperio del Brasil, Uruguay, y Argentina que 
luchó militarmente contra el Paraguay entre 1864 y 1870. De ahí que se la conoce como la Guerra contra el Paraguay, mojón fundamental en camino a 
la conformación del Estado Argentino. Esta guerra supuso el alineamiento político y económico de estos países con los intereses de Gran Bretaña, la 
definición de las fronteras y del territorio soberano de los Estados Nacionales en conformación, y la creación de un Ejército Nacional que luche 
defendiendo sus intereses ejerciendo una consecuente concentración de poder militar. 

Decíamos que fue una guerra que el Estado Argentino en formación decidió y promovió documentar a través de la imagen de distintas maneras. 
Así pueden verse variedad de litografías, xilografías y la prolífica producción pictórica de Cándido López (1840-1902), que se hallaba en su etapa de 
formación como artista cuando participó en la guerra como soldado. En el campo de batalla, pierde la mano derecha con la que pintaba pero logró 
educar la izquierda y en 1869 vuelve a pintar concentrándose en reflejar los campos de batalla y los campamentos de la Guerra del Paraguay. 

Teniendo en cuenta que la fotografía era un descubrimiento reciente resultaba muy atractivo para los jóvenes, como Cándido López quien se 
asoció con un fotógrafo francés para realizar retratos en daguerrotipo. Esa primera actividad debió influir en su forma de mirar como pintor en un 
sentido documental como puede verse en los planos generales de los cuadros que presentan un punto de vista desde una altura cenital, muy 
descriptiva. Desde esa perspectiva pueden verse varias acciones al mismo tiempo, hombres de ambos bandos pequeños frente a la naturaleza, su 
vestimenta militar, la disposición estratégica y entre todo, el horror de la guerra con soldados dando la vida por la delimitación de un territorio nacional 
y los intereses de una clase dominante que se alineaba a los ingleses para someter al Paraguay a su lógica imperial. 
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Se calcula que López pintó alrededor de cincuenta obras con esa temática. Gran cantidad de ese acervo es adquirido por Bartolomé Mitre en 
1887 en nombre del Poder Ejecutivo Nacional para que formen parte del patrimonio en guarda del Museo Histórico Nacional. Cándido López, en su 
carácter de testigo, protagonista y cronista de los acontecimientos con su pincel conjuga, según el crítico Romualdo Brughetti, la manera de actuar del 
artista como “un miniaturista iluminado por la pasión de los hechos a los que ha asistido” (Févre, 2000: 58). 


5. Análisis de una historia política en imágenes 


5. 1. El Modelo Agroexportador 


Avenida Alvear. Carruajes utilizados por las familias aristocráticas de Buenos Aires para dar un paseo por la ciudad. 1900. Colección César Gotta. Sociedad 
Fotográfica de Aficionado 


En tiempos del afianzamiento del Estado Nacional moderno, la fotografía se ocupa de publicitar las obras de gobiernos conservadores, su política 
internacional, la intensa vida social de sus miembros y la de huéspedes ilustres, además de promover y difundir la invención de una liturgia patria a 
través de actos públicos como el que puede observarse en la foto donde los carruajes se desplazan por Avenida Alvear en Buenos Aires, en el año 1900. 
De fondo los palacios componen la puesta en escena patricia con el desfile de los caballos, los atuendos de hombres y mujeres que con sus sombreros 
europeizados instalan en la imagen, un estilo político en el que todo se muestra controlado, los animales alineados, los carruajes adornados y la calle 
ordenada en función de un ideal superior de la elite representado por el Estado centralizado. En esta imagen podemos ver a la opulenta clase 
dominante favorecida por el modelo agroexportador, desfilando con aires europeos exhibiendo un perfil triunfal. Para legitimarse, esa burguesía 
terrateniente encuentra en las fotografías, un espejo donde mirarse como intérprete de un Estado moderno (los palacios, las calles, la luminaria, la 
vegetación controlada) y de un capitalismo internacional integrado. 


En estos actos, se congrega un público que a la manera de un coro acompaña sin conflicto el orden conservador y a la vez funde su pertenencia a una 
identidad superior, la nación argentina. No obstante, no todos parecen tener el mismo lugar en ese coro. Se percibe la contradicción de ese orden liberal 
conservador que abre sus puertas y forja una sociedad “civil” abierta, cosmopolita y moderna, y a la vez clausura el orden político, transmitiendo en las 
imágenes una mentalidad conservadora, darwinista, endogámica y excluyente (Marrone: 2003, 36). 


La idea de “identidad superior” de la elite está subrayada en la profundidad de campo de la fotografía, donde puede notarse el orden y la 
opulencia del desfile, los atavíos de los caballos y la disposición del espacio urbano. El caballo que se encuentra en el margen izquierdo casi saliendo de 
cuadro, le da movimiento a la imagen, el mismo movimiento abierto, pujante y moderno con la clase dominante desea ser vista como forma de 
dominación autoconfirmatoria interna, y a la vez, pretendiendo ser incluida en el el concierto internacional del mundo europeo. Del otro lado del 
modelo agroexportador, los sectores postergados del modelo, los invisibilizados de la fotografía: la mano de obra explotada. 

Sin embargo, en el mismo año de la imagen -1900- los obreros se organizan: “Por las ocho horas de trabajo, ocho de instrucción y ocho de 
descanso”. Esta consigna tiene una fundamentación socialista, un sustento teórico explicado por Carlos Marx en El Capital (2000). En esa obra explica 
que una vez adquirida la fuerza de trabajo, el capital busca explotarla al máximo y el mayor tiempo posible, mientras el obrero intenta lo contrario. 
Será la lucha de clases, entre la burguesía agroexportadora y los trabajadores, la que, en su contradicción y profundización, llevará a dirimir en forma 
temporaria, la cantidad de horas de trabajo de la jornada laboral. La lucha seguirá y se profundizará en los años siguientes en la Argentina. (4) 
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5.2. El radicalismo y la Reforma Universitaria 


E 


Estudiantes cordobeses izando la bandera argentina, en el antiguo edificio de la Universidad de Córdoba. 1918. Sin datos de autor / Archivo General de la Nación 


La Ley General de Elecciones, conocida como Ley Sáenz Peña, sancionada en 1912, estableció el voto secreto y obligatorio a través de la 
confección de un padrón electoral, exclusivo para nativos argentinos y naturalizados masculinos y mayores de 18 años, permite que en las elecciones de 
1916, gane la presidencia Hipólito Yrigoyen con el Partido Unión Cívica Radical. La Reforma Universitaria de 1918 halla en ese gobierno, el marco 
propicio en función de favorecer a las clases medias que en parte representaba promoviendo la idea de Movilidad Social a través de la educación. 

En la imagen pueden verse hombres jóvenes con traje, corbata y sombreros, bien vestidos, reivindicando el derecho a ingresar a la universidad, 
subiéndose al techo del edificio para izar la bandera argentina. 

La composición de la imagen, realizada a partir de la Proporción Áurea, (5) marca una horizontal con una leve inclinación a la izquierda. El techo 
no será más que el soporte de del relato que se muestra sobre él. Si trazamos una línea imaginaria, a la derecha de la foto, que va desde la cabeza del 
sombrero del hombre más cercano a la bandera, pasando por el que está a su lado y el que está subiendo, conforman una diagonal que acentúa y obliga 
que la mirada llegue rápidamente hacia el mástil. Esta aguda diagonal logra sobredimensionar el acto de izar la insignia, sumado a la vertical casi en el 
centro de la imagen, que sostiene la composición y tensa la bandera hacia el cielo. A la izquierda la diagonal se traza por encima de la cabeza de dos 
hombres: uno al lado del escudo y otro parado más lejos. Esta diagonal confluye en el gorro frigio del alto relieve, símbolo de la libertad. Esa carga de 
sentido, sostenida por el recorte donde apenas se ve la parte inferior del techo, enfatiza el alto relieve del escudo y las siluetas, conformando una figura 
triangular cuyo vértice superior es la punta del mástil. 

La bandera argentina en la cúspide del triángulo jerarquiza la nueva posición de la Universidad reivindicando una forma de identidad nacional, 
posiblemente para diferenciarse de sus padres inmigrantes. Los hombres que pueden verse en la foto, rodean el frente de la Universidad 
protagonizando una acción rebelde, resolutiva, enarbolando un estandarte que simboliza una forma de integración argentina, a la vez que representa 
un acto de fundación. Una “cita histórica” que da inicio a una nueva concepción de una universidad que desde 1918, se torna un lugar de identidad y 
pertenencia. (6) 


This document is available free of charge on Óó studocu 


Downloaded by Blastar 00 (defusitaGWgmail.com) 


5.3. El 17 de octubre 
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“Las Patas en la Fuente” 
Imagen publicada por el diario Clarín el 18 de octubre de 1945. Sin datos de autor 


El 9 de octubre de 1945 el Gral. Avalos, quien tenía a cargo el Regimiento de Campo de Mayo, le pide al presidente Gral. Farrell (1944-1946) la 
renuncia del Coronel Perón, vicepresidente de la Nación. El 12 de octubre, luego de renunciar a su cargo, Perón es encarcelado en la Isla Martín 
García, porque de acuerdo a los dichos de Farrell, su vida corría peligro (Galasso, 2005). La CGT llama a un paro general para el día 18 de octubre, 
pero ante la impaciencia popular y la fuerte decisión de los líderes sindicales de base, se produce el 17 de octubre. Una jornada histórica que se llevará 
a cabo en la Plaza de Mayo, por una muchedumbre vigorosa y decidida a que el Coronel sea liberado. 

En la fotografía publicada al otro día en el diario Clarín, puede verse cómo los trabajadores, serenos y en una jornada de calor, se refrescan en 
una de las fuentes de la Plaza de Mayo. La alusión a la “patas” es un desplazamiento de sentido respecto a la clase social a la que pertenecen, 
denominada despectivamente por la clase dominante de manera racista como si fueran animales. No son pies, son “patas”. En el borde, un grupo de 
jóvenes están sentados de espaldas, uno de ellos tiene sus pantalones arremangados hasta la rodilla y ha metido sus pies en el agua como todos los que 
están en la escena. En el vertedero de la fuente se ve a un grupo de niños que pareciera buscar agua para beber. Sobre el otro borde se ve a más gente 
refrescándose y más allá una multitud, que está atenta a lo que sucede en la Casa Rosada. 

El 17 de octubre de 1945 el calor fue agobiante, según contaron Armando Ponce y Juan Molina, dos de los hombres que se ven en la imagen. El 
primero está de camiseta blanca y a su lado está Molina con su hermano mayor. Ambos están mirando para el mismo lado. Los nombres de estos 
hombres se conocen por Fermín Chávez, historiador y biógrafo de Perón, que investiga y descubre que uno de los que aparece en la imagen es Juan 
Molina, quien luego sería dirigente del gremio de la sanidad. En la fotografía tiene apenas 17 años. Sobre ese día Molina recuerda: “El 17 hicimos 
huelga. Trabajaba en una fábrica de aguas gaseosas con mi hermano mayor. Los dos tomamos el tren en Caseros, nos bajamos en Palermo, y fuimos 
caminando desde ahí por la avenida Santa Fe hacia la Plaza. Por todos lados se veían pañuelos blancos y banderas argentinas. Cantábamos “La patria 
sin Perón es un barco sin timón”, y caminábamos. Llegamos a Plaza de Mayo como a las cinco de la tarde, hacía calor y no había agua en los bebederos. 
La foto la deben haber tomado a esa hora” (Chávez, 1984: 12). 

La figura ovalada que dibujan las espaldas y la propia fuente en la imagen, refuerzan la idea de reunión, de encuentro y de comunión. El 
amontonamiento de los chicos en el vertedero, más los hombres y mujeres a lo lejos, casi todos de espaldas, sumado a un hombre que sostiene la 
bandera argentina, terminan de componer el cuadro. Todo parece expectativa e incertidumbre. 

Alo lejos, a la derecha, algunas personas se han subido al monumento de Manuel Belgrano a la espera de una decisión. Parecería que quisieran 
estar más cerca de la reunión que se estaría, posiblemente, llevando a cabo dentro de la Casa Rosada. 

Casi en el centro de la foto, puede verse el agua de la fuente que toma gran parte de la composición. Es el lugar del “silencio”, donde la mirada 
descansa, permitiendo al espectador valorar y acentuar las escenas que la circundan y realizar el contrapeso en la composición y el equilibrio de la 
imagen. (7) 
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5.4. Bombardean Buenos Aires. El rol de las Fuerzas Armadas 


Bombardeo de Plaza de Mayo. 1955. Tapa de la Revista “Ahora” del 19 de Agosto de 1964/ Archivo General de la Nación. Sin datos de autor. 


El 16 de junio de 1955, los aviones de la Marina quieren matar a Perón y derrocar su gobierno. Para lograrlo bombardean la Plaza de Mayo al 
mediodía, matando más de trescientas personas que pasaban caminando. Mientras las bombas atruenan el espacio “por Radio Mitre los insurrectos 
logran emitir una proclama anunciando: ¡El tirano ha muerto! Nuestra patria desde hoy es libre. ¡Dios sea loado!” (Galasso, 2005: 690). 

En la fotografía puede verse la devastación producto del bombardeo. Los cuerpos calcinados y la desesperación de un hombre corriendo, que se 
ve de espaldas vestido con ropa civil. La figura que se encuentra en el centro de la escena, casi impide que la mirada se dirija hacia otro punto. Es tan 
impactante que da la sensación que el hombre corre casi sin tocar el suelo. El fondo de la imagen, la humareda hacia donde se dirige, acrecienta el 
dramatismo del acontecimiento, como si una bomba acabara de caer. Esa humareda es el telón de fondo en el cual se diluye la mirada. 

La virulencia que se desprende de la fotografía, parece un escenario de guerra resultando un antecedente de los tiempos por venir. Buenos Aires 
fue la primera capital de Sudamérica en ser bombardeada por sus propias Fuerzas Armadas cuyos aviones atacantes, punta de lanza de un alzamiento 
en varios puntos del país, llevaban en sus colas una “V” y una cruz que señalaban “Cristo Vence”. Este signo sellaba la unión entre los militares y la 
casta eclesiástica, relación que se mantiene en las décadas siguientes, principalmente en el golpe militar de Onganía en 1966 con un plan represor y 
autoritario, y que se repite en 1976. (8) 
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5.5. El Rosariazo 


Calle Mitre y 9 de julio en la ciudad de Rosario. Septiembre 1969. 
Imagen: Carlos Saldi. 


Paradójicamente, el gobierno militar de Onganía, (1966-1970) que pensaba durar veinte años en base a proscripción, persecución política y 
represión, en mayo de 1969, a menos de tres años de asumir, encuentra su límite con la manifestación obrera estudiantil conocida como “Cordobazo”, 
realizada en la ciudad de Córdoba el 29 y 30 de mayo. Estas manifestaciones se fueron extendiendo en todo país, como en Rosario o Tucumán en gestas 
conocidas como el “Rosariazo” o “Tucumanazo”, y que obligaron a poner fin al gobierno de facto de Onganía. 

La fotografía corresponde al “Rosariazo” de septiembre de 1969. En la imagen una mujer lleva una viga, un palo largo de madera mientras corre 
a la manifestación o para sumarse a la barricada. El eje horizontal acompaña la fuerza ascendente de la viga, la impulsa, mientras las piernas de la 
mujer -la única que corre dirigiéndose al centro de la imagen- le brinda movimiento y determinación en el acto que está llevando a cabo. Con los 
maderos que se van juntando en la esquina se adivina la barricada. Los negocios tienen las cortinas bajas: la actividad laboral y el ritmo como cualquier 
día de trabajo, está suspendido. Dos personas observan la situación desde un balcón ubicado en la esquina de la calle. El resto de los personajes, 
además de la mujer con la viga, son jóvenes -presumiblemente estudiantes y/o trabajadores- dirigiéndose a distintos ritmos para el mismo costado. 
Solamente dos hombres parecen caminar tranquilamente hacia el lado contrario como si estuvieran regresando. Estas dos figuras otorgan naturalidad a 
la escena al tiempo que la complejizan recordando la variedad de posiciones políticas y sindicales que abrigaron el paro y las manifestaciones. 

Esta imagen, tiene una profunda plasticidad en base al movimiento y la increíble decisión que la chica tiene al llevar la viga en la mano. Para 
Cartier-Bresson, el fotógrafo trabaja “en unicidad con el movimiento, como algo premonitorio de la manera en que la vida misma se desarrolla y mueve. 
Pero dentro del movimiento hay un momento en el cual los elementos que se mueven logran un equilibrio. La fotografía logra captar ese movimiento y 
conservar estático el equilibrio” (Cartier-Bresson, 2003: s.n.). (9) 


5.6. El Terrorismo de Estado 


30 de marzo de 1982. Buenos Aires. Fotografía: Daniel García 
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El terrorismo de Estado en Argentina fue llevado a cabo por la última dictadura cívico-militar-eclesiástica autodenominada “Proceso de 
Reorganización Nacional”, que gobernó desde el 24 de marzo de 1976 hasta la restauración de la democracia en 1983, como parte de la Operación 
Cóndor. Durante este tiempo el Estado realizó un régimen de represión ilegal, violencia indiscriminada, persecuciones, tortura sistematizada, 
desaparición forzada de personas, manipulación de la información y demás formas de terrorismo de Estado para instalar un plan de política económica 
liberal. 

El 30 de marzo de 1982, la CGT Brasil, una de las dos centrales en que se dividía el movimiento obrero, convoca a una movilización a Plaza de 
Mayo. En un clima de creciente descontento obrero y popular, la central dirigida por el cervecero Saúl Ubaldini motoriza la protesta junto con otros 
dirigentes y desafía a la dictadura por la vigencia del estado de sitio y las amenazas que a diario se hacía desde organismos oficiales. 

En la fotografía vemos a un joven desparramado, indefenso, tomado por dos militares, escoltado por otros más a los costados. La evidencia de 
distintos tipo de armas y el despliegue desproporcionado frente a una persona desarmada, hace temer por la integridad física vulnerada del joven. 

Las sombras que se dibujan en el piso desprendidas de las siluetas, determinan que la acción sucede a plena luz del día, hecho que reafirma que 
la represión era también una forma de disciplinamiento destinado a toda la población. Puede verse a una señora que asoma en el margen izquierdo de 
la imagen, siendo, posiblemente, una testigo casual sin poder determinar, por su rostro, desagrado o aprobación. 

Las piernas y los torsos de los hombres reenmarcan al joven tirado en el suelo. Los brazos de los militares, acompañados por sus piernas que se 
dirigen decididos hacia al lado derecho, se enlazan con los del detenido y brindan fluidez a la imagen. La contorsión de la espalda del muchacho frente 
a la rigidez de las armas, de los militares y las botas, otorgan sensibilidad a la imagen. El cuerpo del joven tiene un dramatismo difícil de explicar, 
acentuado por la curvación que impera en su postura. Aquí nos encontramos con el límite de la palabra, dado que el dolor y la desarticulación del 
cuerpo totalmente desprovisto de fuerza y decisión, nos enfrenta con aquello del orden de lo indecible. (10) 


5.7. La incipiente democracia 


Una escena del Juicio a las Juntas Militares. 30 de marzo de 1985. 
Imagen: Daniel Muzio 


Cuando asume Alfonsín el 10 de diciembre de 1983, los organismos de Derechos Humanos exigieron que los militares fueran juzgados por los 
delitos cometidos. Dos días después de asumir, el presidente radical crea la Comisión Nacional sobre la Desaparición de Personas (CONADEP) con el 
objetivo de investigar las reiteradas y planificadas violaciones a los derechos humanos durante el período del Terrorismo de Estado en las décadas de 
los años setenta y ochenta. Esta comisión conformada exclusivamente para indagar sobre el destino de los desaparecidos, recibió miles de 
declaraciones y testimonios verificando la existencia de cientos de lugares clandestinos de detención en todo el país. 

Esta certeza condujo a las organizaciones de Derechos Humanos a pedir juicios civiles para juzgar crímenes realizados por militares y produjo un 
hecho inédito en el mundo: que Alfonsín decidiera que fuera la justicia regular y no un tribunal ad hoc, el que juzgara a los militares responsables de la 
violación a los derechos humanos. Por lo tanto, en 1985 se lleva a cabo el proceso judicial, realizado por la justicia civil ordinaria, (11) de los 
integrantes de las tres Juntas Militares de la dictadura, autodenominada Proceso de Reorganización Nacional, conocido como “Juicio a las Juntas 
Militares”. 

En un principio se prohibió el ingreso de fotógrafos y camarógrafos a la sala donde se desarrollaba el Juicio a las Juntas. Luego se permitió el 
ingreso de dos: Daniel Muzio y Eduardo Longoni. La fotografía de Muzio fue tomada el 30 de marzo y dio vuelta al mundo volviéndose una de las tantas 
emblemáticas del acontecimiento. El testimonio del fotógrafo cuenta cómo pudo resolver la toma frente a las limitaciones de espacio, a las restricciones 
de tiempo y lugar y a la espera luego de agotadoras jornadas. 

Muzio relata en 2010: “Fueron muchos meses de jornadas muy largas y realmente no había mucho para fotografiar, los espacios eran muy 
reducidos, los testigos se podían fotografiar solo cuando entraban o cuando salían, lo mismo los excomandantes (...). Cuando tomé esta foto, no tomé 
conciencia de lo que pasaba. La jornada había comenzado a las 15:00 y eran cerca de las 5:00 de la mañana cuando el científico Snow les explicaba a 
los jueces cómo podían identificar cadáveres (...). A mí me parece que la imagen es muy fuerte, estamos hablando de un juicio donde se juzgó 
desapariciones, torturas. El cráneo en este ambiente de penumbra, con los jueces, da una sensación como que resuelve un poco la historia del juicio” 
(Muzio, 2010: s.n.). 

El clima de la fotografía es denso, solemne. Los cuatro personajes, los del tribunal y el antropólogo estadounidense Clyde Snow que está 
declarando, miran fijamente el cráneo de la pantalla: es la imagen de la muerte. Una muerte violenta a juzgar por los rostros o por la actitud de casi 
taparse los ojos del juez que se encuentra en el medio. Los cadáveres hablan y esa imagen es prueba de un crimen y al mismo tiempo es el retrato de 
una víctima. Una muerte que se creía anónima y que los militares juzgados creen que quedarían impunes. La calavera simbolizada de una persona 
muerta, componen un contrapunto con las cuatro cabezas que la acompañan. El alineamiento de cráneos, mostrando casi el mismo perfil hace predecir 
que los vivos acompañarán el destino de los muertos: se hará justicia. 

La sentencia dictada el 9 de diciembre de 1985 condenó a cinco de los militares acusados y absolvió a cuatro. Videla y Massera fueron 
condenados a reclusión perpetua con destitución. Viola fue condenado a diecisiete años de prisión, Lambruschini a ocho años y Agosti a cuatro años y 
seis meses de prisión; todos con destitución. Graffigna, Galtieri, Lami Dozo y Anaya fueron absueltos. El tribunal consideró que las juntas militares 
habían elaborado un sistema ilícito para reprimir a “la subversión” (sic) que llevó a que se cometieran “gran número de delitos de privación ilegal de la 
libertad, a la aplicación de tormentos y a homicidios”, garantizando su impunidad. 

El fotógrafo Muzio estuvo el día de la sentencia y su testimonio evidencia su involucramiento y los dilemas que rodean la escena histórica: “El día 
de la sentencia fue un día bastante raro, porque si bien uno estaba trabajando tratando de documentar una historia, lo que me pasó personalmente fue 
que me embargó una emoción increíble cuando el juez dictó la sentencia. El público estalló en festejos y realmente no podías no conmoverte después de 
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haber estado ahí tantos meses escuchando testimonios, muchos terribles, terribles, realmente terribles. Fue increíble haber estado en ese lugar. (...) El 
público se levantó de las butacas y comenzó a aplaudir. Yo perdí el control de lo que estaba haciendo, si yo estaba documentando o era parte del 
público, fue muy fuerte” (Muzio, 2010: s.n). (12) 


5.8. Los años noventa 


Viejo vagón de carga radiado en la estación Ignacio Correas. Ferrocarriles Argentinos. 16 de octubre de 2006. Sin datos de autor. Archivo Provincia de Buenos 
Aires 


El modelo económico de Alfonsín fracasa estrepitosamente con un período de hiperinflación antes y después de las elecciones de mayo de 1989, 
situación que lo lleva a tener que traspasar precozmente el poder presidencial a Carlos Menem, el candidato peronista que había ganado en las urnas 
prometiendo “Salariazo” y “Revolución Productiva”. 

El mundo estaba cambiando drásticamente con la caída del Muro de Berlín, la llegada de la globalización, el fortalecimiento de EE.UU. y un 
mercado internacional más grande e integrado. En ese nuevo contexto, el gobierno de Menem (1989-1999) olvida sus promesas de campaña optando 
por un modelo neoliberal, orientado a una política económica de endeudamiento y de achicamiento del Estado. En ese sentido, una de las primeras 
medidas de gobierno fue la sanción de Ley de Reforma del Estado, conocida como “Ley Dromi”, por el Ministro de Infraestructura que la lleva a cabo, 
decreto que autorizaba al presidente a proceder con la privatización de un gran número de empresas estatales y a la fusión y disolución de diversos 
entes públicos. 

La fotografía data de 2006 resultado del abandono de los vagones y del cierre de Ferrocarriles Argentinos, creada en 1948, durante la primera 
presidencia de Juan Domingo Perón, cuando las empresas ferroviarias privadas fueron nacionalizadas llegando a tener 48.000 kilómetros de vías. 

En 1991, en el gobierno de Menem, Ferrocarriles Argentinos se fue licitando hasta que en 1993 los servicios de Ferrocarriles Argentinos fueron 
segmentados y concesionados a empresas privadas o cancelados definitivamente. 

El proceso de privatización de empresas del Estado fue impulsada por la UCeDe, partido liberal aliado al gobierno menemista, cuyo líder Álvaro 
Alsogaray sostenía que “Achicar el Estado es agrandar la Nación”. Este decreto-ley suponía privatizar los servicios públicos, juzgados como deficitarios, 
llevar adelante una reforma educativa y en 1992, privatizar YPF y el sistema jubilatorio. 

En la primera fase, se procedió a la privatización de los ferrocarriles o al cierre de ramales y acortamiento de frecuencias. Este plan, aisló 
pueblos -como Ignacio Correas, donde se ubica la fotografía- y ciudades, diseñando un entramado de trasporte todavía más centralizado en la ciudad 
de Buenos Aires, acompañado con una sentencia: “Ramal que para, ramal que cierra”, palabras del presidente que confirma que el proyecto de 
privatizaciones llevado a cabo en la Argentina en los años noventa, tenía por objetivo hacer funcionar solo las unidades productivas que obtuvieran 
ganancias directas y garantizadas a los sectores privados. 

Las líneas horizontales que dominan la imagen, como la dominante que va desde el ángulo superior izquierdo, sigue un orden descendente, igual 
que la economía de los años noventa con el aumento de la desocupación y la destrucción de la industria nacional, simbolizada en los ferrocarriles. La 
imagen roída de las carcasas, se subraya en el descascaramiento de las palabras “Ferrocarriles” y sobre todo “Argentinos” lo que subraya la política 
económica de los años noventa que colocó a las privatizaciones y el ingreso de capitales extranjeros y financieros como los principales beneficiados del 
sistema. El abandono general del vagón, condensa el cierre de las fábricas que en la década del cuarenta, la hicieron posible, como la industria 
metalúrgica y siderúrgica, motor de la industria nacional. (13) 


Downloaded by Blastar 00 (defusita(Wgmail.com) 


5.9. La Gran Crisis 


Calle Diagonal Norte. 20 de diciembre de 2001. Imagen: Enrique García Medina. Diario Página 12 


En 1999 terminan diez años de gobierno de Menem (1989-1999) y asume la presidencia Fernando De la Rúa (1999-2001) prometiendo honestidad 
en la gestión, pero manteniendo el modelo económico sustentado en la Ley de Convertibilidad, 1 dólar igual a 1 peso. El modelo había comenzado a dar 
fallas varios años antes, con las privatizaciones y la precarización laboral. Las primeras manifestaciones se produjeron lejos de Buenos Aires: en 1996 
en Cutral-Có, Zapala y Plaza Huincul y al año siguiente en General Mosconi en Jujuy. Las puebladas se organizaron para reclamar por los despidos 
masivos luego de la privatización de las empresas públicas de petróleo y gas natural, YPF y Gas del Estado, generando una situación general de 
pobreza y desocupación masivas en esas ciudades. En esa oportunidad, ocurrieron los primeros cortes de ruta que dieron identidad a los recientes 
desocupados reclamando por trabajo, denominándose “piqueteros”. 

La situación se fue agravando hasta que estalla en diciembre de 2001, con una crisis política, económica, social e institucional sin precedentes. El 
desencadenante inmediato de la crisis fue la imposición del “Corralito”, una disposición del Gobierno que restringía la extracción de dinero en efectivo 
de los bancos, diseñada por el entonces ministro de Economía Domingo Cavallo. La revuelta se generalizó el 19 de diciembre de 2001, inmediatamente 
después de que el presidente estableciera el estado de sitio, causando su renuncia al día siguiente. 

El 20 de diciembre culminó con treinta y nueve muertos y más de doscientos heridos a causa de la represión policial (14) y con De la Rúa 
retirándose de Casa Rosada en helicóptero, dando lugar a un período de inestabilidad política durante el cual cinco funcionarios ejercieron la 
Presidencia de la Nación. En la calle, se escuchaba “¡Que se vayan todos!, que no quede ni uno solo”. El 1” de enero del 2002, asume el senador 
Eduardo Duhalde, hombre del Partido Justicialista que acumulaba cierto poder por haber sido candidato a presidente, derrotado en las urnas por De la 
Rúa. 

La fotografía que se analiza en este apartado apareció en el diario Página 12 ilustrando los acontecimientos del 20 de diciembre del 2001. El 
centro de Buenos Aires parece un escenario de guerra. La imagen del muchacho con su torso desnudo y parte de su cara tapada, lanza una piedra la 
cual sigue atentamente con su mirada y que puede observarse sobre la imagen del Obelisco. Su actitud decidida sostiene la centralidad de la 
composición. 

A la derecha otro hombre mira los escombros que se incendian en medio del caos reinante con los antiguos edificios operando de telón de fondo. 
La humareda, producto del incendio y los gases lacrimógenos, completan la escena. A la izquierda otro hombre parado con actitud desafiante, 
acompaña la situación. Los semáforos siguen funcionando, indiferentes a los acontecimientos. La foto está realizada con una leve inclinación hacia la 
izquierda, lo que genera que el Obelisco, ícono de Buenos Aires, se encuentre también torcido. Una perspicacia del fotógrafo, quizás, porque algo no 
está en su lugar, algo se cae... y nunca más volverá a ser lo mismo. 

En el párrafo siguiente transcribimos una parte del testimonio del fotógrafo Enrique García Medina brindado a la Revista Crítica sobre la 
experiencia vivida en ese día: “Cuando sentís que la cosa es histórica, se te pone la piel de gallina, ¿viste? ¿Viste cómo es? ¿Viste cómo se te mueve el 
cuerpo? Estás emocionado. Laburando, sí, pero con unas ganas... ¿Viste que en los momentos históricos la gente camina por las calles? Y vos estás 
ahí... es como participar de la Historia en cierta forma, ¿viste? Yo la vi, yo la vi a la foto. La vi porque me dispararon. Ese día, me tiraron tres balazos de 
goma. Uno fue un segundo antes de la foto. En vez de asustarme, me dio más valentía. Al cana le dije: “Sorete'. Y seguí. (...) Pero no me pudieron parar. 
Y ahí hice la foto histórica, la foto Ícono”, como dicen mis compañeros”. (15) 


5.10. ¡Son 30.000! 


24 de marzo de 2019. Fotografía: María Horton. Colección privada 


En esta foto puede verse a la mujer con su cabeza cubierta con un pañuelo blanco y un prendedor con el rostro de su hijo desaparecido colgado 
en la solapa de su tapado, cerca del pecho. Es una Madre de Plaza de Mayo en una manifestación conmemorando otro aniversario del Golpe Militar, el 
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24 de marzo de 2019. 

Las Madres de la Plaza de Mayo comenzaron a reunirse el sábado 30 de abril de 1977 para pedir información al gobierno militar sobre el 
paradero de sus hijos desaparecidos. Cuando se celebraba el Mundial del Fútbol en la Argentina en 1978, periodistas deportivos extranjeros que 
cubrían el evento, principalmente italianos y holandeses, divulgaron la existencia de un grupo de madres que pedían saber por sus hijos, si estaban 
detenidos, si estaba asentada su detención y de qué se los acusaba. A partir de entonces, las Madres de Plaza de Mayo mantienen un lugar privilegiado 
en la lucha por los Derechos Humanos y el 24 de marzo en el 2005, durante la gestión del presidente Néstor Kirchner (2003-2007), se impulsó desde el 
mismo Poder Ejecutivo Nacional que la fecha se convirtiera en un día no laborable, feriado e inamovible. 

El centro de la imagen contiene el rostro de la mujer, casi sostenido por su mano y por una mirada profunda y larga que va más allá de ella 
misma. Su mirada transciende la materialidad, la masa de cuerpos que se adivina que la rodea. Es una mirada alzada, sin miedo, que suma lucha en la 
trazabilidad de sus ojos. En ella puede verse el futuro y la determinación de la historia que la precede, el enfrentamiento al gobierno militar en tiempos 
de dictadura y la búsqueda de verdad y justicia en tiempos de democracia. Manos rodean su figura, la de dos hombres, otra que se cuela y la suya. 
Están reposadas pero son señal de acción, de trabajo y del poder que potencialmente reúnen. 

Por último, la fotografía está reforzada por un cartel de fondo blanco: “Son 30.000” y hace referencia a la cantidad de desaparecidos en la última 
dictadura. Esa cifra conjuga una posición común de todos los organismos de Derechos Humanos, más firme aún desde que distintos sectores políticos 
que han buscado relativizar el horror eligiendo como vía el cuestionamiento a esa cifra. Algunos como provocación, e incluso otros ciudadanos se 
preguntan: ¿si hay alrededor de 8.000 casos comprobados, por qué se sigue hablando de 30.000? Más allá que en la Carta Abierta a las Juntas Militares 
escrita el 24 de marzo de 1977 por Rodolfo Walsh habla de quince mil desaparecidos, (16) y del reconocimiento de la propia dictadura que hasta 1978 
admitía que llevaba desaparecidas 22.000 personas, existe otra razón por la cual aquella estimación inicial de 30.000 continúa vigente. 

En el programa “Va de vuelta” de Radio Nacional, el escritor Martín Kohan explicó las razones: “La discusión no es entre 8.000 casos probados y 
30.000 casos no probados. A mi criterio, lo que la cifra 30.000 expresa es que no hay pruebas porque el Estado no da la información respecto de lo que 
pasó. La represión fue clandestina y fue ilegal, no pasó por ningún sistema judicial, fue tan clandestina como los centros clandestinos de represión y de 
tortura. Y la cifra de 30.000 expresa que no sabemos exactamente cuántos fueron porque el Estado ilegal, que reprimió clandestinamente, no abre los 
archivos, no da la información de dónde están los desaparecidos ni la información de dónde están los nietos secuestrados”. 

A la clandestinidad de la represión y el hecho de no revelar dónde estaban los cuerpos de los desaparecidos mientras los familiares los siguen 
buscando hasta hoy, se responde con la cifra 30.000, simbólica, y que resulta una denuncia y expresa la información fehaciente que no se tiene, 
situación que acentúa el carácter criminal e ilegal de la dictadura. 

Continúa Kohan: “Entonces la cifra total de desaparecidos hay que postularla, no probarla en términos de una prueba de comprobación empírica. 
No hay comprobación empírica porque la represión fue clandestina. Situarte en 8.000 casos es suprimir la dimensión clandestina e ilegal de la 
represión. Como si contáramos con toda la información. Es entrar en la lógica perversa de la dictadura que es “¿te enteraste de 8.0007, ¿pudiste probar 
8.0007, entonces hay 8.000”. No, pude probar 8.000 y sabemos que hay miedo a denunciar, miedo a represalias” (Kohan, 2017: s.n.). (17) 
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1. La Nueva Historia, “Nouvelle Histoire”, es la corriente historiográfica puesta en marcha por Jacques Le Goff y Pierre Nora, de la Escuela de los Annales francesa, 
aparecida en los años 1970. La Nueva Historia apunta a una “historia de las mentalidades”, es decir de las representaciones colectivas y de las estructuras mentales de 
las sociedades. 


2. Dicho trabajo se conserva en la Biblioteca Nacional del Uruguay en una impecable colección de copias originales -contactos de placas de 24 x 30 cm- en un registro 
carente de condicionamientos donde la posible simpatía del autor hacia los ejércitos aliados no trasciende en las imágenes y llega a convertirse en un testimonio cruel 
de los hechos. 


3. La Guerra Ilustrada incluye títulos como “Las ruinas de Itapurú”, “El mangrullo”, “Prisioneros paraguayos”, imágenes tomadas por Venancio Flores, junto con 
“Montón de cadáveres paraguayos”, “Tiradores cearenses en guerrilla”, “El boquerón” -escena del combate del 18 de julio-, “Una familia de indios pampas”, “General 
(Bartolomé) Mitre con su estado mayor”, “Un bosque en Numanú” -campo de la muerte- y “Fogón en el campamento” (Becquer Casaballe, 1986). 


4. Para el análisis de este período histórico remitirse al Capítulo 2. 


5. La proporción áurea también denominada la divina proporción o n* de oro, se trata de un número que fue descubierto en la antigúedad, se supone por los egipcios. 
Esta proporción se encuentra tanto en algunas figuras geométricas como en la naturaleza en elementos tales como caracolas, nervaduras de las hojas de algunos 
árboles, el grosor de las ramas, etcétera. Un rectángulo en las proporciones perfectas tiene la particularidad de que si se quita un cuadrado, la parte restante de ese 
rectángulo, vuelve a tener proporciones perfectas y así indefinidamente. Todos los rectángulos tienen las mismas proporciones. Para más información consultar 
Panofsky (2008). 


Fue utilizada por los griegos (como por ejemplo en el Partenón) y por los romanos. En el Renacimiento, Leonardo Da Vinci realiza El Hombre Vitruvio, un estudio de las 
proporciones ideales del cuerpo humano. Su famoso dibujo es acompañado de notas anatómicas que Leonardo realizó alrededor de 1490. 


Se atribuye un carácter estéticamente armónico a los objetos que guardan las medidas de la divina proporción. 
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Se la utiliza en distintas disciplinas como la arquitectura, la pintura, la escultura y la música, como así también el fotografía y diseños de todo tipo. 
6. Para el análisis de este período histórico remitirse al Capítulo 3. 

7. Para el análisis de este período histórico remitirse al Capítulo 5. 

8. Para el análisis de este período histórico remitirse al Capítulo 6. 

9. Para el análisis de este período histórico remitirse al Capítulo 7. 

10. Para el análisis de este período histórico remitirse a los Capítulos 8 y 9. 

11. El tribunal que juzgó a los militares fue la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal de la Capital Federal. 

12. Para el análisis de este período histórico remitirse al Capítulo 9. 

13. Para el análisis de este período histórico remitirse al Capítulo 9. 


14, Archivo de casos de Personas Asesinadas por el Aparato Represivo Estatal en Democracia (2002). Los muertos de 2001. Recuperado de: 
http://archivodecasos.com.ar/archivo/los-muertos-de-2001/. 


15. Para el análisis de este período histórico remitirse al Capítulo 9. 


16. En el apartado 2 de la Carta Abierta dice “Quince mil desaparecidos, diez mil presos, cuatro mil muertos, decenas de miles de desterrados son la cifra desnuda de 
ese terror”. 


17. Para el análisis de este período histórico remitirse al Capítulo 9 y 11. 
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Capítulo XIV. 


La Mujer en la Historia Argentina 


María Victoria Figueroa y Gustavo Ceballos Argañaraz 


“La Aljaba ha sido provocada; la paciencia no se compra en la vereda ancha” (La Aljaba, 1831: 100) 


1. Introducción 


Las huellas sobre los orígenes de los derechos de las mujeres en la Argentina y su evolución abrieron paso hacia la 
conformación de un gran colectivo organizado y hacia la deconstrucción (1) de una corporeidad política. La ampliación de derechos 
en plano de igualdad con los hombres, fomentó los avances en el reconocimiento de las demandas negadas y postergadas por su 
propia condición de mujeres, estableciendo un corrimiento del espacio privado del hogar hacia el espacio público donde se vuelve 
visible y colectiva. Los ejes centrales en la constitución del orden funcionan como una estructura simbólica y cultural, donde los 
cuerpos se contraponen como binomios disciplinados para sostener un tipo de funcionamiento de la sociedad. Desde esta percepción 
organizacional de las sociedades, empieza a surgir la necesidad de poner en discusión cómo se ha subordinado a las mujeres a lo 
largo de la historia y la significación de la violencia que acarrea. En esta línea de análisis, se piensa la violencia como simbólica y 
cultural, atravesada por construcciones sociales que desplazan el rótulo de pasional y privada para reconocerla como violencia de 
género, visibilizando la estructura patriarcal que sostiene y oprime un rol impuesto. La violencia ya no es entendida dentro de un 
plano privado y subyugado solo a las interrelaciones familiares, sino que se la ubica dentro del espacio público como categoría que 
atraviesa distintas acepciones y modalidades en las que se ejerce. 

La cronología en la evolución de los derechos de la mujer marca una línea de tiempo disruptiva de deconstrucción, hacia un otro 
colectivo. En el presente capítulo se intentará hacer un recorrido socio histórico de las mujeres en la Argentina, desde mediados del 
siglo XIX a la actualidad. Se tomarán como referencia los principales hechos suscitados en distintas épocas a lo largo de la historia y 
que actuaron como desencadenantes de las reivindicaciones y conquistas de las mujeres. Estos serán los cimientos para construir el 
colectivo feminista, ocupar el espacio público y poner en discusión el rol impuesto de la mujer. Para ello, se dará cuenta de las 
reivindicaciones históricas, avances y retrocesos desde la conformación del Estado nacional a la actualidad, a través de tres ejes 
transversales a la lucha feminista nacional: derechos civiles, políticos y económicos. 


2. La institucionalización de lo heteronormativo 


El proceso de formación y consolidación del Estado nacional resultó ser un largo período de fuerte conflictividad y confrontación 
política, donde se debía determinar qué modelo de sociedad se fundaría y qué sector lo encabezaría, siendo que para el caso de las 
mujeres, no había lugar ni espacios para ocupar un rol relevante en la escena política, social ni económica. De acuerdo con esta 
representación histórica, el espacio constituido a partir de esta concepción fue la exclusión. Las mujeres no pertenecían al espacio 
público ya que su tarea y su rol se limitó al hogar, a la familia, al ámbito privado y aunque ello no impidió desarrollar su protagonismo 
a lo largo de la historia, sí dificultó su rol frente al Estado como consecuencia de pensar lo heteronormativo (2) cómo y desde la 
institución. 

Las dimensiones que estructuran este ordenamiento socio-político intentaron dar respuesta a un contexto internacional, que 
imponía una concepción modernizante sobre todas las aristas de la sociedad, arrastrando las consecuencias de la revolución 
industrial en la segunda mitad del siglo XVIII. Bajo este paradigma de orden y progreso se establecieron los lineamientos para el 
normal funcionamiento de la sociedad y la asimetría en las relaciones de poder, volviendo a las mujeres invisibilizadas y limitadas 
frente a sus capacidades, deseos, intereses, aspiraciones o cualquier accionar que implique salir de un lugar impuesto. Las reglas que 
estructuraron el normal funcionamiento de una sociedad, señalando las conductas desviadas y respondiendo con formas de castigo, 
fueron reflejo y respuesta de intencionalidades de poder y orden, para desarrollarse, consolidarse, perpetuarse en el tiempo y 
constituirse en una relación asimétrica. 

La heteronorma institucionalizó no solo lo binario sino también la sujeción de un cuerpo sobre otro y es allí donde se pueden 
rastrear discursos que visibilizan el papel inferior, circunscripto al ámbito del hogar que se estableció para las mujeres. La sujeción 
respondía a una limitación tal, que las únicas responsabilidades, tareas y obligaciones debían desarrollarse en el hogar, con la familia, 
como madre, como cuidadora, determinada a ocupar un rol protagónico en la historia que no es elegido, que no es deseado. Este 
orden imperante obligaba a la mujer a ser cuidadora de un orden heteronormativo institucionalizado y “marca la tensión entre la 
exclusión de derechos que el pacto de ciudadanía de fines del siglo XIX acordó a las mujeres y la inclusión simbólica de la mujer como 
sostén de la nación, que a su vez sirvió de base legitimadora de esa particular relación Estado-Sociedad” (Giordano, 2004: 2). 

Aun así, frente a un contexto adverso, las mujeres comenzaron a obtener cierta notoriedad en distintas áreas del espacio 
público, como la escritura, la academia, el periodismo y la política, siendo estos espacios propulsores de acciones y manifestaciones 
políticas para decir y hacer públicas todas las desigualdades e injusticias que debían atravesar. Estas actividades fueron espacios 
válidos para poder realizar manifestaciones contestatarias y, de alguna manera, constituirse como voceras de un nuevo discurso que 
lenta, pero de forma segura a lo largo de la historia construyó un cuerpo identitario, colectivo y feminista. Es así que se encuentran 
muchos casos relevantes que han permitido atravesar los límites del espacio privado y llevar al ámbito de lo público el debate del rol 
subalterno impuesto a la mujer con respecto al hombre. La notoriedad y visibilidad en la escena pública y política de las mujeres 
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protagonistas por distintos logros históricos, generaron y permitieron que luego se cambie profundamente su estatus político y social, 
su lugar dentro de la sociedad. Surgen varios interrogantes con respecto a cuáles han sido los avances para el reconocimiento y 
otorgamiento de derechos y, por tanto, la generación de nuevas libertades hacia las mujeres. La ampliación de derechos e 
implementación de políticas públicas “están inscritas en dinámicas propias de contextos sociales, económicos, políticos, culturales, e 
incluso demográficos, que exigen adaptaciones constantes a su papel en la reproducción social y en la búsqueda de garantizar el 
bienestar de los grupos sociales” (Gutiérrez, 2015: 1). 

Desde el plano jurídico el Estado otorga importancia a los derechos humanos y se establecen los límites y lineamientos para el 
ejercicio del poder público y la construcción de un orden social más justo, marcando la intencionalidad creciente de lograr revertir 
las desigualdades acompañando la construcción de conceptos para pensar los nuevos escenarios. Para ejemplificar el caso, la noción 
de género se entiende como “categoría construida, no natural, que atraviesa tanto la esfera individual como la social. No se trata, 
entonces, de una configuración identitaria que afecta exclusivamente a las decisiones individuales de las personas relacionadas con 
sus modos de vivir la femineidad o la masculinidad, sino que influye de forma crítica en la división sexual del trabajo, la distribución 
de los recursos y la definición de jerarquías entre hombres y mujeres en cada sociedad” (Gamba, 2011: 1). Esta definición de género 
permitió contextualizarlo en una historia de dominación y vislumbró tanto las injusticias como la aspiración de las mujeres de ocupar 
otro rol dentro de la sociedad. 


2.1. Economía y mujer: una relación asimétrica 


La igualdad económica es una de las principales reivindicaciones históricas de las mujeres no solo de Argentina sino también de 
Latinoamérica. Los orígenes de la desigualdad están asociados a un entramado de patrones culturales que se reproducen y se 
estructuran jerárquicamente en detrimento de las mujeres. Desde la conformación como Estado-Nación y la inserción de la Argentina 
en el mercado mundial, posicionándose como uno de los principales exportadores de materias primas del mundo con un crecimiento 
económico exponencial, las mujeres ocuparon un rol fundamental en diversas áreas sensibles de la economía. Empero, desde 
entonces hasta la actualidad el goce del reconocimiento social, el estatus dentro del mercado de trabajo, así como los beneficios 
económicos se distribuyeron de manera desigual fundamentados bajo criterios culturales, sociales y biológicos. La desigualdad 
laboral es un problema histórico, contemporáneo y recurrente, desde que las mujeres salen a vender su fuerza de trabajo en el 
mercado y se configuran como un agente económico. Este es el punto de inflexión clave que impulsa la necesidad de ocupar el 
espacio público para visibilizar la problemática e interpelar a las fuentes de poder, a través de un conjunto de demandas que no tiene 
como único eje de discusión la equidad salarial, sino también el cuestionamiento de la doble jornada laboral, la feminización de la 
pobreza, la segregación laboral, la violencia y la falta de autonomía. 

Las actividades del mundo privado (tareas hogareñas y de cuidado) generan una carga extra y condicionan la posibilidad de 
acceder a un trabajo estable, formal y mejor remunerado. Un porcentaje elevado de la población femenina en condiciones de estar 
económicamente activa, encuentra serias dificultades a la hora de ingresar al mercado laboral, entre estas, la escasez de tiempo 
disponible para destinar a la jornada de trabajo por la conservación de la responsabilidad de las tareas domésticas que se instituye 
como el principal obstáculo. Esta restricción también impacta sobre la calidad del empleo y modo de contratación, favoreciendo las 
condiciones de precariedad que atentan contra sus derechos económicos, laborales y sociales, y redunda -entre otros factores- en 
menores salarios que contribuyen a ampliar la inequidad salarial. 

Los avances en materia laboral y la salida del hogar se presentan como indicadores favorables, sin embargo, estos factores no 
han derivado en un desplazamiento de las responsabilidades asociadas al cuidado de los hijos. Estudios recientes elaborados en base 
a la Encuesta Permanente de Hogares (EPH) en consultas referidas al uso del tiempo disponible, revelan que el trabajo no 
monetizado que tradicionalmente ha concentrado a las mujeres, continúa siendo de su competencia exclusiva. Persistiendo la 
desigualdad laboral referente al tipo y calidad de empleo al que acceden las mujeres, siendo esta situación agravada por la dualidad 
de tareas realizadas. Diversos estudios socioeconómicos analizan los posibles impactos de revertir -a través de políticas públicas con 
perspectiva de género- la posición en la que se encuentran las mujeres y coinciden que ayudaría a mejorar los índices de crecimiento 
y desarrollo de las economías locales. En la actualidad las mujeres generan el 37% del PBI mundial y para el Foro Económico 
Mundial, (3) un contexto de paridad laboral entre hombres y mujeres podría incrementar dicho indicador un 26%. 

Cambiar esta realidad prefijada, dependerá del accionar de las instituciones y de los poderes del Estado, donde se contribuya a 
eliminar las prácticas distorsivas que atentan contra la igualdad de género. La posibilidad de equiparar las oportunidades laborales 
entre ambos géneros se configura como una garantía hacia el ejercicio activo de una amplia gama de derechos. La implementación de 
políticas públicas que tomen como referencia la situación de desigualdad, que eliminen la segregación, la brecha salarial y penalicen 
las prácticas discriminatorias representará sustancialmente ganancias recíprocas para el conjunto de la sociedad en términos éticos, 
culturales y económicos. 


3. Las mujeres como cuerpo político y colectivo 


La pregunta sobre cómo se ha creado el cuerpo político de las mujeres, en un colectivo, en una construcción que interpela, se 
interpela y se (de)construye permanentemente, obliga a rastrear en la línea de tiempo de la historia argentina a todas aquellas 
mujeres que se abrieron paso, generando un camino alternativo a nuevos paradigmas. La historia ha sido escrita por concepciones 
que no consideraban ni tenían en cuenta a cada una de las referentes y protagonistas en el devenir de las sociedades, ni a sus logros, 
conquistas, luchas, ni sujeciones a las que se enfrentaban para poder desarrollarse profesionalmente. Decanta entonces, que los 
nombres de los héroes de la patria se han escrito en masculino y, aún sin menospreciar ni subestimar a aquellos hombres que han 
aportado a la construcción del país, no resulta en vano la pregunta de por qué las mujeres han sido invisibilizadas a lo largo de la 
historia. Para poder encontrar los primeros avances en la arena política, se deben rastrear minuciosamente a todas aquellas 
protagonistas mujeres que comenzaron a resquebrajar las viejas estructuras que las condicionaban. Se intentará nombrar a cada una 
de ellas, haciendo un recorrido por los sucesos más trascendentales y significativos, para lo que luego se pudo ir constituyendo como 
un cuerpo colectivo de mujeres. 


3.1. La literatura y academia feminista en tiempos de opresión 


En el período en que se desarrollan las vicisitudes de la formación del Estado-Nación y la conformación de un tipo de sociedad, 
las mujeres convergen en un escenario donde comienzan a conquistar y disputar el espacio público. Es el caso de Petrona Rosende de 
Sierra (1787-1862), uruguaya nacionalizada argentina, que se desempeñó como periodista, poeta, educadora y fundadora del 
periódico La Aljaba (4) Subtitulado “Dedicado al bello sexo argentino” en el año 1830. El título del periódico hacía alusión al estuche 
en el que las guerreras guardaban sus flechas y, de alguna manera, ponía de manifiesto el carácter de lucha en su discurso 
pregonando que “No está su ambición fijada. Ahora aspira a ser leída, y en otro tiempo apreciada” (La Aljaba, 1830: 1). Fue 
considerada la primera periodista mujer de nuestro país y aunque el periódico estuviera dirigido solo a mujeres alfabetas, imprimía 
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en sus páginas un discurso que denunciaba al sistema que oprimía y negaba de conocimientos a las mujeres en su pleno y libre 
desarrollo intelectual. El desarrollo profesional e intelectual del ciudadano no era un elemento menor a la hora de pensar qué tipo de 
sociedad debía conformarse y, por tanto, qué grado de inclusión-exclusión afectaría a las mujeres. Las primeras conquistas dentro del 
espacio público como escenario de disputa, mediante el otorgamiento de algunos derechos civiles y sociales, resultaron luego en una 
amplitud de los derechos, entre ellos, el acceso al voto femenino. 

Cecilia Grierson (1859-1934) fue la primera mujer argentina graduada de la facultad de ciencias médicas de la Universidad de 
Buenos Aires en el año 1889, desempeñándose como profesora, filántropa, y creando distintos establecimientos educativos vinculados 
a la medicina como la Escuela de Enfermeras del Círculo Médico Argentino en 1886. Fue parte de la fundación de la Asociación 
Médica Argentina en el año 1891 y de la Sociedad Argentina de Primeros Auxilios en 1892, Desarrolló su carrera incluso en el 
exterior viajando a Londres en 1899 para ocupar el cargo de vicepresidenta del Congreso Internacional de Mujeres y realizar 
capacitaciones y cursos en la especialización de Ginecología y Obstetricia. Su activismo con el empoderamiento de la mujer seguía 
trascendiendo hacia nuevas conquistas, fundando en 1900 el Consejo Nacional de Mujeres y la Asociación Obstétrica Nacional. (5) 
Habría que esperar a 1892 para el segundo hito en la carrera de medicina con la profesional y política Elvira Rawson de Dellepiane 
(1867-1954), que llevó adelante una ardua tarea en materia de derechos e igualdad entre hombres y mujeres en distintas 
organizaciones. 

Frente a un contexto desigual en el acceso a los estudios universitarios y alcanzar una carrera profesional para las mujeres, se 
crea en el año 1904 la Asociación de Universitarias Argentinas que brinda apoyo y reconocimiento a las mujeres universitarias 
argentinas en vistas de ampliar el acceso a la educación superior y en 1910 será Cecilia Grierson quien presida el Congreso 
Argentino de Mujeres Universitarias. En el año 1902 se fundó el primer Centro Socialista Feminista y la Unión Gremial Femenina del 
país, en reclamo por los derechos civiles y políticos entre hombres y mujeres, iniciando así la campaña por el voto femenino. De esta 
manera, las organizaciones socialistas aunaban por construir las estructuras tendientes a la organización y la acción colectiva de las 
mujeres para la conquista de derechos. 


3.2. Las primeras sufragistas y el rol del Estado 


En este período, devienen una serie de acontecimientos que agrupan y ponen en la escena política a un conjunto de mujeres 
referentes feministas, líderes políticas, intelectuales y profesionales, que obtienen visibilidad en el ámbito público, notoriedad y 
reconocimiento por sus acciones en materia de derechos. En el año 1905 la Liga Frente Nacional de la República Argentina, se afilia 
a la Internacional para el sufragio de la Mujer y en 1907 serán Alicia Moreau de Justo (6) (1885-1986), Sara Justo (1870-1941), Julieta 
Lanteri (1873-1932) todas pertenecientes al Partido Socialista y Elvira Rawson de Dellepiane (1867-1954) de la Unión Cívica Radical, 
quienes inaugurarán el Centro Pro-Sufragio Femenino, en línea con la campaña por el voto femenino y para alentar la participación 
de la mujer en la escena política. Un año antes, en 1906, Alicia Moreau de Justo había creado el Movimiento Feminista Nacional y 
entre los años 1920 y 1921 lograría juntar una considerable cantidad de firmas en defensa de un proyecto de ley presentado sobre la 
emancipación civil de la mujer. Estas organizaciones feministas marcaron un precedente en la lucha por el empoderamiento y la 
conquista de derechos, además de haber sido precursoras de la lucha feminista en la actualidad. 

En el año 1910 se realizó en Buenos Aires, el primer Congreso Feminista Internacional abarcando temáticas de sufragio 
femenino, derechos civiles, políticos, divorcio, acceso a la educación, cultura, economía, legislación laboral para las mujeres 
trabajadoras. Un espacio amplio de debate, organización y acciones concretas, para conformar una organización feminista con 
propuestas de cambio, y una manifestación clara contra la opresión e inferioridad de las mujeres dentro de la sociedad. Entrando en 
la década del 20, Elvira Rawson fundó la Asociación Pro-Derechos de la Mujer junto con Adelina Di Carlo (1886-1965), Emma Day 
(1883-1969) del Partido Socialista y Alfonsina Storni (1892-1938), incorporando casi a once mil afiliadas que concordaban con la 
lucha feminista en pos de la igualdad jurídica, política, social y económica. 

Entre las grandes referentes de la época y precursora del derecho al voto femenino fue Alicia Moreau de Justo, quien en 1918 
crea y preside la Unión Feminista Nacional, con motivo de nuclear a las distintas organizaciones feministas como la Agrupación 
Socialista Femenina, el Centro Socialista Femenino, el Consejo Nacional de Mujeres y el Centro Pro-Sufragio Femenino. El fin de 
unificarlas deviene también en el hecho de generar una acción política más centralizada y aunando fuerzas para apoyar la 
presentación de proyectos y sanción de leyes que dieran respuesta a las demandas que aquejaban al movimiento de mujeres y 
reconocieran los derechos postergados. En esta línea, la Unión Feminista Nacional estableció luego una alianza con la Asociación por 
los Derechos de la Mujer presidida por Elvira Rawson de Dellepiane, marcando el reclamo del voto femenino y el apoyo explícito al 
Partido Feminista Nacional, para impulsar la candidatura de Julieta Lanteri. Comenzó así una década de intensa actividad política por 
parte de las referentes feministas de este período histórico, siendo que el Partido Feminista Nacional, funcionará como la 
organización y órgano político tendiente a aglutinar no solo al conjunto de las mujeres en representación y acción política, sino 
también en vistas a seguir avanzando sobre la arena pública en conquista de derechos. El empadronamiento masivo de mujeres y 
simulacros de elección fueron algunas de las acciones que llevó adelante dicha organización, intentando instalar y presionar la 
demanda sufragista y, a su vez, seguir presentando proyectos de ley en el Congreso, sin una resolución favorable. 

Como se ha mencionado, Julieta Lanteri, médica y política argentina, estuvo entre las grandes precursoras de la lucha por los 
derechos e igualdad entre hombres y mujeres y en el año 1911 logró empadronarse con el aval de la justicia convirtiéndose así en la 
primera mujer sudamericana en sufragar. En esta línea de conquista de espacios y construcción política, Lanteri no se limitó al propio 
logro individual de haber sufragado y tener estudios universitarios, sino que fue más allá, hacia una construcción colectiva, fundando 
en 1919 el Partido Feminista Nacional. El propósito apuntaba a poder representar, como candidata a diputada nacional, al conjunto 
de las mujeres y a una identidad colectiva que comenzaba a hacerse escuchar. Pudo alcanzar un total de 1.730 votos que no fueron 
suficientes para ocupar la banca, pero sí, para marcar un hito en la historia. Cabe aclarar, aunque resulte una obviedad, que los votos 
fueron todos masculinos. La particularidad en la convalidación por parte de la Justicia Electoral tuvo que ver con que la Constitución 
Nacional en la designación genérica de ciudadanía no empleaba exclusión en dicha categorización, por lo que no había impedimento 
legal para que Lanteri pudiera empadronarse, sufragar y conformar una estructura política que le permitiera presentarse como 
candidata a diputada nacional en las elecciones del 26 de noviembre de 1911. Unos años más tarde, en 1914, acontece el primer 
antecedente en la provincia de San Juan donde se les permite a las sanjuaninas votar en elecciones municipales y, en esta línea de 
avances será en 1919 cuando se presente un proyecto de ley en el Congreso bajo el nombre de “Sufragio de las mujeres” entre los 
tantos proyectos que conformarían la lucha de las mujeres por poder lograr y conquistar el voto femenino. 

A partir de estos hitos históricos que pusieron en escena el contexto desfavorable de las mujeres para su desarrollo político y 
social, surge el interrogante sobre el papel del Estado en un nuevo escenario que se complejizó. El rol del Estado se ha constituido 
como custodio de un tipo de ordenamiento socio político, perdurable a lo largo del tiempo con capacidades para sortear cualquier 
manifestación que altere lo establecido y la propia estructura estatal. Asimismo, resulta con igual capacidad para otorgar 
reconocimiento sobre aquellas demandas y manifestaciones de la sociedad en pos de la ampliación de derechos humanos generando 
las herramientas para su aplicación y cumplimiento, con cierta reticencia dependiendo de si afecta en mayor o menor medida el statu 
quo. Las distintas conquistas a lo largo de la historia han invocado y puesto en evidencia el sesgo legislativo en materia de derechos 
y, para el caso en estudio, en lo que refiere particularmente a las mujeres. Cada una de estas manifestaciones ha representado un 
derecho vulnerado, una arista de la sociedad que visibilizó un reclamo válido en el reconocimiento y cumplimiento de tales derechos. 
La percepción de que la sociedad se encuentra en un constante proceso de transformación interna, que permitió generar estos 
procesos de cambio en materia de derechos frente a un Estado que no siempre ha sabido acompañar tales demandas y suele 
retroceder un casillero por propia incapacidad o temor de que el orden constituido se vea en peligro. 

Con la sanción de la Ley Sáenz Peña en 1912 (7) se declaró el voto universal, secreto y obligatorio, pero solo para los hombres, 
marcando un precedente en la reforma electoral y generando una ruptura con el orden político conservador. El criterio ordenador en 
la construcción identitaria de una nación y la ampliación de derechos civiles, manifestó una tensión entre ambas dimensiones, entre 
un Estado excluyente y una Nación inclusiva (Giordano, 2004). Este contexto de cambio de reglas del juego, donde se establece otro 
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tipo de exigencias y condicionamientos a la hora de ocupar espacios de poder, y el grado de participación de la propia ciudadanía 
mediante el voto, marca un escenario donde las clases altas tradicionales y la oligarquía, el conservadurismo, debieron replantearse 
su accionar en la política y frente al Estado, siendo que las prácticas fraudulentas ya no funcionaban bajo la sanción de esta ley. Más 
allá de los avances en las legislaciones y normativas tendientes a comenzar y favorecer el desarrollo de un proceso democrático para 
el país, las mujeres continuaban en clara desventaja frente a los hombres, aun con las distintas organizaciones y partidos políticos 
que mantuvieron la promoción de los reclamos de derechos, sumando a más mujeres en línea con la adherencia a la lucha por la 
igualdad de género. Para ejemplificar, podemos mencionar la creación en el año 1923 de la agrupación radical feminista de línea 
interna con Hipólito Yrigoyen, que exigía el voto femenino, siendo antesala de lo que años más tarde se constituyó como la Asociación 
de Mujeres Radicales en el año 1933. 

Las legislaciones fueron tendiendo puentes en plano de igualdad entre hombres y mujeres, que resignificarían lentamente, la 
estructura interna de la sociedad para repensar, por lo menos en materia de derechos, el lugar y rol que ocupaban las mujeres. En 
esta línea, uno de los principales puntos de viraje en la concepción de roles entre hombres y mujeres, tuvo que ver con la sanción en 
1926 de la Ley 11.357, (8) que establecía que todas las mujeres podían ejercer sus derechos y funciones civiles en igualdad de 
condiciones con respecto al hombre. Se les otorgaba así, el mismo reconocimiento sin importar el estado civil (soltera, casada o 
viuda) y de esta manera, no solo se ampliaron derechos a un conjunto más amplio de la sociedad, sino que también se otorgaban sin 
establecer criterios que excluyeran o discriminaran a las receptoras de dichos derechos. La organización a nivel nacional que 
acontecía, ponía en eje a un colectivo de mujeres que tenía plena conciencia del plano de desigualdad y sometimiento con respecto al 
género, que trascendía los límites del país y la propia región de América Latina. Por lo tanto, debían encuadrarse también en un 
plano internacional, no solo para obtener mayor visibilidad sino para obtener mayor reconocimiento y trascendencia frente al Estado. 
En un primer momento se resolvió fomentando la presentación de proyectos tendientes a generar legislaciones y normativas para 
favorecer la situación política, económica y social de las mujeres y luego, trascendieron los congresos, comisiones nacionales e 
internacionales en busca de generar apoyos y mayores presiones a los gobiernos de turno. Uno de los hitos históricos fue en el año 
1934, donde Emar Acosta (1904-1965), docente, abogada y jueza de la provincia de San Juan, se consagró como la primera mujer 
legisladora de Latinoamérica, por el partido Demócrata Nacional, marcando una conquista de la antesala que había establecido en 
1927, en la misma provincia, el otorgamiento a la igualdad electoral entre mujeres y hombres. Acosta era partidaria en la defensa de 
la educación laica, el divorcio y las acciones tendientes a la protección de todos los derechos de la mujer. (9) Esta igualdad de 
derechos electorales entre hombres y mujeres, marcó un precedente y avance para lo que luego, décadas más tarde, sería el voto 
femenino para todas las mujeres del país. Emar Acosta fundó la Asociación de Cultura Cívica de la Mujer Sanjuanina y culminó su 
mandato como legisladora en el año 1938 siendo reelegida para un segundo mandato como diputada provincial en el año 1941, 
interrumpido por el golpe de Estado de junio del 43. En el año 1951 sería nuevamente candidata a Senadora a nivel nacional, pero 
esta vez, no obtuvo los votos suficientes para ejercer el cargo. 

Otra de las precursoras de la época fue Victoria Ocampo (1891-1979), escritora, ensayista, traductora, editora, filántropa y 
mecenas, quien en su vasta trayectoria fundó la revista Sur en el año 1931, fue la única mujer latinoamericana en participar de una 
de las sesiones en los Juicios de Núremberg, presidió el Fondo Nacional de las Artes de 1958 a 1973, se convirtió en la primera mujer 
en ser nombrada miembro de la Academia Argentina de Letras en 1977 y recibió -entre otros reconocimientos- el título Honoris 
Causa en diversas Universidades del mundo, siendo tan solo una parte de su biografía que refleja los logros, reconocimientos y su 
formación. 

Empero como a otras tantas mujeres, se la excluía de los espacios y lugares de mando, de jerarquía, en un contexto 
absolutamente reticente a reconocer y entender la igualdad de condiciones y capacidades de las mujeres con respecto a los hombres. 
Es por eso que en el año 1936 se creó la Unión Argentina de Mujeres (UAM), presidida por Victoria Ocampo, para luchar por los de 
los derechos civiles de las mujeres. Uno de los puntapiés para la conformación de dicha organización, fue el anteproyecto de reforma 
del código civil que manifestaba un claro avance en las concepciones y estructuras familiares bajo “un ordenamiento normativo 
patriarcal restrictivo de la libertad de la mujer casada” (Cosse, 2008: 7). Entre las principales urgencias que ocupaba la UAM, estaba 
el trabajo femenino, la prostitución, la vivienda, las leyes de protección a la maternidad, corriendo el riesgo de detención por exigir, 
entre otras cosas, que las mujeres pudieran hacer uso de sus bienes en la relación conyugal. Ocampo no solo presidía dicha 
organización, sino que además reivindicaba en sus escritos la idea de la emancipación de la mujer siendo a partir de esta, una 
posibilidad concreta para la participación en la política y un medio para la construcción de igualdad entre los géneros. 

Las mujeres que han atravesado la historia argentina con sus conquistas, sus desafíos personales, intelectuales, profesionales, 
políticos, feministas, han sido también reservorio de una construcción colectiva que pensaba más allá de la obtención de derechos 
postergados. Se proponían la construcción colectiva de una organización que pudiera reclamar y responder frente a las demandas 
insatisfechas, los roles impuestos, los impedimentos para un desarrollo personal e integral, la posibilidad de acceder al espacio 
público y entrar en disputa con un statu quo que observaba con recelo. Cada uno de estos avances en la arena política permitieron 
luego la masificación y amplitud de derechos para las mujeres, como fue a partir de la creación de espacios burocrático- 
administrativos tendientes a organizar institucionalmente las demandas del colectivo de mujeres, tanto en 1946 con la Secretaría 
Femenina del Partido Laborista como a través de la Secretaría Femenina de la Unión Cívica Radical. 


3.3. El voto femenino 


El avance y la consolidación de cada una de las acciones de las referentes políticas y feministas argentinas, permitieron tender 
los puentes para que a fines de la década del cuarenta se pudiera cumplir el histórico reclamo por igualdad del derecho político, es 
decir, a poder elegir y ser elegidas. Será en el año 1947 cuando Eva Duarte de Perón (1919-1952), quien presidiera el Comité Pro 
Sufragio, impulse y haga efectiva la sanción del derecho al voto femenino poniendo de manifiesto que tal derecho iba a ser otorgado 
al conjunto y la totalidad de las mujeres argentinas sin ningún tipo de restricción ni calificación. El contexto en el que fue presentado 
el proyecto de Ley del Voto Femenino el 1 de mayo de 1946, encontraba por un lado resistencias en los sectores más conservadores 
del ala política y, por otro, a la figura de Eva Duarte de Perón manifestando y evidenciando la importancia y urgencia de la sanción 
del proyecto de ley para la igualdad de derechos entre hombres y mujeres de la Argentina. La media sanción de la cámara de 
Senadores fue en agosto de 1946 y recién para septiembre de 1947 se sanciona la Ley N* 13.010 en la cámara de Diputados de la 
Nación. (10) De esta manera, se establecía la igualdad de derechos políticos de hombres y mujeres sufragantes en la Argentina. 

En esta línea de acción política, en el año 1949 se creó el Partido Peronista Femenino teniendo como presidenta a Eva Duarte de 
Perón, aunque solo perduró hasta 1955 con el golpe militar que derrocó al gobierno de Juan Domingo Perón (1895-1974). En el año 
1951 se marca un hito histórico al desarrollarse las elecciones generales que permitieron a las mujeres votar por primera vez y, 
acompañando este hecho histórico, la elección de diputadas nacionales, senadoras y legisladoras provinciales, entrando en un marco 
de igualdad política entre hombres y mujeres. Finalmente se alcanzó y conquistó luego de un largo recorrido de luchas, el 
reconocimiento y efectivo cumplimiento del voto femenino para todas las mujeres de la sociedad argentina. 

El contexto de conquista del voto femenino, se opacaba frente a hechos que suscitaban enemistades sobre referentes políticas 
feministas de talla como Victoria Ocampo. Fue así que en 1953 la detuvieron (11) en Mar del Plata trasladándola a Buenos Aires 
donde estuvo apresada durante veintiséis días por manifestar públicamente su posición contraria al gobierno peronista. La noticia de 
su detención -sin fundamentos jurídicos- tuvo gran repercusión en diversas partes del mundo, encontrando adeptos en el pedido de 
su liberación a través del Comité Internacional para la Liberación de los Intelectuales Argentinos y demás organizaciones 
internacionales que demandaban su liberación inmediata. Su rol como referente por la emancipación de la mujer no se vio alterado y 
profundizó sus concepciones sobre el grado de participación de la mujer en política, como herramienta de construcción en búsqueda 
de igualdad de condiciones y derechos dentro de la sociedad. En este contexto convulsionado y contradictorio, el Estado peronista 
retomó derechos, sancionó otros frente a nuevas demandas y tuvo la capacidad de ampliar y masificar los derechos a una sociedad 
que se acrecentó en sus aristas, sobre todo en los sectores más populares y del movimiento obrero. 

Fue en el año 1951 luego de promulgada la ley que habilitaba y les otorgaba el derecho al voto a las mujeres, cuando se 
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realizaron las primeras elecciones nacionales y sería Alcira de la Peña (1910-1998), médica y dirigente política, quien al presentarse 
como candidata a vicepresidencia por el Partido Comunista se convertiría en la primera mujer argentina en ser candidata a un cargo 
ejecutivo a nivel nacional. Con larga trayectoria como dirigente política del Partido Comunista y en lo referente a la actividad política 
nacional, ya en 1937 Alcira de la Peña participó y fue una de las fundadoras de la Liga Argentina por los Derechos del Hombre, (12) 
con una ardua tarea en materia de derechos humanos. Fue electa miembro de la dirección nacional del Partido Comunista en 1946 y 
fue parte de la creación de la Unión de Mujeres Argentinas al año siguiente. En el año 1954 sería nuevamente candidata a 
vicepresidenta de la Nación y en 1958 es elegida concejal por la Ciudad de Buenos Aires. Desde el pensamiento de Alcira de la Peña, 
la conquista del voto femenino no solo era la posibilidad de sufragar y elegir a los representantes políticos, sino luchar para erradicar 
todas las desigualdades que oprimían a las mujeres en una situación de plena inferioridad. 

La historia de las mujeres en la Argentina, ha mostrado que muchas de las conquistas y avances en materia de derechos se 
concretaron luego de décadas de lucha. En este sentido, luego de que Alcira de la Peña fuera la primera mujer en presentarse como 
candidata a la vicepresidencia de la nación por el Partido Comunista, pasarán cincuenta y seis años para el segundo hitó cuando es 
elegida y electa por el voto en el año 2007, mediante el mecanismo de participación de las elecciones generales, la primera 
presidenta de la Argentina Cristina Fernández de Kirchner por la Alianza Frente para la Victoria, obteniendo también el segundo 
lugar la candidata a presidenta Elisa Carrió por la Alianza Confederación Coalición Cívica. Esto significó una doble conquista: las 
mujeres lograban finalmente ser candidatas a la presidencia de la nación y, además, obtendrían el primer y segundo lugar en una 
elección general. A esto se suman los casos de Gabriela Michetti (2015-2019) y de Cristina Fernández de Kirchner (2019-2023) como 
vicepresidentas a través del voto popular. 

En materia de ampliación de derechos civiles, en el año 1968 se modificó el Código Civil por el gobierno de facto presidido por 
Juan Carlos Onganía (1914-1995), otorgando plenas facultades en la administración de bienes propios y gananciales. Con el regreso 
de la democracia y avanzando en la tercera presidencia peronista que se desarrolló de 1973 a 1976 con la fórmula Juan Domingo 
Perón y María Estela Martínez de Perón, acontece la sucesión del mando por el fallecimiento del presidente el 1 de julio de 1974 y 
asume el cargo de presidenta de la nación María Estela Martínez de Perón -primera en la línea sucesoria por ocupar la 
vicepresidencia- convirtiéndose así en la primera presidenta a nivel mundial. Su mandato finaliza el 24 de marzo de 1976 cuando es 
depuesta por el último golpe de Estado que sufrió la Argentina y dio inicio al autodenominado Proceso de Reorganización Nacional. 


3.4. La última dictadura cívico-militar (1976-1983) y la suspensión de derechos 


En el período de la última dictadura cívico-militar argentina las mujeres vivieron altos niveles de sujeción, sometimiento y 
tortura, poniendo como objetivación de su cuerpo, el uso y desuso de sus funcionalidades y subjetividades. El gobierno de facto 
pregonaba los valores occidentales y conservadores de la familia tradicional de estructura patriarcal e imponía un sistema de reglas 
basado en la subordinación de la mujer hacia el hombre. Esto provocó un sustancial retroceso en las conquistas que había alcanzado 
el colectivo de mujeres a lo largo de la historia. 

En este contexto de aumento de la represión, secuestros, y asesinatos a toda persona que expresó voz opositora o manifestó una 
actitud contestataria diferente a la visión política, social y cultural que se pretendió imponer, las mujeres sufrieron tormentos 
aberrantes y atroces vinculados a violaciones y abusos sexuales. Las violaciones en los centros clandestinos de detención en este 
periodo se configuraron mediante prácticas sistemáticas a través de una diversidad de formas y métodos utilizados, que dan cuenta 
de la extrema vulnerabilidad de las víctimas. Los embarazos producto de las violaciones en cautiverio, abortos provocados por la 
tortura, vejaciones en los órganos sexuales y la desnudez forzada tuvieron como finalidad al menos tres objetivos: debilitar y 
desmoralizar a las detenidas demostrando dominación; castigar a las mujeres por haberse apartado de los roles de género. En tanto 
que el tercer objetivo vinculado a los anteriores refiere al deseo de los represores de “poseer” las mujeres de sus enemigos y hacerles 
saber -si aún vivían- que sus mujeres “ya no les pertenecían”, lo cual generó desconfianza y un quiebre en los lazos de solidaridad 
entre los y las detenidas (Álvarez, 2008). 

Durante muchos años las víctimas fueron silenciadas tanto por un Estado opresor -en este periodo-, como por un sector de la 
militancia, del sindicalismo y la sociedad civil que atribuyó responsabilidades a la propia víctima de lo sucedido. El sistema judicial 
también tuvo su cuota de responsabilidad al no tener en consideración los delitos contra la integridad sexual y el honor de las 
víctimas, al considerarlos como “parte integral de los tormentos” y no como un agravante, quedando impunes. Años más tarde salen a 
la luz los testimonios de las sobrevivientes y víctimas de la violencia sexual sufrida por gran parte de la población femenina detenida 
en la Escuela de Mecánica de la Armada (ESMA). Pilar Calveiro (13) describe su estadía allí como “una ruptura total en su vida” en 
referencia a los tormentos que por su condición de mujer tenían características diferenciadas respecto de los varones detenidos. 
Graciela García Romero (14) declaró que durante el periodo que duró su detención “el abuso sexual era lo habitual. No se salvó 
ninguna compañera. Algunas pudieron decirlo, otras enloquecieron”: 


Las violaciones fueron parte de una estrategia de dominación y sabemos por buena fuente que en su momento, hubo una directiva de 
avanzar sexualmente sobre las presas como plan de exterminio. Fue un mensaje para nosotras, antes que nada. Me refiero a las mujeres 
guerrilleras, las primeras del siglo XX que cuestionamos el poder de manera organizada y en consecuencia, los arquetipos de feminidad 
imperantes (Romero, 2019: s.n.). 


El plan de exterminio hacia las mujeres también fue denunciado por Matilde Itzigsohn una joven estudiante de física, dirigente 
sindical, técnica en sistemas y trabajadora del Astillero Río Santiago (ARS) en Ensenada, La Plata. Su compromiso inclaudicable con 
las cuestiones tendientes a lograr la igualdad y respeto hacia las mujeres en los espacios laborales comúnmente reservados a los 
hombres y su cuestionamiento al orden social establecido con estructuras jerárquicas por género, encontró una fuerte oposición. Fue 
perseguida, amenazada y denunciada por ser mujer, revolucionaria y judía por sus propios compañeros sindicalistas -a los que 
catalogó como la vieja burocracia sindical machista- y por los directivos de la empresa ARS entre los cuales se encontraban 
representantes de la Marina. Su activa militancia, sus denuncias y cuestionamientos a las estructuras de poder imperantes la llevaron 
a la clandestinidad meses antes del golpe de 1976, perseguida por el grupo parapolicial denominado la Tripe A conformado durante 
el gobierno constitucional de Isabel Martínez de Perón. A partir del 24 de marzo de 1976 el secuestro de trabajadores y 
representantes de base en instalaciones fabriles fue una práctica extendida a todos los cordones industriales del país (Barragán, 
2014). Entrada la dictadura la persecución se intensificó hacia los trabajadores y trabajadoras de organismos estatales con la 
promulgación de la Ley 21.260 (15) que cesanteó a miles de trabajadores por razones políticas, gremiales y sociales. Matilde sin su 
fuente de trabajo, recluida en la clandestinidad y pese a lograr sortear la búsqueda de su paradero por más de un año, en 1977 fue 
secuestrada y trasladada a la ESMA, aún permanece desaparecida. 

Lo relatado por Matilde da cuenta de una persecución sistemática antes y durante la dictadura cívico-militar de 1976 a los y las 
trabajadoras de los organismos estatales y activistas sindicales. Por otro lado, un análisis de lo relatado nos lleva a poner bajo la 
órbita de responsabilidades a quienes colaboraron con la detención ilegal de miles de trabajadoras comprometidas con la igualdad de 
las mujeres tanto en los ámbitos laborales como en los espacios de poder y representación. 

Una vez atravesada la última dictadura militar en la Argentina se intentó como sociedad y Estado comenzar a reconstruir las 
bases de un país devastado, en todos los aspectos que conforman y constituyen un estado de derecho, se fueron generando los 
espacios de una democracia incipiente con vistas a consolidarse y mantenerse a lo largo del tiempo. Los logros alcanzados por cada 
una de estas protagonistas en la historia social y política de la Argentina han aportado y constituido las bases para repensar la 
sociedad y el lugar que ocupan las mujeres. De allí la importancia y el aporte para entender cómo la mujer en la historia argentina ha 
sabido dar los pasos necesarios para exigir necesidades y derechos vulnerados, cuestionando el lugar y rol que le ha sido asignado. A 
medida que avanza en ese camino, se repiensa y reestructura en una lógica que la vuelve como cuerpo colectivo. 
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3.5. El retorno de la Democracia y la reconstrucción de derechos 


A partir del surgimiento de movimientos feministas en la década del sesenta y setenta, se comenzó a visibilizar la violencia 
contra las mujeres y, en el caso de la Argentina, recién luego de la restauración democrática en 1983, comienza a ser discutido y a 
traducirse en líneas de acción. Muchos actores políticos y sociales, comenzaban también a ser partícipes de este período de 
reconstrucción democrática no solo para recuperar los derechos que habían sido eliminados sino también para generar su amplitud y 
abarcar a los sectores más desfavorecidos, a las minorías, además de cuestionar algunas dimensiones de una sociedad con tintes 
arcaicos. 

La abogada y diputada nacional por la provincia de Buenos Aires, Florentina Gómez Miranda (1912-2011), electa legisladora en 
1983 hasta 1991 por la Unión Cívica Radical durante el gobierno de Raúl Alfonsín (1927-2009), luchó por los derechos de la mujer 
durante toda su trayectoria como militante política y legisladora nacional. Florentina presidió la comisión de Familia, Mujer y 
Minoridad, presentando más de ciento cincuenta proyectos legislativos, muchos de ellos con su posterior aprobación, donde se 
destacan: La patria potestad compartida (16) que infería la misma autoridad compartida de los padres, ya que anteriormente no se le 
otorgaba ningún tipo de derecho o decisión de la mujer sobre sus hijos; el divorcio vincular, con un antecedente en 1954 que dura tan 
solo un año al ser derrocado el gobierno de Perón y derogada dicha ley; la pensión al viudo; la pensión a la cónyuge divorciada; la 
igualdad de los hijos extramatrimoniales; el derecho de la mujer a seguir usando el apellido de soltera luego de haber contraído 
matrimonio; la pensión de la concubina y concubino; despenalización del aborto en casos de violación, proyecto presentado por 
primera vez tras la recuperación de la democracia; papanicolaou obligatorio; fertilización humana asistida; e impulsó la Ley de Cupo 
Femenino. Sobre esta última ley de cupo, recién en el año 1991, durante la primera presidencia de Carlos Saúl Menem, Argentina se 
convierte en el primer país de la región latinoamericana en sancionar la Ley N” 24.012 (17) estableciendo la obligatoriedad de que el 
30% de las listas deben ser ocupadas por mujeres. “La Argentina se convirtió en el primer país en sancionar la cuota de participación 
femenina y más tarde fue seguida por un grupo de países de América Latina” (Barrancos, 2014: 10). Siguiendo a Barrancos, la 
acrecentada politización de las mujeres y el avance en materia de derechos políticos, permitieron que pudieran hacer carrera dentro 
de los partidos y organizaciones políticas, como también que sean reconocidas como cuadros permanentes y no circunstanciales o 
temporales (Barrancos, 2014). (18) 

En el año 1987 el sexto encuentro de la Asociación de Trabajo y Estudio sobre la Mujer, fundada en 1982, creó la organización 
por el derecho al aborto legal, seguro y gratuito a través de la Comisión por el Derecho al Aborto (Arias España y Gioiosa, 2019). La 
comisión inició sus actividades el 8 de marzo de 1988, marcando un precedente para el debate y la toma de conocimiento sobre 
métodos anticonceptivos, el aborto, su despenalización y legalización. Una de las principales participaciones y actividades que se 
realizaron, fue en el marco del Encuentro Feminista Latinoamericano y del Caribe, con sede en San Bernardo en el año 1990, donde 
se declaró el Día de Lucha por la Legalización del Aborto en toda la región, impulsado dentro de la campaña por los derechos 
humanos. La Comisión por el Derecho al Aborto pasó a denominarse Coordinadora por el Derecho al Aborto, conformada por un 
colectivo más amplio que incluía a disidencias y grupos estudiantiles. En 1986 se realizó el primer Encuentro Nacional de Mujeres 
(19) en la Ciudad de Buenos Aires, al que asistieron un total de mil mujeres. La ampliación de derechos y los avances en materia 
legislativa, que marcaron estos tiempos de vuelta de la democracia, implicaron no solo la recuperación de los derechos eliminados 
por la última dictadura militar, sino también la generación de debates tendientes a romper con las viejas estructuras patriarcales y 
permitir abrir un camino hacia la consolidación de la democracia junto con el reconocimiento de los derechos postergados a todas las 
mujeres de la Argentina. 


3.6. Políticas públicas con enfoque de derechos 


Las acciones que ha llevado adelante el movimiento feminista por el empoderamiento de las mujeres en la sociedad, alteraron 
las relaciones sociales establecidas y entre las respuestas a sus demandas han recibido distintas manifestaciones de violencia. El 
Consejo Nacional de las Mujeres se creó en el año 1992, para promover la participación e impulsar el desarrollo integral de las 
mujeres en la sociedad, su empoderamiento, la promoción de la igualdad de género y la erradicación de la violencia; conformándose 
en la actualidad como Instituto Nacional de las Mujeres (INAM), un ente descentralizado (20) bajo la órbita del Ministerio de 
Desarrollo Social asumiendo las funciones del Consejo Nacional de las Mujeres. También se sancionan la Ley N” 24,417, Protección 
contra la Violencia Familiar (21) y la Ley N* 25.087, que modifica el código penal sobre los Delitos contra la Integridad Sexual. (22) 

A partir de la reforma de la Constitución Nacional de 1994, diez tratados de derechos humanos obtuvieron jerarquía 
constitucional ampliando los derechos y garantías del ordenamiento jurídico local, (art.75, inc.22); entre ellos se destacan en materia 
de protección de niñas, adolescentes y mujeres la Convención sobre los Derechos del Niño, Convención sobre la eliminación de todas 
las formas de discriminación contra la mujer (1979); el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (23) 
(1966). Este último compromete a los Estados parte a asegurar a hombres y mujeres previsiones más completas y de mayor alcance 
sobre el derecho a la salud, bienestar físico, mental y social, conforme la Organización Mundial de la Salud. Sin embargo, la gran 
cantidad de normas vinculadas a la protección de los derechos humanos no es garantizada -en su totalidad- por la carencia de 
políticas públicas integrales y progresivas, que aborden en los procesos de planificación la participación y empoderamiento de las 
comunidades, para la resolución de las problemáticas que los afectan (Mercado y Adarme, 2010). La Corte Suprema de Justicia de la 
Nación (CSJN) ha sostenido en reiterados fallos que en lo dispuesto en los tratados internacionales con rango constitucional, la 
autoridad pública tiene la obligación de garantizar con acciones el derecho a la vida (Donato, 2017). 

El avance en materia de derechos va en línea con lo que los organismos internacionales habían fijado como metas concretas 
hacia mayores niveles de desarrollo humano. En noviembre de 2001 se sancionó la Ley N” 25.543 (24) de Test Diagnóstico del Virus 
de Inmunodeficiencia Humana a toda mujer embarazada y al año siguiente la Ley N” 25.584 (25) de prohibición en establecimientos 
de educación pública de acciones que impidan el inicio o continuidad del ciclo escolar a alumnas embarazadas o madres en período 
de lactancia. En un contexto que anunciaba las consecuencias de la crisis política, social y económica del 2001, se comenzaba una 
etapa de reconfiguraciones y reconstrucción de derechos a través de nuevos canales de organización de tipo asamblearia. Se formó 
así la Asamblea por el Derecho al Aborto marcando el debate sobre las nuevas demandas y derechos de las mujeres (anticoncepción, 
educación sexual, legalización del aborto), que no debían estar ajenas a los nuevos procesos de reconfiguración social que atravesaba 
la sociedad. 

En materia de políticas públicas de salud integral y de libre elección sobre la maternidad, la Ley de Parto Humanizado N* 
25.929 (26) de 2004 otorgó derechos a las mujeres al momento de parir, en cuanto a controles prenatales, información, libre elección 
de quien o quienes la acompañarán en la etapa previa, durante el parto y el posparto. El continuo avance en los cambios del 
paradigma patriarcal posibilitó en nuestro país, la legislación de la Ley N* 26.485, (27) sancionada en el año 2009 de “Protección 
Integral para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres en los ámbitos en que se desarrollen sus relaciones 
interpersonales”, ampliando el marco jurídico que solo contemplaba el carácter civil y penal en cuanto a violencia. Dicha ley redefinió 
la violencia en los términos de las organizaciones internacionales de derechos humanos y conceptualizó las distintas manifestaciones 
de violencia que no solo suceden en el ámbito del hogar, como la violencia física, sexual y psicológica en el plano familiar, en la 
comunidad, en el Estado, en el plano económico y/o patrimonial. Esta redefinición y conceptualización sobre la violencia de género, 
permitió que en el año 2012 la figura de femicidio sea incorporada al Código Penal por Ley N* 26.791 (28) y considerada como un 
agravante. Asimismo, desde el año 2015 la CSJN elabora un registro nacional de femicidios, para la prevención y el aporte al diseño 
de políticas públicas. 
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3.7. La conformación del cuerpo colectivo: Marea Verde y Ni Una Menos 


El conjunto de referentes políticas, intelectuales y profesionales que hemos mencionado, allanaron el camino hacia la 
construcción de una organización colectiva que disputa los espacios y roles dentro de la sociedad en pos de la generación de políticas 
públicas integrales hacia las mujeres. 

Una de las manifestaciones más importantes del movimiento feminista es la Marea Verde, denominada bajo ese nombre al 
representar a una gran multitud de personas manifestándose con los llamados “pañuelos verdes” que inscriben la leyenda “Campaña 
Nacional por el Derecho al Aborto Legal, Seguro y Gratuito - Educación Sexual para decidir, anticonceptivos para no abortar, aborto 
legal para no morir”. Al realizarse estas marchas multitudinarias se genera una imagen que representa visualmente una gran Marea 
Verde. Las manifestaciones continuaron en auge y los niveles de violencia de género se acrecentaron, por lo que se mantuvo el 
reclamo de derechos y políticas de prevención. En los Encuentros Nacionales de Mujeres se consolida la Campaña Nacional por el 
Derecho al Aborto Legal, Seguro y Gratuito, entre los años 2003 y 2004, siendo parte de la presentación de proyectos de ley 
tendientes a la sanción de la Interrupción Voluntaria del Embarazo y de las campañas y manifestaciones que acompañan la demanda 
de tal derecho (Arias España y Gioiosa, 2019). El lema “Educación Sexual para decidir, anticonceptivos para no abortar, aborto legal 
para no morir” se lanzó en el año 2005, el Día Internacional de Acción por la Salud de las Mujeres. El proyecto de aborto legal seguro 
y gratuito ya fue presentado reiteradas veces en el Congreso de la Nación Argentina, siendo que desde el año 2005 se mantiene y 
continúa la lucha por la conquista de los cuerpos gestantes en la decisión deseada de constituirse o no en la maternidad. 

El contexto es complejo ya que encuentran resistencias en grupos conservadores de la sociedad civil que -aun teniendo 
legislaciones vigentes sobre el aborto en casos de violación-, no permiten dicha práctica con la complicidad de algunos sectores del 
poder judicial e instituciones médicas hospitalarias alegando la objeción de conciencia. Estas tensiones entre intereses contrapuestos 
y violaciones a las legislaciones actuales en la materia, obligan a remontarse a principios del siglo XX para visibilizar la urgencia en la 
legislación y ampliación de derechos. En la Argentina el aborto está penalizado desde el año 1921 por el Código Penal. Las 
excepciones establecidas por el artículo 86 del Código que establece que el aborto será no punible en los siguientes casos: si existe 
un peligro para la vida o salud de la mujer, si el embarazo es producto de una violación o de un atentado contra mujer disminuida en 
sus facultades mentales, en cuyo caso el consentimiento de su representante legal deberá ser requerido para el aborto. Estas 
eximentes abrieron el debate a diversas interpretaciones que dificultaron la aplicación de un criterio uniforme en las sentencias 
judiciales hasta el año 2012 con el fallo F.A.L. (29) que determinó que serían considerados abortos no punibles aquellos constituidos 
frente a un embarazo producto de una violación, sin importar la salud mental de la mujer. A través de este fallo se instó a las 
provincias a no judicializar los casos de aborto no punible en caso de una violación y cuando está en peligro la vida y salud de la 
mujer, exigiendo a los poderes del ejecutivo nacional y provincial la implementación de protocolos en los hospitales. Frente a este 
contexto adverso, en el año 2015 se estableció el protocolo para la “Atención Integral de las Personas con Derecho a la Interrupción 
del Embarazo”, ampliando el espectro de atención en salud que incorpora motivos físicos, psíquicos y sociales, para el acceso a un 
aborto no punible, pero sin lograr su reglamentación ni ser acatado en la mayoría de las provincias del país. (30) 

En la Argentina, lo que se ha destacado en su política pública de las últimas décadas, es el avance en la agenda de derechos de 
las mujeres, de la diversidad sexual e identitaria y será en el año 2008 cuando se sancione la Ley de Trata de Personas N* 26.364, 
(31) que implementa medidas de prevención y sanción a la trata de personas, y asistencia a las víctimas y, en este sentido, también 
fue el caso de la sanción de la Ley de Identidad de Género N* 26.743, (32) sancionada en el año 2012, por la que las personas puedan 
ser inscriptas en su Documento Nacional de Identidad con el nombre que elijan y el género con el que se autoperciban. La misma ley 
garantiza que el sistema de salud brinde la cobertura de los tratamientos médicos quirúrgicos y hormonales para la adecuación del 
género autopercibido y bajo su consentimiento. Por otro lado, acompañando estas políticas, se crea la Oficina de la Mujer, 
dependiente de la Corte Suprema de la Nación, con el objetivo de impulsar e implementar la perspectiva de género en las áreas del 
Estado, en camino a lograr la equidad de género dentro del ámbito de la justicia. Este proceso de transformación en el que se ha 
aceptado la incorporación de distintas vertientes conceptuales, ámbitos de acción y desarrollo, tales como lo social, humano, 
económico, cultural, ecológico, político, científico-tecnológico, permite y habilita a pensar cómo se ha ido conformando la historia de 
las mujeres en la Argentina. 

Respecto al colectivo feminista, en el año 2015 se realizó la primera marcha del Ni una Menos, donde miles de personas se 
manifestaron y concentraron en el Congreso de la Nación exigiendo políticas públicas que interpelen y sean integrales a todos los 
órganos y poderes de gobierno, para la erradicación de la violencia de género y femicidios. En la actualidad las marchas bajo el 
nombre Ni una menos, continúan en sus reclamos en la prevención y erradicación de la violencia de género en todas sus formas. La 
complejidad en la resolución de la violencia de género, deviene de las propias áreas del Estado que retroalimentan las estructuras 
patriarcales y no promueven la salida a la prevención y erradicación de la violencia, aún sancionando leyes en la promoción de 
derechos de las mujeres. Se pueden ver infinidad de ejemplos en el Poder Judicial donde no condenan los casos de violencia de 
género y, de esta forma, reproducen la violencia institucional heteronormativa hacia la propia sociedad. Aun así, se logró avanzar con 
el Registro único de casos de Violencia contra las Mujeres (RUCVM), (33) publicado por primera vez en el año 2018 por el Instituto 
Nacional de Estadística y Censos. Dicho registro le da mayor visibilidad a la problemática para la articulación de políticas públicas, 
avances en materia legislativa, y generación de conocimientos e información sobre los derechos de las mujeres y las poblaciones 
afectadas. 

Las marchas del Ni una Menos, el reclamo por el Aborto Legal Seguro y Gratuito, la separación de la Iglesia y el Estado -para la 
no intervención del poder eclesiástico en la toma de decisiones de políticas públicas y en materia de salud-, son las grandes 
manifestaciones que se constituyeron dentro del Movimiento Feminista. La Marea Verde y el Ni una Menos, mantienen las luchas y 
reclamos frente a un Estado que queda ineficiente en la respuesta de políticas públicas y sanción de leyes. 

Es fundamental hacer mención especial a la presentación del proyecto de Ley Interrupción Voluntaria del Embarazo en el año 
2018, que atravesó un largo debate en comisiones interdisciplinarias de la Cámara de Diputados exigiendo la sanción e 
implementación del proyecto de ley. La primera manifestación denominada “Pañuelazo Federal” se realizó en febrero de 2018 y el 8 
de marzo del mismo año el Paro Nacional de Mujeres, replicando la consigna que tomaría mayor envergadura el día de la votación en 
el Congreso Nacional. En este marco, hubo un avance en la Cámara de Diputados de la Nación cuando la mañana del 14 de junio de 
2018, luego de veintitrés horas de debate, vigilia del movimiento de mujeres y posterior votación, se logra la media sanción (cinto 
veintinueve votos a favor, ciento veinticinco en contra y una abstención) y la Marea Verde realiza un grito ensordecedor por la 
conquista, aunque faltaba otra instancia de votación. La Cámara de Senadores de la Nación no fue tan benévola ya que el día 8 de 
agosto del mismo año, la votación resulta con treinta y ocho votos en contra, treinta y uno a favor, dos abstenciones y una ausencia. 
El 28 de mayo de 2019 se presentó nuevamente el proyecto, que incluye la interrupción voluntaria del embarazo, su cobertura, la 
generación de políticas de salud sexual y reproductiva y la efectiva implementación de la educación sexual integral (ESTI). (34) Ley 
sancionada en el año 2006 de carácter obligatorio en todo el territorio nacional. La ESI brinda educación basada en evidencia 
científica con perspectiva en derechos humanos e igualdad de género, de manera adecuada y gradual desde el nivel inicial hasta el 
superior, en los establecimientos educativos públicos, de gestión estatal y privada de todo el país. (35) Se incorporan también 
modificaciones al Código Penal sobre la despenalización de la práctica del aborto con consentimiento de la mujer o persona gestante 
hasta la semana catorce inclusive, cuando es producto de una violación, cuando está en riesgo su vida o salud integral o causare su 
propio aborto. 

El hecho de considerar el cuerpo de la mujer y persona gestante fuera de los cánones establecidos, acarrea no solo la 
implementación del proyecto de ley para la salud física e integral de la persona sino que altera y moviliza las estructuras de base, los 
cimientos que sostienen y levantan los pilares de la sociedad. Se plantea la posibilidad de que la salud reproductiva de las mujeres 
sea efectivamente parte integrante de su salud integral y que se vean comprendidos tanto sus derechos como su empoderamiento 
(Matamala, 1995). El corrimiento sobre el rol impuesto de la mujer y persona gestante se está manifestando sobre el deseo de querer 
ser o no, madre. El lema, utilizado por el movimiento feminista, “la maternidad será deseada o no será” implica no solo una 
manifestación que cuestiona los lugares impuestos y roles establecidos en la sociedad, sino que está atravesado por el deseo propio, 
colectivo e identitario de un cuerpo que se repiensa, y se deconstruye en sus propias funcionalidades, roles, tareas, intereses deseos 
y libertades. 
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4. Conclusión 


A lo largo del capítulo se ha ahondado en las conceptualizaciones y percepciones sobre la historia de los derechos de la mujer 
en la Argentina. Se hace evidente la imposición de categorías para explicar el mundo de una determinada manera, con los 
protagonistas designados, los guiones estudiados y la forma en que se restringe lo que queda fuera, no solo por la omisión sino por el 
acto político que implica negar o condicionar la existencia del otro. El devenir de la historia ha expuesto que las normas nunca son 
encarnadas, apropiadas en su totalidad, sino que los sujetos generan desplazamientos que permiten el movimiento de las estructuras 
y su resquebrajamiento. Se abre así la posibilidad de incorporar esos desplazamientos, corrimientos, en los actos que denuncien la 
opresión, la ausencia de reconocimiento de derechos, las desigualdades, para así formar las bases en la generación de un cambio, de 
la transformación de la sociedad. 

El cumplimiento en el ejercicio de los derechos se inscribe en el concepto de ciudadanía y en la idea de sociedad civil. En la 
Argentina a partir del deterioro de los partidos y organizaciones políticas, se reconfigura el campo de acción de la sociedad civil como 
un actor colectivo en la ocupación del espacio púbico, con el objetivo de visibilizar las demandas. En este sentido, la particularidad 
del movimiento de mujeres y la lucha en la conquista de derechos a lo largo de toda la historia argentina, ha marcado grandes 
precedentes no solo en la capacidad de acción con una lógica transformadora sino en la proyección hacia un proceso de 
deconstrucción colectiva. Los distintos procesos históricos que han invocado a los derechos humanos, encausaron su aplicación y se 
constituyeron como una herramienta contra la opresión y por la emancipación. Esto se correspondió con el surgimiento de nuevas 
necesidades y demandas hacia el Estado y su ordenamiento jurídico, político, social para la implementación de políticas públicas y su 
adecuación a tales exigencias. 

La construcción de un orden social más justo tiene una instancia crítica que pone en evidencia no solo la falta de un derecho, 
sino también la estructura fundacional, de statu quo, que impone los roles dentro de la sociedad. Los problemas en materia de 
derechos de la mujer no se relacionan solo con la existencia de normas y leyes, sino también con la respuesta efectiva del Estado en 
su aplicación integral y las políticas públicas que deben poner de manifiesto la necesidad de llevar adelante acciones integrales para 
su cumplimiento. En este sentido, la evolución de derechos de la mujer en la historia argentina visibiliza el proceso de deconstrucción 
del paradigma establecido, atravesado por la implementación de políticas públicas diseñadas desde el enfoque de derechos y con 
participación ciudadana, que enmarcan los avances en materia legislativa y hacia la igualdad de género. 


“Recuerden... Que los verdaderos derechos se deben conquistar, que es necesario vencer los conservadores, rutinarios retrógrados, los 
temerosos de lo nuevo, los amantes del pasado, que es necesario vencer el temor de los políticos que ven con recelo esa incógnita que 
encierra el voto femenino, y tal vez sea este el mayor obstáculo” Alicia Moreau De Justo 
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Capítulo XV. 


La sociedad civil en Argentina: la dinámica de una sociedad en 
búsqueda de su destino 


Dalia Guterman y Stella Zeballos 


Un relevante aspecto de la dinámica en las sociedades democráticas actuales está constituido 
por organizaciones de la sociedad civil (OSC) y por movimientos sociales. Estas organizaciones 
incluyen una rica multiplicidad de entidades, que describen la diversidad de intereses y 
competencias que movilizan y agrupan a colectivos sociales, que intentan diferenciarse tanto del 
Estado como del mercado, profundizando los niveles de responsabilidad social. 

Si se analiza el fenómeno en perspectiva histórica, estas organizaciones se han ido 
constituyendo en la sociedad argentina, por un lado, en la medida que la modernidad exigía de la 
sociedad civil un despliegue cada vez más autónomo, y por el otro, en función del surgimiento de 
prácticas y problemáticas específicas de colectivos diferenciados. 

Recién al finalizar de la Segunda Guerra Mundial se comienza a otorgar lugar a la sociedad civil 
para que pueda tener injerencia en la toma de decisiones del estado (Loewenstein, 1979). El caso de 
América Latina es aún más rezagado. Esta incorporación aparece tardíamente en la década de los 
ochenta, como un intento de buscar una salida a la crisis de legitimidad de las democracias de la 
región, en procesos de transición luego de atravesar dictaduras cívico-militares. Es a partir de ese 
momento, que se promueve la inclusión de la sociedad civil, en sus diferentes representaciones. 
Esta inserción se concretó en alguna de las fases del ciclo de las políticas públicas, ya sea tanto en 
el diseño, la implementación, el monitoreo como en la evaluación, principalmente en las dos 
primeras fases (De Piero y Gradin, 2015). 

Mayormente instituyen la respuesta que construye la sociedad civil para enfrentar las 
decisiones que las políticas públicas producen, omiten o silencian. De este modo, pueden llenar los 
vacíos de un Estado Ausente en políticas sociales, culturales y económicas, o para enfrentar los 
crímenes, abusos y violaciones a los derechos humanos, de un Estado Terrorista. 

Enmarcar el análisis teniendo en cuenta los procesos históricos permite observar las principales 
tendencias que caracterizan la aparición de los diversos colectivos que se fueron construyendo como 
respuesta al entorno social, político y económico imperante. 


1. El modelo oligárquico agroexportador (1880-1930) 


Las organizaciones que surgen en la sociedad civil durante este período (ver Capítulos 2 y 3), se 
despliegan allí donde la presencia del Estado es débil o está directamente ausente. Sin embargo, no 
puede soslayarse la importancia que adquiere el entramado de un fecundo tejido social que permitió 
el crecimiento de una compleja red asociativa que daba respuesta a las necesidades sociales sobre 
la base de la solidaridad y la ayuda mutua. 

Este tejido social se fue construyendo tanto de manera formal como informal y basándose en 
aproximaciones diferentes. 


e Por un lado, puede observarse el surgimiento de iniciativas verticales, de arriba hacia abajo, 
tendientes a dar respuesta a sectores sociales con grandes carencias, muy vulnerables y en 
extrema pobreza, que surgen bajo la forma de beneficencia o caridad. 

e Por el otro, aflora el mutualismo, que dará origen a organizaciones entre pares, como grupo 
de entreayuda horizontal, tendientes a brindar ayuda mediante un pago o contribución 
periódica. Surgieron asimismo las Cooperativas de Trabajo, los clubes de barrio, las 
sociedades de fomento, las bibliotecas populares, todas ellas con gran influencia en la 
cultura popular. En esta sociabilidad se entremezclan prácticas culturales, sociales, 
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deportivas y políticas entre otras. 


Para describir las tendencias más significativas que caracterizan este período pueden 
circunscribirse las siguientes problemáticas: 


Asistencia social: Son organizaciones creadas y promovidas por sectores de la clase alta, la 
Iglesia o incluso el Estado. En todas ellas las mujeres ocupan un papel protagónico. En 
muchos casos, esta asistencia está sostenida mediante subsidios estatales originados por 
vínculos personales entre miembros de las organizaciones y autoridades del Estado. 
Establecen un tipo de solidaridad vertical que diferencia entre los incluidos y los excluidos. 
Su modalidad de trabajo se establece con asistencia directa a los pobres en cuestiones 
alimentarias y de salud o de abandono. Reflejan prácticas culturales y de pertenencia de los 
sectores altos que establecen una relación distante con el pobre, que los ubica en el lugar del 
“beneficiario”. Se originan de prácticas de asistencia social y caridad de ciertas corrientes 
cristianas provenientes de Francia del siglo XIX (Campetella, González Bombal y Roitter, 
1998). 

Recreación y el deporte: Otro aspecto lo constituye la generación de espacios de recreación y 
esparcimiento, tanto de clubes exclusivos de los sectores altos (Jockey Club) como de 
instituciones deportivas de carácter más amplio. En este ámbito, es notable la sucesión de 
clubes deportivos fundados entre 1890 y 1910, en particular en las grandes ciudades, que 
constituyeron la base de la organización deportiva a nivel nacional. En muchos casos, estas 
organizaciones fueron fundadas por sectores de la elite local, tanto los grandes clubes de 
Buenos Aires, Córdoba o Santa Fe, como otros en escala más pequeña. Los clubes de fútbol y 
de otros deportes en los barrios en muchos casos forjan una identidad de barrios o ciudades. 
Cultura y cuidado de obras de arte: También en el mismo período es importante destacar la 
participación de la elite en la generación de espacios culturales, en particular los primeros 
museos. En esta tarea, algunos sectores de la elite aportaban no sólo la iniciativa, sino que 
constituían grupos de apoyo y, en ocasiones, hasta donaban sus casas (1) o sus obras de arte 
para la constitución de los museos. 

Cooperativismo: Se introduce con la llegada de los inmigrantes europeos. La primera 
cooperativa es fundada en la ciudad de Paraná, Provincia de Entre Ríos en 1855, con el 
nombre de “Asociación Panadería del Pueblo”. Es importante destacar la gran cantidad de 
cooperativas que surgen en el período, con suerte diversa. De especial importancia, es la 
creación en el año 1905 de la Cooperativa El Hogar Obrero, que surge con los expresos fines 
de atender los problemas de la vivienda y el consumo. El Partido Socialista es quien propicia 
de manera fundamental este modelo cooperativista, donde se destaca la figura de Juan B. 
Justo, que impulsaba a los obreros organizados en sindicatos, a formar cooperativas para 
“mejorar las condiciones de trabajo y hacer más intensa la propaganda obrera, excluir de 
ellas el sentimiento de estrecho espíritu de corporación” y contribuir a “robustecer su 
resistencia al capitalismo” (Grela, 1965). 

Muchas organizaciones nacen como cooperativas agrícolas, especialmente en la provincia de 
Entre Ríos y Santa Fe, provenientes de prácticas comunitarias solidarias que se desarrollaron 
en Rusia por parte de los inmigrantes de la comunidad judía, conocidos como “Grimilat 
Gesed” (apoyo mutuo). Estos esfuerzos solidarios tenían como objetivo resistir 
colectivamente a las presiones de los grandes monopolios cerealeros como Dreyfuss y Bunge 
y Born. Las cooperativas agrícolas funcionaron como un instrumento de lucha y resistencia a 
los grandes monopolios propios del modelo agroexportador. También pueden apreciarse 
importantes antecedentes en las provincias de La Pampa, Chaco y Rio Negro. 

Otras surgen como Cooperativas de Servicios, primero las de electricidad y más tarde las de 
agua potable. La primera es la Cooperativa Eléctrica de América del Sur en la localidad de 
Punta Alta en la Provincia de Buenos Aires. Sus orígenes se remontan a la iniciativa de un 
grupo de vecinos ante la negativa de la empresa de electricidad, de conectar la electricidad 
desde Bahía Blanca hasta la localidad de Punta Alta, o de ofrecerle electricidad a un costo 
alto y de mala calidad. Esta decisión es respondida con amenazas a clientes e intentos de 
boicot por parte de las empresas. 

Asociacionismo: Tuvo como finalidad cubrir las necesidades a las que el Estado no daba 
respuestas. Se trata fundamentalmente de Mutuales y Sociedades de Socorro Mutuo, 
constituidas a partir de la experiencia organizativa que traían los inmigrantes desde sus 
propios países de origen, como forma de paliar las necesidades y contingencias de cada 
grupo de similar nacionalidad (Campetella, González Bomnbal y Roitter, 1998). 

Los servicios que brindaban incluían: médico, remedios, abonos a hospitales, ortopedia, 
óptica, primeros auxilios, baños medicinales, asistencia en partos, dentistas (extracciones 
solamente), inspectores de enfermos, y servicio fúnebre. Muchas de ellas sostenían escuelas 
a las que asistían los niños de las diferentes colectividades. Algunas sociedades 
preexistentes, como es el caso de las Sociedades Africanas, dedicadas originalmente al baile, 
se convirtieron luego en mutuales. 

A partir de estas mutuales, las colectividades también organizaron y construyeron luego sus 
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propios hospitales, financiados por aportes voluntarios y su objetivo era atender a los 
miembros de cada comunidad. Muchos de estos subsisten en la actualidad, como el Español, 
Italiano, Francés, Alemán, Británico e Israelita. 

Un indicativo de la fuerte articulación que sostenían dentro de las colectividades es la 
proliferación de sus propias publicaciones especializadas como el Eco delle Societá Italiane, 
el boletín mensual de la Asociación Española de Socorros Mutuos, el Boletín Oficial del 
Centro Gallego; el boletín de la Fédération des Sociétés Francaises de Secours Mutuels y el 
de la Asociación Obrera de Socorros Mutuos de Buenos Aires. 

Sindicatos: Los ideales sindicalistas llegaron a nuestro país de la mano de la inmigración. El 
anarquismo y el socialismo, nacidos en Europa, son las corrientes ideológicas que más 
influyen en el movimiento obrero argentino y en la conformación de sus sindicatos. En la 
década de 1880 nacen veintiún sindicatos entre los cuales están la Sociedad de Dependientes 
del Gobierno (actual Sindicato de Empleados de Comercio) y La Fraternidad de Maquinistas 
y Fogoneros de Locomotoras en 1887. 

Durante este período el Estado no reconoce a los sindicatos, sumiéndolos en la marginalidad 
política. Los obreros sindicalizados eran mayormente inmigrantes extranjeros y carecían del 
derecho al voto mientras no se nacionalizaran. De todos modos, los obreros nativos corrían 
igual suerte. 

Pero el Estado Conservador y los sectores patronales, no consideran legítimas las exigencias 
de las reivindicaciones salariales y mejoras laborales que plantean las organizaciones 
sindicales. El estado adopta fundamentalmente un rol represivo y disciplinador. La influencia 
de las organizaciones sindicales, especialmente las anarquistas, será de tal magnitud que el 
gobierno implementará medidas tendientes a frenar su expansión. La Ley de Residencia (Ley 
4144), sancionada en 1902 y la Ley de Defensa Social (Ley 7029) de 1910, fueron los 
instrumentos legales formulados con tal propósito (Matsushita, 1983). (2) 

Con la llegada del Yrigoyen al gobierno en 1916 la situación cambia parcialmente. El estado 
adopta un papel ambiguo. En un principio, se erige como mediador entre los sindicatos y los 
patrones, de manera que logra aislar a los anarquistas y reducir su influencia. Pero luego, 
adopta una política altamente represiva, sobre todo cuando no logra controlar los conflictos. 
Ejemplos de este accionar son: 


- La semana trágica: se denomina a la represión y masacre desatada en enero de 1919 ante la huelga 


de los obreros de la empresa metalúrgica Talleres Vasena, dejando como resultado 700 obreros 
asesinados 


- Los fusilamientos de huelguistas en la Patagonia de 1921: Tropas del Ejército son enviadas por el 


presidente con órdenes de “normalizar” la situación. La actuación represiva del ejército culmina en 
una masacre sangrienta donde fusilan a 1.500 trabajadores (ver capítulo 3). 

Asociaciones profesionales, cámaras empresarias y cámaras de negocios: también surgen en 
este período, representado a los nuevos empresarios y profesionales (Romero, 2003). 

La Sociedad Rural Argentina (SRA) es un ejemplo paradigmático de esta etapa. Se trata de 
una asociación civil patronal fundada en 1866 que agrupa a grandes propietarios de tierras, 
dedicados tanto a la agricultura como a la ganadería. Es la expresión de los intereses de la 
burguesía agraria de la región pampeana, representando un importante rol político y 
económico por su gravitación en las decisiones del Estado. 

También los incipientes industriales crean el Club Industrial en 1875, el cual en 1887 pasó a 
llamarse Unión Industrial Argentina (UIA). 


2. La sustitución de importaciones (1930-1945) 


Después de la crisis de 1930 y sus repercusiones en nuestra sociedad se fue realizando un 
reordenamiento político y social a través de los cambios económicos y esencialmente del desarrollo 
industrial. En esta etapa política de restauración conservadora se mantiene la visión de solidaridad 
vertical del modelo de asistencia/beneficencia. Las organizaciones ya instituidas continuaron su 
desarrollo a lo largo de la década del treinta (Campetella, González Bombal y Roitter, 2000). (3) 

La demanda de participación por parte de la sociedad, en un entorno políticamente restrictivo, 
impulsa formas organizativas de interacción con el Estado, en espacios donde éste no completaba el 
ciclo de la política pública, desplegando un activismo despolitizante. 

Algunos casos fundamentales están constituidos por: 


Bomberos voluntarios 
Cooperadoras escolares 


e Juntas Vecinales y Sociedades de Fomento: Se trata de formas particulares de asociacionismo 


barrial. Crecen rápidamente, llegando a convertirse en el intermediario natural entre los 
vecinos y la órbita gubernamental. Las migraciones internas a causa de la crisis económica 
producen un crecimiento demográfico del conurbano porteño y de los centros urbanos del 
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interior de la provincia de Buenos Aires. Se potencia la necesidad de crear instituciones de 
mediación entre el Estado y los ciudadanos para encarar cuestiones barriales. Frente a las 
problemáticas urbanas de servicios elementales y ausencia de equipamiento urbano, 
generadas tanto por una ocupación desordenada como por la ausencia de inversión pública, 
en un contexto de fuerte restricción a la participación política, impulsa una modalidad de 
participación que se caracteriza no desde una pertenencia política, sino desde un vínculo de 
pertenencia geográfica, bajo la categoría de “vecino” (García Delgado y De Piero, 2002). 


3. El peronismo (1945-1955) 


A partir de la llegada del peronismo se produce un rotundo cambio en la relación entre el 
Estado y la sociedad, esencialmente en los sectores populares. Nace una nueva relación entre clases 
populares y Estado (ver Capítulo 5). Si bien la actividad política se establecía en los partidos 
políticos, impregnaba también las actividades sociales. El peronismo se propone como objetivo 
estratégico la organización de la comunidad. Surgen así las unidades básicas, dispuestas a nivel 
local como órgano del partido. Según Campetella, González Bombal y Roitter (2000), la actividad de 
estos nuevos centros fue más allá de los meros vínculos con el partido. Con una fuerte presencia 
barrial, irán desarrollando un nuevo vínculo entre la sociedad civil y la identidad política. Superaban 
alos comités radicales y a los centros de otros partidos por su vínculo fluido y constante con el 
Estado. 

Algunas modalidades organizativas de la sociedad civil surgidas en períodos precedentes, se 
verán modificadas por la impronta del Estado peronista. 

Este aspecto intervencionista que realiza en la sociedad civil, propio del peronismo, es el anclaje 
donde muchos autores sostienen la visión del “peronismo dictatorial”. 


e Las asociaciones mutuales primigenias serán la piedra basal de las nuevas obras sociales, 
elemento central de la nueva concepción peronista relativa a la salud. 

e Los sindicatos por empresa son sustituidos por sindicatos por ramas de actividad, que a la 
vez confluyen en la Confederación General del Trabajo. El estado desempeñó un rol activo y 
de constante mediación, en algunos períodos la burocracia del estado estuvo muy presente y 
en otros dejaba libertad a los movimientos sindicales, los cuales tuvieron una influencia 
política fuerte. Varios autores indican que el margen de autonomía obrera de los sindicatos 
con respecto al peronismo y al estado era escaso. 

e Al respecto, Gino Germani (1962) plantea que los obreros “nuevos”, producto de las 
migraciones internas iniciadas con el proceso de industrialización por sustitución de 
importaciones, conformaron la base social del peronismo, mientras que los “viejos”, siguieron 
las tradiciones previas, y se habrían mantenido enfrentando al peronismo. 

e Murmis y Portantiero (1971) debaten esa postura teórica y consideran, por el contrario, que 
no hay ruptura entre las viejas y nuevas organizaciones sindicales, sino, más bien, una 
relación de continuidad. 

e La Sociedad de Beneficencia, (4) liderada por mujeres de grupos sociales de la élite, fue 
disuelta en 1946. La negativa a nombrar a Eva Perón como presidenta de la organización, es 
un hito popular que describe el desprecio de estos sectores por la “abanderada de los 
humildes” (Golbert y Roca, 2010). 

e El rol protagónico es sostenido por la Fundación Eva Perón, que mantiene la dependencia 
estatal que caracterizaba a la Sociedad de Beneficencia. La Fundación se dedicaba a la 
provisión de servicios sociales para los excluidos del mercado de trabajo (Campetella, 
González Bombal y Roitter, 2000). 

e Las sociedades de fomento quedarán paulatinamente debilitadas por la competencia de las 
actividades desarrolladas por una red de Unidades básicas. Su función consistía en 
reconocer y responder de manera rápida y eficiente a las necesidades barriales, actividad 
que tradicionalmente había realizado el fomentismo. Este proceso está vinculado, 
especialmente a partir de 1952, al impulso del gobierno para peronizar las organizaciones 
barriales. Mayormente el peronismo no se interesó por cooptar esos tradicionales espacios 
de socialización barrial, sino que prefirió sustituirlos por sus propias organizaciones 
partidarias de base. 

e En el aspecto deportivo, los clubes deportivos preexistentes y los nuevos que se crean en 
todo el territorio nacional, especialmente los clubes barriales, el estado interviene apoyando 
y promoviendo su desarrollo acorde a su estrategia comunitaria. 


4. El desarrollismo (1955-1976) 
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Tras el derrocamiento de Perón por un golpe militar en 1955, se impone la proscripción política 
del peronismo, que se prolonga hasta 1972. El nuevo modelo abre la economía a grandes empresas 
de capital extranjero que beneficia, por un lado, el desarrollo económico, pero profundiza, por el 
otro, la conflictividad social. Esta ambivalencia se evidencia en el movimiento peronista que fluctuó 
entre la integración y la resistencia al nuevo modelo (ver Capítulos 6 y 7). 

Dos significativos aspectos de la sociedad civil se destacan en este período, por un lado, 
aquellos relacionados con las organizaciones sindicales y por el otro, con los movimientos villeros. 


e Organizaciones sindicales: Los sindicatos son intervenidos por el Estado, y los 
representantes sindicales son perseguidos y encarcelados. En el período de proscripción del 
peronismo, el sindicato pasa a ser el símbolo de la resistencia obrera. El estado los reprimió 
duramente en algunas etapas, pero en otras los toleró e inclusive intentó dividirlos. Durante 
la presidencia de Frondizi, quien llega al poder apoyado por el peronismo y la mediación de 
los sindicatos, se sanciona la Ley 14.455 de Asociaciones Profesionales de Trabajadores que 
restituía la regulación peronista en materia gremial, suprimida por el golpe de estado de 
1955. A partir de allí el poder sindical recobra amplias facultades. 

e Con el golpe de Estado de 1966 se suspenden las negociaciones colectivas y el gobierno 
frena todo aumento salarial, encarcelan a dirigentes sindicales, suprimen el derecho de 
huelga y obligan a un arbitraje obligatorio. El gobierno militar establece políticas de 
fragmentación sindical. 

e El Cordobazo en 1969, como gran movimiento contestatario pone de manifiesto la oleada 
revolucionaria que ahonda los conflictos ya presentes y que ante tantas prohibiciones 
permite que surja la democracia en las calles. 

e Movimientos villeros: Por otro lado, Luciano de Privitellio y Luis Alberto Romero (2005) 
consideran que es en las villas de emergencia de la ciudad de Buenos Aires, en las que se 
constituyó un nuevo fomentismo y la pervivencia del movimiento asociativo popular hasta 
llegar a un punto culminante entre 1973 y 1974. 

e La lucha de sus habitantes se enfoca en el suministro de agua -aumentar el número de 
canillas distribuidas en la villa- o de electricidad. Luego se extenderá a otros servicios. Los 
pobladores se organizan para conseguirlos: la extensión de las líneas de colectivos, y 
eventualmente su entrada en la villa; la construcción de un Jardín de Infantes, una escuela 
elemental, una Sala de Primeros Auxilios; el suministro de algún tipo de vigilancia policial 
(De Privitellio y Romero, 2005). El Padre Mugica, fundador de la Capilla de Cristo Obrero en 
la Villa Retiro es un símbolo de estas luchas. Su tarea es compartida con una significativa 
militancia social. La autogestión es parte intrínseca de las tareas que se desarrollan. Se 
crean comisiones de barrio para este fin. El padre Jorge Vernazza describe este escenario. 

A modo solo de ejemplo se podrán mencionar algunos de los muchos trabajos que se llevaban a 
cabo: construcción de pasillos —a veces con adoquines solicitados en la Municipalidad—; 
denominación de los mismos, con nombres propuestos por los vecinos y numeración de las 
casillas, a fin de facilitar su localización; construcción de piletones para la recolección de la 
basura; ampliación de la red de cables para la energía eléctrica o cañerías para el agua; 
colocación y mantenimiento de grifos; instalación de alumbrado público, apertura y 
mantenimiento de desagúes, etcétera. Además de estos trabajos habituales, se lograban otros 
más específicos como la edificación de una salita para el médico, de una guardería o de una 
capilla. Y algunos emergentes, como la reconstrucción de casillas consumidas por un incendio o 
reubicación de otras, afectadas por la inundación. Lo destacable es que todos eran realizados, 
en su inmensa mayoría gratuitamente, por la voluntaria colaboración de los vecinos. A la 
comisión correspondía, y al cura con ellos, motivarlos, comprometerlos (Vernazza, 1989: 18). 


La estrategia de lucha reuniendo a las diferentes villas (5) de la capital permite ciertos 
resultados. En 1958, bajo el gobierno de Frondizi, se organizó la Federación de Barrios y Villas de 
Emergencia, que llegó a tener el reconocimiento del gobierno municipal. Bajo la presidencia de Illia 
mejoran las relaciones. El movimiento villero se vincula con la protesta gremial y acompañó el Plan 
de Lucha de la CGT en 1964. En 1967 la dictadura del general Onganía desconoce a la Federación y 
anuncia un enérgico plan de erradicación de las villas y relocalización de sus moradores, que 
despierta una enorme resistencia y no logra imponerse. Este plan será luego concretado por la 
dictadura cívico-militar (1976-1983). 


5. El Estado neoliberal 


El modelo de Estado Neoliberal se desarrolla en cuatro períodos de Gobierno (ver Cuadro 1): 


Cuadro 1 
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Período Gobierno Ejercido por 
Dictadura Alianza entre estamento militar/sector más concentrado de la burguesía 
1976-1983 Ene a Ñ ] 
cívico-militar Nacional/Empresas transnacionales 
1989-1999 Menem Partido Justicialista 
1999-2001 De la Rúa Alianza electoral entre la Unión Cívica Radical y el FREPASO (6) 
2015-2019 Macri “Cambiemos”, Alianza electoral integrada por el PRO y la Unión Cívica Radical 


En estas etapas de gestión de gobierno se repite una decisión estructural de cambio en la matriz 
del vínculo entre el Estado y la Sociedad Civil. Se producen cambios estructurales del sistema 
económico, sobre todo la apertura económica indiscriminada, que implica el cierre de industrias y 
comercios. Hasta el momento, estas políticas han producido un fuerte crecimiento de los niveles de 
desocupación, de marginalidad y de hambre en amplias capas de la población. 

Ante estos experimentos económicos, la respuesta de la sociedad civil no se hace esperar. 
Aparece reflejada en acciones de resistencia llevadas a cabo por los movimientos que desafían la 
hegemonía neoliberal. Son demandas ciudadanas representadas por colectivos novedosos que 
apuntan hacia aquellos espacios que el estado ha abandonado, atacado o marginado. 


6. La dictadura cívico-militar (1976-1983) 


Este período es el inicio de una serie de cambios profundos en la estructura productiva de la 
Argentina, que se encontraba basada en el modelo de industrialización por sustitución de 
importaciones surgido desde los años treinta. A partir de la dictadura se comienza un proceso de 
transformación de la matriz productiva y de esa forma se fue imponiendo un nuevo comportamiento 
económico-social basado en la valorización financiera y la apertura comercial. Es la entrada del 
neoliberalismo en el país. El profundo cambio que implica este modelo, afecta tanto a la base 
productiva como a la estructura social. La prohibición de las actividades civiles, gremiales y 
partidarias, implicaron un ataque directo a todo tipo de institución civil (ver Capítulo 8). Los 
sindicatos son intervenidos y deja de regir el derecho a huelga. 

La instauración del Terrorismo de Estado, bajo la premisa de restablecer el orden y la seguridad 
pública, generará su réplica por parte de la Sociedad Civil. Surgen en respuesta al Terrorismo de 
Estado, organizaciones de familiares de desparecidos, de denuncia a las violaciones cometidas por 
el gobierno, y de apoyo a familiares y víctimas de la represión sistemática. (7) 

Según Hilda Sabato estos organismos fueron los “protagonistas solitarios de la reacción inicial 
contra la dictadura militar en los años de plomo que siguieron al golpe de 1976, desde entonces 
hasta hoy han seguido jugando un papel público decisivo en la difícil lucha por la construcción de la 
democracia” (2004: 571). 

Entre los organismos de derechos humanos se destacan: 


e Madres de Plaza de Mayo: Las Madres se organizan como asociación civil el 30 de abril de 
1977, con el objetivo de reclamar por el paradero de sus hijos desparecidos. Con la amplitud 
de la represión crece este organismo y desde esa fecha “circulan” (8) alrededor de la 
pirámide de la plaza. Es una manifestación pacífica y fue una de las primeras en surgir 
durante la dictadura. Han sido las grandes protagonistas de la lucha contra la dictadura y se 
han convertido en un símbolo planetario en la lucha por los Derechos Humanos. 

e Abuelas de Plaza de Mayo: Esta organización de Derechos humanos nace en octubre de 1977 
y tiene su origen en la asociación de Madres de Plaza de Mayo. Reúne a madres que no sólo 
buscaban a sus hijos, sino también a sus nietos nacidos en cautiverio y/o apropiados por los 
militares. El objetivo de ellas es localizar a sus nietos para restituirlos a su familia legítima. 
El trabajo de las abuelas continúa porque se calcula alrededor de quinientos el número de 
bebés apropiados por la dictadura y gracias a su trabajo ya se recuperaron más de ciento 
treinta nietos. (9) 


7. La transición democrática: Alfonsín, Menem y de la Rúa 
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Con la vuelta a la democracia a partir de 1983, el gobierno de Ricardo Alfonsín queda ceñido en 
una crisis económica muy profunda que resulta en el adelantamiento de la entrega del gobierno en 
1989, El gobierno de Carlos Menen que asume en julio de 1989 en un contexto plena crisis 
hiperinflacionaria. El trauma social que implica la hiperinflación será la clave para imponer medidas 
de drásticas características. Según el imperante discurso neoliberal, la crisis económica del Estado 
proviene de su aspecto Benefactor que únicamente podrá ser resuelta sobre la base de encarar 
transformaciones estructurales. Menem logra imponer un paquete de reformas basadas en el 
Consenso de Washington (ver Capítulo 9). 

Las consecuencias de estas medidas restrictivas impondrán profundos cambios en la sociedad 
argentina. Los costos sociales implicarán: 


Empobrecimiento general de la mayoría de la población. 

Crecimiento explosivo de los índices de desocupación 

Deterioro de las condiciones de vida y trabajo 

Incremento del desempleo, subempleo y empleo precario. 

Vulnerabilidad, precariedad, inestabilidad, clandestinidad del trabajo y caída de las 
remuneraciones conocidas como “Flexibilización laboral”. 

e Cambios regresivos en la estructura social: polarización, segmentación, fragmentación y 
exclusión social. 


Ante el deterioro de las políticas públicas, particularmente respecto a las aplicadas en el 
denominado gasto social, la respuesta de la sociedad se enfoca en reconstruir lazos solidarios por 
intermedio de nuevas formas de organización. El ajuste se ha plasmado sobre las políticas 
incluyentes de salud, vivienda, educación y seguridad social y del achicamiento de la capacidad del 
estado para garantizar el empleo. Este deterioro y malestar social es la base que origina el 
surgimiento de los nuevos movimientos sociales. 

Según Palomino (2003), el origen de estos nuevos movimientos sociales obedece a múltiples 
causas. Entre ellas se destaca el surgimiento de redes territoriales favorecidas por la vecindad y 
aglutinadas de manera casi excluyente por dos factores principales: 


e la desocupación y 
e el cierre de fábricas y establecimientos productivos. 


Esto permitió que la acción común resultara en la búsqueda de alternativas de lucha para 
conservar las fuentes de trabajo. 


Movimiento de desocupados o piqueteros 


Se trata de movimientos formados por trabajadores desocupados. Su demanda en un principio 
se enfoca en el reingreso al mercado laboral. Su método de lucha es el corte de calles y rutas. El 
origen de estos movimientos se encuentra en la provincia de Neuquén, en las Jornadas de Cutral-Co 
entre julio de 1996 y abril de 1997, donde desocupados (YPF había despedido a 3.600 de los 4.200 
empleados que tenía) y docentes cortan la ruta y son violentamente reprimidos por la policía 
provincial el 12 de abril de 1997. En esa represión es asesinada de un balazo camino a su trabajo 
Teresa Rodríguez, empleada doméstica, que se convierte en un símbolo de esta lucha. 

Los conflictos de Cutral Có y Plaza Huincul marcan el inicio de nuevas formas de acción 
colectiva que han dejado una profunda huella en la sociedad argentina, especialmente como método 
de lucha social. Se irá extendiendo el corte de rutas, como método, donde convergen trabajadores 
ocupados y desocupados, tomando decisiones en asambleas, estableciendo una forma de 
“democracia directa” y creando nuevas experiencias de organización que se independizan de las 
organizaciones políticas y sindicales tradicionales (Klachko, 2002). 


Movimiento de fábricas recuperadas 


Fue otra de las alternativas en la lucha a lo largo de la década menemista. Tiene origen en la 
ocupación del local, taller o fábrica que fueron declaradas en quiebra por sus dueños generalmente 
dejando impagos varios meses de salarios de sus trabajadores y a veces préstamos estatales. 

Estas empresas fueron entonces ocupadas por sus trabajadores reanudando parcialmente sus 
actividades como asociaciones civiles o cooperativas. Fue un método de conservación de los puestos 
de trabajo, ante la enorme dificultad de reinserción laboral. En el año 2013 se estimaba que había 
en Argentina unas trescientas cincuenta empresas recuperadas, con unos veinticinco mil 
trabajadores. 

Algunos ejemplos a destacar: 
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e Casa Brukman: fábrica de confecciones textiles, donde cincuenta y dos obreras se plantan 
frente a sus patrones y les exigen los salarios impagos, se organizan como cooperativa y se 
convierten en el símbolo de la Argentina post 19 y 20 de diciembre de 2001 (Lavaca, 2007). 

e Hotel Bauen, donde treinta y ocho trabajadores reingresaron al edificio en marzo de 2003, 
luego de que este permaneciera cerrado por cuatro meses y establecen una cooperativa de 
trabajo. 

e Fábrica de Cerámicas Zanón, “donde los obreros habían evitado un desalojo por parte de la 
policía defendiendo su fábrica autogestionada usando hondas y las bolitas de cerámica 
usadas para moler la arcilla patagónica” (Lewis y Klein, 2007). 


El movimiento se inicia en 1995. Se basa en la autogestión y el cooperativismo. La consigna del 
movimiento era “ocupar-resistir-producir” y se basó en tres ejes: 


e la ocupación de la fábrica 
e la resistencia al desalojo 
e la posterior puesta en marcha de la producción 


Los sindicatos mayormente se mantuvieron al margen de estas iniciativas. 


Las marchas del silencio 


En este caso, no se trata de movimientos referidos a aspectos laborales/productivos. Se inician 
con el asesinato de la joven María Soledad Morales, en Catamarca, en el año 1990, en manos de 
“hijos del poder” de la provincia. Estas marchas manifiestan el enfrentamiento de la sociedad civil a 
prácticas que reflejan modos de dominación social. 

Se han multiplicado a lo largo del tiempo, refiriéndose en la mayoría de los casos, a aspectos 
relacionados con la inseguridad, asesinatos y/o cuestiones de género. 


Comedores Comunitarios 


También son una respuesta de la sociedad civil a las políticas económicas neoliberales. Algunos 
comedores son iniciativas de las parroquias barriales, en otros casos de organizaciones barriales y 
otras incluso de iniciativas personales. 

A partir del año 1991 comienzan muchas como merenderos, a veces solo con mate cocido para 
las y los niños. Luego estas organizaciones van creciendo. Muchas veces incorporan ayuda escolar, 
dado que las y los chicos que asisten, lo hacen generalmente con la mochila de la escuela. Sus 
consecuencias serán difíciles de revertir, como la pérdida de la comensalidad, y el saber culinario 
popular. 


Diciembre de 2001 


El estallido de la crisis en diciembre de 2001, enmarcado por las protestas y la represión oficial, 
establece el momento más álgido de una crisis social y política para la Argentina. Sin embargo, la 
protesta social no devino en un colectivo unificado (Casas, 2015). Según Retamozo (2012) si bien la 
protesta ganó las calles, lo hizo de forma desarticulada. Esto impidió que se estructurase con la 
lógica del movimiento político. 

Estas jornadas de diciembre implicaron la vuelta de la repolitización del espacio público, con la 
generación de asambleas donde la consigna “Que se vayan todos” marcó un clima de época y crisis 
de representación y de legitimidad del sistema político (ver Capítulo 10). 


Asambleas barriales 


Las Asambleas Barriales surgen en diferentes barrios de algunas ciudades como Buenos Aires, 
Rosario o La Plata sobre el final del gobierno de Fernando de la Rúa (1999-2001). Se tratan allí, 
diferentes situaciones del barrio, la política de la ciudad e incluso la política nacional. La 
participación de los sectores medios cumple un papel central. La consigna “que se vayan todos” de 
diciembre de 2001 se origina en estos intercambios. Svampa (2002) analiza estas asambleas como 
espacios multidimensionales: 
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. Primero, como un espacio que rompe con las formas tradicionales de representación política y en 
favor de otras formas de auto organización de lo social, con aspiraciones a la horizontalidad y 
proclives al ejercicio de la acción directa. 

». En segundo lugar, las asambleas expresan el quiebre del fatalismo discursivo ideológico de los 
noventa, devolviendo a los individuos la capacidad de convertirse en sujetos del propio destino, 
tanto individual como social. Las asambleas traían consigo la promesa de la creación de espacios de 
solidaridad y de confianza, a partir de los cuales (re)construir los lazos sociales, tan socavados y 
mercantilizados tras una década de neoliberalismo. 

:. Por último, esta participación vuelve a posicionar a las clases medias, sobre todo de la ciudad de 
Buenos Aires, en un lugar importante de la escena política. 


8. La post crisis del 2001: el Gobierno de Duhalde (2002-2003) 


Luego de los sucesos de diciembre de 2001, continúan las asambleas barriales. La clase media, 
aunque poco organizada, ha tomado la vereda de los bancos pidiendo que le devuelvan sus ahorros 
incautados en el Corralito bancario. 

A partir de la asunción de Duhalde, en 2002, la propuesta del gobierno ante los movimientos 
sociales consistió en la creación del plan jefes y jefas de hogar desocupado. Este plan estatal 
proponía un subsidio que mitigase los efectos de la feroz crisis económica. 

Algunos movimientos aceptaron la propuesta del gobierno, mientras que otras organizaciones 
no lo hicieron y profundizaron sus movilizaciones. El 26 de junio de 2002, en un corte de ruta sobre 
el puente Avellaneda, fueron asesinados dos jóvenes militantes del Movimiento de Trabajadores 
Desocupados (MTD), Darío Santillán y Maximiliano Kosteky, por miembros de la policía de la 
provincia de Buenos Aires. Estos asesinatos profundizaron la ola de protestas en la que confluyeron 
tanto la CTA como organismos de DDHH, asambleas barriales y movimientos estudiantiles. Después 
de los hechos, Duhalde decidió adelantar las elecciones para el 27 de abril de 2003 (ver Capítulo 
10). 


9. La década Kirchnerista (2003-2015) 


El inicio de este período se caracteriza por la multiplicidad de demandas emergentes de la 
sociedad que intenta recuperarse de la profunda crisis económica. Néstor Kirchner triunfa en las 
elecciones con 22% de votos. Ante su llegada al gobierno las expectativas de la sociedad son 
grandes y rápidamente realiza varios gestos políticos y acercamientos que permiten ampliar su base 
de acción y recomponer los vínculos sociedad-Estado. 

Su brújula consistió en garantizar el rol del estado como asignador de recursos sociales y 
permitir la gobernabilidad recomponiendo las bases del sistema representativo. Con un proyecto 
antineoliberal logra un acercamiento a algunos movimientos de desocupados. Otros se mantendrán 
frontalmente críticos durante todo el periodo como el Frente Popular Darío Santillán y sectores 
sindicales, como un sector de la CTA. 

El gobierno kirchnerista incluye a algunos de los representantes de los movimientos de 
desocupados y toma la decisión de no reprimir la protesta social, tratando de virar el clima de 
“conflicto pleno” hacia “aguas más calmas”, permitiendo una disminución en la conflictividad social. 
A su vez, lleva adelante un conjunto de políticas públicas que intentan responder a la demanda de 
los movimientos sociales (ver Capítulo 10). 


e Movimiento de desocupados: Principalmente promoviendo el trabajo registrado y 
organizando la fuerza laboral del movimiento por medio de cooperativas. 

e Movimiento de empresas recuperadas: Se establece el Programa de Trabajo Autogestionado 
y firma convenios con varias de las empresas recuperadas, colaborando en otorgarles 
estabilidad jurídica. 

e Organismos de derechos humanos: Promueve la derogación de las Leyes de Punto Final y 
Obediencia Debida, así como la recuperación del predio de la Escuela de Mecánica de la 
Armada (ESMA) donde funcionó un centro clandestino de detención. 


Por otro lado, surgen también nuevos movimientos sociales representativos de las nuevas 
demandas del período. 


e En 2004 la convocatoria de Juan Carlos Blumberg por “seguridad” a consecuencia del 
secuestro y asesinato de su hijo, marchas muy apoyadas por los medios de comunicación que 
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lograron instalar la agenda de seguridad y en el Congreso se modificaron varias leyes 
penales para endurecer las condenas. 

e La tragedia de Cromañón en 2004 movilizó a la población y a la juventud, muy conmovidos 
por la muerte de 194 jóvenes que fallecieron por esa catástrofe. 

e Movimientos en defensa del medio ambiente, como: 

- Movimiento de protesta frente al avance de la minería a cielo abierto, que se inicia en Esquel, 
provincia de Chubut, en el año 2003. Este movimiento en rechazo a la megaminería ya se ha 
extendido a cuatro provincias: Chubut, La Rioja, Catamarca y Río Negro. En todas ellas se 
produjeron movilizaciones en contra de la actividad extractiva, que en los cuatro casos son 
actividades que cuentan con el apoyo de los gobiernos provinciales. 

- Asambleas en repudio a las empresas papeleras del Río Uruguay. La principal pastera, Botnia, 
estaba ubicada en el margen uruguayo, frente a la ciudad de Gualeguaychú (Entre Ríos). Es allí 
donde surge la Asamblea. Su modo de lucha fue el extenso corte del paso Argentina-Uruguay. Estos 
cortes profusamente difundidos a nivel de los medios, obligaron a la búsqueda de acuerdos 
bilaterales entre Argentina y Uruguay. 

e Mesa de Enlace: En 2008 se produjeron movilizaciones y cortes de ruta en protesta por la 
resolución 125 del Ministerio de Economía que modificaba retenciones a las exportaciones 
agropecuarias, fundamentalmente sojeras. Esta medida logró movilizar a fuertes sectores de 
la oposición al gobierno Kirchnerista, cortando rutas y manifestando con “cacerolazos”. A 
estas manifestaciones adhirieron sectores vinculados al Agro y se fueron adhiriendo amplios 
sectores de clase media opositora al gobierno. Dando así inicio a la Mesa de Enlace, de la 
que forman parte las agrupaciones Federación Agraria Argentina (FAA), Coninagro, 
Confederaciones Rurales Argentinas (CRA) y la Sociedad Rural Argentina (SRA). 

e Movimientos por la diversidad sexual: se refiere en particular a las luchas del colectivo 
LGTBIQ+ (lesbianas, gays, bisexuales, trans, intersexual, queer y toda aquella que no sea 
representada por estas identidades), y en general a la situación de todas las orientaciones e 
identidades sexuales alternativas a la sexualidad heteronormativa tradicional. Con la 
recuperación de la democracia en 1983, las leyes del país y la opinión pública, tuvieron una 
evolución notable y progresiva a favor de una mayor aceptación de la diversidad sexual y de 
la inclusión de las comunidades y personas con preferencias no heterosexuales. Las 
demandas de este movimiento tienen sus frutos: 

- 2003 - la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y la provincia de Río Negro establecieron la institución 
de la unión civil de dos personas, con independencia de su sexo, reconociendo aquellas que hayan 
convivido en una relación de afectividad estable y pública durante un tiempo determinado. 

- 2010 - Ley de Matrimonio Igualitario: anula toda distinción entre géneros y orientaciones sexuales 
en el derecho de familia, ampliando a las personas homosexuales los mismos derechos conyugales 
que ya tenían las heterosexuales, incluido el derecho a la adopción y el reconocimiento sin 
distinción de la familia homoparental. 

- 2012 - derogación de las últimas normas que criminalizaban las sexualidades LGTBIQ+. 

- 2012 - Ley de Identidad de Género: permite que las personas trans (travestis, transexuales y 
transgéneros) sean inscritas en sus documentos personales con el nombre y el sexo a elección, sin 
necesidad de una intervención quirúrgica. A pesar de los avances, la homofobia en sentido amplio, y 
la discriminación, continúan presentes, tanto en las normas como en los comportamientos sociales. 

- 2015 - tras la entrada en vigencia del nuevo Código Civil y Comercial, las parejas sean del mismo o 
de diferente sexo pueden acceder a la figura legal llamada unión convivencial, con la cual se ejerce 
el derecho a vivir en familia, obteniendo ciertos efectos jurídicos aun cuando no se contraiga 
matrimonio. 


10. El gobierno de Macri (2015-2019) 


Con el triunfo de Macri en 2015 nuevamente cambia la matriz del vínculo Estado- Sociedad 
Civil, retomando el modelo económico neoliberal. 

Al cambiar la orientación política del nuevo mandatario, en la Sociedad Civil resurgen diferentes 
demandas y necesidades. Con la apertura económica indiscriminada se producen nuevamente 
cambios estructurales en el sistema económico: cierre de industrias, cierre de locales comerciales, 
baja de salarios, aumento de la inflación, sobreendeudamiento, dolarización tarifaria. 

El resultado es: crecimiento exponencial de la desocupación, la marginalidad y del hambre en 
amplias capas de la población (ver Capítulo 10). 

Ante esto hay una sociedad movilizada que resiste y protesta. Los movimientos protagónicos de 
esta etapa son: 


e Movimiento de oposición a ley del “dos por uno” en crímenes de lesa humanidad: Apoyo 
social a los movimientos de Derechos Humanos que se organizan y manifiestan masivamente 
ante la decisión de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en Argentina, tomada el 3 de 
mayo de 2017, en disminuir las penas a la mitad, de los años de encarcelamiento, contra los 
represores acusados de cometer crímenes de lesa humanidad durante la dictadura cívico 
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militar. 

e Movimientos Piqueteros 

e Demandas sindicales: Metro delegados del subterráneo, protestas de docentes y otros 
asalariados que piden aumentos de sueldo. En la medida que se acentúan los recortes 
salariales, se profundizan las demandas. 

e Taxistas contra UBER: consiste en un cambio del sistema tradicional de conductores de taxi 
del que se pasa a un sistema UBER, empresa proveedora de servicios de transporte a través 
de una aplicación para dispositivos móviles, en la cual el chofer es un socio y corre todos los 
riesgos y sus ingresos dependen de su nivel de esfuerzo y posibilidades de trabajo, 
degradándose las condiciones laborales. 

e Movimiento “Ni Una Menos”: convocado en un inicio por un grupo de mujeres periodistas. 
Las mujeres se movilizan, manifiestan, se solidarizan ante la enorme cantidad de mujeres 
asesinadas por su condición de género. Estos colectivos de “feministas autoconvocadas”, 
encuentran un gran eco en múltiples sectores de la sociedad y crean conciencia entre las 
más jóvenes, pero también hay ecos y solidaridad en el resto de la población. 

e Movimientos a favor del “aborto Legal”. Este colectivo de mujeres alcanza un gran 
crecimiento en el año 2018 cuando se discute en el Congreso la ley a favor de la Interrupción 
Voluntaria del Embarazo y toma como símbolo un pañuelo verde. Alcanza su cúspide el 14 de 
junio de 2018 durante los debates por la ley. 

e Si bien logra media sanción por parte de la Cámara de Diputados con ciento veintinueve 
votos a favor, ciento veinticinco en contra y una abstención, la ley no logra ser aprobada, ya 
que es rechazada luego por el Senado donde treinta y ocho senadores votaron en contra, 
treinta y uno a favor, se registraron dos abstenciones y un ausente. 

e La demanda por la ley continúa. 

e Ante el surgimiento del movimiento a favor del “aborto Legal” nace su contracara, el 
“provida”, movimiento encausado principalmente por sectores de la iglesia católica y 
evangelista, que levantan la consigna de defender las dos vidas y están contra el aborto, 
enarbolando un pañuelo celeste como símbolo. 


11. Para concluir 


Las organizaciones sociales y los movimientos descriptos a lo largo del capítulo, reflejan la 
creación de identidades colectivas, constituidas en respuesta a la aplicación de políticas del Estado 
o a su ausencia. Estos nuevos colectivos, surgidos a la sombra del neoliberalismo desde los años 
noventa, son formas de organización que retoman la tradición social de los períodos anteriores, pero 
que poseen características novedosas. En estos gélidos años, estas organizaciones han suplido al 
Estado ante su ausencia en su rol de ejecutor primordial de las políticas sociales. De esta manera, se 
han convertido en expresiones fundamentales de la “nueva ciudadanía”, que plantea sus demandas 
por nuevos canales. 

Sus reivindicaciones de inclusión social y transformación del Estado no cuestionan la existencia 
del estado como marco jurídico-político, al modo de las luchas anarquistas de principios del siglo 
XX. Muy por el contrario, se han ido convirtiendo en un actor involucrado en la toma de decisiones 
de las políticas públicas. Es impensable llevar adelante hoy cualquier tipo de política pública, sin la 
participación de los sectores de la sociedad civil involucrados en ella. 

También los movimientos sociales, como nuevas formas de acción colectiva le han otorgado un 
fuerte impulso a la práctica política. Demostrando originales recursos de visibilización de demandas 
y profundos cuestionamientos al sistema de representación política de la democracia liberal del 
sistema constitucional argentino. 
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1. Ejemplos de esto son el Museo de Arte Popular José Hernández, el Museo Casa de Yrurtia, el Museo Casa de 
Ricardo Rojas, el Museo de Arte Hispanoamericano Isaac Fernández Blanco, entre otros. 


2. Para ahondar en esta cuestión ver Capítulo 2 y 11. 
3. Para profundizar el análisis ver Capítulo 4. 


4. La Sociedad de la Beneficencia (o Sociedad de Damas de Beneficencia) había sido creada por Bernardino 
Rivadavia en 1823. la decisión de crear este organismo, implicó que fuera el Estado quien se encargara de la 
atención a los pobres, tareas reservadas a la Iglesia Católica, hasta ese momento. La administración de esta 
entidad quedó en manos de un grupo de mujeres, que también debían encargarse de la administración de 
organismos caritativos para mujeres y niños, como la Casa de Niños Expósitos, el Hospital Rivadavia y la Casa 
de Huérfanas. 


5. El movimiento villero y sus reclamos son sumamente relevantes luego de la caída de Perón en 1955. Durante 
el período peronista (1946-1955), la villa era un lugar de tránsito, de paso. Los planes de vivienda y los créditos 
del estado hacían de la vivienda un aspecto de suma importancia del estado de bienestar. A partir de 1955, se 
hace difícil salir de la villa, vislumbrándola como un espacio de asentamiento de permanencia. 
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6. El Frente País Solidario fue una confederación de partidos políticos de Argentina constituida en 1994 por el 
Frente Grande, el partido PAIS, la Unidad Socialista integrada por los partidos Socialista Popular y Socialista 
Democrático, y el Partido Demócrata Cristiano. 


7. Para profundizar este apartado ver Capítulo 8. 


8. Las fuerzas de seguridad les exigieron que “circulen”, por eso su marcha se hizo en círculo alrededor de la 
Pirámide de Plaza de Mayo. 


9. En el sitio web de Abuelas de Plaza de Mayo https://www.abuelas.org.ar/ se publica el número actualizado 
nietos recuperados. 
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Glosario 


Acreedor: es toda aquella persona física o jurídica, que ha entregado un crédito o un bien 
material a otra persona -llamada deudor- y posee la facultad de requerir el cumplimiento de la 
obligación a fin de satisfacer su interés. 


Baby Boom: es la expresión que se utilizó para caracterizar a la generación nacida luego de la 
segunda guerra mundial, entre 1946 y 1964 en EE.UU. Este periodo estuvo marcado por un 
incremento exponencial en las tasas de natalidad derivado del aumento de la esperanza de vida y las 
mejoras en los indicadores económicos a raíz del crecimiento industrial, las elevadas tasas de 
empleo y salarios relativamente. La irrupción de esta nueva generación de jóvenes universitarios - 
que en los comienzos de la década del sesenta entraban a la adultez- generó transformaciones en la 
vida social y política con fuertes cuestionamientos hacia patrones culturales que estructuraban el 
orden social imperante. La interpelación a las convenciones sociales estuvieron vinculadas a la 
insatisfacción con la reproducción de diversas prácticas y valores tradicionales establecidos, entre 
ellos, la sexualidad, los arquetipos de feminidad, las relaciones sociales, los estilos de vida y modos 
de disponer del ocio. Asimismo en el plano político se cuestionaron las intervenciones militares, las 
instituciones, el poder y los marcos jurídicos. La radicalización ideológica y toma de conciencia 
social buscó ofrecer una propuesta alternativa en post de la construcción de una sociedad más justa, 
igualitaria y liberal. 


Balanza de Pagos: es el resultado de la relación entre los flujos monetarios hacia y desde el 
exterior. Los primeros están compuestos por las salidas de divisas para pagar las importaciones de 
bienes y servicios y por los flujos de capital hacia el exterior; los segundos, por las entradas de 
divisas que genera la exportación de bienes y servicios, así como por los flujos financieros 
provenientes del exterior. 


Barreras Arancelarias: son restricciones -impuestas por una autoridad estatal- al comercio 
externo de un país, mediante impuestos o aranceles a las exportaciones e importaciones de bienes o 
servicios con el objetivo de proteger determinado sector de la economía local o equilibrar la balanza 
comercial de un país. 


Bien de Capital: es aquel bien que será utilizado como parte del proceso de producción de otro 
bien y pasará a formar parte del capital de una empresa. Son bienes de capital las maquinarias, los 
inmuebles, las instalaciones y las infraestructuras que se utilizan junto a otros factores de 
producción (trabajo, materias primas y bienes intermedios) para producir, a su vez, otros bienes y 
servicios. (1) 


Burocracia: es un sistema de organización que conforma un aparato institucional en el cual un 
cuerpo de empleados públicos estructurado de manera jerárquica, es destinado a ejecutar políticas 
estatales mediante procesos centralizados o descentralizados. La burocracia crecerá al tiempo que 
un número ascendente de cuestiones sociales se incorporen a la agenda estatal, que su vez, 
determinará su configuración, responsabilidad y especificidad. Por lo tanto, la burocracia estatal 
puede ser concebida como la cristalización institucional de las políticas públicas y la actividad 
estatal manifestada mediante agencias burocráticas que, a lo largo del proceso de implementación, 
acaban definiendo la naturaleza del estado que materializan. 


Capital: refiere a los recursos, al stock de bienes o valores que se utilizan para generar valor a 
través de la fabricación de otros bienes o servicios o la obtención de ganancias o utilidades sobre la 
tenencia o venta de valores. (2) 


CGT de los Argentinos: la Confederación General del Trabajo de los Argentinos nace el 1” de 


This document is available free of charge on Só studocu 


Downloaded by Blastar 00 (defusitaGWgmail.com) 


mayo de 1968 en un contexto de una alta fragmentación en el arco sindical -mayoritariamente- 
peronista nucleado en la CGT. Su máximo exponente fue Raimundo Ongaro, secretario general del 
sindicato de los trabajadores gráficos. Fue la primera vez que un sector del sindicalismo peronista 
se dividió de la central. La escisión estuvo motivada por una multiplicidad de factores determinantes 
e irreconciliables con el ala sindical más conservadora, negociadora y colaboracionista con la 
dictadura militar de Juan Carlos Onganía. 

En el programa presentado el 1* de mayo por la CGT de los Argentinos, se presentaron las 
bases para la consolidación de la nueva central, se convocó a diversos sectores sindicales y a los 
trabajadores a combatir los embates de gobierno militar sobre la clase trabajadora, además de 
enfrentar a quienes han tenido cierta “pasividad” a la hora de representar y defender los derechos 
de los trabajadores. El contexto era crítico y así se presentó en el programa que expuso la situación 
coyuntural y el marco en el cual se desarrolló el plan de acción: 


La C.G.T convoca en suma a todos los sectores, con la única excepción de minorías entregadoras y 
dirigentes corrompidos, a movilizarse en los cuatro rincones del país para combatir de frente al 
imperialismo, los monopolios y el hambre. Esta es la voluntad indudable de un pueblo harto de 
explotación e hipocresía, herido en su libertad, atacado en sus derechos, ofendido en sus sentimientos, 
pero dispuesto a ser el único protagonista de su destino. 


En un contexto sindical marcado por la retracción de las protestas y una fuerte represión hacia 
las luchas laborales, entre las primeras medidas de la CGTA estuvo la vuelva a movilización y 
protesta en las calles contra las políticas del gobierno de Onganía. La convocatoria fue masiva y se 
sumaron adhesiones de políticos, estudiantes, intelectuales y diversos sectores de la sociedad. 


Commodities: son productos o bienes por los que existe una demanda en el mercado y se 
comercian sin diferenciación cualitativa en operaciones de compra y venta. Su característica más 
importante es que no cuentan con ningún valor agregado, ningún proceso o diferenciación con los 
productos que se encuentran en el mercado, por esta razón son utilizados como materias primas 
para la elaboración de otros bienes. Los commodities tradicionales se clasifican en metales 
industriales y preciosos, energéticos y agrícolas. (3) 


Crimen de Lesa Humanidad: se entenderá a cualquiera de los actos siguientes cuando se cometa 
como parte de un ataque generalizado o sistemático contra una población civil y con conocimiento 
de dicho ataque: a) Asesinato; b) Exterminio; c) Esclavitud; d) Deportación o traslado forzoso de 
población; e) Encarcelación u otra privación grave de la libertad física en violación de normas 
fundamentales de derecho internacional; f) Tortura; g) Violación, esclavitud sexual, prostitución 
forzada, embarazo forzado, esterilización forzada o cualquier otra forma de violencia sexual de 
gravedad comparable; h) Persecución de un grupo o colectividad con identidad propia fundada en 
motivos políticos, raciales, nacionales, étnicos, culturales, religiosos, u otros motivos universalmente 
reconocidos como inaceptables con arreglo al derecho internacional. 


De facto: es una locución latina que significa, literalmente “de hecho”. Como tal, se refiere a 
toda aquella situación que se ha producido por la fuerza de los hechos, es decir, sin ajustarse a la 
normativa jurídica vigente. 

Así, una situación de facto es aquella que, si bien existe o tiene lugar en la realidad concreta, no 
ha sido reconocida mediante un acto formal o por una autoridad competente. 


Gobierno de facto: Como gobierno de facto se denomina a aquel que se establece en un país o 
ejerce sus funciones por la vía de los hechos, es decir: detenta y ejerce el poder con todos los 
mecanismos que le son propios sin que hayan mediado las formalidades legales que le hubieran 
otorgado legitimidad jurídica. En este sentido, un gobierno de facto puede acceder al poder de dos 
formas: por el uso de la fuerza, tras un golpe de Estado, o tomando el mando tras producirse un 
vacío de poder. Así, un gobierno de facto es todo aquel que se instaura o se ejerce al margen de la 
legalidad o fuera del derecho. Argentina en el siglo XX tuvo seis gobiernos de facto entre 1930 y 
1983. 


Déficit Comercial: es la denominación utilizada para dar a conocer el estado de cuenta y flujo 
del comercio exterior de un país. Habrá déficit comercial cuando el total de los pagos corrientes 
fuera del país sea superior al total de ingresos procedentes del exterior. Es decir, el saldo que arroja 
la diferencia entre las importaciones y exportaciones en un plazo determinado. 


Default: es un estado de cesación o suspensión de pago habitualmente utilizado en finanzas para 
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hacer referencia a una situación en la que el prestatario no hace frente a las obligaciones legales 
que tiene con sus acreedores en la forma establecida en el contrato de reconocimiento de la deuda. 
Argentina es el país de Sudamérica que más veces ha caído en default con sus acreedores 
internacionales. (4) 


Déficit Fiscal: refiere al exceso del gasto de la administración pública sobre los ingresos del 
Estado. Es decir, el Estado ha gastado más de lo que le ha ingresado. 


Derechos humanos: son los derechos inherentes a todos los seres humanos, sin distinción 
alguna de nacionalidad, lugar de residencia, sexo, origen nacional o étnico, color, religión, lengua, o 
cualquier otra condición, los cuales son interrelacionados, interdependientes e indivisibles. Se 
clasifican en: 1) derechos de primera generación: son los derechos civiles y políticos, fueron 
reconocidos en algunos países antes que por la comunidad internacional; 2) derechos de segunda 
generación: corresponde a los derechos económicos, sociales y culturales, cuyo origen puede 
identificarse en las luchas y movimientos sociales de fines del siglo XIX; y 3) derechos de tercera 
generación: concerniente al derecho a paz, a la autodeterminación, a la protección ambiental. 


Desadscripción étnica: es un proceso que atraviesan algunos miembros de comunidades 
indígenas impulsados por sus mayores y motivados por diversas razones. Es un proceso de 
reidentificación en términos positivos, oponiéndose a las estigmatizaciones que acerca de su 
identidad los sectores dominantes habían consolidado en el plano ideológico. 


Desaparición forzada de personas: se entenderá por “desaparición forzada” el arresto, la 
detención, el secuestro o cualquier otra forma de privación de libertad que sean obra de agentes del 
Estado o por personas o grupos de personas que actúan con la autorización, el apoyo o la 
aquiescencia del Estado, seguida de la negativa a reconocer dicha privación de libertad o del 
ocultamiento de la suerte o el paradero de la persona desaparecida, sustrayéndola a la protección 
de la ley. (5) 


Devaluación: es la pérdida o disminución del valor nominal de una moneda nacional frente a 
otras monedas extranjeras. (6) 


Divisa: es toda moneda extranjera oficial distintas de la moneda legal en el propio país. (7) 


Especulación Financiera: conjunto de operaciones comerciales o financieras que tienen como fin 
obtener un beneficio económico aprovechando la fluctuación de precios en el tiempo mediante la 
inversión de un capital, es decir, comprar barato y vender caro. (8) 


Exiliados: las personas que se exilian lo hacen por los mismos motivos que las personas que 
solicitan refugio, pero la diferencia es que el exilio no tiene una figura jurídica que lo norme. El 
exilio se relaciona con las condiciones de salida del país de origen y se aplica a las ausencias 
prolongadas impuestas por la autoridad o por la acción voluntaria de las personas, sin hallar en el 
país de acogida una protección legal específica para el caso. 


Exportaciones: son el conjunto de bienes y servicios vendidos por un país en territorio 
extranjero para su utilización. Son una herramienta imprescindible el crecimiento económico, la 
productividad y el empleo del país en cuestión. 


Femicidio: se denomina a la muerte violenta de mujeres por razones de género, ya sea que 
tenga lugar dentro de la familia, unidad doméstica o en cualquier otra relación interpersonal; en la 
comunidad, por parte de cualquier persona, o que sea perpetrada o tolerada por el Estado y sus 
agentes, por acción u omisión. 


Fondo Monetario Internacional (FMI): es una organización financiera internacional, compuesta 
por casi la totalidad de los países del mundo, creada en 1944 con sede en Washington D. C., Estados 
Unidos. Su principal objetivo es supervisar y ejercer control sobre la economía global con el fin de 
promover la cooperación internacional y el crecimiento económico sostenible. En ese sentido, sus 
operaciones se basan en la gestión de las crisis o depresiones económicas que cíclicamente se van 
presentando en las economías del mundo, aconsejando a los países a la hora de adoptar medidas en 
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consecuencia y financiando este tipo de situaciones. Además, controla y observa los resultados 
macroeconómicos de los países miembros, como son los datos de consumo, empleo o inflación de los 
mismos y la manera en que desarrollan sus importaciones y exportaciones en el marco 
internacional. Del mismo modo, otros indicadores económicos como la gestión de los tipos de 
interés, el crédito y los tipos de cambio son objetivo del trabajo de observación del FMI, 
simultáneamente a la vigilancia de la política financiera y la actividad de las entidades bancarias y 
de crédito. 


Fordismo: es un modelo de desarrollo industrial sistematizado en las primeras décadas del siglo 
XX por Henry Ford, empresario automotriz. Este modelo productivo consigue mediante la 
mecanización y simplificación del trabajo en serie, elevar la intensidad de producción aumentando 
la eficiencia y disminuyendo costos. Sin embargo no solo se presenta como un mero modelo 
productivo, sino que además tiene fuertes implicancias sociales en cuanto al control que ejerce 
sobre los cuerpos y las mentes de los obreros. En este sentido Harvey señala que “el reconocimiento 
explícito de que producción en masa significaba consumo en masa, de un nuevo sistema de 
producción de la fuerza de trabajo, de una nueva política de control y gerencia del trabajo, una 
nueva estética y psicología, en suma, un nuevo tipo de sociedad democrática, racionalizada, 
modernista y populista”. Los altos salarios de los trabajadores y un Estado keynesiano fueron parte 
de un modelo funcional a la expansión de la producción y la demanda en el mercado interno, 
configurado para garantizar el surgimiento de una nueva sociedad de consumo. 


Gramsci desde una perspectiva holística analiza el fordismo como un conjunto de métodos y 
principios para administrar las actividades tanto en el ámbito laboral como en el ámbito de la 
privacidad de los trabajadores, para situarlos dentro de un ideario y de un modo de vida 
perfectamente adecuados a las necesidades de la emergente industrialización. La Ley Seca 
(prohibió el consumo de bebidas alcohólicas) y el intento de regular la vida sexual y familiar de los 
trabajadores, entre otras medidas, son parte de una creciente coerción moral ejercida por el aparato 
estatal sobre cada uno de los individuos. Quedando así, la racionalización del trabajo y el 
prohibicionismo intrínsecamente ligados al modelo fordista. 


Genocidio: se entenderá por “genocidio” a cualquiera de los actos mencionados a continuación, 
perpetrados con la intención de destruir total o parcialmente a un grupo nacional, étnico, racial o 
religioso como tal: a) Matanza de miembros del grupo; b) Lesión grave a la integridad física o 
mental de los miembros del grupo; c) Sometimiento intencional del grupo a condiciones de 
existencia que hayan de acarrear su destrucción física, total o parcial; d) Medidas destinadas a 
impedir nacimientos en el seno del grupo; e) Traslado por la fuerza de niños del grupo a otro grupo. 


Guerra Fría: se denomina al conflicto indirecto no convencional que enfrentó a Estados Unidos y 
la Unión Soviética durante la segunda mitad del siglo XX (1947-1991). Se caracterizó por el intento 
de ambas superpotencias de extender sus modelos ideológicos, económicos y sociales en zonas de 
influencia a través de los llamados países satélite, evitando siempre el enfrentamiento armado 
directo entre EE.UU. y la URSS , manteniendo una situación de tensión y equilibrio de poderes muy 
delicada. 


Indigencia: se entiende como la situación en que no se dispone de los recursos que permitan 
satisfacer al menos las necesidades básicas de alimentación. En otras palabras, se considera como 
“pobres extremos” a las personas que residen en hogares cuyos ingresos no alcanzan para adquirir 
una canasta básica de alimentos, así lo destinarán en su totalidad a dicho fin. 


Integración local: tiene lugar en tres ámbitos: 


e Legal: a los refugiados se les otorga progresivamente un más amplio rango de derechos, 
similares a aquellos disfrutados por los ciudadanos, que lleva eventualmente a obtener la 
residencia permanente y, quizás, la ciudadanía; 

e Económico: los refugiados gradualmente se vuelven menos dependientes de la asistencia del 
país de asilo o de la asistencia humanitaria, y son cada vez más autosuficientes, de manera 
que pueden ayudarse a ellos mismos y contribuir a la economía local; 

e Social y cultural: la interacción entre los refugiados y la comunidad local les permite a los 
primeros participar en la vida social de su nuevo país, sin temor a la discriminación o la 
hostilidad. 


Inflación: se denomina a un aumento del nivel general de precios. Usualmente se calcula a 
partir de los incrementos porcentuales del costo de vida, es decir, cuánto varía la suma de dinero 
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que paga un consumidor por un conjunto representativo de los bienes y servicios que adquiere 
habitualmente. 


Inversión Extranjera Directa (IED): es aquella inversión que fomenta vínculos económicos 
estables y duraderos entre los países facilitando a los inversores directos de las economías 
inversoras el acceso directo a las unidades de producción (negocios/empresas) de las economías de 
destino de la inversión (es decir, de los países en los que residen dichas unidades). Con el marco 
político adecuado, la IED ayuda a los países receptores al desarrollo de las empresas locales, 
fomenta el comercio internacional por medio del acceso a los mercados y contribuye a la 
transferencia de tecnología y de conocimiento. 


Importaciones: son el conjunto de bienes y servicios comprados por un país en territorio 
extranjero para su utilización en territorio nacional. (9) 


Industrialización por Sustitución de Importaciones (ISI): es un modelo económico que busca 
fomentar el desarrollo de industrias locales para que produzcan bienes que están siendo 
importados, a través de mecanismos de política económica tales como los incentivos fiscales y 
crediticios o la protección comercial. 


Migración: esta puede ser interna o internacional y, en su definición original, atendía como 
causa al desplazamiento voluntario de una persona para mejorar su calidad de vida. 


Montoneros: fue una de las organizaciones guerrilleras armadas más grandes de la década del 
setenta en Argentina. Con un origen ideológico de derecha, asociado al cristianismo progresista, 
nacionalista y peronista, iniciaron sus actividades beligerantes con el secuestro del general 
Aramburu, en el primer aniversario del Cordobazo. En 1974 luego de una intensa actividad política 
mediante el uso de la violencia armada, la organización se expande y logra incorporar a los demás 
grupos guerrilleros que conformaron las llamadas Organizaciones Armadas Peronistas (OAP), entre 
ellas, las Fuerzas Armadas Revolucionarias (FAR), Fuerzas Armadas Peronistas (FAP) y 
Descamisados, se integraron a Montoneros. Los múltiples actores e ideologías confluyeron en un 
plan de acción en conjunto con un mismo objetivo: combatir por la vuelta al poder del general 
Perón, para luego así construir una patria nacional y popular, anti oligárquica y antiimperialista con 
justicia social. Sus intervenciones en el espacio público abarcaron diversas prácticas, entre ellas, 
secuestros y asesinatos, asaltos a cuarteles militares, comisarías, dependencias estatales y bancos 
en búsqueda de armas, dinero y documentación. 


Movilidad humana: nuevo paradigma que incluye las distintas formas de desplazamiento: 
“voluntarios” (migración) y forzados (refugio y desplazamiento interno) ya que en muchos casos se 
trata de flujos mixtos (personas que deben salir de su lugar de origen debido a que la situación 
socioeconómica los expulsa). Es el derecho de las personas a desplazarse y a acceder a derechos en 
el lugar que elijan para vivir. Acorde a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos tanto las 
personas apátridas como las personas afectadas por el delito de trata son alcanzadas por este 
concepto. 


Organización de Países Exportadores de Petróleo (OPEP): es una entidad fundada en 1960 que 
reúne a doce países productores de petróleo. Su principal objetivo es coordinar y unificar las 
políticas petroleras entre los países miembros, con el fin de proteger sus intereses garantizando 
precios justos y estables, el abastecimiento eficiente, económico y regular de petróleo a los países 
consumidores y un rendimiento justo del capital de los inversores. 


Pobreza: la ONU ha definido a la pobreza como “la condición caracterizada por una privación 
severa de necesidades humanas básicas, incluyendo alimentos, agua potable, instalaciones 
sanitarias, salud, vivienda, educación e información. 


Producto Bruto Interno (PBI): es un indicador económico que refleja el valor monetario de todos 
los bienes y servicios finales producidos por un país o región en un determinado periodo de tiempo, 
normalmente un año. Se utiliza para medir la riqueza de un país. (10) 


Plusvalía: se entiende como el valor no pagado del trabajo del obrero que crea un plusvalor del 
cual se apropia el empresario. Así, la diferencia entre lo que realmente produce el trabajador y su 
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salario, se denomina plusvalía. Esta constituye la ganancia extra del empresario. 


Refugio: El Alto Comisionado para los Refugiados, creado en 1921 creó un documento para que 
los refugiados tuvieran un pasaporte que esgrimir al entrar al país donde solicitarían asilo 
(actualmente conocido como el “pasaporte Nansen”). En 1951 el ACNUR crea un instrumento para 
proteger a todas las personas que fueran perseguidas por el Estado por razones de raza, religión, 
nacionalidad, su pertenencia social o sus opiniones políticas, y de allí surge la definición normativa 
de refugiado. 


Salario Nominal: es la suma de dinero que se paga al trabajador por la labor realizada durante 
la jornada estipulada. (11) 


Salario Real: es la relación entre el salario nominal y el costo de vida. Representa lo que podrá 
obtener el obrero, producto de la relación entre el precio de su trabajo con el precio de las demás 
mercancías. 


Statu quo: En el contexto jurídico y diplomático, el statu quo se utiliza con la finalidad de 
mantener el estado de las cosas o situación, para evitar identificar las causas de enfrentamientos 
que existen en un momento. 


Subdesarrollado: es un término acuñado por diversos cientistas sociales para referenciar la 
problemática del desarrollo económico de los países de la periferia. Problemática derivada de un 
conjunto complejo e interrelacionado de fenómenos que se traducen y expresan en desigualdades 
flagrantes de riqueza y de pobreza, en estancamiento, en retraso respecto de otros países, en 
potencialidades productivas desaprovechadas, en dependencia económica, cultural, política y 
tecnológica. 


Superávit: es aquella situación que se genera cuando existe un exceso de ingresos sobre los 
gastos. Asimismo, cuando lo recaudado por el Estado a través de impuestos, retenciones y similares 
es mayor a lo gastado en ofrecer servicios y pagar deudas se produce superávit. (12) 


Tasa de Interés: porcentaje de dinero que se obtiene por cada unidad capital que se invierte, es 
decir, el pago que se hace por usar un monto de dinero y beneficiarse de él. (13) 


Tercerización Laboral: representa una modalidad de contratación (subcontratación) llevada a 
cabo por una empresa o dependencia estatal al contratar a otra firma para que preste un servicio 
que, en un principio, debería ser brindado por ella misma. Este proceso suele realizarse con el 
objetivo de reducir los costos, evadir cargas sociales y estar por fuera del marco jurídico que regula 
el derecho laboral. Asimismo los efectos de esta modalidad contractual genera el debilitamiento de 
la representación colectiva de los trabajadores, inestabilidad laboral, salarios por debajo de los 
convenios colectivos de trabajo y precariedad en la seguridad social. 


Territorios nacionales: En 1884 el Estado argentino creó gobernaciones conocidas como 
“Territorios Nacionales”, unidades políticas que coexistían en un mismo espacio nacional pero, a 
diferencia de las provincias, dependían del poder central, poseían autoridades carentes de 
autonomía funcional y presupuestaria y habitantes con derechos políticos restringidos. Estas 
gobernaciones se constituyeron de esa forma como solución “transitoria” a la incorporación de los 
espacios bajo dominio indígena. Hasta 1955 La Pampa, Chaco (1951) y Misiones (1953) y en un 
segundo momento Neuquén, Río Negro, Formosa, Chubut y Santa Cruz (1955) se convirtieron en 
provincias, y Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur lo fueron en 1990. 


Tipo de Cambio: se puede definir como el precio de una unidad de moneda extranjera expresado 
en términos de la moneda nacional. Entonces el tipo de cambio nominal representara el número de 
unidades de moneda nacional que se deben entregar para obtener una unidad de moneda 
extranjera, o de manera similar, el número de unidades de moneda nacional que se obtiene al 
vender una unidad de moneda extranjera. (14) 


Triple A: la Alianza Anticomunista Argentina fue un grupo parapolicial creado durante el tercer 
mandato presidencial de Juan Domingo Perón, dirigido por el entonces ministro de Bienestar Social 
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de la Nación, José López Rega. Sus integrantes provenían de diversos sectores asociados a la 
derecha sindical, grupos nacionalistas de ultraderecha y policías. 

Su principal objetivo fue combatir a los grupos armados que gravitaban en la arena política y 
social del país, emulando sus métodos, prácticas y armamentos, escindidos de todo componente 
ético y moral. Si bien operó de forma clandestina al estar sus actividades por fuera del marco 
jurídico legal, tuvieron la complicidad estatal para llevar a cabo sus objetivos. La utilización de las 
instalaciones del ministerio de Bienestar Social, el desvío de recursos económicos para financiar sus 
operaciones y la estructura de inteligencia del Estado estuvieron al servicio de esta organización. 
Además de secuestros, torturas, vejaciones y aniquilaciones, la Triple A también realizó atentados 
con bombas, ataques con ráfagas de ametralladora, violaciones y ejecuciones de mujeres. Se calcula 
que desde su aparición en el espacio público, el 21 de Noviembre de 1973 con el intento de 
asesinato del senador radical Hipólito Solari Yrigoyen hasta su desarticulación en marzo de 1974, 
esta organización asesinó entre mil quinientas y dos mil personas. 


Siglas y Acrónimos 


Siglas 


AMBA: Área Metropolitana de Buenos Aires. 

CELAC: Comunidad de Estados Latinoamericanos y Caribeños 
CSJN: Corte Suprema de Justicia de la Nación 

ONG: Organización no gubernamental 

FF.AA.: Fuerzas Armadas 

ISI: Industrialización por Sustitución de Importaciones 
PS: Partido Socialista 

UCR: Unión Cívica Radical 

DSN: Doctrina de Seguridad Nacional 

DNP: Dirección Nacional de Población 

DNM: Dirección Nacional de Migraciones 

ACNUR: Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Refugiados 
OPEP: Organización de Países Exportadores de Petróleo 
EBA: Estado burocrático autoritario 

FMI: Fondo Monetario Internacional 

ERP: Ejército Revolucionario del Pueblo 

FAR: Fuerzas Armadas Revolucionarias 

FAP: Fuerzas Armadas Peronistas 

PRT: Partido Revolucionario de los Trabajadores 

IAPTI: Instituto Argentino de Promoción del Intercambio. 
IED: Inversión Extranjera Directa 


Acrónimos 


Mercosur: Mercado común del sur 
Unasur: Unión de naciones suramericanas 
Frejuli: Frente justicialista de liberación 


1. Ver en: http://diccionarioempresarial.wolterskluwer.es/Content/Inicio.aspx 

2 Ver en: https://economipedia.com/definiciones/capital.html 

3. Ver en: https://connectamericas.com/es/content/de-los-commodities-al-valor-agregado 
4. Ver en: https://www.expansion.com/diccionario-economico/default.html 


5. Véase Convención Internacional Para la Protección de Todas las Personas Contra las Desapariciones 
Forzadas. https://www.ohchr.org/SP/ProfessionalInterest/Pages/ConventionCED.aspx 


6. Véase Enciclopedia Económica https://enciclopediaeconomica.com/devaluacion/ 
7. Ver en: https://debitoor.es/glosario/divisa 

8. Ver en: https://economipedia.com/definiciones/especulacion.html 

9. Ver en: https://economipedia.com/definiciones/importacion.html 

10. Ver en: https://economipedia.com/definiciones/producto-interior-bruto-pib.html 


11. Ver en: https://www.economiafinanzas.com/salario-nominal-salario-real/ 
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12. Ver en: https://debitoor.es/glosario/superavit 
13. Ver en: https://enciclopediaeconomica.com/tasa-de-interes/ 
14. Ver en:https://www.econlink.com.ar/dic/tipodecambio.shtml 
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